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(UCR)

INRECOSMAR Instituto de los Recursos Pesqueros 
y Marinos

INS Instituto Nacional de Seguros
INTA Instituto Nacional de Innovación y 

Transferencia de 
Tecnología Agropecuaria

INTECO Instituto de Normas Técnicas 
de Costa Rica

INVU Instituto Nacional de Vivienda 
y Urbanismo

IPC Indice de precios al consumidor
IPCC Panel Intergubernamental sobre 

Cambio Climático
IPEC Instituto Profesional en Educación 

Comunitaria
IPG Indice de potenciación de género
IPH Indice de pobreza humana
IRET Instituto Regional de Investigación en

Sustancias Tóxicas
IRI Índice internacional de regularidad 

superficial
IRS Indice de rezago social 
ISBN International Standard Book Number
ITCER Indice tipo de cambio efectivo real 

multilateral
ITCR Instituto Tecnológico de Costa Rica
ITR Infecciones del tracto reproductivo
IVM Invalidez, vejez y muerte
IVRS Infecciones de vías respiratorias 

superiores

J

JAPDEVA Junta de Administración Portuaria de 
la Vertiente Atlántica

JASEC Junta Administrativa de Servicios 
Eléctricos de Cartago

JPSSJ Junta de Protección Social de San José
JUNAFORCA Junta Nacional Forestal Campesina

L

LAICA Liga Agrícola Industrial de la Caña de
Azúcar

LANAMME Laboratorio Nacional de Materiales y 
Modelos Estructurales (UCR)

LAQAT Laboratorio de Química de la 
Atmósfera (UNA)

LA RED La Red de Estudios Sociales en 
Prevención de Desastres en 
Latinoamérica

LIBOR London Inter Bank Offering Rate
LNA Laboratorio Nacional de Aguas

LPT Ley de Protección al Trabajador

M

MAC Museo de Arte Costarricense
MADC Museo de Arte y Diseño 

Contemporáneo
MAG Ministerio de Agricultura y Ganadería
MCCA Mercado Común Centroamericano
MCJD Ministerio de Cultura, Juventud y 

Deportes
MEIC Ministerio de Economía, Industria y 

Comercio
MEP Ministerio de Educación Pública
MERCOSUR Mercado Común del Sur
MICYT Ministerio de Ciencia y Tecnología
MIDEPLAN Ministerio de Planificación Nacional y

Política Económica
MINAE Ministerio del Ambiente y Energía
MINSALUD Ministerio de Salud
MIVAH Ministerio de Vivienda y 

Asentamientos Humanos
MJG Ministerio de Justicia y Gracia
ML Movimiento Libertario
MNC Mesa Nacional Campesina
MNJ Movimiento Nacional de Juventudes
MOPT Ministerio de Obras Públicas y Transportes
MP Ministerio de la Presidencia
MSP Ministerio de Seguridad Pública
MTC Movimiento de Trabajadores y 

Campesinos
MTSS Ministerio de Trabajo y Seguridad Social

N

NAFTA Tratado de Libre Comercio de Norteamérica,
suscrito por los Estados Unidos de 
América, Canadá y México (sigla en 
inglés)

NBI Necesidades básicas insatisfechas 
(método de cálculo de la pobreza)

NMF Nación más favorecida
NORAD Agencia Noruega de Cooperación 

Internacional
NPE Número de partidos efectivos

O

OCDE Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económico

OCIS Oficina de Cooperación Internacional 
de la Salud 

OdD Observatorio del Desarrollo (UCR)
OEA Organización de Estados Americanos
OET Organización de Estudios Tropicales
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OFI Organismos financieros internacionales
OFIARROZ Oficina del Arroz
OFIM Oficinas Municipales de la Mujer
OIJ Organismo de Investigación Judicial
OIM Organización Internacional para las 

Migraciones
OIT Organización Internacional del Trabajo
OMC Organización Mundial de Comercio
OMS Organización Mundial de la Salud
OMT Organización Mundial de Turismo
ONF Oficina Nacional Forestal
ONG Organización no gubernamental / 

organizaciones no gubernamentales
ONU Organización de las Naciones Unidas
OPC Operadora de pensiones 

complementarias
OPES Oficina de Planificación de la 

Educación Superior

OPS Organización Panamericana de Salud
ORT Órgano de reglamentación técnica
OSJ Orquesta Sinfónica Juvenil
OSN Orquesta Sinfónica Nacional
OVSICORI Observatorio Vulcanológico 

y Sismológico de Costa Rica

P

PAC Partido Acción Ciudadana
PACADIRH Plan Centroamericano para el Manejo

Integrado y la Conservación de los 
Recursos Hídricos

PAHO Organización Panamericana de la 
Salud (sigla en inglés)

PANI Patronato Nacional de la Infancia
PARCA Plan Ambiental de la Región 

Centroamericana
PASA Programa de Ajuste Sectorial 

Agropecuario
PBCC Proyecto Bosques y Cambio Climático
PEA Población económicamente activa
PECAire-UNA Programa de Estudios de Calidad del 

Aire de la Universidad Nacional
PGR Procuraduría General de la República
PIB Producto interno bruto
PIBA Producto interno bruto agropecuario
PILA Parque Internacional La Amistad
PIN Partido Integración Nacional
PLN Partido Liberación Nacional
PNDF Plan Nacional de Desarrollo Forestal
PNDU Plan Nacional de Desarrollo Urbano
PNMCACH Programa Nacional de Mejoramiento 

de la Calidad del Agua para Consumo 
Humano

PNUD Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo

PNUMA Programa de las Naciones Unidas 
para el Medio Ambiente

PPA Paridad del poder adquisitivo
PPP Plan Puebla-Panamá
PRC Partido Renovación Costarricense
PROCESOS Programa Centroamericano para la 

Sostenibilidad
PROCOMER Promotora del Comercio Exterior 

de Costa Rica
ProDUS Programa de Investigación en 

Desarrollo Urbano Sostenible, de la 
Universidad de Costa Rica

PROEBI Programa de Educación en
Biodiversidad (INBio)

PRONAMYPE Programa Nacional de Apoyo a la 
Micro y Pequeña Empresa

PROPYME Programa de Apoyo a la Pequeña y 
Mediana Empresa

PSA Pago de servicios ambientales
PTA Parque de Tecnología Ambiental
PUSC Partido Unidad Social Cristiana
PYME Pequeñas y medianas empresas

R

RAC Resolución alterna de conflictos
RACSA Radiográfica Costarricense S.A.
RECOPE Refinadora Costarricense de Petróleo
REM Régimen de enfermedad y maternidad
RITEVE Revisión integral técnica vehicular
RIVM Régimen de invalidez, vejez y muerte
RNCP Régimen no contributivo de pensiones
RNCTM Red Nacional para la Conservación de 

las Tortugas Marinas

S

SAPS Sector de Agua Potable 
y Saneamiento

SCIJ Sistema Costarricense de Información
Jurídica

SCN Sistema de Cuentas Nacionales
SEC Sindicato de Educadores 

Costarricenses
SEMEC Sistema de Evaluación de

Mejoramiento Continuo de la Calidad
SENARA Servicio Nacional de Aguas 

Subterráneas, Riego y Avenamiento
SEPSA Secretaría Ejecutiva de Planificación 

del Sector Agropecuario 
SETENA Secretaría Técnica Nacional Ambiental
SGP Sistema Generalizado de Preferencias
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SICA Sistema de Integración 
Centroamericana

SICAP Sistema Centroamericano de Áreas 
Protegidas

SICERE Sistema Centralizado de Recaudación 
SIDA Síndrome de inmunodeficiencia 

adquirida
SIDES Sistema de Indicadores sobre 

Desarrollo Sostenible
SIECA Secretaría de Integración Económica 

de Centroamérica
SIG Sistema de Información Geográfica
SIL Sistema de Información Legislativa
SIMED Sistema para el Mejoramiento de la 

Educación
SINAC Sistema Nacional de Áreas de 

Conservación
SINADES Sistema Nacional de Desarrollo 

Sostenible
SINAES Sistema Nacional de Acreditación de 

la Educación Superior
SINALEVI Sistema Nacional de Legislación 

Vigente
SINAMI Sistema Nacional de Análisis de la 

Mortalidad Infantil
SINART Sistema Nacional de Radio y 

Televisión
SINE Sistema Nacional de Evaluación
SIP Sociedad Interamericana de Prensa
SIPO Sistema de Información de la 

Población Objetivo, del Instituto Mixto de 
Ayuda Social

SNC Sistema Nacional para la Calidad
SPNF Sector público no financiero
STAP Secretaría Técnica de la Autoridad 

Presupuestaria (Ministerio de 
Hacienda)

SUGEF Superintendencia General de 
Entidades Financieras

SUGESS Superintendencia General de Servicios
de Salud

SUGEVAL Superintendencia General de Valores
SUPEN Superintendencia de Pensiones

T

TAA Tribunal Ambiental Administrativo
TCU Trabajo comunal universitario
TDA Tasa de desempleo abierto
TGF Tasa global de fecundidad
TLC Tratado de libre comercio
TMI Tasa de mortalidad infantil
TNP Tasa neta de participación
TO Tasa de ocupación

TPA Autoridad de Promoción Comercial 
(sigla en inglés)

TPS Total de partículas en suspensión
TRIPS Aspectos de los derechos de 

propiedad intelectual relacionados 
con el comercio (sigla en inglés)

TSE Tribunal Supremo de Elecciones

U

UACA Universidad Autónoma de 
Centroamérica

UCCAEP Unión Costarricense de Cámaras y 
Asociaciones de la Empresa Privada

UCR Universidad de Costa Rica
UE Unión Europea
UICN Unión Internacional para la 

Conservación de la Naturaleza
UIP Unidad de Intervención Policial
UMF Unidades de Manejo Forestal
UNA Universidad Nacional
UNDECA Unión de Empleados de la Caja 

Costarricense de Seguro Social
UNDP Programa de las Naciones Unidas 

para el Desarrollo (sigla en inglés)
UNED Universidad Estatal a Distancia
UNESCO Organización de las Naciones Unidas 

para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (sigla en inglés)

UNFPA Fondo de Población de las Naciones 
Unidas (sigla en inglés)

UNGL Unión Nacional de Gobierno Locales
UNICEF Fondo de las Naciones Unidas para la

Infancia (sigla en inglés)
UPANACIONAL Unión de Pequeños y Medianos 

Productores
UPAZ Universidad para la Paz
USIS Sistema Informativo y Cultural de los 

Estados Unidos de América (sigla en 
inglés)

USTR United States Trade Representative

V

VIH Virus de inmunodeficiencia humana

W

WIDER World Institute for Development 
Economics Research

WRI World Resources Institute
WSPA World Society for the Protection of 

Animals
WWF Fondo Mundial para la Naturaleza 

(sigla en inglés) 



Z

ZCI Zona de convergencia intertropical
ZEE Zona económica exclusiva
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Desde su creación en 1994, el Proyecto Es-
tado de la Nación ha realizado importan-
tes esfuerzos para impulsar y profundi-

zar el estudio y discusión sobre el desarrollo
humano sostenible de Costa Rica. La prepara-
ción de los informes anuales sobre el Estado de
la Nación ha sido la base para lograr ese propó-
sito. Mediante la combinación de procesos de in-
vestigación y la consulta a representantes de di-
versos sectores sociales, se han articulado redes
de relaciones que han favorecido la pertinencia y
legitimidad de los análisis, así como vínculos que
facilitan la difusión y el acceso a la información ob-
tenida a través de ellos. 

En este año, 2003, el Informe se presenta ba-
jo un marco institucional estrictamente nacional:
la Defensoría de los Habitantes de la República y
las cuatro instituciones de educación superior
universitarias estatales (Universidad de Costa Ri-
ca, Instituto Tecnológico de Costa Rica, Univer-
sidad Nacional, y Universidad Estatal a Distan-
cia), asociadas en el Consejo Nacional de
Rectores (CONARE) dieron continuidad a este
esfuerzo mediante la creación de un programa
del CONARE y el establecimiento de un conve-
nio para su operación. Adicionalmente, se sus-
cribió un convenio con la Contraloría General de
la República para su participación y cooperación
con el Programa. La base así definida es permanen-
te y garantiza la independencia de esta iniciativa,
pues ratifica y mejora los principios y reglas de
funcionamiento que la han hecho posible en el pa-
sado. De esta manera, se consolida un sistema de
seguimiento del desarrollo humano en Costa Rica. 

El Primer Informe, publicado en 1995, per-
mitió identificar rasgos fundamentales del ser
costarricense y las principales tendencias del de-
sarrollo nacional. Estos aspectos se analizaron

Presentación

con mayor profundidad en el Segundo Informe
(1996), a partir de un marco conceptual más
preciso sobre el desarrollo humano sostenible.
Ambas ediciones contribuyeron a sentar las bases de
la amplia legitimidad social de esta iniciativa, que se
manifestó en el Tercer Informe, con la preparación
de un capítulo especial sobre el mundo rural en
transición, el cual fue elaborado a solicitud de diver-
sas organizaciones y representantes de ese sector.

La validación social del Informe resultó de
suma importancia para la realización del Cuarto
Informe, correspondiente a 1997, en el que se
dedicó un capítulo al análisis de la situación de
la región Huetar Norte. Ese estudio permitió
identificar fortalezas, debilidades, oportunidades
y tensiones generadas en esa región por las gran-
des transformaciones que ha experimentado
Costa Rica durante los últimos años. 

El Quinto Informe (1998) amplió el examen
de algunos temas tratados en las ediciones ante-
riores, procurando una mayor profundidad en la
investigación, e incorporó la “Sinopsis del Esta-
do de la Región en Desarrollo Humano Sosteni-
ble”, con lo cual se enriqueció el análisis nacio-
nal con la perspectiva centroamericana. En el
Sexto Informe (1999) nuevamente se realizó una
evaluación subnacional, esta vez sobre la región
Chorotega (provincia de Guanacaste).

La edición del 2000 (Sétimo Informe) inclu-
yó un capítulo especial sobre los “Desafíos para
avanzar hacia la equidad entre los géneros”, en el
cual se sintetizaron los esfuerzos realizados en
los seis informes precedentes, para incorporar el
enfoque de género en el análisis sobre el desem-
peño nacional en desarrollo humano sostenible.

El Octavo Informe, correspondiente al año
2001, enfatizó la necesidad de gestar propuestas
de desarrollo nacional para atender los desafíos
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del desarrollo humano sostenible señalados en
ediciones previas. Adicionalmente, este Informe
profundizó en temas como la educación y la po-
breza, entre otros, y desagregó regionalmente al-
gunas características, con datos censales. En este
sentido, el proceso electoral y el inicio de un
nuevo período de gobierno marcaron una opor-
tunidad decisiva para impulsar esas acciones. 

El Noveno Informe, publicado en el 2003 con
los indicadores más actuales del 2002, examina en
detalle un conjunto de temas e incorpora “minifo-
ros”, en los que diversos actores exponen posiciones
constrastantes sobre temas relevantes de la agenda
nacional. De manera semejante al Quinto Informe,
la presente edición incorpora, como capítulo espe-
cial, la “Sinopsis del Segundo Informe sobre Desa-
rrollo Humano en Centroamérica y Panamá”. 

Al igual que en años anteriores, las limitacio-
nes del Noveno Informe están asociadas a la per-
sistencia de algunas deficiencias en la calidad,
continuidad o existencia de información, principal-
mente en materia ambiental. No obstante, los resul-
tados del Censo 2000 ampliaron las posibilidades
de análisis e investigación en esta oportunidad.

Al presentar el Noveno Informe Estado de la
Nación en Desarrollo Humano Sostenible queremos
dejar constancia de nuestro reconocimiento a Mi-
guel Gutiérrez Saxe, Coordinador del Programa, al
igual que al equipo técnico que, con él, tuvo a
cargo la realización de este trabajo.

A los integrantes del Consejo Consultivo ma-
nifestamos nuestra renovada gratitud por su
orientación y valiosos aportes en las distintas eta-
pas de elaboración del Informe. 

Asimismo, expresamos nuestro agradeci-
miento a todos aquellos que, por distintos me-
dios, han nutrido este trabajo con comentarios
sobre su contenido, y a quienes mediante su es-
tudio, discusión y divulgación, hacen que esta
iniciativa resulte útil para la promoción del desa-
rrollo humano sostenible en Costa Rica. 

La excelente acogida de los ocho informes
anteriores, y las expectativas en torno a esta y su-
cesivas entregas, refuerzan nuestra convicción de
que con este esfuerzo se verá fortalecida la capa-
cidad del país para reflexionar sobre su propio
desarrollo y elegir, en consecuencia, las bases so-
bre las que se asentará su futuro.

San José, Costa Rica
de noviembre del 2003

Sonia Marta Mora
Rectora
Universidad Nacional

Eugenio Trejos Benavides
Rector
Instituto Tecnológico de 
Costa Rica
Presidente del CONARE

José Manuel Echandi Meza
Defensor de los Habitantes
de la República

Gabriel Macaya Trejos
Rector
Universidad de Costa Rica

Rodrigo Arias Camacho
Rector
Universidad Estatal a Distancia

José Andrés Masís Bermúdez
Director, Oficina de
Planificación de la 
Educación Superior (OPES)

Max Esquivel Faerron
Defensor Adjunto de los Habitantes 
de la República
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A la profesora Adelaida Chaverri, de la Escuela de
Ciencias Ambientales de la Universidad Nacional, quien
coordinó el capítulo “Armonía con la naturaleza” por dos
años (tercer y cuarto informes). La recordamos por su
dedicación a los temas ambientales y por sus cualidades
de gran amiga y colaboradora.
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Este Informe es el resultado de un ex-
tenso proceso de investigación y con-
sulta en el que ha participado un am-

plio y diverso grupo de instituciones,
organizaciones y personas de toda la sociedad
costarricense, quienes mediante su asistencia a
reuniones y talleres de consulta, el suministro de
información, la lectura crítica de documentos o
la vinculación directa en la preparación de po-
nencias y la coordinación de capítulos potencia-
ron los objetivos de esta iniciativa. Aun a riesgo
de cometer alguna omisión, el Programa Estado
de la Nación y sus auspiciadores quieren dejar
constancia de su agradecimiento, en una sección
especial incluida al final de cada capítulo, a quie-
nes se vincularon directamente con la prepara-
ción, análisis y lectura sobre temas específicos y,
en estas líneas, a quienes brindaron apoyo en
tareas de orden general. 

La coordinación general de investigación
estuvo a cargo de Isabel Román. El equipo de
coordinadores temáticos lo formaron Nora Garita
(Equidad e Integración Social), Jorge Cornick y
Eddy Rodríguez (Oportunidades, estabilidad y
solvencia económicas), Carlos Drews (Armonía
con la naturaleza y Elaine White (Fortalecimiento
de la democracia).

Se agradece el respaldo institucional de la
Rectoría de la Universidad Nacional para la
coordinación general de investigación de este
informe. También resultó muy valioso el apoyo
institucional del Departamento de Sociología de la
Universidad de Costa Rica para la preparación del
Capítulo de Equidad e integración social.

Un agradecimiento especial a José Andrés
Masís, director de OPES/CONARE, por su valioso
apoyo para la preparación de este Informe.

Especial reconocimiento merecen las

numerosas instituciones y organizaciones que
brindaron valiosa información, tanto para las in-
vestigaciones en las diversas áreas que analiza el
Informe, como para la actualización del Com-
pendio Estadístico, entre ellas: ACAM, Academia
de Centroamérica, Asamblea Legislativa, ARE-
SEP, Banco de Costa Rica, Banco Nacional de
Costa Rica, BANHVI, BCCR, Cámara Costarri-
cense de la Construcción, Cámara Costarricense
Forestal, Cámara de Industrias de Costa Rica,
Cámara de Insumos Agropecuarios, Centro de
Investigación y Conservación del Patrimonio
Cultural, Casa Presidencial, CATIE, CCP (UCR),
CCSS, CEFEMINA, Centro Costarricense de Pro-
ducción Cinematográfica, CICAD, CIEM (UCR),
CINPE (UNA), CITES (MINAE), CNP, Comisión
Nacional del Consumidor (MEIC), Comisión
Nacional de Emergencias, Comisión para la Pro-
moción de la Competencia (MEIC), Compañía
Nacional de Fuerza y Luz S.A., CONAI, CONARE,
CONAVI, CONESUP, Contraloría General de la
República, Defensoría de los Habitantes, Despa-
cho de la Primera Dama de la República, DINA-
DECO, Dirección General de Adaptación Social
(MJG), Dirección General de Cultura (MCJD),
Dirección General del Registro Civil (TSE), Di-
rección Sectorial de Energía (MINAE), Fiscalía
Ambiental (Poder Judicial), FONABE, FONAFI-
FO, Fundación Neotrópica, Fundación Omar
Dengo, FUPROVI, Gerencia del Proyecto de Mo-
dernización (CCSS), IAFA, ICAA, ICAFE, ICD,
ICE, ICT, IDA, IDESPO, IFAM, IICE (UCR),
IMAS, INA, INBio, INCAE, INCOP, INCOPES-
CA, INFOCOOP, INISA (UCR), INS, Instituto
Metereológico Nacional, Instituto Nacional de
Estadística y Censos, Instituto Nacional de las
Mujeres, INVU, INRECOSMAR, IRET (UNA),
ITCR, Laboratorio de Hidrología (UNA), Laboratorio

Reconocimientos
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2003, participaron Dixie Brenes, Damaris Cha-
cón, Elizabeth Chin, José Rafael Elizondo,
Francisco González, José Gerardo González, María
Elena González, Viria Huertas, Lorena Mariño, Vil-
ma Martínez, Gerardo Quirós, Yetty Quirós y Emi-
lio Solana. Las reuniónes del Consejo Consultivo,
contaron con la asistencia de Rodrigo Aguilar,
Rodrigo Arias, Marta Campos, jorge Arturo
Chávez, Juan Manuel Cordero, Alejandro Cruz,
José Manuel Echandi, Max Esquivel, Rodrigo
Gámez, Leonardo Garnier, Olga Goldenberg,
Miguel Gómez, Milena Grillo, Gabriel Macaya,
Rodrigo Madrigal Nieto, Guillermo Matamoros,
Guido Miranda, Eugenio Pignataro, Carlos
Quesada, Marco Vinicio Ruiz, Eduardo Ulibarri,
Gloria Valerín, Albino Vargas, Samuel Yankelewitz,
Joyce Zürcher y Fernando Zumbado.

Por su apoyo financiero para la realización de
estudios específicos que sirvieron de insumos
para la elaboración de este informe se agradece a
la Fundación Friedrich Eberth, al Proyecto IPEC-
OIT Costa Rica, a la OMS/OPS y al Fondo de Po-
blación (FNUAP) y a la Fundación Avina.

Elisa Sánchez coordinó la recopilación, revi-
sión y sistematización de la información estadís-
tica utilizada en el Informe, labor en la que tuvo
el apoyo de Enrique González, Roslyn Jiménez,
Leonardo Merino y Natalia Morales. 

Un agradecimiento especial a Jimena Vargas,
quien editó los miniforos que se incorporan en
los capítulos de “Oportunidades, estabilidad y
solvencia económicas”, “Armonía con la natura-
leza” y “Fortalecimiento de la democracia”.

Por su apoyo en la actualización y diseño de
la página web del Programa Estado de la Nación
se agradece a Leyla Calderón.

Se reconoce el valioso trabajo realizado por
Alexandra Steinmetz en la corrección de estilo,
por Juan Manuel Muñoz en la actualización y de-
puración de los textos digitales y por el personal
de NeoGráfica S.A., particularmente Hosana Bar-
quero, Erick Valdelomar y William Díaz, en el
proceso de diseño y diagramación del Informe.

Cabe destacar el aporte de miembros del
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En 1994 nos propusimos conocer la Costa
Rica que tenemos y pensar el país que deseamos.
Desde entonces es mucho lo que hemos logrado
avanzar en estos propósitos y en el cumplimien-
to de esas funciones sociales. El Noveno Infor-
me, además, nos encuentra en una situación de
consolidación del ahora “Programa Estado de la
Nación” en un marco institucional sólido y pres-
tigioso, como el que pueden proporcionar las
universidades públicas agrupadas en el CONA-
RE y la Defensoría de los Habitantes de la Repú-
blica. Adicionalmente, un convenio con la Con-
traloría General de la República abre espacios de
cooperación para una prometedora fertilización
mutua. Las consideraciones de los convenios de
la nueva institucionalidad del Programa, así co-
mo sus objetivos, se registran en los recuadros
del presente Prólogo y los textos completos pue-
den ser consultados en nuestra página en Inter-
net, www.estadonacion.or.cr

A diferencia de años anteriores, es posible en-
frentar una nueva entrega del Informe con un fu-
turo más cierto, aunque siempre con una tarea
muy clara.

La tarea y concepto 
del Estado de la Nación

La tarea del Estado de la Nación es dotar a la
sociedad de instrumentos de fácil acceso para co-
nocer su evolución, desarrollar instancias de ren-
dición de cuentas, fortalecer mecanismos de par-
ticipación y negociación y contribuir a la

formación de consensos nacionales, tan necesa-
rios en épocas de profundas reformas, además de
ser ejercicios imprescindibles en una sociedad
democrática. No es un informe gubernamental,
tampoco es antigubernamental; se centra en la
valoración sobre el desempeño de la nación.

El informe Estado de la Nación en Desarrollo
Humano Sostenible es una iniciativa independien-
te, cuya misión es mejorar el acceso de la ciuda-
danía a información amplia, oportuna y veraz so-
bre los asuntos de interés público. Este esfuerzo
se basa en la convicción de que, para enfrentar
los desafíos sociales, económicos y ambientales,
una democracia requiere ciudadanas y ciudada-
nos informados, con capacidad constructiva y
con ilusión. Un ciudadano con información es
un ciudadano con poder democrático, pero tam-
bién con más responsabilidades hacia su comu-
nidad y su país.

Desde su primera edición, el Informe conser-
va una estructura básica similar, que se modifica y
enriquece año tras año, con el fin de identificar y
seguir tendencias importantes para el análisis del
desempeño nacional. Esa estructura contempla:

■ Un conjunto de capítulos permanentes, referi-
dos a las aspiraciones nacionales de desarrollo
humano sostenible en materias económicas,
sociales, ambientales y políticas. 

■ Un compendio estadístico con más de 245 va-
riables, más los niveles de desagregación según
distintos criterios (sexo, zona, región, grupos

Prólogo

P R O L O G O  A L  I X  I N F O R M E

El primer paso de un viaje es esencial, 
pues con él se elige la dirección y hasta el mismo destino
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de edad, sectores productivos o instituciona-
les, etc.), provenientes de 32 fuentes oficiales
de información. 

■ Un capítulo especial, que profundiza en el aná-
lisis de algún tema o región. En este Informe
consiste en la sinopsis del recientemente pu-
blicado Segundo Informe sobre Desarrollo Huma-
no de Centroamérica y Panamá.

Características, orientaciones 
y algunos resultados

La ejecución del ahora Programa Estado de la
Nación se basa en tres orientaciones: rigor acadé-
mico, legitimidad social y amplitud en la difu-
sión. El establecimiento de un consorcio con ins-
tituciones que han acogido la iniciativa expresa
estas orientaciones, pues incorpora a todas las
universidades públicas del país, agrupadas en el
Consejo Nacional de Rectores, y a la Defensoría
de los Habitantes, además de los organismos de
cooperación internacional que han apoyado de-
cididamente el Programa: Fundación Friedrich
Ebert, PNUD, OIT, OPS,UNFPA, UNICEF, la
Unión Europea, el Convenio Bilateral de Desa-
rrollo Sostenible Costa Rica-Holanda, el Gobier-
no de los Países Bajos y el Gobierno de Suecia. A
estos se han sumado algunas instituciones nacio-
nales: el Banco Popular y de Desarrollo Comu-
nal, el Instituto Nacional de Fomento Cooperati-
vo y la Contraloría General de la República.

Rigor académico. La primera orientación del
Programa se fundamenta en la articulación de ca-
pacidades de investigación de las universidades
públicas, que ha permitido obtener información y
análisis pertinentes y de calidad sin crear estructu-
ras complejas. Cada año se sistematizan cerca de
trescientas referencias bibliográficas y se emprende
alrededor de treinta investigaciones. Esta práctica
ha generado una corriente de investigación sobre
el desarrollo humano sostenible y nuevas políticas
de investigación en los ámbitos nacional y subna-
cional. Asimismo, se ha logrado sistematizar datos
de muy variadas fuentes, con incidencia real en la
formulación de indicadores, desde su identifica-
ción hasta los métodos empleados, pasando por el
abordaje de temas anteriormente poco tratados.

Legitimidad social. Para obtener arraigo y
legitimidad se han diseñado formas de operación
que son parte fundamental del proceso de elabo-
ración del Informe. Algunos de estos mecanis-
mos son:

■ Identificación participativa de los temas y as-
pectos por investigar.

■ Integración de un Consejo Consultivo legítimo
y activo, con personalidades reconocidas por
su trayectoria, sus contribuciones en asuntos
del desarrollo y sus nexos en muy variados
sectores de la sociedad o del gobierno (recua-
dro 0.2).

■ Realización de talleres de consulta con acadé-
micos y actores de la sociedad en al menos tres
fases de la preparación del Informe.

■ Contactos cotidianos con actores sociales y po-
líticos, y búsqueda de nuevos mandatos de in-
vestigación.

■ Promoción del diálogo social sobre políticas
públicas.

Amplitud en la difusión. La tercera orienta-
ción es lograr la máxima difusión de los infor-
mes, de otras publicaciones y del Programa co-
mo tal. Algunas características de esta estrategia
son:

■ Énfasis en la relación directa: presentaciones a
grupos o sectores, talleres, foros entre acadé-
micos, organizaciones sociales, docentes y es-
tudiantes, funcionarios públicos y comunica-
dores. Se tiene un módulo de capacitación
orientado a la sociedad civil y programas diri-
gidos a sectores sociales, a funcionarios públi-
cos en el marco del sistema del Servicio Civil,
y a hombres y mujeres privados de libertad.

■ Promoción de publicaciones, artículos y repor-
tajes en la prensa escrita, la radio y la televi-
sión. 

■ Portal en Internet, con un elevado volumen de
visitas, tanto nacionales como del exterior.

■ Desarrollo de acciones comunales, para llegar
a muchos lugares del país.

■ Desarrollo de actividades con el sistema edu-
cativo, que se ha expresado en acciones como:
realización de cursos de actualización para
docentes y asesores, publicación del libro Cos-
ta Rica contemporánea, raíces del estado de la
nación, para la educación secundaria y cursos
introductorios universitarios, uso de las
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publicaciones en los cursos sobre realidad na-
cional que imparten las universidades y elabo-
ración de módulos didácticos para la educación
primaria y secundaria, así como para las escue-
las a las que asisten niños y niñas migrantes. 

Ciertamente, con el empeño de un equipo y
el apoyo de muchos, hemos avanzado desde los

primeros pasos. No es, sin embargo, la ocasión
de descansar. Un tiempo crucial para la nación
costarricense nos sigue desafiando para mejorar
y ser pertinentes, a la vez que impone una pre-
gunta que nos seguirá aguijoneando: ¿cumple el
Estado de la Nación una función social en
nuestra sociedad?

Miguel Gutiérrez Saxe
Coordinador, 
Programa Estado de la Nación
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RECUADRO 0.1

Considerando:
a. El compromiso de la Educación Superior Pública cos-

tarricense con el desarrollo de la nación y con el bie-
nestar general de la sociedad.

b. La necesidad de contar con los medios que permitan
el mayor acercamiento posible al conocimiento de la
evolución de los factores que representan la condi-
ción o calidad de vida del costarricense, entre ellos la
fundación y ejecución continuada de programas de
formación e información.

c. Los aportes del Proyecto Estado de la Nación al cono-
cimiento del desarrollo humano sostenible, en Costa
Rica y la región centroamericana, y al señalamiento de
los desafíos nacionales de manera amplia y veraz, en
forma continua y legítima, como esfuerzo conjunto del
CONARE y la Defensoría, en el pasado junto al Progra-
ma de Naciones Unidas para el Desarrollo, en el mar-
co del convenio COS/94/003 (1994-1999), el cual figu-
ra como antecedente del presente Convenio.

d.Que el Estado de la Nación contiene una visión inte-
gral del desarrollo nacional, cuyo gestor es el Estado
costarricense como ejecutor de planes, programas
políticas y obras de naturaleza pública. En definitiva,
el Programa Estado de la Nación se convierte en una
instancia para valorar el impacto de las políticas pú-
blicas en el desarrollo nacional, lo anterior asociado
ineludiblemente al uso de los recursos públicos asig-
nados para ello.

e. El interés mostrado por el CONARE en propiciar y
coordinar esfuerzos universitarios con el fin de que
se cuente con la información y estudios requeridos
para el seguimiento del desarrollo nacional, incluida
la fundación del Estado de la Nación.

f. El CONARE ha venido impulsando la realización de
estudios y la elaboración y mantenimiento de siste-
mas de información que sirvan de referencia para su
propio quehacer y el de las tareas de desarrollo y de
toma de decisiones de las Instituciones de Educación
Superior Universitaria Estatal y de aquellas institu-
ciones públicas que apoyen este tipo de actividades.
Que es parte sustancial del CONARE la orientación y
la dirección del Plan Nacional de Educación Superior,
siendo indispensable la valoración del desarrollo

humano y de las políticas públicas y su impacto pa-
ra orientar adecuadamente la formación de la socie-
dad costarricense.

g. La atribución general del Defensor de los Habitantes
de la República es la defensa de los intereses y dere-
chos de la población. En su calidad de defensor de
los derechos humanos, de canalizador de los recla-
mos de la población y de protector de los intereses
comunitarios, tiene obligaciones de velar por que el
funcionamiento del sector público se ajuste a la mo-
ral, la justicia, las normas y principios del derecho, así
como de promocionar y divulgar esos intereses y de-
rechos.

h.Que la Defensoría de los Habitantes tendrá en esta
cooperación un punto de apoyo para la clarificación
y defensa de los intereses y derechos de los habitan-
tes, tan urgente para su quehacer.

i. Concluida la participación de PNUD a partir del año
2003 en el convenio COS/94/003, la Defensoría y el
CONARE han acordado la continuación de las tareas
emprendidas con el Proyecto, ahora como Programa
Estado de la Nación.

j. La importancia que tiene el conocimiento generaliza-
do entre la población costarricense de la evolución
de su calidad de vida y del cumplimiento de las me-
tas de desarrollo humano a las que el país se ha
comprometido, como elementos de una participa-
ción ciudadana responsable e informada para la pe-
tición y rendición de cuentas.

k. La trascendencia de la consideración del desarrollo
humano en la formación de una cultura solidaria, en
el fortalecimiento de la sociedad civil y en la creación
de condiciones para la concertación y el desarrollo
de la democracia.

l. El arraigo de que goza el Informe Estado de la Na-
ción y la importancia que su imparcialidad tiene pa-
ra orientar la opinión nacional y las decisiones admi-
nistrativas, hacen necesario dejar explícito en la
normativa del Convenio los mecanismos que han si-
do fundamento de su independencia, imparcialidad y
la neutralidad política del Estado de la Nación, sus
informes y otros productos.

El convenio CONARE-Defensoría de los Habitantes 
para la ejecución del Programa Estado de la Nación
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RECUADRO 0.1 (continuación)

m. La conveniencia de suscribir el presente Convenio
entre el Consejo Nacional de Rectores y la Defenso-
ría de los Habitantes de la República, como marco
formal de la cooperación entre estos órganos para
la realización de acciones de promoción del desa-
rrollo humano, la generación de información nece-
saria en el cumplimiento de las atribuciones asigna-
das a estos, así como coadyuvar con la valoración
del impacto generado por el Estado costarricense en
su carácter de gestor del desarrollo nacional.

Ámbito, objetivos y finalidades
El propósito del convenio de cooperación lo constitu-

ye el establecimiento formal de un esquema de coope-
ración entre el CONARE y la Defensoría para apoyar el
desarrollo de programas, proyectos y actividades que
se orienten, en primera instancia, hacia la precisión me-
todológica, la medición imparcial y objetiva del desem-
peño nacional, la capacitación de sectores de la socie-
dad civil, como cursos, talleres y seminarios, con el fin de
mejorar la calidad de su participación en la deliberación
de los asuntos públicos con base en información impar-
cial y objetiva sobre el desarrollo humano, y la divulga-
ción de resultados en desarrollo humano sostenible a la
ciudadanía en general, ejecutados por medio del CO-
NARE utilizando el Programa Estado de la Nación.

Como parte del presente convenio y de sus atribucio-
nes legales, las partes signatarias acuerdan desarrollar
las siguientes funciones específicas:

a. Apoyar la acción del Estado mediante la valoración
del impacto de las políticas públicas en el desarrollo
nacional, con lo cual el uso de los recursos públicos
adquiere una importancia primordial.

b. Dar apoyo financiero al Programa mediante los
aportes presupuestados y debidamente aprobados
por la Asamblea Legislativa y la Contraloría General
de la República, según corresponda.

c. Participar en la dirección y el planeamiento estraté-
gico del Programa, así como velar por que éste cum-
pla adecuadamente con sus objetivos.

d. Velar por que el contenido de los informes elabora-
dos en el Programa respondan a los objetivos defini-
dos por las instancias directoras del mismo.

e. Velar por que se desarrollen adecuados mecanismos
de consulta y participación de los diferentes sectores
sociales y gubernamentales respecto de la orienta-
ción del Programa y sus informes.

f. El CONARE procurará incorporar en los contenidos
del Plan Nacional de Educación Superior todas aque-
llas exigencias que el sector educativo tenga que
afrontar para formar a la sociedad costarricense, a
partir de los hallazgos y análisis que se desprendan
del Programa.

Objetivos del Programa Estado de la Nación
El objetivo inmediato del Programa Estado de la Na-

ción es establecer un sistema de seguimiento del esta-
do de la Nación, mediante la selección, medición y eva-
luación del desempeño nacional de un conjunto
pertinente y suficiente de componentes de desarrollo
humano sostenible. Estos componentes cubren los al-
cances económicos, políticos, ambientales y sociales
del desarrollo.

Para efectos operativos, en el marco de este Conve-
nio se podrán apoyar acciones, proyectos y programas
para la promoción del desarrollo humano sostenible en
al menos los siguientes ámbitos de cooperación:

■ De la discusión teórica y técnica sobre el desarrollo
humano y de los indicadores asociados a la medición
de los distintos aspectos, así como la realización de
investigaciones sobre el tema, la construcción de es-
tos índices para el país y la correspondiente difusión
de resultados y conclusiones.

■ De la evaluación del cumplimiento de los compromi-
sos nacionales referidos a metas de desarrollo hu-
mano.

■ Otros ámbitos que surgieran del desarrollo de la coo-
peración.
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RECUADRO 0.2

Se creará un Consejo Consultivo que será la instan-
cia a cargo de la conducción sustantiva del proceso de
preparación del Informe Estado de la Nación y otros in-
formes que publique el Programa. Por conducción sus-
tantiva del Informe se entiende que el Consejo estable-
cerá el marco conceptual y las prioridades de
investigación del Informe, ejercerá un control de cali-
dad sobre los estudios que se realicen al amparo del
Programa y revisará críticamente las versiones en bo-
rrador del Informe, incorporando las observaciones res-
pectivas. Como órgano de conducción, sus propósitos
serán afianzar la legitimidad social del Informe, garan-
tizar su carácter independiente y no gubernamental, y
velar por que su proceso de preparación asegure su im-
parcialidad, objetividad y rigurosidad académica.

El Consejo Consultivo es una instancia plural y plu-
ralista, que procura llegar a consensos sobre las prio-
ridades de investigación, fuentes de información con-
sultadas y conclusiones, mediante la precisión de las
apreciaciones del Informe Estado de la Nación u otros
informes que publique el Programa. Empero, cuando
sobre alguna materia en particular ello no sea posi-
ble, se consignará la discrepancia de criterio en el In-
forme.

El Consejo Consultivo estará constituido de la si-
guiente forma:

■ Personas seleccionadas por el Consejo Directivo. Es-
tas personas participan a título personal, de manera
voluntaria y por invitación. Pueden ser de los diferen-
tes sectores público y privado del país.

■ Representantes de las partes signatarias del presen-
te Convenio.

El Consejo Consultivo tendrá las siguientes atribu-
ciones:

a. Validar y enriquecer con sus comentarios, observa-
ciones y recomendaciones el marco conceptual del
Informe, los componentes, variables e indicadores
por considerar, así como los alcances y enfoques de
los estudios sobre los temas del Informe, además de
seleccionar el tema especial de los Informes.

b. Solicitar la inclusión de temas en la agenda de inves-
tigación, aún en etapas avanzadas del proceso de
preparación del Informe.

c. Auspiciar, junto con las instituciones participantes y
el Programa, consultas más amplias para fomentar la
incorporación efectiva y cada vez más amplia de la
sociedad en el Programa.

d.Facilitar el establecimiento y desarrollo de redes de
información y comunicación que aporten material y
datos relevantes para la evaluación del desempeño
nacional.

e. Revisar la consistencia del borrador final del Informe
Estado de la Nación u otros informes que publique el
Programa con los comentarios, observaciones y reco-
mendaciones formuladas por el Consejo Consultivo
en las etapas previas de preparación, todo dentro del
plazo acordado para tal fin en la programación anual
de trabajo.

f. Pronunciarse sobre las solicitudes de revisión de con-
tenidos del Informe que el Consejo Directivo, por
mayoría calificada de sus miembros, le someta.

g. Ser informado de otras áreas de actividad del Pro-
grama y de la marcha del Programa en general.

h.Generar observaciones, sugerencias y prestar colabo-
ración en cualquier actividad del Programa.

Disposiciones que rigen la operación del Consejo Consultivo 
del Programa Estado de la Nación
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El trabajo de investigación desarrollado en los Infor-
mes anuales y otras publicaciones del Programa Esta-
do de la Nación, es acompañado por un esfuerzo ten-
diente a alcanzar la mayor amplitud posible en la
difusión de los resultados entre la población. De no-
viembre del 2002 a Julio del 2003 se desarrollaron las
siguientes actividades:

■ En respuesta a las solicitudes planteadas tanto por
organizaciones sociales como por instituciones pú-
blicas, que manifestaron su interés en conocer los
principales resultados del Octavo Informe Estado de
la Nación, se impartieron 73 charlas, en las que par-
ticiparon más de 2.500 personas.

■ Se continuó con los programas formativos para fun-
cionarios públicos que se realizan a través del Cen-
tro de Capacitación y Desarrollo (CECADES), de la
Dirección General del Servicio Civil, y la Escuela Na-
cional de Capacitación Penitenciaria, del Ministerio
de Justicia y Gracia. Durante el último año se llevaron

a cabo once talleres sobre realidad nacional, en los
que participaron 327 funcionarios públicos de diver-
sas instituciones y regiones del país. En el 2003, más
de 100 agentes de seguridad del Sistema Peniten-
ciario recibieron capacitación en los resultados del
Octavo Informe, mediante el curso básico policial
impartido por el Ministerio de Justicia, lo mismo que
26 oficiales de policía que participaron en el curso
para mandos medios de la Academia de Policía del
Ministerio de Seguridad Pública.

■ Los resultados de la Auditoria ciudadana sobre la
calidad de la democracia (ACCD), publicada por el
Programa Estado de la Nación en el 2001, continúan
despertando gran interés, tanto por la metodología
y los análisis que contiene, como por los desafíos
que identifica con respecto a la vida política del país.
En coordinación con la Defensoría de los Habitantes
de la República, se realizaron tres actividades de
presentación de este trabajo, en las que participaron
158 personas.

Formación en instituciones públicas y organizaciones sociales

FICHA 1
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FICHA 2

La información actualizada y el análisis pertinente
de los informes Estado de la Nación también han mo-
tivado la organización de foros orientados al debate y
la búsqueda de propuestas conjuntas entre diversos
actores de la sociedad costarricense, sobre temas rele-
vantes de interés público. Por tal motivo, el Programa
ha participado en algunos de ellos con la idea de apor-
tar a una participación informada. Un foro dedicado a
las “Políticas de salud y sociedad civil” tuvo lugar du-
rante los días 3 y 4 de octubre del 2002, como resulta-
do de un esfuerzo conjunto del Consejo Nacional de
Cooperativas, el Ministerio de Salud, la Caja Costarri-
cense de Seguro Social, la Asamblea de Trabajadores

del Banco Popular, el Instituto Nacional de Fomento
Cooperativo, el Consorcio de Cooperativas de Salud, el
Consejo Permanente de Cooperativas de Autogestión y
la Organización Panamericana de la Salud, y con el
apoyo técnico y metodológico del Estado de la Nación.
El objetivo general del foro fue analizar el plantea-
miento original, su vigencia y el estado actual del pro-
ceso de reforma y modernización del sector salud en
Costa Rica, con el propósito de generar alternativas de
desarrollo futuro que mejoren la eficiencia y la efectivi-
dad del sector, incorporando la visión y los plantea-
mientos de la sociedad civil. A esta actividad asistieron
240 personas.

Apoyo a espacios de reflexión nacional 
sobre temas centrales del desarrollo

FICHA 3

Los módulos sobre desarrollo humano sostenible pa-
ra educación primaria y secundaria, elaborados a par-
tir de los informes Estado de la Nación, se han consti-
tuido en un medio efectivo para motivar la reflexión
propositiva de estudiantes y docentes sobre las ten-
dencias del desarrollo humano sostenible y la realidad
nacional.

En el 2002, y en coordinación con el Departamento
de Bibliotecas Escolares del CENADI, se presentaron
los resultados del Octavo Informe y los materiales pro-
ducidos por el Programa a bibliotecólogas de diferen-
tes regiones educativas.

En el 2003 se realizaron presentaciones del Informe
en diferentes direcciones regionales de enseñanza, en

coordinación con las asesorías regionales de Estudios
Sociales, principalmente a profesores y profesoras de se-
cundaria de Estudios Sociales y Cívica. Además se dicta-
ron charlas a orientadores y profesores de Religión.

Un logro importante en este ámbito fue el estableci-
miento de una comisión, en el Ministerio de Educación,
con el fin de promover el aprendizaje del desarrollo hu-
mano sostenible en las aulas, mediante la elaboración
de materiales educativos y la realización de actividades
de difusión y capacitación. Como parte de las acciones
de esta instancia se cuenta con un plan de trabajo pa-
ra los años 2003 y 2004, se está impulsando la firma
de un convenio para profundizar el trabajo conjunto
con el Programa.

Aportes para la promoción del desarrollo humano sostenible 
en el sistema educativo
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Motivar en la niñez centroamericana la re-
flexión sobre los desafíos que enfrenta la re-
gión, impulsar la formación en valores asocia-
dos al desarrollo humano sostenible y
promover el aprendizaje significativo sobre la
realidad de cada uno de nuestros países, han
sido los ejes de la elaboración de un “Módu-
lo educativo sobre desarrollo humano sosteni-
ble” que será utilizado en el segundo ciclo de
la educación primaria.

Esta iniciativa es apoyada por la Embajada
del Reino de los Países Bajos y cuenta con la
colaboración de la Coordinación Educativa y
Cultural Centroamericana, entidad que, a partir
de un acuerdo tomado por los Ministros de
Educación en abril del 2001, ha facilitado la
coordinación de acciones de seguimiento en
cada uno de los ministerios. El acuerdo señala:

■ Tomar las decisiones que corresponda para
propiciar la inclusión de la temática de este
módulo educativo regional en el currículo
nacional.

■ Hacer atenta excitativa a los gobiernos
centroamericanos para que preparen

módulos educativos nacionales basados en
sus correspondientes informes nacionales
de desarrollo humano.

■ Brindar los apoyos administrativos y técni-
cos necesarios para que el contenido de los
módulos educativos refleje con la mayor
objetividad y adecuada didáctica, la reali-
dad de la región centroamericana.

■ Plantear a las autoridades del PNUD la ne-
cesidad de elaborar una versión resumida
del Estado de la Región, con lenguaje sen-
cillo, para dar amplia difusión en los países
del área a la información que contienen es-
tas publicaciones.

(Acuerdo n° 7, XX Reunión Ordinaria de
la CECC)

Se dispone de un borrador final del Módu-
lo, el cual ha sido validado por más de cien
docentes en El Salvador, Nicaragua, Costa Ri-
ca y Panamá. Para evaluar la pertinencia de la
utilización del Módulo en el aula, se efectua-
ron talleres de inducción en los cuatro países

escogidos para esta etapa, se continuó con la
aplicación de las actividades por parte de los
docentes y se finalizó con la entrega de un in-
forme de retroalimentación sobre la experien-
cia en el aula. Las ilustraciones adjuntas co-
rresponden a las actividades realizadas en la
Escuela Rogelio Sinán de Panamá. Paralela-
mente, un equipo de cada División Curricular
de los ministerios realizó una lectura crítica
del material, tomando como referencia el cu-
rrículo oficial del país respectivo. Actualmen-
te se trabaja en la incorporación de las obser-
vaciones planteadas por los y las docentes,
que se refieren fundamentalmente a la am-
pliación de los contenidos, la profundización
acerca de la situación en cada uno de los paí-
ses, y el aumento en el número de actividades
de aprendizaje.

Una vez completado el Módulo, se entre-
gará a docentes de diversas regiones educa-
tivas en Centroamérica. Para ello se organiza-
rán talleres participativos y se dará
instrucción sobre los diversos temas que
aborda este material, la metodología pro-
puesta para trabajar y diferentes estrategias
para su utilización en el aula.

La reflexión en las aulas sobre el desarrollo humano sostenible 
en Centroamérica: una propuesta educativa 
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Como resultado de una iniciativa de la Unión
Costarricense de Cámaras y Asociaciones de la Em-
presa Privada (UCCAEP), la Central del Movimiento
de Trabajadores Costarricenses (CMTC) y la Confe-
deración de Trabajadores Rerum Novarum, en se-
tiembre del 2000, más de treinta líderes empresa-
riales y sindicales identificaron y priorizaron sus
preocupaciones en diversas áreas del desarrollo na-
cional, a partir de la presentación de los resultados
del Sexto Informe Estado de la Nación. Reglas cla-
ras y de largo plazo para el sector productivo, servi-
cios educativos y de capacitación de calidad, acor-
des con los mejores estándares internacionales y
adecuados a las nuevas demandas del mercado la-
boral, y estímulo a las pequeñas y medianas empre-
sas, fueron los tres principales temas de discusión.

Dando continuidad a este esfuerzo, en diciembre
del 2000 representantes de ambos sectores presen-
taron a la Organización Internacional del Trabajo
(OIT) una propuesta de actividades para desarrollar
en Costa Rica un proceso de diálogo social biparti-
to en torno a tres grandes temas: educación, em-
pleo y política económica.

Posteriormente, en el 2003, se elaboró una nue-
va propuesta, que fue aceptada en el mes de febre-
ro, para continuar con el proceso de diálogo social
bipartito sobre tres asuntos de gran interés nacio-
nal, como lo son la política nacional de empleo, la
reforma fiscal y la conformación de un Consejo Eco-
nómico y Social.

En materia de política nacional de empleo,

durante el 2003 se realizaron diferentes sesiones de
trabajo. Por encargo del Consejo Superior del Traba-
jo, se integró una Comisión de Empleo a la que se
le solicitó preparar una política nacional de empleo.
En esta Comisión se discutieron temas como el
diagnóstico de las políticas de empleo, crecimiento
y desarrollo en Costa Rica, profundización de la
apertura económica y tratados de libre comercio, la
política de empleo en el Plan Nacional de Desarro-
llo, componentes propositivos de una política de
empleo, legislación laboral y legislación para el fo-
mento de la pequeña y mediana empresa, entre
otros.A este punto se prepara un documento de po-
lítica de empleo, sobre la base de un conjunto de
orientaciones acordados por la Comisión.

Las acciones en torno a la reforma fiscal consis-
tieron en asistir a la Comisión Mixta de Pacto Fiscal
de la Asamblea Legislativa, y a la subcomisión de
Gasto con el fin de prepar una propuesta metodo-
lógica de trabajo y aportar elementos para el plan-
teamiento sobre reactivación económica y el desa-
rrollo nacional, así como una propuesta para
abordar la rendición de cuentas en el marco de la
reforma fiscal.

En cuanto al Consejo Económico Social (CES) a
solicitud de los sectores involucrados, el Programa
Estado de la Nación actuó como facilitador del pro-
ceso; en esta tarea se prepararon documentos y
otros materiales de apoyo para el trabajo. El proce-
so culminó con la redacción de un proyecto de ley
para la creación de esta instancia.

Diálogo social: un espacio 
para la gestión de políticas públicas
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Índice de transparencia presupuestaria

A partir de enero del 2003, el Programa Estado de la
Nación, en conjunto con la Fundación Arias para la Paz y
el Progreso Humano y la Maestría en Economía de la Uni-
versidad de Costa Rica, participa en la construcción del
“índice de transparencia del presupuesto público” para
Costa Rica. Este estudio se inscribe en el proyecto latinoa-
mericano denominado “Segunda edición del índice de
transparencia presupuestaria”. En el 2001 siete institu-
ciones académicas y civiles de América Latina realizaron
la primera encuesta sobre la transparencia presupuesta-
ria en cinco países1: Argentina, Brasil, Chile México y Pe-
rú. Durante el 2003 el número de naciones participantes
se ha ampliado a diez, con la incorporación de Colombia,
Costa Rica, Ecuador, El Salvador y Nicaragua.

La metodología consiste en combinar tres instrumentos:
un estudio legal, un cuestionario de expertos y una encues-
ta de opinión. El índice se construye con base en esta última.
La encuesta fue aplicada entre la población que participa en,
o estudia, el proceso presupuestal: legisladores, funcionarios,
investigadores y periodistas especializados, entre otros.

Con la combinación de los tres instrumentos se bus-
ca proveer un diagnóstico detallado del grado de trans-
parencia en el proceso presupuestario en cada país,

identificando, entre otros aspectos, el nivel de partici-
pación ciudadana en las distintas fases del proceso, las
carencias actuales de información sobre el uso de los
recursos públicos, y cuán útil es la información existen-
te para el ciudadano común. Además, con base en la
encuesta se construirán índices numéricos que permi-
tan comparar la transparencia presupuestaria entre las
naciones participantes y, a partir de las debilidades
identificadas en este tema, se podrán emitir recomen-
daciones sobre cómo puede ser mejorado. El fin último
de la transparencia presupuestaria es que las y los ciu-
dadanos puedan evaluar qué tanto se encuentran refle-
jados en los presupuestos los problemas más sensibles
que enfrentan en sus sociedades.

Las instituciones organizadoras de este proyecto pre-
sentarán los resultados de la investigación a finales del
2003.

1 Para mayor información sobre el índice latinoamericano de

transparencia presupuestaria pueden consultarse las páginas

http://www.fundar.org.mx/doc-resultadosgeneralestransparencia.pdf

http://www.internationalbudget.org/themes/BudTrans/transp.htm.
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Estudio de actitudes y comportamientos ciudadanos en 18 países, 
para el Primer Informe sobre el Desarrollo Democrático 

de América Latina

Durante el año 2002 (y hasta junio de 2003), el Pro-
grama Estado de la Nación participó en la elaboración
del Primer Informe sobre el Desarrollo Democrático de
América Latina, que auspicia la Dirección Regional para
América Latina y el Caribe del PNUD (DRALC-PNUD). A
cargo del Estado de la Nación estuvo la realización de
un estudio comparativo acerca de las actitudes y com-
portamientos de las personas con respecto a la demo-
cracia y el ejercicio de los derechos y deberes ciudada-
nos en América Latina. El lanzamiento del Informe está
programado para fines del 2003.

Un convenio entre el PNUD y la Corporación Latino-
barómetro, suscrito en el 2001, destinó aproximada-
mente una tercera parte del cuestionario de Latinobaró-
metro 2002 a este estudio y estableció el acceso a la
información al resto de este cuestionario. Latinobaró-
metro es el único estudio comparativo que se realiza pe-
riódicamente en los países de la región. En el 2002, la
encuesta se aplicó en idioma español en 18 naciones
(por primera vez se llevó a cabo en República Dominica-
na), utilizando un mismo cuestionario y un mismo libro
de códigos. Se entrevistó a cerca de 19.000 personas,
con muestras que varían entre 1.000 y 1.200 personas
por país, con excepción de Paraguay, donde se entrevis-
tó a 600 personas.

El análisis de la información permitió elaborar un ín-
dice de apoyo a la democracia (IAD) y comparar sus re-
sultados, tanto entre países como entre distintos grupos
de la población. Este índice es una medida-resumen pa-
ra estudiar el respaldo ciudadano a la democracia. Com-
bina los indicadores de tamaño, activismo político y dis-
tancia de las orientaciones hacia la democracia. Las
orientaciones son posiciones de apoyo o rechazo a la
democracia, identificadas a partir de un conjunto de ac-
titudes acerca de la preferencia por ella y la aceptación

de las normas en las que se basa. Este concepto -y los
indicadores e índices elaborados para el Informe- sur-
gen de una adaptación de la teoría de Juan Linz sobre
la quiebra de las democracias.

Se efectuó un estudio sobre los modos de participa-
ción ciudadana, entendidos como los tipos de interven-
ción que las y los ciudadanos realizan en la vida social
y política. Un modo describe un perfil característico de
actividades y se reconstruye examinando las cosas que
las personas hacen en el ámbito político-electoral y en
otros contextos, como los comunales y laborales, con-
tactando autoridades, participando en manifestaciones
públicas o apoyando con dinero, esfuerzo o trabajo. Es-
te análisis permitió distinguir, por ejemplo, los sectores
prodemocráticos y antidemocráticos, y comparar sus ca-
racterísticas sociales, económicas y políticas. En este
sentido, se indagó si los distintos grupos tienen actitu-
des diferentes en términos de la confianza en las insti-
tuciones, las agendas de política pública o su mayor o
menor creencia en la intervención del Estado en la eco-
nomía. Además, se estudiaron las características socio-
lógicas de la muestra, para determinar el perfil educati-
vo, laboral y demográfico de la población encuestada.

El equipo conformado por el Programa Estado de la
Nación para realizar las tareas encomendadas estuvo
conformado por Lorena Kikut y Miguel Gómez (estadís-
ticos), Tatiana Benavides y Jorge Vargas (politólogos);
este último también estuvo a cargo de la coordinación
del trabajo. Se contó con la asistencia de Evelyn Villa-
rreal. Durante la realización del estudio se tuvo el apo-
yo de los profesores Gerardo Munck (Universidad de
California del Sur) y Guillermo O´Donnell (Universidad
de Notre Dame), así como del equipo coordinador del
Informe Latinoamericano, encabezado por Dante Capu-
to (PNUD-Argentina).
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El segundo informe sobre el estado de la región en desarrollo humano 

El Segundo Informe sobre Desarrollo Humano en
Centroamérica y Panamá, presentado en julio de 2003,
se preparó en el marco de diversas iniciativas de apoyo
y financiamiento para distintas fases del proceso, bajo la
responsabilidad del PNUD. El aporte de los Países Bajos
permitió ejecutar la etapa de consulta del temario del
segundo Informe, las acciones de difusión del primer In-
forme, la preparación de módulos educativos y el inicio
del proceso de investigación y consulta, el cual fue apo-
yado posteriormente por la cooperación sueca (ASDI),
junto con el IIDH, PRODECA y la CCAD, entidades que
apoyaron la elaboración de investigaciones específicas.
También asignó recursos la Dirección Regional para
América Latina y el Caribe (DRALC), del PNUD. La OPS
y CEPAL-México contribuyeron con información y estu-
dios. Además, el Informe fue preparado por una vasta
red, en la que intervinieron los equipos nacionales en-
cargados de la producción de informes sobre desarrollo
humano en cada país, así como diversas instituciones y
organizaciones de investigación de Centroamérica. A su
vez, esta red fue articulada por el equipo técnico del
Programa Estado de la Nación, de Costa Rica, que tuvo
a su cargo el diseño del proceso, las consultas para su
preparación, la gestión investigativa y la estructuración
final de los capítulos y del documento en su conjunto.
Arodys Robles coordinó la investigación del Informe,
asistido por Susan Rodríguez.

La elaboración del Informe contó con una amplia par-
ticipación en todos los países. En los aspectos sustanti-
vos, un Consejo Consultivo compuesto por personalida-
des centroamericanas invitadas a participar a título
personal, aprobó el temario, el estilo del informe y, al
término del proceso, la valoración general sobre la re-
gión. Para establecer el temario definitivo se realizaron
consultas en cada uno de los países, con la participación
de más de 80 personas. Para cumplir con el desarrollo
de los temas aprobados, se efectuaron 46 estudios es-
pecíficos, que a su vez fueron discutidos en 14 talleres
celebrados en los países, con una asistencia total de

292 personas. Finalmente, el Consejo Consultivo validó
los resultados.

El Informe, cuyos principales resultados se resumen
en el capítulo 6 de la presente publicación, tuvo como
objetivos efectuar una valoración del progreso en mate-
ria de desarrollo humano en la región, proporcionar una
base para evaluar el cumplimiento de los compromisos
de Estocolmo, ser un foro de encuentro de la pluralidad
social y política de Centroamérica y una herramienta pa-
ra la deliberación y acción regionales. Consta de nueve
capítulos e incluye un conjunto de indicadores relacio-
nados con el desarrollo humano y con las “Metas del
Milenio” de las Naciones Unidas. El texto completo es-
tá disponible en www.estadonacion.or.cr 

El segundo informe regional ha tenido una favorable
acogida en los países del área. En Managua fue presen-
tado el día 25 de julio, con la participación del presiden-
te Enrique Bolaños y el secretario general del Sistema de
la Integración Centroamericana, Oscar Santamaría. En
su discurso, al referirse a la importancia del Informe, el
presidente Bolaños señaló: “Para triunfar, es necesario
el diálogo entre los distintos grupos y comunidades so-
bre los anhelos del país que queremos y satisfacer las
justas aspiraciones de nuestra gente. Debemos escuchar
atentamente a ese mundo (muchas veces escondido)
que está en el alma de las personas y los grupos socia-
les”. Asimismo, diversos aspectos del Informe han sido
destacados por la prensa en todas las naciones centroa-
mericanas. En Costa Rica, el periódico La Nación apun-
tó en su Editorial: “El Segundo Informe, documento só-
lido, bien fundamentado y que debería ser de lectura
obligatoria para todos nuestros dirigentes, es menos op-
timista que el primero, pero tampoco cae en el derrotis-
mo. Como en todo buen análisis sobre una realidad
compleja, advierte sobre los contrastes entre países y
dentro de estos, y señala tanto signos de esperanza co-
mo de pesadumbre”. Igualmente, las presentaciones en
El Salvador y Guatemala convocaron a un considerable
número de personas de distintos sectores.
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C A P I T U L O  1  Sinopsis del Estado de la Nación en el 2002

Las aspiraciones que fundamentan el análisis sobre el estado de la nación son las siguientes:

Equidad e integración social
■ Un entorno de creciente equidad y mejor distribución de la riqueza, mediante la generalización del acceso a las

oportunidades para toda la gente, sin distingos de etnia, edad, sexo, preferencia sexual, ideología o credo
religioso.

■ Integración de áreas geográficas, sectores o grupos de población tradicionalmente excluidos, mediante
acciones de combate a la pobreza, la participación y el acceso a los derechos; al menos, no generación de
exclusión social ni pobreza adicionales.

■ Oportunidades ampliadas para el acceso de la población a servicios sociales de calidad que mejoren sus
condiciones de vida, apoyen los procesos de movilidad y ascenso social y reduzcan las brechas entre los
distintos sectores sociales y áreas geográficas.

■ Un entorno de seguridad humana propicio para el aprovechamiento de las oportunidades y el desarrollo de las
capacidades creativas y participativas de toda la población.

Oportunidades, estabilidad y solvencia económicas 
■ Crecimiento económico sostenido, con efectos favorables en el empleo, los ingresos y las oportunidades de los

distintos grupos sociales, con base en la formación de recursos humanos y el uso racional de los recursos
naturales.

■ Inflación reducida y menor de dos dígitos en el mediano plazo, fundamentada, en parte, en un déficit fiscal
reducido y controlado.

■ Estabilidad en el sector externo, sobre la base de un déficit reducido de la cuenta corriente y reservas
internacionales que financien de manera satisfactoria las necesidades de importación.

■ Generación de ahorro nacional sostenido, que contribuya de modo significativo al financiamiento de un proceso
sostenible de inversión en el país.

■ Deuda pública del Gobierno que no ponga en peligro las inversiones que deba realizar el Estado en
infraestructura y servicios básicos para la población.

■ Distribución equitativa de los ingresos, las remuneraciones y las oportunidades económicas y sociales entre los
distintos sectores sociales y regiones del país, sin discriminaciones de etnia, género, credo religioso, ideología
o edad.

Armonía con la naturaleza
■ Tasa de utilización de los recursos naturales menor o igual a la de reposición natural o controlada por la

sociedad, siempre y cuando esto no amenace la supervivencia de otros seres del ecosistema.
■ Tasa de producción de desechos y contaminantes igual o inferior a la capacidad del ambiente para asimilarlos,

ya sea en forma natural o asistida por la sociedad.

Aspiraciones en desarrollo humano sostenible
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■ Medidas socioeconómicas, legales, políticas y educacionales que eviten un mayor deterioro ambiental.
■ Participación de la sociedad civil en el diseño, ejecución y seguimiento de medidas de protección y manejo

responsable y sostenido de los recursos naturales.
■ Minimización del impacto de los desastres provocados por fenómenos de origen natural, por medio de la

capacidad de prevención, manejo y mitigación.
■ Equidad en el uso y disfrute de los recursos naturales, de un ambiente saludable y de una calidad de vida

aceptable para toda la población.
■ Conciencia en las y los ciudadanos acerca de la estrecha relación que existe entre la sociedad, sus acciones y el

ambiente, y de la necesidad de realizar un esfuerzo individual y colectivo para que dicha relación sea armónica.
■ Utilización del territorio nacional acorde con la capacidad de uso potencial de la tierra y su ordenamiento, como

parte de las políticas de desarrollo en los ámbitos nacional y local.

Fortalecimiento de la democracia
■ Sistema electoral y partidos políticos. El sistema electoral garantiza el ejercicio de un voto libre, informado y

respetuoso de los derechos civiles y políticos de todas las personas. Crea las más amplias oportunidades de
participación ciudadana en los procesos de deliberación y escogencia de los representantes políticos y garantiza
resultados electorales que responden fielmente a las preferencias ciudadanas. Existen y se aplican mecanismos
eficaces de control sobre el financiamiento político a los partidos, que fomentan la honestidad y la independencia
de los líderes políticos y sancionan los hechos delictivos. Existen y se aplican mecanismos eficaces de control
sobre el cumplimiento de las normas democráticas internas de los partidos, para la escogencia de sus candidatos.

■ Administración de la justicia. Un sistema de administración de la justicia autónomo y abierto al escrutinio
público protege los derechos de la población, especialmente el derecho a la debida defensa, y combate
eficazmente cualquier forma de discriminación contraria a la Constitución; garantiza la aplicación de una justicia
pronta, cumplida e igual para todas las personas, impone las sanciones correspondientes y repara los daños.

■ Gestión y representación política responsables. La aprobación y ejecución de leyes y políticas públicas
nacionales y locales se realiza mediante la aplicación de las normas democráticas y el ejercicio de la
representación política responsable de los intereses ciudadanos. Estas leyes y políticas garantizan la separación
y control mutuo entre los poderes del Estado, amplían las oportunidades de la ciudadanía para proteger sus
derechos y crean nuevas oportunidades para mejorar las condiciones de habilitación ciudadana de la población.

■ Participación y rendición de cuentas. Las instituciones públicas ofrecen amplias y cada vez más eficaces
oportunidades de participación a las y los ciudadanos en la discusión, formulación, ejecución y evaluación de las
políticas públicas. Los representantes políticos y los funcionarios públicos rinden cuentas de manera veraz,
completa, oportuna y responsable, y respetan la dignidad de las personas en un marco legal y administrativo que
garantiza la máxima transparencia de la gestión pública y la efectiva protección de los derechos y libertades
civiles y políticas de la población.

■ Convivencia ciudadana. La convivencia ciudadana respeta los derechos y la dignidad de las personas
(nacionales y extranjeras). Las y los ciudadanos tienen una fuerte creencia en la democracia y participan
activamente en la formación de una opinión pública pluralista, que realiza un escrutinio eficaz y permanente de
los asuntos públicos. Los ciudadanos ejercen eficazmente su derecho a la libre organización, mediante la creación
de múltiples y activas organizaciones de la sociedad civil, y hacen uso efectivo de las oportunidades para
participar en la gestión pública.

■ Política exterior. La política exterior promueve valores y temas acordes con la vivencia democrática del país. Es
un factor activo y eficaz en el plano internacional para la promoción y tutela de los derechos humanos, el
desarrollo humano sostenible y la paz, y es un instrumento efectivo y activo para la protección y promoción de
los intereses nacionales, expresados en la necesidad de supervivencia económica y progreso material.
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Al dar cuenta del resultado de las elecciones
del 2002, y particularmente de la conformación
de la nueva Asamblea Legislativa, con una pre-
sencia considerable de fuerzas emergentes, el Oc-
tavo Informe Estado de la Nación planteaba la po-
sibilidad de que Costa Rica hubiera entrado en
un período de cambio, de magnitud y dirección
todavía desconocidas. En el año transcurrido
desde entonces tal expectativa no se cumplió. En
la esfera política puede decirse que el 2002 fue
un año de tanteos. El nuevo gobierno no logró
articular un proyecto de cambios que fuera acep-
table para la clase política y la sociedad como un
todo. La Asamblea Legislativa, sin una fracción
dominante, tampoco concretó en leyes los plan-
teamientos hechos por los partidos durante la
campaña electoral. En materia fiscal, sobre cuya
condición apremiante existe un amplio consenso
nacional, solamente se logró una solución transi-
toria y parcial con la Ley de Contingencia Fiscal.
El debate legislativo fue intenso en el campo del
control político, pero desde el punto de vista de
su contribución al desarrollo humano la produc-
ción de leyes fue limitada, en buena parte por las
dificultades para reformar el Reglamento legisla-
tivo, así como por prácticas de obstrucción.
Mientras tanto el tiempo corre, y las ventanas de
oportunidad que ofrece el momento histórico
-nuevas tecnologías y flujos de inversión, un “bo-
no demográfico” propicio para impulsar una
nueva etapa de desarrollo nacional- se van ha-
ciendo elusivas. Presumiendo, sin embargo, que
en efecto el año 2002 haya sido de tanteos, cabe

guardar para el futuro próximo la esperanza de
acciones y decisiones más determinantes.

El Octavo Informe también señalaba una ten-
dencia constante al deterioro de la equidad, base
de la paz social y, en gran medida, del desarrollo
de Costa Rica. Aunque no se agravó significativa-
mente, esa tendencia se estacionó en el 2002 en
uno de los niveles más altos de la historia recien-
te. Si el año pasado llamó la atención el creci-
miento sostenido del coeficiente de Gini, que ex-
presa la disparidad entre los grupos de más altos
y más bajos ingresos, este año preocupa la tasa
de desempleo abierto, la más elevada en casi dos
décadas, el aumento del sector informal y la per-
sistencia de una oferta de empleo de baja cali-
dad. Es claro que el estilo de desarrollo que el
país viene practicando, heterodoxo y desarticula-
do, no ha logrado resolver los grandes problemas
nacionales, varios de ellos heredados de épocas
anteriores. Aunque haya indudables progresos
en algunos ámbitos, especialmente en la apertu-
ra comercial y la diversificación productiva, la
falta de articulación de estos con el resto del sis-
tema mantiene al país caminando a paso muy
lento, insuficiente para reducir la pobreza, mejo-
rar la equidad y avanzar hacia tasas de creci-
miento más altas. En esto pesa la progresiva re-
nuncia del Estado a jugar un papel activo como
gestor del desarrollo. Las políticas de estabilidad
y de apertura parecen haber consumido sus me-
jores esfuerzos. En efecto, el crecimiento de los
últimos tiempos sigue todavía los rumbos abier-
tos hace veinte años: maquila, zonas francas,

Sinopsis del estado 
de la nación en el 2002

C A P I T U L O  1



52 E S T A D O D E L A N A C I O N S I N O P S I S  / C A P I T U L O  1

fomento del turismo y diversificación de las ex-
portaciones. Las políticas públicas que impulsa-
ron esos procesos apoyaron la diversificación de
la base económica lo suficiente para que, hoy en
día, exista estabilidad incluso ante condiciones
adversas en los mercados internacionales. Sin
embargo, recientemente lo único que se aproxi-
ma a una política de fomento productivo, aun-
que todavía en forma imprecisa e incipiente, es el
apoyo a las pequeñas y medianas empresas (PY-
ME). En la medida en que esa acción logre for-
malizar empresas y empleos en el sector privado,
incrementar su productividad y crear nuevos en-
cadenamientos productivos, tiene sin duda po-
tencial para impulsar el crecimiento en el corto y
mediano plazos, y para mejorar la distribución
del ingreso. Cabe preguntarse si el Estado costa-
rricense actual, que ha venido debilitando su ca-
pacidad técnica y de inversión, tiene los arrestos
necesarios para dar un impulso decisivo a esas y
otras políticas de estímulo a la producción.

Más lejos en el horizonte, pero con más im-
pacto como factor de desarrollo humano, está la
lenta pero constante ampliación en la cobertura
del sistema educativo, para cuya continuidad se
requiere un incremento en la inversión pública.
Esta ampliación debe intensificarse en dos direc-
ciones: la de la educación preescolar y la del
cuarto ciclo de secundaria. A la vez es imperati-
vo mejorar la calidad de la infraestructura educa-
tiva, el equipo y los materiales de estudio, y em-
prender prácticas sistemáticas de evaluación de
los métodos educativos y la capacitación de los
docentes.

Ciertamente hay muchas otras tareas pen-
dientes, y la más apremiante de todas es la fiscal,
sin la cual las demás son imposibles, o se malo-
grarían en un escenario de inflación, inestabili-
dad y empobrecimiento. Para poder sacarlas ade-
lante es necesario reducir el temor y la
desconfianza recíproca entre las fuerzas políticas
y sociales, que ha resultado paralizante en los úl-
timos años. A fin de cuentas, la fórmula para que
el país salga adelante no es nueva, y allí está lo
bueno: respeto a la institucionalidad democráti-
ca, cierta tolerancia en la convivencia, pequeñas
y medianas empresas, inversión en desarrollo
humano, bajo o nulo gasto militar y una apertu-
ra bien aprovechada han sido, después de todo, los
elementos que históricamente han hecho a Costa
Rica destacar en el contexto latinoamericano.

A continuación, como es habitual, se resume
el contenido de los capítulos que componen el
Informe, con algunas conclusiones y considera-
ciones adicionales. El análisis de desempeño

nacional resulta de la evaluación que se hace de
las aspiraciones en desarrollo humano sostenible
definidas en el Informe.

Equidad e integración social

En el 2002 se mantuvieron, en términos ge-
nerales, las mismas condiciones de inequidad
que habían sido señaladas en los informes inme-
diatamente anteriores. El coeficiente de Gini, que
registra la disparidad de ingresos y que venía cre-
ciendo en forma acelerada desde 1997, se man-
tuvo en el 2002 prácticamente igual que el año
anterior. De no revertirse ese coeficiente en los
próximos años, se podría estar ante la consolida-
ción estructural de un nuevo nivel de inequidad
en la sociedad costarricense. El porcentaje de ho-
gares en condición de pobreza, medida como in-
suficiencia de ingreso, se mantiene en 20,6. Los
hogares en pobreza extrema suman el 5,7%. En
términos absolutos el número de personas po-
bres aumento de 851.000 a 916.000 entre el
2001 y el 2002. No hay cambios significativos en
las variables de intensidad y severidad de la po-
breza. Tampoco en el índice de vulnerabilidad,
es decir, el número de hogares en riesgo de caer
bajo la línea de pobreza, que se mantiene en tor-
no al 13%. Algunos indicadores muestran un le-
ve deterioro: el ingreso familiar promedio se re-
dujo un 3% en términos reales, y el desempleo
abierto fue de 6,4%, la tasa más alta desde 1985.

El nivel de instrucción, la distribución del
ingreso, el crecimiento económico y la calidad
del empleo están entre las principales variables
que determinan la incidencia de la pobreza. En
el último lustro en Costa Rica empeoró la distri-
bución del ingreso, como ya se ha indicado. El
crecimiento económico per cápita ha venido
perdiendo dinamismo: fue de 13,6% (acumula-
do) en el cuatrienio 1990-1994, de 8% en el
cuatrienio 1994-1998, y de 4,8% en el siguien-
te. Si se sustrae el aporte de las industrias elec-
trónicas de alta tecnología, el descenso es aún
más pronunciado. En cuanto a la estructura del
empleo, el país muestra un panorama en evolu-
ción. Este se caracteriza por una drástica reduc-
ción del empleo agropecuario, un aumento cre-
ciente en el informal y un sector formal cuyo
crecimiento es cada vez menor. En estas circuns-
tancias es explicable que no se supere el proble-
ma de la pobreza. La historia de las últimas dé-
cadas demuestra que las reducciones
significativas en la tasa de pobreza sólo fueron
posibles cuando el empleo formal creció más
que las otras modalidades de ocupación. 



El 31,3% de los ocupados agropecuarios se
encuentra bajo la línea de pobreza, en tanto que
la proporción es del 17,4% para los ocupados en
la informalidad, y del 5,2% en el sector formal.
Además, en las actividades agropecuarias son
más altas las tasas de subempleo visible e invisi-
ble. Como reacción a ello ha venido ocurriendo
una migración del sector agropecuario al infor-
mal, que podría estarse reflejando en la migra-
ción territorial desde las zonas periféricas hacia la
región Central, donde además se encuentran 4 de
cada 5 empleos formales del país. El creciente sec-
tor informal, sobre todo en el comercio y los servi-
cios, presenta notables desafíos en algunas áreas,
como la cobertura de aseguramiento. El porcenta-
je de trabajadores de ese sector que cotiza en el sis-
tema de seguridad social es de apenas un 30,4% y
ha venido decreciendo en los últimos años. Sin
embargo, no se puede perder de vista que el sector
informal, al mismo tiempo, constituye una impor-
tante reserva de fuerza de trabajo e iniciativa em-
presarial que, de llegar a formalizarse e integrarse
mejor en la economía, puede contribuir significati-
vamente a impulsar el desarrollo nacional.

Un componente fundamental de la equidad
es el acceso a servicios de salud para toda la
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población. Costa Rica alcanzó una esperanza
promedio de vida de 78,6 años (81,0 para las
mujeres y 76,3 para los hombres). Las principa-
les causas de muerte son las enfermedades car-
diovasculares, los tumores y los hechos violen-
tos, como accidentes, homicidios y suicidios. En
todas estas últimas se presenta una clara sobre-
mortalidad masculina. En general, este cuadro
epidemiológico es característico de países desa-
rrollados. La tasa de mortalidad infantil, aunque
subió levemente a 11,2 por mil, se mantiene en-
tre las más bajas del mundo en desarrollo, pero
se estima que todavía es posible disminuirla. En
el 2002 el país además alcanzó la tasa de fecun-
didad de reemplazo (2,09). Este indicador tiene
varias implicaciones: por una parte, estabiliza o
incluso disminuye la demanda de servicios para
la población más joven en el corto plazo, pero,
por otra, crea dificultades para el financiamiento
a largo plazo del sistema de pensiones y la aten-
ción de las personas de mayor edad (recuadro
1.1). A tan solo un año de haber sido aprobada
la Ley de Paternidad Responsable, el porcentaje
de nacimientos inscritos sin padre conocido pa-
só de representar un 30% en el 2000, a un 8% en
el 2002.

RECUADRO 1.1

Como resultado de la dinámica demográfica tienen lu-
gar importantes cambios en la estructura por edad de la
población costarricense, una de cuales es la disminución
de la relación de dependencia demográfica. Alrededor de
1970, por cada 100 personas en edades productivas (15
a 64 años) existían 100 en edades dependientes (meno-
res de 15 años y de 65 años en adelante). Esta relación se
ha reducido a 54 dependientes en el 2003 y continuará
disminuyendo hasta que, alrededor del 2020, alcanzará
un mínimo de 44 dependientes por cada 100 personas en
edades productivas.A partir de ese año la tendencia se re-
vertirá y el país verá aumentar rápidamente esta relación
de dependencia, que en el 2050 será de 61.

Paralelamente se está dando un cambio en la composi-
ción por edades de los dependientes. Si se considera la re-
lación de dependencia sólo para los menores de 15 años,
ésta se ha reducido, en tanto que la relación de los de 65
y más años ha aumentado. Se espera que alrededor del
año 2045 deje de haber un predominio de los niños entre
los dependientes y los adultos mayores pasen a ser el gru-
po más importante.

Estos cambios, que modifican el balance entre las dis-
tintas generaciones, tienen grandes implicaciones. Por
ejemplo, en el futuro se incrementará el número de fami-
lias que tendrán responsabilidades tanto sobre niños co-
mo sobre personas en edades avanzadas. Si bien los me-
nores de 15 años perderán importancia relativa con
respecto al total de la población, su cambio en números
absolutos no será significativo: oscilará entre 1.250.000 y
1.100.000 por los próximos cincuenta años. En lo que
concierne a la población de 65 años y más, tendrá un au-
mento considerable tanto en su peso relativo como en
términos absolutos. La población mayor de 65 años de
edad está creciendo de manera exponencial y pasará de
aproximadamente 200.000 personas en el año 2000 a
1,3 millones en el 2050, duplicándose cada veinte años o
menos. Este incremento ejercerá enormes presiones sobre
los regímenes de pensiones y los servicios de salud, las
dos demandas más importantes a esas edades. En parti-
cular, los sistemas de pensiones basados en el reparto y la
solidaridad entre generaciones (a diferencia de los basa-
dos en la acumulación individual), como los de la CCSS, el

Implicaciones de los cambios en la estructura por edad 
y la demanda de servicios
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RECUADRO 1.1 (continuación)

Magisterio Nacional, Hacienda o el Poder Judicial, verán
“explotar” la cantidad de pensiones por pagar, sin que se
produzca un aumento paralelo en la cantidad de aportes re-
cibidos. A menos que se efectúen desde ya reformas impor-
tantes en los sistemas de pensiones, los cambios demográ-
ficos descritos podrían llevar a que el país no pueda honrar
la deuda generacional adquirida con los aportantes actuales
cuando estos lleguen a la edad de retiro. Entre las reformas
necesarias pueden citarse el incremento de la edad para
pensionarse, el incremento de las cuotas y de los aportantes

y el establecimiento de ligámenes entre las contribuciones
hechas a lo largo de la vida y los montos de la pensión.

El aumento ocurrido en la esperanza de vida es la razón
fundamental para el crecimiento explosivo de la población
adulta mayor. A futuro, sin embargo, no cabe ya esperar
aumentos tan grandes como los obtenidos en el pasado.
El número de años adicionales que se espera que viva una
persona de 65 años de edad fue de 19 en el 2002, siete
años más que hace cinco décadas, pero sólo dos años me-
nos que lo esperado para el 2030.

GRAFICO 1.1

Costa Rica: población menor de 15 años, población de 65 años y
más y relación de dependencia demográficaa/. 1970-2050

a/ Relación entre las personas menores de 15 años y de 65 años y más, con respecto a la población de 15 y 64 años.

Fuente: INEC-CCP, 2002.
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Las principales oportunidades para mejorar
la prestación de los servicios de salud están en el
ámbito de la gestión institucional. En años re-
cientes la CCSS ha emprendido diversas iniciati-
vas orientadas a resolver problemas como los lar-
gos tiempos de espera para atención en
procedimientos diagnósticos de consulta externa
(gastroscopías, ecocardiogramas, ultrasonidos gi-
necológicos, entre otros) y en una serie de espe-
cialidades como Sistema Vascular Periférico y
Ortopedia. Entre las medidas para superar esas y
otras limitaciones están los compromisos de ges-
tión y la desconcentración de los centros de sa-
lud. Los primeros comienzan a mostrar avances
positivos, aunque todavía modestos y de calidad
dispar. La desconcentración parece estancada, y
existe incertidumbre sobre sus resultados efecti-
vos. Una tendencia favorable es la creciente asig-
nación de recursos al nivel primario de atención
(27% del presupuesto total efectivo de la CCSS).
En el 2002 estos últimos alcanzaron a cubrir al
87,7 % de la población nacional, 7% más que en
el año anterior.

En el campo de la vivienda, tal como se ha in-
dicado en informes anteriores, el país ha logrado
avances significativos gracias a un sistema finan-
ciero e institucional establecido en la década de
los ochenta. Este sistema, sin embargo, venía
mostrando debilidades notables en materia de
transparencia, participación ciudadana y asigna-
ción de recursos (deficiencias en los expedientes
permitían canalizar recursos hacia familias que
no calificaban). Durante el 2002 los responsables
del sector se concentraron en subsanar esas debi-
lidades, antes que en ampliar la oferta de bonos
y construcciones, que generalmente baja en el
primer año de las administraciones. Esta oferta
había experimentado una expansión notable en
el 2001, como es frecuente en años electorales. 

En el 2002 se registró un progreso en la equi-
dad, la apertura al escrutinio público y la calidad
del acceso de la población de menores ingresos
al financiamiento habitacional. Este avance se
debió a la adopción de un conjunto de medidas,
en su mayoría aprobadas y puestas en práctica en
ese año, tendientes a crear una mayor igualdad
de oportunidades, pues eliminan abusos, favori-
tismos y actos de corrupción que son fuente de
inequidad social. No obstante su importancia,
aún es temprano para valorar la sostenibilidad de
estas políticas. Su reciente adopción sugiere que
todavía se encuentran en una etapa de implanta-
ción y, por tanto, que los avances no están con-
solidados.

El país tiene ante sí un gran desafío de equi-
dad en el acceso a regímenes de pensiones. Estos
cubren a menos de la mitad de la fuerza de tra-
bajo. Además de constituir en sí mismo un pro-
blema de equidad, junto con el creciente enveje-
cimiento de la población y el manejo específico
de los fondos de reserva, este hecho se torna en
una amenaza a la supervivencia de los regímenes
existentes. En particular, el régimen de IVM, que
es el primer pilar del Sistema Nacional de Pen-
siones, enfrentará problemas de sostenibilidad
en los próximos años, salvo que se adopten me-
didas tales como aumentar las cotizaciones, revi-
sar el régimen actual de beneficios, controlar el
alto porcentaje de pensiones por invalidez, racio-
nalizar los costos y poner coto a la evasión y la
morosidad.

La educación es el principal instrumento de
integración y de movilidad social en Costa Rica.
En este ámbito la principal preocupación ha si-
do, en años recientes, la baja tasa de cobertura de
la enseñanza secundaria, lo que sugiere el desa-
fío de ampliar la inversión en educación y alcan-
zar la universalización de esta cobertura. En el
último lustro el país ha venido haciendo un es-
fuerzo para elevar esa tasa, y los resultados co-
mienzan a mostrarse: la tasa neta de escolaridad
en secundaria subió 6,8 puntos en cinco años, de
51,9% en 1998 a 58,7% en el 2002; la tasa bru-
ta llegó a 65,6% y, si se consideran las modalida-
des de educación abierta, alcanzaría el 75,4%.
Empero, el problema sigue existiendo, pues en el
mejor de los casos uno de cada cuatro jóvenes
está fuera del sistema educativo. Hay que admi-
tir que los progresos en este campo tienden a ser
lentos. Las becas, el transporte, el mejoramiento
y la ampliación de la infraestructura (incluyendo
la construcción de más colegios) pueden seguir
contribuyendo a elevar las tasas de escolaridad.
Además es importante solucionar los déficit de
creación y mantenimiento de aulas de cómputo
y bibliotecas. En el caso de estas últimas, el défi-
cit (747) casi duplica el número de las existentes
en la actualidad (433).

Las tasas de aplazamiento y reprobación en
secundaria son muy altas. En el 2002 solamente
el 54,6% de los estudiantes aprobó su año, mien-
tras que un 33% fue aplazado y un 12,4% repro-
bó. El seguimiento de la cohorte de 1999 mues-
tra que sólo un 32,5% de los estudiantes de
secundaria llega a su graduación sin repetir nin-
gún año. Ello puede explicar en parte el descen-
so abrupto que se da en la escolaridad entre el
tercer y el cuarto ciclos. Mientras la tasa neta en
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falta evaluaciones sistemáticas del personal do-
cente, de los textos, las metodologías de trabajo
en el aula, los materiales educativos y la infraes-
tructura existente.

La cobertura de la educación superior alcan-
za casi al 30% de la población en el grupo de
edad correspondiente. Llama la atención el au-
mento en la cantidad de universidades privadas,
que llegaron a ser 50 en el año 2002, y que en
ese año otorgaron el 60% del total de los diplo-
mas emitidos. Se desconoce el número de estu-
diantes matriculados en esas universidades, que
ofrecen unos 1.700 programas académicos, de
los cuales solamente nueve han sido acreditados
por medio del SINAES. En el caso de las univer-
sidades públicas, cada vez son más los hijos e hi-
jas de personas con mayor nivel de educación los
que permanecen en el sistema y logran concluir
la educación universitaria.

Los servicios culturales que ofrece el Estado
pueden ser también un importante factor de inte-
gración social. El presente Informe da un primer
paso en el estudio del tema, limitándose en esta
ocasión a observar la equidad en el acceso a la ofer-
ta artística. En este contexto salta a la vista la con-
centración de esos servicios en la región Central, y
particularmente en la ciudad de San José, así como
su relativa ausencia en el resto del país, salvo por
excepción y en actividades de carácter episódico.

el tercer ciclo es de 64,9%, en el cuarto es de
36,0%. El décimo año de educación es un mo-
mento crítico en términos de deserción. 

Un estudio reciente indica que los repitentes
en primer grado poseen destrezas de lectura sig-
nificativamente más bajas que los no repitentes.
En este sentido, el aumento en la cobertura de la
educación preescolar que se ha registrado en los
últimos años podría influir favorablemente en el
logro académico. Otros factores positivos son el
crecimiento en el número de docentes titulados
contratados por el MEP, así como los esfuerzos
por mejorar la calidad de la enseñanza en las es-
cuelas unidocentes, aunque en este último ámbi-
to se requiere mayor inversión si se desea cerrar
la brecha entre esas escuelas y los demás estable-
cimientos educativos.

Siguen siendo preocupantes las brechas entre
la educación privada y la pública, que se reflejan
en aspectos como infraestructura, repitencia y de-
serción. A manera de ejemplo, el porcentaje de
repitencia en las escuelas públicas es 7,3 veces
más alto que en las privadas y, en cuanto a deser-
ción, en los colegios públicos los jóvenes desertan
siete veces más que en los colegios privados. Los
esfuerzos por mejorar la educación pública deben
pasar necesariamente por una mejor planifica-
ción, y ésta a su vez requiere mejores sistemas de
información y evaluación. Concretamente, hacen

RECUADRO 1.2

Afirmaciones sobre la situación de las mujeres en el Noveno Informe

■ La esperanza de vida continúa mejorando: 81,0 pa-
ra las mujeres y 76,3 para los hombres.

■ El país alcanza la tasa de fecundidad de reemplazo
(2,09 hijos por mujer).

■ En el 2002 la tasa neta de participación por sexo
(ocupados y desocupados) respecto a la población
de 12 años y más del mismo sexo, era de 73,1% pa-
ra los hombres y de 38,4% para las mujeres. Sin em-
bargo, cabe destacar que la misma tasa para las mu-
jeres era de apenas 30,7% en 1990, lo cual pone en
evidencia el fuerte aumento de la participación
femenina en el mercado de trabajo a lo largo del
período de estudio.

■ Uno de cada tres ocupados es mujer y su participa-
ción es más dinámica en el sector informal.

■ El 44,5% de las mujeres ocupadas se encuentra en el
sector informal (solamente un 4% en el agropecuario);
en el caso de los hombres un 29,3% está en el sector
informal y un 21,7% en el agropecuario. La elevada in-
serción de las mujeres en el sector informal se traduce
en un número también muy elevado de mujeres infor-
males (251.000, respecto a 311.000 hombres).

■ El aumento en la dispersión de las horas trabajadas
se relaciona con un incremento en la incorporación
de mujeres en el sector informal a tiempo parcial,
junto a un aumento en la proporción de hombres
que trabajan más de 48 horas (sobrejornadas) en el
sector formal.

■ Casi no hay diferencia entre hombres y mujeres en
el sector formal, pues tanto la mitad de los hombres
(49%) como de las mujeres (51,5%) están ocupa-
dos en ese sector.
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RECUADRO 1.2 (continuación)

■ Del total de puestos formales creados entre 1990 y
2002 (296.000), 172.000 fueron llenados por hom-
bres y 124.000 por mujeres. Es interesante notar
que, mientras el número de hombres ocupados en el
sector público se redujo (en poco más de 7.000 per-
sonas), el número de mujeres aumentó significativa-
mente (en poco más de 42.000).

■ Entre las y los adolescentes se observan diferencias
por género en la asistencia escolar: las mujeres supe-
ran a los hombres en cuatro puntos porcentuales, y
alcanzan una asistencia del 62%.

■ El 20,2% de los adolescentes de 15 a 17 años está
en la fuerza de trabajo (el 8,4% de las mujeres y el
31,6% de los hombres).

■ Las mujeres reciben una porción ligeramente mayor
de la inversión social (5%) que los hombres y se ob-
servan cambios en la composición del gasto. Los gas-
tos asociados a salud son mayores entre las mujeres
(obviamente incluyen maternidad) y se compensan
con menores gastos en educación y, sobre todo, en
seguridad social. Ello explica por qué las mujeres
captan una porción mayor de los programas univer-
sales (54%) y una menor porción en los programas
contributivos (19%, contra 28% en los hombres).

■ Un total de 46.012 demandas por violencia domés-
tica presentadas en el 2002, 78.424 llamadas reali-
zadas ese mismo año al servicio de emergencias 911
solicitando apoyo por situaciones de agresión do-
méstica, 65.411 procesos de pensiones alimentarias
activos al finalizar el año y más de 4.000 denuncias
por delitos sexuales intra y extrafamiliares, dan una
idea de la magnitud del problema de la violencia
contra las mujeres, tomando en cuenta que sólo una
parte de las víctimas recurre a estos espacios.

■ La iniciativa de los COVIRENAS creció a 188 comités
a nivel nacional en el 2002, con la participación de
400 mujeres, que representan un 20% del total.

■ De los 81 alcaldes electos, 74 son hombres y solamente
7 son mujeres. Entre los alcaldes suplentes el 56% son
mujeres. Las mujeres alcanzan más escaños cuando el
criterio de asignación es de representación proporcional,
que cuando es de representación mayoritaria.

■ De las 456 plazas de síndicos municipales propieta-
rios, 128 son mujeres (28,1%).

■ Un factor que ha permitido trabajar con mayor cons-
tancia y profundidad el tema de género en la Asam-
blea Legislativa, es la existencia de la Comisión Per-
manente Especial sobre la Mujer. En el 2002, esta
Comisión se centró principalmente en la discusión
del proyecto de ley sobre penalización de la violen-
cia contra las mujeres, al cual se dedicó el 50% de
las sesiones.

■ En el 2002, once mujeres murieron por violencia
doméstica en circunstancias en las que medió una
relación de pareja, cuatro por violencia sexual, cinco
por violencia doméstica a manos de otros familiares
y cuatro por crímenes pasionales.

■ Con base en una muestra de alrededor del 53% de
las denuncias de violencia doméstica ingresadas en
el 2002 es posible establecer que el 86,4% de los
casos fue interpuesto por una mujer.

■ Persisten las desigualdades de género en Centroa-
mérica. En el índice de desarrollo relativo al género
(IDG), la brecha más significativa está en el nivel de
ingreso per cápita, que en la mejor situación para las
mujeres apenas representa el 50% del ingreso de los
hombres (Panamá). Una diferencia notable es la bre-
cha en las tasas de alfabetismo entre hombres y mu-
jeres, especialmente en Guatemala.

■ Hay diferencias por países en los hogares pobres
con jefatura femenina, pues Costa Rica y Honduras
muestran mayores porcentajes, pero sucede lo con-
trario en Nicaragua y Panamá. Vale resaltar que la
jefatura femenina de los hogares es una situación
que se presenta con mayor fuerza en las áreas
urbanas.

■ De los centroamericanos entre 15 y 64 años sin gra-
do educativo, 2,5 millones son mujeres y 1,9 millo-
nes son hombres.

■ El promedio de años de estudio para las mujeres
centroamericanas de 15 a 64 años de edad, que re-
presentan el 52,6% del total de ambos sexos, es de
5,5 años, mientras que el de los hombres es de 5,8
años.
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Oportunidades, estabilidad 
y solvencia económicas

Los datos del capítulo “Oportunidades, esta-
bilidad y solvencia económicas” indican clara-
mente que la economía costarricense generó po-
cas oportunidades en el 2002. Aunque se logró
la meta de una inflación de un dígito (9,7%), el
PIB real por persona creció apenas un 1%, y el
ingreso real disponible por persona un 1,2%.
Hay que señalar que ese crecimiento se dio, sin
embargo, en un año en que el panorama interna-
cional fue negativo, debido al escaso crecimiento
de las grandes economías. Las exportaciones cre-
cieron un 6,8%, pero las importaciones lo hicie-
ron en un 13,6%, con lo cual el déficit de la ba-
lanza comercial pasó del 5% del PIB en el 2001
a 9,2% en el 2002, la tasa más alta en diez años.

El crecimiento de la producción obedeció a
un incremento en la demanda agregada, y sobre
todo en la demanda interna, que aumentó un 4%
del PIB. En ese crecimiento jugaron un papel im-
portante las inversiones del ICE y de las empre-
sas de zona franca, que si bien contribuyeron
sustancialmente a la formación bruta de capital
fijo, también incrementaron el déficit en la cuen-
ta corriente de la balanza de pagos y, en el caso
del ICE, el déficit fiscal, al no haber tenido supe-
rávit en el año. Si esas inversiones se reflejan en
el corto plazo en un aumento de la producción y
las exportaciones, entonces puede ser que se
compensen sus efectos sobre la balanza de pa-
gos. De lo contrario, ésta pasaría a constituir un
flanco altamente vulnerable de la economía cos-
tarricense, al alcanzar niveles insostenibles de
déficit, en especial si a lo anterior se agrega el en-
deudamiento de corto plazo que representó la
entrada de capital en inversiones en títulos de
deuda, crédito comercial e inversiones en mone-
da y depósito.

La recuperación de la producción en el 2002
no se tradujo en un incremento de las oportuni-
dades de empleo para las y los costarricenses. La
tasa de ocupación disminuyó en 0,6 puntos por-
centuales y la tasa neta de participación se man-
tuvo estancada en 55,4%. El desempleo abierto
se incrementó levemente, de 6,1% a 6,4%, la ci-
fra más alta desde 1985, y el subempleo visible
llegó a 4,9% en el 2002, la tasa más alta desde
1986. Al comparar el crecimiento de los sectores
productivos con las tasas de empleo generadas
por ellos queda clara la falta de asociación entre
las variables. Mientras el sector de manufactura
creció un 2,3%, la población ocupada en esta in-
dustria disminuyó en un 2,8%. Por su lado el

sector agrícola, que vio disminuida su produc-
ción en 2%, absorbió más empleo en el 2002 que
en el 2001. En términos espaciales la generación
de empleo y desempleo muestra también dife-
rencias importantes entre regiones y entre éstas y
la región Central (mapa 1.1).

Según el Banco Central, la formación bruta
de capital de las empresas que producen para el
mercado interno muestra un ritmo “relativamen-
te deprimido”. Con una baja inversión de las em-
presas, y el consumo limitado por ingresos fami-
liares que no crecen, puede afirmarse que el
mercado interno sigue siendo un “motor apaga-
do” de la economía nacional. Esto a pesar de que
el crédito al sector privado ha crecido en torno al
11% en los últimos dos años, sobre todo en las
áreas de consumo, vivienda y comercio. Los altos
márgenes de intermediación financiera, princi-
palmente en la banca estatal (11,76%), permiten
que la banca privada aumente sus márgenes de
utilidad, pero no parecen disuadir al sector pri-
vado de acudir al crédito. Por otra parte, los fon-
dos de inversión y de pensiones han crecido de
modo exponencial, hasta alcanzar una masa crí-
tica de ahorro que rebasa la capacidad de absor-
ción del mercado nacional de valores. Las difi-
cultades del sector privado costarricense para
emitir acciones o títulos para financiar proyectos
(relacionadas con el tamaño de sus carteras y el
elevado costo de fondeo por oferta pública), ha-
cen que hasta el momento se desperdicien esos
nuevos mecanismos de canalización del ahorro.
Es ahora imprescindible desarrollar los instru-
mentos financieros que los inversionistas institu-
cionales requieren, como la titularización de car-
teras hipotecarias estandarizadas y proyectos de
infraestructura pública con flujos de ingresos ga-
rantizados.

Un signo positivo de la economía fue la fuer-
te recuperación que experimentó la inversión ex-
tranjera directa en el 2002, al registrar el monto
más alto en su historia (661,9 millones de dóla-
res), con lo cual colocó al país como el mayor re-
ceptor per cápita de inversión extranjera directa
neta de América Latina (149,6 millones de dóla-
res). El significativo avance en la inversión en la
última década resulta importante para el finan-
ciamiento del déficit comercial (alrededor del
75% del déficit de la cuenta corriente).

El panorama de la producción nacional
muestra, a grandes rasgos, una serie de sectores
claramente diferenciados en su situación y pers-
pectivas. Las industrias de zona franca, por ejem-
plo, han exhibido en los últimos años un inten-
so dinamismo, aunque sujeto a fluctuaciones;
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Costa Rica: indicadores seleccionados, por región. 2002

Fuente: INEC, CCP-UCR, ICE y Sauma,2003.

MAPA 1.1

REGION PACIFICO CENTRAL
Densidad de población: 54,8 hab/Km2

Estructura del empleo por sectores
Primario: 21,8%
Secundario: 21,5%
Terciario: 56,7%

Tasa de desempleo abierto: 7,8%
Tasa de subutilización total: 18,7%
Coeficiente de Gini: 0,412
Hogares en pobreza: 26,5%
Consumo eléctrico: 8,8% del total

REGION CHOROTEGA
Densidad de población: 31,2 hab/Km2

Estructura del empleo por sectores
Primario: 28,2%
Secundario: 15,0%
Terciario: 56,9%

Tasa de desempleo abierto: 6,3%
Tasa de subutilización total: 17,5
Coeficiente de Gini: 0,412
Hogares en pobreza: 32,7%
Consumo eléctrico: 5,7% del total

REGION CENTRAL
Densidad de población: 246,9 hab/Km2

Estructura del empleo por sectores:
Primario: 7,4%
Secundario: 25,5%
Terciario: 67,0%

Tasa de desempleo abierto: 6,6%
Tasa de subutilización total: 13,0
Coeficiente de Gini: 0,413
Hogares en pobreza: 15,9%
Consumo eléctrico: 70,9% del total

TOTAL DEL PAIS
Densidad de población: 80,0 hab/Km2 
Estructura del empleo por sectores
Primario: 16,1% 
Secundario: 22,4% 
Terciario: 61,5%
Tasa Desempleo Abierto: 6,4%
Tasa Subutilización Total: 14,6
Coeficiente de Gini: 0,430
Hogares en Pobreza: 20,6%
Consumo Eléctrico: 6.349.596.016 KWh

REGION HUETAR NORTE
Densidad de población: 28,8 hab/Km2

Estructura del empleo por sectores
Primario: 45,0%
Secundario: 15,8%
Terciario: 39,2%

Tasa de desempleo abierto: 2,9%
Tasa de subutilización total: 15,4
Coeficiente de Gini: 0,435
Hogares en pobreza: 24,6%
Consumo eléctrico: 3,4% del total

REGION HUETAR ATLÁNTICA
Densidad de población: 43,1 hab/Km2

Estructura del empleo por sectores
Primario: 38,6%
Secundario: 13,2%
Terciario: 48,1%

Tasa de desempleo abierto: 6,6%
Tasa de subutilización total: 17,1%
Coeficiente de Gini: 0,316
Hogares en pobreza: 23,6%
Consumo eléctrico: 7,8% del total

REGION BRUNCA
Densidad de población: 32,3 hab/Km2

Estructura del empleo por sectores
Primario: 31,3% 
Secundario: 17,8%
Terciario: 50,8%
Tasa de desempleo abierto: 5,6%
Tasa de subutilización total: 20,0%
Coeficiente de Gini: 0,435
Hogares en pobreza: 35,7%
Consumo eléctrico: 5,7% del total
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con la conservación de las áreas protegidas, a fin de
preservar y fortalecer la “marca” o imagen de Cos-
ta Rica como destino para el turismo ecológico.

Finalmente el sector exportador, que ha mos-
trado un gran dinamismo en los últimos años, en
especial en los rubros de productos no tradicio-
nales, tiene un importante problema de concen-
tración de la oferta exportable, tanto si se valora
por productos o por número de empresas, como
destino de las ventas nacionales. A esto se agrega
el problema de la falta de encadenamientos pro-
ductivos, reiterado ya en varios Informes. Los
datos del 2002 indican que 5 empresas aportan
el 37% de las exportaciones industriales y en el
caso del sector agrícola un número similar de
empresas aporta el 24,7%. Además, entre las em-
presas que más exportan, 14 pertenecen al sector
industrial y contribuyen con el 50% de las ex-
portaciones totales.

Como se ha reseñado en ediciones anteriores
de este Informe, la competitividad está asociada
tanto a factores internos de las empresas, como a
otros creados por las políticas económicas estata-
les; con respecto a estos últimos, la infraestructu-
ra y el sistema financiero han sido señalados co-
mo los principales limitantes de la competitividad
empresarial en el país. Costa Rica ocupó en el
2002 el tercer lugar en competitividad, según el
ranking que define todos los años el Foro Econó-
mico Mundial. Este año el Informe incorpora dos
estudios especiales sobre temas relacionados con
estas materias: el flujo de fondos de inversión y el
estado de la red vial. 

La principal amenaza a la estabilidad de la
economía costarricense proviene del campo fis-
cal, y concretamente de la deuda pública y el dé-
ficit fiscal sostenido. En efecto, aunque la deuda
pública total de Costa Rica (interna y externa) re-
presenta cerca del 60% del PIB, lo cual no es en
sí mismo alarmante o inusual, el 67,2% de esa
deuda es interna, está financiada en condiciones
desfavorables de plazo y tasa, y debe ser renova-
da en forma constante, en condiciones cambian-
tes de mercado, según lo exija el déficit del sec-
tor público. El financiamiento de la deuda
reduce las posibilidades de inversión pública y la
calidad de los servicios del Estado, crea incerti-
dumbre sobre su solvencia y afecta negativamen-
te las tasas de interés y la inflación.

En el plano fiscal el 2002 no fue un buen
año. Como resultado de un aumento de los gas-
tos (1,25 puntos porcentuales del PIB) y una re-
ducción de los ingresos (0,12 puntos porcentua-
les del PIB) el déficit del Gobierno Central fue
del 4,3% del PIB, y el del sector público global

según el Banco Central, pasaron de representar
un 4,3% de las exportaciones en 1991, al 49,8%
en el 2002. Son generadoras de empleo, pero in-
corporan todavía poco valor agregado nacional,
pese a los esfuerzos recientes para que más em-
presas locales se conviertan en sus proveedores.
La permanencia de muchas de estas empresas en
el país será incierta a partir del año 2007, cuan-
do regulaciones de la Organización Mundial del
Comercio obligarán a retirarles uno de sus prin-
cipales incentivos: la exoneración del impuesto
sobre la renta.

Por otro lado, el sector industrial que produ-
ce para el mercado local muestra tasas de creci-
miento. Este sector no parece estar en condicio-
nes de impulsar, por sí mismo, una nueva etapa
de crecimiento. Ni el comercio centroamericano,
ni los tratados de libre comercio recientemente
suscritos con México, Chile y República Domini-
cana, han ejercido un efecto apreciable sobre el
sector. No se puede ignorar, por otra parte, que
estos tratados constituyen también una amenaza
para las industrias con baja eficiencia y competi-
tividad. En el caso particular de las pequeñas y
medianas empresas, que son la gran mayoría, en
los últimos años se ha aprobado normativa y se
ha puesto en práctica una serie de programas
institucionales para ayudarlas a incrementar su
productividad, fundamentalmente con acciones
genéricas y con bajos niveles de coordinación.
Por lo reciente de esas iniciativas, todavía es tem-
prano para valorar sus resultados.

El sector agropecuario, que pierde cada año
participación en el PIB y en la generación de em-
pleo, está conformado por actividades tradicio-
nales que experimentan decrecimiento o dificul-
tad para crecer (granos básicos, caña de azúcar,
banano, café, ganadería vacuna), a la par de otras
de desarrollo más reciente que muestran un ma-
yor dinamismo, como la piña, el melón, la na-
ranja, los lácteos, la acuicultura y la pesquería. El
sector agropecuario vive un proceso de transi-
ción que resulta traumático por la pérdida de
empleos, pero que al mismo tiempo muestra sig-
nos esperanzadores, gracias a su diversificación,
especialmente en la medida en que nuevas prác-
ticas de libre comercio le permitan expandir sus
horizontes.

El sector turismo ha venido registrando tasas
de crecimiento sostenidas a lo largo de tres lustros,
pero en el año 2002 la llegada de turistas dismi-
nuyó en 1,6%, en gran medida a causa de los ata-
ques terroristas del 11 de setiembre del 2001. Un
estudio de la evolución de esta industria subraya
la necesidad de un mayor compromiso del sector
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restringido del 5,4%, su nivel más alto en doce
años. Esto se debió en parte al restablecimiento
del llamado ciclo electoral de las finanzas públi-
cas. En efecto, los gobiernos tienden a aumentar
el gasto en el último año de su administración,
con el fin de favorecer a los candidatos del parti-
do en el poder. La administración Figueres Olsen
(1994-1998) había roto ese ciclo, al mostrar una
reducción del gasto público en el último año de
su gestión, para cerrarlo con un déficit del Go-
bierno Central por debajo del 3% del PIB. La ad-
ministración Rodríguez Echeverría, sin embargo,
incrementó sustancialmente el gasto en los últimos
meses de su gobierno, lo cual se refleja en el défi-
cit del año 2002. Ese déficit fue financiado en par-
te con recursos acumulados en caja por el Gobier-
no, inicialmente previstos para capitalizar al Banco
Central. Ello evitó que el financiamiento del déficit
tuviera un efecto mayor sobre la inflación o las ta-
sas de interés. Sin embargo, contribuye a mantener
el elevado endeudamiento del Banco, que se ve
obligado a financiarse con operaciones de mercado
abierto, generando un efecto de “bola de nieve” in-
sostenible en el largo plazo.

La política monetaria del Banco Central en el
2002 evidenció un cierto endurecimiento, pero

este pudo haber sido mayor, como lo muestra el
hecho de que la base monetaria aumentó un
12,5%, y el medio circulante creció aun más que
la base monetaria, un 22,3%, la cifra más eleva-
da en los últimos cinco años. La liquidez total,
que incluye depósitos de ahorro, depósitos a pla-
zo y otros, tanto en moneda nacional como en
moneda extranjera, creció un 21,4%. En cuanto
a las tasas de interés, el Banco se limitó a mante-
ner el premio por invertir en colones, lo cual fue
favorable para la balanza de pagos en la medida
en que atrajo capitales. La política cambiaria
mantuvo, con leves oscilaciones, la estabilidad
que la ha caracterizado en años recientes, apoya-
da por reservas monetarias internacionales netas
que representan 3,6 meses de importaciones, y
que en el 2002 alcanzaron un máximo histórico
(con saldos al mes de diciembre) de 1.494,7 mi-
llones de dólares.

Hacia el final del año bajo análisis fue apro-
bada la Ley de Contingencia Fiscal, como medi-
da transitoria para allegar recursos al Estado
mientras la Asamblea Legislativa elabora una re-
forma tributaria más amplia, basada inicialmente
en las recomendaciones que hiciera una comi-
sión de exministros de Hacienda.
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Armonía con la naturaleza

El rico patrimonio natural del país tiene va-
rios componentes: bosques, biodiversidad, sue-
los, aguas superficiales, aguas subterráneas, cos-
tas y mar territorial. Conforme se tiene un mejor
conocimiento acerca del acervo, el potencial y
los riesgos asociados a cada uno de esos recur-
sos, la sociedad costarricense descubre nuevas
oportunidades, amenazas y desafíos para el desa-
rrollo humano sostenible. El año 2002 no fue la
excepción.

Los bosques fueron el punto de partida del
interés nacional por la conservación de la natu-
raleza, a partir de la década de los setenta. Desde
entonces se ha logrado revertir la tasa de defores-
tación, aunque persiste controversia respecto al
porcentaje de cobertura boscosa recuperada; la
mayor parte de ésta corresponde a bosques se-
cundarios, producto del abandono de potreros y
tierras de cultivo, que todavía no han alcanzado
plena madurez ambiental, especialmente en tér-
minos de su capacidad para albergar poblaciones
de fauna silvestre. No obstante, esos bosques
nuevos juegan un papel importante, en sí mis-
mos y como parte de corredores biológicos.

El consumo nacional de madera es de poco
más de un millón de metros cúbicos por año. En
el período 1998-2001 este consumo fue abaste-
cido por árboles fuera de bosques (43,5%), bos-
ques naturales (23,5%) y plantaciones forestales
y sistemas agroforestales (33%). Esa elevada par-
ticipación de los árboles fuera de bosques en la
oferta nacional de madera es motivo de preocu-
pación. Investigaciones de campo hechas por
FUNDECOR han puesto en evidencia la práctica
de “socolar” bosques para luego presentarlos co-
mo potreros con árboles remanentes y solicitar
los permisos de corta. Esta práctica aprovecha
debilidades de la Ley Forestal, que no tipifica esa
práctica como delito, ni tiene definiciones preci-
sas de bosque, bosque secundario o siquiera tala
ilegal.

La conservación de los bosques y las áreas sil-
vestres es una tarea en la que convergen los es-
fuerzos del sector público y los del sector priva-
do. El 38,7% de las áreas protegidas (más de
medio millón de hectáreas, el 10% del territorio
nacional) es de propiedad privada. Existen en el
país 188 Comités de Vigilancia de los Recursos
Naturales (COVIRENAS) en los que participan
2.450 voluntarios. En el 2002 se crearon los
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comités regionales de las once áreas de conserva-
ción en que está dividido el país. En algunas de
esas áreas, como Tortuguero y Amistad-Caribe,
diversos tipos de organizaciones locales participan
en la gestión, incrementando la eficiencia y aho-
rrando recursos al Estado. Por su parte, el Colegio
de Ingenieros Agrónomos realiza una valiosa labor
de fiscalización de las regencias forestales.

Llama la atención que uno de los principales
instrumentos del Estado para promover la con-
servación del bosque, el pago por servicios am-
bientales (PSA) siga recibiendo montos inferiores
a los asignados por ley. En el 2002 le correspon-
dían al FONAFIFO 4.310 millones de colones
provenientes al 3,5% del impuesto único a los
combustibles y solamente le fueron entregados
3.067 millones, es decir, quedó pendiente una
diferencia de 1.243 millones de colones.

De especial importancia ambiental y social es
el acceso de los pueblos indígenas, cuyos territo-
rios están cubiertos de bosques en un 61,5%, al
pago por servicios ambientales. En el año 2000,
11 de los 22 territorios indígenas solicitaron en
su ingreso en el sistema, y 9 de ellos cumplieron
los requisitos, por lo cual recibieron sumas signi-
ficativas en los años siguientes. Aparte de algu-
nas resistencias de orden cultural, la principal
barrera para la incorporación de los territorios
indígenas al PSA es la falta de titulación de sus tie-
rras. En el 2002, la Sala Constitucional acogió fa-
vorablemente un recurso planteado por la Asocia-
ción de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena
de Rey Curré, y obligó al IDA a proceder de inme-
diato a la titulación de los territorios indígenas.

Las aguas superficiales y subterráneas son re-
cursos seriamente amenazados. Las aguas super-
ficiales resienten el impacto de los desechos in-
dustriales y domésticos sin tratar, además del
elevado uso de plaguicidas en la agricultura cos-
tarricense, que asciende a 18 kilogramos de in-
grediente activo por hectárea, por año. Se ignora
el impacto real de esas sustancias en la salud de
los agricultores, pues se estima que más del 90%
de las intoxicaciones no se reporta. Se han detec-
tado residuos de agroquímicos en los tejidos de
delfines en el golfo Dulce. En este campo, una
nota positiva la da el desarrollo local de un ne-
maticida natural, a partir de un árbol del bosque
tropical seco. Además, algunas empresas banane-
ras y productoras de helechos han puesto en
práctica políticas ambientales destinadas a obte-
ner certificaciones internacionales, que incluyen
el control del uso de plaguicidas.

La amenaza más seria sobre las aguas subterrá-
neas, además de la infiltración de agroquímicos,

procede de la ausencia de alcantarillado y plan-
tas de tratamiento de aguas negras, que obliga a
casi toda la población a utilizar tanques sépticos,
o a verter aguas crudas en cauces superficiales.
Ya se han observado señales de contaminación
por nitratos en el acuífero Barva. Sin duda, este
constituye uno de los principales desafíos am-
bientales del país para los próximos años.

Costa Rica apenas empieza a adquirir verda-
dera conciencia de su patrimonio marítimo, y de
las oportunidades y retos que éste presenta. El
nuevo mapa oficial de la República, elaborado
por el Instituto Geográfico Nacional, muestra
por primera vez los 598.682 km2 de espacios
marinos. Un convenio firmado entre los gobier-
nos de Ecuador, Colombia, Panamá y Costa Rica
crea un vasto corredor marítimo entre las islas
Galápagos y la isla del Coco. En torno a esta úl-
tima se han incrementando los esfuerzos de vigi-
lancia y conservación. Es sabido, sin embargo,
que el país carece de los recursos necesarios pa-
ra vigilar apropiadamente su mar continental, lo
cual permite que flotas extranjeras pesquen ile-
galmente en sus aguas. Dentro de lo visible, cau-
sa alarma la sobrecaptura de tiburones en busca
de sus aletas, que llevó al INCOPESCA a prohi-
bir el desembarco de tiburones desaletados des-
de el 2001. Para controlar esa y otras prácticas,
ese Instituto firmó en el 2002 un convenio con el
Colegio de Biólogos, destinado a crear un siste-
ma de regencias en materia de pesca responsable.

La actividad pesquera costarricense se des-
plaza mar adentro, hacia la captura de especies
pelágicas como dorado y tiburón, mientras dis-
minuye la captura de especies costeras, diezma-
das por la sobrepesca. Preocupa, en este campo,
la negativa de los pescadores artesanales del gol-
fo de Nicoya a observar la veda del año 2002,
apremiados por la necesidad de mantener a sus
familias y la falta de otras fuentes de ingreso. Ca-
be señalar aquí que la producción de tilapia en
Cañas, Guanacaste, superó en volumen a la pes-
ca total en el Golfo. También aumentó sustan-
cialmente la pesca de sardinas, estimulada por la
creciente demanda de la industria enlatadora
Sardimar. La Ley de Pesca sigue esperando apro-
bación en la Asamblea Legislativa.

La producción y el manejo de desechos sóli-
dos están entre los problemas ambientales que
Costa Rica ha enfrentado con más dificultad y
lentitud. La producción de desechos alcanzó en
el 2002 la cifra récord de 1,1 kg/persona/día, con
un notorio aumento de los embalajes y empa-
ques de alimentos. Aunque en algunas zonas ha
mejorado la tecnología de disposición de esos



extranjeros a los parques superó por primera vez
el umbral de los 400.000, y el de los costarricen-
ses el de los 500.000. Un caso particularmente
grave es el de la SETENA, entidad a cargo de eva-
luar todos los estudios de impacto ambiental que
se realizan en el país, y que sólo cuenta con 19
profesionales prestados por otros entes, con
equipamiento y recursos claramente insuficien-
tes. Esta situación se ha prolongado ya por varios
años -de hecho, desde que se creó la Secretaría-
sin que se le dé solución.

Fortalecimiento de la democracia

En el año 2002 tuvieron lugar elecciones pa-
ra Presidente de la República, diputados a la
Asamblea Legislativa, regidores municipales y,
por primera vez en la historia, alcaldes cantona-
les, síndicos y concejales de distrito electos por
votación popular. Ello elevó a 4.900 el número
de puestos de elección pública, que antes eran
1.062. Sin duda alguna este paso es trascenden-
tal en el fortalecimiento y la profundización de la
democracia costarricense.

Los resultados de la elección presidencial,
que por primera vez hubo de efectuarse en dos
rondas, y la conformación de la nueva Asamblea
Legislativa y de los concejos municipales, fueron
analizados en el Octavo Informe, como se hace
normalmente en año electoral. La elección de al-
caldes, síndicos y concejales, que también debió
hacerse en dos partes (diciembre del 2002 y ene-
ro del 2003) debido a trastornos climáticos en
diez cantones, se caracterizó por un abstencio-
nismo aún mucho más alto que el de las eleccio-
nes nacionales: 70,3%. Dos hechos podrían ha-
ber incidido en este fenómeno: la falta de una
conciencia histórica sobre la trascendencia de la
elección de alcaldes, y el desgaste financiero y or-
ganizativo de los partidos políticos, luego de las
dos arduas rondas electorales realizadas pocos
meses antes. Esos mismos factores podrían haber
pesado en el relativo éxito de los partidos tradi-
cionales (PUSC y PLN) en la elección de alcaldes.
La mayor experiencia y capacidad de moviliza-
ción de sus estructuras, así como la lealtad tradi-
cional de sus núcleos militantes, les habrían per-
mitido ganar 75 de las 81 alcaldías en disputa
(48 el PUSC y 27 el PLN), aunque en muchos ca-
sos por estrecho margen sobre el partido emer-
gente con la mayor votación. La configuración de
los gobiernos municipales, en general sin predo-
minio claro de un partido, y por lo tanto sin que
los alcaldes puedan contar con mayorías auto-
máticas, representa un interesante desafío para

materiales, y existen iniciativas puntuales de re-
ciclaje, la mayoría de las municipalidades sigue
depositándolos en botaderos a cielo abierto. Se
desconoce la forma en que las industrias dispo-
nen de residuos peligrosos o altamente contami-
nantes. De las 36.500 toneladas de aceites lubri-
cantes importadas por el país en el 2001, menos
del 5% se recuperó y colocó en sitios apropiados.
En cuanto a desechos hospitalarios, no fue sino en
el año 2000 que la CCSS estableció una política al
respecto, y en el 2002 inició la medición de los
desechos producidos en clínicas y hospitales.

En lo referente a la contaminación del aire
hubo algunos progresos, sobre todo con la revi-
sión técnica de vehículos automotores a cargo
del consorcio español Riteve . Solamente el 48%
de los vehículos superó la revisión la primera
vez, lo que obligó a sus propietarios a efectuar
ajustes para obtener sus permisos de circulación.
Sin embargo, el constante crecimiento del par-
que automotor, y su funcionamiento en condi-
ciones viales de suma estrechez, siguen contribu-
yendo a la contaminación del aire en los centros
urbanos. En el año 2002 se publicaron por pri-
mera vez reglamentos oficiales sobre inmisión y
emisión de contaminantes atmosféricos para las
industrias. Las mediciones efectuadas en el Valle
Central dieron resultados dentro de lo aceptable,
gracias a las favorables condiciones de circula-
ción del viento en esa zona.

En materia de gestión del riesgo persisten los
problemas de vulnerabilidad debidos principal-
mente al clima, a la falta de aplicación de las re-
gulaciones y a la ausencia de una previsión siste-
mática y eficaz. Un doloroso episodio de
deslizamientos en el cerro Loaiza de Orosi, y da-
ños sustanciales ocasionados por una marejada
al rompeolas de Caldera, pusieron en evidencia
una vez más esas debilidades. Deficiencias en la
Ley Nacional de Emergencias han impedido con-
solidar el Sistema Nacional de Previsión de Ries-
gos y Atención de Emergencias.

El ámbito institucional público de la conser-
vación sigue en situación precaria. Los recursos
del MINAE disminuyeron en un 3,9% entre el
2001 y el 2002. Persiste el problema de que el
15% del área de los parques nacionales y el 46%
de las reservas biológicas permanecen en manos
privadas, debido a la incapacidad del Estado pa-
ra indemnizar a sus propietarios. El SINAC con-
tinúa mostrando serias debilidades presupuesta-
rias, administrativas y de planificación, que se
reflejan en el mal estado de las instalaciones en
los parques nacionales y otras áreas bajo su car-
go. A pesar de ello, el número de visitantes
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estos cuerpos políticos. Otro de los grandes retos
que deben enfrentar es el financiero. La mayoría de
las municipalidades tuvo en el 2002 un ingreso
por habitante inferior a 30.000 colones anuales, y
en algunos grandes cantones ese ingreso es inferior
a los 10.000 colones. Los pendientes de cobro son
más del 40% de los ingresos municipales.

Los procesos electorales del 2002 pusieron
en evidencia graves defectos de la legislación que
regula el financiamiento a los partidos políticos.
Por ejemplo, carece de disposiciones relativas a
una segunda ronda electoral, no comprende fi-
nanciamiento para las elecciones cantonales, y
no establece responsabilidades personales por las
transgresiones a esa misma legislación, con lo
cual, en la práctica, resulta inocua. Las potesta-
des que asigna al TSE en este campo son limita-
das e imprecisas.

El financiamiento estatal del gasto electoral,
establecido por ley para esta elección en el 0,1%
del PIB, cubre solamente los tres meses y medio
de la campaña oficial, pero ninguna regulación
impide a las agrupaciones políticas hacer campa-
ña antes de ese periodo. Además, nuevas prácti-
cas de democracia interna en el seno de los par-
tidos, tales como las elecciones distritales y
cantonales, incrementan sus gastos. Por lo tanto,
las erogaciones efectivas son mucho más altas
que las que cubre el financiamiento estatal. Aun
restringiéndose a la campaña oficial, en el proce-
so eleccionario del 2002 el subsidio representó
apenas el 56,7% del gasto reportado por los par-
tidos, mientras en 1990 había representado el
86,9%, con lo cual queda claro que el sistema es-
tá generando más dependencia del financiamien-
to privado para las campañas. Esta situación ha
dado lugar a un intenso escrutinio sobre el fenó-
meno, tanto en el sector privado, por medio de
la prensa y organizaciones como Transparencia
Internacional, como en el sector público, donde
la Asamblea Legislativa designó una comisión in-
vestigadora y la Contraloría General de la Repú-
blica acusó penalmente a dirigentes de varios
partidos por irregularidades en las declaraciones
de gastos.

Con su nueva y compleja conformación, la
Asamblea Legislativa ha tenido dificultades para
la aprobación de leyes, pero ha intensificado vi-
siblemente sus funciones de control político. El
número de sesiones del Plenario dedicadas al te-
ma aumentó de 30% a 42% y se duplicó el nú-
mero de comisiones investigadoras. Un cambio
importante se dio en el hecho de que, por prime-
ra vez en la historia reciente, la Comisión de
Asuntos Hacendarios no fue controlada por

diputados del partido en el poder. Además, la ac-
tiva gestión de la Comisión Especial para el Con-
trol del Ingreso y el Gasto Públicos se concentró
en la fiscalización del gasto y la rendición de
cuentas. En este campo tiene especial relevancia
la entrada en vigencia de la Ley de Administra-
ción Financiera y Presupuestos Públicos y de la
Ley General de Control Interno, que, junto con
la reforma al artículo 11 de la Constitución Polí-
tica aprobada en el año 2000, configuran un
conjunto de instrumentos para someter a la Ad-
ministración a criterios de economía, eficiencia,
eficacia, planificación, evaluación y responsabili-
dad de los funcionarios en el cumplimiento de
metas. Entre otras cosas, por primera vez se otor-
ga al Plan Nacional de Desarrollo un carácter
vinculante. Empero, la metodología para elabo-
rar el Plan muestra debilidades, así como la for-
ma de vincularlo con los presupuestos, de mane-
ra que exista coherencia entre estos y los
informes de resultados que luego se presenten a
la Contraloría General de la República.

En materia de legislación, el interés de los
partidos en el 2002 estuvo concentrado en pro-
yectos de orden político, que conformaron más
del 40% de las iniciativas presentadas, incluyen-
do las propuestas de reforma al Reglamento In-
terno de la Asamblea. En leyes aprobadas es no-
torio el aumento de las de tema político (de 13
en 1998 a 34 en el 2002). En términos generales,
la legislación costarricense tiende a ser “garantis-
ta”: más del 60% de la normativa aprobada en el
2002 amplía derechos, concede nuevos derechos
o establece obligaciones al Estado para proteger-
los. No obstante, esas leyes no asignan recursos
ni crean instrumentos para asegurar el efectivo
cumplimiento de tales garantías.

Un experimento interesante fue la integra-
ción, dentro de los cánones fijados por el Regla-
mento legislativo, de la Comisión Especial Mixta
para la Reforma Fiscal. Esta instancia fue forma-
da por diputados de cuatro fracciones (PUSC,
PLN, PAC y ML), así como por representantes de
los gremios empresarial, sindical, cooperativo y
solidarista, estos últimos con voz pero sin voto,
al igual que el representante del Gobierno. Los
debates en la Comisión fueron intensos y sus re-
sultados iniciales exitosos, ya que se logró for-
mular y llevar al Plenario la Ley de Contingencia
Fiscal, que fue aprobada. La Comisión continuó
luego elaborando la propuesta de reforma fiscal
que se ha discutido en el año 2003.

Siguen existiendo problemas de información
y transparencia que dificultan el seguimiento de
la ciudadanía a las labores parlamentarias.
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A pesar de que las actas de las sesiones son acce-
sibles para los ciudadanos por vía electrónica, no
existe un registro que les permita a las personas
conocer los patrones de votación de sus repre-
sentantes.

El Poder Judicial continúa sus esfuerzos por
brindar justicia pronta y cumplida a una socie-
dad altamente proclive al litigio, como es la cos-
tarricense. En el 2002 ingresó al sistema casi un
millón de nuevos casos, con un aumento del
6,7% en relación con el 2001. No obstante, si se
excluyen las infracciones de tránsito simples y
sin oposición, así como los casos en que se dic-
taron incompetencias, la “entrada neta” de casos
fue de aproximadamente 460.000, y mostró un
crecimiento del 3,7% respecto del año anterior.
Aun así, ello significa que, en promedio, cada
juez atendió 706 casos en el año, lo que equiva-
le a 14 casos nuevos por semana, con diferentes
grados de complejidad. En el ámbito penal,
preocupa especialmente la carga de trabajo de las
fiscalías. En el 2002 los casos activos sumaron
78.700 expedientes, cifra que tiende a incremen-
tarse como resultado de las nuevas disposiciones
del Código Procesal Penal aprobado en 1998.
Ello repercute, entre otras cosas, en el número de
personas sometidas a prisión preventiva mien-
tras se tramita su juicio, el cual casi se duplicó
entre el 2001 y el 2002. Actualmente uno de ca-
da nueve detenidos pertenece a ese grupo.

La Corte Suprema de Justicia ha recurrido a
diversos mecanismos administrativos para agili-
zar el trabajo de los tribunales, con resultados
positivos pero todavía insuficientes. En el 2002
se formalizó un nuevo contrato con el BID para
continuar el proceso de modernización del Po-
der Judicial, mejorando su eficiencia y sus capa-
cidades gerenciales, y fortaleciendo al Ministerio
Público, la Defensa Pública y la prevención del
delito. La Corte nombró en propiedad a 154 jue-
ces que se encontraban en condición de interi-
nazgo (cerca del 25% del total de jueces) y ade-
más avanzó en la apertura al escrutinio público,
poniendo a funcionar la Contraloría de Servicios
y creando una página web para ofrecer informa-
ción al público. Por su parte, la Asamblea Legis-
lativa, al sustituir a tres magistrados por jubila-
ción, procuró establecer métodos objetivos para
valorar los atestados de las y los candidatos, y así
sustraer esa importante selección de los criterios
de política partidista. También conformó una co-
misión investigadora para evaluar el funciona-
miento del Poder Judicial, de cuyo trabajo aún
no se conocen resultados.

En cuanto a convivencia ciudadana, hay que
señalar que uno de sus indicadores principales,
la tasa de homicidios por 100.000 habitantes, se
mantiene prácticamente inalterada desde 1999,
y figura entre las más bajas de América Latina
(6,38 en el 2002). En los datos disponibles al
momento de elaborar este Informe, correspon-
dientes al primer semestre del 2002, tampoco se
perciben modificaciones significativas en la tasa
de delitos contra la propiedad ni en la de delitos
sexuales. Siguen aumentando las denuncias so-
bre violencia doméstica, pero también se incre-
menta el número de casos terminados por no
comparecencia de la víctima. En este tema se ob-
serva una tendencia creciente de los jueces a
mantener las medidas provisionales, que gene-
ralmente consisten en obligar al denunciado a
permanecer fuera del hogar; en el 2002 esa me-
dida se elevó al 46% de los casos.

El año estudiado fue relativamente apacible
en materia de actos colectivos de protesta que
perturbaran la tranquilidad ciudadana o el dere-
cho de circulación. Las únicas excepciones fue-
ron los bloqueos efectuados por productores de
arroz opuestos a la importación del grano, y los
grupos opositores a la concesión de la revisión
vehicular a un consorcio español.

La política exterior costarricense mantuvo en
el 2002 sus orientaciones tradicionales, con al-
gunas excepciones significativas. Lo más sobre-
saliente fue la aprobación, por la Asamblea Ge-
neral de la ONU, del Protocolo Facultativo a la
Convención contra la Tortura, iniciativa que
Costa Rica había impulsado por muchos años
cuya adopción puede considerarse un triunfo di-
plomático para el país. Por otra parte, Costa Rica
planteó la necesidad de que la ONU desarrolle
un sistema de indicadores sobre la observancia
de los derechos humanos en todo el mundo -si-
milar al que sirve de base para la elaboración del
Informe sobre Desarrollo Humano del PNUD- a fin
de eliminar la selectividad ideológica y la polari-
zación en este importante tema. En próximos in-
formes se dará seguimiento a la evolución de es-
ta propuesta.

El país se apartó de su tradición diplomática
en dos ocasiones. Al discutirse en la ONU la cri-
sis de Irak, Costa Rica se abstuvo de pronunciar-
se en favor de la paz, como preludio a la polémi-
ca posición que adoptaría posteriormente, al
integrarse al grupo de naciones que apoyaron
abiertamente la invasión de ese país. También
sorprendió la negativa del Gobierno a apoyar la
candidatura de una costarricense para ser electa



juez de la Corte Internacional de La Haya. La
candidatura fue presentada por Panamá, y la ju-
rista nacional fue electa en la primera de 16 ron-
das de votaciones.

En el ámbito hemisférico Costa Rica jugó un
importante papel en la aplicación, por primera
vez, de la Carta Democrática Interamericana, a
raíz de la crisis constitucional en Venezuela. Ade-
más prosiguió con los esfuerzos para fortalecer el
Sistema Interamericano de Derechos Humanos y
logró la ampliación del presupuesto asignado a la
Corte y la Comisión Interamericanas. En el espa-
cio regional se vieron los primeros frutos del Plan

de Reactivación de la Integración Centroamerica-
na, que el expresidente Rodríguez había presen-
tado en el 2001: se creó un mecanismo para la
solución de controversias comerciales y se firmó
un tratado sobre servicios e inversiones, pro-
puestas en las que Costa Rica había trabajado du-
rante tres años.

En lo bilateral, el Gobierno llegó a un acuerdo
con el de Nicaragua para “congelar” por tres años
la disputa por los derechos de navegación en el río
San Juan. Mientras algunas personas consideran
esto un logro, otras encuentran que implica una re-
nuncia a derechos indiscutibles del país.
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RECUADRO 1.3

El Noveno Informe Estado de la Nación continuó
con el marco conceptual definido por el Consejo Con-
sultivo del Proyecto en 1994. Este marco ha sido enri-
quecido año con año, a la luz de la situación del país
y la experiencia de investigación y análisis lograda en
los diferentes temas. En el presente Informe se traba-
jan cuatro temas contemplados en dicho marco: equi-
dad e integración social, oportunidades, estabilidad y
solvencia económicas, armonía con la naturaleza y
fortalecimiento de la democracia. Esta edición contie-
ne un capítulo especial que incluye la sinopsis del Se-
gundo Informe sobre Desarrollo Humano en Centroa-
mérica y Panamá, publicado en el 2003.

Al igual que en años anteriores, se ha realizado un
esfuerzo por incorporar temas, variables e indicadores
nuevos. El “Compendio Estadístico” incorpora un ane-
xo especial con estadísticas básicas, utilizando como
fuentes principales los tres últimos censos de pobla-
ción y vivienda (1973, 1984 y 2000). También se in-
corpora un nuevo recurso, denominado “miniforo”,
para el tratamiento de temas de amplia discusión na-
cional, tales como el mercado de valores, las negocia-
ciones para un tratado de libre comercio entre Cen-
troamérica y Estados Unidos (conocido como CAFTA
por sus siglas en inglés), el control y gestión de obras
públicas, garantías ambientales y navegación por el
río San Juan.

El capítulo “Equidad e integración social” da segui-
miento a los indicadores de pobreza y distribución del
ingreso (coeficiente de Gini, razones entre el ingreso
promedio de los deciles o quintiles extremos de la dis-
tribución) e incorpora una nueva medición de desi-
gualdad en la distribución de los salarios, llamada

“índice de Theil”. Este año el capitulo incluye también
un amplio análisis sobre el tema del mercado laboral
y explora los vínculos entre empleo y pobreza.Además
se profundiza en el estudio de las brechas y rezagos
del sistema educativo formal y se indaga en temas
nuevos, como el acceso de los y las costarricenses a la
oferta artística.

En el capítulo “Oportunidades, estabilidad y solven-
cia económicas” se tratan temas como la problemáti-
ca fiscal y la situación macroeconómica del país. Asi-
mismo, se trabaja con temas específicos, como la
política industrial, la infraestructura y los fondos de
ahorro colectivo.

En “Armonía con la naturaleza” se siguió avanzan-
do hacia una evaluación más integrada, a partir del
concepto de gestión ambiental. Nuevamente se anali-
zan los problemas que afectan al SINAC, se profundi-
za en el tema de los recursos marítimos y se da segui-
miento a la situación de los recursos hídricos, a la vez
que se incorporan asuntos nuevos, como valores am-
bientales, pueblos indígenas y conservación, cambio
climático y desechos industriales, entre otros.

En “Fortalecimiento de la democracia”, se actualiza
la información recopilada en el Octavo Informe y se
analizan temas nuevos, como los resultados de las
elecciones municipales de diciembre de 2002-enero
de 2003 y el financiamiento de los partidos políticos.
Asimismo, se incorporan nuevas metodologías para
valorar la producción legislativa desde el punto de vis-
ta de su contribución al desarrollo humano y se inclu-
ye un estudio sobre las consultas a la Sala Cuarta
efectuadas por la Asamblea Legislativa, en el caso de
las reformas constitucionales.

Características generales y limitaciones del Noveno Informe



inversión pública en educación y salud constitu-
yó un importante factor de movilidad social y fa-
cilitó la estabilidad de la democracia. Los prime-
ros pasos de la integración económica regional,
en la década de los sesenta, encontraron a Costa
Rica en una posición más favorable que las de
sus vecinos en términos de PIB per cápita, distri-
bución del ingreso, alfabetización e indicadores
de salud. Esas diferencias tendieron a incremen-
tarse con el tiempo, en la medida en que el país
mantuvo sus políticas de inversión social y el res-
peto al Estado de derecho. Las otras naciones
centroamericanas, además, sufrieron intensas
crisis político-militares en el último cuarto del si-
glo, que afectaron negativamente sus procesos de
desarrollo humano. La pacificación del área trajo
consigo nuevas esperanzas de desarrollo, algunas

Centroamérica: el imperativo de la equidad

El presente informe incluye como capítulo
especial la sinopsis del Segundo Informe sobre De-
sarrollo Humano en Centroamérica y Panamá (Pro-
yecto Estado de la Región-PNUD, 2003). La rela-
ción de Costa Rica con el resto de Centroamérica
se ha modificado a lo largo del tiempo. Descarta-
dos los intentos unionistas y federalistas de la
primera mitad del siglo XIX, el país evolucionó
de espaldas a sus vecinos, diferenciándose cre-
cientemente de ellos en lo político y en lo social.
Mientras en las demás naciones del área se man-
tenían estructuras de rígida división social, con
una alta concentración de la riqueza protegida
por el aparato político-militar, Costa Rica desa-
rrolló una sociedad más civilista, en la que la
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RECUADRO 1.3 (continuación)

CUADRO 1.1

Noveno Informe Estado de la Nación: avances y temas nuevos

Equidad e integración ■ Indicadores de concentración del ingreso : índice de Theil
■ Brechas y rezagos en el sistema educativo formal
■ Pensiones
■ Relación empleo-pobreza
■ Acceso a la oferta artística

Oportunidades, estabilidad y
solvencia económicas

■ Política industrial
■ Infraestructura
■ Situación fiscal
■ Fondos de inversión

Armonía con la naturaleza ■ Gestión de las áreas de conservación
■ Pueblos indígenas y conservación
■ Valores ambientales
■ Recursos marino-costeros
■ Uso de plaguicidas
■ Cambio climático
■ Desechos industriales

Capitulo especial ■ Sinopsis del Segundo Informe sobre Desarrollo Humano en
Centroamérica y Panamá

Fortalecimiento de la demo-
cracia 

■ Análisis de las elecciones municipales 2002-2003
■ Financiamiento de los partidos políticos
■ Producción legislativa
■ Consultas a la Sala Cuarta efectuadas por la Asamblea

Legislativa, en materia de reformas constitucionales
■ Política exterior 
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de las cuales han comenzado a cumplirse. Ade-
más se instauró un nuevo espíritu de coopera-
ción y diálogo entre los gobernantes centroame-
ricanos, que no produjo muchos resultados
tangibles, pero al menos planteó una agenda y
fortaleció la institucionalidad regional. Reciente-
mente, la formulación del Plan Puebla-Panamá,
con participación del gobierno de México, la
propuesta del Plan de Reactivación de la Integra-
ción Centroamericana y la decisión de negociar
en forma conjunta un tratado de libre comercio
con los Estados Unidos de América, han contri-
buido a poner los afanes integracionistas en el te-
rreno de lo concreto.

En estas circunstancias, es vital para Costa
Rica comprender las características de las restan-
tes naciones centroamericanas, que son sus so-
cios y acompañantes en una nueva etapa de de-
sarrollo. Si bien es cierto que la región ha
experimentado cambios dramáticos en la última
década, especialmente en términos de conviven-
cia política, no se puede ignorar que muchas de
las condiciones que dieron lugar a las crisis del
pasado siguen existiendo. Algunos países del
área están entre los más inequitativos de Latinoa-
mérica, que a su vez es la región del mundo con
la peor distribución del ingreso. La inequidad si-
gue siendo el rasgo más notable de Centroaméri-
ca, por encima de las diferencias económicas,
culturales o políticas. Esa característica está es-
trechamente asociada con el papel del Estado,
que tradicionalmente fue muy parco en la pro-
moción del desarrollo social, con las conocidas
excepciones. En este orden de cosas, pese a los
innegables progresos de los años recientes, los
países centroamericanos están obligados a inver-
tir grandes esfuerzos en la construcción institu-
cional de sus Estados nacionales. Tal como lo re-
conocen hoy los organismos multilaterales, esta
es una condición sine qua non para el desarrollo,
y en Centroamérica es una tarea incipiente.

En el año 2001, el 50,8% de la población
centroamericana se encontraba en situación de
pobreza, y el 23% en pobreza extrema. La inci-
dencia del fenómeno es mucho mayor en el cam-
po, donde vive el 67% de los pobres de la región
y el 76,6% de las personas en condición de po-
breza extrema. Con importantes diferencias en-
tre países, 3 de cada 5 hogares presentan al me-
nos una necesidad básica insatisfecha. Por otra
parte, el 26,7%% de la población centroamerica-
na mayor de 15 años es analfabeta, y el 46,8% no
cuenta con educación primaria completa.

La existencia de una fuerte desigualdad en la
distribución del ingreso en la región implica que,

para reducir la pobreza, se requerirán mayores
tasas de crecimiento económico. Una estimación
de PNUD, IPEA y CEPAL sobre las posibilidades
de avance en este sentido señala que, en virtud
de los niveles de desigualdad existente, aun
cuando los países mantuvieran sus tasas de cre-
cimiento del período 1990-2000, sólo El Salva-
dor, Panamá y Costa Rica lograrían reducir sus
niveles de pobreza a la mitad. 

En las sociedades centroamericanas, la supe-
ración de la inequidad pasa necesariamente por
políticas de inversión social que incrementen las
capacidades de la población. Empero, la inver-
sión social de Guatemala, El Salvador y Hondu-
ras, como porcentaje del PIB, figura entre las más
bajas de América Latina. Cabe indicar, no obs-
tante, que en el caso de Guatemala la inversión
social representa el 46,2% del gasto público to-
tal, en parte como resultado de los Acuerdos de
Paz, pero el monto es bajo debido a la escasa pre-
sión tributaria existente en ese país. Consideran-
do a la región en su conjunto, el gasto social per
cápita en 1999 fue de 187 dólares, mientras el
promedio latinoamericano fue de 540 dólares.

Enfrentar estas agudas desigualdades en el
marco de sistemas democráticos requiere institu-
ciones públicas eficientes, capaces de impulsar el
desarrollo y apegadas a las normas de un Estado
de derecho. Sin embargo, en todos los países, sin
excepción, la base tributaria de los Estados es in-
ferior a la que debiera existir, dado el nivel de su
desarrollo. Sin recursos fiscales son imposibles la
inversión social y la construcción de la infraes-
tructura requerida. Por otra parte, la democrati-
zación de los regímenes políticos en Centroamé-
rica no ha sido hasta el momento acompañada
por progresos igualmente significativos en la
creación de Estados democráticos de derecho. 

Casi todos los sistemas de administración de
justicia del área, pese a una notable actualización
de los marcos constitucionales y jurídicos, conti-
núan con una precaria base presupuestaria y su-
jeta a los embates de otros poderes del Estado y
actores de la sociedad. La poca información
comparable de que se dispone sugiere la persis-
tencia de problemas de acceso a la justicia, al de-
recho a la debida defensa y al goce de una justi-
cia pronta y cumplida. Por otra parte, el
reconocimiento y la protección del derecho de
petición y rendición de cuentas es una asignatu-
ra en gran parte pendiente. No sólo la mayoría
de las constituciones y legislaciones nacionales
exhibe vacíos, sino que las entidades especializa-
das en el control de la administración pública
(cortes de cuentas, fiscalías y Ombudsman)
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que concentran casi la mitad de la población de
Centroamérica (El Salvador y Guatemala) y que,
no obstante tener a su haber la mitad de la pro-
ducción regional en el año 2001 (34.700 de
69.900 millones de dólares), registran un PIB per
cápita que asciende a tan sólo la mitad del de
Costa Rica y Panamá. Guatemala, el país centroa-
mericano más grande, con una población tres ve-
ces mayor a la costarricense, tiene una economía
cuyo tamaño es aproximadamente 1,4 veces la
de Costa Rica. 

En síntesis, en Centroamérica, pujanza y ta-
maño se distribuyen de manera inversa y desfa-
vorable para una dinámica regional robusta. A
diferencia de otras zonas del mundo donde están
en marcha procesos de integración (Europa, por
ejemplo), en Centroamérica los países más gran-
des no son los económicamente más avanzados,
y los menos desarrollados no son los de menor
tamaño, y además están enclavados en el corazón
del área. La región se encuentra ante un doble di-
lema: por una parte, debe equilibrar esas inequi-
dades internas -sin ello los progresos de unos
pueden quedar comprometidos por el rezago de
otros- pero, por otra parte, como ningún actor lo-
cal es suficientemente fuerte, ni los mercados sufi-
cientemente profundos, la dinámica necesaria no
puede generarse sin el aporte extrarregional. 

En esta compleja situación, Costa Rica tiene
un importante papel que cumplir por su mejor
posición de desarrollo, institucionalidad demo-
crática y logros en materia de equidad social. Sin
embargo, el país ha mantenido una posición
pendular hacia Centroamérica. A épocas de un
intenso activismo regional, en las que despliega
importantes liderazgos, le siguen épocas de re-
traimiento, en las que priman actitudes aislacio-
nistas. El resultado de este comportamiento es
que, en los últimos años, la contribución de Cos-
ta Rica al desarrollo y la integración regionales ha
sido menor a la que cabría esperar en razón de
sus fortalezas dentro del istmo. 

Costa Rica en el Informe Mundial 
sobre Desarrollo Humano del 2003

Al igual que en años anteriores, el Noveno
Informe consigna los resultados del Informe
Mundial sobre Desarrollo Humano, publicado por
el PNUD (PNUD, 2003). El índice de desarrollo
humano (IDH), que se calcula para este Informe,
es una medida sintética que resume un conjunto
de indicadores relativos a salud (esperanza de vi-
da), educación (alfabetismo y matrícula escolar)
e ingreso (ingreso per cápita). 

enfrentan serias dificultades. En varios países, las
cortes de cuentas o contralorías enfrentan el tri-
ple desafío de la escasez de recursos, potestades
contraloras débiles e intentos por cooptarlas po-
líticamente. La excepción -no exenta de dificul-
tades en al menos un país- es el desempeño de
los Ombudsman. En ambos temas -administra-
ción de justicia y rendición de cuentas- la distan-
cia entre la democracia más antigua de la región,
Costa Rica, y las nuevas democracias no se está
cerrando. En Guatemala y Honduras el gasto mi-
litar sigue siendo más alto que el del Poder Judi-
cial, y en El Salvador y Nicaragua este último es
apenas levemente más alto.

Lo anterior no minimiza los esfuerzos de la
región para desarrollar Estados democráticos de
derecho. En pocos años la mayoría de las nacio-
nes centroamericanas ha tenido que enfrentar no
sólo el desmontaje de los autoritarismos y la
creación de Estados de derecho, sino también el
tránsito de la guerra a la paz. Esta situación agre-
ga complejidad a los desafíos, pues cabe recordar
que, históricamente, las democracias más anti-
guas no nacieron con normas e instituciones ro-
bustas en materia de administración de la justi-
cia y rendición de cuentas sobre la gestión
pública. Estas normas e instituciones fueron de-
sarrollándose a lo largo de, en ocasiones, siglos,
hasta alcanzar la importancia que tienen hoy. Es-
te reconocimiento no es una disculpa, pero sí un
llamado realista a la definición de prioridades es-
pecíficas de acción para crear, gradual pero firme-
mente, modos democráticos de funcionamiento
de los Estados centroamericanos, asunto en el
que, por su mayor experiencia y logros, Costa Ri-
ca puede contribuir de manera importante.

Costa Rica y Panamá son las economías más
desarrolladas del istmo. En estos dos países vive
una quinta parte de la población de Centroamé-
rica, con un PIB per cápita que asciende a 3.278
dólares. Costa Rica es el mayor exportador del
área y, aunque sólo una parte pequeña de sus ex-
portaciones se dirige hacia la región, este volu-
men es lo suficientemente importante para con-
vertirlo en uno de los principales socios
comerciales de los demás países. En contraste, el
33% de las y los centroamericanos vive en nacio-
nes que concentran gran parte del territorio y
mucha más población -Nicaragua y Honduras-,
pero con un PIB per cápita que no alcanza los
1.000 dólares. El tamaño de la economía costa-
rricense es mayor que la suma de la producción
de ambos países. A estas dos zonas, que se ubi-
can al sur y en la parte central del istmo, se unen
-para completar el panorama regional- dos países



En el Informe correspondiente al 2003, en el
cual se consigna la situación de los países de
acuerdo con información del año 2001, Costa Ri-
ca tiene un IDH de 0,832. Este valor ubica al país
en la posición número 42 con respecto al total de
países para los cuales se calculó el índice (175) y
entre los considerados como de desarrollo huma-
no alto (55 países cuyo IDH es superior a 0,800). 

Cuando se comparan los países según su PIB
per cápita1 Costa Rica ocupa la posición número
52, es decir, muestra un rezago de 10 posiciones
respecto a su posición según el IDH. Esta mejor
clasificación en términos de desarrollo humano
que en términos de ingreso se debe fundamen-
talmente a los logros en salud. Cuando se com-
para Costa Rica con los países de esperanza de
vida similar, estos tienen un PIB per cápita que es
alrededor de dos veces y media más alto. 

En cuanto al índice de pobreza humana, que
mide las privaciones de la población en materia
de salud (acceso a agua y nutrición), educación e
ingresos, Costa Rica ocupa el cuarto lugar entre
94 países en desarrollo. Si el indicador utilizara
únicamente la pobreza de ingresos, la posición
nacional sería la número 17. En otras palabras, la
alta posición del país en este índice se debe prin-
cipalmente al acceso a educación, salud, agua
potable y nutrición que ha tenido la población. 

La posición relativa de las mujeres en materia
de desarrollo humano se mide a través del índi-
ce de desarrollo relativo al género y el índice de
potenciación de género. En el primer caso, el ín-
dice registra un leve descenso, no así la posición
de Costa Rica con respecto a los demás países.
Esto se debe, fundamentalmente, a la poca dife-
rencia entre hombres y mujeres en cuanto a sa-
lud y educación. Sin embargo, sí existe en las es-
timaciones del índice una diferencia sustancial
en los ingresos percibidos por hombres y muje-
res. En el índice de potenciación de género, Cos-
ta Rica ocupa el lugar 19, en virtud sobre todo del
porcentaje de mujeres legisladoras y altas funcio-
narias y directivas, no así en lo que respecta a la
proporción de mujeres profesionales y técnicas. 

Los “Objetivos de desarrollo del milenio”

El Informe Mundial sobre Desarrollo Humano
del 2003 tiene como eje el examen de los avan-
ces en el cumplimiento de los “Objetivos de de-
sarrollo del milenio” Estos objetivos provienen
de la Declaración del Milenio, aprobada en setiem-
bre de 2000 por 147 jefes de Estado y de gobier-
no y 191 naciones en la Cumbre del Milenio, de
las Naciones Unidas. La Declaración expresa un
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conjunto de preocupaciones relacionadas con la
paz, la seguridad y el desarrollo, e incluye áreas
como el medio ambiente, los derechos humanos
y el buen gobierno. Pone también de relieve las
necesidades especiales del continente africano.
En términos prácticos, el documento incorpora
una serie de objetivos de desarrollo interrelaciona-
dos que se refuerzan mutuamente en una agenda
mundial, así como un conjunto de metas. De la
consolidación de ambos surgió la lista de “Objeti-
vos de desarrollo del milenio” (PNUD, 2001).

Lo anterior no menoscaba en modo alguno
los acuerdos adoptados en las cumbres y confe-
rencias mundiales celebradas durante el decenio
de los noventa; antes bien, incorpora la mayor
parte de los objetivos y metas establecidos en
ellos. Los “Objetivos de desarrollo del milenio”
concentran su interés en ocho temas prioritarios:

■ Erradicar la pobreza y el hambre.
■ Lograr la enseñanza primaria universal.
■ Promover la equidad de género y fortalecer la

posición de las mujeres.
■ Reducir la mortalidad infantil.
■ Mejorar la salud materna.
■ Combatir el VIH/SIDA, la malaria y otras en-

fermedades.
■ Garantizar la sostenibilidad del medio ambiente.
■ Fomentar una coalición mundial para el desa-

rrollo.

Para cada objetivo se han fijado metas numé-
ricas que deberán alcanzarse, en la mayoría de
los casos, durante el período de veinticinco años
comprendido entre 1990 y 2015. La Declaración
del Milenio incluye además una serie de indicado-
res para que tanto las Naciones Unidas como los
países en forma individual puedan valorar el
progreso hacia cada una de las metas.

Para el logro de estas metas se ha señalado la
necesidad de un pacto que permita compartir los
objetivos de desarrollo entre las naciones ricas y
las pobres, por medio de un sistema de respon-
sabilidades compartidas a distintos niveles. De
acuerdo con el Informe, el primer paso es “el re-
conocimiento de que cada país debe seguir una
estrategia de desarrollo que responda a sus nece-
sidades específicas”. Este pacto es lo que permi-
tiría superar la pobreza a países o regiones que
no han recibido los beneficios de la globalización
y la apertura comercial o incluso han visto retro-
cesos. El crecimiento económico sostenido ha
demostrado ser un poderoso instrumento para
vencer la pobreza, pero los logros no son auto-
máticos. Para alcanzar los objetivos de desarrollo
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del milenio se requieren acciones que garanticen
que las naciones y personas pobres participen
del crecimiento general y tengan un mayor acce-
so a activos clave. 

De manera más específica, el Informe señala
que existe un conjunto de elementos estructura-
les, como el tamaño de los países, la magnitud de
la deuda externa heredada por los gobiernos y
las barreras comerciales, que además se ven agra-
vados por un rápido crecimiento de la pobla-
ción. Este tipo de impedimentos estructurales -
que en algunos casos existen también al interior
de los países- genera círculos viciosos o una
“trampa de la pobreza”, que mantiene un creci-
miento económico bajo o negativo. 

Para escapar de este círculo vicioso, el Infor-
me plantea la necesidad de alcanzar umbrales
críticos en materia de sanidad, infraestructura,
educación y gobernabilidad. Para ello, sugiere
un conjunto de medidas que se refieren a la in-
versión en desarrollo humano, a fin de potenciar
la productividad de la mano de obra, aumentar
la productividad de los pequeños agricultores,
invertir en infraestructura, desarrollar políticas
que fomenten actividades no tradicionales con
especial atención en las pequeñas y medianas
empresas, promover los derechos humanos y la
equidad social, impulsar la sostenibilidad am-
biental y mejorar la gestión urbana. 

En lo que respecta a la inversión en desarro-
llo humano, el Informe subraya la existencia de
una relación recíproca entre desarrollo humano y
crecimiento económico. La experiencia de los
países muestra que, aun habiendo empezado
desde niveles similares de ingreso, aquellos con
mejores niveles de desarrollo humano tuvieron
tasas de crecimiento económico mayores. De es-
ta manera, el aumento en el nivel de educación y
salud de una población, además de tener un va-
lor intrínseco, potencia el crecimiento económi-
co, lo que a su vez permite mantener los progre-
sos sociales. Las inversiones en educación y
salud, sin embargo, no son efectos inmediatos
del crecimiento económico, y requieren un es-
fuerzo de los gobiernos y de la cooperación in-
ternacional.

Los desafíos nacionales 

En sus ediciones anteriores, el Informe Estado
de la Nación ha planteado un conjunto de desa-
fíos para el desarrollo humano sostenible de Cos-
ta Rica, que han sido identificados como produc-
to del análisis sistemático de la realidad nacional
en los últimos ocho años. 

A continuación se repasa una vez más los de-
safíos nacionales reseñados, porque siguen
pendientes y se ha insistido en que es a partir de
su superación -y no de la búsqueda de metas teó-
ricas o ideales- que la nación como un todo dará
pasos firmes hacia el desarrollo humano. 

■ Recuperar la fe en la política y en sus institu-
ciones, y mejorar la calidad de la democracia:
Informes 2 (1996), 3 (1997) y 4 (1998).

■ Crear empleos y oportunidades empresariales
de mejor calidad y productividad, y articular
las nuevas exportaciones con el resto de la eco-
nomía: Informes 2 (1996), 3 (1997) y 5
(1999).

■ Modernizar la infraestructura de transportes y
comunicaciones del país: Informes 2 (1996) y
3 (1997).

■ Controlar la deuda interna: Informes 2 (1996)
y 3 (1997).

■ Cerrar las brechas en el desarrollo entre las re-
giones del país: Informes 2 (1996), 3 (1997) y
5 (1999).

■ Cerrar las brechas sociales, económicas y polí-
ticas entre los géneros: Informes 3 (1997), 5
(1999) y 7(2000). 

■ Adoptar políticas nacionales en temas clave co-
mo régimen tributario, reactivación del merca-
do interno, deserción en secundaria, la migra-
ción y las relaciones con Nicaragua: Informe 5
(1999).

■ Atreverse a experimentar: Informes 4 (1998) y
5 (1999).

■ Ampliar la cobertura, mejorar la calidad y di-
versificar la educación secundaria: Informe 2
(1996), 3 (1997), 4 (1998), 5 (1999), 6
(2000), 7 (2001), 8 (2002).

■ Universalizar el acceso efectivo a la secundaria
completa, como mecanismo para dar pasos fir-
mes hacia la reducción de la pobreza y la amplia-
ción de las oportunidades para las futuras gene-
raciones: Informe 6 (2000), 7 (2001), 8 (2002).

■ Mejor representación política y mayor partici-
pación ciudadana (Auditoría ciudadana sobre
la calidad de la democracia, ACCD, 2001). 



■ Una reforma del Estado de cara a la población:
(ACCD, 2001).

■ Descentralización gradual y selectiva del Esta-
do (ACCD, 2001).

■ Conexión entre democracia y equidad social
(ACCD, 2001).

■ Encarar el deterioro acumulado en la equidad
Informe 8 (2002) .

Notas

1 El Informe utiliza el PIB per cápita ajustado por paridad del poder

adquisitivo en dólares de Estados Unidos.
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1CAPITULO

Carlos Francisco Echeverría, con el apoyo de Miguel

Gutiérrez, Arodys Robles, Isabel Román, Marcela Ro-

mán y Jorge Vargas redactó la primera versión de la

“Sinopsis”.

El Consejo Consultivo discutió y aprobó el capítulo en

reunión celebrada en San José el 30 de setiembre del

2003.
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ASPIRACIONES

Las aspiraciones que fundamentan el análisis del tema "Equidad e integración social" son las siguientes:

■ Un entorno de creciente equidad y mejor distribución de la riqueza, mediante la generalización del acceso a
las oportunidades para toda la gente, sin distingos de etnia, edad, sexo, preferencia sexual, ideología o credo
religioso.

■ Integración de áreas geográficas, sectores o grupos de población tradicionalmente excluidos, mediante
acciones de combate a la pobreza, la participación y el acceso a los derechos; al menos, no generación de
exclusión social ni pobreza adicionales.

■ Oportunidades ampliadas para el acceso de la población a servicios sociales de calidad que mejoren sus
condiciones de vida, apoyen los procesos de movilidad y ascenso social y reduzcan las brechas entre los
distintos sectores sociales y áreas geográficas.

■ Un entorno de seguridad humana propicio para el aprovechamiento de las oportunidades, el desarrollo de las
capacidades creativas y participativas de toda la población.

C A P I T U L O  2  Equidad e integración social

Aspiraciones y Resumen de Hechos Relevantes
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HECHOS RELEVANTES DEL AÑO 2002

Un entorno de creciente equidad y mejor distribución de la riqueza
■ El porcentaje de familias pobres se mantiene invariable (20,6%).
■ El coeficiente de Gini deja de aumentar.
■ El ingreso nacional disponible bruto real per cápita registra un leve aumento (1,2%).
■ El desempleo aumenta a 6,4%, la cifra más alta desde 1985.
■ El Consejo Nacional de Salarios fija un aumento salarial para el sector público de 4,05% para el primer semestre,

y de un 4,38% para el segundo semestre. Para el sector privado se establecen aumentos de 3,29% para el primer
semestre y de 4,38% en el segundo semestre.

Integración de áreas geográficas, sectores o grupos de población
■ La tasa de subutilización total pasa de 13,7% a 14,6% entre 2001 y 2002. La región Central muestra la tasa

menor (13,0%) y las regiones Brunca y Pacífico Central tienen las mayores (20,0% y 18,7%, respectivamente).
■ El 21 de mayo se crea el Consejo Social; en agosto este organismo oficializa el plan “Vida Nueva”, de combate

a la pobreza.
■ El Ministerio de Hacienda no gira al FODESAF el 53,4% de la transferencia por el impuesto de ventas

presupuestada. El acumulado de lo no girado alcanza la suma de 161.656 millones de colones.
■ Las regiones Brunca y Central reciben una mayor inversión social por habitante (4% por encima del promedio

nacional), mientras que la Huetar Norte percibe la menor (19% menos que el promedio nacional).

Oportunidades ampliadas para el acceso de la población a servicios sociales de calidad
■ La inversión social crece un 5,8%; en términos per cápita el aumento es de un 3,7%.
■ El país alcanza la tasa de fecundidad de reemplazo (2,09).
■ La tasa de mortalidad infantil tiene un leve crecimiento, de 10,8 en el 2001, a 11,2 en el 2002. Aunque se

registran menos muertes infantiles en términos absolutos, la reducción en el número de nacimientos (-5.257)
hace que la tasa aumente.

■ Se registran 12.251 casos de dengue, un 30,1% más que en el año 2001.
■ Propuesta para reformar el régimen de pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social genera amplio

debate entre sindicatos, colegios profesionales y empresarios.
■ Se aprueba la Ley General de la Persona Joven, que crea el Sistema Nacional de la Juventud.
■ Se promulga la Ley del Sistema Nacional de Acreditación de la Educación Superior, que oficializa el

funcionamiento del SINAES y lo declara de interés público.
■ Se implementa el subsidio del transporte público a los adultos mayores, que se brinda mediante el sistema de

distribución mensual de tiquetes.

Un entorno de seguridad humana para aprovechamiento de las oportunidades y el desarrollo de las
capacidades creativas
■ Los casos de violencia doméstica entrados en las oficinas judiciales pasan de 43.929 en el 2001 a 46.012 en el

2002. Los cantones con mayores tasas de denuncias por habitante son Cañas, Puntarenas, Liberia, Aguirre-
Parrita, Alajuelita y en el distrito de Hatillo.

■ Reforma al Código de Familia permite al Patronato Nacional de la Infancia (PANI) intervenir en el proceso de
adopciones de niños y niñas costarricenses por parte de extranjeros.

■ Sala Constitucional obliga al Ministerio de Hacienda a transferir al PANI el 7% del impuesto sobre la renta
estipulado en la Ley Orgánica de esta institución.

■ La inversión social en el sector cultura y recreación se contrae en un 11% con respecto al 2001.
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Introducción

La evaluación del desempeño nacional en
materia de equidad e integración social busca
responder a la siguiente interrogante: ¿avanzó
Costa Rica hacia un entorno de mayor equidad y
se lograron mejorar las oportunidades de inte-
gración social durante el último año? Aunque el
capítulo centra su análisis en el 2002, los resul-
tados se ven a la luz de la tendencia en las prin-
cipales variables a lo largo de la última década,
siempre que la información lo permite.

El capítulo se organiza alrededor de las cua-
tro aspiraciones básicas del desarrollo humano
en materia de equidad, e inicia con una valora-
ción global del desempeño que indica cuánto se
acercó o alejó el país durante el 2002 a cada una
las aspiraciones básicas. Se presenta luego un
análisis desagregado por aspiraciones.

La primera de ellas se refiere al logro de un en-
torno creciente de equidad y mejor distribución de la
riqueza. En este apartado se da seguimiento a la evo-
lución de los indicares tradicionales de concentra-
ción en la distribución del ingreso (coeficiente de Gi-
ni, razones entre el ingreso promedio de los deciles o
quintiles extremos de la distribución) y se incorpora
una nueva medición de desigualdad en la distribu-
ción de los salarios, llamada “índice de Theil”.

En la aspiración de integración de áreas geo-
gráficas, sectores o grupos de población tradicio-
nalmente excluidos, el capítulo valora la situa-
ción de las personas pobres, con especial énfasis
en el vínculo entre pobreza y empleo, a fin de

estudiar las oportunidades de integración que el
mercado laboral ofrece a estos grupos. Como
complemento, se analiza un sector especialmen-
te vulnerable, la población infantil y adolescente
que trabaja. Para cada uno de los temas se reali-
za la mayor desagregación posible de los indica-
dores, de manera que se puedan observar bre-
chas entre los distintos grupos sociales. 

La aspiración sobre oportunidades ampliadas de
la población a servicios sociales de calidad se centra
en las oportunidades abiertas por la sociedad costa-
rricense en materia de desarrollo humano durante el
año 2002. Incluye la valoración del desempeño en
temas de acceso a una vida larga y sana, educación,
vivienda y pensiones. Finalmente, esta sección ana-
liza el papel de la inversión pública social en el me-
joramiento del acceso a los servicios.

La última parte del capítulo explora puntual-
mente algunos elementos que aluden a una com-
pleja dimensión de la equidad: la aspiración de un
entorno de seguridad humana, que propicie el de-
sarrollo de las capacidades creativas. La evaluación
aquí es puntual; se incluye un análisis sobre la vio-
lencia contra las mujeres, y una aproximación sobre
el acceso de la población a la producción cultural,
tema que se espera ampliar en futuros Informes. 

Valoración general

La valoración del desempeño del país en ma-
teria de equidad e integración se realiza a partir
de los resultados concretos obtenidos al evaluar
las aspiraciones.

Equidad 
e integración social

C A P I T U L O  2



78 E S T A D O D E L A N A C I O N E Q U I D A D E I N T E G R A C I O N S O C I A L  / C A P I T U L O  2

En cuanto al logro de un entorno creciente de
equidad y mejor distribución de la riqueza los re-
sultados indican que, por primera vez desde 1997,
en el 2002 la desigualdad en la distribución de los
ingresos, medida por el coeficiente de Gini y las ra-
zones de ingresos de deciles y quintiles extremos
de la distribución, dejó de aumentar. Es temprano
para saber si esta situación representa un cambio
en la tendencia que se venía registrando. En el lar-
go plazo, destaca el hecho de que la desigualdad
alcanzó el segundo nivel más alto desde inicios de
los años noventa. En el 2002, el 20% más rico de
la población (según los ingresos captados por la
EHPM) tuvo un ingreso promedio once veces ma-
yor que el 20% más pobre. Una medida comple-
mentaria, la desigualdad salarial, confirma la ten-
dencia de aumento en la concentración en los
últimos doce años. Las brechas salariales están aso-
ciadas principalmente a diferencias en el nivel edu-
cativo de la población ocupada.

Respecto a la aspiración de integración de áreas
geográficas, sectores o grupos de población tradi-
cionalmente excluidos no hay progresos y, más
bien, se registran signos de deterioro importantes.
En el 2002, por noveno año consecutivo, la pobre-
za medida como insuficiencia de ingreso mantuvo
estable su incidencia en un 20,6% de los hogares,
aunque en términos absolutos el número de perso-
nas en esta situación aumentó a 916.000 (23,5%
de la población). La incidencia de este fenómeno
sigue siendo mayor en la zona rural que en la ur-
bana (25,4% y 17,3%, respectivamente). El estan-
camiento de la pobreza medida con el método de
línea de pobreza está relacionado con el bajo de-
sempeño del mercado de trabajo. 

La integración, evaluada a partir de las opor-
tunidades que genera el mercado laboral, indica
que no se están generando alternativas de cali-
dad para los grupos tradicionalmente excluidos.
Un hallazgo central del capítulo es que, en parte,
la pobreza no se ha reducido en los últimos años
porque no ha aumentado de manera significativa
la proporción de empleos formales en la econo-
mía, ni han mejorado las condiciones laborales
de los trabajadores agropecuarios e informales.
Aunque la razón de formalidad se incrementó
significativamente entre 1990 y 1994, al pasar de
0,87 a 0,96, desde 1994 ha aumentado muy len-
tamente. Por el contrario, el empleo informal
crece y el agropecuario muestra tasas de creci-
miento negativas en el mismo período. Entre
1990 y 2002 disminuyó en 21.000 el número de
ocupados en el sector agropecuario y la inciden-
cia de la pobreza siguió siendo mayor entre los
ocupados informales y agropecuarios. 

El análisis por región y sexo muestra desi-
gualdades en el acceso a empleos de calidad.
Uno de cada tres ocupados es mujer y su partici-
pación es más dinámica en el sector informal
(ahí está el 44,5% de las ocupadas). En cuanto a
las regiones, la Brunca y la Chorotega continúan
mostrando las mayores incidencias de pobreza
(41,7% y 37,2% de la población, respectivamen-
te). Un estudio sobre el trabajo infanto-juvenil
detectó problemas de integración importantes
para aquellos niños y jóvenes que, por estar tra-
bajando, ven afectado su derecho al estudio. De
acuerdo con datos del Censo 2000, un 5% de la
población de 12 a 14 años (10.622 niños y 2.017
niñas) se declaró incorporada a la fuerza de tra-
bajo, ya fuera como ocupada o como desocupa-
da; de ellos, sólo cerca del 20% asiste también a
la enseñanza regular. Por su parte, el 20,2% de la
población de 15 a 17 años está en la fuerza de
trabajo y de ellos únicamente alrededor de un
16,5% también asiste a la enseñanza regular.

Además de los problemas ya señalados en las
oportunidades que genera el mercado laboral pa-
ra quienes logran ocupar un puesto de trabajo, el
2002 también fue, en general, un año difícil. La
Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples
mostró una caída del 3% en el ingreso familiar
promedio en términos reales. Esta es consistente
con la caída en los ingresos laborales promedio
de los ocupados (1,4%), la cual se explica prin-
cipalmente por la fuerte disminución en los ingre-
sos promedio de los trabajadores independientes
(-6,3%), no así de los asalariados, cuyo ingreso
promedio tuvo un pequeño aumento (0,6%), a pe-
sar de la reducción de los salarios mínimos.

En cuanto a la aspiración de oportunidades
de acceso ampliadas de la población a servicios
sociales de calidad, la valoración del desempeño
indica que, en aquellas áreas en las que el país ha
alcanzado altos niveles de desarrollo, los logros
se mantienen, pero no se reducen los déficit en
las de mayor rezago. Respecto al logro de una vi-
da larga y sana los resultados siguen siendo posi-
tivos. La esperanza de vida continúa mejorando:
78,6 años (81,0 mujeres, 76,3 hombres) y la ta-
sa de mortalidad infantil permanece baja, a pesar
de un leve crecimiento en el 2002: de 10,8 a
11,2. Un hecho relevante del año en estudio es
que el país alcanzó la tasa de fecundidad de
reemplazo (2,09) y pasó a ocupar el segundo lu-
gar en América Latina en este indicador. Esto es
señal de que Costa Rica se encuentra en una
transición demográfica avanzada, que obliga a
replantear una serie de asuntos relacionados con
el acceso y la calidad de los servicios para la
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población. Aspectos de la salud con un desempe-
ño preocupante en el 2002 fueron el aumento en
el número de casos reportados de dengue y el
crecimiento del número de muertes por compor-
tamientos sociales, con una clara tendencia a la
sobremortalidad masculina.

La organización del sector salud para atender
las necesidades de la población no mostró en el
2002 novedades importantes, excepto por un
énfasis en la elaboración de propuestas, propio
de un año de cambio de gobierno. En materia de
prestación de servicios los logros fueron puntua-
les. Se confirma la tendencia a aumentar la pro-
porción del gasto de la CCSS dedicado al primer
nivel de atención, aunque éste sigue representan-
do una proporción baja (27%). Por otro lado, la
evaluación de compromisos de gestión indica un
aumento en las coberturas de atención de la ma-
yoría de los programas de atención integral, pe-
ro persisten notables brechas entre las coberturas
totales y las de calidad. En el proceso de descon-
centración no hubo avances en el número de
centros bajo esta modalidad de gestión (34), y
los funcionarios de los establecimientos en des-
concentración tienen una percepción modesta en
cuanto a sus resultados. Finalmente, en este te-
ma merecen una llamada de atención las debili-
dades detectadas en los controles sobre la com-
pra de servicios externos.

En materia de acceso al conocimiento, el sis-
tema educativo formal sigue presentando reza-
gos. Si bien en términos de cobertura hay logros
significativos en primaria y se registran avances
en la recuperación de cobertura en secundaria, al
profundizar el análisis desagregado se identifican
algunas señales preocupantes. En el caso de la
primaria, el Informe advierte sobre la situación
de las escuelas unidocentes, que representan el
44,9% del total de escuelas del país y el 8% de la
matrícula, y que muestran los mayores porcenta-
jes de repitencia (11,4%) y reprobación (11%),
así como una jornada escolar reducida, pero con
el mismo programa de estudios. Si bien en el 2002
algunas contaron con dos docentes, la realidad es
que el país tiene una deuda con los niños y niñas
que asisten a estos centros, para mejorar la calidad
y las condiciones en que reciben educación.

Por su parte, la secundaria continúa mostran-
do los mayores problemas del sistema. Un análi-
sis de la cohorte del año 1987 revela que sólo el
31,3% de los niños y niñas que ingresaron a pri-
mer año lograron concluir la secundaria. Respec-
to a los otros niveles del sistema, la secundaria si-
gue registrando los mayores problemas de
deserción y repitencia, con marcadas brechas

entre instituciones públicas y privadas, así como
entre zonas. En el nivel universitario se han am-
pliado la matrícula y la oferta educativa, pero só-
lo existe información para conocer la situación
de las universidades públicas. La oferta privada
creció considerablemente en los últimos diez
años, pero no así los mecanismos para su regula-
ción. En el caso de las universidades públicas, re-
sulta llamativo que sean cada vez más los hijos de
personas con mejor nivel de educación los que
permanecen en el sistema y logran concluir la edu-
cación universitaria. Queda claro en el capítulo
que cuando el clima educativo familiar es poco fa-
vorable, el rendimiento y la retención son bajos. 

En el ámbito del acceso de la población a
otros servicios para lograr un nivel de vida digna
figuran también la vivienda y las pensiones. Res-
pecto a la primera, en el 2002 disminuyó el nú-
mero de bonos familiares de vivienda pagados
por el BANHVI, ratificándose así una tendencia
que se ha venido presentando en los últimos
ocho años, de reducción en la entrega de bonos
durante el primer año de gobierno. En contrapo-
sición, se registró una expansión de la vivienda
para sectores medios y altos, especialmente por
la creciente oferta de crédito en dólares para este
rubro. Los avances en materia de acceso se die-
ron más bien en el área normativa, pues durante
el año se aplicó una serie de medidas orientadas
a eliminar los abusos, favoritismos y actos de co-
rrupción que habían venido afectando las políti-
cas públicas destinadas a la vivienda de interés
social y, por ende, disminuyendo la igualdad de
oportunidades de acceso a los programas. Control
en la asignación de los bonos, creación de meca-
nismos de control y transparencia en la definición
de beneficiarios y el financiamiento de los proyec-
tos, son algunos de los nuevos criterios de evalua-
ción introducidos en la política de vivienda. 

Respecto al sistema nacional de pensiones
hay tres temas que interesa destacar. Primero, la
cobertura de la fuerza de trabajo sigue siendo ba-
ja: alcanza un 48% si se suman los regímenes bá-
sicos (el de IVM representa un 42,6%) y los fon-
dos establecidos por leyes especiales. A pesar de
los nuevos instrumentos creados por la Ley de
Protección al Trabajador, la afiliación en los regí-
menes básicos no ha mejorado, especialmente en
la cobertura de la población ocupada indepen-
diente. En segundo lugar, la sostenibilidad finan-
ciera del régimen de IVM está siendo afectada
por varios elementos: la prima fija del 7,5% de
los salarios, la morosidad y la evasión, el régimen
de beneficios, la dimensión de la base contribu-
tiva y el crecimiento del número de pensionados
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CUADRO 2.1

Indicador 1998 1999 2000 2001 2002
Brechas de equidad

Relación entre el ingreso promedio real de los 
patronos y de los asalariados a/ 1,6 1,5 1,6 1,8 1,7

Relación entre el ingreso promedio real de los patronos y 
de los trabajadores por cuenta propia a/ 2,1 2,0 2,0 2,6 2,6

Relación entre el ingreso familiar per cápita promedio 
del V quintil y el I quintil a/ 8,5 9,1 9,7 11,2 10,7

Relación en la tasa de subutilización más alta 
y la más baja, según región b/ 1,7 1,4 1,7 1,8 1,5

Relación en la incidencia de la pobreza más alta y la más baja a/

Según región 2,3 2,3 2,3 2,0 2,2
Chorotega 34,1 35,5 35,3
Brunca 31,2 35,7
Central 15,0 15,6 15,4 15,4 15,9

Según grupo de edad de la jefatura del hogar 1,5 2,5 1,7 1,8 1,6
De 60 años a más 26,3 27,1 27,4 27,8 29,0
De 15 a 24 años 17,1 10,9 15,8 15,1 18,0

Relación en la incidencia de la pobreza rural y urbana a/ 1,39 1,36 1,49 1,49 1,47

Porcentaje de deserción escolar
I y II ciclo diurnos 4,9 4,4 4,1 4,5 4,0
Relación en la deserción entre dependencia pública y privada c/ 4,0 3,3 3,6 4,0 4,0
Relación en la deserción entre zona rural y urbana 1,1 1,2 1,1 1,1 1,1

III ciclo y educación diversificada diurna y nocturna 13,7 11,3 11,9 12,4 12,0
Relación en la deserción entre dependencia pública y privada c/ 5,7 7,7 7,1 6,2 7,1
Relación en la deserción entre zona rural y urbana 1,0 1,0 1,0 1,1 1,0

Relación en el porcentaje de promoción de bachillerato
Entre dependencia pública y privada 0,7 0,6 0,6 0,7 0,7
Entre zona rural y urbana 0,9 1,0 1,1 1,0 1,0

Integración social

Tasas netas de escolaridad en educación regular
Preescolar (preparatoria) 80,5 82,9 81,6 86,9 86,9
I, II y III ciclos 82,0 82,1 83,2 83,6 84,6
Educación diversificada 30,2 30,7 33,6 36,4 36,0

Porcentaje de jóvenes que sólo estudian (12 a 17 años)
Educación formal 62,4 66,2 68,0 68,4 71,5
Educación formal y no formal 64,4 67,3 69,1 70,1 72,9

Resumen de indicadores de equidad e integración social
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CUADRO 2.1 (continuación)

Indicador 1998 1999 2000 2001 2002
Diferencias por zona (urbana-rural)

Educación formal 22,1 16,9 18,5 18,2 18,1
Educación formal y no formal 22,7 17,3 19,2 19,0 18,9

Porcentaje de la población cubierta por seguro de salud 89,4 89,1 87,9 87,5 86,8

Porcentaje de la población cubierta por seguro de pensiones 47,9 50,4 48,0 44,3 44,2

Porcentaje de la población con acceso a energía eléctrica d/ 93,2 94,4 97,0 97,0 97,0

Teléfonos por mil habitantes 209 224 235 242 258

Porcentaje de la población con acceso a Internet e/ 3,8 5,2 7,3

Tasa de homicidios por cien mil habitantes 5,9 6,4 6,1 6,4 6,2

Oportunidades para la integración y la movilidad social

Variación anual de salario mínimo real f/ 3,5 2,2 -0,6 0,2 -0,6

Inversión social per cápita real g/ 179.434 187.261 195.454 203.516 207.628

Porcentaje de la matrícula en educación con acceso a informática educativa
Preparatoria, I y II ciclo público y semipúblico, diurno 38,4 39,1 40,0 44,6 49,0
III ciclo público diurno y nocturno 63,9 64,2 65,2 nd 64,6

Porcentaje de la matrícula en primaria con acceso a segunda lengua 44,6 38,9 53,4 52,1 55,9

Número de becas otorgadas por FONABE 23.172 42.535 42.201
Primaria 7.303 11.304 11.438
Secundaria académica 8.780 16.266 15.370
Secundaria técnica 4.572 10.006 10.833
Otros h/ 2.517 4.959 4.560

Porcentaje de la población cubierta por EBAIS 60,6 68,9 68,9 80,7 87,7

Bonos familiares de vivienda pagados 10.652 6.602 19.733 14.015 9.238
Estrato 1 7.430 4.229 14.065 9.558 6.700
Estrato 2 2.883 1.970 4.709 3.388 2.172
Estrato 3 298 330 837 938 319
Estrato 4 41 73 122 131 47

a/ Las cifras son totalmente comparables a partir del 2000. Sin embargo, para comparar con las de años anteriores se debe tener presente el cambio en el cálculo de las estimaciones.

b/ La más alta corresponde a la Región Central y la más baja a la Chorotega, excepto en el 2001 y el 2002, cuando la más baja fue la Brunca. Las cifras son totalmente comparables a partir

del 2000; no obstante, para comparar años anteriores se debe tener presente el cambio en el cálculo de las estimaciones.

c/ La dependencia privada incluye privado y privado subvencionado.

d/ A partir del 2000 se mantiene el mismo dato de cobertura según el Censo 2000.

e/ Módulo de vivienda de la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples, INEC.

f/ Cambio porcentual respecto al año anterior en el valor del índice del salario mínimo real promedio, año base 1984.

g/ Colones de 1999. Para el cálculo se utilizaron las nuevas proyecciones INEC-CCP, 2002.

h/ "Otros" incluye preescolar, taller prevocacional, secundaria nocturna, becas presidenciales, enseñanza especial, proyectos especiales, madres solteras postsecundaria matemática,

postsecundaria general, primaria aula abierta, bachillerato por madurez, secundaria aula abierta, nuevas oportunidades educativas para jóvenes y CINDEA.



por invalidez en relación con los del régimen de
vejez. Por último, en términos de la administra-
ción de los fondos de reserva, es preocupante
que la cartera esté altamente concentrada en
deuda pública (87%) y en títulos de corto plazo
(el 72% está colocado a menos de tres años).

El esfuerzo público para mejorar el acceso a
los servicios básicos para el desarrollo de las ca-
pacidades humanas se ve reflejado en la inver-
sión social. En el 2002 ésta aumentó y represen-
tó casi el 20% del PIB, para un crecimiento del
5,8%. Comparado con la inversión social a ini-
cios de los años noventa, este indicador resulta
un 62% superior al existente en 1990, visto glo-
balmente, o un 21% mayor en términos per cá-
pita. Por rubros, se contrajo el gasto en progra-
mas de alimentación y nutrición, así como los ya
limitados gastos de desarrollo o de capital (8%,
especialmente en educación y vivienda). Por otro
lado, se expandieron el gasto en compras de bie-
nes y servicios y las transferencias corrientes. La
inversión en salud es la más distributiva, y los
rubros de atención primaria y programas de nu-
trición son los más progresivos. Seguridad social
continúa mostrando una amplia regresividad,
por el efecto de las transferencias a pensiones. El
análisis del gasto destaca que los niños y niñas
menores de 6 años, los jóvenes de 15 a 17 y los
adultos en edad activa son los que reciben menos
gasto. Si bien la inversión social ha venido au-
mentando, la magnitud de los rezagos en el acce-
so a servicios sociales deja claro que el esfuerzo
público por ampliar las oportunidades de la po-
blación es aún insuficiente.

Finalmente, en lo que concierne a la aspira-
ción de un entorno de seguridad humana y el
desarrollo de las capacidades creativas, el balan-
ce es puntual. Por un lado, la violencia contra las
mujeres se mantiene como una de las manifesta-
ciones más palpables y graves de inequidad so-
cial y, aunque el país ha logrado avances signifi-
cativos en materia de violencia intrafamiliar, el
tratamiento de la violencia contra las mujeres ha
perdido especificidad. Los retos en esta materia
suponen, entre otras medidas, monitoreo y eva-
luación de las iniciativas emprendidas, creación
de un sistema de información sobre violencia
contra las mujeres, fortalecimiento institucional
y aprobación de la legislación en trámite.

En cuanto al acceso de las personas a la pro-
ducción cultural, la aproximación realizada per-
mitió determinar un acceso diferenciado que
tiende a concentrar la oferta en el Valle Central y
un gasto público muy pequeño (menos del 1%
del total) que tiende a decrecer y a beneficiar a

los sectores de mejores ingresos. Este es un tema
de difícil tratamiento, debido a la inexistencia de
indicadores y registros administrativos regulares.

Un entorno de creciente equidad 
y mejor distribución de la riqueza

La aspiración de un “entorno de creciente
equidad y mejor distribución de la riqueza, me-
diante la generalización del acceso a las oportu-
nidades para toda la gente, sin distingos de etnia,
edad, sexo, preferencia sexual, ideología y credo
religioso”, es uno de los parámetros que guía la
evaluación del desempeño de la sociedad costa-
rricense en el año 2002. 

Como se señaló en el Octavo Informe, la me-
dición de la riqueza de un país y su distribución
constituye un ejercicio complejo. Tradicional-
mente se aproxima mediante estimaciones del
grado de concentración en la distribución del in-
greso. El presente Informe incorpora, además de
los índices tradicionales, una nueva aproxima-
ción a la desigualdad salarial en el período 1990-
2002 por medio del “índice de Theil”.

Deja de aumentar la desigualdad 
en la distribución de los ingresos

En el 2002, por primera vez desde el año 1997,
la desigualdad en la distribución de los ingresos
dejó de aumentar, tanto medida por el coeficiente
de Gini como por la razón de los ingresos prome-
dio de los deciles extremos de la distribución. A es-
te punto no existen elementos de juicio para saber
si esta noticia positiva representa o no un cambio
en la tendencia a aumentar la concentración que
mostró el país en los últimos cinco años. Lo que sí
se puede afirmar es que los indicadores del 2002,
junto con los del 2001, representan los mayores
niveles desde 1990 (Sauma, 2003) (cuadro 2.2). 

Al aumentar la concentración del ingreso, de-
jando constantes todos los demás factores que
afectan la pobreza, se hacen necesarias mayores ta-
sas de crecimiento económico para lograr reduc-
ciones significativas en la incidencia de la pobreza.
Cuanto mayor es la desigualdad en la distribución
del ingreso, menor es el impacto del crecimiento
económico sobre la reducción de la pobreza1.

Una medición alternativa 
de la desigualdad confirma la tendencia

Al analizar el bienestar general de un país,
uno de los principales factores socioeconómicos
que se debe a tomar en cuenta es la estructura en
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que los salarios están distribuidos entre sus ciu-
dadanos. Comúnmente conocido como “desi-
gualdad salarial”, este es un tema de gran interés
tanto en el área académica como en el de las po-
líticas públicas, debido a sus repercusiones sobre
la calidad de vida, la generación de riqueza, la
pobreza y el descontento social (Mazumar, 2000;
Trejos, 1999; Bluestone y Harrison, 1998). 

El aporte del nuevo indicador, el índice de
Theil, es verificar la evolución que marca el coe-
ficiente de Gini y explorar los factores socioeco-
nómicos y demográficos que más repercutieron
sobre los cambios en la distribución de los sala-
rios (recuadro 2.1). El índice varía entre LN(1)=0
y LN(n), donde 0 es la situación de máxima
igualdad2.

El índice de Theil para el año 2002 fue de
0,33, y disminuyó respecto al 2001. Aunque se
dan altibajos a lo largo del período 1990-2002,
existe una tendencia hacia un incremento de la
desigualdad salarial entre los trabajadores costa-
rricenses. La desigualdad medida por este índice
aumentó en un 7%, siendo este crecimiento bas-
tante constante a lo largo de los doce años del
período de estudio (Baldares, 2003).

Los resultados muestran que el índice de
Theil tiene un comportamiento semejante al del
coeficiente de Gini, es decir, se refuerza la con-
clusión de que Costa Rica vive un proceso de
concentración en la distribución de los ingresos.
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CUADRO 2.2

Medidas de desigualdad de la distribución 
del ingreso familiara/. 1990-2002

X/I decil b/ V/I quintil c/ Coeficiente de Gini d/

1990 17,4 8,2 0,374
1991 19,9 9,1 0,391
1992 17,0 8,1 0,378
1993 16,4 7,8 0,378
1994 17,0 8,5 0,387
1995 16,1 7,9 0,377
1996 18,6 8,8 0,393
1997 15,5 8,0 0,380
1998 16,5 8,5 0,389
1999 19,5 9,1 0,400
2000 19,6 9,7 0,412
2001 23,3 11,2 0,433
2002 20,3 10,8 0,430

a/ Excluyendo los hogares con ingreso igual a cero o ignorado. En todos los casos los hogares fueron

ordenados según su ingreso per cápita.

b/  Relación entre el ingreso promedio de los hogares del décimo decil entre los del primero.

c/  Relación entre el ingreso promedio de los hogares del quinto quintil entre los del primero.

d/  Coeficiente de Gini de la distribución del ingreso familiar, calculado según deciles de ingreso per cápita.

Fuente: Sauma, 2003; a partir de las EHPM, INEC.

RECUADRO 2.1

El índice de Theil es una medición de la desi-
gualdad en los salarios, entendidos como el pa-
go monetario que recibe un trabajador por rea-
lizar una tarea; se diferencian de los ingresos en
que estos últimos incluyen los salarios más
otras fuentes de riqueza, como rentas, transfe-
rencias gubernamentales y subsidios. Se espera
que los salarios sean más sensibles en el corto
plazo a los cambios en las realidades socioeco-
nómicas y demográficas del país, que los ingre-
sos.

La ventaja del Theil frente a otros indicadores
es que permite descomponer la inequidad total
en varios grupos o factores, con lo que facilita el
análisis de la influencia de cada una de las va-
riables escogidas sobre la evolución de la desi-
gualdad poblacional. Al descomponer el Theil,
se obtienen las variaciones “entre” los grupos y

“dentro” de los grupos. La desigualdad “entre”
grupos refleja el grado en que las diferencias
salariales entre los diferentes grupos que com-
ponen una variable contribuyen a la desigual-
dad total. Del mismo modo, la desigualdad
“dentro” de los grupos mide la contribución a
la desigualdad total, dependiendo de la propor-
ción del ingreso total del grupo y de la desigual-
dad del grupo medida en términos de indivi-
duos.

Este índice además permite un análisis diná-
mico de la desigualdad, que es útil cuando inte-
resa conocer el efecto de las variables sobre el
crecimiento en la desigualdad total.

Se debe destacar que, si bien el indicador
Theil es una herramienta analítica efectiva, que
permite generar información útil para el estudio
de los factores que afectan la inequidad, por sí

solo no siempre puede ser considerado un indi-
cador completo. El problema radica en que,
cuando se utiliza el Theil para analizar una va-
riable a la vez, es posible que existan otras va-
riables que, en conjunto, afectan a la desigual-
dad; esto se conoce corrientemente como
problemas de especificación del modelo. En es-
tos casos no es recomendable emplear los coe-
ficientes del Theil para realizar proyecciones y su
uso debe limitarse a fines descriptivos. La solu-
ción a este problema es utilizar más de una va-
riable a la vez y así llevar a cabo el equivalente
de una regresión múltiple.

Los datos utilizados en esta investigación se
obtuvieron de la Encuesta de Hogares de Pro-
pósitos Múltiples (EHPM), 1990-2002.

Fuente: Baldares, 2003.

Indicador de desigualdad de Theil
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Además de constatar que aumentó la inequi-
dad en la distribución de los salarios, es importan-
te examinar las causas que podrían explicar este fe-
nómeno3. Cabe aclarar que en este análisis se toma
como salario el dato que la EHPM reporta como
ingreso primario mensual en la actividad principal.

El nivel educativo es la variable que está más re-
lacionada con la desigualdad total. En el 2002 las di-
ferencias salariales entre los grupos de trabajadores
con distintos niveles educativos explicaban un tercio
del índice de Theil. Tres de las cuatro variables que
más contribuyeron a la desigualdad en ese año (ni-
vel educativo, categoría ocupacional y número de
horas semanales trabajadas) también fueron las que
más aportaron al aumento del índice de Theil a lo
largo del período 1990-2002 (cuadro 2.3).

Otras variables que resultaron estar vincula-
das con el incremento en la inequidad salarial
son horas trabajadas, categoría ocupacional, re-
gión y nacionalidad. Contrario a las anteriores,
ciertas variables como actividad económica,
edad y zona no contribuyeron al incremento de
la desigualdad. Los coeficientes de desigualdad
entre grupos de estas variables disminuyeron,
debido a que experimentaron convergencia en el
nivel salarial de los grupos que las conforman. 

Un análisis más detallado (Baldares, 2003) de las
variables que influyeron en la desigualdad salarial
durante el periodo 1990-2002 permite concluir que:

■ Las diferencias salariales entre los grupos con
distintos grados de educación explican tanto
un alto porcentaje de la desigualdad total pa-
ra cada año, como el aumento de la inequidad
a lo largo del período en estudio.

■ La desigualdad salarial entre géneros ha dismi-
nuido en los últimos doce años, producto del au-
mento en los salarios relativos de las mujeres. 

■ Los resultados evidencian un esquema salarial
claramente ligado a la edad del trabajador. El gru-
po con empleos de peor calidad salarial es el de
los trabajadores más jóvenes, entre 15 y 24 años. 

■ Aumentaron las brechas salariales que se ge-
neran por la diferencias en el número de ho-
ras trabajadas. El 68% del aumento en la desi-
gualdad total entre 1990 y 2002 se puede
explicar por las divergencias salariales entre
los grupos de esta variable. 

■ Se incrementaron las brechas entre las catego-
rías ocupacionales, debido principalmente a
dos factores: el incremento en los salarios re-
lativos de los patronos y de los empleados del
sector público, y la expansión en el porcenta-
je de personas que trabajan por cuenta propia,
acompañada por una fuerte disminución de
sus salarios relativos. 

Sobre las brechas salariales entre las regiones
de planificación, el primer aspecto por destacar
es que, durante los doce años analizados, los tra-
bajadores residentes de la región Central goza-
ron de salarios mayores al promedio. Las regio-
nes que experimentaron aumentos en los
salarios relativos de sus trabajadores fueron la
Central, y sobre todo, la Chorotega. Contrario a
esto, sobresale la baja en los salarios relativos en
la región Pacífico Central y sobre todo en la
Huetar Atlántica. 

Al dividir a los trabajadores según su nacio-
nalidad, se comprueba que son los nicaragüen-
ses los que en promedio reciben los salarios más
bajos. Al comparar los salarios relativos de cos-
tarricenses y nicaragüenses, de acuerdo con el
nivel educativo de los trabajadores, los resulta-
dos parecen demostrar que existe un trato desi-
gual (en cuanto a salarios) para los trabajadores
con niveles educativos más altos provenientes
de Nicaragua.

A conclusiones similares llegaron Gindling y
Trejos (2002) en un estudio reciente sobre la
evolución de la desigualdad en la distribución

CUADRO 2.3

Factores que explican la inequidad 
salarial. 1990, 1996, 2002

(porcentajes)

Variable 1990 1996 2002
Nivel educativo 26,7 26,6 33,7
Categoría ocupacional 15,8 16,2 18,1
Horas trabajadas 8,7 8,8 12,6
Actividad económicaa/ 9,6 8,3 6,5
Edad 7,8 6,5 6,6
Zona 6,6 5,9 5,6
Región 2,9 2,5 3,7
Nacionalidadb/ 1,0 1,7
Género 1,8 0,9 1,3

a/ Los resultados del 2002 fueron calculados con datos del 2000.

b/ Los datos de 1996 corresponden a 1997 y los resultados del 2002 corresponden al 2001.

Fuente: Baldares, 2003.
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de los ingresos laborales, la cual determina en
buena medida el comportamiento de la desigual-
dad en los ingresos familiares. Según estos auto-
res, la desigualdad de la distribución del ingreso
laboral aumentó entre 1992 y 1999, hecho que
se explica fundamentalmente por los incremen-
tos en el rendimiento de la educación y en la dis-
persión de las horas trabajadas. El rendimiento
de la educación se refiere al aumento en el ingre-
so por cada año adicional de educación, lo que
favorece a los más educados. El aumento en la
dispersión de las horas trabajadas se relaciona
con un incremento en la incorporación de muje-
res en el sector informal a tiempo parcial, junto
a un aumento en la proporción de hombres que
trabajan más de 48 horas (sobrejornadas) en el
sector formal.

Integración de áreas 
geográficas, sectores o grupos 
de población tradicionalmente excluidos

Al evaluar el desempeño de la sociedad cos-
tarricense con respecto a la aspiración de integra-
ción de áreas geográficas, sectores o grupos de
población tradicionalmente excluidos, el análisis
valora dos temas: la situación de las personas y
hogares pobres, como la cara opuesta de los pro-
cesos de integración, y el mercado laboral, como
espacio privilegiado para observar las oportuni-
dades de superación de la pobreza de ciertos
grupos o sectores tradicionalmente excluidos.
Este estudio se complementa con un análisis de
un grupo especialmente vulnerable, la población
infantil y adolescente que trabaja. 

La pobreza se mantiene estable

La magnitud de la pobreza medida por el mé-
todo de la línea de pobreza, que la define como
una situación de ingresos insuficientes para satis-
facer las necesidades básicas de la población, se
ubica en un 20,6% de los hogares costarricenses
(un 5,7% en pobreza extrema). Cuando se con-
sideran personas en lugar de hogares, la inciden-
cia en 2002 fue de 23,5% en el caso de la pobre-
za total y 6,9% en el de la pobreza extrema. En
términos absolutos, haciendo los ajustes necesa-
rios para corregir el problema de los hogares con
ingreso cero o ignorado y las personas que en
ellos habitan4, así como los ajustes en la pobla-
ción total, el número de hogares pobres en el
2002 fue de 209.500, y el de personas en esa si-
tuación de 916.000. En ambos casos, el número
de pobres aumentó respecto al 2001 y, con una

perspectiva de más largo plazo, respecto a 1994
(154.600 hogares pobres, en los que residían
734.600 personas). Es importante destacar que
luego de la fuerte reducción en la incidencia de
la pobreza entre 1990 y 1994, que también se re-
flejó en una reducción en el número de hogares y
personas pobres (172.900 hogares y 835.400
personas en 1990), el estancamiento en la inci-
dencia de la pobreza a partir de 1994 se ha tradu-
cido en aumentos anuales en el número de perso-
nas y hogares en esta condición (Sauma, 2003). 

La pobreza extrema, es decir, la situación de
ingresos insuficientes para cubrir al menos las
necesidades de alimentación, se mantuvo esta-
ble. En el gráfico 2.1 se muestra la evolución de
la incidencia de la pobreza a partir de 1990, se-
gún las estimaciones del Instituto Nacional de
Estadística y Censos (INEC, 2002b), elaboradas
con información de las encuestas de hogares que
se realizan anualmente, y las líneas de pobreza
que el mismo Instituto calcula.

La pobreza, especialmente 
la extrema, sigue siendo mayor en áreas rurales

El estancamiento en la incidencia de la po-
breza que desde 1994 se observa a nivel nacio-
nal, se reproduce cuando se diferencian las áreas
urbana y rural. Así, en los últimos nueve años, la
pobreza total ha venido afectando a alrededor de
un 19,6% de la población urbana y un a 28,8%
de la rural. La pobreza extrema, por su parte, in-
cide sobre un 4,2% de la población urbana y un
10,5% de la rural.

Con la realización del Censo Nacional de Po-
blación y Vivienda, en el año 2000, se identificó
un cambio importante, pues el porcentaje de po-
blación urbana era bastante mayor que el mos-
trado por las encuestas de hogares; por ello se
realizaron ajustes en esa encuesta, para que re-
produjera los resultados censales. En materia de
pobreza, el principal resultado de estos ajustes
fue un cambio en la distribución de los pobres
por área, que dejó de ser mayoritariamente rural.
En el caso de la pobreza total, casi el 50% de los
hogares pobres es urbano y el otro 50% rural. En
la pobreza extrema la relación es de 60% hogares
rurales y 40% urbanos (Sauma, 2003).

La región Brunca muestra 
mayor incidencia de la pobreza

Por regiones también hay alguna estabilidad
en los niveles de incidencia, aunque con fluctua-
ciones significativas en algunos casos. La región

Más detalle sobre

desigualdad salarial,

consúltese el trabajo

elaborado por Juan Manuel

Baldares, “Factores que

influyen sobre la inequidad

salarial en Costa Rica”, en

el sitio 

www.estadonacion.or.cr
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Fuente: Sauma, 2003, a partir de las EHPM, INEC.

Central aparece como la de mayor estabilidad en
lo que respecta a la incidencia de la pobreza total
a partir de 1994, además de ser la región con
menor incidencia (alrededor de 16% de los ho-
gares). Sin embargo, este último resultado puede
prestarse a confusión, pues si se toma en cuenta
que esta es la región más poblada del país, resul-
ta que prácticamente la mitad de los hogares po-
bres a nivel nacional reside en ella.

La región Brunca, por su parte, también
muestra bastante estabilidad en la incidencia de
la pobreza total a partir de 1994 y es, en general,
la que presenta un nivel mayor (solamente des-
plazada en un par de años por la región Choro-
tega). A partir de 1994 la incidencia de la pobre-
za total ha sido de alrededor de 35%. En el 2002
vivía en esta región aproximadamente un 13%
del total de hogares pobres.

Las restantes regiones se ubican en posicio-
nes intermedias en cuanto a la incidencia de la
pobreza total en los hogares, y registran una me-
nor estabilidad a partir de 1994. No obstante, la
Chorotega ocupa el segundo lugar más elevado
(poco menos de 35% de los hogares como pro-
medio para 1994-2002), mientras que la Huetar
Atlántica se sitúa en segundo lugar, pero en el

caso de la menor incidencia (22% de los hogares
como promedio para 1994-2002). En cada una
de ellas reside cerca de un 12% del total de ho-
gares pobres del país.

Finalmente, las regiones Pacífico Central y
Huetar Norte presentan mayores fluctuaciones,
así como niveles intermedios en su incidencia
(25% y 27% de los hogares, respectivamente,
como promedio en 1994-2002). En cada una de
ellas se encuentra poco más de un 6% del total
de hogares pobres a nivel nacional.

Intensidad, severidad y 
vulnerabilidad de los no pobres

Tanto la intensidad como la severidad de la
pobreza muestran una gran estabilidad a partir
de 1994, de manera consistente con la evolución
de la incidencia. Esto significa que en los
últimos años, en términos generales, el ingreso
promedio de los hogares pobres no se alejó ni se
acercó a la línea de pobreza (intensidad), y que
las desigualdades entre los ingresos de los
pobres se mantuvieron (severidad).

La medición sobre “vulnerabilidad a la
pobreza de los no pobres” incluida en los últi-



aproximación al concepto de precariedad labo-
ral, y otra como sector informal9. 

En el presente Informe se analiza la calidad
del empleo desde el punto de vista de la estruc-
tura del mercado, según las oportunidades de
trabajo que éste genera. Así, se clasifica a los tra-
bajadores en tres grupos. El primero lo compo-
nen los que aquí se ha llamado “trabajadores for-
males no agropecuarios”, que pertenecen tanto al
sector público como al privado y que, en gene-
ral, tienen los empleos de mejor calidad. El se-
gundo grupo es el de los “trabajadores del sector
informal”, que incluye a las personas dedicadas
al trabajo por cuenta propia, servicio doméstico,
trabajo no remunerado y trabajo en microempre-
sas. Estos trabajadores tienen en común condi-
ciones de precariedad laboral. Finalmente, el ter-
cer grupo lo constituyen los trabajadores del
sector agropecuario, que en términos de calidad
del empleo se ubican en una posición interme-
dia, entre los ocupados del sector formal y los del
informal.

De los poco más de 1,6 millones de ocupados
en 2002, un 49,9% lo estaba en el sector formal
no agropecuario, un 34,6% en el informal y el
15,5% restante en el agropecuario. Dentro del
sector formal tiene mayor peso el empleo en el
sector privado que en el público (casi tres de ca-
da cuatro ocupados formales lo están en el sector
privado). En el caso del sector informal, los tra-
bajadores por cuenta propia y los empleados en

mos Informes8 trata de determinar cuán vulnera-
bles a alcanzar una situación de pobreza son aque-
llos hogares cuyo ingreso per cápita supera la línea
de pobreza, pero es inferior a 1,4 veces la misma
línea.  En el año 2002 el porcentaje de hogares
vulnerables a nivel nacional fue de 12,7%,
ligeramente superior al del año previo (12,1%),
pero uno de los más bajos del período 1990-2002.
Algo similar sucede cuando se suman los hogares
pobres y vulnerables, pues aunque el porcentaje de
2002 es ligeramente superior al de 2001 (33,3% y
32,4%, respectivamente), es uno de los más bajos
del período.

Ahora bien, aunque es cierto que en 2002
continuó la tendencia a la reducción en la
vulnerabilidad iniciada en 2000 (luego de que en
1999 se hubiese alcanzado el segundo valor más
alto desde 1990), el valor del indicador de 2002 se
ubica en el promedio del período (Sauma, 2003).

El mercado de trabajo integra 
de manera desigual a las personas

El mercado de trabajo es el espacio privilegia-
do para observar las oportunidades de movilidad
social ascendente por la vía del esfuerzo laboral
y, a la vez, el lugar donde se presentan las opor-
tunidades de superación de la pobreza vista co-
mo insuficiencia de ingresos. En los informes Es-
tado de la Nación se han utilizado dos conceptos
relacionados con la calidad de los empleos, una
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RECUADRO 2.2

Durante el año 2002, el IMAS dio atención a 161.793 personas
(40.869 familias), que fueron seleccionadas mediante el Sistema de In-
formación de la Población Objetivo (SIPO)5, una herramienta de infor-
mación técnicamente consolidada que permite focalizar la población
pobre que habita en el país, con el fin de apoyar la orientación de la
inversión social y el combate a la pobreza (IMAS, 2003).

Este sistema mantiene un banco de datos con información perma-
nentemente actualizada del perfil de las familias pobres, el cual hace
posible su ubicación geográfica. La información está registrada por
personas, familias y jefes de familia, y además contiene información
sobre vivienda. Entre las características disponibles están edad, nacio-
nalidad, discapacidad, condición de actividad, grupos de ocupación, ti-
po de pensión y nivel de estudios, entre otras.

A diciembre del 2002, el SIPO tenía registrado un total de 945.064
personas, de las cuales el 52,2% eran mujeres. Los jefes de familia
eran 253.108, el 59,1% hombres y el 40,9% mujeres. Del total de fa-
milias, 117.173 se encontraban en pobreza extrema y 84.398 en po-
breza básica, caracterizadas según el método de línea de pobreza6. La

provincia de San José mostraba la concentración más alta de familias
pobres (27,9%), seguida por Alajuela y Puntarenas (16,6% y 16,3%).
Por su parte, Heredia era la provincia con la menor concentración de
familias pobres (6,5%).

Las variables FIS7 se miden por puntajes, con el fin de agrupar a las
familias en cuatro categorías según la prioridad de atención. El grupo
1 lo constituyen las familias que presentan mayores carencias y, por lo
tanto, se encuentran en situación de pobreza extrema. Según el SIPO,
este grupo registra 71.126 familias. En el grupo 2 hay 116.155 fami-
lias, que representan la pobreza básica. Estos grupos constituyen la
población objetivo del IMAS, es decir, la que puede recibir beneficios
de esta institución. Según el IMAS, en el año 2002 del total de fami-
lias beneficiadas (40.869) un 41% se encuentran en el grupo 1 y un
52% en el grupo 2. El restante 7% correspondió a las familias de los
grupos 3 y 4, calificados como de atención no prioritaria (puntajes su-
periores a la media nacional).

Fuente: Elaboración propia a partir de IMAS, 2003 .

SIPO: herramienta del IMAS para el combate a la pobreza



los ingresos laborales y no laborales, así como el
número de miembros, hay una elevada corres-
pondencia entre el sector de ocupación y la
pobreza10. Así, la incidencia de la pobreza es ma-
yor entre los ocupados del sector agropecuario
(31,3%), seguidos por los del sector informal
(17,4%). En los ocupados del sector formal la in-
cidencia es muy baja (5,2%).

Se confirma que hay una fuerte vinculación
entre informalidad (baja productividad), preca-
riedad laboral y pobreza. Los ocupados en el sec-
tor agropecuario, en su conjunto, muestran una

microempresas son los principales grupos, mien-
tras que los trabajadores familiares no remunera-
dos y el servicio doméstico representan porcen-
tajes muy bajos. En el caso del sector
agropecuario, los tres grupos definidos son
igualmente importantes: cuenta propia y trabaja-
dores familiares no remunerados, patronos y asa-
lariados en establecimientos de 5 empleados o
menos, y patronos y asalariados en estableci-
mientos de 6 empleados o más (cuadro 2.5).

Aunque la pobreza es una situación que se
determina a nivel del hogar, considerando todos
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RECUADRO 2.3

En agosto del 2002 el Gobierno de la República
presentó un nuevo plan de combate a la pobreza,
denominado “Vida Nueva”. El plan se enmarca dentro
de los ejes estratégicos del Plan Nacional de Desarrollo
y tiene como objetivo “propiciar una nueva época de
movilidad social sobre la base de la articulación de las
ventajas del crecimiento económico, una política
pública centrada en la creación de oportunidades y las
capacidades de las personas”.

La propuesta tiene cinco componentes: objetivos de la

política económica para la superación de la pobreza; polí-
ticas sociales universales; freno a la exclusión social; reduc-
ción del 20% de hogares pobres y reorganización de los
programas y la inversión social. Para cada uno de estos
componentes se definen objetivos y acciones estratégicas.

Con base en la identificación de hogares pobres a través del
método de necesidades básicas insatisfechas (NBI) y los
resultados del índice de desarrollo social (IDS), el plan
determina los cantones y distritos que serán objeto de atención
prioritaria, dado su menor nivel de desarrollo relativo.

Plan “Vida Nueva”: superación de la pobreza y desarrollo 
de las capacidades humanas

(2002-2006) 

CUADRO 2.4

Plan “Vida Nueva”: cantones y distritos de atención prioritaria

Cantones Cantones Distritos Distritos

Fuente: IMAS, www.imas.go.cr, Consejo Social del Gobierno de la República, 2003.

Los Chiles
Buenos Aires
Talamanca
Upala
La Cruz
Osa 
Sarapiquí
Golfito
Guatuso
Matina
Nandayure
Turrubares
Parrita
Limón 
Guácimo
Pococí

Santa Cecilia
Cureña
Garita
Dos Ríos
Yolillal
Llanuras del Gaspar
San José (Pizote)
El Amparo
Sabanillas
Tayutic
Pocosol
Delicias
Los Chiles
Manzanillo 

Coto Brus 
Acosta
Hojancha
Corredores
Nicoya
Siquirres
León Cortés
San José
Alajuela
Desamparados
Puntarenas
Cartago
Turrialba
Alajuelita
Goicoechea
San Ramón

San Luis
Cutris
Valle de la Estrella
Pavón
San Jorge
Chánguena



importante precariedad laboral (con excepción del
aseguramiento) y una elevada incidencia de la po-
breza. El sector informal, en el que participan
ampliamente las mujeres, muestra una situación
también difícil en términos de precariedad laboral
y pobreza, mientras que en el sector formal esos
problemas son significativamente menores.

En posible concluir, entonces, que la genera-
ción de empleos informales y agropecuarios, en
las condiciones actuales, difícilmente va a resul-
tar en reducciones de la pobreza, sino que más
bien podría aumentarla. Por el contrario, la

generación de empleos formales (de mayor pro-
ductividad y sin situaciones de precariedad labo-
ral), permitirá disminuir la pobreza.

La inserción de las mujeres 
en el sector informal es muy alta

En el 2002, de cada tres ocupados práctica-
mente dos eran hombres (65,3%) y uno mujer
(34,7%). La tasa neta de participación por sexo,
es decir, el porcentaje de activos (ocupados y de-
socupados) por sexo respecto a la población de
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CUADRO 2.5

Población ocupada por problemas de calidad del empleo 
y condición de pobreza, según sector. 2002

(cifras absolutas y porcentajes)

Problemas de calidad del empleo

Ocupadosa/ Porcentaje Porcentaje Porcentaje Porcentaje Porcentaje
de asegurados con subempleo con empleo con subempleo en condición

directosb/ visiblea/ c/ ocasional o invisiblea/ d/ de pobrezaa/

Personas Porcentaje estacionala/

Total ocupados 1.625.060 100,0 60,4 13,2 12,0 11,7 13,8
Formal no agropecuario 810.355 49,9 84,5 7,3 5,0 6,7 5,2

Sector privado 581.248 35,8 79,3 7,1 6,2 8,3 6,5
Sector público 229.107 14,1 97,6 7,7 2,1 2,8 1,9

Informale/ 562.316 34,6 30,4 17,5 17,7 12,7 17,4
Cuenta propia 235.896 14,5 25,3 22,7 16,9 11,1 18,7
Microempresaf/ 229.624 14,1 39,7 12,3 18,1 19,9 14,1
Familiar no remunerado 27.054 1,7 6,4 8,8 22,3 25,0
Servicio doméstico 69.742 4,3 26,4 20,0 17,0 21,1

Agropecuario 252.389 15,5 49,7 21,4 21,4 24,7 31,3
Cuenta propia y familiar
no remunerado 88.979 5,5 30,0 27,5 24,2 18,7 46,2
Patronos y asalariados 
(5 o menos empleados) 75.086 4,6 42,0 25,0 20,7 26,7 30,9
Patronos y asalariados 
(6 o más empleados) 88.324 5,4 76,0 12,0 19,3 29,2 17,5

a/ Para obtener estos resultados los factores de expansión de la encuesta de hogares fueron ajustados, por lo que algunas magnitudes pueden diferir de las publicadas por el INEC (2002b).

b/ Se refiere a los asegurados directos asalariados, por cuenta propia o mediante convenio.

c/ Se refiere a las personas ocupadas que trabajan habitualmente menos de un total de 47 horas por semana en su ocupación principal y en su ocupación secundaria (si la tienen), que desean

trabajar más horas por semana y están disponibles para hacerlo, pero no lo hacen porque no consiguen más trabajo asalariado o más trabajo independiente.

d/ Se refiere a las personas ocupadas que trabajan habitualmente un total de 47 horas o más por semana en su ocupación principal y en su ocupación secundaria (si la tienen), y su ingreso

primario mensual es inferior al salario mínimo minimorum vigente en el momento de la encuesta, el cual fue de 77.584 colones para julio de 2002. El servicio doméstico y los trabajadores

familiares no remunerados se excluyen del cálculo.

e/ Es importante anotar que, cuando se nombra un conjunto de ocupaciones como “sector” informal, la referencia se relaciona con ciertas características de la ocupación, y no con la rama

de actividad económica en que se desempeñan los trabajadores.

f/ Patronos y asalariados del sector privado en establecimientos de 5 empleados o menos, excluyendo aquellos con algún año aprobado de educación superior.

Fuente: Sauma, 2003.
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El empleo formal aumenta 
muy lentamente a partir de 1994

Si bien el empleo formal aumentó en todos
los períodos (gráfico 2.2), su tasa de crecimiento
se reduce con el tiempo. El empleo informal, por
su parte, muestra las mayores tasas de crecimien-
to en cada uno de los períodos, lo cual refleja
una de las características del proceso económico
en marcha. Al igual que el empleo formal, las ta-
sas de crecimiento del informal disminuyen con
el tiempo. El empleo agropecuario registra tasas
de crecimiento negativas entre 1990-1994 y
1998-2002, de manera consistente con la situa-
ción del agro en lo referente a los estímulos a la
producción de granos básicos, precios de los
productos de exportación y políticas de transfor-
mación agropecuaria, entre otros. El fuerte aumen-
to en el empleo informal hace suponer que gran
parte de los trabajadores que dejaron las labores
agropecuarias se insertó en el sector informal.

Cuando se analiza la relación entre los em-
pleos formales y los informales y agropecuarios
en conjunto, lo que en adelante se denominará
“razón de formalidad”, es posible determinar que
la formalidad aumentó de modo significativo en-
tre 1990 y 1994, al pasar de 0,87 a 0,96, pero a
partir de 1994 lo ha hecho muy lentamente. 

Dado que la reducción en la pobreza corres-
ponde con el período en que creció la formali-
dad, y luego la misma se mantiene estable en el
período en que la razón de formalidad aumenta
muy poco, se puede presumir que, entre otros
factores, la pobreza no se ha reducido en los úl-
timos años porque no se ha incrementado de
manera relevante la proporción de empleos for-
males en la economía.

Alternativamente se puede plantear que, en-
tre otros aspectos, para reducir la pobreza es ne-
cesario aumentar la razón de formalidad, o sea,
crear empleos formales en mayor proporción que
informales y agropecuarios. Lógicamente, esto
no implica descuidar los sectores informal y
agropecuario, pues también es posible reducir la
pobreza si se cambian las condiciones de los ocu-
pados en ellos (aumentando la productividad,
dando protección social a los trabajadores, solucio-
nando los problemas de subempleo, sobre todo en
lo referente al pago del salario mínimo).

Otro asunto importante es la generación de
empleos por sexo y por rama de actividad econó-
mica. Del total de puestos formales creados entre
1990 y 2002 (296.000), 172.000 fueron llena-
dos por hombres y 124.000 por mujeres. Cabe
destacar que mientras el número de hombres

12 años y más del mismo sexo, era de 73,1% pa-
ra los hombres y de 38,4% para las mujeres. Sin
embargo, cabe destacar que la misma tasa para
las mujeres era de apenas 30,7% en 1990, lo cual
pone en evidencia el fuerte aumento de la parti-
cipación femenina en el mercado de trabajo a lo
largo del período de estudio.

En lo que se refiere a la inserción ocupacio-
nal por sector, casi no hay diferencia entre hom-
bres y mujeres en el sector formal, pues tanto la
mitad de los hombres (49%) como de las muje-
res (51,5%) están ocupados en ese sector. A su
vez, dentro del sector formal, el sector público
tiene mayor peso relativo para las mujeres
(20,6% del total de ocupadas) que para los hom-
bres (10,6% del total de ocupados).

El sector informal es el segundo en importan-
cia después del formal, pero hay notables dife-
rencias entre hombres y mujeres. Mientras un
44,5% de las mujeres ocupadas está en él (sola-
mente un 4% en el agropecuario), en el caso de
los hombres un 29,3% está en el sector informal
y un 21,7% en el agropecuario.

A pesar de la gran diferencia en las tasas de
participación entre hombres y mujeres, la eleva-
da inserción de estas últimas en el sector infor-
mal se traduce en un número también muy ele-
vado de mujeres informales (251.000, respecto a
311.000 hombres).

En doce años el empleo 
agropecuario descendió en 21.000 puestos 

Entre 1990 y 2002 el número de ocupados a
nivel nacional aumentó en casi 519.000 perso-
nas, para un incremento de 46,9%. Esto signifi-
ca un promedio de 43.000 nuevos empleos por
año. 

Cuando se desagrega la generación de em-
pleos por sector resalta un dato importante: la re-
ducción de 21.000 empleos agropecuarios res-
pecto a 1990. En cambio, se generaron casi
296.000 empleos formales y 245.000 informa-
les. Como promedio, anualmente se crearon casi
25.000 empleos formales y 20.000 empleos in-
formales, a la vez que desaparecieron alrededor
de 1.800 empleos agropecuarios. Sin embargo, la
situación difiere por períodos (Sauma, 2003).
Prácticamente siete de cada diez de esos nuevos
519.000 empleos se generaron en la región Cen-
tral, seguida por la Huetar Atlántica, con 9,8%.
Las regiones Huetar Norte, Chorotega y Pacífico
Central se ubican en posiciones intermedias en
este aspecto, mientras que la región Brunca ape-
nas generó un 3,2% de ese total de empleos.
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ocupados en el sector público se redujo (en po-
co más de 7.000 personas), el número de muje-
res aumentó significativamente (en poco más de
42.000).

Por rama de actividad económica, en el caso de
los empleos formales las actividades de servicios
sociales, personales y comunales fueron las que
más empleos generaron, casi 136.000 entre 1990 y
2002. Comercio, incluyendo restaurantes y hote-
les, fue la segunda actividad en importancia, con
110.000 empleos. En tercer lugar se ubica trans-
porte, almacenamiento y comunicaciones, con
18.000 empleos, seguida muy de cerca por la in-
dustria, que generó 16.000 empleos. Luego se en-
cuentra construcción, con 10.000 empleos.

En el caso del sector informal, los 245.000
nuevos ocupados corresponden exactamente por
mitades a hombres y a mujeres. Esto significa que
mientras el número de hombres ocupados en este
sector se incrementó en un 65% entre esos dos
años, el número de mujeres informales práctica-
mente se duplicó (aumentó en un 94,5%).

Por rama de actividad económica se da una situa-
ción diferente al caso del empleo formal, pues la ma-
yor parte de los nuevos empleos informales del

período corresponden a comercio, restaurantes y ho-
teles (111.000 nuevos puestos de trabajo, es decir,
un 45,4% del total). Le siguen en importancia los
servicios personales, sociales y comunales, con
65.000 empleos, y transporte, almacenamiento y co-
municaciones, con poco más de 30.000, seguido
muy de cerca por construcción, con 27.000. Las ac-
tividades industriales informales generaron 15.000
empleos, casi la misma cantidad que el sector formal.

La pérdida de empleos en el sector agrope-
cuario entre 1990 y 2002 afectó exclusivamente
a los hombres, pues el número de mujeres ocu-
padas en él registró un pequeño aumento.

Cuatro de cada cinco trabajadores 
formales residen en la región Central

Las opciones que brinda el mercado laboral
para reducir la pobreza reflejan enormes brechas
regionales. En otras palabras, las oportunidades
que ofrece el mercado laboral se alejan de la as-
piración de dar acceso a todos, sin distingos de
sexo, género o edad11.

Tanto en 1990 como en 2002, poco más del
65% de los ocupados, es decir, dos de cada tres



En 1990, un 35,5% de los ocupados agrope-
cuarios residía en la región Central; sin embargo,
para el 2002 ese porcentaje se había reducido a
30,3%. En 1990 las regiones Brunca y Huetar
Atlántica se situaban en el segundo lugar nacio-
nal en cuanto a la ocupación agropecuaria, con
un 17,9% y 16,4%, en cada caso, del total de
ocupados agropecuarios; pero para el 2002 la
situación varió significativamente, pues mientras
la Huetar Atlántica absorbía un 21,9% del total
de ocupados agropecuarios, en la Brunca el por-
centaje se redujo a 13,3%, inferior inclusive al de
la Huetar Norte (15,4%, que a su vez es superior
al que mostraba en 1990, 9,9%). En el cuadro
2.6 se muestra la variación de los ocupados por
sector en el período 1990-2002, según región.

Las variaciones en el ingreso promedio 
por hogar, la variación en la desigualdad 
y la incidencia de la pobreza se relacionan

Cuando se comparan los datos de 1990 y
2002, todas las regiones muestran reducciones
en la incidencia de la pobreza, excepto la Huetar
Atlántica, donde más bien aumenta. La disminu-
ción es mayor en las regiones Chorotega (espe-
cialmente) y Huetar Norte. Como se ha señalado
en forma reiterada, estos cambios son el resulta-
do de la interacción de muchas variables; sin em-
bargo, conviene establecer algunos vínculos de
causalidad. Así, la reducción de la pobreza que
se observa en la mayoría de las regiones, está aso-
ciada con los fuertes aumentos en los ingresos
promedio que muestra la mayoría de los hogares
entre esos dos años, y con la disminución en el
tamaño promedio de los hogares. 

La forma en que mayores aumentos en los in-
gresos promedio repercuten en la reducción de
la pobreza, está indirectamente relacionada con
los cambios en la desigualdad. Si la desigualdad
aumenta, el impacto de aumentos en el ingreso
de las familias, reflejado en el ingreso promedio,
será menor. 

En todas las regiones el comportamiento es
consistente con lo que se esperaba. En la región
Chorotega, el fuerte aumento en el ingreso fami-
liar promedio y la fuerte caída en el tamaño pro-
medio del hogar, permitieron una significativa
reducción en la pobreza (3 puntos porcentuales),
a pesar del también importante aumento en la
desigualdad.

Las regiones Central y Pacífico Central mues-
tran un comportamiento similar, con un creci-
miento moderado del ingreso familiar promedio y
una reducción del tamaño del hogar, que hicieron

ocupados a nivel nacional, residía, y se supone
que laboraba, en la región Central. En términos
de magnitud del empleo, la región Huetar Atlán-
tica fue la segunda en importancia, con un 8,5%
de los ocupados en 1990 y un 8,9% en 2002. La
región Brunca en 1990 era tan importante como
la Huetar Atlántica en la absorción de empleo
(8,4%), pero para el 2002 mostró una reducción
significativa en su participación dentro del em-
pleo total (6,7%). La región Chorotega siempre
ha ocupado un lugar intermedio con respecto a
ocupación, mientras que la Huetar Norte y la Pa-
cífico Central, tanto en 1990 como en 2002, eran
las que menos ocupados tenían respecto al total
(alrededor de un 5% cada una).

En ambos años, 1990 y 2002, el 80% de
los trabajadores formales del país (cuatro de
cada cinco) residía/laboraba en la región Cen-
tral. En cada una de las demás regiones, con
excepción de la Huetar Norte, se ubicaba cer-
ca de un 4% de los ocupados formales, mien-
tras que en la Huetar Norte se encontraba ape-
nas un 2% (tanto en 1990 como en 2002).

De 1990 a 2002 el sector informal creció sobre
todo en las regiones Brunca y Pacífico Central. El
empleo formal ha sido el de mayor peso en la re-
gión Central, pues más de un 55% de los ocupa-
dos en ella lo están en ese sector. La región Pacífi-
co Central ocupa un segundo lugar en cuanto a
relevancia del empleo formal, con un 39,3% de los
ocupados en 1990 y un 40,2% en 2002. El traba-
jo formal también es importante en términos rela-
tivos en la región Chorotega, seguida por la Brun-
ca y la Huetar Atlántica, pero muy poco
significativo en la Huetar Norte. Cabe resaltar el
aumento en la importancia relativa de la ocupación
formal en las regiones Chorotega y Brunca.

En el caso del sector informal, la mayoría de
los ocupados se ubica en la región Central, espe-
cíficamente el 68,7% en 1990 y el 66,3% en
2002. Esta reducción se relaciona con aumentos
en la participación relativa dentro del empleo in-
formal de las demás regiones, especialmente la
Pacífico Central y la Huetar Atlántica.

Cuando se considera la importancia relativa
del sector informal dentro de cada región, en
1990, el porcentaje de informales rondaba alrede-
dor del promedio, 27,1%, con moderada variabi-
lidad. En 2002, el promedio aumentó a 35,3%, y
los valores para las regiones rondaron ese nuevo
valor. Los casos más sobresalientes son las regio-
nes Brunca y Pacífico Central, pues la importan-
cia relativa del empleo informal aumentó en cada
una de ellas en 13,7 y 11,4 puntos porcentuales,
respectivamente, entre 1990 y 2002.
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posible una moderada reducción de la pobreza,
a pesar del fuerte aumento de la desigualdad. La
región Brunca presenta un moderado crecimien-
to del ingreso promedio y una pequeña reduc-
ción en el tamaño familiar, por lo que un aumen-
to en la desigualdad de magnitud similar,
permitió un descenso en la pobreza.

En la región Huetar Norte se presenta una si-
tuación análoga a la del caso anterior, aunque la
fuerte reducción en el tamaño promedio del
hogar dio lugar a una disminución igualmente
marcada en la pobreza. Finalmente, en la región
Huetar Atlántica hay una caída en el ingreso pro-
medio real y una moderada reducción del tama-
ño promedio del hogar, pero también se registra
un aumento en la desigualdad, por lo que el re-
sultado es un incremento en la pobreza.
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Cambios en el número de ocupados 
por hogar y en la educación promedio,
inciden en el ingreso familiar promedio

Además de los cambios en la relación de for-
malidad, tanto el número de ocupados por hogar
como la variación en la educación promedio se
vinculan con el aumento o reducción del ingreso
familiar promedio. 

El fuerte incremento en el ingreso promedio
por hogar en la región Chorotega está asociado a
notables aumentos en el nivel educativo de los
ocupados y en la formalidad, aunque no hubo
variación en el promedio de ocupados por hogar.

Los moderados aumentos en el ingreso pro-
medio por hogar en las regiones Central, Pacífico
Central, Brunca y Huetar Norte están relacionados

CUADRO 2.6

Aumento de la población ocupada por regióna/, según sector. 1990-2002
(personas y porcentajes)

Total país Central Chorotega Pacífico Brunca Huetar Huetar
Central Atlántica Norte

Período 1990-2002

Variación total en la población ocupada,
(personas) 518.589 361.787 28.066 26.773 16.786 51.044 34.133

Formal 295.554 227.969 17.280 11.250 13.102 16.722 9.231
Informal 244.610 154.702 17.179 16.417 18.961 24.046 13.305
Agropecuario -21.575 -20.884 -6.393 -894 -15.277 10.276 11.597

Variación total en la población ocupada,
(porcentaje) 46,9 49,6 33,3 49,4 18,2 54,6 64,1

Formal 57,4 55,2 74,5 52,9 60,5 68,0 83,4
Informal 77,0 70,9 70,9 113,3 86,9 100,6 89,0
Agropecuario -7,9 -21,5 -17,3 -4,9 -31,2 22,8 42,5

Distribución porcentual de la variación en los 
ocupados por sector (porcentaje) 100,0 69,8 5,4 5,2 3,2 9,8 6,6

Formal 100,0 77,1 5,8 3,8 4,4 5,7 3,1
Informal 100,0 63,2 7,0 6,7 7,8 9,8 5,4
Agropecuario 100,0 96,8 29,6 4,1 70,8 -47,6 -53,8

Distribución porcentual de la variación en los 
ocupados por región (porcentaje) 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

Formal 57,0 63,0 61,6 42,0 78,1 32,8 27,0
Informal 47,2 42,8 61,2 61,3 113,0 47,1 39,0
Agropecuario -4,2 -5,8 -22,8 -3,3 -91,0 20,1 34,0

a/ Para obtener estos resultados los factores de expansión de la encuesta fueron ajustados.

Fuente: Sauma, 2003, a partir de las EHPM, INEC.



las cuatro regiones sometidas a comparación. En
el otro extremo, la caída en el ingreso promedio
de los hogares de la región Huetar Atlántica está
asociada principalmente a la reducción en el nú-
mero promedio de ocupados por hogar, no obs-
tante el moderado incremento en la educación
promedio de los ocupados y la formalidad (aun-
que el nivel de formalidad es relativamente bajo).

Una hipótesis sobre la relación 
entre mercado de trabajo y pobreza

La evidencia empírica indica que entre 1990
y 2002, como tendencia, la economía costarri-
cense, ha venido perdiendo dinamismo. Así, si se
comparan las tasas de crecimiento del PIB por
cuatrienios, en cada uno de ellos este indicador
es menor que el del período anterior. Por su par-
te, la creación de empleos en estos períodos no
muestra una correspondencia clara con la direc-
ción del crecimiento. Por ejemplo, la mayor ge-
neración de puestos de trabajo se dio en el cua-
trienio 1994-1998 y, sin embargo, el mayor
crecimiento del producto fue entre 1990-1994
(cuadro 2.7). Finalmente, como ya se comentó,
la incidencia de la pobreza no disminuye desde
1994 y los períodos de menor crecimiento de la
producción corresponden con el aumento de la
desigualdad, o sea, 1994-1998 y 1998-2002 (es-
pecialmente).

Entre 1990 y 1994, dado el elevado creci-
miento de la producción y el empleo, así como
una desigualdad relativamente baja, era de espe-
rar una importante reducción de la pobreza, lo
cual en efecto sucedió. Para el período siguiente,
es decir, entre 1994 y 1998, también se proyec-
taba una reducción de la pobreza, aunque de
menor magnitud que la de 1990-1994, pues res-
pecto a ese período la tasa de crecimiento del
producto fue menor y hubo un pequeño aumen-
to en la desigualdad (a pesar de que el aumento
en el empleo fue mayor). Sin embargo, la dismi-
nución en la pobreza no se dio. Por último, para
1998-2002 se esperaba una pequeña disminución
en la pobreza, dados los menores niveles de creci-
miento de la producción y el empleo, y a pesar del
fuerte aumento en la desigualdad que actúa en
sentido contrario a los anteriores; no obstante, esa
reducción tampoco se produjo.

Los elementos analizados en esta sección per-
miten plantear como hipótesis que, si bien la
economía costarricense ha crecido entre 1990 y
2002, a partir de 1994 no se ha reducido la po-
breza porque ese crecimiento económico no ha
generado suficientes empleos de calidad, además

con cambios de distinta magnitud en cada una
de las variables consideradas. La Central y la
Brunca muestran fuertes aumentos en la educa-
ción de los ocupados, sin variación en el núme-
ro de ocupados promedio por hogar, así como
incrementos también importantes en la formali-
dad. La Pacífico Central y la Huetar Norte pre-
sentan relaciones similares a las anteriores, aun-
que los aumentos en la educación promedio de
los ocupados y la formalidad son moderados.

En relación con estas dos últimas regiones,
debe tenerse en cuenta que mientras mayor sea la
formalidad, mayor será el impacto en los ingre-
sos de los hogares de una política de salarios mí-
nimos crecientes en términos reales, como la que
se dio en algunos años de la década de los noven-
ta. Esto marca una diferencia sustancial para la
región Pacífico Central. En el caso de la región
Brunca, debe considerarse que el aumento en el
ingreso promedio de los hogares es el menor de
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CUADRO 2.7

Algunos indicadores sobre producción, empleo,
pobreza y distribución del ingreso. 

1990, 1994, 1998 y 2002
(porcentajes)

1990 1994 1998 2002
Crecimiento del PIB totala/

Incluyendo IEAT 25,6 20,0 14,4
Excluyendo IEAT 25,6 17,7 12,1

Crecimiento del PIB per cápitab/

Incluyendo IEAT 13,6 8,0 4,8
Excluyendo IEAT 13,6 6,0 2,7

Ocupados
Crecimiento (porcentaje) 13,3 17,0 10,8
Incidencia de la pobreza

Hogares 27,1 20,0 19,7 20,6
Población 30,7 22,9 22,1 23,5

Desigualdad en la distribución del ingreso
Coeficiente de Ginic/ 0,374 0,387 0,389 0,430

a/ Para obtener el crecimiento al año 1994, se estimó el valor del PIB de 1990, aplicando al PIB de 1991 (base

1991), la tasa de crecimiento del PIB 1990-1991 según la serie base 1966. Las estimaciones excluyendo la

producción de la industria electrónica de alta tecnología (IEAT) son propias, a partir de las tasas de crecimiento

publicadas.

b/ Para el cálculo per cápita se utilizaron las mismas cifras de población que usa el BCCR.

c/ Coeficiente de Gini de la distribución del ingreso familiar total según deciles de ingreso per cápita.

Fuente: Sauma, 2003.
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de que el aumento en la desigualdad en la distri-
bución del ingreso ha tenido un impacto negati-
vo en el crecimiento (Sauma, 2003).

Un tema especial: niños, niñas y adolescentes 
trabajadores, un grupo especialmente vulnerable

Como se ha documentado en Informes ante-
riores, la inserción temprana en el mercado la-
boral de la población menor de edad no sólo se
da en condiciones de amplia desventaja (meno-
res salarios, mayor desempleo, mayor precarie-
dad laboral), sino que limita las posibilidades
de este grupo de acceder al derecho a la educa-
ción, condicionando su futuro laboral a expec-
tativas de bajos ingresos. Por ello, con base en
los datos del Censo de Población del 200012,
para este Informe se quiso determinar cuánto
del trabajo desarrollado por la población de 12
a 17 años afecta su derecho al estudio y en qué
medida se realizan trabajos que pueden consi-
derarse peligrosos según la reglamentación
existente. 

En virtud de que el trabajo para las personas
menores de 15 años (trabajo infantil) está prohi-
bido, en tanto que para quienes superan esta
edad (trabajo adolescente) la ocupación se consi-
dera un derecho, la información para estos dos
grupos poblacionales se presenta por separado.

En el Censo 2000, un 5% de la población de
12 a 14 años (12.639) se declaró incorporada a
la fuerza de trabajo, ya fuera como ocupada o co-
mo desocupada. Aunque puede considerarse
que este nivel del trabajo infantil es bajo, debe
tenerse en cuenta que cualquier forma de traba-
jo de esta población resulta inadmisible, y espe-
cialmente grave si afecta la permanencia y el ren-
dimiento escolares. Aunque la asistencia escolar
de este grupo es alta (83,5%), lo cierto es que 1
de cada 6 niños y niñas no accede a su derecho
a la educación, como lo garantiza la Constitu-
ción. Además, entre la niñez que participa en la
fuerza de trabajo, sólo el 20% estudia y, de ellos,
el 56% tiene más de dos años de rezago escolar,
lo que denota un fuerte impacto negativo en el
rendimiento académico (Ramos, 2002).

Para los y las adolescentes, la incorporación
al mundo del trabajo es un derecho, pero, al
igual que en la población de 12 a 14 años, esta
situación puede estar afectando su derecho al
continuar y tener un buen rendimiento en el sis-
tema escolar, y podría significar incluso una
transgresión al derecho de estar protegidos de
trabajos peligrosos que representen formas de
explotación económica.

El 20,2% de los adolescentes de 15 a 17 años
está en la fuerza de trabajo (48.740), que
representan el 31,6% de los hombres y el 8,4%
de las mujeres. La magnitud del trabajo adoles-
cente varía considerablemente entre los cantones
(Ramos, 2002). Montes de Oca (9,8%), Santa
Cruz (11,2%) y Tibás (12,1%) son los cantones
con las tasas de participación más bajas, en tan-
to Buenos Aires (38,0%), León Cortés (43,6%) y
Tarrazú (45,0%) son los que tienen las más altas
(mapa 2.1).

En cuanto al derecho al trabajo protegido, el
4,9% de los y las adolescentes desempeña labo-
res prohibidas, especialmente al dedicarse a ocu-
paciones como pintores, en el caso de los hom-
bres, y niñeras, en el caso de las mujeres.
Asimismo, un 14,6% realiza actividades que po-
drían ser prohibidas, tales como las efectuadas
en restaurantes, bares y cantinas, el servicio do-
méstico o la operación de máquinas. La realiza-
ción de trabajos permitidos con restricciones
abarca al 48,1% de los y las adolescentes, y con-
templa ocupaciones como la de peón agropecua-
rio (Ramos, 2002).

Por su parte, el trabajo doméstico exclusivo
en los propios hogares es la principal forma de
ocupación de las mujeres, pues mientras la tasa
de participación económica de este grupo es de
8,4%, el porcentaje de trabajo doméstico es su-
perior al 25% entre las adolescentes, en contra-
posición a sólo un 4% de los adolescentes que
lleva a cabo labores domésticas exclusivas en el
hogar. Así, el trabajo de las mujeres se desarrolla
en el ámbito privado de sus hogares, sin recono-
cimiento social ni monetario y, más bien, con un
reforzamiento de la división sexual del trabajo.

En contraste con lo observado en la niñez,
entre las y los adolescentes sí se observa diferen-
cia por género en la asistencia escolar: las muje-
res superan a los hombres en cuatro puntos por-
centuales, y alcanzan una asistencia del 62%. 

Del total de personas de 15 a 17 años que tra-
bajan, un 42% está afectado en su derecho al es-
tudio, ya sea porque trabaja y estudia con rezago
escolar (2,1%), porque sólo trabaja (16,8%), o
bien porque no estudia ni trabaja (23,1%). 

De los diversos aspectos de la condición so-
cioeconómica de los hogares analizados en rela-
ción con el trabajo infantil y adolescente, el entor-
no educativo del hogar y la pobreza estructural
resaltan como los factores más significativos. 

El nivel educativo de los y las adultas en los
hogares con niñez y adolescentes, se considera
un factor clave que propicia la permanencia en el
sistema escolar de esta población, dado que a

C A P I T U L O  2 /  E Q U I D A D E I N T E G R A C I O N S O C I A L E S T A D O D E L A N A C I O N 95



Así, el insistir en la permanencia en el siste-
ma escolar de la población de 12 a 17 años, se
traduce no sólo en un derecho que debe ser pro-
tegido, sino también en una acción que, en el lar-
go plazo, permitirá erradicar el trabajo infantil y
disminuir el trabajo adolescente o, en su defecto,
facilitar su regulación, dado que esta población y
sus familias estarán más capacitados para prote-
ger sus derechos. 

La pobreza estructural, medida por el méto-
do de necesidades básicas insatisfechas (NBI),
muestra también una significativa relación con la
participación laboral y la permanencia exclusiva
en el sistema escolar. El valor de inserción labo-
ral exclusiva crece conforme aumenta el número
de carencias de los hogares, hasta registrar un va-
lor de 19,3% para la población en hogares en si-
tuación de carencia severa (3 o más carencias).
Asimismo, aumenta el porcentaje de niñez y

mayor nivel de escolaridad adulta más se valora
la educación como un instrumento de movilidad
social, pero también como una capacidad básica
que debe fortalecerse para alcanzar un alto nivel
de desarrollo humano. Esto se refleja claramente
al analizar la participación de la población de 12
a 17 años en el estudio exclusivo, según el nivel
de escolaridad promedio de las y los adultos (cli-
ma educacional) con los cuales convive. A mayor
clima educacional en el hogar, mayor es el por-
centaje de niñez y adolescencia que sólo estudia,
y menor la participación laboral exclusiva. Los
extremos lo evidencian con precisión: el 95,2%
de los niños, niñas y adolescentes que viven ho-
gares con un clima educativo de 12 años o más
de escolaridad “solo estudian”; este porcentaje se
reduce a 47,2% para los niños y adolescentes
que residen en hogares con un clima educacional
de 3 años o menos de escolaridad. 
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Costa Rica: participación de la población de 15 a 17 años 
en la fuerza de trabajo por cantones. Censo 2000

Fuente: Ramos, 2002, IPEC-OIT, Estado de la Nación.
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adolescencia que ni estudia ni está en la fuerza
laboral conforme residen en hogares con mayor
cantidad de carencias. De esta manera, más del
40% de los niños, niñas y adolescentes ni estudia
ni está en la fuerza de trabajo en los hogares de ca-
rencia severa, probablemente por estar dedicados a
trabajo doméstico que posibilite la participación
laboral adulta. La combinación del estudio y la
participación en el mercado de trabajo es similar
entre la niñez y la adolescencia según la intensidad
de las carencias (Ramos, 2002).

Oportunidades ampliadas 
para el acceso de la población 
a servicios sociales de calidad

La generación de oportunidades ampliadas
para el acceso de la población a servicios sociales
de calidad constituye un requisito básico para
mejorar sus condiciones de vida, apoyar los pro-
cesos de movilidad y ascenso social y reducir las
brechas entre los distintos sectores sociales y
áreas geográficas. En este apartado se analizan las
oportunidades abiertas por la sociedad costarri-
cense en materia de desarrollo humano durante
el 2002. Incluye la valoración del desempeño en
temas de acceso a una vida larga y sana, educa-
ción, vivienda y pensiones, así como un análisis
de cuánto contribuye la inversión pública social
a mejorar el acceso a los servicios sociales.

Acceso a una vida larga y sana

En esta ocasión el Informe analiza tanto los
resultados obtenidos por el país en términos de
la salud de su población, como algunos asuntos
relevantes con respecto a la forma en que el sis-
tema de salud está organizado para la prestación
de los servicios. Como se ha expresado en edi-
ciones anteriores, uno de los principales logros
de Costa Rica en materia de desarrollo humano
es el disfrute de una vida larga y sana por parte
de sus habitantes.

2002: la mayor esperanza de vida 
y la menor fecundidad de la historia

El año 2002 marca un hito histórico, en tan-
to se registraron la mayor esperanza de vida y la
menor fecundidad que alguna vez haya tenido el
país. Estos hechos son el resultado de una reduc-
ción sostenida de la mortalidad y de la fecundi-
dad, y tienen importantes implicaciones debido
a sus efectos sobre la estructura por edad de la
población. 

La esperanza de vida13 alcanzó en el 2002 los
78,6 años para ambos sexos (76,3 para los hom-
bres y 81,0 para las mujeres) (CCP, 2003). En el
mismo año se registró un leve aumento en la
mortalidad infantil, de 10,8 a 11,2, aun cuando
el número de muertes de menores de un año dis-

RECUADRO 2.4

En el 2002 se aprobó la Ley General de la Persona Joven, cuyos ob-
jetivos se relacionan con aquellos relativos al acceso a servicios y
oportunidades, así como con la promoción de la participación y la pro-
tección de derechos para las personas jóvenes, entendiendo como ta-
les a quienes se encuentran entre los 12 y los 35 años. Para el cum-
plimiento de los objetivos señalados, en la ley se establece una serie
de mecanismos de coordinación y participación: el Sistema Nacional
de Juventud, el Consejo Nacional (adscrito al Ministerio de Cultura, Ju-
ventud y Deportes definido en la ley como rector) y la Red Nacional
Consultativa de Personas Jóvenes, constituida por representantes de
organizaciones de jóvenes de la sociedad civil.

La nueva ley enfrentará para su aplicación retos importantes: Por un
lado, la amplitud de la definición de persona joven impone cierta com-
plejidad al identificar los desafíos a los que se debe dar respuesta. El
grupo de personas, entre 12 y 35 años de edad, constituye un 43%
de la población del país, de acuerdo con el Censo del 2000. Este seg-
mento, que en el año 2002 ascendía a aproximadamente a 1.800.000

personas, tiene una inserción diferente en la vida económica y social
del país, según su edad y su condición socioeconómica. Así por ejem-
plo, del total de personas entre los 12 y los 35 años, aproximadamen-
te un 30% es menor de edad  y un 43% se encuentra en la fuerza de
trabajo. El principal reto de la política pública es, por lo tanto, identi-
ficar los temas fundamentales para el desarrollo integral y para la in-
clusión de este grupo en el desarrollo nacional.

Por otro lado, la elaboración de la política pública de la persona jo-
ven deberá hacer frente a una gran cantidad de instituciones y progra-
mas ya existentes, que atienden de una u otra forma a la población
definida por la ley. Dada la diversidad y los distintos ámbitos que de-
ben abarcar, un elemento clave para el funcionamiento de las instan-
cias definidas en la ley es la identificación e incorporación de los ac-
tores estratégicos para el cumplimiento de los objetivos.

Fuente: Elaboración propia con base en Ley General de la Persona Jo-
ven y Vargas y Campos, 2003.

Aprobada Ley General de la Persona Joven



lidad de los hombres es más de cinco veces la de
las mujeres en suicidios, homicidios, y acciden-
tes de tránsito. En otras causas, como tuberculo-
sis respiratoria, cáncer de estómago, cirrosis y
cáncer del aparato respiratorio, la mortalidad
masculina es dos veces la femenina. Esto apunta,
por un lado, a diferencias en el comportamiento
social (en el caso de las muertes violentas) y, pro-
bablemente, a los efectos del alcohol y el tabaco en
las restantes causas mencionadas. Del mismo mo-
do, las tasas de mortalidad por VIH-SIDA (cinco
veces superiores entre los hombres) se deben al
curso de la epidemia en años anteriores. La signi-
ficativa sobremortalidad masculina impone un
nuevo reto a la política nacional de salud.

El seguimiento de la mortalidad realizado en
los últimos años demuestra que el análisis de las
causas constituye una herramienta importante.
Para ello es necesario que, para todas las edades,
tanto el llenado del certificado de defunción co-
mo la posterior codificación y el procesamiento
sean de calidad. Hay evidencia de que se debe
mantener una vigilancia sobre este aspecto y de
que hay mejoras posibles (por ejemplo a partir
de los 45 años aumenta el número de defuncio-
nes clasificadas como “mal definidas y no especi-
ficadas”). Las mejoras deben implementarse en
forma integral, desde la emisión del certificado
de defunción hasta su codificación y registro fi-
nal con la participación del Ministerio de Salud,
la CCSS, y el INEC (Miranda, 2003).

En materia de fecundidad, la tasa global re-
gistrada en el 2002 fue de 2,09 hijos por mujer
(CCP, 2003). Este nivel por debajo de 2,1 se de-
nomina “nivel de reemplazo” e implica, de corro-
borarse con los datos del año 2003, un cambio
importante en la dinámica demográfica del país.
Costa Rica es el primer país latinoamericano,
después de Cuba, que alcanza la tasa de reempla-
zo. Esto se debe a un conjunto diverso de facto-
res; si bien en Costa Rica la fecundidad ha dismi-
nuido a distintas velocidades desde los años
sesenta, en el largo plazo, y en forma análoga a
los procesos ocurridos en otros países, se pueden
señalar los logros educativos de las mujeres y la
existencia de programas de planificación fami-
liar. A esto se unen otros procesos concomitan-
tes, tales como la disminución de la mortalidad
(entre hombres y mujeres, más del 98% de los
nacidos alcanza a la edad adulta), el aumento del
empleo femenino y la creciente urbanización de
los últimos años, factores que han determinado
no sólo la posibilidad de que cada mujer elija el
número de hijos que quiere tener, sino que ade-

minuyó (INEC-CCP, 2003). Los principales cam-
bios en una mayor supervivencia de la población
se dan tanto para hombres como para mujeres
después de los sesenta años. Así por ejemplo, se-
gún las condiciones de mortalidad imperantes en
1990 sobrevivían hasta los ochenta años un 47%
y un 59% de los hombres y las mujeres, respec-
tivamente, en tanto que, de acuerdo con las con-
diciones de mortalidad del año 2002 lo harían
50% y 64%, en cada caso. Esto implica que dos
tercios del total de muertes registradas en el país
corresponden a personas de 60 años o más de
edad. Asimismo, desde hace más de un trienio
más de la mitad de las defunciones se refieren a
personas mayores de 70 años (Miranda, 2003).

En materia de mortalidad infantil aún existen
oportunidades de mejora. Cuando se compara a
Costa Rica con países con una esperanza de vida
similar, un conjunto importante de ellos tiene ta-
sas menores. En promedio, en las naciones que
en el 2002 tenían una esperanza de vida de entre
78 y 79 años, la mortalidad infantil era de apro-
ximadamente 6 por mil nacidos vivos (US Bu-
reau of the Census, 2003). Todavía un porcenta-
je importante de muertes de menores de un año
se puede catalogar como evitable, ya que entre
las cinco principales causas de muerte se en-
cuentran, por ejemplo, la prematuridad y las in-
fecciones propias del período perinatal. 

También en las cinco principales causas de
muerte en otras edades existen importantes posi-
bilidades de mejora. Un análisis sobre las causas
de muerte muestra que en las personas entre 15
y 39 años de edad, aquellas causas asociadas con
accidentes de tránsito, agresión, lesiones autoin-
flingidas y homicidios se encuentran entre las
primeras cinco (Miranda, 2003). Estas causas en
el año 200214 corresponden a un 40% del total
de defunciones en las edades de 15 a 24 años,
38% entre 25 y 29, 28% entre 30 y 34 y 20% en-
tre 35 y 39 años de edad. 

En lo que respecta al resto de causas, desta-
can el cáncer gástrico (a partir de los 30 años) y
el infarto agudo del miocardio (a partir de los 40
años). A partir de los 50 años la enfermedad vas-
cular se transforma en una de las causas más im-
portantes, seguida por el cáncer gástrico, la dia-
betes mellitus, el cáncer de mama y el cáncer del
cuello uterino. A partir de los 60 años, además
de la enfermedad vascular y la enfermedad neo-
plásica, la enfermedad pulmonar obstructiva
crónica se encuentra entre las cinco primeras
causas de muerte (Miranda, 2003). 

En cuanto a la mortalidad por sexo, la morta-
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nicaragüense hacia Costa Rica se redujeron nota-
blemente a partir del año 2000 y podrían ser cer-
canos a cero, luego de rondar las 20.000 perso-
nas en los años previos. Esta tendencia se
confirma al examinar la cantidad de nacimientos
de costarricenses de madre nicaragüense, que
luego de aumentar fuertemente en la década de
los noventa (de 2.000 a 10.000), en los últimos
dos años se ha estabilizado en casi 11.000 niños
y niñas. Además, un estudio del Centro Centroa-
mericano de Población (2003) que entrevistó
mediante una encuesta de hogares a población
nicaragüense en las zonas de mayor emigración
de personas hacia Costa Rica, indica que la pro-
babilidad de trasladarse hacia este país ha dismi-
nuido a casi la mitad en los últimos cinco años.
En forma simultánea a esta reducción en el flujo
migratorio de nicaragüenses, recientemente se ha
registrado un masivo ingreso de personas prove-
nientes de Colombia, que se ha triplicado en los
últimos dos años y que puede rondar entre las
10.000 y 20.000 personas. 

En materia de migración interna, los resulta-
dos del Censo del 2000 documentan una distri-
bución de la población muy similar entre San Jo-
sé-Valle Central (32%), resto del Valle Central
(32%) y resto del país (36%). Cuando se trata de
cantones, aquellos situados en la zona norte, los

más esta elección se dé en función de factores de
orden individual y no necesariamente como re-
sultado de la presión social. En otras palabras, el
nivel de fecundidad está asociado a los cambios
sociales acaecidos en el país en las últimas déca-
das y marca un cambio de norma en lo que se re-
fiere al tamaño deseado de la familia. En el gráfi-
co 2.3 se muestra el descenso ocurrido en la
fecundidad del país en las últimas décadas.

Lo anterior no implica que no se puedan se-
ñalar factores inmediatos que pueden haber con-
tribuido a la baja reciente en la tasa de fecundi-
dad. Entre estos se encuentran el llamado
“decreto de las esterilizaciones”, de 1998, y la
Ley de Paternidad Responsable, del 2001. Sobre
esta última, aunque no se conocen sus efectos di-
rectos sobre el nivel de fecundidad, se sabe que
ha tenido un impacto considerable y probable-
mente lo tendrá aún más en los próximos años.
Así por ejemplo, ya se ha registrado una drástica
reducción en el número de nacimientos inscritos
sin padre conocido, que pasaron de representar
un 30% del total de nacimientos en el 2000, a un
8% en el 2002. 

La tasa de crecimiento de la población oscila
entre 1,6% y 2% anual. Esta diferencia tiene su ori-
gen en la estimación del saldo migratorio. Los tra-
dicionales flujos migratorios netos de población
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cantones costeros de Guanacaste y Puntarenas
son zonas de rechazo (con excepción de Esparza,
Garabito y Parrita). Por su parte, los cantones de
Pérez Zeledón, Turrialba, Siquirres, Limón y Tala-
manca son expulsores de población y las zonas más
importantes de atracción son las partes centrales de
Alajuela y Heredia (Goméz y Madrigal, 2002) 

Además de la mayor complejidad en la aten-
ción de la salud que imponen los cambios en la
dinámica demográfica, quedan en el país algunos
retos importantes en esta materia. En las enfer-
medades de declaración obligatoria, en el 2002
nuevamente aumentó el número de casos de
dengue (Ministerio de Salud, 2003b); los 12.251
casos reportados marcan un incremento de 30%
con respecto al año 2001. Estos se concentraron
en las regiones Pacífico Central, Chorotega,
Central Norte y Huetar Atlántica. Aunque se re-
gistró una disminución en las regiones que ha-
bían tenido un alto número de casos en el 2001
(Chorotega y Huetar Atlántica), ello fue revertido
por el fuerte incremento en las regiones Pacífico
Central y Central Norte. Este aumento implica
que Costa Rica se encuentra entre los países de
América Latina con más altas tasas de incidencia
(PAHO, 2003). Ello llama la atención en vista de
que, en comparación con los países con altas ta-
sas, Costa Rica tiene elevados niveles de educa-
ción y de cobertura de los servicios de salud, a
agua y saneamiento. El combate del dengue re-
quiere la adopción de estrategias ambientales y
de comunicación que incorporen la participa-
ción comunitaria. Si bien algunas medidas como
la fumigación pueden ser necesarias y tener cier-
ta eficacia en el corto plazo, la sostenibilidad en
la prevención y erradicación de esta enfermedad
sólo se podrán lograr cuando se modifiquen las
conductas de la población. 

Pocas novedades en la reforma del sector salud

En el 2002 no hubo novedades en la gestión
de los servicios de salud. Lo nuevo, como era de
esperar en un año de cambio de gobierno, fue el
énfasis en la generación de propuestas. El abor-
daje del avance en el proceso de reforma del sec-
tor salud en este Noveno Informe continúa el se-
guimiento al desempeño de la función de
rectoría sectorial del Ministerio de Salud y al pro-
ceso de modernización de la CCSS.

La inversión pública en salud en términos
reales creció un 4% y en términos per cápita un
2%. Según los datos disponibles del 2001, repre-
sentó el 30% del gasto social, el 20% del gasto
público y el 5% del PIB. Las estimaciones de

proporcionalidad muestran que el gasto en salud
es progresivo y, de hecho, el más progresivo de
todo el gasto social. El 77% del gasto en salud se
ubica en servicios curativos (hospitalización co-
rresponde casi a la mitad del total); el primer ni-
vel de atención representa un 17% y los progra-
mas de nutrición un 2,5%. Aunque sobre una
base deprimida, en el año analizado creció fuer-
temente el gasto en rectoría y se contrajo el dedi-
cado a programas de prevención de drogas y nu-
trición, lo cual es preocupante considerando que
en estas dos áreas se han detectado problemas
importantes que requieren atención, tales como
el aumento en el consumo de drogas ilícitas, par-
ticularmente cocaína y “crack”, cuya tasa general
de consumo pasó de 4% a 5,8% en la última dé-
cada, según el IAFA15, o bien los problemas de
nutrición detectados en niños, niñas y adoles-
centes en edad escolar, según un estudio recien-
te del INCIENSA, que mostró que la cuarta par-
te de los niños y niñas presentó obesidad y tres
de cada diez sobrepeso16.

En cuanto a la cobertura del seguro de salud,
en 2002 el 61,8% de la PEA17 asalariada y un
34,6% de la PEA no asalariada estaban asegura-
dos. Preocupa la disminución que se observa en
los últimos diez años (-17,2 puntos porcentuales)
en la cobertura de los trabajadores no asalariados,
ya que en 1992 alcanzaba el 51,8%. La disminu-
ción se ha acelerado a partir del 2001, año en que
entró en operación el SICERE, y que ha ocasiona-
do una depuración en las bases de datos de la
CCSS, por lo que actualmente se registran en el
sistema únicamente los casos activos. 

El desempeño de la función de rectoría

En el marco de las funciones rectoras del Mi-
nisterio de Salud, en el año 2002 sobresale la
preparación de la Política Nacional de Salud
2002-2006 y el Análisis del Sector Salud, ambos
elaborados mediante un proceso participativo. El
Ministerio presentó además la “Agenda Nacional
Concertada del Sector Salud” que contiene diez
compromisos asumidos por las instituciones del
sector para llevar adelante la política nacional en
este ámbito. El análisis de la situación de salud
identificó los avances y retos en un conjunto am-
plio de temas, entre los cuales destacan los si-
guiente: fortalecer la rectoría, diseñar mecanis-
mos para garantizar el aseguramiento, mejorar la
calidad, equidad y ética en los servicios, fortale-
cer el sistema de vigilancia en salud, definir po-
líticas y regulaciones en la formación del recurso
humano, fomentar la investigación en salud
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concentraron en las funciones de vigilancia de la sa-
lud y regulación. Se efectuó una jornada nacional de
vacunación contra la polio y el sarampión en meno-
res de 5 años y se intensificaron las acciones para la
fortificación de alimentos con yodo, ácido fólico, vi-
taminas A y B y hierro (Ministerio Salud, 2003c)

pública, implementar regulaciones en tecnología
sanitaria, fomentar la participación social, pro-
mover la desconcentración y estimular la rendi-
ción de cuentas (recuadro 2.5).

En lo que concierne a las acciones específicas
realizadas en el año, los esfuerzos del Ministerio se

RECUADRO 2.5

La Política Nacional de Salud es un conjunto de directrices definidas de
manera colectiva y validadas oficialmente, para dirigir, en el período 2002-
2006, a los más diversos actores sociales en la organización y gestión de

sus acciones estratégicas en el campo de la producción social de la salud.
Está organizada por ámbitos y áreas de intervención, tal como se

muestra en el cuadro 2.8:

Por su parte, la Agenda Nacional Concertada del Sector Salud incluye los
siguientes diez compromisos:

■ Fortalecer y mejorar las intervenciones orientadas a fortalecer o mejorar
los logros en mortalidad infantil, mortalidad materna, enfermedades
transmisibles y carencias nutricionales.

■ Promover la construcción de una cultura de salud con énfasis en la
promoción de la salud y estilos de vida saludables.

■ Prevenir y atender las enfermedades no transmisibles y sus factores de
riesgo.

■ Promover y atender la salud mental en forma integral, con énfasis en la
violencia social.

■ Mejorar la equidad, acceso, calidad y ética de los servicios de salud, con
énfasis en la atención primaria.

■ Mejorar la salud ambiental con énfasis en el saneamiento básico y el
manejo integrado del recurso hídrico.

■ Fomentar acciones orientadas a la reducción de vulnerabilidades ante
los desastres.

■ Consolidar la estructura y funcionamiento del sector salud.
■ Modular la inversión, el gasto y el financiamiento en coherencia con las

políticas y las prioridades del sector.
■ Consolidar el Sistema Nacional de la Vigilancia de la Salud.

Fuente: Ministerio de Salud, 2003.

La Política Nacional de Salud y la Agenda Concertada

CUADRO 2.8

Política Nacional de Salud: ámbitos y áreas de intervención. 2002-2006

Ámbito Área de intervención

Fortalecimiento y consolidación Fortalecimiento de las instituciones
del sistema de salud Coordinación intra e intersectorial

Revisión del marco legal
Fortalecimiento de la vigilancia epidemiológica
Investigación y desarrollo tecnológico
Inversión, financiamiento y gasto
Formación de recursos humanos

Equidad, universalidad y acceso Fortalecimiento de la atención primaria
Protección de derechos de grupos prioritarios 
(indígenas, migrantes, personas con discapacidad, adultos mayores)
Atención integral de enfermedades no transmisibles
Atención integral de la salud mental
Violencia social e intrafamiliar
Salud y derechos sexuales reproductivos
Acceso y calidad de los servicios de salud

Recreación y promoción de la salud Políticas públicas saludables
Participación social
Fomento de estilos de vida saludables
Seguridad alimentaria y nutricional

Salud ambiental y desastres Salud ambiental (manejo de desechos, agua, contaminación, saneamiento)
Desastres (prevención, mitigación, preparación, respuesta y rehabilitación)
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En cuanto a regulación y acreditación de en-
tidades de salud, la autoridad sanitaria dio segui-
miento a la evaluación que se realiza a los hospi-
tales en el proceso de acreditación, ejercicio que
arrojó como resultado que, en promedio, los pú-
blicos cumplen el 61% de los estándares de ma-
yor riesgo (los nacionales el 77%, los regionales
el 63% y los periféricos el 54%) y los privados el
72%. El acumulado de establecimientos habilita-
dos ascendió a 1.169 en el 2002. Además se eva-
luaron 283 EBAIS, donde se observaron diferen-
cias importantes de cobertura por región. En
promedio hubo un leve aumento en el cumpli-
miento de los estándares, aunque los temas de
recursos humanos y de promoción y participa-
ción siguen siendo críticos.

Finalmente cabe señalar que fueron aprobados
numerosos instrumentos normativos, en temas co-
mo emisión de contaminantes atmosféricos, ges-
tión de desechos infecto-contagiosos, manejo de
combustibles alternos, acreditación y habilitación
de establecimientos, control de alimentos y dere-
chos de los usuarios (Ministerio de Salud, 2003c).

Resultados del modelo de 
prestación de servicios de salud

La prestación directa de servicios de salud a la
población, que corresponde desde el inicio de la re-
forma a la CCSS, mostró avances en la asignación
de recursos al primer nivel de atención y en las co-
berturas con calidad de los programas de atención
integral, no así en el proceso de desconcentración.
En cuanto a asignación de recursos, destaca la ten-
dencia de aumento que ha venido registrando la
participación del primer nivel en el gasto, que en el
año 2002 alcanzó el 27% del presupuesto total en
efectivo de la CCSS, en programas curativos y pre-
ventivos. Aunque esta cifra ha venido incrementán-
dose desde que se iniciaron los compromisos de
gestión, sigue siendo baja en comparación con el
gasto en hospitales. Respecto a las coberturas de los
programas de atención integral, se documentó una
reducción de las brechas entre las coberturas tota-
les y las coberturas con calidad. Sin embargo las
brechas persisten en magnitudes preocupantes: en
promedio, al corregir la cobertura por el cumpli-
miento de estándares de calidad, las cifras se redu-
cen en un 50% en perjuicio de la calidad.

En los últimos cinco años se han realizado
evaluaciones periódicas de los compromisos de
gestión suscritos, a través de las cuales la CCSS
puede medir un conjunto amplio de factores de
producción y gestión en los centros de salud
contratados. Dado que se han efectuado

cambios, tanto en la cobertura de los proveedo-
res de servicios evaluados, como en los indicado-
res pactados, no es posible hacer un análisis mi-
nucioso para los cinco años. En este apartado se
sintetizan algunas conclusiones de la evaluación
correspondiente al 2002, en comparación con lo
reportado para el año anterior (CCSS, 2003b).
En el año en estudio, la Dirección de Compra de
Servicios de Salud evaluó 133 centros de salud,
29 hospitales y 104 áreas de salud. En general,
los resultados muestran un leve crecimiento en la
producción de los hospitales (1,6% medido por
unidad de producción hospitalaria, UPH) y en la
cobertura de los principales programas preventi-
vos y curativos de atención integral en el primer
nivel de atención (de 53% a 55%), así como una
reducción de la brecha entre las coberturas tota-
les logradas y aquellas con calidad como ya se
mencionó (CCSS, 2003b).

En el primer nivel de atención mejoraron las
coberturas totales de los programas de atención
de niños menores de 1 año y de 1 a 6 años, así
como las de pacientes crónicos (hipertensos y
diabéticos). En el primer caso las coberturas son
de las más altas entre todos los programas (87%),
pero en pacientes crónicos la base es más bien
modesta (64% para diabéticos y 72% para hiper-
tensos). En términos de cumplimiento de están-
dares de calidad, si bien mejoraron las coberturas
entre el 2001 y el 2002, las brechas respecto a las
coberturas totales persisten en magnitudes preo-
cupantes; por ejemplo, para atención de adultos
con diabetes la cobertura con calidad es del 30%
(11 puntos porcentuales más que en el 2001), y
para hipertensos es de 43% (16 puntos porcen-
tuales más que en el 2001) (CCSS, 2003b).

Al analizar la distribución de las coberturas
por áreas de salud se encuentran problemas de
equidad que es preciso señalar. Por un lado, al
ajustarlas por el cumplimiento de criterios de ca-
lidad, en promedio para el año 2002 las cobertu-
ras de cuatro programas de atención integral
(prenatales, menores de un año, diabéticos e hi-
pertensos) decayeron en un 48%, es decir, que
de las personas que reciben servicios en esos
programas sólo la mitad es atendida según los
criterios de calidad negociados con el comprador.
El programa de atención prenatal muestra la ma-
yor reducción (58,4%), seguido por el de atención
a las personas diabéticas (57,7%). Por otro lado,
estas diferencias en la atención con calidad no se
distribuyen de manera uniforme en el territorio. Al
agrupar las áreas de salud en quintiles, según las
coberturas con calidad logradas, resulta que en el
20% de las áreas de salud que alcanzaron mejor



cobertura con calidad, la población tiene hasta
nueve veces mayor probabilidad de ser atendida
con calidad, que en el 20% de áreas de menores
coberturas. Así, la relación entre el quinto y el pri-
mer quintil es de 8,68 para el programa de aten-
ción de diabéticos, 8,53 para control prenatal, 3,88
para adultos hipertensos y 2 para niños y niñas
menores de un año18.

En el ámbito de la producción hospitalaria
(UPH) cabe destacar un aumento en los servicios
de consulta externa (9%) y una disminución en
el servicio de urgencias (4%). Estos hechos, que
deberán confirmarse con resultados de años
venideros, podrían estar reflejando un esfuerzo
institucional por mejorar la administración de la
atención ambulatoria y las oportunidades de acce-
so de los usuarios a los servicios especializados.

Respecto a la calidad de los servicios en el ter-
cer nivel de atención, dos de los indicadores de de-
sempeño más utilizados son los índices de infeccio-
nes y de mortalidad intrahospitalaria. En el primer
caso, el promedio en el 2002 para los hospitales na-
cionales fue de 1,6%. Aquí no puede dejar de men-
cionarse, sin embargo, la deficiencia en los registros
hospitalarios sobre este tema. Por su parte, la mor-
talidad hospitalaria se ha mantenido estable en los
últimos tres años, en alrededor de un 2,1%.

En cuanto a la gestión de la actividad de los
hospitales, si bien el índice operatorio promedio
es alto (73,3%), preocupa que, del total de pa-
cientes que ingresan para ser operados por la vía
de la consulta externa, sólo el 75,6% se somete
efectivamente a la cirugía, lo que puede reflejar
problemas en la programación de las interven-
ciones, deficiencias en los diagnósticos de refe-
rencia, fallas en los suministros de materiales o
en la calidad de los equipos, entre otros.

Otro indicador relevante de la calidad de la
gestión de los hospitales es el de los tiempos de es-
pera para consulta externa. Además del número de
especialidades con más de 90 días de espera, preo-
cupan las variaciones entre hospitales, hecho que
parece indicar que la complejidad de la especiali-
dad no está relacionada con el problema en cues-
tión. Así por ejemplo, mientras en el hospital San
Juan de Dios la especialidad en consulta externa
con mayor tiempo de espera es Vascular Periférico
(240 días), en el hospital México es Oftalmología
(290 días) y en el hospital Calderón Guardia, Or-
topedia (140 días). En los hospitales regionales y
periféricos también se registran diferencias nota-
bles. Además una importante cantidad de procedi-
mientos diagnósticos en consulta externa tiene en
promedio 6 meses de espera (gastroscopía, ecocar-
diograma, prueba de esfuerzo, ultrasonido gineco-

C A P I T U L O  2 /  E Q U I D A D E I N T E G R A C I O N S O C I A L E S T A D O D E L A N A C I O N 103

lógico, coloscopía y audiometría). Cabe mencionar
que la CCSS tiene dificultades para registrar ade-
cuadamente la magnitud del problema de las listas
de espera, no sólo en cuanto a tiempos promedio
para atención, sino en el número de usuarios que
conforman estas listas. Por ejemplo, en el 2002 la
Unidad Técnica de Listas de Espera (UTLE) reportó
un total de 29.912 pacientes en lista de espera de
acceso a una cirugía electiva o algún procedimiento
ambulatorio, lo que significa una reducción del
36,9% con respecto al año anterior, en tanto que la
SUGESS, para el mismo año, identificó 84.999
pacientes en espera de alguno de esos
procedimientos, lo que implica un aumento del
83,5% con respecto al año 2000 (SUGESS, 2003).

Otro tema importante en el proceso de mo-
dernización es la desconcentración de centros de
salud19, que no avanzó en el 2002, pues se man-
tuvieron los 34 que funcionaban bajo esta moda-
lidad en el 2001. Sin embargo, estos centros des-
concentrados, en conjunto, consumieron el 62%
del gasto total de hospitales y áreas de salud en
el año de estudio. Esta cifra asciende el 77% en
el caso de los hospitales. En general, los estable-
cimientos desconcentrados tienen, desde antes
de efectuarse este proceso, las mejores cobertu-
ras totales y con calidad que estima la evaluación
de los compromisos de gestión. El informe de
evaluación del 2002 señala que, al analizar los
resultados de las áreas desconcentradas en cuan-
to a presupuesto, materiales y suministros y re-
cursos humanos, estos son “bastantes pobres,
con calificaciones promedio ligeramente por en-
cima del 60%, tanto para áreas de salud como
para hospitales” (CCSS, 2003b).

Resultados que apuntan en la misma direc-
ción se desprenden de una encuesta de opinión
que realizó la SUGESS a finales del año 200220,
para conocer la percepción de los cuadros direc-
tivos de los establecimientos de salud descon-
centrados sobre los avances del proceso y sus li-
mitaciones. En relación con los objetivos que
señala la Ley de Desconcentración de los Hospi-
tales Nacionales de la CCSS, la encuesta reflejó
que los avances son modestos, especialmente en
las áreas de gestión de presupuesto y de recursos
humanos (el 60% de este grupo de funcionarios
consideró que la desconcentración ha facilitado
su gestión, mientras que en las jefaturas el por-
centaje es inferior, entre un 45% y un 49%).

Un cuarto aspecto que merece atención en el
contexto de la prestación de servicios de salud es
la compra de servicios a terceros, que se incre-
mentó a una tasa promedio real de 13,9% entre el
2000 y el 2002, aunque en proporción al



sirvan de apoyo a la toma de decisiones y la ren-
dición de cuentas, e insuficiencias en los siste-
mas de control interno. Cabe aclarar que aquí no
se pretende argumentar a favor o en contra del
mecanismo de compra de servicios a terceros, si-
no documentar la insuficiencia de mecanismos
de control que garanticen la correcta utilización
de los fondos públicos y la seguridad de los pa-
cientes21, bajo esta modalidad de prestación de
servicios. Entre los ejemplos de problemas de
control interno también existen otros relaciona-
dos con la contratación administrativa y la falta
de planificación de las actividades mencionadas,
que igualmente redundan en mala utilización de
los fondos públicos. En algunos casos en que la
CGR validó la necesidad de recurrir a la compra
de servicios, no encontró problemas de transpa-
rencia en la utilización de recursos, pero sí seña-
ló deficiencias en la capacidad de ejecución de
los fondos (cuadro 2.9).

presupuesto total representa un monto bajo (2,9%
del presupuesto total del seguro de salud en el
2002). El gasto en este rubro ascendió a 10.050
millones de colones (CCSS, 2003a) en el 2002, un
21% más que el año anterior. Diversos estudios
internos (Auditoría Interna, Informe AO-187-
2002) y externos (CGR, 2002 y 2003), han expre-
sado preocupación por la falta de mecanismos de
control eficientes, tanto de los recursos públicos
utilizados bajo esta modalidad, como de la calidad
de los servicios prestados a los pacientes. Además
de las preocupaciones institucionales, estos temas
han suscitado una amplia cobertura en medios de
comunicación y el estudio en una comisión espe-
cial de investigación de la Asamblea Legislativa.

Las principales debilidades detectadas se pue-
den resumir en tres aspectos: poca claridad en la
normativa legal que sustenta las contrataciones y
discrecionalidad administrativa en su interpreta-
ción; escasez de sistemas de información que
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CUADRO 2.9

Dos estudios de caso sobre los mecanismos de control en la compra de 
servicios externos de la CCSS. 2002

Ejemplo Debilidades

Normativa Sistemas de información Control interno
Prestación de servicios profe-
sionales oftalmológicos y op-
tométricos

Ausencia de un instructivo formal
o de un reglamento, debidamente
aprobado por las autoridades su-
periores de la CCSS, que detalle, al
menos, los roles, procedimientos,
tareas, formularios y sistemas de
información respectivos.

Insuficiencia en la información de
las operaciones y resultados del
programa: falta de certeza sobre
la real prestación de los servicios
contratados, debido a la falta de
adecuados y elementales meca-
nismos de control.

Autorización y pago sin contar
con mecanismos eficaces para
verificar la prestación de los ser-
vicios.
Pagos irregulares por servicios
prestados, a personas cuyo nú-
mero de cédula corresponde a
otras personas.
Detección de omisiones en el sis-
tema de registro de información
presupuestaria.

Tratamientos de radioterapia
con acelerador lineal y bra-
quiterapia

El mecanismo de “ayudas econó-
micas a pacientes”, que es válido
en aquellos casos especiales y
particulares en que la legislación
existente lo permite, se utilizó co-
mo una práctica permanente y
continua.
La situación fue irregular porque:
los asegurados no podían elegir
entre proveedores, no existía tari-
fa de asistencia médica y el mon-
to de ayuda económica cubría to-
do el precio total del servicio.

El paciente no tuvo a su alcance
ningún mecanismo para seleccio-
nar el centro médico adecuado,
ni para saber si el servicio se
prestaba en las mejores condicio-
nes de seguridad y eficiencia, y
por último, no contó con ningún
medio que le garantizara que el
tratamiento se había sujetado a
los normas establecidas para es-
te tipo de procedimientos.

Debilidades en materia de autori-
zación de pagos, control de cali-
dad de servicios prestados, siste-
mas de información y manejo
presupuestario.

Fuente: CGR, 2002.
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Indicadores de calidad 
percibida de los servicios de salud

La amplia cobertura y los buenos resultados
que el país ha logrado obtener en materia de ser-
vicios de salud han hecho que la valoración de
estos no se centre tanto en los procesos de aten-
ción y sus resultados, sino en la satisfacción de los
usuarios y la calidad que ellos perciben de los ser-
vicios que les son ofrecidos. La concepción de ca-
lidad resulta de la comparación que realizan los
usuarios entre las expectativas sobre el servicio que

van a recibir y las percepciones de la actuación
de las organizaciones prestadoras del servicio22.
El cuadro 2.10 resume algunos instrumentos uti-
lizados para captar esas percepciones. 

Acceso al conocimiento 

En esta edición del Informe el acceso a la educa-
ción se analiza tomando en cuenta la cobertura del
sistema educativo en los diferentes niveles, los indica-
dores de eficiencia, las brechas entre distintos sectores
institucionales y la inversión pública en esta materia.

CUADRO 2.10

Instrumentos internos y externos para la medición de la calidad 
de los servicios de salud. 2002

Instrumentos Descripción Valoración

Internos

Externos

Encuestas de satisfacción
de usuarios

La encuesta se aplica una vez que
el usuario ha recibido la atención
médica. Se efectúa tanto en esta-
blecimientos hospitalarios como
en los de atención primaria.

Según la encuesta de satisfacción en consulta externa de agosto del 2001,
hay diferencias importantes por regiones de salud en la satisfacción con res-
pecto a la atención recibida. Mientras en la región Central Sur y en la Hue-
tar Norte el 100% y el 91%, en cada caso, están satisfechos, en la región
Chorotega y en la Huetar Atlántica solamente lo están un 65% y un 66%,
respectivamente.

Indice de calidez humana Indicador que procura monitorear
el trato y la calidez con que fue
atendido el usuario durante la
prestación de servicios de salud.
La percepción proviene de la en-
cuesta de satisfacción aplicada a
una muestra de usuarios23.

La encuesta más reciente se efectuó en octubre del 2002. Los resultados del
índice muestran elevados niveles de satisfacción: en promedio todas las ca-
lificaciones superan el 82%, lo que se considera satisfactorio. La atención
primaria resulta mejor calificada (91,4%) que las de segundo y tercer nivel
(alrededor del 86%). En este último destaca la buena calificación de los hos-
pitales especializados (90%).

Contralorías de servicios Reporte del perfil de quejas
atendidas en las contralorías de
servicios24.

Los servicios de atención directa de personas (hospitalización, consulta ex-
terna, urgencias, odontología, atención primaria y enfermería) son los que
generan la mayor cantidad de quejas (63,4% en 2002). Los principales mo-
tivos de insatisfacción de los usuarios son “inadecuado trato del personal”
y “acceso a citas y tiempos de espera”. En el 2002 estas categorías repre-
sentaron un 63,9%.

Defensoría de los Habi-
tantes

Reporte del perfil de quejas en el
campo de la salud25 atendidas por
la Defensoría.

Las quejas en el campo de la salud representan el 22,2% del total de expe-
dientes abiertos entre mayo del 2002 y abril del 2003. De las 670 denun-
cias recibidas, las prestadoras de los servicios de salud (áreas de salud, clí-
nicas, hospitales y la CCSS) sumaron el 48,8% y el Ministerio de Salud el
51,0%. Entre los derechos vulnerados, un 77% de las denuncias tiene que
ver con la “denegación, deficiencia o mal trato en la prestación del servicio
de salud”.

Fuente: Alfaro, 2003.



primaria sigue mostrando una cobertura alta, ma-
yor al 100%. En el primer ciclo las tasas son de
110,3% (bruta) y 100,3% (neta). No obstante,
conforme se avanza en los ciclos educativos la co-
bertura disminuye. Para el segundo ciclo, la cober-
tura fue del 88,8% (tasa neta de escolaridad) en el
2002. Particularmente crítica, es la disminución de
la cobertura al pasar del segundo al tercer ciclo, y
entre el tercero y cuarto ciclos (cuadro 2.11). 

Por su parte, la tasa neta de escolaridad para se-
cundaria en el 2002 fue de 58,7%: 64,9% para el
tercer ciclo y 36,0% para el cuarto. Pese a su valor,
estas cifras denotan un esfuerzo por aumentar la
cobertura en secundaria, especialmente a partir de
1995, cuando las tasas correspondían a 56,7% en
el tercer ciclo y 30,5% en el cuarto. Dado que las
mayores deficiencias del sistema educativo nacio-
nal se observan en secundaria, no se ha logrado
una cobertura universal de la educación general
básica (hasta tercer año de colegio), pues en el
2002 la tasa neta alcanzó a cerca del 90% de la po-
blación correspondiente.

Cuando se consideran las modalidades alter-
nativas que brindan diversas instancias para que
jóvenes que salen del sistema formal concluyan
la enseñanza básica y el ciclo diversificado,

La principal conclusión es que en el sistema educati-
vo persisten rezagos importantes que afectan las
oportunidades de desarrollo humano de las personas.

Continúan avances en la cobertura del 
sistema formal, pero ésta tiende a disminuir 
conforme se avanza en los ciclos educativos

La capacidad de cobertura del sistema educati-
vo formal para lograr que la población costarricen-
se alcance como mínimo la educación general bá-
sica (eficiencia) y, en especial, que dicha cobertura
abarque a la población en edad para cursar los ni-
veles correspondientes sin rezagos significativos
(eficacia), ha sido tradicionalmente valorada a tra-
vés de los indicadores de tasa bruta de escolaridad
y tasa neta de escolaridad, respectivamente. En el
2002 estas tasas fueron revisadas por el MEP, gra-
cias a la disponibilidad de las nuevas estimaciones
derivadas del Censo de Población del 200026.

Las cifras oficiales evidencian logros significati-
vos en la educación preescolar, tanto en el nivel in-
teractivo II (población de 4,5 a 5,5 años) como en
el de transición (población de 5,5 a 6,5 años), en
los que las tasas netas de cobertura alcanzaron
26,1% y el 86,9% respectivamente. La educación
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CUADRO 2.11

Tasas brutas y netas de escolaridada/ por año, según nivel y ciclo. 1995-2002
(porcentajes)

Nivel y ciclo Tasa bruta de escolaridad Tasa neta de escolaridad
cursado 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Interactivo II 5,1 5,2 5,5 5,6 5,9 6,9 19,8 26,4 4,8 5,1 3,9 5,5 5,8 6,6 19,8 26,1
Transición 69,5 71,5 76,2 81,2 83,6 82,4 87,5 87,8 68,8 70,9 75,7 80,5 82,9 81,6 86,9 86,9

I - IV ciclos 85,1 84,2 84,3 84,0 84,2 85,4 85,8 86,8 79,3 79,3 78,7 78,3 78,4 79,6 80,0 80,6
Educación 
general básica 93,2 92,5 92,5 92,5 92,8 93,8 94,1 95,6 86,3 86,7 85,9 85,7 85,7 86,5 86,8 87,7

Primaria 104,8 104,4 103,5 103,7 104,8 105,3 105,0 104,9 99,8 100,5 98,7 98,5 99,0 99,4 99,2 99,2
I ciclo 113,3 114,6 113,9 113,2 113,2 112,4 111,3 110,3 101,4 103,7 101,6 101,6 101,8 101,7 100,7 100,3
II ciclo 95,7 94,0 93,1 94,2 96,5 98,4 98,9 99,6 85,8 86,5 83,8 84,1 85,4 87,2 88,0 88,8

Secundaria 58,2 56,8 58,4 58,2 58,2 60,9 62,6 65,6 51,4 50,7 51,7 51,9 52,4 55,3 56,7 58,7
III ciclo 67,5 65,9 68,0 68,6 68,2 70,9 72,6 77,2 56,7 56,0 57,6 58,5 58,6 60,9 62,1 64,9
IV ciclo 43,4 42,5 43,5 41,9 41,9 44,4 47,1 48,4 30,5 30,8 31,7 30,1 30,7 33,6 36,4 36,0

a/ Contempla dependencias públicas, privadas y privadas subvencionadas.

Fuente: Departamento de Estadísticas, MEP.
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denominadas “educación abierta”27, las cifras tra-
dicionales de tasa bruta y neta de escolaridad su-
fren modificaciones importantes para el nivel de
secundaria, donde la tasa bruta pasa de 65,6% a
75,4%, y la tasa neta de 58,7% a 63,5% en el
2002. Sin embargo, debido a lo reciente de los
programas, no se cuenta con información suple-
mentaria que permita valorar el cumplimiento de
sus objetivos, tales como cifras de deserción, ren-
dimiento y repetición.

Los indicadores tradicionales de cobertura
pueden complementarse con otros indicadores
de eficiencia y eficacia del sistema como la tasa
específica de escolaridad por edades y la tasa de
idoneidad. La primera refleja el porcentaje de
población de una edad determinada que se en-
cuentra matriculada, respecto a la población to-
tal de esa edad, sin importar el ciclo o nivel cur-
sado, constituyéndose así en un indicador de
eficiencia del sistema para cubrir a la población
de interés. Por su parte, la tasa de idoneidad in-
dica el porcentaje de población matriculada con
la edad oficial para estar en un grado, ciclo o
nivel determinado, respecto a la población total
de esa edad. A diferencia de la tasa neta, la de
idoneidad se considera un mejor indicador de la
eficiencia del sistema para cubrir a la población
en el grado que le corresponde según su edad28.

Los principales hallazgos que estos indicado-
res permiten observar son los siguientes:

■ Con base en las tasas específicas, la cobertura es
alta para las edades de 7 a 12 años (95,9% en el
2002), lo cual es consistente con las cifras de los
indicadores tradicionales; no obstante, la cober-
tura muestra mayores deficiencias en las y los
adolescentes de 16 y 17 años (cuadro 2.12). 

■ A pesar de los esfuerzos de cobertura que se
reflejan también en la tasa de idoneidad, no se
ha logrado que la población en edad para cur-
sar la educación general básica (7 a 15 años) se
mantenga en este nivel; la tasa de idoneidad
correspondiente apenas cubrió al 73,3% en el
2002 (cuadro 2.13).

En cuanto a la cobertura de la educación uni-
versitaria, el país no cuenta con información de
la matrícula en las universidades privadas, sólo
de las estatales, a través de las estadísticas que
periódicamente genera el CONARE. Una forma
de estimar la cobertura es mediante encuestas de
hogares y el reciente censo poblacional. Al con-
siderar la población de 18 a 24 años de edad que
manifiesta asistir a instituciones de educación
parauniversitaria o universitaria, se estima que la

CUADRO 2.12

Tasas específicas de escolaridada/ por año, 
según grupos de edad. 1995-2002

(porcentajes)

Grupos de edadesb/ 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002
7 a 17 77,1 76,2 76,1 74,5 76,5 77,3 77,9 79,0
7 a 15 84,9 84,2 84,2 83,4 84,3 85,4 85,9 87,2
7 a 12 94,6 94,9 93,9 94,1 94,3 94,4 95,0 95,9
7 a 9 96,4 99,7 95,3 96,6 97,1 96,9 96,7 97,6
10 a 12 92,8 90,0 92,5 91,6 91,5 92,0 93,4 94,3
13 a 17 53,3 50,9 52,2 48,8 54,2 56,3 57,2 59,0
13 a 15 63,5 60,6 62,5 60,6 63,9 67,4 68,0 69,9
16 y 17c/ 36,8 35,7 36,3 30,4 38,2 38,2 40,3 42,7
a/ Contempla dependencias públicas, privadas y privadas subvencionadas. A diferencia del MEP, se utiliza la matrícula por edad correspondiente; por

esta razón no coinciden en su totalidad con los cálculos de dicha institución.

b/ La agrupación por edades corresponde a las edades idóneas de los niveles y ciclos: 7 a 17 años en los niveles primario y secundario, 7 a 15 años

en educación general básica, 7 a 12 años en primaria, 7 a 9 años en el primer ciclo, 10 a 12 años en el segundo ciclo, 13 a 17 años en secundaria,

13 a 15 años en el tercer ciclo y 16 a 17 años en el cuarto ciclo.

c/ No contempla la matrícula de estas edades en educación superior, por lo que se estima que las cifras podrían ser superiores en 1 y 1,5 puntos

porcentuales.

Fuente: Ramos y Mora, 2003, a partir de MEP, 2002b.



parte de los hogares y, en caso de deficiencias en
la calidad, esa inversión puede no compensarse
en términos de la movilidad social que histórica-
mente ha otorgado la educación superior. Res-
pecto a esto último, un dato que llama la aten-
ción en las universidades estatales es el aumento
del porcentaje de estudiantes que provienen de
hogares en los que el padre y la madre cuentan
con escolaridad universitaria, contrario a lo que
ocurría en década pasadas, cuando un porcenta-
je significativo de estudiantes procedía de hoga-
res cuyo padres tenían grados de escolaridad me-
nor, lo que convertía a las entidades de
educación superior en un importante mecanis-
mo de movilidad social (gráfico 2.4). 

Deserción, bajo rendimiento y 
alta repitencia, especialmente en secundaria

Pese al esfuerzo de cobertura, el sistema edu-
cativo enfrenta problemas que se reflejan en las
tasas de desescolarización y repitencia (ya sea
por abandono escolar o por exclusión del siste-
ma), especialmente en el nivel de la secundaria
(cuadro 2.14)

En primaria, el porcentaje de deserción intra-
anual en los últimos ocho años ha sufrido oscila-
ciones de entre el 4% y el 5%. Estos valores son
significativamente inferiores a los observados en
secundaria, pues en este nivel el porcentaje de
deserción intra-anual en la mayoría de los años
considerados ha sido tres veces mayor. No obs-
tante, debe resaltarse la disminución del indica-
dor entre 1995 y el 2002, en secundaria en
general. Los centros académicos diurnos, los de

cobertura29 en el año 2000 se duplicó con res-
pecto a 1985. Datos recientes muestran que ac-
tualmente cerca de un 3% de la población en esa
edad está estudiando en un establecimiento pa-
rauniversitario y un 26% en uno universitario.

Este aumento en la cobertura está asociado a
la acelerada expansión de las universidades pri-
vadas, sobre todo en el período 1994-2000. En
1990 funcionaban 8 universidades privadas; pa-
ra 1995 estas habían aumentado a 24 y a 50 en
el año 2000. Esto puede haber provocado un
crecimiento en la matrícula total30, considerando
el hecho de que las universidades estatales cuen-
tan con un nivel de escala de atención de matrí-
cula limitado, por su condición de entidades pú-
blicas sujetas a restricciones presupuestarias, y
tomando en cuenta que, para el 2002, el porcen-
taje de diplomas otorgados por universidades
privadas fue del 60%, en comparación con
22,4% en 1990. 

El auge del sistema privado universitario no
ha sido acompañado con un marco de regulación
y vigilancia de la calidad académica. Ante el rá-
pido crecimiento de la matrícula y la oferta de
profesionales universitarios, se hace necesario
consolidar mecanismos que aseguren la calidad
académica de los programas que brindan las ins-
tituciones de educación superior: Existen cerca
de 1.700 opciones de programas académicos que
brindan las 54 universidades privadas y estatales,
y tan sólo 9 han podido ser acreditadas por me-
dio del Sistema Nacional de Acreditación de la
Educación Superior (SINAES). 

La expansión debe ser continuamente evaluada,
porque representa también una fuerte inversión por
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CUADRO 2.13

Tasas de idoneidad por años, según nivel y ciclo cursadoa/. 1995-2002
(porcentajes)

Nivel y ciclo cursado 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002
Total primaria 82,5 84,7 81,2 80,9 82,6 84,2 84,2 84,4
I ciclo 90,2 93,8 91,5 90,5 92,3 93,3 92,5 92,0
II ciclo 74,2 75,5 70,8 71,4 72,9 75,3 76,2 77,0

Total secundaria 37,6 37,2 38,2 38,8 39,1 41,5 42,6 43,1
III ciclo 44,7 44,0 45,6 47,2 47,0 48,9 49,6 51,3
IV ciclo (educación diversificada) 26,1 26,4 26,7 25,7 26,1 29,3 31,6 31,1

Educación general básica 70,7 72,1 70,1 70,2 70,9 72,4 72,6 73,3

a/ Contempla dependencias públicas, privadas y privadas subvencionadas.

Fuente: Mora y Ramos, 2003, a partir de MEP, 2002b.
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mayor peso en este nivel educativo, también
muestran una tendencia hacia valores más bajos
y aunque este es un logro importante, el porcen-
taje del 2002 (10,5%) es similar a la cifra de de-
serción de 1990 (10,3%).

El abandono escolar en la población adoles-
cente, sobre todo en edades de 13 a 16 años, se
produce por diversos factores, tanto propios del
estudiante -económicos, familiares, sociales-
como del sistema educativo. Estudios realizados
por el Departamento de Investigación Educativa
del MEP con estudiantes expulsados del sistema,
han permitido identificar algunos de ellos: cerca
del 43% de quienes abandonan el sistema esco-
lar trabaja y desempeña puestos variados, de ba-
ja remuneración y poca estabilidad y pertenece a
hogares con bajo nivel de escolaridad de los pa-
dres. En cuanto a factores del sistema educativo
se señalan: inadecuada estructuración de los pla-
nes curriculares por grados y niveles, desigual
carga académica por materia, falta de capacita-
ción de los docentes, poca disponibilidad de ma-
teriales y recursos didácticos en el aula, escasa

asesoría a los estudiantes, falta de talleres,
laboratorios y bibliotecas, ausentismo de los do-
centes y desconocimiento de técnicas de estudio
y metodologías de trabajo en el aula (MEP,
2002a).

En cuanto a la repitencia, en el 2002 se logró
una reducción del 0,8% respecto al año anterior en
primaria, donde ese indicador registró un 7,6%.
Este valor es especialmente relevante si se conside-
ra el costo de esa repitencia, el cual se estima que
representa cerca de un 6,8% del presupuesto total
de primaria para el 2002 (Rolla et al, 2003)31. El
mayor porcentaje de repitencia se dio en el primer
grado, donde alcanzó un 14% en el año estudiado. 

Si bien es cierto que las causas de repitencia
en primer grado pueden ser de diversa índole y
complejidad (de tipo familiar, escolar y docente,
entre otros), el avance de una investigación en
curso indica que, de los casos analizados, “los re-
pitentes alcanzaron puntuaciones significativa-
mente más bajas en todas las destrezas de lectu-
ra en comparación con los que no repiten. Esto
señala una estrecha relación entre las dificultades
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Tanto en primaria como en secundaria el menor
porcentaje de aprobación corresponde a Mate-
máticas, 93,4% y 75,1%, respectivamente32. En
secundaria, las otras materias que presentan me-
nores niveles de aprobación en las pruebas de
bachillerato son Física, Biología e Inglés, lo que
denota dificultades en el campo científico y en
lengua extranjera, áreas valoradas como esencia-
les en la formación para el mundo del trabajo
(Mora y Ramos, 2003).

Otro modo de medir el rendimiento del siste-
ma educativo es a través del seguimiento de co-
hortes, que requiere información de períodos re-
lativamente largos. Con este análisis se pueden
determinar aspectos como el promedio de años
de graduación en el tiempo óptimo o más allá del
óptimo, la incidencia de la repetición y la deser-
ción sobre la eficiencia del sistema y el grado
promedio de escolaridad que alcanza la pobla-
ción desescolarizada, entre otros. Esto permite
analizar cada ciclo, pero también mantener una
visión de conjunto de todo el sistema educativo.
Tomando la información disponible de las co-
hortes de 1987 a 1999, se obtienen hallazgos im-
portantes:

■ Existen notables diferencias en la eficiencia del
sistema entre los niveles primario y secunda-
rio. Por ejemplo, en la cohorte de 1999 el por-
centaje de estudiantes que terminaron en
tiempo óptimo33 fue de 49,3% en primaria y
32,5% en secundaria (cuadro 2.15). 

en la lectura y la repitencia en primer grado”
(Rolla et al, 2003). Este es un hallazgo interesan-
te, que plantea al esfuerzo de cobertura en prees-
colar, la tarea de revisar y diseñar políticas para
el desarrollo de las destrezas de lectura en los ni-
ños y niñas, a fin de prevenir este problema en
primaria, lo cual requiere consolidar y fortalecer
la articulación entre ambos niveles educativos.

En el 2002 el porcentaje de repitentes en secun-
daria fue de 10,2%, valor superior al del año ante-
rior (9,2%) y con una distancia importante respecto
al obtenido en primaria. Los mayores porcentajes en
secundaria se observan en sétimo y décimo año, lo
que evidencia la vulnerabilidad del sistema en el pa-
so de un ciclo educativo a otro. Entre las direcciones
regionales del MEP, un estudio revela que Desampa-
rados, Limón y Puntarenas son las que muestran
mayores problemas asociados a repitencia y deser-
ción en secundaria (Mora y Ramos, 2003).

La aprobación también es menos favorable en
secundaria. En el 2002, de un total de 512.609
alumnos de primero y segundo ciclos, el 85%
aprobó, un 9% fue aplazado y un 6% reprobó, en
tanto que en secundaria, de 222.403 estudiantes,
el 54,6% aprobó, un 33% resultó aplazado y un
12,4% reprobó. El rendimiento diferenciado por
niveles también se visualiza en la aprobación de
las pruebas que se presentan en el último año del
ciclo, es decir, sexto grado en primaria, noveno
año (fin de tercer ciclo) y bachillerato. En el
2002 la aprobación general de sexto grado fue de
96,8%, mientras en undécimo fue de 90,4%.
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CUADRO 2.14

Porcentaje de deserción intra-anual en educación regulara/

por año, según nivel educativo. 1995-2002

Nivel educativo 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002
Educación primaria 5,0 4,5 4,5 4,9 4,4 4,1 4,5 4,0

I ciclo 5,7 5,1 5,1 5,4 5,0 4,5 5,0 4,2
II ciclo 4,2 3,8 4,3 3,6 3,6 3,6 4,0 3,7

Escuelas nocturnas 24,5 24,4 31,9 20,2 30,1 23,8 34,0 32,9

Educación secundaria 16,1 13,7 13,7 13,7 11,3 11,9 12,4 12,0
Académica diurna 12,3 11,1 10,6 10,5 9,1 10,1 11,2 10,5
Técnica diurna 14,1 10,9 11,5 12,2 9,9 10,5 11,5 12,0
Académica nocturna 37,6 32,5 36,2 37,1 31,2 28,8 23,6 23,2
Técnica nocturna 22,3 19,2 25,6 22,3 18,1 12,4 21,1 14,4

a/ Contempla dependencias públicas, privadas y privadas subvencionadas.

Fuente: Ramos y Mora, 2003, a partir de MEP.



■ El tiempo promedio para que un estudiante se
gradúe fue un 26,8% más alto de lo estipulado
en primaria, 65,2% superior en secundaria
académica y un 39% mayor en secundaria téc-
nica, para las cohortes de 1999.

■ El nivel de graduación en secundaria, en la co-
horte de 1999, fue de 63,4%. En ese mismo año
otros sistemas educativos, como los de los países
de la OCDE, en promedio, alcanzaron el 79%.

■ La cohorte con el mayor promedio de tiempo
de graduación fue la de 1993 en primaria y la
de 1995 en secundaria, tanto técnica como
académica. En secundaria esto representó cer-
ca del doble del tiempo óptimo.

■ Tanto en primaria como en secundaria, las
cohortes más recientes presentan mejores
rendimientos en contraste con las más

antiguas, lo cual evidencia resultados positivos
en los esfuerzos del sistema por retener a la
población y disminuir la repitencia. No
obstante, debe considerarse que, entre 1991 y
1995, las cohortes en secundaria tuvieron un
pobre desempeño respecto a las anteriores.

■ La eficiencia del sistema en secundaria técnica
es mayor que la eficiencia de la secundaria aca-
démica 

Por otra parte, de acuerdo con las estadísticas
del MEP correspondientes a las cohortes de 1987,
1990 y 1999, menos de un 40% de los niños y ni-
ñas que iniciaron el primer año de primaria logran
o lograrán completar la secundaria. En la cohorte
de 1987, sólo un 23% de las y los  alumnos que in-
gresaron a primer año consiguió terminar la secun-
daria, y se estima que lo mismo hará un 29% de la
cohorte de 1990, y un 38% de la de 1999.
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CUADRO 2.15

Eficiencia interna en primaria y secundariaa/, medida a través de 
cohortes escolares reconstruidas. 1987-1999 

Indicadores 1987 1988 1989 1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999

Primaria
Estudiantes que terminan 
en tiempo óptimo (%) 40,6 42,3 43,8 44,6 44,7 43,6 40,3 40,6 42,6 45,6 47,5 48,8 49,3
Tiempo promedio para que 
un estudiante se gradúe (años) 7,82 7,77 7,73 7,75 7,75 7,86 8,05 7,93 7,82 7,71 7,65 7,62 7,61
Eficiencia del sistemab/ 0,77 0,77 0,78 0,77 0,77 0,76 0,75 0,76 0,77 0,78 0,78 0,79 0,79

Secundaria
Estudiantes que terminan en 
tiempo óptimo (secundaria total) (%) 21,6 22,5 23,6 23,0 21,3 19,4 18,5 16,9 15,8 25,5 26,9 29,6 32,5

En secundaria académica 16,3 17,4 18,0 18,2 16,7 15,6 14,9 13,6 12,7 19,8 20,9 23,0 25,2
En secundaria técnica 5,3 5,1 5,6 4,8 4,6 3,8 3,6 3,3 3,1 5,7 6,0 6,6 7,3

Tiempo promedio para que un 
estudiante se gradúe en 
secundaria académica (años) 10,12 9,97 10,08 10,43 10,99 11,31 11,58 11,95 12,17 9,04 8,77 8,48 8,26
Tiempo promedio para que 
estudiante se gradúe en 
secundaria técnica (años) 7,58 7,84 8,24 9,20 10,06 10,52 10,74 11,21 11,46 8,69 8,68 8,44 8,34
Eficiencia del sistema en 
secundaria académicab/ 0,49 0,50 0,50 0,48 0,45 0,44 0,43 0,42 0,41 0,55 0,57 0,59 0,61
Eficiencia del sistema en 
secundaria técnicab/ 0,79 0,77 0,73 0,65 0,60 0,57 0,56 0,54 0,52 0,69 0,69 0,71 0,72

a/ Las cohortes de 1987-1995 incluyen horario nocturno y diurno; las de 1996-1999 sólo diurno.

b/  Este indicador puede alcanzar un valor máximo de 1 (caso óptimo)

Fuente: Mora y Ramos, 2003, a partir de MEP, 2000.



Rezago en el perfil de 
escolaridad de la población de 15 a 49 años 

Los efectos de los rezagos en la cobertura
educativa tienden a reflejarse de manera especial
en el perfil de escolaridad de las poblaciones ju-
veniles y adultas (cuadro 2.16).

En el 2002, al considerar la población de en-
tre 15 y 17 años de edad, que se esperaría tuvie-
ra niveles de escolaridad cercanos al final del ter-
cer ciclo o a algún nivel del ciclo diversificado, se
observó que cerca de 3 de cada 10 jóvenes de

Al considerar la finalización del noveno año
(conclusión de la educación general básica), se
tiene que, en la cohorte de 1987, sólo un 39% de
los estudiantes que ingresaron a primer año de
primaria logró finalizar hasta el noveno año de
secundaria, así como el 38% en la cohorte de
1990, y se estima que el 50% de la cohorte de
1999 lo conseguirá. El promedio de años de es-
colaridad de la población que abandona o es ex-
cluida del sistema es menor a siete años, lo cual
indica que, en promedio, no terminan el sétimo
año de secundaria (Mora y Ramos, 2003).
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RECUADRO 2.6

Existen dos tipos de rezagos en la cobertura de la
educación secundaria. Por un lado se encuentran las y los
jóvenes que están dentro del sistema, pero en un grado
que no corresponde a su edad y, por otro, hay un grupo
de jóvenes que no están asistiendo a la educación
formal. El aumento de la cobertura en secundaria pasa
entonces por acciones en el nivel primario.

En el corto plazo, el aumento de la cobertura
depende de aquellos jóvenes que son “incorporables”
al nivel secundario, es decir, aquellos jóvenes que
lograron completar al menos la educación primaria.
Entre ellos se pueden distinguir dos grupos. El primer
grupo, de los denominados “recuperables fáciles”,
corresponde a aquellos estudiantes de reciente
deserción y su análisis se aproxima por medio de la
información de los jóvenes de 12 y 13 años que han
completado la primaria y los de 13 años en adelante
que tienen al menos un año de secundaria aprobado.
El segundo grupo, de los “recuperables difíciles” está
compuesto por aquellos que sólo completaron la
primaria y empiezan a “envejecer”, con 14 años o más
de edad. Sin tener en cuenta las razones específicas de
la deserción, se puede estimar la recuperación máxima
o potencial.

La atracción de los recuperables fáciles ampliaría la
tasa de asistencia neta en secundaria del 50% al 57%
para la población de 12 a 18 años (37.000 jóvenes) y del
61% al 66% para el grupo de 13 a 17 años (21.000
personas). La recuperación de todos los “incorporables”
elevaría la tasa neta de asistencia al 69% para el grupo
de 12 a 18 años (113.000 jóvenes) y al 79% para la
población de 13 a 17 años (78.000 jóvenes).

Estimada la población por atender, el paso siguiente
es determinar el costo de ese esfuerzo. Para ello se ha
considerado la atención tradicional, sin agregados
tecnológicos y sin tomar en cuenta opciones de menor
costo y menor calidad (educación abierta). En el 2002,
el MEP determinó el costo directo de atención de un
estudiante de secundaria en 277.110 colones, a los
cuales habría que agregar el costo de infraestructura y
el equipamiento necesario. Realizar un cálculo preciso
de este costo escapa a las posibilidades de este
trabajo, por lo que se utilizan las estimaciones de
Labarca (1995); según este autor, la ampliación de la
cobertura requiere un costo de inversión del 10% del
costo directo de atención de un estudiante en
secundaria en situaciones de ampliación moderada, y
del 20% si se expande fuertemente la cobertura. Aquí
se ha empleado un valor intermedio del 15% del costo
directo en colones (318.677 colones). Por otra parte,
dado que se trata de una población difícil de atraer, por
lo dispersa, rural, pobre, etc., se deben contemplar los
incentivos tradicionales para atraerlos y retenerlos en
el sistema educativo: alimentación, transporte y becas.
Esto eleva la inversión anual a 766.235 colones por
estudiante. Con este estimado, la ampliación de la
cobertura de la población de 12 a 18 años costaría el
equivalente a entre un 8% y un 26% del presupuesto
del MEP para el año 2003, mientras que si el énfasis se
pone en los jóvenes de entre 13 y 17 años, el
incremento presupuestario oscilaría entre un 5% y un
18%.

Fuente: Trejos, 2003.

¿Cuánto cuesta aumentar la cobertura en secundaria?: 
un ejercicio de aproximación



C A P I T U L O  2 /  E Q U I D A D E I N T E G R A C I O N S O C I A L E S T A D O D E L A N A C I O N 113

zonas urbanas tenían apenas algún grado de pri-
maria, proporción que en las zonas rurales as-
ciende a 1 de cada 2 jóvenes. Para quienes pro-
venían del área urbana, casi un 20% se había
asegurado algún nivel de escolaridad en educa-
ción diversificada, en contraste con sólo cerca de
un 10% en el área rural.

Estas diferencias se marcan también en la
población de 18 a 24 años, cuyo nivel de esco-
laridad esperado es cercano a secundaria com-
pleta y algún grado de formación post-secunda-
ria. En la zona rural más de la mitad de los
jóvenes en estas edades cuenta únicamente con
algún grado de primaria, mientras que en la zo-
na urbana esta relación equivale a 1 de cada 4
jóvenes.

El rezago educativo se presenta, asimismo, en
los grupos de edad de 25 a 49 años: más de dos
terceras partes de esta población en la zona rural
apenas cuentan con seis o menos años de escolari-
dad. En cambio, el perfil observado en la zona ur-
bana indica que menos de un tercio muestra estos
bajos niveles de escolaridad. Si se considera al me-
nos algún grado de educación diversificada, cerca
de un 20% de las personas que residen en la zona
urbana lo ha logrado, mientras que en la zona ru-
ral tan sólo un 10% de la población adulta lo ha al-
canzado (Mora y Ramos, 2003).

El perfil de escolaridad de la población
adulta costarricense es más bajo que el de otros
países. En Costa Rica, cerca de un 30% de los
distintos grupos de población entre los 25 y 49
años muestra al menos algún nivel de educa-
ción diversificada de secundaria, en tanto que
en los países de la OCDE un poco más de las
dos terceras partes de estas poblaciones han
completado la secundaria superior. Naciones
como Estados Unidos, Suecia, Noruega, Repú-
blica Checa, República Eslovaca, Canadá, Ale-
mania y Japón se encuentran en el límite supe-
rior, pues en ellas más del 80% de la población
adulta cuenta al menos con la secundaria supe-
rior. En los límites inferiores se ubican España,
Turquía, México y Portugal, con un perfil muy
similar al costarricense.

El balance educacional plantea un doble reto:
por un lado, se debe alcanzar y consolidar la co-
bertura universal de la educación básica hasta se-
cundaria, para las actuales y futuras generaciones
y, por otro, es necesario “recuperar” a la pobla-
ción adulta que ha quedado al margen de la for-
mación básica y secundaria.

Los rezagos educativos inciden en las posibi-
lidades de movilidad social futura y en el bienes-
tar económico presente. Al contrastar el nivel de
ingreso promedio mensual de la ocupación

CUADRO 2.16

Distribución relativa de la población de 15 a 49 años por 
grupos de edad, según años de escolaridad y zona. 2002

Años de escolaridad y zona Grupos de edad
15 a 17 18 a 24 25 a 29 30 a 39 40 a 49

años años años años años

Urbana
Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
0 a 6 años de escolaridad 27,7 25,2 32,2 31,3 34,9
7 a 9 años de escolaridad 52,3 19,8 17,7 17,9 17,0
10 a 11 años de escolaridad 19,3 28,3 19,7 22,3 21,9
Más de 11 años de de escolaridad 0,3 26,0 29,7 27,8 25,0
Ignorado 0,4 0,7 0,6 0,7 1,3
Rural
Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
0 a 6 años de escolaridad 53,4 55,7 64,0 66,9 69,9
7 a 9 años de escolaridad 37,5 18,4 14,2 13,0 10,9
10 a 11 años de escolaridad 9,1 16,6 10,6 10,6 9,8
Más de 11 años de escolaridad 0,0 8,9 10,9 9,0 8,7
Ignorado 0,0 0,4 0,3 0,5 0,7

Fuente: Mora y Ramos, 2003, a partir de EHPM, INEC.



tratarse de ocupaciones con menores niveles de
calificación. En este sentido, este grupo ha que-
dado más expuesto a la amenaza de la pobreza.
En síntesis, menores niveles de instrucción dis-
minuyen la probabilidad de enfrentar la pobreza,
en tanto que, si aumentan los niveles de escola-
ridad, se incrementa el logro educativo como
factor de movilidad social. 

Persisten brechas entre escuelas públicas y privadas 

Los niveles de repitencia y desescolarización
antes evaluados muestran disparidades al consi-
derar el tipo de centro educativo. En el 2002 el
porcentaje de repitencia en escuelas públicas fue
7,3 veces más alto que el observado en las escue-
las privadas (incluidas las privadas subvenciona-
das). Aunque la proporción es más alta en secun-
daria (10,2% frente a 7,6% en primaria), la
relación de repitencia pública y privada es menor
que la registrada en primaria (3,8%). Esta dife-
rencia se explica tanto por la alta repitencia en
escuelas públicas, como por una mayor repiten-
cia en secundaria privada.

En términos de la desescolarización, los cen-
tros primarios públicos presentaron en el 2002
un porcentaje de deserción intra-anual cuatro ve-
ces mayor que el de los privados, pero la relación
en secundaria es bastante más alta: siete veces
más en colegios públicos que en los privados. Es-
tos indicadores dan cuenta de que la primaria
pública logra retener en mayor medida a la po-
blación escolar, aun con altos niveles de repiten-
cia, en tanto que en la secundaria pública la po-
blación estudiantil opta más por salir o ser
excluida del sistema antes que repetir, lo que
constituye un factor por considerar en los esfuer-
zos para aumentar la cobertura en secundaria y
mejorar su eficacia.

Las brechas entre centros privados y públicos
en lo que concierne a porcentajes de aprobación
de las pruebas nacionales no son tan marcadas
como en los otros indicadores. En el 2002 la re-
lación en la aprobación privada-pública fue de
1,03 en las pruebas de sexto grado y de 1,42 en
las de bachillerato, lo cual indica un éxito mayor
en las entidades privadas, especialmente en se-
cundaria. 

Respecto a las diferencias urbano-rurales, en
este Informe se destaca la situación de las escue-
las unidocentes, ubicadas mayoritariamente en
las zonas rurales. Estos centros educativos fueron
creados en la década de los setenta, en un esfuer-
zo por permitir el acceso a la educación formal a
niños y niñas que de otra manera no habrían

principal de la población empleada de 18 años y
más con su nivel de escolaridad, se percibe una
relación directa entre ambas variables, que se
mantiene tanto en la zona urbana como en la ru-
ral34. Además se observa un diferencial de ingre-
so importante entre el nivel educativo diversifi-
cado y el nivel de educación post-secundario.
Los datos muestran que existe un ingreso prome-
dio mayor en la zona urbana que en la rural35. 

Al considerar el período 1997-2002 se nota
un vínculo directo entre el tipo de trabajo reali-
zado y el nivel de escolaridad. Entre los jóvenes
que no alcanzaron algún grado de educación y
alguno de educación general básica, la mayoría
(más del 95%) se ubicaba en las categorías ocu-
pacionales de más baja calificación o semi-califi-
cadas. Entre los que lograron algún grado de
educación diversificada un 15% se desempeñaba
en ocupaciones profesionales, y en el caso de
aquellos que contaban con algún nivel de estu-
dios superiores, más del 66% logró ubicarse en
ocupaciones de carácter profesional. Estos datos
indican que contar sólo con la educación general
básica no garantiza mejores opciones de inser-
ción laboral. En términos de zona de proceden-
cia, se tiene que en las áreas rurales predominan
los ocupados en categorías de trabajo de menor
calificación, respecto a las áreas urbanas

En cuanto a la relación entre escolaridad y
desempleo, considerando siempre el período
1997-2002, se observa que entre los desemplea-
dos mayores de 18 años un mayor porcentaje te-
nía bajos niveles de escolaridad, usualmente al-
gún grado de educación general básica. En este
sentido, es claro que el rezago estructural educa-
tivo deja con menos opciones a personas que no
logran finalizar la secundaria. Esta relación se
presenta tanto en hombres como en mujeres,
aunque en el 2002 aumentó el porcentaje de mu-
jeres desempleadas con escolaridad de cuarto ci-
clo y superior respecto a 1997. Por zona de pro-
cedencia se observa que en la rural el mayor
porcentaje de desempleados corresponde a per-
sonas sin instrucción o con algún grado de edu-
cación general básica. Esto puede estar ligado a
opciones laborales mayormente vinculadas con
el sector primario (agropecuario), que tiende a
verse más afectado por la situación económica
que las actividades de manufactura y servicios.
Entre 1997 y 2002 descendió el porcentaje de
desempleados que contaban con niveles de esco-
laridad de cuarto ciclo y superior, tanto para zo-
na urbana como para rural, lo que afectó negati-
vamente a aquellos cuya escolaridad no superaba
el tercer ciclo de secundaria, posiblemente por
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podido hacerlo. En el año 2002, de las 3.904 es-
cuelas públicas existentes, el 44,9% era unido-
cente y absorbía el 8% de la matrícula total del
país. La mayoría de las y los alumnos de estos es-
tablecimientos proviene de hogares en los que
los padres y madres se dedican a actividades pro-
ductivas relacionadas con la agricultura, la pesca
y la ganadería, entre otras (Alvarado, 2002).

Al examinar algunos indicadores de calidad se
observa que existen brechas importantes entre la
población cubierta por estos centros y el resto de
las escuelas del sistema. Según el Informe Anual
del MEP, las escuelas unidocentes presentan los
rendimientos educativos más bajos. Adicional-
mente, en los últimos ocho años su nivel promedio
de desescolarización se ha ubicado en 6,3%, el de
repitencia en 11,7%, el de reprobación en 10,8% y
el de aprobación en 81,2%, cifras superiores al
promedio nacional de primaria. Las escuelas uni-
docentes son atendidas por uno o dos maestros o
maestras, quienes brindan atención en todos los
niveles de primaria con una matrícula reducida, de
entre 1 y 50 alumnos. La importancia de estos cen-
tros educativos varía según la Dirección Regional
de que se trate, y en estrecha relación con el grado
de urbanización del área de cobertura, así como
con su extensión. En Nicoya, las escuelas unido-
centes absorben el 29,5% de la matrícula; le siguen
las direcciones de Coto (25,5%), Upala (25,3%),
Pérez Zeledón (20,3%), Turrialba (19,8%) y Cañas
(19,4%). Además de los menores niveles de rendi-
miento educativo, en los centros unidocentes la
jornada escolar es más corta. En un año escolar de
200 días lectivos, un alumno de escuela unidocen-
te recibe 240 lecciones académicas menos que los
estudiantes del resto del país en Español, Matemá-
ticas y Ciencias (80 de cada materia, que represen-
tan entre el 20% y el 50% menos con respecto a las
escuelas urbanas), 400 menos en asignaturas com-
plementarias (100% menos) y 80 menos en Len-
gua Extranjera (100% menos). A pesar de esta di-
ferencia en el número de lecciones, el maestro de
escuela unidocente debe desarrollar todos los con-
tenidos de los diferentes programas de estudio. 

Por otra parte, al estar ubicadas en poblaciones
rurales dispersas, estas escuelas tienen poco o nin-
gún acceso a materiales actualizados y a los nuevos
avances en la comunicación y la tecnología, y en-
frentan limitaciones de infraestructura, recursos y
mobiliario que obstaculizan el desarrollo de un
proceso de enseñanza y aprendizaje efectivo.

Aunque su matrícula representa un 8% del
total nacional, las escuelas unidocentes son una
herramienta fundamental para aumentar la co-
bertura de la educación en zonas alejadas. Sin

embargo, la equidad, tanto en el acceso como en
la calidad de la educación para estas poblaciones
rurales, constituye un reto permanente. En este
aspecto debe considerarse que las áreas con ma-
yor número de centros unidocentes coinciden
significativamente con aquellas donde hay ma-
yor porcentaje de hogares afectados por caren-
cias críticas36. En el mapa 2.2 se aprecia la distri-
bución geográfica según el número de escuelas
unidocentes.

Impulsar acciones y esfuerzos sostenidos pa-
ra el cierre de brechas entre las escuelas unido-
centes y el resto de los centros educativos del
país es un desafío nacional. En esta línea, en el
2002 el MEP nombró un maestro de apoyo en
cada una de las 631 escuelas unidocentes cuya
matrícula era mayor a 31 alumnos y menor a 50
alumnos, con el fin de equiparar su jornada es-
colar con las de establecimientos urbanos.

Inversión pública en educación

En los últimos doce años el Estado logró au-
mentar su aporte a la educación formal, al pasar
de un 3,6% del PIB en 1990, a un 4,8% del PIB
en el 2001. Este esfuerzo se hizo más visible a
partir de 1996, como resultado de una mayor
contribución estatal a la educación primaria y se-
cundaria. Al comparar este nivel de inversión
con el de otros sistemas educativos del mundo,
se observa que el gasto público en educación de
los países de la OCDE es mayor al costarricense,
tanto en términos globales como en los diferen-
tes niveles de enseñanza. En el límite superior se
encuentran países como Noruega, Suiza, Dina-
marca y Austria, que destinan más de un 6% del
PIB a la educación pública. Otras naciones no per-
tenecientes a la OCDE, como Israel, Zimbabwe,
Túnez y Jamaica, también muestran niveles de in-
versión en educación superiores al costarricense
(Mora y Ramos, 2003).

Entre 1990 y 2002 se modificó la estructura de
la inversión pública en educación; la enseñanza
primaria es la que tiene un mayor peso relativo. A
principios de los años noventa la inversión en la
educación preescolar, primaria, secundaria y edu-
cación especial representaba cerca de dos terceras
partes de la inversión total en educación pública,
mientras que en el cuatrienio 1997-2001 llegó a
representar el 76%. Lo contrario, entonces, ha su-
cedido con la inversión en la educación superior37:
su importancia se redujo en 12,8 puntos porcen-
tuales entre 1990 y 2001 (para efectos de la infor-
mación que aquí se comenta corresponde en su
mayoría a universidades estatales) (cuadro 2.17). 



en buen estado, situación que debe destacarse,
ya que guarda relación con la voluntad de au-
mentar la cobertura en este nivel. Sin embargo,
resulta negativo el aumento del 80% en aulas en
condiciones regulares entre 1997 y 2002.

En el 2002 funcionaban 2.713 centros con
servicio de comedor, de los cuales, a criterio de
los directores, 958 se encontraban en estado re-
gular. Por otro lado, 607 directores de escuela
han planteado necesidades de servicios de come-
dor, que representan un 27% más respecto de lo
solicitado en 1997. En secundaria se presenta un
aumento general en el déficit de mobiliario bási-
co e infraestructura, especialmente en aulas. En
cuanto a tecnologías de información y bibliote-
cas, el número de centros de informática en buen

A pesar del aumento en la inversión, persis-
ten notables déficit en infraestructura. La única
medición regular en esta materia es la encuesta
anual que realiza el MEP a directores de escuelas
y colegios38. La información disponible para los
años 1997 y 2002 indica que en los centros edu-
cativos de primaria existe un déficit generalizado
en los componentes de infraestructura y mobilia-
rios básicos, aunque se distingue el faltante, de
casi un 60%, de aulas para materias especiales
(Música y Artes Plásticas, entre otras), seguido
por la reducción en la disponibilidad de este ti-
po de aulas, en un 2,5%. 

En el nivel preescolar las necesidades adicio-
nales y de reposición de aulas aumentaron un
71%, pero a la vez se duplicó el número de aulas
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Costa Rica: porcentaje de escuelas unidocentes por distrito. 2002

Fuente: Elaboración propia con base en cifras del MEP, 2002.

MAPA 2.2



estado más que se duplicó. Sin embargo, a juicio
de los directores el aumento de los centros en
“estado regular” implica que estos recursos de-
mandan inversiones permanentes para dar man-
tenimiento, renovar equipos y adquirir software.
Las necesidades de centros de informática adi-
cionales y reposiciones aumentaron en un 72%.
En bibliotecas, el déficit (747) casi duplica en
términos absolutos a las que están en funciona-
miento (433), lo cual indica que no toda la po-
blación infantil cuenta con medios para obtener
literatura y bibliografía en los centros educativos
públicos. Tanto en secundaria como en primaria
destaca el acondicionamiento de infraestructura
en centros de informática y bibliotecas, pero
también aumentó el número de estos recursos en
condiciones menos aceptables, lo mismo que las
necesidades adicionales, en más de un 100% pa-
ra ambos tipos de recursos. 

En general, las instituciones de educación
pública cuentan con una mayor disponibilidad
de servicios de apoyo educativo, de comedor y
de salud, en comparación con las instituciones
privadas y semioficiales, pero no sucede lo mis-
mo en el caso de los servicios de Internet y los la-
boratorios de informática, que abren una oportu-
nidad pedagógica novedosa. Si bien los niveles
de matrícula que manejan las instituciones priva-
das y semioficiales son menores que los de las
públicas, las primeras tienen un mayor acceso a
estos recursos “no tradicionales” para su pobla-
ción, lo cual crea una distancia con respecto a las
segundas. Esta brecha digital se manifiesta tanto en
la educación primaria como en la secundaria. En
este contexto, un esfuerzo importante por dismi-
nuir la brecha es el Programa Nacional de Informá-
tica Educativa, de la Fundación Omar Dengo, que
permite una mayor cobertura de este tipo de me-
dios entre la población infantil y adolescente. En el

2002 este programa benefició al 49% del total de
matriculados en educación primaria, con mayor
énfasis de cobertura en la zona urbana39 (26,7% en
zona rural, 48,6% en zona urbana y 26,7% en zo-
na mixta) (Mora y Ramos, 2003).

Además de las condiciones de infraestructura,
el éxito escolar puede verse profundamente influi-
do por la calidad del personal docente. Es difícil
valorar de manera integral este aspecto, particular-
mente porque no se cuenta con evaluaciones de la
dedicación o empeño del docente, la utilización de
recursos didácticos variados y pertinentes, el cono-
cimiento y aplicación de técnicas pedagógicas, el
nivel de actualización y la forma en que se estable-
cen relaciones de empatía con el alumnado, para
favorecer el proceso de enseñanza-aprendizaje, en-
tre otros factores. No obstante, con la información
disponible pueden examinarse dos condiciones
docentes que pueden afectar el rendimiento esco-
lar en los centros educativos: la titulación del per-
sonal y los tipos de nombramientos.

Por personal titulado se entiende aquel que al-
canzó como mínimo un título de profesorado uni-
versitario, que aunque no es suficiente para garanti-
zar la condición de “buen docente”, es de esperar
que haya implicado la adquisición de conocimien-
tos y el dominio de técnicas pedagógicas que lo fa-
culten como tal, en contraposición a los no titulados
(aspirantes y autorizados) cuya capacitación ha teni-
do menor duración. Durante los últimos ocho años,
los distintos niveles educativos de la educación re-
gular muestran porcentajes de docentes titulados
que varían de manera significativa. En general la
educación regular aumentó el porcentaje de docen-
tes titulados en nueve puntos entre 1995 y el 2002,
lo que no ocurrió en la enseñanza especial. Efectiva-
mente, esta última tiene el menor nivel de titulación
y es la única que en ese período disminuyó el por-
centaje, pues pasó de 75,9% a 74,5%. 
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CUADRO 2.17

Estructura relativa del gasto público en educación, 
según nivel de enseñanza. 1990-2001

Niveles Períodos
1990-1993 1994-1997 1998-2001

Preescolar 3,9 4,4 5,4
Especial 1,7 2,2 3,0
Primaria 37,1 39,2 41,0
Secundaria 23,1 25,0 27,1
Educación superior 34,2 29,2 23,4
Total 100,0 100,0 100,0

Fuente: Trejos y Sáenz, 2003.



Por su parte, la información proveniente de la
Encuesta de Hogares registra un aumento del
parque habitacional de poco más de 32.000 uni-
dades en el 2002, un cambio menor a las 51.000
nuevas unidades consignadas en el 2001. Esta ci-
fra es similar a la estimación de FUPROVI para el
2002 (FUPROVI, 2003).

El financiamiento a la construcción de vivien-
da social disminuyó. Este hecho estuvo influido
por una significativa reducción en el número de
bonos familiares de vivienda pagados por el
BANHVI en el 2002 (por segundo año consecuti-
vo). Cabe señalar que, históricamente, existe una
asociación positiva entre el indicador del cambio
en el área de construcción y el del aumento o dis-
minución de los bonos familiares de vivienda. Los
bonos -subsidios habitacionales para las familias
de menores ingresos- son un componente clave
para la construcción de viviendas de interés social,
pues amplían la capacidad de compra de hogares
que, en condiciones de mercado, no podrían ad-
quirir una vivienda. Sin embargo, la contracción
en la política de subsidios no fue sorpresiva, ni al-
canzó un nivel inusual. Un análisis del comporta-
miento de los últimos ocho años permite observar
que en las administraciones Figueres Olsen y Ro-
dríguez Echeverría, el primer año de gobierno fue
recesivo (gráfico 2.5). 

En contraste, el comportamiento de la vi-
vienda para sectores medios y altos fue expansi-
vo, aunque no tan dinámico como en el 2001.
En ese año se registró una fuerte ampliación del
financiamiento habitacional, debido a la cre-
ciente oferta de crédito para vivienda en dólares,
cuyas condiciones, en virtud de la baja interna-
cional de las tasas de interés, resultaron especial-
mente favorables para las familias. Esta tendencia
continuó en el primer semestre del 2002, pero se
detuvo en la segunda mitad del año. Aún así, el
saldo en la cartera de crédito para vivienda en el
sistema bancario pasó de 263.500 millones en
diciembre de 2001 a 351.600 millones en di-
ciembre de 2002 (un crecimiento de 33,4%). 

En resumen, el 2002 no fue un buen año
para la construcción de viviendas. Sin embar-
go, al examinar esta situación con una perspec-
tiva de más largo plazo, puede concluirse que
el desempeño no fue anormal. La construcción
de viviendas tiene un comportamiento cíclico y
la disminución en el ritmo de actividad en el
2002 tampoco fue especialmente pronunciada.
Aunque en el año la construcción de viviendas
parece haber estado por debajo de las necesida-
des originadas por el crecimiento en los

Los otros niveles que cuentan con porcenta-
jes menores de titulación son preescolar y secun-
daria. En ambos casos el porcentaje de titulación
en el 2002 fue de alrededor del 87% y durante el
período mostraron una tendencia de aumento.

La primaria, por su parte, tiene una propor-
ción superior de titulados, pero para el 2002
apenas sobrepasó el 90%. Este nivel también re-
gistra un comportamiento favorable en los últi-
mos años. 

En lo que respecta al tipo de nombramiento,
el porcentaje de personal interino también pre-
senta comportamientos diferenciados por niveles
y una tendencia de aumento durante el período
1995-2001 (26,1% a 34,4%), lo cual puede per-
judicar el éxito escolar del estudiantado. El inte-
rinazgo no sólo debe valorarse como una condi-
ción laboral que afecta la calidad del empleo de
los y las docentes, sino como un factor que inci-
de negativamente en la dedicación y el
compromiso. En este aspecto, el nivel preescolar,
aunque no cuenta con altos porcentajes de
docentes titulados, es el que tiene los menores
valores de docentes interinos (13,4% en el
2001), y muestra una significativa disminución
en el período considerado (en 1995 este valor
correspondía a 22,7%). Los niveles de mayor pe-
so en la educación costarricense, a saber, la pri-
maria y la educación secundaria académica diur-
na, presentaron aumentos sustantivos en el
porcentaje de docentes interinos entre 1995 y
2001, aunque en magnitudes diferentes, pues
pasaron de 19,3% a 28,5% en primaria, y de
35,4% a 42,5% en secundaria académica (Mora
y Ramos, 2003).

Acceso a vivienda digna

Disminución en la actividad 
de construcción de viviendas

Los indicadores disponibles sobre la cons-
trucción de viviendas en el 2002 apuntan a un
descenso en relación con el año anterior. El nú-
mero de permisos de construcción para edificios
y viviendas pasó de 30.580 a 27.453 (10,2% me-
nos) y el área de construcción, de 1,80 millones
de m2 a 1,63 millones de m2 (9,4% menos). Pese
a esta disminución, el nivel de actividad del
2002 fue superior al registrado durante el perío-
do 1995-2000 (estos indicadores no captan con
exactitud la dinámica del sector vivienda, pues
una proporción importante de esta actividad se
realiza sin contar con permisos de construcción).
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hogares -cada año se requieren cerca de 40.000
nuevas viviendas y, como se dijo, la Encuesta de
Hogares registró poco más de 32.000 nuevas uni-
dades-, esta situación se compensa con la registra-
da en el 2001, cuando la construcción parece ha-
ber sobrepasado la demanda vegetativa. En ese
sentido, no hubo un efecto de “arrastre” que acu-
mulase déficit habitacional, ni un efecto especial-
mente negativo sobre el acceso a vivienda.

Oportunidades más equitativas 
para la población de menores ingresos

En el 2002 se registró un progreso sustan-
cial en la equidad, la apertura al escrutinio pú-
blico y la calidad del acceso de la población de
menores ingresos al financiamiento habitacio-
nal. Este avance se debió a un conjunto de me-
didas adoptadas por las nuevas autoridades del
sector vivienda, la gran mayoría de ellas apro-
badas y puestas en práctica en ese año (cuadro
2.18). Algunas medidas tuvieron un efecto real
inmediato -por ejemplo, los controles sobre la
asignación de los bonos familiares de vivienda-
pero en otros casos es aún temprano para valo-
rar su efecto real (los comités de transparencia
o el programa ABC). 

Estas medidas crean una mayor igualdad de
oportunidades, pues eliminan abusos, favoritismos
y actos de corrupción que son fuente de inequidad
social y que habían plagado las políticas públicas
en materia de vivienda de interés social. Asimismo,
ponen “orden en casa”, al vincular la equidad con
la transparencia y los controles en la definición de
beneficiarios y en el financiamiento de proyectos
habitacionales. De esta manera se han introducido
nuevos criterios para evaluar la política de vivien-
da social, en la cual, hasta el 2002, se había im-
puesto como parámetro único de evaluación la
cantidad de bonos entregados (con poco énfasis en
la calidad del proceso y de los resultados).

El arraigo institucional de estas medidas, es
decir, su permanencia ante los cambios periódi-
cos de autoridades públicas que ocurren en una
democracia, es difícil de valorar. Sin embargo, su
reciente adopción sugiere que todavía se encuen-
tran en una etapa de implantación y, por tanto,
que los avances no están consolidados.

Vulnerable ampliación en el acceso 
para la población de ingresos medios

La ampliación en el acceso a la vivienda por
parte de la población de ingresos medios obedeció,
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CUADRO 2.18

Medidas aplicadas para mejorar la equidad, transparencia y calidad de la política de
vivienda para familias de bajo ingreso. 2002

Dimensión Medida Observaciones

Equidad Revisión de expedientes de las personas postulantes al
bono familiar de vivienda

Reforma al artículo 169 de la Ley 7052 (devolución de
bono por incumplimiento)

Derogatoria del decreto ejecutivo 30208-MP-MIVAH,
que establecía exención de requisitos para proyectos
habitacionales específicos

Programa Ahorro-Bono-Crédito (ABC): establece el
ahorro como requisito para la obtención de un bono
familiar de vivienda

Programa de reparación, mejora y ampliaciones

Aplicada. Resuelve la debilidad de controles sobre la
postulación al bono de vivienda.

Aprobación legislativa, aplicación inicia en 2003.

Aplicada. Revierte beneficio a favor de ciertas empresas
y efectos negativos sobre ordenamiento territorial.

Vigente pero en etapa inicial. Ordena la demanda y limi-
ta la asignación discrecional de subsidios habitacionales.

En aplicación, pero todavía es un componente muy mi-
noritario.

Transparencia Reglamentación del artículo 59 de la Ley 7052. Esta-
blece la normativa y responsabilidades para el uso del
FOSUVI en el financiamiento de proyectos

Conformación de 186 comités de transparencia para
intervenciones focalizadas en áreas específicas

Auditoría de personas beneficiarias del bono familiar
de vivienda (muestra de 250 caso

Vigente. Aplicación en 2003. Resuelve la selección dis-
crecional de proyectos e instaura controles sobre proyec-
tos.

Creados. Pendiente valoración de su eficacia.

En aplicación. Tema clave para asegurar la transparencia
y el uso adecuado de los recursos

Calidad de la oferta de 
viviendas

Tipologías de viviendas según las condiciones
topográficas y climatológicas.

Auditoría de calidad sobre viviendas construidas con
bonos familiares de vivienda.

En aplicación. Define estándares y una oferta de
vivienda adecuada al medio.

En aplicación. Instaura controles.

a/ Al 31 de diciembre de 2002.

Fuente: FUPROVI, 2003.



principalmente, a un hecho coyuntural. En los
últimos dos años en Costa Rica resultó más bara-
to endeudarse en dólares que en colones, lo que
incrementó la capacidad de compra de una vi-
vienda por parte de las familias de ingresos me-
dios. En consecuencia, los créditos en dólares
pasaron de representar un 16,7% de la cartera de
créditos bancarios para vivienda en enero de
2000, a 53,9% en diciembre del 2002. Aunque
la tendencia fue más marcada en los bancos pri-
vados -y algunos, como el San José y el Interfín,
realizaron una emisión internacional de títulos
hipotecarios por 62,5 millones de dólares para
apuntalar sus operaciones en este rubro- los ban-
cos públicos también participaron de ella.

Esta ampliación del acceso es, sin embargo,
vulnerable. Por una parte, los ingresos de un seg-
mento importante de los deudores no están do-
larizados, por lo que un alza en las tasas de inte-
rés -combinada con la devaluación de la
moneda- los afectaría significativamente. Por
otra parte, la mayor capacidad de compra de los
hogares de sectores medios no está sustentada en
una oferta permanente de recursos más baratos,
sino en el comportamiento del mercado interna-
cional, cuyas condiciones favorables pueden va-
riar en cualquier momento. 

En este sentido, las políticas de vivienda no
han logrado captar fuentes de financiamiento, de
origen nacional, capaces de promover una am-
pliación sostenida del acceso habitacional. Esta
sigue siendo una debilidad estratégica del sector,
que no es subsanable por el tradicional financia-
miento habitacional de los bancos y las mutuales
(93.600 millones de colones en el 2002), el INS
(14.600 millones), el programa de ahorro y prés-
tamo del INVU (colocó 11.100 millones), ni por
la CCSS (6.100 millones): en un año de altas co-
locaciones como el 2002, la totalidad de esta in-
versión puede cubrir el equivalente a entre
15.000 y 18.000 viviendas nuevas. 

No obstante, a diferencia de años anteriores,
durante el 2002 se observaron algunos progre-
sos. Por ejemplo, se reactivó el Fondo Nacional
de Vivienda (FONAVI), del BANHVI, que canali-
zó recursos por 2.980 millones de colones para
el financiamiento de largo plazo, una cifra relati-
vamente pequeña dentro del mercado financiero
habitacional. El principal logro en este ámbito
fue de carácter preventivo: la estabilización fi-
nanciera del BANHVI, gracias a un acuerdo con
el Ministerio de Hacienda. En mayo de 2002, es-
te Banco había sido declarado en irregularidad
de grado 1 por la SUGEF, y amenazado de inter-
vención, por carecer del capital necesario para

sostenerse. Esta crítica situación fue producto del
descalabro financiero sufrido por las cooperativas
en los años 1998-1999 y el alto costo de la asisten-
cia financiera que esta entidad tuvo que efectuar.

La utilización de los recursos de largo plazo
provenientes de los fondos de pensión para el fi-
nanciamiento de viviendas, previsto en la Ley de
Protección al Trabajador, n° 7983, es un tema
clave para la ampliación del acceso habitacional
que sigue sin resolverse. En esta materia no ha
habido progresos tangibles. 

Avances normativos, pero 
intervenciones puntuales en los entornos urbanos

El principal avance en materia del acceso a
un entorno de mayor calidad fue de carácter po-
lítico y normativo. En el 2002, además del segui-
miento a la innovación del gobierno Rodríguez
Echeverría, que colocó los temas de la planifica-
ción urbana y el ordenamiento territorial como
asuntos relevantes de política pública, se com-
pletó la segunda fase del Plan Nacional de Desa-
rrollo Urbano (PNDU) y se avanzó en la prepara-
ción de la tercera. Se recibió un apoyo
económico de la Comunidad Europea por 11 mi-
llones de euros, para actualizar el Plan GAM, que
data de 1982. Un hecho importante de consignar
es el involucramiento del sector privado en la de-
liberación sobre el entorno urbano: en el 2002 la
Cámara Costarricense de la Construcción creó la
Comisión de Renovación Urbana. Asimismo, se
desarrollaron diversos foros de discusión sobre
gestión urbana, en los que cabe destacar la acti-
va participación de la Municipalidad de San Jo-
sé. En un tema sectorial de tanta trascendencia
para el entorno como el del transporte urbano, el
MOPT continuó promoviendo su propuesta para
reorganizar la prestación del servicio en el Área
Metropolitana de San José. 

Sin embargo, en el ámbito de las intervencio-
nes reales en el entorno urbano, los progresos son
mucho más modestos, puntuales y no necesaria-
mente articulados entre sí. Por el lado positivo, el
Gobierno Central implantó medidas obligatorias
de control sobre el estado de la flota vehicular, por
medio de la empresa Riteve S y C; la Compañía
Nacional de Fuerza y Luz avanzó en la electrifica-
ción subterránea y el cableado óptico de 350 cua-
dras del centro de la ciudad de San José; el Minis-
terio de Vivienda, por medio del PNDU, elaboró
un anteproyecto piloto de regeneración urbana en
el barrio Cristo Rey, y ha preparado otras propues-
tas específicas de renovación urbana en otros sec-
tores del Área Metropolitana de San José. El
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fondos administrados por las operadoras de pen-
siones (fondos de capitalización individual),
puesto que los datos que registra la SUPEN se re-
fieren a las cuentas abiertas en cada régimen, no
a las personas en sí, y una misma persona puede
tener cuentas abiertas en el fondo de capitaliza-
ción laboral, en el régimen obligatorio de pensio-
nes complementarias, en el régimen voluntario y
en el ahorro voluntario (SUPEN, 2003). 

El radio de soporte o número de afiliados por
cada pensionado en el régimen de IVM fue de
5,9, lo cual indica que casi seis personas están
contribuyendo por cada pensión que se está pa-
gando. Esta relación es de 6,8 para los fondos de
pensiones complementarias especiales y se redu-
ce a 3,8 si se toman en cuenta todos los regíme-
nes básicos y fondos creados por leyes especia-
les; esta disminución es causada principalmente
por el régimen no contributivo. 

Las inversiones están concentradas 
en títulos del gobierno y en el corto plazo

El total de los fondos administrados en el sis-
tema nacional de pensiones ascendía a 888.664
millones de colones a diciembre del 2002, lo que
representa un 16,2% del ingreso nacional dispo-
nible. El ente encargado de la regulación y super-
visión de las entidades que administran estos
fondos es la Superintendencia de Pensiones (SU-
PEN). Sin embargo, la acción de la SUPEN es di-
ferenciada dependiendo del régimen que se tra-
te. Por un lado están las operadoras de pensiones
complementarias40, que representan poco más de
la tercera parte de los fondos administrados y so-
bre las cuales la supervisión que se ejerce es de
naturaleza prudencial y sustentada en un impor-
tante desarrollo informático. Por otro lado están
los fondos de pensiones complementarias espe-
ciales, que representan un 13,8% del total de los
fondos administrados, en los cuales el carácter
de la supervisión que ejerce la SUPEN, aunque
pretende ser de tipo prudencial en su enfoque,
resulta más restringida y está sujeta a una admi-
nistración tradicional, con potestades de autono-
mía e incluso con limitaciones para sancionar.

Al igual que en los regímenes complementa-
rios especiales, la supervisión de la SUPEN en los
regímenes básicos, que equivalen a la mitad de
los fondos administrados, es limitada e indicati-
va. En cuanto a las pensiones con cargo al Presu-
puesto Nacional, a pesar de que se encuentran
bajo la tutela del MTSS, la Ley de Contingencia
Fiscal le otorgó a la SUPEN responsabilidades de
supervisión, que se orientan específicamente a la

Gobierno Central también financió la restaura-
ción de algunas obras patrimoniales (iglesias, el
Monumento Nacional). Se puso en vigencia un
nuevo código sísmico, valioso instrumento de
control sobre este tipo de amenaza. Por su parte, la
Municipalidad de San José continuó con interven-
ciones de remodelación urbana de espacios abiertos,
parques y construcción de bulevares. En el sector
privado, las empresas de autobuses urbanos realiza-
ron importantes inversiones para renovar su flota. 

Empero, no hay evidencia de que las tenden-
cias a una urbanización extensiva, desordenada,
con altos costos económicos y ambientales, ha-
yan variado hasta el momento, como resultado
de los avances normativos o de algunas de las ac-
ciones consignadas. El PNDU todavía no se ha
traducido en programas e intervenciones siste-
máticas de amplio impacto y carece de instru-
mentos legales para asegurar que la inversión pú-
blica y la privada se orienten de acuerdo con las
prioridades señaladas. No se logró implantar la
propuesta de sectorización del transporte urbano
metropolitano; las acciones para frenar el despo-
blamiento de San José -asunto clave para dismi-
nuir la tendencia a una urbanización extensiva-
están apenas en discusión; las fuentes de agua
para el abastecimiento humano son altamente
vulnerables a la contaminación (como se analiza
en el capítulo 4); no hubo evidencias de una dis-
minución en la contaminación del aire en la
GAM (capítulo 4) y continuó la destrucción de
obras patrimoniales, aunque logró frenarse la de-
molición de la “Casa de las Acacias”, patrimonio
ubicado al costado sureste del parque Morazán.

Acceso a regímenes de pensiones 

La valoración del acceso de la población a los
regímenes de pensiones se enfoca en tres temas
específicos: la cobertura de la fuerza de trabajo,
la administración de los fondos de reserva y la
sostenibilidad financiera del régimen de IVM.

La cobertura no alcanza 
a la mitad de la fuerza de trabajo

Según datos de la SUPEN, 721.270 personas
estaban afiliadas al régimen IVM a finales del año
2002, lo que representa un 42,6% de la fuerza de
trabajo. Como se muestra en el cuadro 2.19, el to-
tal de afiliados a los regímenes básicos y los fon-
dos creados por leyes especiales es de 814.213
personas, que representan un 48% de la fuerza de
trabajo y un 51,3% de los ocupados. No es posi-
ble saber cuántas personas están afiliadas a los
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verificación de los beneficios con apego a la Ley
(Angulo, 2003).

En el caso del principal régimen, el de IVM,
entre 1999 y el 2001 el total de pensiones aumen-
tó a una tasa promedio del 4,4% anual. Además,
durante los últimos cuatro años el número de
pensiones nuevas por invalidez ha superado a las
pensiones nuevas por vejez, y desde el 2000 hay
un incremento considerable en el número de pen-
siones nuevas en caso de muerte. De continuar el

comportamiento observado hasta la fecha, en los
próximos años el número de pensiones por inva-
lidez estaría superando el número total de pen-
sionados por vejez, con el consecuente impacto
financiero. Si la situación se mantiene como está
ahora, con una prima constante del 7,5% sobre
los salarios, en el año 2005 se presentaría un dé-
ficit de contribuciones, en el 2017 un déficit de
operación y las reservas se agotarían en el 2023.
Para evitar que ocurra un desequilibrio financiero
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CUADRO 2.19

Características generales del sistema nacional de pensiones, 
según régimen. Diciembre 2002

Régimen de pensiones Afiliadosa/ Pensionadosb/ Fondos administradosc/ Radio de soporteb/

Sistema nacional de pensiones 215.638 888.664,3

Regímenes básicos y fondos 
creados por ley especial 814.213 215.638 563.707,1 3,8
Regímenes básicos 751.023 207.851 438.929,0 3,6

Régimen IVM 721.270 123.070 376.824,6 5,9
Régimen no contributivo y otrosd/ 29.753 84.781e/ 62.104,4 0,4

Fondos de pensiones 
complementarias especiales 52.921 7.787 122.415,7 6,8

Entidades públicas 45.396 6.733 73.397,7 6,7
Bancos estatales 7.525 1.054 49.018,0 7,1

Fondos especiales 10.269 2.362,4

Fondos administrados por 
operadoras de pensiónf/ 324.957,2
Régimen voluntario de pensiones 
complementarias 190.922 233.911,9
Régimen obligatorio de pensiones 
complementarias 1.174.768 52.204,4
Fondos de capitalización laboral 1.266.866 36.027,6
Ahorro voluntario 49.827 2.813,2

Ahorro voluntario Ley 7983 34.478 1.191,8
Fondos de capitalización 
individual Ley 7523 15.349 1.621,4

a/ Los afiliados a los fondos administrados por operadoras de pensiones se refiere al número de cuentas abiertas en cada régimen. Una persona puede tener cuentas en varios regímenes;

por tanto, el total de personas afiliadas a estos fondos no es excluyente entre regímenes.

b/ Los regímenes que no presentan información implican fondos de capitalización individual que aún no tienen pensionados.

c/ En millones de colones. Corresponde al saldo total de inversiones.

d/ Se incluye además del régimen no contributivo (CCSS), el fondo de capitalización colectiva del Magisterio Nacional y el fondo de pensiones del Cuerpo de Bomberos. No están disponibles

los datos del fondo de pensiones del Poder Judicial, que es uno de los regímenes básicos.

e/ Incluye a 57 pensionados del fondo de capitalización colectiva del Magisterio Nacional y 127 pensionados del fondo de pensiones del Cuerpo de Bomberos.

f/ Fondos administrados en colones y en dólares. En octubre del 2002 se presentó una importante disminución en el volumen administrado de los fondos de pensión voluntarios en dólares.

No obstante, lo anterior no se refleja en el saldo total en colones, debido al efecto del tipo de cambio al convertir las cifras en dólares a colones.

Fuente: Elaboración propia con base en SUPEN, 2003.



El papel de la inversión social en el 
mejoramiento de las condiciones de vida

La inversión social41 es uno de los principales
mecanismos redistributivos que permiten am-
pliar las oportunidades para el acceso de la po-
blación a servicios sociales de calidad. De ahí
que una pregunta fundamental que se plantea el
Informe es si la sociedad costarricense logró for-
talecer la inversión social dirigida a la satisfac-
ción de las necesidades básicas de la población y
a la potenciación de las capacidades humanas.

Datos preliminares muestran que en el año
2002 la inversión social alcanzó 1.194.818
millones de colones del 2002, para una inversión
anual por habitante de 292.159,5 colones (gráfi-
co 2.6). Esto significa que el país invirtió en

y actuarial insostenible en el régimen de IVM es ne-
cesario tomar medidas tales como aumentar las co-
tizaciones, revisar el régimen actual de beneficios a
fin de racionalizar sus costos, controlar a el número
de pensionados por invalidez, poner coto a la eva-
sión y la morosidad, así como extender la cobertura
del régimen (Aguilar, 2003). 

También es conveniente elaborar una estrate-
gia de diversificación de la cartera de inversiones,
orientada a reducir la elevada concentración de
inversiones en el Gobierno, puesto que un 87% se
encuentra invertido en el Ministerio de Hacienda.
Además, se debe procurar un rendimiento real po-
sitivo de las inversiones futuras y ampliar la es-
tructura de la cartera por plazos, ya que apenas el
72% de las inversiones está colocado a más de tres
años (Aguilar, 2003) (recuadro 2.7).
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RECUADRO 2.7

Un estudio publicado en abril del 2003 identifica los principales pro-
blemas en el sistema multipilar de pensiones y vincula las medidas ne-
cesarias para restablecer el equilibrio del régimen de IVM con el cum-
plimiento de los acuerdos del Foro Nacional de Concertación y la
ampliación de los derechos estipulados en la Ley de Protección al Tra-
bajador (LPT), en cuanto a la universalización de la cobertura, el mon-
to de las pensiones y aspectos de equidad y representatividad. El estu-
dio identificó cinco problemas:

■ Rendición de cuentas de las medidas de la LPT: hasta el momento la
CCSS no ha proporcionado información ni indicadores que permitan
evaluar la ejecución de medidas relativas al fortalecimiento del régi-
men IVM y del régimen no contributivo (RNC). La rendición de cuen-
tas a la ciudadanía incluye, pero trasciende, el informe de labores y re-
quiere mecanismos institucionales claros para premiar o castigar el
desempeño institucional. Como primer paso, la CCSS debería brindar
información pública semestral sobre recaudación, inversión y medidas
relacionadas.

■ Universalización de la cobertura del régimen IVM: la brecha entre las
pensiones de los trabajadores asalariados y las de los independientes
se acentuará considerablemente con la evolución del segundo pilar de
pensiones. Por tanto, es indispensable que el primer pilar (IVM) sea
universal para toda la población trabajadora. Debe procurarse el ase-
guramiento de todos los trabajadores independientes, especialmente
los campesinos, los grupos con condiciones de trabajo especiales, las
mujeres que no realizan trabajo remunerado, así como el asegura-
miento directo de las mujeres que trabajan en forma remunerada, pe-
ro que son aseguradas indirectas o familiares.

■ Restablecimiento de la sostenibilidad financiero-actuarial de IVM: la
reforma paramétrica del régimen IVM es crucial; si no se implementa,
todo el sistema de pensiones colapsará, debido a la quiebra de su ba-
se. También es necesario tomar medidas para reducir la evasión, la
subdeclaración y la morosidad, así como que el Estado cumpla con sus
obligaciones fiscales con la CCSS.

■ Monto de las pensiones: revalorización, tasa de reemplazo y discrimi-
nación de género. Se deben introducir mecanismos transparentes que
regulen el ajuste periódico del monto de las pensiones de IVM, así co-
mo asegurar que no habrá cambios importantes en la tasa de reem-
plazo, que serán inevitables si no se implementan las reformas nece-
sarias para afrontar la sostenibilidad del régimen. Además, se deben
diseñar políticas que corrijan las diferencias existentes entre las pen-
siones por género.

■ Equidad, representatividad y aspectos administrativos: es importante
hacer un estudio de los regímenes especiales y analizar las ventajas y
desventajas de su integración y homologación. En cuanto a represen-
tatividad, no se ha creado el Comité de Vigilancia del IVM previsto en
la LPT, ni se han realizado asambleas de sectores, en las cuales la
CCSS debía rendir cuentas de los avances en la ejecución de la LPT.
Además, las operadoras de pensiones complementarias (OPC) debe-
rían suministrar a los afiliados información sencilla y comparada sobre
su desempeño, para que estos puedan seleccionar las mejores y así
estimular la competencia entre ellas.

Las soluciones propuestas a estos problemas son de dos tipos. Las
primeras se refieren a la rendición de cuentas y el establecimiento in-
mediato del paquete de medidas prescrito por la LPT. Deben conocer-
se, además, los impactos esperados en materia de sostenibilidad del
régimen de IVM. El segundo grupo de soluciones tienen que ver con
nuevas medidas que fortalezcan dicha sostenibilidad financiera y, para
ello, es esencial que la CCSS abra el acceso a información actuarial y
financiera que permita diseñar escenarios de reforma que combinen
las medidas propuestas.

Hay, en suma, un problema de transparencia que es necesario resol-
ver si se quiere que la transformación del sistema de pensiones forta-
lezca y legitime los mecanismos que la democracia costarricense ha
creado para formular y reformular las políticas de Estado.

Fuente: Martínez y Mesa-Lago, 2003.

La reforma de pensiones en Costa Rica: avances, 
problemas pendientes y recomendaciones



programas sociales financiados a través del gasto
público, cada mes, el equivalente a cerca de
24.347 colones por persona (Trejos, 2003). Esta
inversión social representa casi el 19,7% de la
producción nacional (prioridad macroeconómica)
y equivale al 74,9% del gasto del Gobierno Gene-
ral (prioridad fiscal)42. Comparada con la inver-
sión social de inicios de los años noventa, esta re-
sulta superior en un 61,8% vista globalmente, o
en un 20,7% en términos per cápita. Si bien la in-
versión social ha venido aumentando, la magni-
tud de los rezagos en el acceso a servicios sociales
documentados en las secciones previas deja claro
que el esfuerzo público por ampliar las oportuni-
dades de la población es aún insuficiente.

La estructura por funciones o sectores no re-
fleja mayores cambios: tres sectores dominantes
(educación, salud y seguridad social) que mues-
tran tamaños similares y absorben cerca del 90%
de la inversión social, un sector vivienda que
ronda el 10% y un sector cultura y recreación
que tiene un peso marginal, sin lograr captar si-
quiera el 1%. 

En las próximas secciones se valora tanto la
magnitud como la composición de la inversión so-
cial, se evalúa el comportamiento de la misma al
interior de los sectores y se registran algunos indi-
cadores sobre la equidad en su distribución (recua-
dro 2.8). Es importante aclarar que en esta edición
no se analiza el financiamiento de la inversión so-
cial, ni temas de eficiencia, eficacia o impacto. Es-
to aspectos serán desarrollados en posteriores en-
tregas del Informe Estado de la Nación.

Vivienda, educación y salud, crecen en el último año

La inversión social creció un 5,8% entre el
2001 y el 2002, en tanto que en términos per cá-
pita su expansión real sería de alrededor de
3,7%. Esto significaría una aceleración con res-
pecto a los cuatro años previos y una profundi-
zación de la tendencia alcista de la última déca-
da. No obstante, estas estimaciones hay que
verlas con cautela, en virtud de los cambios me-
todológicos en las técnicas presupuestarias intro-
ducidas por la Ley de Presupuestos Públicos, del
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del gasto social). A continuación se presentan los
resultados de este análisis desagregado, comparan-
do la evolución entre los años 2000 y 2001.

A lo interno del sector educación, la educa-
ción preescolar es la que más se expande, segui-
da por la especial, aunque dentro de los incenti-
vos para estudiar se observa un gran crecimiento
de las becas (153%). Este aumento se da a costa
de los comedores escolares, que reducen sus re-
cursos en cerca de un 10% per cápita. Esta con-
tracción, a su vez, afecta a todos programas de
alimentación complementaria, ya que los progra-
mas de nutrición (CEN-CINAI) en el sector de
salud también se contraen, un 27,6% per cápita.
Dentro de la educación general, la educación
abierta muestra una notable contracción, en tan-
to que la educación superior se mantiene sin
cambio en términos reales cuando se mira el gas-
to total, pero se reduce cuando se examina en
términos per cápita (-1,8%). La formación profe-
sional, por el contrario, registra una fuerte ex-
pansión (9,1% per cápita).

En el sector salud, dentro del marco de un li-
mitado crecimiento real, los gastos del Ministerio

200143. La evolución sectorial o por función
muestra a los sectores de vivienda (con un creci-
miento del 6,6% per cápita), educación (5,7%) y
salud (4,6%) como los más dinámicos del último
año. El sector de seguridad social se expandió a
tan sólo un 1% per cápita, en tanto que el sector
de cultura y recreación registró una contracción
del 11% en términos per cápita entre los años
2001 y 2002 (Trejos, 2003).

Precisando las características de la inversión social 

Más allá de conocer la magnitud y evolución de
la inversión social agrupada en grandes funciones
o sectores, interesa analizar la estructura al interior
de cada sector y construir algunos indicadores de
equidad distributiva. Un abordaje de este tipo per-
mite identificar de manera general algunas orienta-
ciones en las prioridades de la política social. Por
ejemplo, dentro del gasto educativo se privilegia la
educación general (3 de cada 4 colones se destinan
a ella), dentro del sector salud se pone énfasis en
los gastos curativos (8 de cada 10 colones) y el sec-
tor cultural no es una prioridad (recibe sólo un 1%
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RECUADRO 2.8

En el presente Informe, el análisis y asignación de la inversión social
se hace a partir de información de las fuentes presupuestarias y las en-
cuestas de hogares que realiza el INEC.

La principal fuente presupuestaria es la Secretaría Técnica de la Au-
toridad Presupuestaria (STAP) del Ministerio de Hacienda, que aporta
la consolidación funcional del gasto público bajo un criterio de regis-
tro uniforme con base a efectivo. Aunque la STAP introdujo modifica-
ciones en el año 2002, al agregar la consolidación interfuncional de las
cifras de gasto, en las estimaciones del presente capítulo, y con el fin
de mantener la comparabilidad, se utilizan estimaciones de gasto de
cada función sin incluir esa consolidación adicional.

En todo caso, esta información se torna insuficiente para un análisis
más profundo al interior de las funciones del sector social, por lo que
se requiere acudir a las liquidaciones presupuestarias de ciertas insti-
tuciones clave del sector social. Estas instituciones son el MEP y sus ór-
ganos presupuestarios anexos, el MINSA y sus órganos presupuesta-
rios anexos, la CCSS, la Junta de Protección Social de San José y el
FODESAF, entre otros. Por la disponibilidad de datos pertinentes, el
análisis detallado se limita al 2001.

Para la identificación de los beneficiarios directos y efectivos de los dis-
tintos programas sociales, se acude a la Encuesta de Hogares de Propó-
sitos Múltiples del INEC. Esto implicó el procesamiento de la encuesta del
2001 y de otras de años previos, que aportan información sobre benefi-
ciarios que esta última no ofrece o que no estaba disponible.

Información complementaria proviene del Banco Central de Costa
Rica, en lo relativo a producción y precios, y del Centro Centroameri-
cano de Población, en lo referente a las estimaciones de población, ac-
tualizadas con el Censo 2000.

Para el procesamiento de la información se usa la clasificación funcio-
nal de la STAP, que identifica cinco funciones sociales, en torno a las cua-
les se agrupan 57 instituciones o unidades presupuestarias. Las únicas ex-
cepciones son el INAMU y el Movimiento Nacional de Juventudes, que
para efectos del análisis de este capítulo se reclasificaron en otra función.

Partiendo de esta clasificación funcional, se revisó y depuró la informa-
ción para reducir duplicaciones, eliminar componentes que no son gasto so-
cial (concesión neta de préstamos, premios de lotería, etc.), abrir ciertas ins-
tituciones por programas (MEP, CCSS, JPSSJ, FODESAF) y reagrupar la
información en 37 macroprogramas que resumen el gasto social.

Una vez definidos los programas, para cada uno se identifican los
beneficiarios efectivos por grupo de edad, estrato de ingreso, región,
zona y sexo. Con esta información, se asignan los macroprogramas en
cada una de las categorías previas, según los beneficiarios efectivos. A
partir de estos resultados es posible, finalmente, construir algunos in-
dicadores sobre la equidad en la asignación de la inversión social. Cer-
ca del 95% del gasto se asigna siguiendo un criterio directo, esto es,
con identificación de los beneficiarios efectivos.

Fuente: Trejos, 2003.

Consideraciones metodológicas sobre el análisis de la inversión social



respectivo no asignados a programas específicos
(rectoría) muestran una considerable expansión
(43,7% per cápita). La atención primaria presen-
ta una leve ampliación (1,4% per cápita), que es
superada por los gastos en servicios hospitalarios
(2,9% per cápita), lo cual es indicativo de un es-
fuerzo mixto por apoyar las actividades de pro-
moción y del primer nivel de atención. Las otras
actividades, como prevención de drogas (IAFA,
CENADRO) y los programas de nutrición expe-
rimentan contracciones, como parte de una re-
ducción más general de los recursos asignados a
FODESAF y, por ende, al apoyo de los grupos
vulnerables.

Lo anterior es claro al constatar la evolución
de los programas del sector de seguridad social,
pues los recursos asignados a las actividades de
apoyo a los grupos vulnerables se contraen en un
4,7% en términos per cápita. Sin embargo, la
contracción no es general y, entre estos progra-
mas, los dirigidos a la población con discapaci-
dad, en riesgo social y a las mujeres muestran
una expansión real. Los gastos reales asociados
con las pensiones contributivas se incrementan a
un ritmo del 5,8% total (3,6% per cápita), por
encima de la media del sector y del gasto social
total, continuando así con el proceso de ganar
participación en la asignación de recursos. Den-
tro de este rubro, las pensiones del Magisterio

crecen a un ritmo global cercano al 11% real, o
su equivalente per cápita del 8,3%.

En el sector vivienda, los servicios municipa-
les son los más dinámicos, con un crecimiento
de 2,8% per cápita, seguidos por los programas
de vivienda, con un 1,0% de aumento real. Por
el contrario, los recursos asignados al suministro
de agua se contraen un 4,0% real per cápita,
principalmente por la reducción de los progra-
mas de acueductos rurales.

En salud y educación, la inversión social 
no garantiza reposición de infraestructura

Al analizar la composición de la inversión so-
cial por clasificación económica se tiene una idea
de la forma en que están organizados los distin-
tos sectores. Globalmente, el 44,6% de la inver-
sión social se compone de pago de sueldos y sa-
larios (incluyendo las cargas sociales), seguido
por las transferencias corrientes (34,3%), que
también comprenden el pago de intereses, aun-
que estos son marginales dentro del gasto social.
La compra de bienes y servicios aporta un
13,6%, de modo de que los gastos corrientes, la
suma de los rubros anteriores, representa el
92,5%. Esto significa que el gasto en desarrollo,
o gasto de capital, representa sólo cerca del 7%
de la inversión social (cuadro 2.20).
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CUADRO 2.20

Indicador Gasto total Educación Salud Seguridad social Vivienda Otrosa/

Monto 2001 (millones) 937.166,3 278.381,4 276.197,6 271.391,4 102.136,9 9.058,9 
Composición (%) 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 

Sueldos y salarios 44,6 76,4 54,8 7,5 29,6 40,6 
Bienes y servicios 13,6 6,4 26,9 3,4 23,2 25,8 
Transferencias corrientesb/ 34,3 12,9 12,5 87,0 12,3 24,3 
Gastos de capital 7,5 4,4 5,9 2,1 34,8 9,2 

Distribución (%) 100,0 29,7 29,5 29,0 10,9 1,0 
Sueldos y salarios 100,0 50,8 36,2 4,9 7,2 0,9 
Bienes y servicios 100,0 14,0 58,3 7,2 18,7 1,8 
Transferencias corrientesb/ 100,0 11,1 10,8 73,5 3,9 0,7 
Gastos de capital 100,0 17,3 22,9 8,1 50,4 1,2 

Variación real 2000/2001 4,3 5,6 2,9 4,5 2,6 27,9 
Sueldos y salarios 1,1 2,2 -1,2 0,2 6,2 -0,3 
Bienes y servicios 8,7 11,5 5,2 -13,7 31,2 25,2 
Transferencias corrientesb/ 10,4 35,3 9,9 5,9 35,6 132,3 
Gastos de capital -7,9 -7,2 19,8 1,4 -18,6 45,5 

a/ Incluye servicios culturales, recreativos y deportivos.

b/ Incluye pago de intereses, que representan el 0,4% del gasto social total.

Fuente: Trejos, con base en datos de la STAP y de las instituciones involucradas.

Composición del gasto público social y su evolución. 2000-2001
(millones de colones corrientes)
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Esta composición presenta variaciones im-
portantes en cada sector. En el educativo, el pa-
go de sueldos y salarios absorbe el 76,4% del
gasto. En el sector salud, por el contrario, la ma-
yor demanda de insumos hace que las compras
de bienes y servicios absorban poco más de una
cuarta parte del gasto, lo que reduce el peso del
pago de salarios. Ambos sectores, educación y
salud, muestran una proporción de gastos de ca-
pital limitada, por debajo del 10% que se estima
necesario para garantizar el mantenimiento y re-
posición de la infraestructura utilizada.

El gasto en el sector de seguridad social, co-
mo era de esperar, exhibe una concentración im-
portante en el pago de transferencias corrientes
(pensiones y ayudas), ya que estas representan el
87,0%. Del mismo modo, no sorprende que en
el sector vivienda el 34,8% del gasto se destine a
inversión. El sector de servicios culturales y re-
creativos, pese a su limitado tamaño, muestra
una composición más balanceada en su gasto.

La evolución real de cada rubro de gasto ofre-
ce una idea de las prioridades sectoriales y del ti-
po de acción seguida. Globalmente, los ya limi-
tados gastos de desarrollo o de capital se
contrajeron en un 7,9% entre el año 2000 y el
2001, especialmente en educación y vivienda.
Los salarios, por su parte, sólo crecieron un
1,1%, contra el 4,3% del gasto global, acompa-
ñados de una contracción en el sector salud.

El hecho de que las compras de bienes y ser-
vicios y las transferencias corrientes sean las que
más se expanden, sugiere una tendencia hacia la
compra de servicios a proveedores privados y
también a un aumento de los gastos asistenciales
o las simples transferencias de dinero, en lugar
de la prestación de los servicios. Si ello mejora la
eficiencia y la eficacia de la inversión social es un
tema por analizar, para lo cual es indispensable
contar con indicadores específicos de impacto,
que en general han estado ausentes de los esfuer-
zos evaluativos del sector social (educación, sa-
lud, seguridad social y vivienda).

Impacto distributivo de la inversión social 

La inversión social se distribuye de manera
más equitativa que los ingresos, es decir, es pro-
gresiva. Más aún, los primeros tres deciles de la
población reciben marginalmente por encima de
su peso, mientras que a partir de cuarto decil y
hasta el octavo, las familias reciben menos que su
peso poblacional. Así, el último quintil recibe un
25% del gasto social y el último decil un 14%,
con lo cual en este último estrato se pierde el

carácter proporcional del gasto social en su com-
paración con la “línea de equidistribución”.

El gráfico 2.7 resume esta información en tér-
minos de funciones. Muestra que los gastos en sa-
lud se ubican por encima de la diagonal, por lo que
los grupos más pobres reciben más de ellos y resul-
tan, entonces, los más progresivos de todos. Los
gastos en educación, como conjunto, se traslapan
con la diagonal, por lo que su distribución es pro-
porcional, aunque, como se verá más adelante, ello
no es cierto para todos los niveles de educación.

Los gastos en el sector vivienda y territorio
también tienden a ubicarse en torno a la diago-
nal, aunque se vuelven más progresivos a partir
del cuarto decil. Por el contrario, los gastos en el
sector cultura y recreación y los del sector de se-
guridad social presentan una fuerte concentra-
ción en los estratos de mayores ingresos, aunque
la desigualdad no supera a la mostrada por la
distribución de los ingresos.

Mayor desigualdad en los programas contributivos

Una forma alternativa de analizar la capaci-
dad distributiva de la inversión social es estudiar
su comportamiento según el criterio de acceso
de la población a los distintos programas. Por
ejemplo, un programa de acceso universal, obli-
gatorio y costeado por el Estado, como el esta-
blecido constitucionalmente en materia de edu-
cación básica, debería mostrar una distribución
proporcional y la progresividad podría evaluarse
como una característica negativa. Para hacer este
análisis, los programas han sido ordenados en
cuatro tipos (cuadro 2.21).

Con base en la asignación por personas y
programas es posible identificar la distribución
de la inversión social en cada tipo de programa;
el gráfico 2.8 resume estos resultados. Los pro-
gramas más progresivos son, como era de espe-
rar, los selectivos, que se fundan en la necesidad
como criterio de acceso. Pese a su progresividad,
es claro que los deciles superiores aún aparecen
disfrutando de una parte de los beneficios de la
inversión social, lo que sugiere la presencia de
filtraciones que demandan corrección. Los pro-
gramas universales siguen a los anteriores en pro-
gresividad, lo cual significa que los grupos más
pobres acceden en una mayor proporción a sus
beneficios. Aunque parte de esta progresividad se
fundamenta en una mayor necesidad (mayor mor-
bilidad o más niños en edad escolar), no deja de
reflejar una potencial segmentación de los servi-
cios, con consecuencias negativas en la integra-
ción social y la construcción de ciudadanía.



C A P I T U L O  2 /  E Q U I D A D E I N T E G R A C I O N S O C I A L E S T A D O D E L A N A C I O N 129

GRAFICO 2.7

0%

10%

20%

30%

40%

50%

60%

70%

80%

90%

100%

0% 10% 20% 30% 40% 50% 60% 70% 80% 90% 100%

Porcentaje acumulado de las familias

Po
rc

en
ta

je
 a

cu
m

ul
ad

o 
de

l i
ng

re
so

 o
 d

el
 g

as
to

 s
oc

ia
l 

1 Educación 2 Salud 3 Seguridad social

4 Vivienda 5 Cultura y recreación 6 Ingresos

Costa Rica: distribución del ingreso y del gasto social por función. 2001

Fuente: Trejos, 2003, a partir de STAP y EHPM, INEC.

CUADRO 2.21

Tipos de programas sociales según criterios de acceso

Tipos Criterio de acceso Programas

Universales

Acceso restringido

Selectivos

Contributivos

Universales en su acceso y estatales
en su suministro

Depende del cumplimiento de cier-
tas condiciones previas o contra un
pago respectivo

Responde a necesidades específicas
de la población vulnerable

El acceso lo determinan la adscrip-
ción y la contribución durante cierto
tiempo claramente establecido

Educación general regular (preescolar, prima-
ria, secundaria y especial), programas de
atención de la salud (rectoría, atención prima-
ria, consulta externa, hospitalización y pre-
vención de drogas) y regulación del trabajo.

Educación abierta, post-secundaria y forma-
ción profesional, acueductos nacionales ma-
nejados por el ICAA, servicios municipales y
servicios culturales y recreativos.

Incentivos para estudiar, nutrición, vivienda,
pensiones no contributivas, acueductos rura-
les y el resto de programas de apoyo a grupos
vulnerables.

Pensiones contributivas.

Fuente: Trejos, 2003.



hecho de que el ingreso familiar per cápita se
asocia en sentido inverso con el tamaño de las fa-
milias. Dicho en otras palabras, las familias de
menores ingresos tienen más miembros, y en es-
pecial más niños. Esto significa que, si bien las
familias de los primeros deciles están recibiendo
una mayor porción del gasto, ello no implica, ne-
cesariamente, que cada miembro esté recibiendo
más. Incluso es factible que el gasto por miem-
bro sea menor. 

Un análisis de la inversión social per cápita por
decil de ingreso familiar muestra que, en los pri-
meros siete deciles, sus miembros reciben una in-
versión por debajo de la media nacional, en tanto
que las personas ubicadas en los tres deciles más
ricos la reciben, en forma creciente, por encima de
la media nacional. Esto hace que una persona per-
teneciente al 10% más rico de las familias reciba un
gasto social de 450.000 colones al año, esto es, el
doble de lo que percibe por la acción estatal una
persona perteneciente al 10% más pobre de las fa-
milias, que corresponde al grupo que se considera
en situación de pobreza extrema.

Visto por función del gasto, esta mayor por-
ción de la inversión social captada por los estra-
tos de mayor ingreso, particularmente el 10%
más rico, es explicada por los gastos en seguri-
dad social, que representan el 62% del gasto

Los programas que tienen restricciones en su ac-
ceso por condiciones previas de los beneficiarios (ca-
pacidad de pago o cumplimiento de ciertos requisi-
tos) se tornan regresivos cuando se confrontan con la
línea de equidistribución, pese a que su distribución
es menos regresiva que la distribución de los ingre-
sos. Finalmente, los programas contributivos son los
que muestran una regresividad mayor, que incluso
supera la regresividad de la distribución de los ingre-
sos. Este resultado era previsible, al considerar que
quienes acceden a estos programas son, en su mayo-
ría, personas que disfrutan de ingresos más altos, por
haber laborado en los sectores formales de la econo-
mía y porque las pensiones se asocian directamente
con los ingresos percibidos. Este resultado muestra
claramente un problema de exclusión para los perso-
nas de menores ingresos, aunque no necesariamente
de equidad, si las pensiones corresponden a lo efec-
tivamente aportado por los trabajadores durante su
vida activa. En tanto el perfil de beneficios no corres-
ponda a las contribuciones realizadas, se estaría tam-
bién ante a un problema de inequidad.

La inversión social 
per cápita tiene un sesgo regresivo

La visión tradicional de la distribución del
gasto social con el diagrama de Lorenz omite el
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social del último decil (284.000 colones), gasto
que también se incrementa en los dos deciles
previos. Asimismo, los gastos en educación au-
mentan ligeramente en los últimos tres deciles,
situación opuesta a los gastos en salud, que tien-
den a ser más importantes en los deciles inferio-
res. Los gastos en vivienda y territorio muestran
un monto muy similar por deciles, y los del sec-
tor recreación y cultura, si bien aumentan al pa-
sar a estratos de mayores ingresos, tienen peso
marginal que no genera cambios perceptibles. 

Ampliar la cobertura educativa 
mejora la equidad del gasto social

El análisis también es pertinente por grupo
de edad, pues las familias más pobres tienen más
población infantil y la ciudadanía demanda ser-
vicios diferentes según su edad. Los niños meno-
res de 6 años, los jóvenes de 15 a 17 y los adul-
tos en edad activa son los que reciben una menor
cuantía del gasto social. En los menores de 6
años el gasto proviene fundamentalmente de los
programas de salud, que son universales (67%
del gasto recibido), en tanto que el escaso desa-
rrollo de los programas de educación para este
grupo etario hace que perciban un monto menor.
La mayor cobertura de los programas de educa-
ción entre la población de 6 a 14 años permite
que este grupo capte, en promedio, una propor-
ción superior a la media nacional. Por el contra-
rio, la menor asistencia de las y los jóvenes al co-
legio a partir de los 15 años, reduce el monto del
gasto que recibe este grupo. Es claro, entonces,
que aumentar el gasto social en educación para
ampliar la cobertura de los menores de 6 años y
para retener a los que alcanzan los 15 años, ten-
dría un impacto significativo en mejorar la equi-
dad de la inversión social. 

La población adulta en edad activa capta una
limitada porción del gasto social, que además es
decreciente conforme aumenta la edad. Los más
jóvenes (de 18 a 29 años) reciben un gasto me-
nor a la media, pero superior al percibido por los
niños menores de 6 años. Esto se debe a que to-
davía se destina a este grupo un componente im-
portante de la inversión en educación post-se-
cundaria (44% del gasto recibido) y en salud y,
por ende, en las políticas universales (47%). Los
plenamente activos (de 30 a 49 años) son los que
se benefician directamente con una menor inver-
sión social (25% por debajo del promedio nacio-
nal); la mayor parte proviene de los programas
de salud (46%) y, por lo tanto, de políticas uni-
versales (48%). 

Finalmente, los adultos de 50 o más años re-
ciben un gasto social por persona que duplica la
media nacional. Para la población de 50 a 64
años este gasto es un 60% mayor al promedio, y
para los que tienen 65 o más años de edad, el
gasto casi triplica la media nacional. Para ambos
grupos, de modo creciente, los programas de se-
guridad social son las fuentes principales (69% y
76%, respectivamente). Ello obedece al creciente
peso de los programas selectivos y, en especial, a
las pensiones contributivas, que corresponden al
63% del gasto en la población de 50 a 64 años y
el 65% de lo recibido por los mayores de 64
años. La fuerte concentración de estos pagos en
el grupo más joven sugiere la existencia de pro-
gramas con beneficios generosos en cuanto a la
edad de retiro. Al ser una fuente de inequidad en
la asignación del gasto social, y al tener un com-
portamiento expansivo, el pago de pensiones
contributivas no sólo estruja al resto de la inver-
sión social, sino que deteriora su progresividad.

Por sexo, las mujeres reciben una porción lige-
ramente mayor de la inversión social (5%) que los
hombres y se observan cambios en la composición
del gasto. Los gastos asociados a salud son mayo-
res entre las mujeres (obviamente incluye materni-
dad) y se compensan con menores gastos en edu-
cación y, sobre todo, en seguridad social. Ello
explica por qué las mujeres captan una porción
mayor de los programas universales (54%) y una
menor porción en los programas contributivos
(19% en las mujeres, contra 28% en los hombres).
Por regiones de planificación, la Central y la Brun-
ca son las que captan una inversión social por ha-
bitante mayor, aunque sólo un 45% por encima
del promedio nacional, en tanto que las regiones
Huetar Atlántica y Huetar Norte son las que perci-
ben menor inversión por habitante. Esta última re-
cibe casi un 19% menos de inversión que la media
nacional, hecho que se asocia con un menor gasto
en educación y vivienda (Trejos, 2003).

Un entorno de seguridad humana y 
desarrollo de capacidades creativas

Dar seguimiento a la aspiración de un entor-
no de seguridad humana y desarrollo de las ca-
pacidades creativas de las personas es una tarea
compleja, que requiere el abordaje de distintos
temas en los que no siempre hay información ge-
nerada y actualizada con regularidad. Por tal mo-
tivo, esta sección explora este año dos asuntos
puntuales: por un lado, la violencia contra las
mujeres, por ser esta una de las manifestaciones
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muertes ocurridas por violencia sexual, por
violencia doméstica a manos de otros familiares
y los crímenes pasionales (4, 5 y 4 mujeres,
respectivamente), se obtienen los casos de
femicidios, que suman 24 para ese año. Estos fe-
micidios son la manifestación más extrema de las
agresiones que viven las mujeres de todas las
edades, por su condición social de género (Car-
cedo, 2003), pero más allá de estas muertes, co-
tidianamente miles de mujeres viven agresiones
físicas, psicológicas, sexuales y patrimoniales en
el hogar, en el trabajo, en los centros de estudios,
en las instituciones donde se prestan servicios,
en grupos religiosos y políticos, o en la calle.
Existen diferentes tipos de violencia contra las
mujeres, pero en el país se ha iniciado apenas el
registro de algunas de las expresiones que tienen
lugar en el ámbito familiar. Un total de 46.012
demandas por violencia doméstica presentadas
en el 2002, 78.424 llamadas realizadas ese mis-
mo año al servicio de emergencias 911 solicitan-
do apoyo por situaciones de agresión doméstica,
65.411 procesos de pensiones alimentarias acti-
vos al finalizar el año y más de 4.000 denuncias
por delitos sexuales intra y extrafamiliares, dan
una idea de la magnitud del problema, tomando
en cuenta que sólo una parte de las mujeres mal-
tratadas recurre a estos espacios. 

De las estadísticas que ha comenzado a llevar
el Poder Judicial, es preocupante que en el 2002
aumentara la proporción de casos terminados
por levantamiento de la medida de protección,
un 43%, respecto a un 36% del año anterior. La
cifra del 2002 se vuelve a colocar en el nivel que
alcanzó en el 2000 (cuadro 2.22).

más graves de la inequidad social, que atenta
contra el logro del desarrollo humano de cual-
quier nación y, por otro lado, una primera apro-
ximación sobre el acceso de la población a la
producción artística, tema que se espera ir am-
pliando en futuros Informes, con una visión más
abarcadora del concepto de cultura. 

La violencia contra la mujer 
pierde especificidad en su tratamiento

La violencia contra las mujeres no se produ-
ce en forma casual; por el contrario, la mayoría
de los casos expresa la condición de subordina-
ción y discriminación en que la sociedad coloca
a la población femenina y, por tanto, se trata de
un fenómeno que abarca los diferentes ámbitos
de la vida social. Además, la agresión contra las
mujeres representa un problema de seguridad
ciudadana y constituye un factor de desintegra-
ción social al que se debe dar seguimiento per-
manente. La violencia intrafamiliar y la violencia
sexual -que no son las únicas expresiones de la
violencia basada en la desigualdad de género-
causan anualmente la pérdida de 1,9 millones de
años de vida saludable para las mujeres de todo
el mundo. Por tratarse de un problema universal,
de gran magnitud y graves implicaciones, desde
1993 la Organización de las Naciones Unidas re-
conoce la violencia contra las mujeres como una
violación de los derechos humanos. 

En el 2002 fueron asesinadas 11 mujeres por
violencia doméstica, considerando únicamente
los casos en los que medió una relación de pareja
(2 más que en el 2001). Si se consideran las
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CUADRO 2.22

Casos entrados, casos en trámite y casos terminados en los juzgados
de violencia doméstica. 1998-2002

1998 1999 2000 2001 2002a/

Entrados 20.996 26.437 32.643 43.929 46.012
Trámite 6.421 7.886 9.756 11.600 11.371
Terminados 19.514 25.023 30.852 42.258 46.307

Levanta medida 9.187 12.464 13.212 15.993 19.715
Mantiene medida 4.150 5.958 8.982 13.554 16.689
Arreglo 1.446 1.588 393 180
Incompetencia 254 211 585 2.659
Orden de archivo 2.057 2.263 4.465 5.916
Otros 2.420 2.539 3.215 3.956

a/ Datos preliminares.

Fuente: Anuario de Estadísticas e informes trimestrales del Poder Judicial, 2002.



Cumplimiento de la Convención 
de Belem do Pará: resultados dispares

En 1994, la OEA aprobó la “Convención inte-
ramericana para prevenir, sancionar y erradicar la
violencia contra las mujeres” (Convención de Be-
lem do Pará), que obliga a los Estados firmantes a
emprender acciones para confrontar el problema y
para promover cambios jurídicos, institucionales y
culturales que apunten a su erradicación. Belem do
Pará compromete a abordar la violencia específica
que se ejerce contra las mujeres como tales, seña-
lando que esta violencia es “una manifestación de
las relaciones de poder históricamente desiguales
entre mujeres y hombres”. Costa Rica ratificó este
instrumento en 1995.

Un balance del cumplimiento de esta Con-
vención deja un saldo desigual, en el que, en pri-
mera instancia, se contabilizan importantes lo-
gros. Costa Rica fue el primer país en incluir la
violencia patrimonial en su legislación, así como
la protección frente a la violencia simbólica que
puede darse en la propaganda. La Ley de Pater-
nidad Responsable, aprobada en el 2001, tam-
bién colocó al país en la vanguardia continental.
En el combate de la violencia intrafamiliar, y oca-
sionalmente de la violencia contra las mujeres, se
han involucrado los tres poderes del Estado, y se
han establecido alianzas entre las organizaciones
de la sociedad civil y las estatales. Estas alianzas
llegan al nivel local, con la conformación de re-
des interinstitucionales presentes en la actuali-
dad en 49 localidades.

Muchas instituciones cuentan con planes
anuales para la atención y prevención de la vio-
lencia intrafamiliar y algunas de ellas tienen re-
cursos asignados en el presupuesto institucional
para desarrollarlos. Existen programas de aten-
ción especializados en centros de salud y en al-
gunas municipalidades, así como tres albergues
estatales, lo que favorece la descentralización de
los servicios. El trabajo en prevención, incluyen-
do la capacitación de profesionales, funcionarios
y funcionarias, es amplio; en él se han involucra-
do numerosas instituciones y abarca a una gran
diversidad de poblaciones particulares. Asimis-
mo, se han realizado campañas de información y
sensibilización en medios de comunicación, al-
gunas de gran calidad tanto en los contenidos
como en la forma, y en el campo de la investiga-
ción se han efectuado numerosos estudios, algu-
nos de ellos muy novedosos. 

Pero, junto a estos logros y avances, hay tam-
bién grandes deudas en el balance de cumpli-
miento de Belem do Pará. Entre ellas destacan:

■ El abordaje de la violencia sexual: los primeros
esfuerzos en este campo, específicamente en
relación con el acoso sexual, no han generado
los resultados que se esperaba, por lo que ac-
tualmente se revisa la ley de 1995. También es-
tá en proceso la formulación de una propuesta
de servicios de atención para mujeres violadas
y asaltadas sexualmente. En el reconocimiento
y abordaje de la violencia institucional hay un
vacío total de acciones, lo mismo que en lo
concerniente a la reparación integral del daño
para las mujeres afectadas. En cuanto al apoyo
social que se debe brindar a las mujeres para
que puedan construir sus proyectos de vida y
fortalecer su autonomía económica, la falta de
programas de capacitación técnica y de servi-
cios financieros género-sensibles constituyen
una gran limitante para desarrollar cualquier
iniciativa en este sentido.

■ Se carece de sistemas de monitoreo, evaluación
y medición de impacto de las iniciativas em-
prendidas, lo que no permite tomar el pulso y
ajustar la acción institucional teniendo como
referente la erradicación del problema. Esta ca-
rencia impide valorar las estrategias adoptadas,
conocer la efectividad de las acciones y hacer
la asignación más adecuada de recursos.

■ Se carece también de un sistema de informa-
ción sobre violencia contra las mujeres; la in-
formación existente no está desagregada por
sexo y está prácticamente limitada al ámbito
de lo doméstico. Esto favorece la invisibiliza-
ción de la violencia contra las mujeres y difi-
culta los esfuerzos por abordar el problema en
forma específica y eficiente (Carcedo, 2003).

El abordaje de la violencia contra las mujeres
enfrenta en la actualidad algunas amenazas. Los
avances y logros son frágiles, incluso cuando se
refieren a la violencia intrafamiliar, y son particu-
larmente vulnerables frente a los cambios de ad-
ministración. Un ejemplo de esta fragilidad lo
constituyen las oficinas municipales de la mujer
(OFIM). Estas oficinas se crearon a partir de
1996; hasta fines del 2002, 15 de ellas habían
brindado atención especializada a mujeres mal-
tratadas, pero su permanencia no está asegurada
y depende de la voluntad política de los nuevos
alcaldes y concejos municipales, mientras se per-
cibe la amenaza de una orientación que busca
convertirlas en oficinas de atención social gene-
ral, o simplemente cerrarlas. Por otra parte, los
recursos asignados en las diversas instituciones
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CUADRO 2.23

controlados socialmente. En definitiva, el Estado
no es capaz aún de garantizar la seguridad y la
justicia a las mujeres maltratadas. 

En torno a este binomio, seguridad de las mu-
jeres-impunidad de los agresores, juega una pro-
puesta novedosa, con la que Costa Rica se coloca
de nuevo a la vanguardia. El proyecto de “Ley de
penalización de la violencia contra las mujeres”,
actualmente en discusión en la Asamblea Legislati-
va, cumple con el mandato de Belem do Pará, de
sancionar formas específicas de violencia derivadas
de relaciones desiguales de poder entre géneros, y
además cubre todos los ámbitos, no sólo el intrafa-
miliar. Representa la primera propuesta legislativa
a nivel mundial con estas características. No obs-
tante, los obstáculos encontrados por esta iniciati-
va expresan la resistencia que aún existe en el país
para reconocer y enfrentar en forma específica la
violencia contra las mujeres (cuadro 2.23)

son insuficientes y suelen ser los primeros afec-
tados por los recortes presupuestarios, lo que
termina asfixiando los planes anuales y desgas-
tando a quienes los impulsan. 

Los femicidios y los albergues para mujeres
maltratadas pueden considerarse un termómetro
del desempeño nacional frente a este tipo de vio-
lencia. Como se sabe, los asesinatos de mujeres
son en su mayoría anunciados, pues suelen ocu-
rrir como culminación de relaciones de pareja
violentas, en las que ha habido ataques o amena-
zas mortales, y de acosos sexuales sistemáticos
por parte de conocidos, vecinos o pretendientes.
Estas muertes, y la necesidad de albergues para
proteger a las mujeres cuyas vidas corren peligro,
son una muestra del alto grado de impunidad
que gozan los agresores, quienes, siendo conoci-
dos y habiendo cometido las agresiones en forma
reiterada, no reciben ningún castigo ni son
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Proyecto de “Ley de penalización de la violencia contra las mujeres”.
Fases de la discusión en el 2002

Fase Discusión y acciones Resultados

Más detalle sobre

violencia contra las

mujeres,

consúltese el trabajo

elaborado por Ana Carcedo,

“Violencia contra las mujeres

en Costa Rica. Aportes para

la discusión sobre un sistema

de vigilancia y protección del

derecho de las mujeres a vivir

libres de violencia en el sitio

www.estadonacion.or.cr

Primera fase: julio 

Segunda fase:
agosto-setiembre

Tercera fase: de 
octubre hasta
2003

Plenario Legislativo acoge informe de la
Comisión de Consultas de Constitucio-
nalidad y remite el proyecto a la Comi-
sión Permanente Especial de la Mujer.

Poder Ejecutivo incluye el proyecto en la
agenda del período de sesiones extraor-
dinarias.
Comisión de la Mujer continúa trabajo
de análisis, llamando a comparecer a
personas expertas, que aportan insumos
valiosos en cifras y estadísticas que re-
flejan las dimensiones del problema, en
precisiones conceptuales que permiten
discernir las características particulares
del mismo, y en aspectos de juridicidad
que dan fundamento al contenido espe-
cífico y a los alcances innovadores en
materia penal que incorpora el proyecto.

Diputadas y diputados, miembros o no
de la Comisión, presentan mociones
tendientes a modificar el texto dictami-
nado.

Se profundiza en la Comisión el análisis de dife-
rentes aspectos, a la luz de observaciones y pro-
puestas realizadas por personas expertas, ten-
dientes a precisar y mejorar el texto en debate.

Se dictamina el proyecto en la Comisión Perma-
nente Especial de la Mujer. Aprobación unánime
por parte de las diputadas presentes en la Comi-
sión, de un conjunto de mociones elaboradas de
común acuerdo con representantes de la Comi-
sión de Estrategia (conformada por miembros de
instituciones públicas involucradas en el tema y de
la sociedad civil organizada de mujeres).

Se prolonga indefinidamente la discusión del pro-
yecto en el Plenario. Mociones presentadas insisten
en plantear argumentos contrarios a la aprobación
del proyecto, esgrimidos por representantes del
Movimiento Libertario y por un reducido número de
diputados y diputadas de otros partidos. Otras mo-
ciones que hicieron aportes a la precisión y afina-
miento del texto, se recibieron y aprobaron.

Fuente: Elaboración propia con base en información de la Comisión Especial de la Mujer, Asamblea Legislativa, 2003.



Progresos desiguales en el acceso 
de los habitantes a la oferta artística

A partir de la creación del Ministerio de Cul-
tura, Juventud y Deportes (MCJD), en 1970, el
acceso de la población a las diversas manifesta-
ciones artísticas se expresó claramente como una
aspiración nacional. El Ministerio reunió en una
sola organización a varias instituciones preexis-
tentes, como la Orquesta Sinfónica Nacional y la
Dirección General de Artes y Letras, y creó insti-
tuciones nuevas, como las compañías nacionales
de Teatro y de Danza, o el Museo de Arte Costa-
rricense, con el fin de poner las creaciones artís-
ticas al alcance de un amplio número de costarri-
censes. Pasadas tres décadas, cabe preguntarse
en qué medida se ha llegado a satisfacer la aspi-
ración de equidad en el acceso a la oferta artísti-
ca en Costa Rica. La respuesta a esa pregunta pa-
sa, necesariamente, por un análisis diferenciado
de las distintas áreas.

El área en que más se percibe el punto de in-
flexión que fue la creación del Ministerio es la del
teatro. Aunque en el pasado existieron pequeños
grupos independientes que hacían representa-
ciones ocasionales, la creación de la Compañía
Nacional de Teatro en 1971, con un ambicioso
programa de producciones espectaculares desti-
nadas a atraer a un público masivo, puso por pri-
mera vez en contacto con el teatro a decenas de
miles de personas, especialmente en las tempora-
das de “Teatro al Aire Libre”. Por ejemplo, para
1978 se estima en 170.000 el número de entra-
das a presentaciones teatrales vendidas. A partir
de ese año, sin embargo, y en estrecha relación
con la crisis económica del país y el cambio en la

estrategia institucional del Ministerio de Cultura
(que durante la administración 1978-1982 se
denominó “Ministerio de Promoción Humana”),
prácticamente dejaron de hacerse esas produc-
ciones. No obstante, la política pública de pro-
mover el teatro propia de la década de los seten-
ta ya había generado, por un lado, un nuevo
contingente de profesionales del teatro, forma-
dos principalmente por los centros de educación
superior, y, por otro, un público interesado en
sus realizaciones. Durante las dos décadas si-
guientes surgió una variedad de grupos indepen-
dientes de profesionales del teatro, que hasta la
fecha mantienen en actividad alrededor de una
docena de pequeñas salas en la ciudad de San Jo-
sé. Mientras la Compañía Nacional de Teatro ha
continuado presentando obras nacionales y ex-
tranjeras, seleccionadas según su valor literario,
muchos de los grupos independientes han deri-
vado hacia un teatro picaresco comercial. Una
comparación entre la oferta teatral (y la asisten-
cia del público) entre 1978 y 2002 señala que,
aunque hoy hay más compañías, grupos y mon-
tajes, disminuyeron el número de representacio-
nes y la asistencia de espectadores, esto último a
pesar de que, en el período, la población nacio-
nal más que se duplicó (cuadro 2.24).

Hay que señalar que la actividad teatral sigue
concentrada en San José. Hasta el momento exis-
ten pocas salas de teatro profesionalmente acon-
dicionadas en otros lugares del país, por ejemplo
la Casa de la Cultura de Puntarenas y el Teatro
Atahualpa del Cioppo de la Universidad Nacio-
nal, en Heredia. Esto representa un grave proble-
ma en términos de equidad en el acceso a esta
forma de arte.
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CUADRO 2.24

Algunos indicadores sobre la oferta artística. 1978, 2002

Indicadores 1978 2002

Teatro
Número de salas 6 14
Número de compañías y grupos 4 5
Número de montajes teatrales (reseñados) 15 23
Número de representaciones (funciones) 900 700
Número de festivales nacionales e internacionales en el país 0 1
Número de grupos internacionales en el país 4 8a/

Número de directores y actores invitados o extranjeros 4 8a/

Total estimado de espectadores por año 150.000 a 170.000 90.000 a 100.000
Artes plásticas
Museos (oficiales y semioficiales) 2 13
Galerías oficiales (salas de exhibiciones temporales) 8 6
Galerías independientes (con actividad permanente) 8 16



principalmente en templos católicos fuera de la
capital. Por otro lado, en el Programa Juvenil se
gestó una generación de músicos que hoy no só-
lo conforman la Orquesta Sinfónica y numerosos
grupos de música de cámara, sino que han vigo-
rizado a otras agrupaciones como las propias
bandas nacionales, e incluso a conjuntos de jazz
y otros géneros de música popular de mucho
mérito. Finalmente, la Escuela de Artes Musica-
les de la UCR es un centro de enseñanza de refe-
rencia en Centroamérica y posee sedes en varias
ciudades del país. A esto se suma, más reciente-
mente, la evolución positiva de la Escuela de
Música de la UNA. 

En síntesis, la oferta de música académica en
Costa Rica es amplia y variada, teniendo en
cuenta las restricciones del país como mercado
musical capaz de retribuir el trabajo de estos
profesionales. A pesar de que el público melóma-
no es relativamente numeroso, existe el riesgo de
una sobreoferta que incluso propicie algún grado
de emigración de talentos. En este campo, como

El campo de la música debe considerarse en
dos áreas separadas: la de la música popular y la
de la música académica (o clásica). La música
popular es una de las expresiones más vivas de la
cultura, particularmente en Latinoamérica. Su
principal medio de difusión es la radio, aunque
también los discos, bailes y conciertos ofrecen
numerosas oportunidades de acceso a este tipo
de música, generalmente con un fuerte respaldo
comercial. Si bien el acceso a la música académi-
ca sigue siendo mucho más restringido que en el
caso de la popular, muestra notables y sostenidos
progresos en las últimas décadas. En los años se-
tenta, con la renovación de la Orquesta Sinfóni-
ca Nacional, la creación de su Programa Juvenil
y el fortalecimiento de la Escuela de Artes Musi-
cales de la UCR, se gestó una transformación en
el panorama musical de Costa Rica. La Orquesta
Sinfónica, reconstituida con jóvenes músicos
profesionales, obtuvo el reconocimiento de un
público creciente y amplió el número de sus pre-
sentaciones, incluyendo conciertos de extensión,
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CUADRO 2.24 (continuación)

Indicadores 1978 2002

Galerías comerciales (sin subvención) 5 9
Exposiciones internacionales 2 10
Bienales y concursos 0 2
Exposiciones (estimación circunscrita al circuito comercial) 100 200
Danza
Estrenos 6 25
Compañías (oficiales y grupos subvencionados) 2 3
Grupos independientes 1 9
Festivales 0 5
Grupos internacionales 1 10
Música académica
Compañía (oficial) 1 1
Conciertos (OSN) 12 24
Conciertos (total) 82
Festivales 0 4
Concursos 0 2
Funciones de grupos internacionales 10 40
Producción audiovisual
Obras producidas 7 94b/

Estrenadas 7 57c/

Largometrajes o mediometrajes terminados en cine 7 1
Documentales terminados en cine 7 0
Documentales (video, cortos y mediometrajes) 0 15
Videocreaciones 0 15
Cortometrajes de ficción (video) 0 7
Empresas productoras 6 85d/

a/ Incluye FIA y otros.

b/ Obras inscritas en la Muestra de Cine y Video Costarricense, 2002

c/ Obras presentadas en la Muestra de Cine y Video Costarricense, 2002

d/ Asociación de Productores y Trabajadores Audiovisuales (CINEALIANZA).

Fuentes: Cortés y Villena, 2003.



en el del teatro, Costa Rica carece de escenarios
apropiados fuera de la ciudad capital, donde se
puede presumir que hay una demanda reprimi-
da, y por lo tanto, un déficit de equidad en el ac-
ceso a esta música.

La danza contemporánea tiene en Costa Rica
mayor importancia que el ballet clásico, aunque
este nunca ha estado del todo ausente. Los es-
fuerzos pioneros de la década de 196044 se vieron
potenciados sustancialmente con la creación
posterior de la Danza Universitaria de la UCR, de
la Compañía Nacional de Danza y de la Escuela
de Danza de la UNA. Paralelamente han surgido
numerosos grupos independientes, algunos de
larga trayectoria, como Danza Abend, y otros de
vigorosa proyección nacional e internacional co-
mo Diquis Tiquis. Hoy la oferta de espectáculos
de danza es considerable. En el año 2002 se es-
trenaron 25 coreografías y desde 1984 se realiza
el Festival Nacional de Coreógrafos. Una investi-
gación realizada en el 2001 por el MCJD indica
que el público de la danza es más asiduo que el
del teatro: de un total de 366 asistentes a espec-
táculos escénicos, el 32% afirmó asistir una vez
al mes a espectáculos coreográficos, mientras
que el 30% dijo acudir al teatro cuatro veces al
año. Al igual que en el resto de las artes escéni-
cas, la falta de espacios apropiados fuera de la re-
gión metropolitana es un importante obstáculo a
la equidad en el acceso al arte de la danza.

El desarrollo de la danza en el país ha tenido
una derivación interesante: a partir de la funda-
ción de la escuela de baile popular Merecumbé,
a inicios de la década de los noventa, han proli-
ferado escuelas similares en las que miles de per-
sonas aprenden y practican formas de baile po-
pular. Sólo en esta academia (que posee 12
locales en las provincias de San José, Alajuela,
Heredia y Cartago) se han inscrito más de
80.000 personas desde su fundación en 1991.

En las artes plásticas se repite en gran medi-
da el patrón territorial observado en las artes es-
cénicas: una oferta concentrada y relativamente
abundante en San José, y una notable ausencia
de opciones fuera de la capital. El país carece de
colecciones significativas de arte internacional,
pero el Estado posee un considerable acervo de
arte costarricense, tanto en las colecciones del
museo creado para ese fin (MAC), como en las
de otras instituciones públicas, como los bancos
y la CCSS. También existe una variedad de espa-
cios para exposiciones temporales: el Museo de
Arte y Diseño Contemporáneo, la Galería Nacio-
nal del Centro Costarricense de la Ciencia y la
Cultura, el Museo Calderón Guardia, el propio

Museo de Arte Costarricense y numerosas gale-
rías pequeñas, públicas y privadas. Durante las
décadas de los setenta y los ochenta el auspicio
estatal de exposiciones antológicas, premios y sa-
lones nacionales permitió el reconocimiento pú-
blico de un notable contingente de artistas. Esto,
a su vez, generó interés en las artes plásticas por
parte del sector privado, bajo cuyo patrocinio se
realizan bienales y concursos. En las últimas tres
décadas del siglo XX surgió en el país un merca-
do artístico considerable. Todo esto, como se ha
reiterado, se restringe en gran medida a la ciudad
de San José. Aunque ocasionalmente tienen lugar
exposiciones itinerantes, no se cuenta con espa-
cios apropiados para la exhibición de obras artís-
ticas fuera de la ciudad capital.

La difusión de la literatura se realiza en con-
diciones muy distintas de las del resto de las ar-
tes. Su vehículo es el libro, que por naturaleza es
más ubicuo y accesible que otros medios artísti-
cos. Puesto que en este primer acercamiento se
analiza el acceso a la oferta artística nacional, el
énfasis recae en la difusión de la literatura costa-
rricense. En este campo el Estado se hizo presen-
te desde mucho antes de la fundación del MCJD,
por medio del sistema educativo nacional y de la
Editorial Costa Rica, creada por ley en 1959. Es-
ta empresa tiene la particularidad de que, pese a
recibir subsidios estatales, está regida en última
instancia por la Asociación de Autores de Obras
Literarias, Técnicas y Científicas de Costa Rica,
de acuerdo con los términos de su propia ley de
creación. Las editoriales de las universidades pú-
blicas se han sumado en los últimos años a la di-
fusión de la literatura nacional, así como algunas
editoriales privadas. El cuadro 2.25 muestra la
producción editorial literaria en los años 2001 y
2002. Como puede verse, en este último año fue-
ron publicados 236 títulos, para un total de
297.510 ejemplares, con un promedio de 1.260
ejemplares por edición. Entre los años 2001 y
2002 se observan aumentos notables en narrati-
va y poesía.

Dado que los libros no pagan impuestos, su
precio está determinado en gran medida por los
costos de producción, distribución y venta. Por
eso, el precio de los libros en ediciones de bajo
tiraje resulta relativamente alto, lo cual crea difi-
cultades de acceso a ellos para gran parte de la
población. Esto podría subsanarse a través de su-
ficientes bibliotecas escolares, colegiales y públi-
cas, dotadas de un acervo básico de literatura na-
cional. Lamentablemente, ese no es el caso en la
actualidad. En cuanto a bibliotecas públicas, en
todo el país sólo existen 57, para un promedio
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En 1992 el Centro Cultural Español dio ori-
gen a una Muestra Nacional de Cine y Video, que
desde 1994 cuenta con el auspicio del Centro de
Cine. En sus primeros diez años la Muestra estre-
nó 426 obras, tanto aficionadas como profesio-
nales, en los géneros de ficción, documental y vi-
deocreación, y en formatos de cine, video y
multimedia. Esta actividad se realiza una vez al
año en cines de la capital, con gran asistencia de
público. 

Por otra parte, la producción de largometra-
jes de ficción se ha intensificado en los últimos
años, en general como resultado de iniciativas
independientes, sin apoyo estatal en la produc-
ción ni en la difusión. Debido a la intensa com-
petencia del cine comercial internacional, las pe-
lículas costarricenses encuentran pocas
posibilidades de proyección. En el caso de las sa-
las de cine se repite también el fenómeno de que
la inmensa mayoría se ubica en la ciudad capital,
lo cual es una barrera para el acceso equitativo
de la población al arte cinematográfico, sea cos-
tarricense o extranjero.

De cara a la regionalización de los espacios
culturales, desde los años ochenta se establecie-
ron centros para el fomento de la cultura. De los
32 museos hoy abiertos al público, 31 fueron
creados en los últimos veinticinco años y 17 es-
tán fuera de San José. En la dimensión local exis-
ten 34 casas o centros de cultura; casi la tercera
parte se ha instalado en edificaciones antiguas, 8
de ellas declaradas patrimonio cultural. Aunque
en el 70% de estos centros hay organizaciones
culturales regulares, también tienen problemas

de 6,2 por cada cien mil habitantes en edad esco-
lar, promedio que, de modo interesante, se dupli-
ca en la provincia de Guanacaste. A diferencia de
lo que ocurre con otras expresiones artísticas, la
literatura no cuenta con un órgano estatal espe-
cializado en su difusión. La Editorial Costa Rica
agota sus tareas en la edición y distribución de li-
bros. No existe un instituto del libro u organiza-
ción similar que se dedique a promover la difu-
sión de las obras de las y los autores nacionales.

La producción audiovisual costarricense con
carácter artístico es todavía incipiente. Aparte de
algunos esfuerzos aislados (notablemente el filme
El Retorno, producido en la década de los treinta)
su gestación se inicia con la creación del Centro
Costarricense de Producción Cinematográfica del
MCJD, en 1973. Al comienzo este Centro se dedi-
có a la producción de documentales, en los cuales
hicieron sus primeras armas cineastas que luego
ampliaron su trabajo, principalmente en el campo
de la publicidad, pero con incursiones ocasionales
en la ficción artística. Otros directores se formaron
esencialmente en el campo publicitario, y algunos
han realizado estudios en escuelas de cine del ex-
terior. Los documentales del Centro de Cine alcan-
zaron amplia difusión en los años setenta, gracias a
transmisiones en cadena nacional de televisión.
Una vez que desapareció esa práctica, las posibili-
dades de acceso a la producción audiovisual costa-
rricense de carácter artístico han sido mucho más
restringidas. Excepciones notables han sido las
transmisiones por televisión, con altos índices de
audiencia, de algunas series de producción nacio-
nal como San Buenaventura, El Barrio y La Pensión.
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CUADRO 2.25

Producción editorial literaria. 2001-2002

Titulos Ejemplares Tiraje promedio
Géneros 2001 2002 Total 2001 2002 Total 2001 2002 Total

Total 84 236 320 62.020 297.510 359.530 738,3 1260,6 1.123,5
Ensayo 4 11 15 4.000 6.800 10.800 1.000,0 618,2 720,0
Epistolarios 0 22 22 0 40.310 40.310 1.832,3 1.832,3
Literatura 1 15 16 120 25.500 25.620 120,0 1.700,0 1.601,3
Literatura infantil 
y juvenil 6 1 7 3.500 1000 4500 583,3 1.000,0 642,9
Narrativa 23 105 128 33.350 155.400 188.750 1.450,0 1.480,0 1.474,6
Poesía 47 74 121 17.550 50.500 68.050 373,4 682,4 562,4
Prosa satírica 
y humor 1 1
Teatro 2 8 10 3.500 18.000 21.500 1.750,0 2.250,0 2.150,0

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la oficina de ISBM de Costa Rica .



por la falta de legislación que los tipifique y en-
cargue a las instancias públicas la tarea de pro-
mover y difundir la producción cultural que en
ellos se genera. 

Otra expresión popular con fuerte arraigo lo-
cal es la artesanía, que incluye creaciones de va-
lor étnico (como las mascaras borucas), la pro-
ducción industrial (como los trabajos en madera
de Sarchí) y la elaboración semimanual de bisu-
tería y adornos. En el país hay aproximadamen-
te 7.900 artesanos y artesanas, 31 asociaciones
gremiales y varias comunidades indígenas que se
dedican a la artesanía tradicional, como en el ca-
so de Guaitil. En el 2002 se realizaron tres ferias
nacionales de artesanía; además, en general, esta
es una forma de arte de fácil acceso para la po-
blación en muchos establecimientos comerciales
y actividades turísticas o festivas.

Finalmente, cabe destacar que en los últimos
años el gasto público en cultura se ha mantenido
en niveles muy bajos. En el período 1990-2002
osciló entre 0,6% y 1,0% del gasto público total y,
en términos reales, tiende, con oscilaciones, a de-
crecer. El gasto per cápita en cultura en el 2002
fue un 34% menor que en 1987. En términos de
equidad, este gasto es regresivo -se concentra en
los deciles más altos de ingresos- aunque no tanto
como la distribución de ingresos. Un asunto

importante que debe ser anotado es la creciente
participación de empresas privadas, fundaciones,
centros culturales e instituciones, en el financia-
miento de la oferta artística; el sector privado mo-
viliza recursos para costear producciones y espa-
cios de promoción -y comercialización-, desde
bienales, concursos y festivales, hasta procesos
que han permitido, en un modelo mixto, la crea-
ción del Museo de los Niños, el CENAC y el Mu-
seo de Formas y Espacios, por ejemplo. 

Un último apunte: en Costa Rica, la fuerza de
trabajo que tiene como su principal ocupación
alguna actividad artística representa un 0,4% del
total de ocupados. Casi la mitad de ellos, un
44,8%, se ubica en el sector independiente. Hay
2,5 hombres por cada mujer y se trata de un gru-
po profesionalizado: más de un 40% de los tra-
bajadores del arte posee educación superior, mu-
cho más que el promedio general, que es de un
18,5%. En este aspecto juegan un papel funda-
mental las oportunidades de formación artística
que ofrece el país. Además de los colegios e ins-
tituciones particulares con ese énfasis, de 1996 a
2002 se otorgaron 1.365 títulos en las distintas
ramas de las artes (272 en el 2002), con el con-
curso mayoritario de las universidades públicas
(86,2%), y una naciente participación de los cen-
tros privados de educación superior.
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Más detalle sobre

oferta artística y la

producción cultural 

en el 2002,  

consúltese el trabajo

elaborado por Sergio Villena y

Carlos Cortés, “Producción

cultural en Costa Rica en el

año 2002”, en el sitio

www.estadonacion.or.cr.
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7 El puntaje es un índice complejo que resume la condición socioeconó-

mica de una familia, por medio de la ponderación de un conjunto de va-

riables de la ficha de información social (FIS), en un proceso de agrega-

ción que involucra índices parciales en vivienda, ocupación, educación,

patrimonio e ingreso. Los parámetros de la estimación del puntaje varían

entre las zonas urbana y rural (IMAS, 2002).

8 La primera medición se incluyó en el Quinto Informe, pero en el Sexto

se realizaron algunos ajustes en las definiciones y en la fórmula de cálcu-

lo, que se continúan utilizando en el presente Informe.

9 En los Informes Cuarto y Octavo se incluyó un análisis de calidad del

empleo desde el punto de vista de la precariedad laboral, considerando

como empleos precarios aquellos clandestinos o desprotegidos (aproxi-

mados por la cobertura del seguro social); el empleo a tiempo parcial (o

sea, el subempleo visible); el empleo temporal o contratado por períodos

definidos, y el empleo asalariado fraudulento (difícil de medir, pero apro-

ximado parcialmente con el subempleo invisible). En otros Informes se ha

hecho referencia al sector informal, pretendiendo abarcar aquel conjunto

de actividades productivas no agropecuarias cuyo rasgo distintivo es la

baja dotación de capital (humano y físico) y, por lo tanto, una reducida re-

lación capital/trabajo. Se incluyen dentro del sector informal los trabaja-

dores por cuenta propia (excluidos los profesionales y técnicos), los traba-

jadores familiares no remunerados, los trabajadores en microempresas

(asalariados y patronos) y generalmente se agrega el servicio doméstico.

Cuando se utiliza esta clasificación, los empleos no agropecuarios se divi-

den en formales e informales, y al empleo agropecuario, dadas sus carac-

terísticas particulares, le corresponde una categoría independiente.

10 En 2002, el promedio de ocupados por hogar fue 1,6, pero el 43,8% de

los hogares solamente contaba con un ocupado, y en el 60,3% de los ho-

gares con dos ocupados, ambos lo estaban en el mismo sector. Dado que

los hogares con dos ocupados representaban un 31,3% del total, se des-

prende que al menos en un 62,7% de los hogares los ocupados están en

el mismo sector, lo cual sustenta la correspondencia planteada.

11 Debe señalarse que la Encuesta de Hogares capta el lugar de residen-

cia de los ocupados y no el lugar donde trabajan. Sin embargo, a este ni-

vel de análisis (regional) se espera que las diferencias entre ambas dimen-

siones espaciales no sean significativas. En segundo lugar, el análisis se

realiza para 1990 y 2002, o sea, dejando de lado los años intermedios, para

simplificar la presentación de los datos y la interpretación de los resultados.

12 En la Encuesta de Hogares del año 2002 se incluyó un módulo espe-

cial sobre trabajo infantil y adolescente, por medio del cual se investiga-

ron a profundidad aspectos relacionados con la inserción laboral de este

sector de la población. Aunque la información fue publicada y difundida

por diferentes medios, este documento se basa fundamentalmente en el

Censo del 2000, porque permite hacer la desagregación geográfica y de

grupos ocupacionales requerida para la investigación (véase INEC et al,

2003; además pueden realizarse procesamientos en línea desde la página

del INEC: www.inec.go.cr).

Notas

1 Varios estudios internacionales han aproximado cuantitativamente el

impacto del crecimiento económico sobre la reducción de la pobreza, con-

trolando algunas otras variables importantes, entre ellas la desigualdad en

la distribución del ingreso. Uno de esos estudios es el de Epaulard (2003),

recientemente publicado, en el que, luego de analizar 47 episodios de cre-

cimiento económico y 52 episodios de decrecimiento en economías en de-

sarrollo y en transición, se comprobó empíricamente que a mayor desi-

gualdad en la distribución del ingreso, menor es el impacto del

crecimiento económico sobre la reducción de la pobreza.

2 El índice Theil tiene como límite inferior LN(1)=0 y como límite superior

LN(n). Si la distribución es totalmente igualitaria, el ingreso total estará re-

partido en n partes iguales, en donde y=(1/n), esto implica que

y1=y2=...=yn, entonces ny=n(1/n)=1. Esto implica entonces que Theil T=0,

porque el LN(1)=0. Si la desigualdad es completa quiere decir que todo el

ingreso pertenece a un solo individuo. Si se supone que ese individuo es

n, entonces y1=y2=...=yn-1=0 y yn=1. Esto implica, entonces, que T=LN(n).

Grubb y Wilson (1992) consideran que esto es una buena propiedad, ya que

una sociedad conformada por 1.000 personas, en donde una de ellas tiene

todo el ingreso, es más desigual que una sociedad de dos personas en la

cual una de ellas tiene la totalidad del ingreso

3 Un indicador útil se calcula dividiendo la desigualdad “entre” grupos to-

tal entre la desigualdad total. Mientras más se incremente este coeficien-

te, mayor es el poder explicativo de la variable analizada, producto de que

los salarios promedio de los grupos que la componen tienen los mayores

niveles de dispersión entre sí, o sea, son más desiguales y así contribuyen

más a la desigualdad total.

4 Para el cálculo de la pobreza vista como insuficiencia de ingresos se ex-

cluyen aquellos hogares que durante el proceso de la encuesta: i) no su-

ministraron información de ingresos (“ingreso ignorado”), o ii) se declara-

ron sin ingresos (“ingreso cero”), aduciendo situaciones coyunturales

(cambio de trabajo, espera el inicio del pago de pensión, etc.). El porcen-

taje de hogares en esta situación es variable, con un promedio de 17,7%

para 1990-2002 (INEC, 2002b). Según una estimación propia del consul-

tor (Sauma, 2003), si a esos hogares se les imputaran ingresos según las

características personales y ocupacionales en el caso de los ingresos labo-

rales, y a las personales en el caso de otros ingresos, solamente un 18,8%

de los hogares con ingreso cero o ignorado sería pobre (un 17,9% de las

personas que en ellos residen). Aquí estos porcentajes han sido utilizados

para estimar el número total de hogares y personas pobres.

5 Para más detalle sobre el SIPO, véase Proyecto Estado de la Nación,

2001.

6 El método de línea de pobreza se basa en el costo de la canasta básica. Si

el ingreso familiar per cápita es menor al costo de la canasta alimentaria, la

familia estará en situación de pobreza extrema o indigencia. Si supera el

costo de las necesidades alimentarias, pero no el costo de la canasta com-

pleta, se encontrará en una situación de pobreza básica (IMAS, 2002).
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22 Aunque no existe consenso en el ámbito de los sistemas y servicios de

salud, se suele aceptar que la calidad tiene dos grandes dimensiones que

están relacionadas, aunque son diferentes: la calidad técnica, que desde

la perspectiva de los prestadores busca garantizar la seguridad, efectivi-

dad y utilidad de las acciones en pro de la salud, así como la atención

oportuna, eficaz y segura de los usuarios de los servicios; y la calidad per-

cibida por los propios usuarios, que toma en cuenta las condiciones ma-

teriales, psicológicas, administrativas y éticas en que dichas acciones se

desarrollan.

23 Los resultados se clasifican mediante la siguiente escala: 90% o más:

excelente; 80%-89,9%: satisfactorio; 60%-79,9%: regular; 50%-59,9%:

deficiente y 49,9% o menos: muy deficiente.

24 Cada trimestre, la Dirección de Contralorías de la CCSS reporta un per-

fil de las quejas atendidas en las contralorías de servicios. En el 2001 (año

en que se inició la base de datos) estaban incluidos 13 establecimientos

de salud y para el primer trimestre del 2003 se incrementó a 94 el núme-

ro de establecimientos que reportan quejas, por lo que los datos no son

comparables, dadas las diferencias en la totalidad de asuntos atendidos

por año. Para registrar las quejas se cuenta con un sistema que incluye in-

formación desde la fuente primaria, fechas de reporte, tipos de reporte y

usuarios finales. El sistema se activa en el momento en que un usuario

presenta la queja a nivel local, en cualquiera de las contralorías de servi-

cios de la CCSS.

25 Se refiere a las denuncias que vulneran los siguientes derechos espe-

cíficos: derecho a la salud, a un ambiente sano, a la seguridad social y a

la eficiencia en la prestación de los servicios públicos. Incluye a centros

hospitalarios, clínicas, EBAIS, CCSS, IAFA y MINSA.

26 Además de este cambio, ahora en el numerador se considera dentro de

un grado, ciclo o nivel, según corresponda, a toda la población matricula-

da con las edades que oficialmente se debe tener para cursar ese grado,

ciclo o nivel, pero en el denominador sólo se contempla a la población que

idóneamente tiene la edad para el grado, ciclo o nivel. En las estimacio-

nes anteriores la población considerada era un promedio simple de las po-

blaciones con edades de referencia. Pese a este cambio, los nuevos valo-

res no modifican sustancialmente el nivel y se mantiene la tendencia en

los valores.

27 Entre estas modalidades pueden mencionarse la educación abierta del

MEP, los institutos profesionales y de educación comunitaria (IPEC), los

centros integrados de educación de jóvenes y adultos (CINDEA) y el pro-

grama “Nuevas Oportunidades”, además de la telesecundaria.

28 La tasa de idoneidad como valor agregado sí refleja que toda la pobla-

ción de interés asiste al grado que le corresponde, mientras que la tasa

neta como valor agregado no lo hace, por lo que no es válido obtener es-

te último indicador por grado.

29 La estimación equivale a una tasa bruta de escolaridad.

13 El número de años que en promedio puede esperar vivir una persona

si durante toda su vida se mantuvieran las condiciones de mortalidad por

edad imperantes en el momento de su nacimiento.

14 El procesamiento para el año 2002 fue elaboración propia a partir de

los datos disponibles en el CCP: http://censos.ccp.ucr.ac.cr/cgi-bin/login.pl

15 El IAFA inició en 1990 el proyecto de investigación “Estudio Nacional

sobre Consumo de Drogas”, que viene realizando una encuesta nacional

cada cinco años. Mediante un estudio transversal repetido, se ha logrado

establecer la naturaleza y las características de la demanda de drogas du-

rante la década de los noventa. El estudio permite analizar la información

sobre las características del consumo de alcohol, tabaco y otras drogas en

la población. La muestra del estudio del año 2000-2001 fue de 4.588 per-

sonas de entre 12 y 70 años de edad que tenían al menos un año de re-

sidencia en una vivienda.

16 La investigación “Caracterización de los hábitos alimentarios de la po-

blación escolar de la Gran Área Metropolitana de Costa Rica (GAM)“ fue

de tipo descriptivo y transversal, y se llevó a cabo en 1.267 escolares de

7 a 12 años de edad de ambos sexos (49,9% entre 7-9 años y 50,3% de

10-12 años), matriculados en 26 escuelas de la GAM (69% urbanas y 31%

rurales). Este estudio fue presentado en el taller “Calidad de la dieta de la

población escolar y adolescente: un tema latente”, realizado por el IN-

CIENSA el 30 de agosto de 2002 (INCIENSA, 2003).

17 No incluye la PEA no remunerada ni la que busca trabajo por primera

vez.

18 Estas estimaciones se elaboraron con base en información de la Direc-

ción de Compra de Servicios de Salud de la CCSS.

19 Tal como se mencionó en la edición anterior de este Informe, con la

aprobación de la Ley 7852, del 30 de noviembre de 1998, Ley de Descon-

centración de los Hospitales y las Clínicas de la Caja Costarricense de Se-

guro Social, la Institución inició un proceso de profundización en su plan

de transformar el modelo de asignación de recursos. Uno de los principa-

les objetivos que se busca con este proceso de desconcentración es que

los hospitales y clínicas logren mayor autonomía en la gestión presupues-

taria, la contratación administrativa y el manejo de los recursos humanos.

El mecanismo que la Ley prevé para formalizar el otorgamiento de mayor

autonomía es la personalidad jurídica instrumental, que queda sujeta a la

suscripción y vigencia del compromiso de gestión.

20 Se diseñó un formulario de encuesta para auto-llenado por los partici-

pantes (directores, administradores, jefes de servicios). La respuesta era

voluntaria y el 75% de los centros envió la suya. En total se distribuyó la

encuesta en 33 establecimientos desconcentrados y fue contestada por

25: 11 hospitales, 3 clínicas y 11 áreas de salud, para un total de 434 en-

cuestas realizadas.

21 La Contraloría concluyó que “la institución dejó desprotegidos a sus

pacientes y los sometió a riesgos innecesarios” (CGR, 2002).



38 La encuesta se basa en la percepción de los directores sobre las condi-

ciones y la disponibilidad de aulas, mobiliarios, servicios de apoyo y recur-

so docente, entre otros factores.

39 La Fundación Omar Dengo realiza esta clasificación siguiendo las defi-

niciones del INEC, de la siguiente forma: urbano, si el 75% o más de la po-

blación se ubica en lugares urbanos; mixto, si entre el 25% y el 75% de la

población se ubica en lugares urbanos, y rural, si 25% o menos de la po-

blación se ubica en lugares urbanos.

40 Las operadoras de pensiones complementarias (OPC) son entidades de

carácter privado que fueron creadas para administrar las cuentas de capi-

talización individual. Los fondos administrados por las operadoras inclu-

yen el régimen voluntario de pensiones complementarias, el régimen obli-

gatorio de pensiones complementarias, los fondos de capitalización

laboral y el ahorro voluntario.

41 Cabe señalar que el término inversión social se utiliza como sinónimo

de gasto social, bajo la óptica de que el gasto en el mejoramiento de las

capacidades y de la calidad de vida de las personas es, en realidad, una

inversión. Desde una perspectiva más limitada del enfoque económico del

capital humano, podría considerarse que sólo el gasto social que va diri-

gido a mejorar, mantener y proteger las capacidades humanas sería una

inversión y, por lo tanto, algunos gastos dirigidos a mejorar la calidad de

vida de las personas, pero no sus capacidades, podrían considerarse solo

como un gasto.

42 Esta prioridad fiscal está sobrevalorada al incorporar la inversión so-

cial, componente de gasto que no corresponde al Gobierno General y al

no contemplar consolidaciones entre funciones. La inversión social repor-

tada por la STAP para el año 2002, estableciendo consolidaciones entre

funciones, asciende a 1.144.000 millones de colones, lo que representa un

19% del PIB y el 72% del gasto del Gobierno General.

43 Para el año 2002 la STAP consolidó las cifras de gasto público, tanto

por función como entre funciones. Esto no se hacía para los años previos,

con lo que se incurría en una sobreestimación de la inversión social. Si se

consideran las cifras publicadas por la STAP para el 2002, la inversión so-

cial global habría crecido solo un 1,3% durante el último año y se habría

contraído en términos per cápita.

44 Entre los que destacan los de la coreógrafa Mireya Barboza.

30 No se cuenta con información de la matrícula anual en las universida-

des privadas.

31 La estimación del costo directo de la repitencia en primaria para el año

2002, se calcula basado en el total de repitentes en dicho nivel (40.283

estudiantes) multiplicado por el costo promedio directo por estudiante en

primaria (presupuesto anual del MEP en primaria entre la matrícula total).

Esta estimación forma parte de una investigación que lleva a cabo el MEP,

con el apoyo de la Asociación Amigos del Aprendizaje (ADA) y la Facultad

de Educación de la Universidad de Harvard. Durante dos años, se dará

seguimiento a 257 niños y niñas desde que inician la educación

preescolar, hasta que terminen el primer grado, utilizando evaluaciones

estandarizadas a nivel internacional, sobre destrezas de lectura.

32 Estos porcentajes no son comparables con años anteriores, cuando los

porcentajes de aprobación de las pruebas eran bastante inferiores porque

estas podían ser realizadas por todos los estudiantes. A partir del 2002, en

primaria, y del 2001 en secundaria, se impusieron restricciones para la

realización de las pruebas en la convocatoria ordinaria. Por ejemplo, en

primaria, para el 2001, la aprobación de la prueba de sexto grado en Ma-

temáticas fue únicamente del 66,5%, frente al 93,4% del 2002.

33 El tiempo estipulado es 6 años para primaria, 5 años para secundaria

académica y 6 años para secundaria técnica. En secundaria se consideran

los porcentajes de académica y técnica.

34 Este patrón es consistente con el observado para el año 1995 en el Se-

gundo Informe del Estado de la Nación.

35  Estos datos son consistentes con el fenómeno señalado por medio del

índice de Theil en este mismo capítulo, en cuanto a la relación entre el ni-

vel educativo y la disparidad salarial en el país.

36 Compárese el mapa 2.2 con el presentado en Proyecto Estado de la

Nación, 2002, p.101.

37 Como educación superior se consideran los colegios universitarios y las

universidades estatales, aunque el mayor monto del presupuesto es para

estas últimas.
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2CAPITULO

La coordinación del capítulo estuvo a cargo de Nora
Garita. 

Se prepararon para el capítulo los siguientes insu-
mos para la elaboración del texto los siguientes estu-
dios: “Factores que influyen sobre la inequidad salarial
en Costa Rica”, de Juan Manuel Baldares; “Violencia
contra las mujeres en Costa Rica”, de Ana Carcedo;
“Producción cultural en Costa Rica en el 2002”, de Car-
los Cortes y Sergio Villena; “Opinión experta acerca del
estado de Costa Rica en vivienda y de desarrollo urba-
no”, de Manuel Morales, de FUPROVI; “Educación y co-
nocimiento en Costa Rica: desafíos para avanzar hacia
una política de Estado”, de Ronald Mora y Pilar Ramos;
“Mortalidad por las cinco causas más frecuentes en gru-
pos de población: 1990-2001”, de Guido Miranda, con
base en datos del INEC; “Mercado de trabajo, distribu-
ción del ingreso y pobreza”, de Pablo Sauma; “Costa
Rica: magnitud y características del trabajo infantil y
adolescente según el IX Censo de población y V de
vivienda“, de Pilar Ramos, IPEC-OIT y Estado de la
Nación; “La calidad de los servicios de salud en Costa
Rica“, de Ronald Alfaro; “La demografía en el 2002”,
presentación de Luis Rosero Bixby; “La inversión social
pública en Costa Rica”, de Juan Diego Trejos; “Entre el
norte y el sur: migración Nicaragua-Costa Rica-Estados
Unidos”, de Juan Carlos Vargas y “La repitencia escolar
y su relación con las dificultades en la lectura”, de An-
drea Rolla de San Francisco, Melissa Arias y Renata Vi-
llers. Colaboraron como asistentes de investigación
Manuel Chacón, Sindy Mora y Bernardo Trejos.

Un agradecimiento especial por sus comentarios en
el tema de producción cultural merecen Adriana Collado,
María Laura Elizalde, Manuel Monestel y Dora Sequeira. Se
agradece por sus observaciones y apoyo en información a
Amalia Chaverri, Rafael Cuevas, Sylvie Durán, Ileana Gon-
zález y Pilar Herrero. También se agradece los comentarios
de Olga Goldenberg en el tema de violencia contra la
mujer, a Carmen González y Eloisa Ulibarri de FUPROVI por
su apoyo en el tema de vivienda y a Eliécer Ramírez y
Carmen Campos, del Ministerio de Educación.

Los talleres de consulta se efectuaron los días 2 de julio
(Salud), 13 de marzo y 11 de agosto (Cultura), 10 de ju-
nio y 4 de agosto (Equidad e integración social). En ellos
se contó con la asistencia de las siguientes personas:
Rodrigo Aguilar, Ronald Alfaro, Patricia Allen, Helio Al-
varado, Juan Manuel Baldares, Manuel Barahona, Geo-
vanny Barboza, Jorge A. Barquero, Dixie Brenes, Eduar-
do Brenes, Marta Campos, Alcira Castillo, Jacqueline
Castillo, Zaida Castro, Manuel Chacón, Freddy Chava-
rría, Amalia Chaverri, Jorge Chávez, Warner Chávez,
Luisa Chinchilla, Adriana Collado, Juan Manuel Cordero,
Carlos Cortés, Cecilia Dobles, Alexandra De Simone, Syl-
vie Durán, María Laura Elizalde, Helio Fallas, Ramiro Fon-
seca, Nora Garita, Olga Goldenberg, Ileana González,
Miguel Gómez, Milena Grillo, Joyce Guido, Pilar Herre-
ro, Mariela Hernández, Barbara Holst, Emma Lizano, Ju-
liana Martínez, Javier Masís, Guido Miranda, Manuel
Monestel, Eduardo Monge, Humberto Montiel, Ronald
Mora, Sindy Mora, Manuel Morales, Daniel Morgan, Vil-
ma Pernudi, Juan Pablo Pérez, Alberto Quiñónez, Prisci-
la Quirós, Pilar Ramos, Katia Rodríguez, Luis Rosero, Ir-
ma Sandoval, Marlene Sandoval, Javier Santacruz, Pablo
Sauma, Eddy Segura, Dora María Sequeira, Marcia Silva,
Miguel Sobrado, Elizabeth Solano, Bernardo Trejos, Juan
Diego Trejos, Adrián Vargas, Alexis Vargas, Juan Carlos
Vargas, Jesper Venema, Renata Villers, Sergio Villena,
Ana Victoria Zapata, Magda Zavala, Fernando Zumbado
y Xinia Zúñiga.

La edición técnica del capítulo fue realizada por Mar-
cela Román, Isabel Román, Natalia Morales, Pilar Ramos
y Arodys Robles.

La revisión y corrección de cifras la realizó Elisa Sánchez
con el apoyo de Natalia Morales y Leonardo Merino.

Por su apoyo financiero para la realización de estu-
dios específicos que sirvieron de insumos para la elabo-
ración de este capítulo se agradece a la Fundación Frie-
drich Eberth, al Proyecto IPEC-OIT Costa Rica, a la
OMS/OPS y al Fondo de Población (FNUAP) y a la
Fundación Avina.
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ASPIRACIONES

■ Crecimiento económico sostenido, con efectos favorables en el empleo, los ingresos y las oportunidades de los
distintos grupos sociales, con base en la formación de recursos humanos y el uso racional de los recursos
naturales.

■ Inflación reducida y menor de dos dígitos en el mediano plazo, fundamentada, en parte, en un déficit fiscal
reducido y controlado.

■ Estabilidad en el sector externo, sobre la base de un déficit reducido de la cuenta corriente y reservas
internacionales que financien de manera satisfactoria las necesidades de importación.

■ Generación de ahorro nacional sostenido, que contribuya de modo significativo al financiamiento de un
proceso sostenible de inversión en el país.

■ Deuda pública del Gobierno que no ponga en peligro las inversiones que deba realizar el Estado en
infraestructura y servicios básicos para la población.

■ Distribución equitativa de los ingresos, las remuneraciones y las oportunidades económicas y sociales entre los
distintos sectores sociales y regiones del país, sin discriminaciones de etnia, género, credo religioso, ideología
o edad.

C A P I T U L O  3  Oportunidades, estabilidad y solvencia económicas

Aspiraciones y Resumen de Hechos Relevantes
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HECHOS RELEVANTES DEL AÑO 2002

■ La inflación acumulada cierra en 9,68%, la cifra más baja desde 1993 y por debajo de la meta del Gobierno
(entre un 10% y un 11%). Sin embargo, continúa siendo la más alta de Centroamérica.

■ La demanda agregada en términos reales crece un 4,4% e impulsa el crecimiento de la producción nacional.

■ La tasa de desempleo abierto (6,4%) alcanza la cifra más alta desde 1985.

■ El déficit fiscal alcanza un alto nivel (4,3% del PIB), cifra que no se observaba desde 1994 y 1995.

■ El Gobierno coloca 250 millones de dólares en el mercado internacional, con el fin de convertir deuda interna.

■ El Poder Ejecutivo presenta a la Asamblea Legislativa el proyecto de Ley de Ordenamiento Fiscal.

■ Asamblea Legislativa aprueba en segundo debate la Ley de Contingencia Fiscal.

■ Las exportaciones FOB aumentan luego de dos años de disminución (cierran el año en 5.252,9 millones de
dólares) y las importaciones CIF se incrementan de manera considerable (7.187,9 millones de dólares en el
2002).

■ El déficit comercial asciende a un 7,5% del PIB, el mayor porcentaje alcanzado desde 1993, cuando llegó a 6,8%.

■ Las reservas monetarias netas del Banco Central terminan el año en 1.494,7 millones de dólares, 164,9 millones
por encima del cierre del 2001, con lo cual rebasaron la meta del 2002 y alcanzaron su cifra histórica más alta.

■ Se utilizan salvaguardias y subsidios para aliviar la situación de los productores de arroz y banano.

■ Entran en vigencia los tratados de libre comercio con Chile, República Dominicana y Canadá.

■ Costa Rica se suma al Sistema de Integración Económica Centroamericana (SICA), lo cual implica la adhesión al
proceso de unión aduanera que llevan a cabo El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua.

■ Según el Reporte de Competitividad Global 2002-2003, elaborado por el Foro Económico Mundial, Costa Rica
es el tercer país latinoamericano en materia de competitividad.

■ Se aprueba en segundo debate ley para el fortalecimiento de la pequeña y mediana empresa (PYME), que entre
otros aspectos crea un fondo de garantías para respaldar las solicitudes de crédito bancario de este sector. Queda
pendiente su reglamentación.

■ Inició el Programa de fiscalización de la calidad de la red vial, en cumplimiento al artículo 8 de la Ley de
Simplicación y Eficiencia Tributaria.
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Introducción

El capítulo “Oportunidades, estabilidad y
solvencia económicas” da cuenta del desempeño
de la economía nacional en el año 2002, aporta
elementos para entender ese desempeño y lo
evalúa desde la perspectiva del avance -o retroce-
so- en el logro de las aspiraciones planteadas por
el Informe en materia de desarrollo económico.
Para ello, se organiza en seis secciones principa-
les: comportamiento de la producción y sus de-
terminantes; financiamiento de la producción;
evolución en el nivel de precios; empleos, sala-
rios y distribución del ingreso; comercio exterior
e inversión extranjera directa y solvencia de las
cuentas fiscales.

Como es usual, el estudio a lo largo del capí-
tulo se centra en el desempeño de la economía y
la política económica en el año de referencia del
Informe, pero recurre también a la valoración de
tendencias y a la realización de comparaciones de
mediano y, en algunos casos, largo plazo. Ahora
bien, en esta novena edición, como complemento
al análisis regular, se examinan con particular
atención algunos temas que profundizan en asun-
tos sectoriales e institucionales: políticas de fo-
mento a la producción; los desafíos de los fondos
de ahorro colectivo; el turismo, sus éxitos y ame-
nazas, y la gestión de la red vial en el año 2002.
Con este tratamiento especial, se espera contribuir
a un mejor conocimiento de algunos asuntos que
no necesariamente están referidos al año en que se
centra el análisis, aunque indudablemente resultan

indispensables para la comprensión y dimensio-
namiento de desafíos nacionales.

Adicionalmente, el capítulo incorpora tres
miniforos sobre temas controversiales: “Retos pa-
ra el desarrollo del mercado de valores”, “Cons-
trucción de obra pública severamente limitada” y
“Oportunidades, peligros y preparación para el
CAFTA”. En ellos vierte sus posiciones encontra-
das un conjunto de figuras que no sólo debaten,
sino que también toman decisiones u orientan a
la opinión pública. Así, presentan sus visiones
Adolfo Rodríguez y Luis Liberman (mercado de
valores), Luis Fernando Vargas y Javier Cháves
(obra pública) y Alberto Trejos y José Manuel Sa-
lazar (CAFTA). De esta manera, el Informe deja
consignadas discusiones relevantes para el desa-
rrollo nacional, como una forma de avanzar en la
identificación de desafíos y propuestas de acción.

Balance general de la economía

El balance general del desempeño económico
costarricense en el 2002 resulta en muchos senti-
dos similar al de los dos años precedentes. En tér-
minos de las aspiraciones de la dimensión econó-
mica del desarrollo humano, de las que da cuenta
este capítulo, puede decirse que, desde el punto
de vista del crecimiento, los resultados fueron
mejores que en el 2001 y que los que presagiaban
los atentados terroristas del 11 de setiembre, el
desempeño adverso de la economía mundial y la
incertidumbre de un año electoral prolongado,
aunque siempre inferiores al promedio de la

Oportunidades, 
estabilidad y solvencia económicas
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década anterior. Desde la perspectiva de las
oportunidades, hubo estancamiento en vez de
avance, y desde el punto de vista de la sostenibi-
lidad, hubo un deterioro con respecto a la situa-
ción del año previo.

En el 2002, el desempeño de la economía
costarricense mejoró tanto en comparación con
el observado el año anterior, como en relación
con el de los demás países de Centroamérica y
América Latina. El PIB en términos reales creció
un 3% (más que duplicando la tasa del 2001).
Comparado con la tasa global de crecimiento, el
comportamiento de los sectores de actividad fue
diferenciado. El sector de transporte, almacena-
miento y comunicaciones fue el que más creció
(12,2%) y además el que más contribuyó al cre-
cimiento general del PIB (explica el 42,1%). Por
su parte, el sector agrícola continuó disminuyen-
do su participación en el PIB: en el 2002 decre-
ció un 2% en términos reales.

El turismo sigue siendo una de las activida-
des productivas más importantes para Costa Ri-
ca. En el 2002 generó 1.078 millones de dólares
y representó el 20,5% del valor total de las ex-
portaciones, superando las de microcomponen-
tes electrónicos (899 millones de dólares), café
(165 millones de dólares) y banano (478 millo-
nes de dólares). Además, según cifras del Banco
Central, el sector turístico es, después de la in-
dustria, la actividad productiva que más inver-
siones extranjeras atrae al país. Sin embargo, la
consolidación de esta actividad como una de las
principales generadoras de contribuciones a la
economía y de oportunidades para la población
requiere la toma de algunas decisiones, especial-
mente en lo que concierne a la degradación de
los recursos naturales y la inversión para el man-
tenimiento de los parques nacionales, principal
atractivo del país. 

En contraste con el año anterior, cuando la
demanda agregada en términos reales estuvo
prácticamente estancada (apenas creció un
0,7%), en el 2002 ésta creció un 4,4%, con el
consecuente impulso a la producción nacional.
Esta expansión se debió en un 68% al incremen-
to de la demanda interna (que creció un 4%, un
poco menos que el 6,2% del año previo). El res-
tante 32% se originó en la expansión de la de-
manda externa, sobre la cual no tiene influencia
la política económica nacional.

En general, la recuperación de la producción en
el 2002, que fue impulsada por la demanda agrega-
da, no se tradujo en un incremento de las oportuni-
dades de empleo para las y los costarricenses. La ta-
sa de ocupación disminuyó y la tasa neta de

participación se mantuvo estancada en 55,4%. El
desempleo abierto se incrementó levemente, a
6,4%, la cifra más alta desde 1985, y el subempleo
visible llegó a 4,9%, el más alto desde 1986. 

Desde el punto de vista de los ingresos, per-
sistió el estancamiento en los niveles del índice
de salarios mínimos reales, que se viene obser-
vando desde 1999. La proporción de hogares po-
bres se mantuvo y la desigualdad en la distribu-
ción de ingresos, aunque no se deterioró, se
estabilizó en uno de los niveles más altos de la
historia reciente. En el lado positivo de la balanza
cabe anotar que el país logró un crecimiento del
ingreso nacional disponible, un 3,3% en términos
reales y un 1,2% en términos per cápita, y que los
dos primeros quintiles de la distribución del ingre-
so incrementaron su participación, en contraste
con las disminuciones de los años anteriores.

El acceso y el costo del crédito no son facto-
res que limiten la expansión de la producción en
la economía costarricense. El saldo de la cartera
de crédito no sólo aumenta más rápidamente
que el producto, sino que incluso en algunos
sectores que se contrajeron en el 2002, ese saldo
creció a tasas elevadas. El crédito interno neto
del Sistema Bancario Nacional (que incluye al
Banco Central) se incrementó en términos reales
en un 16,2%, mientras que en el 2001 se había
contraído en un 5,2%. El 66,2% de este incremen-
to corresponde a crecimiento del crédito al sector
público. Sin embargo, el crédito al sector privado
sigue representando la mayor parte de la coloca-
ción, el 81,5% del crédito interno neto total.

Tradicionalmente, la falta de un nivel adecua-
do de ahorro ha sido señalada, como uno de los
factores que limitan el crecimiento acelerado de
los países en vías de desarrollo. Los activos admi-
nistrados por las carteras de fondos de inversión
crecieron un 32% en 2002, con lo cual llegaron a
representar un 12% del PIB, en tanto que los fon-
dos de pensión se incrementaron aún más rápida-
mente, hasta alcanzar una tasa del 50%, lo que
los llevó a representar un 5,3% del PIB. Desde es-
ta perspectiva, la situación del mercado de valo-
res costarricense es paradójica: los fondos de in-
versión y los de pensiones han experimentado un
crecimiento muy dinámico; sin embargo, el mer-
cado privado de capitales no se ha adaptado a las
nuevas circunstancias y las inversiones continúan
concentrándose en títulos de deuda del sector
público y en plazos relativamente cortos. El mer-
cado local de capitales no ha podido hasta ahora
articular las necesidades de los inversionistas ins-
titucionales con las demandas del sector produc-
tivo nacional. Tampoco ha logrado constituirse
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en una solución a las grandes dificultades que tie-
ne el Estado para financiar obras de infraestructu-
ra en un contexto de restricción fiscal. 

En términos de control y supervisión de fon-
dos colectivos, el país logró un notable avance
con la promulgación de la Ley Reguladora del
Mercado de Valores y la creación de la SUGE-
VAL, en 1998. No obstante, debe tenerse en
cuenta que, a pesar de los esfuerzos que realiza
la SUPEN en aras de una supervisión de natura-
leza prudencial, casi dos terceras partes del total
de fondos administrados por los sistemas de
pensiones, que se ubicaron a diciembre 2002 en
el orden de los 886.600 millones de colones,
unos 2.350 millones de dólares, corresponden a
los regímenes en que las potestades de regula-
ción, supervisión y sanción por parte de la SU-
PEN son restringidas.

Los resultados en las cuentas externas en el
2002 se modificaron con respecto al año previo
y mostraron un importante deterioro en la cuen-
ta corriente, cuyo déficit alcanzó un 5,6% del
PIB, el segundo más alto de la década. Por otro
lado, el ingreso de capital de corto plazo y el cre-
cimiento en la inversión externa directa (3,9%
del PIB), junto con la política cambiaria, logra-
ron compensar el déficit originado en la balanza
comercial de bienes (7,5% del PIB) y cerrar el
año con un aumento neto de las reservas mone-
tarias internacionales, de casi 165 millones de
dólares. Adicionalmente, aun cuando en el 2002
la deuda pública externa no reflejó una tenden-
cia creciente, la evolución general de la balanza
de pagos no fue sostenible, por el endeudamien-
to de corto plazo que para la economía en su
conjunto representó la entrada de capital en las
cuentas de inversiones en títulos de deuda, cré-
dito comercial e inversiones en moneda y depó-
sito.

El valor FOB de las exportaciones aumentó
un 4,6% durante el 2002, desempeño que es
destacable en un contexto de desaceleración de
la economía mundial. Esta evolución favorable
se debió al aumento del 6,5% en las exportacio-
nes no tradicionales, que representaron el 87%
del total exportado en el 2002. El repunte en los
productos no tradicionales se atribuye a las em-
presas amparadas a zonas francas, que aportan el
50,5% de las exportaciones totales y crecieron
un 11,8% en el 2002. Por su parte, los produc-
tos tradicionales, que incluyen café, banano, car-
ne y azúcar y representan el 13% de las exporta-
ciones, mostraron una disminución del 5,5%. 

El 2002 fue un año intenso en materia de ne-
gociaciones y acuerdos de comercio exterior.

Destaca la entrada en vigencia de convenios co-
merciales con Chile (febrero), República Domi-
nicana (marzo) y Canadá (noviembre). Además,
durante el año se dieron negociaciones con Tri-
nidad y Tobago, Panamá y los países centroame-
ricanos elaboraron un plan para la negociación
de un TLC con Estados Unidos. 

Un hecho destacado del año estudiado es que
la inflación fue menor de dos dígitos, 9,68%,
aunque que no se sustentó en un déficit fiscal re-
ducido y controlado. Además sobresale el retor-
no del ciclo político-electoral en las finanzas pú-
blicas. En 1998, pese a ser un año electoral, el
déficit se redujo y el tradicional “paquete tributa-
rio” de inicios de gobierno no fue necesario. Sin
embargo, del 2001 al 2002 el déficit volvió a cre-
cer, por lo que no sorprende que la aprobación de
la Ley de Contingencia Fiscal se haya convertido
rápidamente en un tema prioritario para las nue-
vas autoridades. Este retorno del ciclo político
constituye una mala noticia para el país: la respon-
sabilidad fiscal es compatible con todo tipo de
modelo de desarrollo económico; el desequilibrio
fiscal recurrente con ninguno. 

El déficit financiero del Gobierno Central se
incrementó de manera considerable en el 2002,
cuando llegó a representar el 4,3% del PIB, en
contraste con el 2,9% observado en el 2001. Es-
te resultado refleja tanto una disminución en los
ingresos (0,12 puntos porcentuales del PIB, prin-
cipalmente en los rubros de consumo, venta y
renta) como un incremento en los gastos totales
(1,25 puntos porcentuales del PIB en todas las
partidas). El resto del sector público no financie-
ro, contrario a lo que venía sucediendo en años
previos, no logró acumular un superávit prima-
rio importante y terminó el 2002 con un peque-
ño exceso de ingresos sobre gastos, equivalente a
un 0,3% del PIB; en el 2001 el superávit prima-
rio había alcanzado un 1,06% del PIB.

En el 2002, del total de gastos del Gobierno
Central un 33,8% correspondió al pago de sala-
rios y contribuciones a la seguridad social, un
24,3% al pago de intereses sobre las deudas in-
terna y externa, y un 19,6% a transferencias al
sector privado, especialmente por concepto de
pensiones. Esto arroja un total del 77,7% del
gasto total con un alto grado de rigidez. Esta si-
tuación, agravada por el creciente pago de pen-
siones, es un problema cuya magnitud tenderá a
crecer en el futuro, salvo que se adopten medi-
das de fondo, ya sea en el gasto o en el ingreso
del sector público. El problema no se soluciona-
rá apelando a una ejecución austera de los presu-
puestos públicos.
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En relación con el financiamiento del déficit
del Gobierno Central, en el 2002 hubo un mayor
uso de recursos acumulados en caja, en particu-
lar de 153 millones de dólares depositados en el
Banco Central que, en principio, se iban a utili-
zar para capitalizar a esta institución. Esto evitó
que se tuviese que recurrir al financiamiento me-
diante mayores colocaciones en el mercado in-
terno, con el consecuente impacto sobre las tasas
de interés y, por ende, sobre el gasto en intereses.
Por su parte, la deuda de todo el sector público,
tanto interna como externa, creció como porcen-
taje del PIB, de 56,7% en el 2001 a 59,3% en el
2002. La deuda total se ha estabilizado en alrede-
dor de un 60% del PIB, pero su servicio, por las
tasas de interés internas y su rápida renovación,
genera presiones crecientes. El nivel de endeuda-
miento no es el problema, pero sí su servicio. De
continuar esta tendencia por unos años más, el
servicio de la deuda podría incrementar la califi-
cación del riesgo país.

En resumen, a pesar de la recuperación en el
ritmo de crecimiento económico, tanto la política
fiscal como la monetaria fueron insuficientes para
eliminar la “fragilidad” que, en los términos del
Octavo Informe, caracterizaba la economía costa-
rricense en el 2001, y que se mantuvo vigente en
el 2002. Desde el punto de vista de la sostenibili-
dad del crecimiento, resulta preocupante que:

■ La reactivación de la demanda interna (4% de
crecimiento) tiene como un componente
central el incremento de la demanda del
Gobierno, la que a su vez fue posible sobre la
base de un marcado deterioro de la situación
fiscal, y se tradujo asimismo en un deterioro de
la cuenta corriente de la balanza de pagos.

■ El incremento en la formación bruta de capital
fijo (7,2%) está asociado, en buena medida, a
las inversiones del ICE, que llevan a una re-
ducción del superávit de esta institución y a un
deterioro de la situación global de las finanzas
públicas y se tradujo asimismo en un deterio-
ro de la cuenta corriente de la balanza de pa-
gos, lo que podría llegar a constituirse en fac-
tor limitante de estas inversiones, en el tanto
no se generen nuevos ingresos. 

■ El nivel de rigidez del gasto, derivado de un
servicio cada vez mayor de la deuda pública,
impone límites a la inversión en infraestructu-
ra y otros rubros.

■ El mayor dinamismo de la producción está fuer-
temente asociado a las empresas de zona franca,
un régimen que en el futuro cercano perderá
uno de sus componentes centrales -la exonera-
ción del impuesto sobre la renta- sin que hasta
el momento el país haya definido la estructura
que en adelante tendrá dicho impuesto. Tratán-
dose de un área tan vital para la economía cos-
tarricense, prolongar la incertidumbre en esta
materia parece un riesgo innecesario.

El comportamiento de la 
producción y sus determinantes

Para abordar la dinámica del crecimiento el
análisis se organiza en tres partes. Primero se
examina el comportamiento de la economía en
contraste con años previos; luego se desagrega el
crecimiento experimentado según el aporte de
los diferentes sectores económicos y componen-
tes de la demanda agregada y, finalmente, se ex-
plora la volatilidad de la contribución de los dis-
tintos sectores al crecimiento.

La demanda externa, sobre la cual no tiene in-
fluencia la política económica nacional y que cons-
tituye el 32% de la demanda agregada, es y seguirá
siendo uno de los factores determinantes del ritmo
de crecimiento de la economía costarricense. En es-
te sentido, la conducción de la política económica
tiene limitaciones severas en cuanto a su capacidad
de estimular el crecimiento económico, no así en la
posibilidad de reducir el riesgo que representan las
fluctuaciones en la demanda externa, así como de
diversificar ese riesgo ampliando la oferta exportable
y ampliando los mercados de destino. Por otro lado,
la implementación de un conjunto de políticas sec-
toriales y microeconómicas bien diseñadas ha mos-
trado dificultades en el pasado y los debates que ge-
nera son intensos, como lo ilustra con claridad un
análisis sobre política industrial en Costa Rica que se
incluye al final de esta sección.

La producción global se recupera 

En el 2002, el desempeño de la economía cos-
tarricense mejoró tanto en comparación con el ob-
servado el año anterior como en relación con el
resto de los países de Centroamérica y América La-
tina. El PIB en términos reales creció un 3% (más
que duplicando la tasa del año anterior). En el
2001, en cambio, Costa Rica había sido la econo-
mía con menos crecimiento en el istmo, y la séti-
ma en la región latinoamericana (por el impacto de
una contracción en la demanda externa). 
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Comparado con la tasa global de crecimiento,
el comportamiento de los sectores de actividad fue
diferenciado, y el aporte de estos al crecimiento de-
pende tanto de su dinámica interna, como de su
participación porcentual en el PIB. En términos de
su contribución a la expansión del producto, el or-
denamiento es distinto que respecto a su creci-
miento (cuadro 3.2).

Es importante mencionar que la industria de
la construcción, la manufactura y la agricultura,
tuvieron comportamientos muy distintos al del
año precedente (gráfico 3.1).

Al analizar los factores que empujaron la de-
manda agregada durante el 2002, es claro que

todos comparten la característica de tener pro-
blemas de sostenibilidad. En primer lugar, el
principal componente que impulsó el crecimien-
to del sector transporte, almacenamiento y co-
municaciones fue el incremento de las inversio-
nes del ICE en telefonía celular y las
comunicaciones por medio de Internet. Estas in-
versiones, que en años anteriores se habían veni-
do posponiendo, en el 2002 fueron uno de los
catalizadores del deterioro en la situación fiscal
del país, aunque ciertamente no el único, dado el
estrujamiento del gasto público y la insuficiencia
de los ingresos del Estado. El punto no es que
estas inversiones sean buenas o malas, rentables

Resumen de indicadores ecónomicos relevantes

Indicador 1999 2000 2001 2002 Promedio 
1992-2001

Crecimiento del PIB real por persona (%) 5,7 -0,5 -1,0 1,0 2,5
Crecimiento real del ingreso nacional disponible por persona (%) -4,3 -0,8 0,7 1,2 2,0
Formación bruta de capital/PIB (%) 21,0 20,4 20,5 21,6 20,8
Crédito al sector privado (% crédito total) 67,8 73,2 85,6 81,5 66,9
Crecimiento de las exportaciones ($ corrientes)a/ 20,6 -12,2 -14,2 4,6 11,2
Tasa de desempleo abierto (%) 6,0 5,2 6,1 6,4 5,2
Tasa de subutilización total (%) 13,8 12,0 13,7 14,6 12,0
Indice de salarios mínimos reales (enero 1995=100)b/ 108,3 107,6 107,9 107,2 101,5
Ingreso promedio real mensual (1995=100)c/ 54.183,3 56.991,4 58.132,9 57.316,1 52.105,3
Indice de términos de intercambio 109,2 100,6 97,6 95,1 105,5
Inflación (IPC) (%) 10,1 10,2 11,0 9,7 13,7
Déficit comercial/PIB (%) -3,7 1,3 5,0 9,2 3,6
Déficit de cuenta corriente/PIB 4,3 4,4 4,5 5,6 4,3
Tipo de cambio efectivo real multilateral (1995=100)d/ 101,5 99,8 98,3 99,9 101,1
Déficit Gobierno Central/PIB (%) 2,2 3,0 2,9 4,3 2,9
Ahorro nacional neto/PIB (%) 6,1 6,6 7,0 6,5 7,9
Reservas internacionales netas/importaciones por mese/ 4,0 3,5 3,5 3,6 3,4
Deuda interna bonificada del Gobierno Central/PIB (%)f/ 26,9 26,7 28,0 28,6 21,6
Deuda externa/PIB (%)g/ 19,3 19,7 19,4 19,5 25,3
Gasto público en educación/PIB (%) 4,1 4,7 5,2 5,5 4,3

a/ Exportaciones FOB; incluye el valor bruto de las exportaciones de los regímenes de zona franca y perfeccionamiento activo (admisión temporal). No incluye ajuste de balanza de pagos.

b/ Indice de salarios mínimos reales promedio del año.

c/ Las cifras del 2000 y el 2001 son totalmente comparables. Sin embargo, para compararlas con las de años anteriores se debe tener presente el cambio en el cálculo de las estimaciones

(INEC, EHPM).

d/ ITCER, BCCR. Promedio anual del año (1995=100).

e/ Reservas netas del Banco Central de Costa Rica a diciembre de cada año.

f/ Incluye deuda documentada y amortizaciones.

g/ Denominada en moneda nacional. Para 2001, incluye 20,0 millones de dólares en certificados de depósito a plazo en dólares adquiridos por el Banco BICSA de Panamá y se excluyen

74,9 millones de dólares en títulos de propiedad denominados en dólares (TP$) del BCIE, por estar considerados como parte de la deuda interna bonificada del Gobierno. Información sobre

deuda pública proporcionada por el Departamento de Mercado de Capitales y Finanzas Públicas, BCCR.



este círculo supone un Gobierno Central que ten-
ga alguna holgura para enfrentar sus obligacio-
nes, sin tener que buscar su financiamiento bási-
co en los excedentes de otros sectores del Estado.

En segundo lugar, el impulso más importan-
te a la expansión del sector manufacturero se de-
bió al crecimiento de las exportaciones de las
empresas de alta tecnología ubicadas en zonas
francas. La preocupación es que este régimen de-
saparecerá en pocos años, a menos que la OMC
otorgue una extensión del plazo para su desman-
telamiento. Una vez que esto suceda: ¿cuál será

o no, sino que una parte significativa del impul-
so al crecimiento económico proviene de un in-
cremento del déficit del sector público (lo que en
principio no es negativo: precisamente para esto
es que se utiliza el déficit) que lo lleva a su nivel
más alto en doce años, con la única excepción de
1994, cuando tuvo lugar la quiebra del Banco An-
glo. De allí que se apunte la existencia de un pro-
blema de sostenibilidad: seguir impulsando la de-
manda a través incrementos sistemáticos en el
déficit del sector público entraña un peligro cre-
ciente sobre la estabilidad de la economía. Romper
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GRAFICO 3.1
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Fuente: Departamento de Contabilidad Social, BCCR.

CUADRO 3.2

Comportamiento de la producción y sus determinantes. 2002

Crecimiento del sector Porcentaje Aporte al crecimiento del PIB Porcentaje 

Transporte, almacenamiento 12,2 Transporte, almacenamiento 42,1
y comunicaciones y comunicaciones
Otros servicios prestados a empresas 7,6 Industria manufacturera 16,6
Servicios financieros y seguros 6,6 Comercio, restaurantes y hoteles 11,5
Electricidad y agua 5,3 Servicios comunales, sociales y personales 9,5
Industria manufacturera 2,3 Servicios financieros y seguros 8,6
Comercio 2,0 Otros servicios prestados a empresas 8,1

Fuente: Elaboración propia con datos del BCCR.



el régimen tributario que se aplicará a las empre-
sas que en la actualidad funcionan bajo esa mo-
dalidad? En ausencia de reformas a la legislación
vigente, las empresas que hoy operan en zonas
francas se incorporarían al régimen tributario or-
dinario, con una tasa marginal de impuesto so-
bre la renta del 30%. En estas condiciones, y to-
mando en cuenta las tasas que cobran los países
que compiten con Costa Rica en la atracción de
inversión extranjera directa, tendría que hacerse
un mayor esfuerzo en otras áreas del entorno
económico nacional para mantener la ventaja
competitiva del país y atraer esta inversión. En
otras palabras, aunque el incremento en las tasas
impositivas no constituya, por sí mismo, un
obstáculo insuperable para mantener la competiti-
vidad del país en atracción de inversión extranjera
directa, si todo lo demás sigue igual, ese incremen-
to deteriora la competitividad relativa de Costa Ri-
ca. Por otro lado, la incertidumbre en cuanto al ré-
gimen tributario y la solvencia de las cuentas
públicas constituye, en este caso sí por sí misma, un
obstáculo para la atracción de inversión extranjera
directa en el tanto no se conozcan las nuevas reglas.
Al momento de redactarse este Informe, ninguna
de las partes fundamentales de la reforma tributaria
propuesta por el Gobierno de la República había si-
do dictaminada por la Comisión Mixta de la Asam-
blea Legislativa creada con este propósito.

Finalmente, la expansión del sector comercio
tiene como componente principal el aumento en
la venta de bienes de consumo duradero, que es-
tá directamente asociado con el deterioro de la
balanza comercial hasta niveles que ya pueden
considerarse preocupantes, y cuyo incremento al
ritmo observado en el 2002 ciertamente es insos-
tenible.

El sector agrícola continúa 
disminuyendo su participación en el PIB

En el 2002 el sector agrícola se contrajo en
aproximadamente un 2% en términos reales, co-
mo resultado de la combinación de varios facto-
res, a saber:

■ La producción de café cayó un 16,7%, por efec-
to de los bajos precios internacionales del gra-
no, que han llevado a una reducción en el área
cultivada y a la desatención de los cafetales.

■ En la actividad bananera, los fenómenos climá-
ticos y la reducción en el área cultivada provo-
caron un descenso del 9,6% en la producción.

■ La producción de granos básicos cayó un
13,6%, en virtud de que los bajos precios de
importación han desestimado la producción
nacional.

■ La actividad ganadera cayó un 8,8%, afectada
tanto por una tendencia hacia un menor consu-
mo, como por la reducción en el hato ganadero.

■ Finalmente, algunas actividades como la produc-
ción de piña (20,7%), naranja (2%), pollo (9,2%),
leche (3,4%) y tubérculos (3,2%) tuvieron una
evolución más bien favorable, pero su efecto no
pudo compensar la contracción en el resto del
sector (BCCR, 2003a).

Dadas estas condiciones, la agricultura conti-
nuó disminuyendo su participación en el PIB, tal
como se ha venido destacando en Informes ante-
riores. Este cambio en la estructura de la produc-
ción nacional no resulta negativo en sí mismo y,
de hecho, la disminución, tanto del porcentaje
de la producción que proviene de la agricultura,
como del porcentaje de la población que trabaja
en esa actividad, es un fenómeno que acompaña
de manera predecible (por la experiencia inter-
nacional) el proceso de desarrollo económico. El
problema es que, en ausencia de una clara estrate-
gia de salida para los sectores que han dejado de
ser económicamente viables, la transición puede
ser altamente traumática y disruptiva, especial-
mente en el ámbito local. Como se discute en de-
talle en la sección sobre políticas de fomento a la
producción, esta es una de las debilidades más se-
veras de las acciones microeconómicas recientes.

La expansión de la demanda 
agregada dio impulso al crecimiento 

En contraste con el año 2001, cuando la de-
manda agregada en términos reales estuvo práctica-
mente estancada (apenas creció un 0,7%), en el
2002 ésta creció un 4,4%, logrando así dar un im-
pulso al crecimiento de la producción nacional. Es-
ta expansión se debió en casi un 68% al aumento
de la demanda interna (que creció un 4%, un poco
menos que el 6,2% del año previo). El restante 32%
se originó en la expansión de la demanda externa,
que se incrementó en un 5,1% luego que en el
2001 se había contraído en un 9,2% (gráfico 3.2).

Pese a los reajustes en el ritmo de devalua-
ción del colón, el manejo de la política cambia-
ria no evitó que buena parte del crecimiento de
la demanda interna se tradujera en un aumento

C A P I T U L O  3 /  OPORTUNIDADES, ESTABILIDAD Y SOLVENCIA ECONOMICA E S T A D O D E L A N A C I O N 153



siendo un “motor apagado” en el proceso de desa-
rrollo económico (BCCR, 2003a).

Cabe notar también la expansión de la de-
manda privada de consumo final (que en princi-
pio puede verse como un indicador de mejora en
el bienestar) y de la demanda de consumo final
del Gobierno Central (gráfico 3.3).

El crecimiento y la estructura productiva 
en una visión de mediano plazo

Como tendencia, la producción real creció
entre 1992 y 2002. Sin embargo, aunque las ta-
sas de crecimiento fueron positivas, con un pro-
medio de 4,9% para la década, su comporta-
miento varió de manera importante en períodos
relativamente cortos, más aún si éste se analiza
por sectores.

Entre 1992 y 1996 la economía costarricense
desaceleró considerablemente su ritmo de creci-
miento anual, de cerca de 7% a un nivel apenas
superior al 1%, comportamiento que se relacio-
na con años difíciles para los sectores de comer-
cio y manufactura, y en 1996, con el peor año de
la década para el sector construcción. De 1997 a
1999, la tasa global de crecimiento se vio favore-
cida por la gran expansión que registró el sector
manufacturero con la instalación de la firma

de las importaciones de bienes y servicios (7%),
con lo cual el déficit de la balanza comercial pasó
de 5% del PIB en el 2001 al 7,5% en el 2002. La
política de devaluación no pudo acelerarse más
porque se habría comprometido la estabilidad de la
economía.

Entre los componentes de la demanda inter-
na sobresale el crecimiento de la formación bru-
ta de capital fijo (7,2%). Al desagregar este indi-
cador en sus partes, se observa que la
adquisición de maquinaria y equipo importados
por empresas de zonas francas creció un 16,3%,
y el gasto del sector público en equipo, presumi-
blemente importado, para telecomunicaciones y
producción de energía, se incrementó en un
26,7%. El problema es que este aumento en la
formación bruta de capital fijo depende de
manera crucial de tres procesos insostenibles: el
incremento en el déficit fiscal (sobre una base ya
elevada), el crecimiento del déficit de la cuenta
corriente de la balanza de pagos, y las exporta-
ciones de un régimen con fecha de cierre. 

El Banco Central intentó calcular la formación
bruta de capital de empresas que producen para el
mercado interno, excluyendo la financiada por ca-
pital extranjero, y concluyó que este componente
muestra “un ritmo relativamente deprimido”, lo
que parece indicar que el mercado interno sigue
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GRAFICO 3.2

Costa Rica: crecimiento real de la demanda agregada 
interna y externa. 1992-2002

Fuente: Departamento de Contabilidad Social, BCCR.
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RECUADRO 3.1

Las decisiones económicas de las personas y las empresas están in-
fluidas por las expectativas que tienen acerca del futuro desempeño
de la economía. Si una consumidor es optimista, espera tener empleo
e ingresos mayores, probablemente aumentará sus gastos y contraerá
deudas para consumir más; una empresa que prevé que sus ventas
crecerán, estará más dispuesta a contratar trabajadores, otorgar au-
mentos salariales e incrementar la inversión. La situación contraria se
presentaría si la percepción acerca de la economía fuera pesimista.

En Costa Rica se han desarrollado diversos instrumentos para dar
seguimiento a las expectativas sobre la economía, tres de los cuales se
retoman aquí: en el caso de los consumidores, el “índice de sentimien-
to del consumidor”, de la Escuela de Estadística y el Observatorio del
Desarrollo (OdD) de la Universidad de Costa Rica; para las empresas,
la encuesta trimestral de negocios “Pulso Empresarial”, de la UCCAEP
y; para los especialistas en economía del sector privado, la “Encuesta
trimestral de perspectivas económicas”, del Banco Central.

Indice de sentimiento del consumidor/UCR

En setiembre del 2002, el OdD y la Escuela de Estadística realizaron
por primera vez una encuesta telefónica a 632 hogares, aplicando una
metodología desarrollada en 1946 por la Universidad de Michigan y
adaptada a Costa Rica, para obtener el índice de sentimiento del con-
sumidor (ISC).

El ISC se calcula en una escala de 0 a 100, donde el rango de 0 a
40 se califica como “pesimista”, el de 40 a 60 como “incertidumbre”,
y el de 60 a 100 como “optimista”. Está compuesto por cinco pregun-
tas relacionadas con la finanzas personales, la opinión sobre el desem-
peño de las empresas y la percepción del momento para comprar bie-
nes duraderos.

El valor del ISC para setiembre del 2002 fue de 44,4, lo cual indica
que los consumidores sintieron incertidumbre ante la situación econó-
mica. Los consumidores con nivel de ingreso, educación y ocupación
más altos son menos pesimistas, aunque ello no significa que sean op-
timistas. En general, los consumidores sintieron que su situación em-
peoró respecto al año anterior. Para los próximos cinco años esperan
períodos de crisis, y prefieren postergar el consumo de bienes durade-
ros. Además prevén que en los próximos doce meses el desempleo y la
pobreza aumentarán.

Pulso Empresarial/UCCAEP

La encuesta que desde hace varios años realiza la UCCAEP da se-
guimiento trimestral a las expectativas del sector empresarial sobre la
economía. En el 2002 éstas mejoraron respecto al 2001. Sin embargo,
la percepción fue cautelosa, y ello se reflejó en modestas intenciones
de expansión de las inversiones, las exportaciones y la contratación. El
año empezó mal -el 50% de las empresas mantendría invariable la

Perspectivas sobre la situación de la economía durante el 2002
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GRAFICO 3.3

Costa Rica: crecimiento de los componentes 
de la demanda agregada. 2001-2002

Fuente: Departamento de Contabilidad Social, BCCR.

-15% -10% -5% 0% 5% 10%

Gasto consumo
de las familias

Gasto Gobierno
General

Formación bruta
de capital

Exportaciones
bienes

Exportaciones
servicios

2001 2002



156 E S T A D O D E L A N A C I O N OPORTUNIDADES, ESTABILIDAD Y SOLVENCIA ECONOMICA / C A P I T U L O  3

RECUADRO 3.1 (continuación)

inversión- pero las expectativas mejoraron en el segundo y tercer trimes-
tre. Evaluando la diferencia porcentual entre los empresarios que consi-
deran que la variable aumentó en comparación con el trimestre anterior
y los que opinan lo contrario, todas las variables resultaron con un ba-
lance positivo, pero si se compara un mismo trimestre en varios años,
por ejemplo el cuarto trimestre en el período 1999-2002, solo la situa-
ción general de la empresa y la contratación de personal resultaron po-
sitivos. Las ventas internas y las exportaciones, más bien mantienen la
tendencia decreciente desde 1999 (gráfico 3.4).

El sector financiero fue el más positivo en sus expectativas, seguido por
el comercio; el resto de los sectores, a saber, servicios, construcción, in-
dustria, agropecuario y turismo, tuvieron percepciones más moderadas.
Llama la atención la positiva recuperación del sector turismo, que había
sufrido un importante deterioro en los primeros trimestres del 2002.

Encuesta trimestral sobre perspectivas económicas /BCCR

Esta encuesta se realizó por primera vez en el 2002, y su aplicación
correspondió al cuarto trimestre del año. Se entrevistó a 48 especialis-
tas en economía del sector privado, con el propósito de medir su

percepción acerca del comportamiento futuro (diciembre 2002 a di-
ciembre del 2003) de la inflación, la devaluación, las tasas de interés
y la actividad económica.

El 50% de las y los encuestados consideró aceptable el manejo del
tipo de cambio y manifestó que esperaba niveles similares de devalua-
ción. Para la inflación, las tasas de interés y la actividad económica
preveían un leve ascenso. Además, consideraron que los principales
factores que limitan el crecimiento económico son el déficit fiscal y la
deuda interna (35%), seguidos por el poco dinamismo de la demanda
externa (32%); en tercer lugar señalaron al sector público, por su bu-
rocracia, la acción de los monopolios estatales y los altos costos de los
servicios públicos (18%), y en último lugar las altas tasas de interés
activas y el alto margen de intermediación (18%).

En cuanto a la pertinencia de hacer inversiones, un 44,7% estimó
que era un mal momento, frente a un 30% que sí veía un panorama
adecuado para realizarlas. Sobre el clima de negocios para los seis me-
ses siguientes, la mayoría consideró que permanecería igual (55%), un
32% que mejoraría, y sólo una minoría (13%) dijo que empeoraría.

GRAFICO 3.4
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Intel, que llevó la tasa de crecimiento casi hasta
el 8%. A partir del 2000, y muy afectada por la
reducción de las ventas de microcomponentes
electrónicos, la tasa global de crecimiento ha
vuelto a reducirse a niveles modestos, llegando
en el 2002 a un 3% (gráfico 3.5).

Es importante tener en cuenta que la variabi-
lidad en el crecimiento del PIB está afectada tan-
to por la volatilidad en las tasas de crecimiento
de cada uno de los sectores, como por la partici-
pación relativa de estos. Si se aproxima la volati-
lidad del crecimiento con el coeficiente de varia-
ción1, se obtiene que en el período 1992-2002
los sectores que tuvieron mayor volatilidad fueron
extracción de minas, servicios de administración
pública y construcción, en tanto que los de menor
volatilidad fueron actividades inmobiliarias, trans-
porte almacenamiento y comunicaciones y electri-
cidad y agua. No obstante, dado su peso relativo
en la estructura porcentual del PIB, los sectores
que más contribuyen a explicar el comportamien-
to de la tasa global de crecimiento en el período

analizado son la industria manufacturera, agricul-
tura, comercio y construcción (cuadro 3.3).

La estructura porcentual del PIB no varió de
modo significativo entre 1992 y el 2002. Consi-
derando las principales industrias, que en pro-
medio representan el 90% del PIB, el sector de
transporte, almacenamiento y comunicaciones,
que pasó de 7,62% a 11,39% de esa contribu-
ción, fue el único con un cambio importante.

Si se califica como dinámicos a aquellos sec-
tores económicos cuyo aumento en la produc-
ción entre 1992 y 2002 fue superior al del PIB,
se obtiene un conjunto encabezado por los sec-
tores de transportes, otros servicios prestados a
empresas, servicios financieros, electricidad, co-
mercio, manufactura y construcción. Como los
sectores menos dinámicos se ubican servicios co-
munales y servicios inmobiliarios, que durante
todo el período registraron una tendencia soste-
nidamente creciente, seguidos por la agricultura,
explotación de minas y canteras y, finalmente,
servicios de administración pública.
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GRAFICO 3.5

Costa Rica: crecimiento del PIB según contribución 
de los distintos sectoresa/. 1992-2002

a/ La línea muestra el crecimiento del PIB en cada año y los componentes de la barra el aporte de cada sector a ese crecimiento.

Los porcentajes en negativo indican que hubo una disminución en el valor agregado de dicha industria en comparación con el año anterior.

b/ Incluye: servicios comunales, administración pública y otros.

Fuente: Departamento de Contabilidad Social, División Económica, BCCR.
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industrial se justifica por la presencia de fallas de
mercado, que alejan a ciertos sectores productivos
de la competencia perfecta, dando lugar a mono-
polios u oligopolios, o bien a que empresas pro-
ductoras de un bien altamente especializado no
estén integradas verticalmente.

La respuesta de política industrial puede dar-
se por medio de diversos instrumentos, no nece-
sariamente excluyentes entre sí, como por ejem-
plo: regulación de la competencia a través de las
leyes antimonopolio, ejecución de acciones para
el desarrollo de proveedores, formación de redes
de cooperación entre empresas, fomento de la
inversión mediante incentivos y normativa, sub-
sidios a la investigación y la difusión de nuevas
tecnologías, impulso al desarrollo de capital hu-
mano y acciones deliberadas para reducir los cos-
tos de transacción (legalidad, seguridad jurídica,
contratos). No todos los instrumentos resultan
efectivos para todas los objetivos de la política in-
dustrial; el éxito de la política radica en seleccio-
nar la combinación correcta para cada situación.

En materia normativa el desarrollo de la polí-
tica industrial en años recientes ha sido impor-
tante. Entre las principales iniciativas destacan la
promulgación de la Ley de Fortalecimiento de las
Pequeñas y Medianas Empresas (PYME), y la Ley
del Sistema Nacional para la Calidad, en mayo y
abril del 2002, respectivamente, que representan
dos esfuerzos para la definición de políticas de
fomento de los sectores productivos, que fueron

Tema especial: políticas de 
promoción de actividades productivas 

La ausencia de políticas claras de promoción
de la actividad productiva, o lo que los econo-
mistas llaman una “política industrial”, ha sido
ampliamente señalada como una de las deficien-
cias más severas en las políticas económicas apli-
cadas en Costa Rica en las últimas décadas. El
análisis de las contribuciones del crecimiento de
los sectores al PIB, presentando en la sección
anterior, requiere complementarse con una valo-
ración de mayor alcance temporal, en relación
con las oportunidades de desarrollo que ha teni-
do cada sector particular. A continuación se ofre-
ce una síntesis de dos casos particulares: la pro-
moción general de la actividades productivas y el
desarrollo del sector turismo. Ambos han gene-
rado fortalezas y debilidades y ambos, también,
enfrentan amenazas. 

Predominan las acciones de
política industrial de tipo horizontal

El debate actual en materia de política indus-
trial se centra en la selectividad de las políticas y las
posibilidades de crecimiento y desarrollo de secto-
res específicos, a través de instrumentos como la
investigación y el desarrollo, el financiamiento, la
capacitación y el entrenamiento, entre otros. Lo
cierto es que la aplicación de una política
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CUADRO 3.3

Contribución porcentual promedio y volatilidad de los principales
sectores económicos en el PIB. 1992-2002

Contribución porcentual Volatilidada/

promedio en el período
PIB a precios de mercado 100,00 0,62
Industria manufacturera 22,17 1,56
Comercio, restaurantes y hoteles 18,42 0,87
Agricultura, silvicultura y pesca 11,00 0,98
Servicios comunales, sociales y personales 10,93 0,37
Transporte, almacenaje y comunicaciones 9,26 0,26
Actividades inmobiliarias 5,25 0,21
Construcción 3,78 1,76
Servicios financieros y seguros 3,66 0,48
Electricidad y agua 2,76 0,36
Servicios de administración pública 2,70 1,99
Otros servicios prestados a empresas 2,63 0,69
Extracción de minas y canteras 0,10 3,03

a/ Estimada por el coeficiente de variación.

Fuente: Elaboración propia con datos del BCCR.



desplegados conjuntamente por diversas institu-
ciones de los sectores público y privado. En el
caso específico del sector agrícola, a inicios de
1998 se promulgó la Ley de Creación del Progra-
ma de Reconversión Productiva del Sector Agro-
pecuario, que dio origen al Programa de Recon-
versión Productiva que administra el CNP y que
constituye la principal fuente de recursos para
apoyar proyectos de este sector. 

Por otra parte, desde mediados de los años no-
venta en Costa Rica se ha venido desarrollando una
gran cantidad de actividades dirigidas a promover el

desarrollo de los sectores productivos, en respuesta
a la apertura económica y su profundización con los
tratados de libre comercio (TLC)2. Dichas activida-
des se ubican más dentro del contexto de políticas
de corte horizontal3 que de tipo vertical y, en su con-
junto, podrían verse como una política de fomento
productivo o una “política industrial” en el sentido
más amplio de la palabra, aunque no resulte senci-
llo identificar orientaciones generales y comunes
(pero sí un fuerte énfasis en la capacitación geren-
cial), ni sus acciones hayan sido sometidas a coordi-
nación o evaluación general (cuadro 3.4). 
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CUADRO 3.4

Iniciativas recientes de apoyo a sectores productivos

Programa Año Recursos Descripción

Fuente: Alonso, 2003b.

PROGRESE
(Programa de Excelencia
y Superación Empresarial)

1995 al 2000 2,5 millones de dólares,
financiados por el BID 

Capacitación y asistencia técnica para las pequeñas y
medianas empresas. Con la venta de servicios de las
empresas se creó un fondo para darle seguimiento.

BN Desarrollo 2001 14% de la cartera total del
Banco Nacional (equivalente
a 138,6 millones de dólares,
saldo de la cartera al cierre
del 2002)

Crédito para actividades agropecuarias, industriales,
de comercio, servicios y turismo. En alianza,
PROCOMER, el INA y FUNDES ofrecen programas de
capacitación y asesoría en administración, manejo de
costos e incursión en mercados internacionales.

CR Provee Se firmó en 1999, inició
en 2000 y concluirá en
2005

1,5 millones de dólares
60% BID y
40% PROCOMER

Apoyo a encadenamientos productivos entre PYME
locales y multinacionales en zona franca.

Pro Software Se firmó en 1999, inició
en 2000 

2,5 millones de dólares
60% aporte del BID
12% CAPROSOFT
20% FUNCENAT y 
8% PROCOMER 

Mejoramiento de la competitividad de las empresas de
software, a través de tres componentes: educación,
calidad y fortalecimiento de CAPROSOFT. Empresarios
manejan el proyecto.

Creando Exportadores 2000 Costo de cada empresa en el
programa:
150.000 colones pagaderos
en dos tractos (dos partici-
pantes por empresa). PRO-
COMER asume el 70% del
costo real del programa.

Formación, capacitación e información comercial para
PYME que quieran exportar. Consta de tres módulos:
capacitación, información y validación de mercado y
auditoría para la exportación.

Programa de 
Reconversión Productiva

1998, con la aproba-
ción de la Ley 7742

5 millones de dólares,
financiados con el 5% de los
presupuestos ordinarios y
extraordinarios de FODESAF,
el 15% de los presupuestos
anuales del INA y el 10% de
los presupuestos del IMAS.

Financiamiento para inversión y capital de trabajo,
capacitación a nivel técnico y gerencial, servicios de
apoyo, consultorías especializadas e información.



El renovado interés por definir políticas para
el desarrollo productivo -políticas industriales-
es reciente, y no se ha llegado a constituir una
red institucional público-privada que atienda sis-
temática y articuladamente todas las necesidades
existentes. Además, hay una creciente frustra-
ción con respecto a algunas iniciativas que no
han logrado los objetivos inicialmente estableci-
dos, tales como el Programa de Reconversión
Productiva Agrícola (recuadro 3.2) y el Programa
de Competitividad. En relación con las PYME,
parece haber consenso general acerca de la con-
veniencia de emprender acciones que faciliten su
desarrollo. Sin embargo, el poco avance en la re-
glamentación y puesta en marcha de los meca-
nismos definidos en la ley parecen evidenciar
que se requiere mayor compromiso de las insti-
tuciones responsables y del sector de las PYME
para concretar las iniciativas (recuadro 3.3).

Los hechos comentados evidencian un esfuerzo
por complementar las políticas macroeconómicas de
estabilización y ajuste hacia la apertura, con políticas
para fortalecer la capacidad competitiva de las empre-
sas locales, en particular de las PYME, fomentando su
vinculación con las compañías exportadoras, su par-
ticipación directa en las exportaciones y, en general,
su competitividad, mediante el desarrollo del merca-
do de servicios y la ejecución de acciones horizonta-
les específicas dirigidas a mejorar las condiciones de
acceso al crédito, proveer asistencia técnica y capaci-
tación, además de establecer mecanismos para fo-
mentar la normalización, la metrología y el control de
calidad, todos elementos determinantes de la compe-
titividad empresarial, más allá de la corrección de los
precios. La falta de evaluación de los resultados e im-
pactos de estas iniciativas es una debilidad que debe
subsanarse y que refleja la dispersión de esfuerzos y la
ausencia de mecanismos de coordinación.
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Durante los años noventa, las organizaciones campesinas plan-
tearon con fuerza el tema de la reconversión productiva. Demanda-
ban del Estado una política agropecuaria clara e intregral de apoyo
a los pequeños y medianos productores, de manera que estos pudie-
ran desarrollar procesos de agroindustria y comercialización que les
permitieran ir más allá de la producción y tener mayor posibilidades
de inserción en los mercados internacionales. En 1997, con la refor-
ma de la Ley 7742, del Consejo Nacional de la Producción, se creó
el Programa de Reconversión Productiva Agrícola con caracter de
responsabilidad principal de esta institución. El objetivo del Progra-
ma fue lograr la modernización y verticalización de las actividades
productivas por medio de la capacitación de los productores, la
transferencia tecnológica para que mejoraran sus procesos de pro-
ducción y el financiamiento de proyectos específicos mediante la
asignación de fondos reembolsables y no reembolsables. La recon-
versión productiva debería darse en forma integral y gradual, según
se fueran logrando los distintos componentes. Después de siete
años de ejecución, el impacto de este programa requiere ser evalua-
do a la luz de los objetivos iniciales y los resultados obtenidos.

Entre 1996 y el 2002 el Programa tuvo una inversión total de
10.345 millones de colones (38% con fondos no reembolsables y
62% con recursos reembolsables). Se financiaron 129 proyectos que
involucran a unas 88 organizaciones (especialmente asociaciones,
cooperativas y centro agrícolas cantonales). Los recursos se concen-
traron en las regiones Central, Huetar Atlántica y Huetar Norte. Las
principales actividades financiadas fueron agricultura, comercializa-
ción, agroindustria y ganadería. Se estima un total de 82.082 bene-
ficiarios (Programa de Reconversión Productiva, 2002).

Una evaluación realizada por la Contraloría General de la Re-
pública en el 2002 identificó una serie de debilidades importan-
tes en el Programa, entre las cuales destacan:

■ Ejecución sin una planificación institucional y sectorial que
oriente la asignación de los recursos a las necesidades priori-
tarias en materia de desarrollo agropecuario nacional.

■ Entrega de financiamiento de manera dispersa y sin el señala-
miento de metas e indicadores de gestión que permitan su
evaluación.

■ Concentración del financiamiento en ciertos grupos y regiones
del país.

■ Deficiencia en los proyectos productivos aprobados en cuanto
a diseño, formulación, seguimiento y control. Fallas en las or-
ganizaciones ejecutoras, debido a la falta de capacitación en
materia administrativa.

■ Problemas en la garantías rendidas (insuficientes, de mala ca-
lidad y en algunos casos inexistentes).

■ Apoyo a actividades que no cumplen con los postulados del
Programa.

Fuente: CGR, 2003. Memoria Anual.

Reconversión productiva: una iniciativa con resultados dispersos 
que debe evaluarse

RECUADRO 3.2

Más detalle sobre

política industrial, 

consúltese el trabajo

elaborado por Eduardo

Alonso, “Política industrial

en Costa Rica” en el sitio

www.estadonacion.or.cr



C A P I T U L O  3 /  OPORTUNIDADES, ESTABILIDAD Y SOLVENCIA ECONOMICA E S T A D O D E L A N A C I O N 161

RECUADRO 3.3

Dos problemas centrales para avanzar en el conocimiento de la
magnitud y características del sector de la pequeña y mediana empresa
(PYME) es la falta de un registro oficial del número total de
establecimientos existentes, y la falta de información sobre la diversidad
de programas y organizaciones que brindan apoyo a este sector.

Respecto al número de PYME, las estimaciones varían según la fuente,
entre 48.000 (FUNDES, 2002) y 275.000 (Trejos, 1999). Por el lado de la
oferta de proyectos, la dispersión de programas y servicios hace que para
los empresarios resulte caro y difícil reunir la información y, para las
organizaciones que ofrecen los servicios, que sus resultados sean débiles

y de baja cobertura. Ante este problema, el MEIC hizo un inventario de
programas de los sectores público y privado que pueden ser utilizados
por las PYME, en el cual se evidencia la falta de coordinación y la
redundancia de la oferta existente. El inventario registra 188 servicios de
26 instituciones (MEIC, 2003a).

El dato más reciente disponible, preparado por el MEIC con base en
información de la CCSS -y que por lo tanto sólo incluye las empresas que
pertenecen al sector formal- reporta 43.2324, la mayoría de las cuales
tiene menos de 6 empleados (72,3%) y se localiza en el sector de
servicios.

Principales logros en materia de apoyo a las PYME en el 2002

CUADRO 3.5

Número de empresas por tamaño del establecimiento, 
según sector de actividad. 2002

Sector/ empleados Total Número de empleados
1-5 6-30 31-100 Más de 100

Industria 4.519 2.399 1.483 409 228
Comercio 10.204 6.878 2.761 442 123
Servicios 29.374 22.171 5.412 1.277 514
Total 44.097 31.448 9.656 2.128 865

Fuente: MEIC, con base en datos suministrados por el SICERE-CCSS.

Entre los principales avances en materia de apoyo a las PYME resal-
ta la promulgación de tres leyes, la firma de algunos convenios de coo-
peración internacional y la implementación de un programa de simpli-
ficación de trámites con sede en las municipalidades, promovido por
FUNDES.

La Ley de Fortalecimiento de las Pequeñas y Medianas Empresas (nº
8262), crea un Fondo Especial de Garantías con recursos iniciales por
9.000 millones de colones, provenientes del 0,25% del aporte patro-
nal al BPDC y un porcentaje de las utilidades netas de esa misma en-
tidad bancaria. No obstante, problemas internos del BPDC han impe-
dido que se dé prioridad a la aprobación del reglamento respectivo.
Tampoco se ha aprobado el reglamento del Programa de Apoyo a la
Pequeña y Mediana Empresa (PROPYME), a cargo del MICIT, que tie-
ne por objetivo fomentar la innovación y el desarrollo tecnológico de
las PYME, ni el reglamento de compras del Estado, que pretende la in-
corporación de las PYME en ese proceso. Dos hechos positivos en el
2002 fueron el establecimiento del Consejo Asesor Mixto de la Peque-
ña y Mediana Industria, integrado por los jerarcas del MEIC, el INA,
PROCOMER, CONARE, COMEX, MICIT, BPDC y el sector empresarial,
y la definición oficial de PYME, que se estipula en el artículo 3° de la
Ley 8262.

Otros avances en el marco legal fueron la promulgación de la Ley
del Sistema Nacional para la Calidad y la Ley de Protección al Ciuda-
dano. La primera representa una oportunidad para mejorar la inserción
internacional de las empresas, así como para elevar el nivel de educa-
ción del consumidor del mercado local. Por su parte, la Ley de Protec-
ción al Ciudadano promueve la reducción de requisitos y trámites ad-
ministrativos que provocan atrasos a las empresas.

Además se dieron esfuerzos en materia de acuerdos con organiza-
ciones internacionales, como el convenio de cooperación con el Centro
de Desarrollo de la Pequeña Empresa de los Estados Unidos (SBA-
USA), en el marco de las negociaciones del CAFTA, para establecer una
red para el desarrollo de las PYME y desarrollar la capacidad de finan-
ciamiento del Sistema Bancario Nacional, y el apoyo del gobierno tai-
wanés para establecer el programa “Entrenando Entrenadores”. A ni-
vel nacional se creó el Centro de Negocios de las PYME, del Banco
Nacional de Costa Rica.

Otra iniciativa de importancia es el proyecto de simplificación de trá-
mites municipales de FUNDES Costa Rica, que se inició en el 2001 en
coordinación con un grupo de municipalidades. El objetivo de este pro-
yecto es la disminución de plazos y requisitos para la realización de
trámites ante los gobiernos locales, para producir un incremento en el



la Organización Mundial de Turismo). El desa-
rrollo de la industria turística tiene tres amenazas
que enfrentar, si el país quiere consolidar esta ac-
tividad como una de las más importantes gene-
radoras de contribuciones a la economía nacio-
nal y de oportunidades para la población:

■ Por un lado, probablemente el mayor desafío
es la degradación de los recursos naturales,
que se encuentran amenazados por la contami-
nación, el desarrollo urbano no planificado, la
explotación ilegal de los bosques y el no pago
a los propietarios privados por los terrenos que
han sido incorporados a los parques naciona-
les. Costa Rica no ha invertido suficientes re-
cursos en la solución de sus problemas am-
bientales y esto contrasta con los muchos
esfuerzos que se han realizado para consolidar
la “marca” del país. El sector turístico, pese a
ser el máximo beneficiario de los recursos na-
turales, invierte poco en su conservación. 

■ En segundo término, también se está corrien-
do el riesgo de convertir el sector de turismo
gourmet en un sector de turismo “genérico”.
Esto es el resultado de tratar de ofrecer “de to-
do para todos” (turismo genérico y masivo “to-
do incluido”, turismo de naturaleza, turismo
de golf, de casinos). La imagen que proyecta
Costa Rica comienza a volverse confusa. 

■ Finalmente, la bien merecida reputación de Cos-
ta Rica como un destino familiar podría verse
muy perjudicada por la creciente e indeseable

El turismo representa el 
20,5% del valor de las exportaciones

El turismo es una de las actividades produc-
tivas más importantes para Costa Rica. En el
2002 generó 1.078 millones de dólares y repre-
sentó el 20,5% del valor total de las exportacio-
nes, superando las de microcomponentes elec-
trónicos (899 millones de dólares), café (165
millones) y banano (478 millones). Además, se-
gún cifras del Banco Central, el sector turístico
es, después de la industria, la actividad produc-
tiva que más inversiones extranjeras genera en el
país. 

El ingreso de visitantes extranjeros sigue
siendo alto. En el año 2002 entraron al país
1.113.359 personas, un 1,6% menos que el año
anterior. Aunque decrece ligeramente, el turismo
desde los Estados Unidos sigue siendo el
principal mercado de origen. Por otro lado, si
bien el número de visitantes europeos se
mantiene en su conjunto, destaca el aumento de
turistas de origen español. Lo que sí se reduce es
el turismo procedente de Colombia, Argentina y
El Salvador (gráfico 3.6).

Costa Rica está posicionada en el mercado in-
ternacional como un país donde se puede prac-
ticar el “turismo sostenible” y el “turismo respon-
sable”. A nivel mundial, mientras la demanda del
turismo masivo está relativamente estancada y
las utilidades de las empresas de ese segmento se
están reduciendo, la demanda del turismo con
orientación ambiental y cultural está creciendo
entre un 20% y un 30% al año (según datos de
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RECUADRO 3.3 (continuación)

parque empresarial y en los ingresos de las municipalidades. El proce-
so involucra el mejoramiento de la coordinación interna de la municipali-
dad, la creación de un expediente único con todos los documentos apor-
tados por el usuario, a fin de eliminar la presentación reiterada de algún
requisito, el diseño de formularios para facilitar la presentación de requi-
sitos, un manual de procedimientos para los funcionarios, un compendio
de leyes con la legislación aplicable a los trámites, un boletín informativo
para el usuario y el establecimiento de un área especializada para la aten-
ción de las PYME, entre otros. La primera fase del proyecto se desarrolló
en la Municipalidad de Alajuela y luego se amplio a cinco cantones más
de la misma provincia (Grecia, Atenas, Poás, Valverde Vega y Palmares),
así como a las cabeceras de las provincias de San José y Cartago. En una
segunda fase se incorporaron los cantones de Puntarenas, Liberia, Here-
dia, San Carlos, San Mateo, San Ramón, Naranjo y Alfaro Ruiz, en los que
ya se está realizando la etapa de diagnóstico.

Los resultados obtenidos en las municipalidades de la primera etapa en

cuanto a solicitudes de permiso de funcionamiento muestran que en Ala-
juela,Valverde Vega y Atenas se logró una reducción de más del 70% en la
duración del trámite, en tanto que en Palmares y Poás se consiguieron re-
ducciones de 60% y 50%, respectivamente. En las municipalidades de Gre-
cia y San José, la disminución registrada, aunque importante (33% y 30%
en cada caso) no fue tan marcada como en las anteriores. Con respecto al
número de requisitos, destacan las municipalidades de Poás,Alajuela y Val-
verde Vega, con una reducción de entre el 60% y el 50%, seguidas por los
ayuntamientos de Grecia, Palmares, Atenas y, por último, San José. En Ala-
juela, donde los cambios propuestos tienen un período de implementación
mayor, el impacto en el parque empresarial y la recaudación de impuestos
fue muy positivo: la cantidad de patentes tramitadas entre el 2001 y el
2002 aumentó en un 150% (de 10 a 25 por semana) y esto, a su vez, in-
crementó los ingresos por este concepto en un 141%.

Fuente: Elaboración propia con base en MEIC, 2003 y FUNDES, 2003.



imagen del país como destino de turismo se-
xual y de apuestas. Este es un punto que de-
manda atención especial y acciones prontas.
Costa Rica debe centrar su atención en el for-
talecimiento de su “marca” de país, y para ello
resulta imprescindible erradicar estas prácti-
cas, que en muchos casos son terreno fértil pa-
ra la delincuencia y otros problemas sociales. 

Un reto adicional que está en discusión es el
posicionamiento de la región centroamericana
como destino turístico. Los países del área tienen
más potencial si unen sus esfuerzos y ofrecen un
producto de nicho de mercado y no de tipo ma-
sivo, usando como atributos los recursos natura-
les y la conservación de la naturaleza, la arqueo-
logía y la historia precolombina, los grupos
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CUADRO 3.6

Ingreso de divisas por concepto de turismo y otras actividades de exportación.1998-2002
(millones de dólares)

Años Turismo Exportaciones totales Exportaciones
Microcomponentes Café Banano Carne Azúcar Otros

electrónicos

1998 884 5.526 987 410 668 24 42 2.131
1999 1.036 6.662 2.559 289 624 27 30 3.529
2000 1.229 5.850 1.654 272 547 31 29 2.533
2001 1.096 5.021 788 162 516 26 36 1.528
2002 1.078 5.253 899 165 478 20 27 1.589

Fuente: Área de Estadísticas del ICT y Sección de Balanza de Pagos del BCCR.
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0

100.000

200.000

300.000

400.000

500.000

600.000

1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

América del Norte América Central Europa América del Sur

Costa Rica: ingreso de turistas según región de origen. 1993-2002

Fuente: ICT, 2003.



Crece el crédito interno neto,
especialmente el destinado al sector público

El saldo de la cartera de crédito no sólo cre-
ce más rápidamente que el producto, sino que
incluso en algunos sectores que se contrajeron
en el 2002, ese saldo creció a tasas elevadas. Es-
ta evidencia parece sugerir que el acceso y el
costo del crédito no son factores que limitan la
expansión de la producción en la economía cos-
tarricense.

El saldo del crédito interno neto del Sistema
Bancario Nacional (que incluye al Banco Cen-
tral) se incrementó en términos reales en un
16,2%, mientras que el año anterior se había
contraído en un 5,2%. De esta manera, dicho
saldo pasó de representar el 23,6% del PIB en el
2001, al 25,4% en el 2002. Ahora bien, un
66,2% de este incremento corresponde a creci-
miento del crédito al sector público (Gobierno
Central e instituciones autónomas), cuyo saldo
llegó a representar el 5,6% del PIB al finalizar el
año estudiado.

En el 2001 había sucedido exactamente lo
contrario: el Gobierno realizó un pago extraor-
dinario de su deuda con el Banco Central y, en
consecuencia, el saldo del crédito bancario al
Gobierno, se redujo un 44,6%. Además, en el
2002 las necesidades de financiamiento aumen-
taron considerablemente, por el incremento en
el déficit del Gobierno Central, lo que lo llevó a
hacer uso de recursos externos que tenía depo-
sitados en el ente emisor y que, en principio, es-
taban destinados a hacer otro pago de la deuda
del Gobierno con el Banco.

No obstante lo anterior, el crédito al sector
privado representó el 81,5% del crédito interno
neto total, con una fuerte concentración en el
consumo (26,4%), el desarrollo habitacional
(22,8%) y el comercio (16,8%). Cabe destacar
que el sector vivienda aumentó su participación
relativa en cerca de dos puntos porcentuales res-
pecto al 2001, en detrimento de las actividades
agrícola e industrial (gráfico 3.7).

El crédito al sector privado siguió creciendo
a un ritmo parecido al del año anterior: un
10,7% en términos reales versus 11% en el
2001. En los créditos en dólares el crecimiento
se desaceleró, como resultado de la imposición
de criterios restrictivos por parte de las autorida-
des reguladoras, para la concesión de préstamos
denominados en moneda extranjera. En todo
caso, la participación relativa del crédito en mo-
neda extranjera alcanzó el 53,8% en el 2002. 

étnicos y culturas vivas, la arquitectura urbana y
la herencia colonial. Si bien Costa Rica tiene una
ventaja relativa con respecto a las demás nacio-
nes del istmo, la convergencia regional hacia ma-
yores estándares de oferta turística favorecerá a
todos (aunque un sector de empresarios nacio-
nales tiene dudas al respecto).

El sector turismo parece ser un claro ejemplo
del desarrollo de una política industrial altamente
exitosa. Si esta apreciación es cierta, la pregunta es
qué factores clave hicieron la diferencia y cuáles
lecciones podrían derivarse hacia otros sectores. La
causa fundamental del extraordinario éxito que es-
te sector ha alcanzado hasta la fecha está relaciona-
da con tres factores: se logró establecer una “mar-
ca” a nivel internacional (la imagen de país de
tradición democrática y preocupado por el desa-
rrollo sostenible); el valor agregado local (40% de
todo el dinero que gastan los turistas se queda en
Costa Rica) es casi cuatro veces mayor que la cifra
para los principales destinos turísticos del Caribe y
de México y, finalmente, en un mundo en el que
todos los demás venden productos turísticos gené-
ricos, Costa Rica ofrece un producto único, autén-
tico y diferenciado (Pratt, 2003).

El financiamiento interno de la producción

En esta sección se analizan dos formas de finan-
ciamiento de las actividades productivas: el crédito
bancario y el financiamiento mediante el mercado
de valores. Una tercera modalidad de financiamien-
to, la inversión extranjera directa, se examina más
adelante, en el apartado sobre balanza de pagos. La
pregunta que guía este acápite es si las formas de fi-
nanciamiento de la producción constituyen un fac-
tor de impulso del crecimiento, o si, por el contra-
rio, representan más bien un obstáculo.

En cuanto al financiamiento bancario, se analiza
la evolución del crédito y su distribución sectorial,
así como la eficiencia del sector bancario en la cana-
lización del crédito, medida por la evolución del
margen de intermediación. Se explora, sin entrar en
detalle, en qué medida el marco regulatorio facilita
o entraba la canalización del ahorro privado hacia el
crédito para los sectores productivos. En lo que res-
pecta al mercado de valores, se evalúan de manera
general los logros y limitaciones en el desarrollo del
mercado y, más específicamente, las oportunidades
que ese mercado ofrece para el financiamiento de
actividades privadas, tomando en cuenta la evolu-
ción reciente de los fondos de ahorro institucional,
aspecto que se profundisa en un miniforo al final del
capítulo.
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Persisten grandes diferencias en 
márgenes de intermediación de por sí elevados

Durante el año bajo análisis, el margen de in-
termediación financiera5 se incrementó tanto en
la banca pública como en la privada, al pasar de
10,21% a 11,76% en el primer caso y de 5,47%
a 6,42% en el segundo. Estos niveles están muy
por encima de países como Chile (7,5), Singapur
(3,9) o Estados Unidos (3,0) (Agosín, 2002).

Estas notables diferencias se explican en par-
te por las imperfecciones en el mercado financie-
ro. Los bancos estatales tienen condiciones para
trabajar con un margen bajo, si se considera el
menor costo de fondeo, como resultado de la ga-
rantía ilimitada y gratuita sobre los depósitos que
reciben, así como del traslado a bancos estatales,
a tasas inferiores a las de mercado, del 17% del
saldo de los depósitos a la vista en la banca pri-
vada; además tienen acceso a un mercado cauti-
vo, ya que los entes públicos deben manejar sus
cuentas en bancos estatales, aunque tengan op-
ciones financieramente más atractivas en la ban-
ca privada. Pero, al mismo tiempo, estas institu-
ciones enfrentan presiones para mantener altos
los márgenes de intermediación, ya que operan

bajo un régimen de derecho público que no fue
concebido para empresas comerciales que ofre-
cen servicios en un mercado competitivo, y están
además obligadas a realizar a algunas contribu-
ciones especiales, que reducen las utilidades que
podrían emplear para capitalizarse, lo que im-
pacta sus posibilidades de crecimiento.

Estos últimos factores se conjugan para que los
bancos estatales tengan la posibilidad -o en algu-
nos casos la obligación- de aplicar un margen más
amplio, sin que ello necesariamente implique una
pérdida de participación en el mercado, al mismo
tiempo que los bancos privados ven atenuada la
presión competitiva para reducir sus propios már-
genes. De hecho, la evidencia sugiere que, dado el
peso de los bancos estatales en el sistema (59%),
los bancos privados, lejos de verse forzados a dis-
minuir sus márgenes ante la competencia de los es-
tatales, aprovechan el alto margen de estos para ge-
nerar mayores utilidades. Esta hipótesis parece
congruente con los resultados que se obtienen al
desagregar el incremento del margen observado en
el 2002: en el caso de los bancos estatales permitió
cubrir el aumento en los costos por incobrables,
mientras que en los bancos privados financió un
crecimiento de las utilidades.
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bancario de la base monetaria, que determina la
expansión del medio circulante y los demás agre-
gados monetarios, pasara de 1,66 en el 2001 a
2,03 en el 2002. 

Por otro lado, aunque el saldo a fin de año
de todas las fuentes de absorción de liquidez
(bonos de estabilización monetaria, depósitos
del sistema financiero y del Gobierno y capta-
ción en inversiones de corto plazo) creció un
41,2% con respecto al 2001, los factores de ex-
pansión de la base monetaria6 pesaron aún
más7, de modo que el saldo de la base moneta-
ria aumentó un 12,5% a finales del 2002 en re-
lación con el 2001, el incremento más alto en
los últimos tres años. Dado el aumento en el
multiplicador bancario, el saldo de fin de año
del medio circulante8 mostró un crecimiento
aun mayor que la base monetaria, un 22,3%, la
cifra más alta en los últimos cinco años. De
igual manera, la liquidez total, que incluye de-
pósitos de ahorro, depósitos a plazo y otros,
tanto en moneda nacional como en moneda ex-
tranjera, creció un 21,4% (gráfico 3.8).

Otro importante indicador de desempeño
que se deterioró en el 2002 fue el coeficiente de
cartera vencida a la total, entendiendo por venci-
da aquella con más de noventa días de atraso. En
el caso de los bancos públicos esté coeficiente
pasó de 2,94% a 4,75%, en parte como resulta-
do del deterioro de las carteras en café y banano.
La de los bancos privados también sufrió un de-
terioro, pero mucho más pequeño, y partiendo
de un nivel de morosidad considerablemente
más bajo: del 1,48% al 1,87%.

El manejo de la política monetaria

El uso de los instrumentos de política mone-
taria evidenció cierto endurecimiento, que sin
embargo, dados los déficit fiscal y en cuenta co-
rriente, pudo haber sido mayor. Por un lado, el
encaje mínimo legal disminuyó en dos puntos
porcentuales, para ubicarse en 5% en febrero del
2002, de acuerdo con el programa establecido por
el Banco Central para reducir el margen de inter-
mediación. Esto implicó que el multiplicador
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GRAFICO 3.8

Costa Rica: principales agregados monetarios. 
Enero 2001-diciembre 2002 
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Otro elemento que evidenció que el endure-
cimiento de la política monetaria pudo haber si-
do mayor fue que el alza en las tasas de interés se
limitó a mantener el premio por invertir en colo-
nes. Las tasas de referencia para la subasta con-
junta del Banco Central y el Ministerio de Ha-
cienda se incrementaron únicamente en marzo
en un punto, de 17% a 18%, con el objeto “de
compensar el efecto del aumento de la pauta de
devaluación del colón con respecto al dólar que
se dio en los primeros meses del año y de esta
manera mantener el premio por invertir en títu-
los en moneda nacional” (BCCR, 2003a).

Efectivamente, este aumento en las tasas de re-
ferencia de la subasta permitió que el premio por
invertir en moneda nacional, representado gráfica-
mente por la diferencia entre la tasa básica pasiva
nominal neta de impuestos9 y la tasa de indiferen-
cia10, fuese positivo a partir de marzo (gráfico 3.9).
Dada la evolución de las tasas de interés internacio-
nales y la depreciación del tipo de cambio, el pre-
mio por invertir en colones aumentó incluso a fin
de año, lo cual fue un choque positivo para la ba-
lanza de pagos, pues hizo más atractiva la inversión
en colones y favoreció la atracción de capitales. 

Sin embargo, dado que el crecimiento de las
importaciones y la consecuente ampliación del
déficit en cuenta corriente se originaron funda-
mentalmente en la expansión de la demanda
agregada, era de esperar una política que aumen-
tase las tasas de interés en términos reales, para
así contener el crecimiento de la demanda y, en
particular, de las importaciones. No obstante, el
principal indicador de la tasa de interés, la tasa
básica pasiva, mostró en términos reales11 oscila-
ciones derivadas del comportamiento de los pre-
cios, pero sin una tendencia clara.

El mercado de valores financia 
fundamentalmente al sector público

La falta de un nivel adecuado de ahorro ha si-
do señalada, tradicionalmente, como uno de los
factores que limitan el crecimiento acelerado de
los países en vías de desarrollo, que por este mo-
tivo tienen dificultades para financiar la inver-
sión requerida para un crecimiento económico
acelerado. Desde esta perspectiva, la situación que es-
tá experimentando el mercado de valores costarricen-
se es paradójica: como resultado de la Ley Reguladora

GRAFICO 3.9

Costa Rica: evolución mensual del premio
por invertir en colones. Enero 2001 a diciembre 2002 
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los esfuerzos de liberalización de tasas de interés
y apertura de la cuenta capital, luego con la pro-
mulgación de la Ley del Banco Central, en 1995;
más tarde con la Ley Reguladora del Mercado de
Valores y la creación de la Superintendencia Ge-
neral de Valores (SUGEVAL), en 1998, que vino
a regular una gran cantidad de mecanismos que
utiliza el mercado para captar y colocar el ahorro
del público, como los fondos de inversión, los
fondos inmobiliarios, los fideicomisos y demás
instrumentos que requieren oferta pública y, fi-
nalmente, con la promulgación de la Ley de Pro-
tección al Trabajador, en el 2000, que creó la Su-
perintendencia General de Pensiones (SUPEN) y
las operadoras de pensiones complementarias
(OPC), a las cuales se les encargó la tarea de ad-
ministrar una parte importante del ahorro de lar-
go plazo de las y los costarricenses. 

A pesar del crecimiento de los inversionistas ins-
titucionales, el mercado privado de capitales no se
ha adaptado a las nuevas circunstancias, y las inver-
siones continúan concentrándose en títulos de deu-
da del sector público y en plazos relativamente cor-
tos. El mercado local de capitales no ha podido
hasta ahora articular las necesidades de los inversio-
nistas institucionales con las demandas del sector
productivo nacional. Tampoco ha logrado consti-
tuirse en una salida para resolver las grandes dificul-
tades que tiene el Estado para financiar obras de in-
fraestructura en un contexto de restricción fiscal. 

Entre los fondos de ahorro institucional es posi-
ble distinguir tres categorías bien delimitadas: los
fondos de ahorro institucional, que rinden cuentas a
una entidad que regula al sector, específicamente los
que reportan a SUGEVAL, SUPEN y SUGEF; los de
naturaleza autorregulada, que se encuentran bajo la
jurisdicción de la Contraloría General de la Repúbli-
ca, y los que no reportan del todo (cuadro 3.7).

Esta diversidad de modalidades de regula-
ción es motivo de preocupación y genera dificul-
tades importantes cuando se trata de armonizar
criterios de control y supervisión. Incluso a lo in-
terno de los sistemas de pensiones existen dife-
rencias, dado que mientras las pensiones com-
plementarias privadas son supervisadas con
criterios de tipo prudencial y utilizando instru-
mentos tecnológicos sofisticados, en el caso de
los regímenes especiales complementarios o el
de IVM, la acción de la SUPEN es más restringi-
da. Desde la óptica de la SUGEVAL y la SUGEF
también existen vacíos de supervisión y control,
específicamente en el caso de los fondos de in-
versión con menos de cincuenta inversionistas y
en aquellos productos en los que se traslapa el
campo de acción de estas superintendencias. 

del Mercado de Valores y de la Ley de Protección al
Trabajador, tanto los fondos de inversión como
los fondos de pensiones han mostrado un com-
portamiento muy dinámico. Sin embargo, los ad-
ministradores de estos recursos se encuentran
con la casi total ausencia de “papel” del sector
privado, en un mercado en el que los bonos del
Ministerio de Hacienda y el Banco Central ejer-
cen un predominio casi completo.

En el caso costarricense, entonces, pareciera
que la principal restricción no es tanto la falta de
ahorro, sino las debilidades en la formulación de
instrumentos de inversión y el marco institucio-
nal para el financiamiento de proyectos de inver-
sión por medio del mercado bursátil.

Entre el 2001 y el 2002, el monto de los títulos
colocados en el mercado primario pasó del 55,8% al
61% del PIB. Las captaciones del Ministerio de Ha-
cienda y el Banco Central fueron equivalentes a un
39,8% del PIB, las del sector público financiero a un
12,5%, las del sector privado financiero a un 6,7%
y, finalmente, las del sector privado no financiero, es
decir, todas las empresas privadas menos los bancos,
a un 1,3% del PIB. En pocas palabras, los empresa-
rios nacionales prácticamente no están usando el
mercado bursátil para financiarse.

Fondos de pensiones e 
inversión muestran gran dinamismo

Los activos administrados por las carteras de
fondos de inversión crecieron un 32% en 2002,
con lo cual llegaron a representar un 12% del PIB.
Los de los fondos de pensiones se incrementaron
aún más rápidamente, hasta alcanzar una tasa del
50%, que los llevó a representar un 5,3% del PIB.

Expresadas como porcentaje del total de pa-
sivos bancarios, las carteras de los fondos de in-
versión pasaron de un 25% en 2001, a un 27%
en el 2002, mientras que las de los fondos de
pensiones pasaron de un 9,8% a un 12%.

Sin embargo, este dinamismo todavía no se
ha traducido en flujos de recursos hacia las em-
presas nacionales y se abre la perspectiva de que,
ante la poca oferta de títulos valores en el merca-
do nacional, los administradores de fondos man-
comunados deban colocar una parte creciente de
su cartera en terceros mercados.

Tema especial: el desafío 
de los fondos de ahorro colectivo

Importantes transformaciones han venido ocu-
rriendo en el mercado de valores del país a lo lar-
go de la última década, primero como resultado de
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De acuerdo con información de SUGEVAL y
SUPEN, los fondos de ahorro regulados12 por es-
tas dos entidades crecieron de manera importante
entre 1998 y 2002, en promedio un 19,2% anual
en colones y un 11,4% anual en dólares. La masa
de fondos pasó de representar un 12,5% en térmi-
nos del PIB a casi un 17,9% cinco años después. 

Este incremento se debe fundamentalmente
al dinamismo mostrado por los fondos de pen-
siones administrados por las OPC, que crecieron
cinco puntos porcentuales en términos del PIB
durante el período bajo análisis. Si bien es cierto
que los fondos de inversión representan la mayor
parte de esta inversión colectiva, su crecimiento

obedece al desmantelamiento de las de figuras
no reguladas que operaban en el mercado antes
de la promulgación de la Ley Reguladora del
Mercado de Valores, específicamente fideicomi-
sos, comisiones de confianza y carteras de los
puestos de bolsa.

En términos de estructura porcentual, los
fondos de inversión representaron en el 2002 un
67,3% de total de la inversión colectiva, en tan-
to que los recursos manejados por las operadoras
fueron responsables de un 30% de ese total
(cuadro 3.8). No debe perderse de vista que el
crecimiento reportado por las OPC obedece en
buena medida a un traslado de recursos desde
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CUADRO 3.7

Principales inversionistas institucionales, 
según categoría de regulación

Reguladosa/ Autorreguladosb/ No reguladosc/

a/ Regulación plena ejercida por una institución especializada.

b/ La regulación la realiza la propia entidad pública. Para el caso de los fondos de pensiones la autoridad reguladora está limitada en sus potestades.

El control de la Contraloría es limitado y no se especializa en materia de inversiones.

c/ No hay regulación ni supervisión de una entidad pública.

Fuente: Angulo, 2003.

Mercado de valores
Fondos de inversión
(mercado de dinero, renta,
crecimiento, inmobiliarios,
accionarios, etc.)

Carteras de puestos de bolsa 

Fideicomisos

Sistema de pensiones
OPC (operadoras de pensiones 
complementarias)

Seguros
Instituto Nacional de Seguros

Salud 
IVM y RNC (CCSS)

Pensiones
Regímenes básicos:

Magisterio Nacional, Poder 
Judicial, Cuerpo de Bomberos

Regímenes complementarios
Bancos estatales, ICE, INVU,
RECOPE, ICT, Fondo 
Empleados CCSS, etc.

Regímenes especiales
Lotería, Notarios

No contributivas 
(cargo a Presupuesto)

Fideicomisos públicos
(Control externo por parte de la
CGR)

Seguros
Sociedad de Seguros de Vida del
Magisterio

Fondos solidaristas
Con excepción del fondo de 
reserva que presenta el 10% de 
las captaciones y aportes del 
trabajador, reguladas por la SUGEF

Otros fondos
Cajas de Ahorro y Préstamo

Fondos especiales (bananeros,
cafetaleros, cañeros,etc.)

Fondos privados sin regulación



principalmente entre los que son administrados
por las instituciones del Estado. De acuerdo con la
SUPEN, el régimen de IVM de la CCSS, que es uno
de los más grandes, concentra alrededor de un
70% de sus fondos en plazos de 0 a 5 años, en con-
traposición con regímenes como el del Magisterio
o el del ICE, en los que la concentración en ese pla-
zo se ubica en el orden del 15% del total de fon-
dos, muy similar al 18% que presentan las OPC. 

La magnitud de los fondos autorregulados es
difícil de estimar, pero se sabe que en la actuali-
dad tienen una importancia relativa menor a la
de una década atrás. Los dos más importantes
son el seguro de enfermedad y maternidad de la
CCSS, cuyas inversiones y reservas a diciembre
del 2002 se ubicaron en el orden de los 39.248
millones de colones, y el fondo de reserva de se-
guros del INS, especialmente el que corresponde
al seguro de riesgos del trabajo.

Los fondos no regulados están constituidos bá-
sicamente por las asociaciones solidaristas y por un
mercado cuyo tamaño se desconoce, que opera a
través de firmas privadas que captan fondos locales
ofreciendo atractivas rentabilidades y a las cuales no
llegan las potestades de control y supervisión, sea
porque así lo establece la Ley Reguladora del Mer-
cado de Valores, o porque evaden la supervisión.

El mercado financiero costarricense ha creci-
do de manera considerable y todo parece indicar
que el mayor crecimiento futuro de los fondos de
ahorro colectivo provendrá de las operadoras de
pensiones. De acuerdo con estimaciones de la

fuentes ya existentes (INA, BPDC, aporte patro-
nal), por lo que no todo es incremento neto, con
excepción del régimen voluntario. 

En cuanto a la composición por tipo de fondo de
inversión, en los últimos años se observa un impor-
tante desplazamiento, desde los instrumentos de
corto plazo y de mercado de dinero hacia los deno-
minados fondos de crecimiento, que pasaron de un
35,5% del total en el 2000 a un 54% en el 2002.
Conviene llamar la atención sobre la presencia en el
mercado de fondos de inversión de tipo inmobilia-
rio, cuya participación relativa pasó de 3,8% en el
2000 a 8% en el 2002, así como sobre la aparición
de nuevos productos, como la titularización de hipo-
tecas a partir del primer trimestre del 200213, que al-
canzó un 0,5% de la cartera en ese año y que puede
crecer de manera significativa en el futuro cercano.

La elevada concentración del riesgo en emiso-
res públicos es un patrón que se manifiesta en
forma recurrente en la mayor parte de los inver-
sionistas institucionales en Costa Rica. En el caso
de los fondos de inversión, estos títulos han in-
crementado su participación relativa, de un
89,9% en el 2000 a un 94,8% en el 2002. En lo
que se refiere a pensiones, tanto las que adminis-
tran las OPC como los demás regímenes, las con-
centraciones en emisores estatales, especialmente
en el Ministerio de Hacienda, son aún mayores,
que en los fondos de inversión, tanto para porta-
folios en colones como en dólares.

En cuanto a estructura por plazos hay dife-
rencias notables entre regímenes de pensiones,
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CUADRO 3.8

Saldo de inversiones colectivas por año, según tipo de modalidad. 1998-2002
(millones de colones, saldos a diciembre)

Tipo de modalidad Monto Estructura Crecimiento anual Saldo/PIB
porcentual promedio

1998 1999 2000 2001 2002 1998 2002 1998-2002 1998 2002
Fondos de inversión 49.119 129.094 291.851 552.513 730.686 10,9 67,3 96,4 1,4 12,0
Carteras de puesto 
de bolsaa/ 160.876 72.131 69.075 25.216 35,6 2,3 -37,1 4,4 0,4
Fondos de pensionesb/ 17.526 47.372 84.323 216.016 324.957 3,9 29,9 107,5 0,5 5,4
Fideicomisosc/ 224.661 18.804 12.134 4.097 5.107 49,7 0,5 -61,2 6,2 0,1
Total 452.182 460.440 841.702 1.085.966 100,0 100,0 24,5 12,5 17,9

a/ Incluye los saldos de las carteras de OPAB y CAV de los puestos de bolsa.

b/ Incluye los saldos del portafolio total de las operaciones en funcionamiento.

c/ Fideicomisos administrados como fondos de inversión.

Fuente: SUGEVAL,  Informe Anual sobre Mercado de Valores, varios años.
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SUPEN, los fondos obligatorios administrados
por las OPC crecerán a una tasa geométrica del
16% en dólares, con un saldo que pasará de 382
millones de dólares en el 2003 a 2.623 millones
de dólares en el año 2015 (14,28% del PIB), ci-
fra superior al tamaño global de todos los fondos
de pensiones que existen en la actualidad (públi-
cos y privados). Esto sin tomar en consideración
los fondos del sistema voluntario de pensiones,
que por su naturaleza son mucho más imprede-
cibles y difíciles de proyectar14, pero que son ac-
tualmente los de mayor cuantía, alrededor de
626 millones de dólares (3,7% del PIB). 

En términos de control y supervisión de fon-
dos colectivos, con la promulgación de la Ley Re-
guladora del Mercado de Valores y la creación de
la SUGEVAL en 1998, el país logró un importan-
te avance, dado que se corrigieron vacíos legales,
se ordenó la oferta pública de títulos valores y se
crearon importantes figuras que no existían en el
mercado regulado. No obstante, hay que tener
en cuenta que pese a los esfuerzos que realiza la
SUPEN en aras de una supervisión de naturaleza
prudencial, casi dos terceras partes del total de
fondos administrados por los sistemas de pensio-
nes, que se ubicaron a diciembre 2002 en el or-
den de los 886.600 millones de colones, unos
2.350 millones de dólares, corresponden a los
regímenes de pensiones del Estado (regímenes
básicos, fondos de pensiones complementarias
especiales y fondos especiales) y en este contex-
to las potestades de regulación, supervisión y
sanción por parte de la SUPEN son más restrin-
gidas, en comparación con las OPC.

Finalmente, para propiciar un mayor desa-
rrollo del mercado de capitales y lograr la articu-
lación de los requerimientos de los inversionistas
institucionales -que demandan rentabilidad y se-
guridad para los fondos que custodian- con las
necesidades de los proyectos de inversión pro-
ductiva -que demandan financiamiento a costo
competitivo- es fundamental enfrentar una serie
de retos:

■ Incrementar el nivel de ahorro, a fin de garan-
tizar pensiones con una tasa de reemplazo cer-
cana a los niveles que en la actualidad ofrece la
CCSS a los trabajadores de menores ingresos,
y corregir los desequilibrios actuariales del ré-
gimen de IVM.

■ Universalizar el modelo de supervisión pru-
dencial de riesgos de los fondos que hacen
oferta pública de valores y, en particular, de los
fondos de pensión de participación obligatoria.

■ Eliminar los obstáculos estructurales que impi-
den el surgimiento de un mayor número de
emisores privados en el mercado local (costos
de la oferta pública y normalización y estanda-
rización del mercado), con el propósito de
promover una mayor diversificación del riesgo
de las carteras de ahorro y facilitar, como me-
dida complementaria, la inversión de una par-
te de dicha cartera en instrumentos financieros
emitidos en el exterior.

■ No confundir los objetivos del fondo colectivo
con objetivos de naturaleza social. Se debe te-
ner presente que alrededor de estos sistemas se
generan grandes masas de recursos financieros
que demandan una gestión especializada y una
celosa política de administración de riesgos.

■ Tomar decisiones sobre la conveniencia de in-
vertir en el exterior, dado el manejo del riesgo
y la estructuración de un portafolio en un con-
texto en que el mercado interno no cuenta con
suficientes instrumentos financieros como pa-
ra propiciar una adecuada diversificación, y
donde todos los inversionistas institucionales,
sin excepción, han concentrado sus inversio-
nes en “papel” del Estado.

■ Crear una entidad encargada de la administra-
ción del sistema previsional. El sistema de-
manda una administración especializada y vi-
sión de conjunto.

■ Subsanar algunos vacíos legales en productos
que combinan seguros con previsión.

Empleos, salarios y 
distribución del ingreso 

Desde la perspectiva de este capítulo, la evo-
lución de la producción no es un tema que inte-
rese en sí mismo, sino por las oportunidades de
bienestar que genera. En esta sección se evalúa
ese impacto desde la perspectiva de los empleos
creados, su remuneración y su distribución por
sector de actividad económica, región y género.
Los resultados en estas materias en el 2002 son
poco satisfactorios.

Durante el último año el desempleo aumen-
tó, el índice de salarios reales decreció y el quin-
til de la población con ingresos más altos vio in-
crementarse, una vez más, su participación en la
distribución del ingreso. Sin embargo, también
en este año se presentó un ligero incremento de
la participación de los dos quintiles de menores

Más detalles sobre

fondos de inversión,  

consúltese el trabajo

elaborado por José Angulo,

“Situación actual y

perspectivas de los fondos de

ahorro colectivo en Costa

Rica” en el sitio

www.estadonacion.or.cr



porcentaje de la población ocupada en esta indus-
tria disminuyó en un 0,7 puntos porcentuales.

El comportamiento del empleo en este sector
contrasta con lo sucedido en el valor de la pro-
ducción en agricultura pese a que se contrajo en
un 2%, absorbió un mayor porcentaje la pobla-
ción ocupada en el 2002 que en el 2001 (el em-
pleo en el sector creció en 3,6%).

En todo caso, estos datos parecen señalar
que, para mantener tasas bajas de desempleo en
el futuro, será necesario un ritmo de crecimiento
de la producción bastante más acelerado que el
observado en los últimos años, y que las diferen-
cias en la evolución de la productividad entre
sectores pueden resultar en rezagos y disparida-
des que incrementen las tensiones sociales que
vive el país.

El desempleo afecta más a las mujeres,
a los jóvenes y a los habitantes de zonas rurales

En el 2002, el desempleo entre las mujeres
(7,9%) continuó superando con creces el referi-
do a los hombres (5,6%). No obstante, el incre-
mento en el desempleo masculino, 0,4 puntos
porcentuales, fue levemente mayor que en el fe-
menino, 0,3 puntos porcentuales con respecto al
2001 (gráfico 3.10). En el caso de los hombres
repercutió particularmente la disminución del
empleo absorbido por los sectores de construc-
ción y hoteles y restaurantes, que en parte fue
compensada por los segmentos de actividades
inmobiliarias y empresariales y por transporte,
almacenamiento y telecomunicaciones. En el ca-
so de las mujeres, las oportunidades de empleo
se vieron afectadas negativamente en la industria
manufacturera, particularmente por el descenso en
la actividad de maquila, y en los servicios de salud
y atención social. El servicio doméstico, la ense-
ñanza, el comercio y la agricultura compensaron
en parte la disminución del empleo femenino.

Por grupos de edad también se observaron dife-
rencias. La población ocupada de entre 12 y 24 años
tiene una tasa de desempleo (13,8%) dos veces ma-
yor que el promedio nacional y más de tres veces
mayor que la del grupo de 25 a 49 años (4,1%).

En contraposición con lo ocurrido en el
2001, cuando el incremento en el desempleo se
dio principalmente en el área rural, en el 2002 la
tasa de desempleo en esa zona más bien descen-
dió (de 6,5% a 5,6%), en tanto que el incremento
en el desempleo urbano (de 5,8% a 6,8%) más que
compensó esa disminución. El aumento del de-
sempleo en el área urbana obedeció en buena me-
dida al descenso relativo en el empleo generado

ingresos, el coeficiente de Gini dejó de crecer y el
salario promedio de los asalariados experimentó
un leve aumento.

No se generaron suficientes empleos

La recuperación de la producción en el 2002
no se tradujo en un incremento de las oportuni-
dades de empleo para las y los costarricenses. La
tasa de ocupación15 de la economía y la tasa neta
de participación16 se mantuvieron prácticamente
estancadas, en 51,8% y 55,4% respectivamente,
durante el 2002. La tasa de desempleo abierto17 se
incrementó de 6,1% en el 2001 a 6,4% en el 2002
(la cifra más alta desde 198518) y la de subempleo
visible19 pasó de 4,3% en 2001 a 4,9% en 2002 (la
más alta desde 1986), mientras que el subempleo
invisible20 se mantuvo estable en un 3,3%.

La magnitud del reto de crear nuevos em-
pleos bien remunerados queda patente cuando
se analiza el comportamiento de la industria ma-
nufacturera, que, como se vio anteriormente,
mostró una notable recuperación con respecto al
año anterior (creció un 2,3%, frente a una dismi-
nución de 8,4% en el 2001). Pese a ello, el
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CUADRO 3.9

Población ocupada por rama 
de actividad. 2001-2002

(porcentajes)

2001 2002
Total 1.552.924 1.586.491
Agricultura y ganadería 15,1 15,3
Pesca 0,5 0,6
Minas y canteras 0,1 0,1
Industria manufacturera 15,0 14,3
Electricidad, gas y agua 1,3 1,4
Construcción 6,9 6,7
Comercio y reparación 18,9 19,1
Hoteles y restaurantes 5,5 5,2
Transporte, almacenamiento y comunicaciones 5,5 5,7
Intermediación financiera 1,9 2,0
Actividades inmobiliarias y empresariales 6,0 6,5
Administración pública 4,7 4,5
Enseñanza 5,5 5,8
Salud y atención social 3,8 3,3
Servicios comunitarios y personales 3,9 3,7
Hogares con servicio doméstico 4,9 5,3
Organizaciones extraterritoriales 0,1 0,2
Actividades no bien especificadas 0,4 0,3

Fuente: EHPM, INEC.



por la industria manufacturera, mientras que la
reducción en el desempleo rural coincidió con el
incremento del empleo absorbido por la agricul-
tura y la ganadería21. 

Por regiones de planificación, el desempleo
aumentó en la Central, la Chorotega y la Pacífico
Central. En las dos primeras esta situación está
asociada a un peor desempeño de algunas activi-
dades económicas. 

Coincidente con lo ocurrido en el área urba-
na, en la región Central el incremento en la tasa
de desempleo se dio por segundo año consecuti-
vo, y en estrecha relación con lo ocurrido en la
industria manufacturera y en la construcción. En
el caso de la región Chorotega el aumento del de-
sempleo marcó un cambio en la tendencia a la
disminución que se venía registrando desde
1998. La Pacífico Central experimentó por tercer
año consecutivo un deterioro en este indicador y
se convirtió en la región con mayor desempleo.
En ambos casos pesó la evolución del sector de
hoteles y restaurantes. 

Por su parte, la región Huetar Norte mantuvo
un nivel de desempleo muy bajo. No obstante, el
subempleo visible aumentó de 4,4% en el 2001 a
7% en el 2002, lo cual podría explicar parte del in-
cremento en el empleo observado en agricultura y
la ganadería. En la región Brunca la tasa de desem-
pleo se redujo en el 2002, luego de que en 2001
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aumentara considerablemente como resultado de
la salida de la producción bananera. Sin embargo,
en este caso la disminución parece haber obedeci-
do principalmente a la reducción en la tasa neta de
participación, es decir, al descenso en la propor-
ción de personas que buscan empleo, de 54,4% en
el 2001 a 52,9% en el 2002. Dado que la tasa de
ocupación también se redujo, de 50,5% a 49,9%,
esto más bien apuntaría a un empeoramiento de la
situación laboral en la región.

La región Huetar Atlántica, que tradicional-
mente muestra tasas de desempleo superiores al
7%, las más altas del país, vio reducirse ese indi-
cador al 6,6%. No obstante, también registró un
descenso en la tasa neta de participación, de 54%
en el 2001 a 53,8% en el 2002, y un aumento en
la tasa de subempleo visible, de 5,5% a 5,9%.

El salario mínimo real no crece desde 1999

El incremento en el salario mínimo para el
primer semestre del 2002 fue de 6,3%, en tanto
que el correspondiente al segundo semestre fue
de 4,38%. Ambos aumentos llevaron a que el
promedio anual del índice del salario mínimo
creciese un 8,4% con respecto al promedio del
índice en el 2001. Empero, este crecimiento fue
insuficiente para compensar el aumento en la
inflación, de modo que, en términos reales, el
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Un punto interesante de notar es que, a dife-
rencia de lo sucedido en años anteriores, cuando
la evolución del PIB y del ingreso habían mostra-
do grandes diferencias, en el 2002 ambos indica-
dores crecieron prácticamente a la misma tasa
(gráfico 3.12).

El incremento en el ingreso nacional disponi-
ble (IND) indica que, en el año en estudio, la
economía generó resultados que eventualmente
podrían resultar en un aumento en el bienestar
general de la población (si bien en secciones an-
teriores de este capítulo se ha advertido sobre los
problemas de sostenibilidad en cuanto al creci-
miento observado en el 2002), pero para los dis-
tintos sectores de la población y para los distin-
tos segmentos en la distribución del ingreso ese
potencial se hará efectivo -o no- de la forma en
que se distribuya el ingreso generado. Pese a la
evolución relativamente favorable del IND, de
acuerdo con la Encuesta de Hogares de Propósi-
tos Múltiples (EHPM) el ingreso mensual per cá-
pita reportado por las familias a mediados del
2002 se redujo un 1,46% en términos reales.

Si bien el quintil de ingresos más altos au-
mentó una vez más su participación, simultánea-
mente se produjo una recuperación en la partici-
pación de los dos quintiles de menor ingreso, un
fenómeno que no se observaba desde hacía

promedio anual del índice se mantuvo práctica-
mente invariable (cayó 0,65% con respecto al
2001). 

La tendencia al estancamiento se inició en
1999, año a partir del cual se nota un cambio im-
portante en la política de salarios del país, que ha
pasado de una tendencia sostenida a aumentar el
poder adquisitivo de los salarios mínimos en la
década de los noventa, a apenas asegurar el man-
tenimiento de ese valor en los últimos tres años
(gráfico 3.11)

La práctica de realizar los ajustes semestrales
al salario mínimo con base en la inflación del se-
mestre inmediatamente anterior introduce iner-
cia en el proceso inflacionario. Aparte del proble-
ma que esto puede significar para reducir la
inflación, provoca también que, cuando ésta se
acelera, como en el caso del segundo semestre
del 2002, se tiende a perder poder adquisitivo22. 

Crece el ingreso nacional disponible

En el 2002 creció el ingreso nacional dispo-
nible, un 3,3% en términos reales y un 1,2% en
términos per cápita, y se detuvo el aumento en la
concentración del ingreso, medida por el coefi-
ciente de Gini, que se venía acumulando desde
1997. 
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GRAFICO 3.11
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varios años. Esto tiene el efecto de detener el de-
terioro del coeficiente de Gini. El ingreso per cá-
pita del primer quintil creció en términos reales
un 2,6%, debido a un incremento en el ingreso
del hogar23 y a una disminución en el número de
miembros por hogar. En el segundo quintil, el
aumento en el ingreso per cápita, 1,13%, obede-
ció únicamente a la disminución en el número
de miembros del hogar, ya que el ingreso men-
sual del hogar más bien se redujo, lo cual indica
que la posible mejoría no sería atribuible a mejo-
res condiciones económicas. El ingreso per cápi-
ta de los quintiles tercero, cuarto y quinto dismi-
nuyó en términos reales, un 2,18%, un 3,05% y
un 0,84% respectivamente. La brecha de ingre-
sos por persona del hogar entre el quintil más ri-
co y el más pobre de la población fue de 176.007
colones en el 2002, según las estimaciones que
se pueden hacer con base en la EHPM, que tiene
dificultades para captar los ingresos, especial-
mente los más altos.

La distribución del ingreso en las distintas re-
giones también mostró diferencias significativas,
que no guardan relación con el tamaño del ingre-
so per cápita de la zona. La mejor distribución
del ingreso se dio en la región Huetar Atlántica,
seguida por la Pacífico Central y la Central. En
estas regiones, los quintiles más pobres tienen
una proporción del ingreso de la zona superior a

la del promedio nacional, en tanto que el quintil
de mayor ingreso en dichas regiones tiene una
proporción menor del ingreso relativo. En cuarto
y quinto lugar se ubicaron, respectivamente, la re-
gión Brunca y la Chorotega. En esta última, la re-
lación entre el ingreso del quintil más alto y el más
bajo es particularmente alta, 24,8 veces, frente al
promedio nacional de 15 veces (cuadro 3.10). 

La pobreza no se reduce

Como se ha señalado, en el 2002 tanto el PIB
como el IND se incrementaron y se detuvo el de-
terioro en la distribución del ingreso. Pese a es-
tos desarrollos de signo positivo, la pobreza no
se redujo y, medida como insuficiencia de ingre-
sos, alcanzó al 20,6% de los hogares, unas
900.000 personas. En el capítulo 2 de este Nove-
no Informe se presentaron argumentos para sus-
tentar la hipótesis de que, aunque la economía
costarricense creció entre 1990 y 2002, desde
1994 no se ha reducido la pobreza porque ese
crecimiento económico no ha generado suficien-
tes empleos de calidad, además de que ha incidi-
do negativamente el aumento en la desigualdad
en la distribución del ingreso. En este capítulo se
ha documentado un tema preocupante: la falta
de asociación entre el crecimiento de los sectores
productivos y su capacidad para generar empleo.
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Las variaciones según componentes del IPC se
presentan en el gráfico 3.13, donde se observa que
los de mayor crecimiento en el 2002 fueron trans-
portes (13%) y cuidados médicos (11%). Dentro
del rubro de transporte destacan el aumento en los
combustibles y en las tarifas de los autobuses urba-
nos. En el grupo de cuidados médicos, los factores
que más crecieron fueron analgésicos y antigripales. 

Balanza de pagos, comercio 
exterior e inversión extranjera directa

Del desempeño de las cuentas externas depen-
de en buena medida la solvencia económica del
país. Como se ha mencionado en ediciones ante-
riores de este Informe, en una economía pequeña
y abierta como la costarricense, las oportunidades
de crecimiento se generan básicamente en el sec-
tor externo. Además, este sector es el principal
afectado por los choques que usualmente enfren-
ta la economía, como consecuencia de cambios en
el entorno internacional y en los mercados de los
principales productos de exportación. 

Los resultados de las cuentas externas en el 2002
se modificaron respecto al año previo, y mostraron un
importante deterioro en la cuenta corriente, cuyo dé-
ficit alcanzó un 5,6% del PIB (gráfico 3.14). Por otro
lado, el ingreso de capital de corto plazo y el creci-
miento en la inversión externa directa, junto con la
política cambiaria, lograron compensar el déficit ori-
ginado en la balanza de bienes (7,5% del PIB) y cerrar
el año con un aumento neto de 164,7 millones de
dólares en las reservas monetarias internacionales.

No obstante, seguir financiando un déficit de
cuenta corriente de la magnitud observada en el
2002 planteará crecientes dificultades, y creará
una vulnerabilidad adicional desde el punto de
vista de la estabilidad de la economía.

Evolución del nivel de precios

Una de las aspiraciones nacionales que evalúa
este capítulo es la de contar con una inflación re-
ducida y menor de dos dígitos en el mediano pla-
zo, fundamentada, en parte, en un déficit fiscal re-
ducido y controlado. En términos cuantitativos
esto se logró en el 2002, ya que la inflación fue de
9,68%. Sin embargo, este comportamiento no se
sustentó en un déficit fiscal reducido y controlado.

Cabe destacar que, en relación con los demás
países de Latinoamérica, la posición relativa de
Costa Rica mejoró en el 2002: habiendo sido el
país con la tercera inflación más alta en el 2001,
pasó a ocupar el sétimo lugar, como resultado
del incremento de la inflación en Brasil, Argenti-
na, Uruguay y Paraguay.

Dos hechos adicionales merecen destacarse.
Por un lado, los precios de los bienes y servicios no
transables se incrementaron en un 10,1%, en con-
traste con un 8,6% de los transables. En otras pa-
labras, el comercio y la apertura comercial sirvie-
ron para atenuar la inflación a nivel nacional. Por
otra parte, los precios de los bienes y servicios re-
gulados tendieron a crecer más rápidamente que
los de los no regulados. Esta diferencia, en buena
medida, es el resultado del proceso de eliminación
de los subsidios cruzados en el caso de la energía
eléctrica, de los aumentos en el precio internacio-
nal del petróleo en el caso de los combustibles, del
cambio en el modelo tarifario aplicado a los servi-
cios de transporte colectivo, y de la evolución del
tipo de cambio. Un punto por considerar es que,
según ha indicado la misma ARESEP, los modelos
tarifarios incluyen un elemento circular que indu-
ce inercia en la inflación: las tarifas se ajustan, en
parte, con base en la inflación, pero ese ajuste, por
sí mismo, afecta la inflación (ARESEP, 2003).
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CUADRO 3.10

Distribución porcentual del ingreso per cápita por quintiles, 
según región. 2002

Región I quintil II quintil III quintil IV quintil V quintil
Total nacional 3,64 7,88 12,53 20,47 55,48
Central 4,04 8,23 12,90 20,94 53,83
Chorotega 2,48 6,48 10,85 18,52 61,66
Pacífico Central 4,11 8,67 13,69 20,82 52,72
Brunca 3,32 7,43 12,56 20,56 56,13
Huetar Atlántica 4,65 9,01 13,83 22,29 50,21
Huetar Norte 4,23 8,41 12,42 19,16 55,79

Fuente: INEC, 2002.
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El déficit de la cuenta corriente 
llegó al 5,6% del PIB

En contraste con la relativa estabilidad infla-
cionaria, el déficit de la subcuenta de bienes24 de
la cuenta corriente pasó de 820,1 millones de
dólares en el 2001 (5% del PIB) a 1.263,2 millo-
nes de dólares en el 2002 (7,5% del PIB), por
efecto del crecimiento en las importaciones, que
aumentaron un 13,6% en dólares. Las exporta-
ciones también crecieron rápidamente en el
2002, aunque a un ritmo menor que las impor-
taciones: un 6,8% en dólares. 

La composición de las importaciones en valor
CIF muestra que el 54,9% correspondió a mate-
rias primas, y un 12,7% a bienes de consumo no
duraderos; las zonas francas importaron el
30,8%. Para la industria se importó el 67% y pa-
ra agricultura el 3,1%. Su impacto en el déficit
comercial se analiza más adelante.

El superávit de la subcuenta de servicios25 de la
cuenta corriente se redujo de 4,45% del PIB en el
2001 a 4,0% del PIB en el 2002. Este descenso se
explica en parte por la caída de un 1,6% en el ingre-
so de turistas al país26, por efecto de los atentados
del 11 de setiembre del 2001, que ciertamente se
ubicó por debajo del pronóstico que se había

anunciado. También incidió la reducción en las tari-
fas y el descenso en el volumen de las llamadas tele-
fónicas internacionales (BCCR, 2003a).

El déficit de la subcuenta de renta27 de la
cuenta corriente se redujo de 4,8% del PIB en el
2001 a 3,2% del PIB en el 2002.

El otro componente de la cuenta corriente, la
subcuenta de transferencias corrientes, mantuvo
en términos del PIB en el 2002 un superavit de
1%, mientras que en el 2001 fue de 0,9%, Por lo
tanto, pese a la disminución en el déficit la sub-
cuenta de renta, las subcuentas de bienes y de ser-
vicios llevaron el déficit en cuenta corriente a un
5,6% del PIB, el segundo más alto de la década. 

El superávit de la cuenta de capital frenó 
el deterioro de los indicadores de solvencia

El superávit de la cuenta de capital y finan-
ciera, que registra las entradas netas de capital a
la economía, ascendió a 5,8% del PIB, el más al-
to de la década, lo que impidió que el deterioro
en las cifras del déficit en cuenta corriente se re-
flejase en otros indicadores, como las reservas
monetarias internacionales, que más bien se in-
crementaron para cubrir 3,6 meses de importa-
ciones en el 2002 (3,5 meses en el 2001).

GRAFICO 3.13

0% 5% 10% 15% 20% 25%

Alimentos, bebidas

Vestido y calzado

Vivienda

Muebles y accesorios

Cuidados médicos

Transportes

Esparcimiento y educación

Otros bienes y servicios

2001 2002

Costa Rica: tasa de inflación por componentes del IPC. 2001-2002

Fuente: INEC.



En términos generales, los movimientos de ca-
pital de estas cuentas tienden a responder a la ren-
tabilidad de las inversiones en colones frente a la
de inversiones en otras monedas y en otros merca-
dos, así como a las percepciones relativas del ries-
go asociado a dichas inversiones. Dado que las ta-
sas de interés internacionales bajaron a niveles
históricamente muy bajos en el 2002, y en virtud
del alza en las tasas de interés en colones (que al
menos compensó el alza en el ritmo de deprecia-
ción del tipo de cambio), el premio por invertir en
colones aumentó a lo largo del 2002 y fue un ele-
mento importante en la atracción de estos flujos de
capital. Ahora bien, la volatilidad de este tipo de
flujo de capital se debe en parte a su sensibilidad al
riesgo moneda y al riesgo país, de modo que, si las
percepciones variaran repentinamente, los premios
podrían no ser suficientes para mantener las entra-
das de capital. 

Adicionalmente, aun cuando en el 2002 la
deuda pública externa no reflejó una tendencia
creciente, la evolución general de la balanza de
pagos no fue sostenible, por el endeudamiento
de corto plazo que para la economía en su con-
junto representó la entrada de capital en las
cuentas de inversiones en títulos de deuda,
crédito comercial e inversiones en moneda y de-
pósito.

Las entradas netas de capital del sector público se
mantuvieron relativamente estables; por lo tanto, el
nivel de endeudamiento público externo también
permaneció constante en términos del PIB: 19,4%.
No obstante, la composición relativa cambió, por
cuanto la deuda externa del Gobierno Central subió
de 10,5% del PIB en el 2001 a 11,6% del PIB en el
2002, en tanto que la del Banco Central bajó de 4,6%
a 3,7% del PIB y la del resto del sector público no fi-
nanciero, de 4,1% a 4,0% del PIB entre los mismos
años. Esto, como se verá, tiene implicaciones en el
servicio de la deuda.

La inversión extranjera directa se recuperó
con respecto a los niveles alcanzados en el 2001,
al pasar de 2,7% del PIB a 3,8% del PIB en el
2002, lo cual favoreció la estabilidad del finan-
ciamiento del déficit en cuenta corriente. Esta re-
cuperación se explica por una fuerte inversión en
el sector de alimentos y bebidas.

Sin embargo, casi la mitad del financiamiento del
déficit en cuenta corriente provino de cuentas de capi-
tal de naturaleza más volátil y más sujeta a los “senti-
mientos del mercado” que de la inversión extranjera
directa. Así, las entradas netas de capital por inversión
de cartera en títulos de deuda representaron un 0,6%
del PIB, las relacionadas con créditos comerciales un
0,5% y las correspondientes a inversión en moneda y
depósitos prácticamente un 2% del PIB.
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La política cambiaria

A mediados del 2001 el Banco Central au-
mentó el ritmo de depreciación del tipo de cam-
bio, con el fin de compensar la apreciación en
términos reales y corregir el desequilibrio en la
cuenta corriente de la balanza de pagos. Esta ten-
dencia continuó en los primeros meses del 2002;
la depreciación mensual del tipo de cambio pasó
de 0,76% en diciembre del 2001, a 0,91% en ju-
nio del 2002. En los meses siguientes el ritmo de
depreciación mensual tendió a mantenerse cer-
cano a 0,9% (gráfico 3.15). 

El índice del tipo de cambio efectivo real
multilateral (ITCER), que refleja la paridad del
tipo de cambio en relación con una canasta de
monedas de los principales socios comerciales
del país, ajustada por los diferenciales de infla-
ción, mostró una tendencia hacia la apreciación
en términos reales hasta febrero del 2002. Los
aumentos en el ritmo de depreciación del tipo de
cambio, así como la evolución de la inflación in-
terna y de los demás socios comerciales, permi-
tieron que, a partir de marzo del 2002, el ITCER
volviera a incrementarse, lo que implica una de-
preciación del tipo de cambio en términos reales.
Aunque en agosto, setiembre y octubre el ITCER
registró nuevamente una cierta apreciación en

los dos últimos meses del año la tendencia se re-
virtió, hasta llegar a un nivel que no se alcanza-
ba desde noviembre de 1999.

Composición y destino de las exportaciones

Durante el 2002 el valor FOB de las exporta-
ciones aumentó, desempeño que es destacable
en un contexto que presentaba signos de desace-
leración en la economía mundial. Esta evolución
favorable se debió al aumento del 6,5% en las ex-
portaciones no tradicionales, que representaron
el 87% de las totales en el año analizado. 

El repunte en la exportaciones no tradiciona-
les se atribuye a las empresas amparadas en zo-
nas francas, que en el 2002 aportaron el 50,5%
de las exportaciones totales y crecieron un
11,8%. Si se observan las exportaciones por sec-
tor se tiene que el sector industrial creció un
7,4%, representa el 75,9% de las exportaciones y
el 65,5% de sus exportaciones se encuentra bajo
el régimen de zona franca, donde los productos
más dinámicos son los de la industria electróni-
ca, los implementos médicos y los textiles.

Los productos tradicionales, que incluyen ca-
fé, banano, carne y azúcar y representan el 13%
de las exportaciones, mostraron una disminu-
ción del 5,5%. Sin embargo, las exportaciones de
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extranjera directa neta de América Latina (149,6
millones de dólares) (Grupo Interinstitucional de
Inversión Extranjera Directa, 2003). 

El crecimiento de 46,6% en el 2002 corres-
pondió en buena medida a la compra del 25% de
la empresa Florida Bedidas, por parte de la em-
presa transnacional Heineken, de Holanda.

El significativo avance en términos de inver-
sión en la última década resulta importante en
términos del financiamiento del déficit comer-
cial. El Grupo Interinstitucional de Inversión Ex-
tranjera Directa (2003) afirma que, desde 1995,
la IED ha financiado alrededor del 75% del défi-
cit de la cuenta corriente.

Si se analiza la IED por sectores de destino
económico se observan dos tendencias: el au-
mento de la inversión dirigida al sector industrial
y de servicios, y la disminución del sector agri-
cultura y agroindustria como receptor de inver-
sión, producto de la crisis del sector cafetalero y,
por ende, del agrícola. Específicamente en el año
2002, el 72,9% de la inversión se dirigió a la in-
dustria, un 11,5% al turismo, un 7,9% a los ser-
vicios y un 3% al sistema financiero, con el rema-
nente distribuido entre los demás sectores de
actividad económica.

Por país de procedencia, Estados Unidos si-
gue siendo el principal inversionista directo en
Costa Rica, pero su participación ha disminuido
fuertemente en los últimos cinco años, al pasar de
representar del 75% en 1997 al 38% en el 2002.

Otros países que son importantes por sus in-
versiones en Costa Rica son Canadá, cuyos fon-
dos se destinan a proyectos turísticos, México,

café tuvieron un ligero repunte, pese a la dismi-
nución en el volumen exportado, lo que se expli-
ca por el aumento en el precio por saco.

En el sector agrícola y el pecuario y pesca se
dio una disminución, de 2,9% y 2,4% respecti-
vamente, en el 2002. En el primer caso incidió el
descenso en las exportaciones de banano, melón
y yuca, entre otros. Entre los productos pecua-
rios que redujeron sus exportaciones están la
carne, el pescado seco o ahumado y algunos pro-
ductos lácteos.

En los últimos doce años se han diversificado
los productos y destinos de exportación, pero aún
se evidencian fuertes concentraciones en algunos
de estos. Los datos del 2002 muestran que 5 em-
presas aportan el 37% de las exportaciones indus-
triales y, en el caso del sector agrícola, el porcenta-
je aportado por el mismo número de empresas es
de 24,7%. Además, entre las empresas que más ex-
portan, 14 pertenecen al sector industrial y contri-
buyen con el 50% de las exportaciones totales. El
53,2% de las exportaciones totales tiene a Estados
Unidos como destino (recuadro 3.4).

Costa Rica es el mayor receptor 
per cápita de IED en América Latina

Como se señaló al analizar la evolución de la
cuenta de capital de la balanza de pagos, la inver-
sión extranjera directa (IED) no sólo mostró una
fuerte recuperación en el 2002 (gráfico 3.16), si-
no que registró el monto más alto en su historia
(661,9 millones de dólares) y colocó al país co-
mo el mayor receptor per cápita de inversión
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CUADRO 3.11

Características de las exportaciones por régimen aduanero. 2002

Total Agrícola Industria Pecuario y pesca
Exportaciones por régimen aduanero 
(millones de US$) 5.281,3 1.109,9 4.010,3 161,1
Zona francaa/ (%) 50,5 1,7 65,5 12,9
Perfeccionamiento activob/ (%) 6,3 0,0 8,3 0,0
Definitivoc/ (%) 43,2 98,3 26,3 87,1

a/ Conjunto de incentivos y beneficios que el Estado otorga a las empresa que realicen inversiones nuevas en el país.

b/ Se introducen mercancías al territorio nacional con suspensión de toda clase de tributos y bajo rendición de garantía, para ser transformadas,

reconstruidas, ensambladas e incorporadas a conjuntos, entre otros.

c/ Se refiere a la salida de mercancías de procedencia nacional o extranjera que cumplan con las formalidades y los requisitos legales, reglamentarias

y administrativos para el uso o consumo definitivo dentro o fuera del territorio nacional.

Fuente: PROCOMER, 2003.



por su inversión en la industria alimentaria, y
Centroamérica y Panamá, que han incursionado
en los sectores de servicios financieros y en el de-
sarrollo de proyectos inmobiliarios. La participa-
ción de Europa como inversionista directo en
Costa Rica resalta considerablemente; en 1997 la
IED originaria de ese continente representaba tan
solo el 7% del total, mientras que en el año en es-
tudio se convirtió en el segundo inversionista,
con un 37% del total (un 34,5% del total provi-
no de Holanda). 

Como resultado, en buena medida, de esta
dinámica de inversión, la distribución por “gru-
pos de empresas” tuvo un importante cambio:

las empresas en régimen regular pasaron de re-
presentar el 24,7% de la inversión recibida en el
2001, a un 53% en el 2002, en tanto que la in-
versión destinada a zona franca, que había alcan-
zado el 61% del total en 1998 y aún en el 2001
representó un 40%, llegó a un 34% en el 2002.

El 2002 fue un año intenso en 
negociaciones y acuerdos de comercio exterior

El objetivo de la negociación de acuerdos co-
merciales internacionales es que el sector pro-
ductivo costarricense cuente con un ambiente
externo más previsible y estable, que permita
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RECUADRO 3.4

A partir de 1984, Costa Rica inició un proceso de
reinserción en la economía mundial, como una vía pa-
ra recobrar el crecimiento e impulsar su desarrollo. Con
un fuerte protagonismo estatal, se establecieron ins-
trumentos y políticas explícitas de atracción de inver-
siones y fomento de exportaciones, a fin de compensar
el sesgo antiexportador heredado de la época de la
sustitución de las importaciones y promover las expor-
taciones de productos denominados no tradicionales
hacia terceros mercados, fuera de la región centroame-
ricana. Entre los principales mecanismos de las políti-
cas de incentivo a las exportaciones figuraron: la Ley
de Admisión Temporal, el Contrato de Exportación, el
Certificado de Abono Tributario (CAT) hasta por un 15%
del valor FOB de las exportaciones y la Ley de Zonas
Francas, que fomentó en gran medida el establecimiento
y desarrollo de parques industriales en el país, así como
la atracción de inversión extranjera directa que contribu-
yó de manera significativa al incremento y diversificación
de las exportaciones. Costa Rica logró atraer inversión
extranjera en áreas como la industria electrónica y la de
implementos médicos, servicios como los centros de lla-
madas internacionales y las oficinas corporativas que
dan servicios de administración y compra de insumos a
empresas en el exterior.

Como resultado de este esfuerzo, las exportaciones
crecieron alrededor de cinco veces desde 1985 y la es-
tructura se diversifico: la dependencia de las exporta-
ciones tradicionales decreció a un 15% del total expor-
tado en el 2000 y el país pasó a ocupar el primer lugar
en Latinoamérica en exportaciones per cápita.

No obstante los éxitos logrados, la política de expor-
taciones tuvo también una serie de características, que
a la postre, se han convertido en problemas importan-
tes, tales como:

■ El elevado costo fiscal de la estrategia de fomento
de las exportaciones, ya que, por una parte, las exo-
neraciones a las importaciones significaron una re-
ducción notable en los ingresos tributarios y, por
otra parte, los CAT requirieron una considerable ero-
gación del fisco.

■ Los incentivos no siempre lograron fortalecer la ca-
pacidad productiva de las empresas locales y hacer-
las competitivas sin el apoyo estatal.

■ La mayor parte del incentivo se concentró en unas
pocas empresas, el número de exportadores no cre-
ció de manera significativa y el pago del beneficio
no se ligó a variables como empleo e incrementos
importantes en el valor agregado nacional.

■ Dificultad de los encadenamientos productivos: el
dinamismo de las empresas de zona franca contras-
ta con el estancamiento que muestra el resto de las
empresas nacionales.

El esfuerzo de apertura de la economía no ha con-
cluido y el país debe resolver las limitaciones plantea-
das. La expiración de la legislación sobre incentivos a
las exportaciones, así como los acuerdos internaciona-
les de comercio, que establecen la eliminación de los
subsidios a las exportaciones en los próximos años, ha
hecho que cada vez más se tome conciencia sobre a
necesidad de desarrollar nuevas acciones para mejorar
el desempeño competitivo y la inclusión de las empre-
sas nacionales en la actividad exportadora.

Fuente: Alonso, 2003b.

Política para la promoción de las exportaciones



como por la generación de empleo que éstas ori-
ginan. En el caso costarricense, si a esto se agre-
ga el flujo propiamente regional, el resultado es
la preparación de una negociación que involucra
dos tercios del intercambio comercial costarri-
cense. Desde esta perspectiva, cobra la mayor re-
levancia preparar una negociación sobre las ba-
ses más sólidas y claras posibles. 

Al momento de edición de este Informe los go-
biernos centroamericanos y de Estados Unidos,
habían sostenido siete rondas de negociación, or-
ganizadas para la discusión en cinco grupos de
trabajo: acceso a mercados, servicios e inversión,
compras del sector público y propiedad intelec-
tual, solución de controversias y disposiciones
institucionales, y temas laborales y ambientales.
Paralelamente han funcionado grupos sobre coo-
peración, medidas sanitarias y fitosanitarias, obs-
táculos técnicos al comercio y mecanismos de
defensa legítima de la producción, específicamen-
te lo relativo a salvaguardas. Igualmente, en “cuar-
tos adjuntos” han participado sectores empresa-
riales y otras organizaciones sociales.

Las primeras cinco rondas se concentraron
en la exposición de las ofertas de cada parte y el
intercambio de información sobre la situación de
los países y su legislación. En la sexta ronda se
logró concluir la discusión en dos capítulos del
tratado: comercio electrónico y facilitación del

potenciar las oportunidades que el comercio
puede ofrecer al proceso de desarrollo económico
y social del país. Los acuerdos comerciales se im-
pulsan simultáneamente a nivel multilateral, regio-
nal o bilateral, dependiendo de la coyuntura tanto
nacional como internacional (COMEX, 2003a).

El 2002 fue un año intenso en materia
negociaciones y acuerdos de comercio exterior.
Destaca la entrada en vigencia los acuerdos
comerciales con Chile (febrero), República
Dominicana (marzo) y Canadá (noviembre).
Además, durante el año se dieron negociaciones
con Trinidad y Tobago, así como con Panamá.
También se realizaron conversaciones sobre
comercio con Uruguay y se lograron dos
acuerdos de cooperación para promover el
intercambio comercial con Taiwán. Los cuadros
3.12 y 3.13 presentan el conjunto de acuerdos,
junto con una descripción de la gradualidad de
la desgravación acordada y otras características.
La cantidad y magnitud de los acuerdos
comerciales reafirman lo crucial de las decisiones
actuales en esta materia para el desarrollo del país.

Además, en el 2002, se elaboró un plan para la
negociación de un TLC entre Estados Unidos y
Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y
Nicaragua. Estados Unidos es un socio comercial
de primera magnitud, tanto por ser el destino
principal de las exportaciones centroamericanas,
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CUADRO 3.12

Principales características de los acuerdos comerciales vigentes de Costa Rica

Centroamérica México Chile República Canadá CARICOM
Dominicana

Entrada en vigencia Julio 1963
Enero 1995 Febrero 2002 Marzo 2002 Noviembre 2002 Falta ratificar por

las partes

Distribución de las
partidas arancela-
rias según progra-
ma de desgrava-
ción de Costa Rica

99,2% libre comercio
0,7% exclusión
0,1% control de 
importación

73,1% libre 
comercio
11,8% 5 años
12,5% 10 años
0,4% 15 años
1,1% exclusión

73,4% libre 
comercio
9% 5 años
12,8% 12 años
0,9% 16 años
3,8% exclusión
0,1% carne de 
bovino

91,2% libre 
comercio
0,7% 5 años
7,8% exclusión
0,1% contingente
0,4% tratamiento
aceites

65,1% 
libre comercio
18,7% 8 años
0,03% 9 años
14,6% 15 años
0,4% contingente
1,1% exclusión

93% libre 
comercio
1,6% 4 años
4,2% exclusión
1% pendiente
0,1% tratamiento
especial para car-
ne de bovino

Distribución de las
partidas
arancelarias según
programa de
desgravación del
socio comercial

99,2% libre comercio
0,7% exclusión
0,1% control de
importación

82,7% libre
comercio
7,1% 5 años
8,8% 10 años
0,1% 15 años
1,1% exclusión
0,2% otros

4,6% libre
comercio
0,3% 5 años
0,2% 12 años
0,7% 16 años
3,8% exclusión
0,1% carne
bovino
0,3% petróleo y
derivados

92,1% libre
comercio
0,5% 5 años
7% exclusión
0,1% contingente
0,4% tratamiento
aceites

86,3% 
libre comercio
0,8% 5 años
10,8% 8 años
0,1% 9 años
1,9% exclusión

91% libre
comercio
2,5% 4 años
5,3% exclusión
1% pendiente
0,2% tratamiento
especial para
carne de bovino

Exportaciones
(millones de US$)

2000 623,5
2001 649,7
2002 693,1

2000 98
2001 87,3
2002 115

2000 4,8
2001 5,5
2002 4,8

2000 48,3
2001 56,4
2002 77,1

2000 123,1
2001 121,9
2002 156,6

2000 47,5
2001 57,2
2002 58,5

Importaciones
(millones de US$)

2000 315,2
2001 313,3
2002 350,6

2000 393
2001 382
2002 369

2000 52,5
2001 55,9
2002 76,1

2000 3,8
2001 4,3
2002 5,6

2000 58,3
2001 40,6
2002 48,4

000 38,3
2001 13,2
2002 42,9

Fuente: COMEX, 2003a.

comercio. En el área de cooperación, se acordó la
creación de un instituto para la capacidad comer-
cial, un centro generador de iniciativas en donde
las empresas y gobiernos centroamericanos pue-
den buscar apoyo para preparar sus economías pa-
ra el libre comercio con Estados Unidos. En la
sétima ronda, celebrada entre 15 y el 19 de setiem-
bre en Managua, los países concentraron la discu-
sión en acceso a mercados y reglas de origen espe-
cíficas. En el campo de la agricultura se acordaron
los plazos de desgravación de los productos agríco-
las sobre la base de una propuesta centroamericana:

cero, cinco, diez, doce y quince años. Además, se
logró un acuerdo sobre los criterios que van a
orientar la discusión en el caso de aquellos produc-
tos que estén sujetos a un contingente arancelario.
En materia textil el avancce más significativo fue la
aceptación, por parte de Estados Unidos, de incluir
dentro de la lista de escaso abasto un 65% de los
productos originalmente propuestos por Centroa-
mérica. También se discutieron en detalle las reglas
de origen específicas y se logró concluir la discu-
sión del capítulo del tratado en materia de salva-
guardias (COMEX, 2003).
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CUADRO 3.13

Principales productos y empresas que participan en el intercambio comercial bajo
acuerdos vigentes

Centroamérica México Chile República Canadá CARICOM
Dominicana

Principales empre-
sas exportadoras

FTZ Coca Cola, Scott
Paper Company de
CR, Pfizer zona fran-
ca, Roche Servicios,
Bridgestone, Firesto-
ne de CR, Vidriera
Centroamericana,
Cooperativa de Pro-
ductores de Leche,
Atlas Industrial

Cía Industrial,
Aceitera Coto 54,
Panificadora Bim-
bo, Aluminios Na-
cionales, RTC Ter-
moformas,
Componentes IN-
TEL, Babyliss CR,
Vidriera Centroa-
mericana, Cía Pal-
ma Tica

Merck Sharp and
Dohme, Aluminios
Nacionales, Novar-
tis Consumer, Leo-
nisa de CA, Adhe-
sivos Especiales,
ADHES, Recope,
H.B. Fuller, Deriva-
dos de Maíz Ali-
menticio

Abbot Laboratorios,
Roche Servicios, Vi-
driera Centroameri-
cana, Alimentos Es-
peciales, Merck
Sharp and Dohme,
Trejos Hnos Suceso-
res, Atlas Industrial,
Alimentos Ligeros
de CA

LAICA, Babyliss CR,
Derivados de Maíz
Alimenticio, Con-
fecciones Jinete,
Sawtek, Industria
Cerámica Costarri-
cense, Intertec,
Conservas del Valle

Vidriera Centroa-
mericana, Merck
Sharp and Doh-
me, Irex de CR,
Roche Servicios,
Atlas Industrial,
Standard Fruit Co,
Crown Cork CA,
FTZ Coca Cola

Principales produc-
tos de importación,
2002

Preparaciones de lim-
pieza, camisones y
pijamas, otros medi-
camentos, productos
de base de cereales,
frijoles comunes, ci-
garrillos que conten-
gan tabaco, algodón,
dentríficos

Los demás medi-
camentos, apara-
tos receptores de
TV, papel y cartón
recubierto, vehícu-
los para transporte
de mercancías,
aguacates, auto-
móviles de turis-
mo, las demás
preparaciones ali-
menticias, pañales
para bebés, toallas
sanitarias

Alambre de cobre
electrolítico, acei-
tes crudos de pe-
tróleo, madera
aserrada, manza-
nas frescas, alam-
bre de cobre, to-
mates preparados,
los demás vinos,
placas, hojas, lose-
tas y similares

Barras de hierro y
acero sin alear, ca-
cao, otros medica-
mentos, aceite en
bruto de palma,
pasta de cacao, las
demás placas, lámi-
nas de plástico, los
demás cueros, las
demás manufactu-
ras de plástico

Papel prensa en
bobinas, cloruro de
potasio, papel Kraft
para sacos, máqui-
nas para moldeo
por inyección, los
demás papeles y
cartones, monofila-
mentos, papel Kraf-
tliner, fibras ópticas

Aceites de petró-
leo o de mineral
bituminoso, gas
natural, productos
laminados de hie-
rro o acero sin
alear, policloruro
de vinilo, atunes
de aleta amarilla,
otros medicamen-
tos, grupos frigo-
ríficos de com-
prensión, sulfatos
de alumnio

Principales 
productos de ex-
portación, 2002

Las demás prepara-
ciones alimenticias,
otros medicamentos,
compresas, tampo-
nes y similares, los
demás conductores
eléctricos, productos
laminados de hierro,
refrigeradores do-
mésticos, botellas o
frascos de vidrio, ga-
lletas dulces

Aceite de palma
en bruto, máqui-
nas y aparatos pa-
ra panadería, hojas
y tiras de aluminio,
partes y accesorios
para computado-
ras, medicamentos,
aceite de almendra
en bruto, botellas y
demás envases de
vidrio, anuncios,
carteles y placas
indicadoras

Otros medicamen-
tos, hojas y tiras
de aluminio, pre-
paraciones alimen-
ticias, sostenes,
aceites de petró-
leo, las demás co-
las y adhesivos,
bragas de fibras
sintéticas, resinas
epoxi

Las demás jeringas,
agujas y similares, las
demás manufacturas
de plástico, otros me-
dicamentos, las de-
más preparaciones
alimenticias, botellas,
frascos de vidrio, ga-
lletas dulces, barqui-
llos, los demás libros
impresos, sacos, bol-
sitas de plástico

Bananos, piñas tro-
picales, circuitos in-
tegrados, azúcar de
caña, melones, café
sin tostar, partes y
accesorios para
computadoras, las
demás jeringas,
agujas y catéteres

Otros medicamen-
tos, botellas, fras-
cos de vidrio, ja-
bón de tocador,
otros envases de
vidrio, botellas y
frascos de vidrio
menores de 1 li-
tro, cajas de papel
o cartón corruga-
dos, refrigeradores
domésticos, apa-
ratos de cocción y
calientaplatos de
combustible
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Solvencia de las cuentas fiscales

Al igual que la balanza de pagos, el desempe-
ño de las finanzas públicas, dependiendo del
contexto y del valor, refleja parte de la solvencia
económica de un país. En este sentido, la aspira-
ción nacional de un déficit reducido y controla-
do, que no ponga en peligro la estabilidad eco-
nómica ni comprometa los recursos públicos
para la inversión futura, se alejó durante el 2002.
La valoración de la situación fiscal en ese año
examina el comportamiento del déficit y sus
componentes, así como de su financiamiento.

Un hecho sobresaliente en el 2002 fue el re-
torno del ciclo político-electoral de las finanzas
públicas. Este ciclo se relaciona con la manipula-
ción de algunas variables económicas con el fin
de mejorar, en el corto plazo, la percepción del
electorado acerca de su nivel de bienestar y,
consecuentemente, obtener resultados más favo-
rables en los procesos electorales (Ulate, 2000).
En el gráfico 3.17 se presenta el déficit del Go-
bierno Central como porcentaje del PIB a partir
de 1984; los años electorales se destacan me-
diante una barra vertical. En 1998, a pesar de ser
un año electoral, el déficit se redujo y el tradicio-
nal “paquete tributario” de inicios de gobierno
no fue necesario. Sin embargo, entre el 2001 y el
2002 el déficit volvió a crecer, por lo que no sor-
prende que la aprobación de la Ley de Contin-
gencia Fiscal se haya convertido rápidamente en
un tema prioritario para las nuevas autoridades.

Este retorno del ciclo político constituye una
mala noticia para el país: la responsabilidad fiscal
es compatible con todo tipo de modelos de desa-
rrollo económico; el desequilibrio fiscal recurrente
con ninguno28. Dado que esta afirmación podría
parecer osada, de inmediato se presentan los datos
que la sustentan, a partir del análisis detallado del
desempeño de las finanzas públicas.

Evolución del déficit 
fiscal del Gobierno Central

De acuerdo con la información publicada por
el Banco Central, el déficit financiero del Gobier-
no Central, medido como la diferencia entre los
ingresos totales y los gastos reconocidos se incre-
mentó29 considerablemente en el 2002, cuando
llegó a representar el 4,3% del PIB, en contraste
con el 2,9% observado en el 2001.

Este resultado refleja tanto una disminución
en los ingresos (0,12 puntos porcentuales del
PIB) como un incremento en los gastos totales
(1,25 puntos porcentuales del PIB). Los dos
cambios son relevantes, pues ambos casos gene-
ran importantes efectos en las finanzas.

Desde el punto de vista del manejo de la po-
lítica fiscal, este no fue un resultado fortuito,
producto de algún fenómeno impredecible; por
el contrario fue un hecho no sólo predecible si-
no efectivamente predicho -en la edición ante-
rior de este Informe- dado el manejo de las fi-
nanzas públicas en el año anterior.

CUADRO 3.13 (continuación)

Centroamérica México Chile República Canadá CARICOM
Dominicana

Principales empre-
sas importadoras,
2002

Unilever de CA, Col-
gate Palmolive, Ba-
yer S.A., Pedro Oller
S. A., Grupo Cons-
tenla, British Ameri-
can Tobacco, Cía
Nestlé S.A., ESSO
Standard Oil

Cooperativa de
Productores de Le-
che, CEFA Farma-
ceútica, Grupo Co-
pamex de CA,
Procter & Gamble
Interamericas,
Continentes SA.,
Merck Sharp and
Dohme, Scott Pa-
per Co de CR, Gi-
llete de CR

Conducen, Reco-
pe, Fruta Interna-
cional, Unilever de
CA, Forestal Arau-
co CR, Macopa,
BCCR, Atlas Indus-
trial

Cía Constructora Van
Der Laat y Jiménez,
Costa Rica Cocoa
Products, Cía Palma
Tica, Acrílicos S.A.,
Cía Farmex, Grusaba
S. A., Industria Cerá-
mica Costarricense,
Belca CR

Fábrica de Harinas
de CA, La Nación,
Abonos del Pacífi-
co, Industria Nacio-
nal de Papel, Trejos
Hnos Sucesores,
Sociedad Periodísti-
ca La Extra, Com-
pañía Costarricense
de Café, Corruga-
dora de CR

RECOPE,
METALCO,
Durman Esquivel,
MENAFAR,
Químicos
Holanda C.R.,
Importaciones
Centroamericanas
y M.S.
Desarrolladora y
Comercializadora
Inter, La Milpa
tico import

Fuente: COMEX, 2003a.



interna del impuesto selectivo de consumo, 0,39
puntos porcentuales del PIB (equivalente a
19.651,5 millones de colones), el de ventas y el
de la renta, con 0,03 puntos porcentuales del PIB
cada uno. En todos estos casos era de esperar
una recaudación menor a la del 2001, porque és-
ta fue extraordinaria, debido al cambio de fechas
de pago introducido por la Ley de Simplificación
Tributaria, que prácticamente significó un mes
adicional de recaudación en el 2001, y a que una
parte de los impuestos que correspondían al
2000 se recaudó efectivamente en el 2001. Adi-
cionalmente, en el caso del impuesto selectivo de
consumo, la recaudación se vio especialmente
afectada por la Ley de Simplificación Tributaria,
pues se desgravaron ciertos bienes, como las be-
bidas no alcohólicas y los jabones de tocador
(cuadro 3.14).

Cabe advertir que estos cambios de magni-
tud, en apariencia pequeños por estar expresa-
dos en relación con el PIB, pueden conducir a
una impresión errónea. Una variación de 1,4%
del PIB en el déficit del Gobierno Central, significa
un incremento de poco menos del 50% en este dé-
ficit con respecto al año anterior, o equivale a una

En efecto, en el Octavo Informe se indicó que
la reducción en el déficit del sector público glo-
bal, de 3,8% del PIB en el 2000 a 2,9% del PIB
en el 2001, no era sostenible. Por un lado, se se-
ñaló que el Gobierno Central había recibido in-
gresos que se darían una sola vez en el 2001,
producto de posposiciones de recaudación de
impuestos en el 2000 y de adelantos en las fe-
chas de pago de impuestos en el 2001, mientras
que los incrementos en la planilla del Gobierno
representarían aumentos permanentes en los
gastos. Por otra parte, se hizo ver una amenaza
que finalmente no se concretó, pero que se man-
tiene vigente: el hecho de que el gasto en intere-
ses del Gobierno Central (aunque también el del
Banco Central) se había beneficiado de una re-
ducción en las tasas de interés en el 2001, pero
que, dado el nivel de éstas, era probable que vol-
vieran a aumentar en el 2002, con el consecuen-
te impacto sobre el gasto. 

Disminuyen los ingresos tributarios

La reducción en los ingresos totales del Gobier-
no Central se debió a la caída en la recaudación
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cifra cercana al 10% de los ingresos tributarios, y
está en el orden de las decenas de miles de millo-
nes de colones. Así, una conveniente relación
con el PIB se convierte en indicador, que fácil-
mente permite comparar entre países y épocas
distintas, pero que, por lo que se explicó, no de-
be confundir al lector. 

La disminución en la recaudación interna de
los impuestos antes mencionados se compensó en
parte por las mejoras introducidas en la adminis-
tración tributaria, producto de las reformas del Có-
digo de Normas y Procedimientos Tributarios, la
ampliación de la base gravable del impuesto de
ventas y la creación de un impuesto único sobre
los hidrocarburos, cuyo efecto se manifestó en una
mayor recaudación en aduanas (BCCR, 2003a),
equivalente al 0,5% del PIB en el 2002. Por su na-
turaleza, esta última modalidad de recaudación no
se vio afectada por los cambios de fechas en el
2001, en tanto que en el 2002 el crecimiento
extraordinario en las importaciones significó tam-
bién un aumento considerable en términos reales
en la base los tributos indicados.

Se eleva el gasto dentro 
de una estructura bastante rígida

El aumento en los gastos del Gobierno Cen-
tral fue generalizado en todas las partidas de la
clasificación económica (cuadro 3.15). El mayor
incremento se dio en transferencias corrientes
(0,47 puntos porcentuales del PIB), tanto al sec-
tor público, por los pagos realizados a la
CCSS30, FODESAF y el BANHVI, como al sector
privado. Aunque en principio, la mayor parte
de estas transferencias está determinada por ley,
en la práctica los pagos a ciertas entidades se ha-
brían realizado según las disponibilidades de re-
cursos y las necesidades de las mismas, por lo
que el aumento en el 2002 podría constituir sim-
plemente un restablecimiento del flujo corres-
pondiente que se habría reprimido en el 2001. 

El segundo rubro del gasto con mayor creci-
miento fue el de intereses, principalmente de la
deuda interna (0,31 puntos porcentuales del
PIB)31, debido al aumento en las tasas de interés
y en el stock de deuda interna producto del

CUADRO 3.14

Ingresos tributarios del Gobierno Central. 1999-2002 
(millones de colones)

1999 2000 2001 2002 Variación 
2001-2002

Ingresos totales 547.434 599.101 704.130 781.798 77.668
Aduanas 229.288 267.266 293.898 361.168 67.269
Renta 118.859 122.032 152.653 169.880 17.226
Ventas 85.853 91.066 130.382 144.688 14.306
Consumo 28.886 27.899 31.780 12.129 -19.651
Otros 84.548 90.839 95.416 93.934 -1.482
Porcentaje del PIB
Ingresos totales 12,13 12,18 13,07 12,90 -0,16
Aduanas 5,08 5,43 5,46 5,96 0,51
Renta 2,63 2,48 2,83 2,80 -0,03
Ventas 1,90 1,85 2,42 2,39 -0,03
Consumo 0,64 0,57 0,59 0,20 -0,39
Otros 1,87 1,85 1,77 1,55 -0,22
Crecimiento anual
Ingresos totales 23,16 9,44 17,53 11,03 -6,50
Aduanas 8,54 16,56 9,96 22,89 12,92
Renta 54,36 2,67 25,09 11,28 -13,81
Ventas 10,3 6,07 43,17 10,97 -32,20
Consumo -0,24 -3,42 13,91 -61,84 -75,75
Otros 71,62 7,44 5,04 -1,55 -6,59

Fuente: Flujo de Caja, Autoridad Presupuestaria, Ministerio de Hacienda.
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mismo déficit fiscal. En general, este es un rubro
sobre el cual hay poco control, excepto en el gra-
do en que la emisión de deuda externa o interna
denominada en dólares permite una contabiliza-
ción menor de gasto en intereses. 

El gasto en salarios también creció de manera
significativa, 17,9%, lo que contribuyó en un
monto equivalente al 0,24% del PIB al incremen-
to en el déficit. Esta es una categoría de gasto con
una gran rigidez hacia la baja, pero es posible
contener su crecimiento “congelando” las contra-
taciones de personal y limitando las alzas salaria-
les. Sin embargo, el aumento salarial para el sec-
tor público en el primer semestre fue de 4%, y en
el segundo semestre de 4,38%, en tanto el núme-
ro de plazas ocupadas por cargos fijos, servicios
especiales y jornales del Gobierno Central pasó
de 90.847 a 94.641, un crecimiento del 4,2%.
Además es probable que el fuerte aumento de la
planilla en el 2001 (14,6%), aún repercutiese en
el 2002, al cumplirse un año de las nuevas con-
trataciones. Cabe advertir que al analizar el creci-
miento del empleo público es preciso indagar
acerca del comportamiento en el largo plazo; de
otra forma, la valoración sobre el tema correría el
riesgo de ser inexacta, además de que podría lle-
var a conclusiones incorrectas (gráfico 3.18).

La evolución del porcentaje de los ocupados
en el sector público según dos fuentes de infor-
mación, los registros administrativos de la CCSS
(1980 a 2002) y la Encuesta de Hogares (1976 a
2002), muestra una reducción, en la mayor par-
te de los años de referencia, de poco más de 5
puntos porcentuales respecto al valor máximo
histórico, esto es, una pérdida de importancia re-
lativa de alrededor de una cuarta parte. Las ex-
cepciones se pueden localizar en los extremos de
las series. La excepción más reciente obedece a
algunas ampliaciones en el empleo público, aso-
ciadas a nuevas prioridades en educación y segu-
ridad incorporadas por administraciones anterio-
res. Este crecimiento es registrado también por
las cifras de las plazas en cargo fijos y jornales en
el Gobierno Central y el resto del sector público,
de acuerdo con información de la Autoridad Pre-
supuestaria.

Finalmente, los gastos de capital crecieron
0,13 puntos porcentuales del PIB, al igual que las
compras de bienes y servicios. A diferencia de
otros rubros del gasto, sobre estos existe un ma-
yor grado de discrecionalidad, por lo que su in-
cremento, aunado a los aumentos en los demás
rubros, apunta hacia una falta de contención en
el gasto en general. 

GRAFICO 3.18
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En el año 2002, del total de gastos del Gobier-
no Central, un 33,8% correspondió al pago de sa-
larios y contribuciones a la seguridad social, un
24,29% al pago de intereses sobre las deudas in-
terna y externa, y un 19,64% a transferencias al
sector privado, principalmente por concepto de
pensiones. Esto arroja un resultado de 77,73% del
gasto total con un alto grado de rigidez. El compo-
nente de salarios no se logra reducir, de manera
duradera, sino a través de reducciones permanen-
tes en la planilla del sector público, medida que
conlleva dificultades políticas obvias, cualesquiera

que sean sus méritos o faltas desde el punto de vis-
ta de la buena administración del Presupuesto Na-
cional. La tendencia en el pago de pensiones será
hacia el aumento y, salvo reducciones importantes
en la magnitud de la deuda -otro tema en el que
es posible avanzar, pero no sin decisiones que
conllevan un alto grado de dificultad y conflicto
político- también tenderá a aumentar el rubro de
intereses.

En otras palabras, la rigidez en el gasto públi-
co es un problema cuya magnitud tenderá a cre-
cer en el futuro, salvo que se adopten medidas de

CUADRO 3.15

Ingresos totales y gastos reconocidos 
del Gobierno Central.  2001-2002 

En millones de colones Porcentaje del PIB
2001 2002 Crecimiento 2001 2002 Variación

nominal

Ingresos totales (A) 725.563,4 808.802,0 11,5 13,47 13,35 -0,12
Ingresos corrientes 722.091,9 808.750,7 12,0 13,40 13,35 -0,05

Tributarios 511.337,0 570.679,5 11,6 13,23 13,23 0,00
No tributarios 6.874,5 4.636,2 -32,6 0,13 0,08 -0,05
Transferencias corrientes 2.273,3 2.689,6 18,3 0,04 0,04 0,00

Ingresos de capital 3.471,5 51,3 -98,5 0,06 0,00 -0,06
Gastos totales netos 
de intereses (B) 668.406,1 808.696,7 21,0 12,41 13,35 0,94
Gastos corrientes sin intereses 595.189,0 718.566,2 20,7 11,05 11,86 0,81

Sueldos y salarios 267.036,9 314.748,7 17,9 4,96 5,20 0,24
Compra de bienes y servicios 26.625,1 36.146,0 35,8 0,49 0,60 0,10
Transferencias corrientes 301.527,0 367.671,5 21,9 5,60 6,07 0,47

Sector público 129.697,2 155.945,5 20,2 2,41 2,57 0,17
Sector privado 170.425,4 209.784,5 23,1 3,16 3,46 0,30
Sector externo 1.404,4 1.941,5 38,2 0,03 0,03 0,01

Gasto de capital 73.217,1 90.130,5 23,1 1,36 1,49 0,13
Inversión real 16.100,5 21.729,2 35,0 0,30 0,36 0,06
Transferencias 57.116,6 68.335,8 19,6 1,06 1,13 0,07

Resultado primario (A-B) 57.157,3 105,3 -99,8 1,06 0,00 -1,06
Servicio de intereses 213.865,8 259.416,6 21,3 3,97 4,28 0,31

Deuda interna 174.019,3 211.223,4 21,4 3,23 3,49 0,26
Deuda externa 39.846,5 48.193,2 20,9 0,74 0,80 0,06

Total  de gastos 
reconocidos (D) 882.271,9 1.068.113,3 21,1 16,38 17,63 1,25
Resultado 
financiero total (A-D) -156.708,5 -259.311,3 65,5 -2,91 -4,28 -1,37
Financiamiento neto requerido 154.203,0 250.620,0 62,5 2,86 4,14 1,27

Externo neto 52.873,0 59.147,0 11,9 0,98 0,98 -0,01
Interno neto  101.330,0 191.473,0 89,0 1,88 3,16 1,28

Fuente: BCCR y Ministerio de Hacienda, con base en la liquidación del Presupuesto Nacional.
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fondo ya sea en el gasto o en el ingreso del sec-
tor público. El problema no se solucionará ape-
lando a una ejecución austera de los presupues-
tos públicos (recuadro 3.5). Las implicaciones de
esta rigidez tienen diversas vertientes, una de las
cuales se explora en el tema especial que se in-
corpora al final de esta sección, sobre la gestión
de la red vial.

Nótese, además, que en este análisis no se
han incluido las transferencias al sector público,
rubro en el que el Ministro de Hacienda goza de
cierta flexibilidad, pero que tiene su origen en
obligaciones legales o constitucionales que limi-
tan ese margen de maniobra, en un entorno en
que la presión para que se realicen los desem-
bolsos va en aumento. Si se incluyen estas trans-
ferencias, más del 88% del gasto total del Go-
bierno Central muestra un importante problema
de rigidez.

Se sofisticó el marco legal para la gestión del 
Presupuesto Nacional, pero es débilmente aplicado

En el Octavo Informe Estado de la Nación se
destacó, en un recuadro, la importancia de la
aprobación de la nueva Ley de Presupuestos Pú-
blicos, como un marco general para la moderni-
zación de la gestión presupuestaria en Costa Ri-
ca, con base en principios de eficiencia, eficacia,
transparencia y rendición de cuentas. No obstan-
te, en esa oportunidad se señaló que ni el Minis-
terio de Hacienda ni el de Planificación habían
remitido a la Asamblea Legislativa ninguno de
los nuevos informes previstos por la Ley, alegan-
do imposibilidad material para hacerlo. Quedó
entonces la duda acerca de si en el año siguiente
se harían los esfuerzos necesarios para poner en
práctica la nueva legislación. 

La respuesta es negativa. La Contraloría Gene-
ral de la República, en su Memoria Anual del 2002,
realizó una evaluación positiva del marco legal de
la gestión presupuestaria en Cosa Rica -que com-
prende, además de la Ley de Presupuestos, otros
instrumentos como la Ley de Planificación
Nacional, la Ley General de la Administración
Pública y la Ley General de Control Interno- pe-
ro se vio obligada a reportar que en el 2002, por
segundo año consecutivo, el Ministerio de Ha-
cienda no remitió los informes previstos por la
Ley al cierre del ejercicio económico de cada
año. Un mayor detalle sobre este tema se incor-
pora en el capítulo 5 de este Informe.

Tal parece que la voluntad del legislador en
cuanto a la transformación del proceso de gestión
del Presupuesto Nacional no ha sido acompañada,

hasta ahora, por la voluntad de la Administración
para hacer realidad ese avance.

El financiamiento del déficit del Gobierno

En relación con el financiamiento del déficit
del Gobierno Central, en el 2002 hubo un mayor
uso de recursos acumulados en caja, en particu-
lar de 153 millones de dólares depositados en el
Banco Central que, en principio, iban a utilizar-
se para capitalizar a esta entidad. Esto permitió
que, si bien el déficit en el 2002 fue mayor que
en el 2001, el financiamiento mediante la emi-
sión de bonos en los mercados interno y externo
fuesen ambos menores en el 2002 que en el
2001, es decir, evitó que se tuviese que realizar
mayores colocaciones en el mercado interno, con
el consecuente impacto sobre las tasas de interés
y, por ende, sobre el gasto en intereses. Sin em-
bargo, también significó que, al no capitalizar el
BCCR, las pérdidas de éste seguirán creciendo y,
eventualmente, presionando la estabilidad.

Lo anterior además implica que el incremen-
to en la deuda pública fue menor de lo que ha-
bría sido si el Gobierno hubiese tenido que recu-
rrir en mayor medida a la colocación neta de
bonos en el mercado interno o en el externo. De
este modo, la deuda interna del Gobierno apenas
ascendió de 28% del PIB en el 2001, a 28,6% del
PIB en el 2002, en tanto que la deuda externa pa-
só de 10,5% del PIB en el 2001 a 11,6% del PIB
en el 200232. 

Las pérdidas del Banco Central

Las pérdidas del Banco Central pasaron de
1,2% del PIB en el 2001 a 1,4% del PIB en el
2002, debido a una disminución en sus ingresos
(0,09% del PIB) y a un aumento en sus gastos
(0,17% del PIB). La merma en los ingresos fue
consecuencia de la reducción en las tasas de in-
terés en los mercados internacionales en los que
el BCCR tiene invertidas sus reservas monetarias.
Adicionalmente, el aumento de las tasas de interés
en el mercado local y el crecimiento de la deuda
del mismo ente emisor provocaron un incremen-
to en el gasto en intereses en moneda nacional.

En general, las pérdidas del Banco Central
obedecen fundamentalmente a su endeudamien-
to (recuadro 3.6). La deuda interna alcanzó un
11,1% del PIB (9,2% del PIB en el 2001), lo que
representa el 38,8% de la deuda interna del Go-
bierno Central, mientras que la deuda externa
del Banco se redujo de 4,6% del PIB en el 2001,
a 3,7% en el 2002. Este nivel de endeudamiento
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RECUADRO 3.5

Un déficit fiscal reiterado, creciente y a un nivel importante es un sín-
toma de problemas. Si al déficit se le agrega un mecanismo recurrente
de financiación del Estado que presiona las tasas reales de interés y el
margen de intermediación, que genera una distorsión a favor de la es-
peculación financiera, en detrimento del estímulo a la producción y pro-
picia para la concentración de la riqueza, el problema sobrepasa el ám-
bito de la solvencia para convertirse en un obstáculo al crecimiento y a
la ampliación de las oportunidades para la población.

A su vez, el proceso de endeudamiento puede llegar a generar situa-
ciones en las que la atención de la deuda pública -intereses y amorti-
zación- sea el factor principal de “estrujamiento” del gasto público, así
como de la calidad y cantidad de servicios públicos disponibles. Esto
puede verse en el gráfico 3.19, en el cual se muestra la relación entre
los intereses y amortizaciones de la deuda interna y externa y los
egresos totales del Gobierno Central, según datos de la Contraloría
General de la República, en el largo plazo (1980-2002). Aunque en
dos ocasiones (1984 y 2002) el reconocimiento o documentación de

deudas generó situaciones muy elevadas, la tendencia apunta hacia
un crecimiento sostenido. El servicio de la deuda pública (amortiza-
ción e intereses) representó un 9,4% del PIB y un 42,8% del gasto
del Gobierno Central en el 2002. De esos porcentajes, un 8% y un
36,6%, respectivamente, correspondieron a la deuda interna. Desde
principios de los años noventa (pero no por primera vez en la histo-
ria reciente), la proporción de recursos que el Gobierno debe desti-
nar cada año al servicio de la deuda se torna en un elemento de ri-
gidez del gasto.

Este “estrujamiento” del gasto coloca muchas decisiones públicas en
un terreno de confrontación aguda, en temas como la inversión de em-
presas estatales o en asuntos tan elementales como la infraestructura
(ilustrado por aparte), el volumen de empleo público, los salarios y las
políticas de contratación de funcionarios.

Fuente: Elaboración propia con datos de la Contraloría General de la
República.

Rigidez del gasto público en el largo plazo 
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Banco ha tenido que contener la emisión moneta-
ria que implica el servicio de su propia deuda para
evitar el impacto que ello tendría sobre la inflación
y la balanza de pagos, y como medida alternativa
ha colocado nueva deuda a través de sus operacio-
nes de mercado abierto, lo que ha generado un
efecto “bola de nieve”. Esto significa que la

es particularmente excesivo, por cuanto los pasi-
vos con costo casi duplican los activos que gene-
ran un ingreso, y porque el rendimiento de los
activos del BCCR es menor que el costo financie-
ro de sus pasivos.

El endeudamiento del ente emisor ha ido cre-
ciendo en el tiempo como porcentaje del PIB. El
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RECUADRO 3.6

El desequilibrio fiscal en Costa Rica no se limita a los
problemas de las finanzas del Gobierno Central. El Banco
Central también tiene un déficit, que normalmente ha sido
“compensado”, desde el punto de vista del déficit conso-
lidado del sector público, por el superávit del resto del sec-
tor público, que ve limitada su capacidad de inversión y
gasto a fin de contribuir al balance fiscal global.

El estado de resultados de Banco Central base deven-
gado, y calculado según metodología cuentas moneta-
rias33 , arrojó pérdidas por 86.645 millones de colones en
el año 2002, cifra equivalente a un 1,4% del PIB y que
excede en 23.066 millones de colones el déficit registra-
do en el 2001, cuando representó un 1,2% del PIB.

“Las pérdidas en el Banco Central tienen su origen en
el costo derivado del cumplimiento de distintos objeti-
vos asignados a la Institución, hoy centrados en la es-
tabilidad interna y externa de la moneda nacional. En-
tre los factores que han incidido en la persistencia del
déficit destacan los siguientes:

a) Un problema de desbalance entre saldos de activos
que generan rendimiento y pasivos con costo, provoca-
das por i) los créditos que se otorgaron en el pasado al
sector público en condiciones fuera de mercado o bien,
aun cuando estuvieran constituidos a tasas de interés
de mercado, su servicio no era atendido, ii) la contrata-
ción de deuda externa para financiar programas de de-
sarrollo, con asunción del riesgo cambiario por parte
de la Autoridad Monetaria, iii) la contratación de recur-
sos externos para apoyo de balanza de pagos, y iv) la
venta de divisas a tipos de cambio preferencial para
ciertas actividades consideradas como prioritarias.

b)La necesidad de absorción de liquidez generada por
transacciones propias de la Institución, tales como las
relacionadas con el sector externo, los excesos tempo-
rales de liquidez en el sector financiero, y el efecto ex-
pansivo de su mismo déficit. Además, ha influido que
las necesidades de financiamiento interno por parte

del Gobierno presionan al alza las tasas de interés,
afectando por ende el costo financiero de la absorción
monetaria.

c) Los costos inherentes al mantenimiento de reservas in-
ternacionales, toda vez que el rendimiento de esos ac-
tivos resulta inferior al costo promedio de la deuda in-
currida para el mantenimiento de éstas.

Estos elementos han contribuido a generar un pro-
blema estructural en el balance de situación de la Au-
toridad Monetaria, que al término del 2002 se puso de
manifiesto en un saldo de pasivos con costo financiero
que casi duplica a los activos que generan un ingreso,
donde el rendimiento promedio de estos últimos se
ubicó por debajo del costo financiero medio de sus
obligaciones.

Si se dedujeran los ingresos y gastos inherentes a las
operaciones antes citadas, las pérdidas hubieran alcan-
zado 16.893 millones de colones, comprendiendo és-
tas únicamente los gastos administrativos netos de los
ingresos recibidos por concepto del reintegro del 20%
de los gastos de supervisión34, monto que hubiera sido
más que compensado con el señoreaje35. En efecto, en
el 2002 el Banco Central dispuso de 26.835 millones
de colones por concepto de señoreaje, lo que hubiera
dado como resultado una disponibilidad de 9.942 mi-
llones de colones” (BCCR, 2003a).

En la medida en que el origen de las pérdidas del Ban-
co Central sea “cuasifiscal”, éstas desaparecerán cuando
el Gobierno cancele sus obligaciones con el Banco. En el
tanto en que el origen de las pérdidas sea la política mo-
netaria propiamente dicha, el requisito para eliminarlas
será un ajuste en esa política. Dicho de otro modo, el país
tendría que aceptar que, si quiere mantener la política
monetaria sin alteraciones, el precio que deberá pagar
por ello son las pérdidas del Banco Central.

Fuente: Elaboración propia con base en BCCR, 2003a.

El origen de las pérdidas del Banco Central



tendencia no es sostenible en el largo plazo y que
terminaría afectando la inflación o la balanza de
pagos; es por ello que el Gobierno había venido
realizando pagos de su deuda al Banco Central,
hasta que se interrumpieron en el 2002.

Resto del sector público no financiero

Contrario a lo que venía sucediendo en años
previos, el resto del sector público no financiero
no logró acumular un superávit primario impor-
tante y terminó el 2002 con un pequeño exceso
de ingresos sobre gastos, equivalente al 0,3% del
PIB. En el 2001 el superávit primario había al-
canzado el 1,06% del PIB.

Augurando los conflictos que se hicieron ma-
nifiestos en el 2003, durante el 2002 la disminu-
ción en el superávit del resto del sector público
no financiero se debió principalmente al deterio-
ro en las finanzas del ICE, por la ejecución de
proyectos de inversión pospuestos en años ante-
riores, aunque también hubo un deterioro en
otras seis instituciones y empresas públicas,
comprendidas dentro del sector público no fi-
nanciero reducido. En contraposición, sólo cua-
tro entidades mostraron un superávit mayor en
el 2002 que en el 2001.

En el caso del ICE, la posición financiera pa-
só de un superávit de 0,5% del PIB en el 2001, a
un déficit de 0,2% del PIB en el 2002. La institu-
ción tuvo un leve aumento en sus ingresos como
porcentaje del PIB, 0,1%, pero dada la ejecución
de sus proyectos de inversión, sus gastos aumen-
taron en 0,8% del PIB.

Las demás instituciones y empresas públicas
que en el 2002 presentaron un superávit menor
que en el 2001 fueron el IDA (0,09% del PIB), la
CCSS (0,08% del PIB), la JPSSJ (0,06% del PIB),
el INA (0,05% del PIB), el ICAA (0,4% del PIB)
y el ICT (0,3% del PIB). En todos estos casos, la
disminución en el superávit fue resultado de un
aumento en los gastos.

El sector público global

El sector público global reducido, que inclu-
ye al Gobierno Central, el Banco Central y las
principales instituciones36 y empresas públicas37,
mostró un déficit del 5,4%, el más elevado des-
de 199438. La principal causa de este aumento
fue el incremento en el déficit del Gobierno Cen-
tral, que pasó de 2,9% del PIB en el 2001 a 4,3%
del PIB en el 2002. También incidió de manera
importante la disminución en el superávit de las
instituciones y empresas públicas, el cual, luego de

alcanzar un 1,2% del PIB en el 2001, se redujo a
tan solo 0,3% del PIB en el 2002. Finalmente, las
pérdidas del Banco Central también se incre-
mentaron, de 1,2% del PIB en el 2001 a 1,4% del
PIB en el 2002.

La deuda de todo el sector público, tanto in-
terna como externa, creció como porcentaje del
PIB de 56,7% en el 2001 a 59,3% en el 2002. Es-
to es provocado sobre todo por el crecimiento de
la deuda interna, según puede observarse en el
(gráfico 3.20); ahí se ilustra cómo el país ha re-
currido a una sustitución de deuda externa por
deuda interna, en el largo plazo, como mecanis-
mo para su financiamiento.

En su conjunto (interna y externa) y en rela-
ción con el PIB, la deuda pública ha decrecido a
lo largo de dos décadas (gráfico 3.20). La deuda
total ha llegado a estabilizarse en alrededor de un
60% del PIB, pero su servicio, por las tasas de in-
terés internas y su rápida renovación, genera las
presiones crecientes ya comentadas. El nivel de
endeudamiento, como puede apreciarse, no es el
problema, pero sí su servicio. De continuar esta
tendencia por unos años más, el servicio de la
deuda podría incrementar la calificación del ries-
go país.

Tema especial: la gestión 
de la red vial en el año 2002

En condiciones de restricción del gasto pú-
blico, con mucha frecuencia los gobiernos han
recurrido a la fórmula de reducir el nivel de in-
versión en infraestructura, particularmente en la
red vial. Esto cobra importancia por su relación
con la calidad de vida de las personas y como
una limitante para el desarrollo. En esta ocasión,
el Noveno Informe se propuso sistematizar algu-
nos de los hallazgos y valorar los avances y limi-
taciones de las acciones nacionales en esta mate-
ria. Muchas esperanzas fueron cifradas en
nuevos instrumentos como la concesión de obra
pública y la operación del CONAVI. De ahí que
el Informe presente una discusión sobre conce-
sión de obra (miniforo “Construcción de obra
pública severamente limitada”) y una síntesis
preparada por el Laboratorio Nacional de Mate-
riales y Modelos Estructurales de la Universidad
de Costa Rica (LANAMME-UCR), sobre lo reali-
zado durante el 2002 en cuanto a la valoración
del estado de la red vial nacional, las auditorias
de proyectos viales y el avance del Plan Operati-
vo del CONAVI.

El alcance de la valoración sobre el estado de
la red vial del país es parcial, pues se refiere a las

C A P I T U L O  3 /  OPORTUNIDADES, ESTABILIDAD Y SOLVENCIA ECONOMICA E S T A D O D E L A N A C I O N 193



red vial nacional LANAMME/UCR 2002”, en
cumplimiento del artículo 6 de la Ley de Simpli-
ficación y Eficiencia Tributaria, la cual designa al
Laboratorio Nacional de Materiales y Modelos
Estructurales de la Universidad de Costa Rica
(LANAMME/UCR) como ente especializado de
fiscalización independiente en materia de in-
fraestructura vial. Esta responsabilidad com-
prende la realización de auditorías técnicas de
obras viales en ejecución y concluidas, y la eva-
luación del estado de la red vial del país, que son
funciones típicas de un ente fiscalizador. 

De esta forma, durante el año bajo análisis,
por primera vez el país realizó una evaluación
moderna del estado de la red vial nacional. La
evaluación efectuada comprendió dos de los pa-
rámetros que la normativa internacional señala
como de mayor importancia: el índice interna-
cional de regularidad superficial (IRI) y la deflec-
tometría. 

El IRI está relacionado con la comodidad que
el usuario siente al conducir por la carretera, lo
cual es indicativo del nivel de servicio que propor-
ciona la vía y tiene una altísima incidencia en el
costo de operación de la flota vehicular. Por su
parte, el estudio de deflectometría de impacto de-
termina la capacidad del pavimento para soportar
las cargas de los vehículos; evalúa cuánto se

rutas pavimentadas nacionales. La red vial costa-
rricense está compuesta por 7.270 kilómetros de
carreteras nacionales y 28.032 kilómetros de ca-
rreteras municipales. Estas últimas dependen pa-
ra su construcción y mantenimiento de la acción
de los municipios, aunque es usual el desarrollo
de proyectos con apoyo técnico y financiero de
las autoridades nacionales. El 81,2% de las carre-
teras municipales son de lastre, grava o tierra.
Las nacionales, por su parte, están pavimentadas
en el 62,1% de los casos (MOPT, 2003). 

A continuación se resumen algunas aprecia-
ciones y conclusiones de un estudio sobre la ges-
tión de la red vial de Costa Rica, preparado espe-
cialmente para este Informe. En él se consigna la
situación de la red vial nacional según la aplica-
ción de instrumentos que acatan normativa in-
ternacional en la materia, así como los principa-
les hallazgos de doce auditorías técnicas de
proyectos viales y una sucinta descripción valo-
rativa de la ejecución del Plan del CONAVI para
el 2002 (LANAMME, 2003).

Nuevos instrumentos 
para valorar el estado de la red vial 

En el 2002 se puso en marcha el “Programa
de fiscalización para garantizar la calidad de la
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hunde o se “deflexiona” el pavimento al aplicar-
le una carga. 

La evaluación del IRI en el 99% de la red vial
nacional pavimentada señaló que, en la actuali-
dad, sólo el 25% se encuentra en buena condi-
ción de rodamiento, un 38% en estado regular y
más de una tercera parte (37%) en mal estado.
Desagregado por provincias, las que conforman
el Valle Central son las que presentan mayores
problemas. San José y Cartago tienen únicamen-
te un 11% de la red evaluada en buen estado,
Alajuela un 23,3% y Heredia un 22,2%. Ningu-
na presenta siquiera una cuarta parte de la red
evaluada en buen estado. En las demás provin-
cias, Limón, Puntarenas y Guanacaste, la situa-
ción es menos alarmante, pero todas tienen más
del 50% de la red evaluada en estado regular o
malo, tal como se presenta en el gráfico 3.21.

Al agrupar la información por regiones se evi-
dencia aún más que el principal problema lo
presenta la región Central del país, con tan sólo
un 12,1% de la red evaluada en buen estado, se-
guida por la región Chorotega, con un 22,5% en
condiciones aceptables. Las regiones Huetar
Norte y Huetar Atlántica son las que muestran
relativamente las mejores condiciones.

Sin embargo, el estado de una carretera no
depende únicamente de la regularidad de su

superficie, sino también de la capacidad de todas
sus capas subyacentes39 para resistir el peso de
los vehículos que transitan sobre ella. De ahí que
se utilizara el deflectómetro de impacto (FWD),
con el propósito de determinar la deformación
que sufren los pavimentos de las carreteras del
país luego de aplicarles una fuerza de impacto de
magnitud conocida. Esta evaluación se concen-
tró principalmente en la región Chorotega y so-
bre ciertas rutas nacionales pavimentadas (ruta
nº 6); se determinó que, en esta región, el 20%
de las vías ha perdido su capacidad para resistir
el tráfico vehicular y que probablemente presen-
ta, o presentará en el corto plazo, problemas de
deterioro40. 

Durante el 2002 también dio inicio un pro-
grama de auditorías técnicas independientes a
proyectos viales. La información que se presenta
en el recuadro 3.7 resume los hallazgos que con
mayor frecuencia se obtuvieron a partir de las
doce auditorías realizadas41.

Balance sobre la ejecución 
del Plan Operativo del CONAVI

La Ley 7798 (1998) le señala al Consejo Nacio-
nal de Vialidad (CONAVI) cinco objetivos: planifi-
cación, programación, ejecución, financiamiento y
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En cuanto a la ejecución de gastos, estos se concen-
tran principalmente en dos programas: conservación
vial, que representa el 40,6% del presupuesto aproba-
do, y construcción vial, con un 33,6% del total. 

Los bajos niveles de ingresos girados por el
Ministerio de Hacienda y la subejecución del
presupuesto resultan preocupantes, ya que cons-
tantemente el CONAVI se ve obligado a retrasar
los proyectos previstos, de manera que, cuando

control de todas las obras de la red vial nacional.
Para el cumplimiento de los mismos, en el 2002 se
le aprobó un presupuesto total de 50.221,1 millo-
nes de colones, provenientes en un 73,9% de
transferencias corrientes del Gobierno Central, co-
rrespondientes al 30% del impuesto sobre los
combustibles y el 50% del impuesto sobre la pro-
piedad de vehículos. Sin embargo, el Consejo reci-
bió solamente un 56,6% del monto asignado. 
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RECUADRO 3.7

Obras por contrato
■ Planos de obra incompletos al momento de abrirse la

licitación para la construcción.

■ Suspensiones del avance de obra mientras se trami-
tan presupuestos extraordinarios y adenda a los con-
tratos.

■ Plazos de entrega sin controles rigurosos, conforme lo
indican el cartel y los procedimientos institucionales.

■ Retrasos de hasta un 100% y más respecto al plazo
original.

■ Pago de obras ejecutadas para los cuales no siempre
se verifica detalladamente con mediciones topográfi-
cas en sitio. No se sabe si efectivamente todo lo que
se paga se ejecutó realmente en el proyecto.

■ Escaso control de la calidad de materiales y procedi-
mientos constructivos que atentan contra la durabili-
dad de la obra.

Conservación vial de carreteras
■ Inexistencia de un sistema de gestión de pavimentos

que ordene y priorice las intervenciones o reparacio-
nes de acuerdo con parámetros técnicos. Muy pocas
veces se realizan estudios básicos de resistencia del
pavimento, condiciones de seguridad y operación de
la vía, taludes y drenajes antes de la intervención.

■ Los drenajes para el agua de lluvia, los taludes late-
rales o la vegetación de borde no se intervienen
oportunamente como parte del contrato de conserva-
ción.

Laboratorios de control de calidad
■ Con frecuencia se carece de un sistema de trabajo

documentado que garantice la rigurosidad de los
procedimientos.

■ Las instalaciones físicas no siempre son apropiadas
para el trabajo.

■ Los equipos de laboratorio no siempre han sido cali-
brados adecuadamente antes de utilizarlos, lo que
puede inducir errores en las mediciones y en los re-
sultados de los ensayos.

■ El personal no siempre está debidamente calificado
para hacer ensayos de laboratorio.

Seguridad vial de carreteras
■ La existencia de numerosos rótulos comerciales en el

derecho de vía de las carreteras que no son legales,
confunde al conductor y al peatón.

■ Numerosas vías de alto tránsito con paradas de au-
tobús que no tienen aparcamientos en la carretera y
obstáculos como árboles, rocas y alcantarillas sin res-
guardo adecuado.

■ Faltan rótulos preventivos, reglamentarios, y falta se-
ñalamiento con pintura sobre el pavimento.

■ Carencia de barreras de protección lateral en las ca-
rreteras, para evitar que los vehículos sufran caída la-
teral y vuelco.

■ Áreas deslizantes en el pavimento que incrementan
el riesgo de accidentes cuando llueve.

Resumen de problemas que con mayor frecuencia se evidencian a
partir de las doce auditorías técnicas independientes realizadas

durante el 2002

Fuente: LANAMME, UCR, 2003.



se toma la decisión de licitarlos, muchos datos están
obsoletos. Esto le genera al Estado costos mayores y,
en algunos casos, ajustes sobre la marcha que con-
llevan largos plazos de ejecución y conflictos duran-
te el desarrollo del proyecto (CGR, 2003). 

Por otra parte, el CONAVI no ha conseguido
dotar a sus unidades del personal necesario, a pe-
sar de tener aprobadas desde hace más de dos años
las respectivas plazas. Tampoco ha logrado
efectuar una evaluación integral de su gestión, con
el propósito de establecer el nivel de efectividad y
eficiencia de la inversión realizada, en relación con
los logros físicos alcanzados (CGR, 2003).

Los proyectos de conservación incluidos den-
tro del Plan Operativo del Consejo para el año
2002 fueron planteados, por primera vez, para tres
años, con ejecuciones parciales anuales. Este com-
ponente incluyó la ejecución de 13 proyectos: 8
que incluían 4.400 kilómetros de rutas nacionales
asfaltadas y 5 en las rutas de peaje. Originalmente
programados para dar inicio durante el primer tri-
mestre del 2002, no se iniciaron efectivamente si-
no hasta setiembre, es decir, nueve meses después.
Durante ese tiempo, las carreteras nacionales no
recibieron ningún tipo de conservación.

La misma situación se presentó con lo planifi-
cado para el mantenimiento rutinario de la red vial
nacional en lastre, que comprendía la atención de
100 kilómetros. Al cierre del 2002, CONAVI se en-
contraba elaborando los carteles de licitación.

En cuanto a seguridad vial, si bien fue inclui-
da en el presupuesto original del componente de
proyectos de conservación, posteriormente CO-
NAVI se planteó una reforma, con el propósito
de asignar poco más de 69 millones de colones
corrientes para ese fin. Lamentablemente, al cie-
rre del año esto tampoco se había concretado, y
el Consejo únicamente había realizado los proce-
sos de formulación para la contratación y la lici-
tación respectivas.

El recuadro 3.8 resumen la valoración del
LANAMME sobre el programa de construcción
vial incluido en el Plan Operativo del CONAVI
para el 2002. 

Es poca la correspondencia entre lo que se pla-
nifica en términos presupuestarios y lo que efecti-
vamente cuesta ejecutar las obras, así como entre la
duración prevista y la ejecución real. En este senti-
do, el avance en el control y planeación de la obra
pública sigue siendo insuficiente. 
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RECUADRO 3.8

Valoración del LANAMME sobre el programa de construcción vial,
según metas propuestas

Metas Resultados

65 kilómetros de carreteras concluidas (construidas, re-
habilitadas y reconstruidas).

Se cumplió el 32%.

1.558 metros de puentes concluidos (construidos y 
reconstruidos).

Al concluir el año se había completado el 95,1% 
de lo planeado.

Avance significativo en la ejecución de las obras ya ini-
ciadas o por iniciar su proceso constructivo y a ser con-
cluidas definitivamente en los siguientes períodos pre-
supuestarios.

Durante el 2002, no se concluyó un solo kilómetro de
las obras ya iniciadas y se formularon proyectos de ca-
rreteras para un total de 376 kilómetros.

Obras viales en 110 kilómetros de carreteras, con el ob-
jetivo de conseguir la pavimentación gradual de las
principales rutas nacionales de lastre y tierra 

Al final del año se mejoraron 48,6 kilómetros, el 44,2%
de lo programado.

Para el componente de administración e inversión en
rutas de peaje se señaló como finalidad asegurar la ac-
tividad permanente y continua.

No se logró alcanzar la meta propuesta, debido a que
durante nueve meses del año ninguna de  las cinco
rutas de peaje contó con el proceso programado de
conservación.

Fuente: LANAMME, 2003.

Más detalles sobre

infraestructura, 

consúltese el trabajo

elaborado por el

LANAMME, “La gestión de

la red vial de Costa Rica en

el año 2002” en el sitio

www.estadonacion.or.cr



MINIFORO

Retos para el desarrollo 
del mercado de valores

Un mercado subutilizado…

Adolfo Rodríguez Herrera
Superintendencia General de Valores

“No hay papel”, es la queja más frecuente
de los gestores de cartera y los puestos de
bolsa. 

Para el gestor de carteras esta “falta de pa-
pel” constituye una dificultad, porque la via-
bilidad de su negocio depende de la capaci-
dad que tenga para ofrecer a sus clientes una
rentabilidad aceptable por las inversiones que
le confían. Pero, en todo caso, la administra-
ción de patrimonios ajenos es desde hace
mucho tiempo una de las actividades legales
más lucrativas en todo el mundo, y no será la
ausencia de emisores locales lo que lleve a
nuestros gestores a cambiar de oficio; de he-
cho, en los últimos años las inversiones en el
extranjero por cuenta de clientes han ganado
importancia como fuente de ingresos de los
intermediarios de valores, y a pesar de las que-
jas no puede decirse que la rentabilidad de es-
tos se encuentre seriamente comprometida.

En el país no hay muchas empresas que
tengan la dimensión y las condiciones ópti-
mas para garantizar a los fondos de pensio-
nes y de inversión la rentabilidad y la seguri-
dad que necesitan. De hecho, existe un
tamaño mínimo para las emisiones, pues la
existencia de emisiones muy pequeñas impi-
de generar las operaciones y los precios re-
queridos para la adecuada valoración de los
títulos valores que las conforman. 

Por otra parte, las empresas aptas para los
grandes fondos hacen sus cálculos y compa-
ran el costo de financiarse a través de la colo-
cación de emisiones entre los fondos, con el
costo de contratar un crédito con un banco.
Con frecuencia el crédito bancario resulta
menos oneroso, por dos tipos de razones: 

■ Los bancos a menudo pueden ofrecer a las
empresas créditos a una tasa de interés 

Luis Liberman Ginsburg
Presidente, Bolsa Nacional de Valores

El mercado de valores de Costa Rica es por
mucho el más avanzado de la región y está
canalizando eficientemente el ahorro hacia
las necesidades de financiamiento del sector
público, más específicamente del Gobierno
Central, y en ese sentido es de enorme rele-
vancia para la economía nacional. Sin embar-
go, nuestra infraestructura de mercado ni si-
quiera ha empezado a explotar el potencial
que tiene para canalizar el ahorro hacia el
sector privado y al resto del sector público y,
por ende, a la inversión productiva del país. Es
más, ni siquiera el sector público aprovecha
plenamente las oportunidades que ofrece el
mercado de valores. En particular, se está de-
saprovechando la oportunidad de usar instru-
mentos bursátiles para financiar el desarrollo
de obras de infraestructura.

El mercado lo desarrollan los intermediarios
participantes, que en otros países se denomi-
nan casas de bolsa. Son estas entidades las
que deben explicar a los emisores potenciales
las ventajas de inscribirse, y proponer diferen-
tes estructuras de financiamiento acordes con
los objetivos de desarrollo del emisor. Sobre
esa base, les corresponde a los emisores, a su
vez, decidir sobre si emiten papel o si se fi-
nancian a través de instituciones bancarias y,
si se deciden por la emisión, deben mantener
actualizada la información de la empresa, en-
tidad o proyecto. 

Esta tarea de formular estrategias de emi-
sión por parte de las empresas y entidades
públicas no se está haciendo, ya que los inter-
mediarios se han dedicado sobre todo a la ad-
ministración de activos del público individual
o institucional, y no a la generación de nue-
vas emisiones. Ante la falta de papel que se
ha dado en el último año, al reducirse la par-
ticipación en el mercado del Ministerio de Ha

198 E S T A D O D E L A N A C I O N OPORTUNIDADES, ESTABILIDAD Y SOLVENCIA ECONOMICA / C A P I T U L O  3



C A P I T U L O  3 /  OPORTUNIDADES, ESTABILIDAD Y SOLVENCIA ECONOMICA E S T A D O D E L A N A C I O N 199

Luis Liberman Ginsburg
Presidente, Bolsa Nacional de Valores

cienda, es posible que los intermediarios fi-
nancieros se den cuenta del inmenso poten-
cial de negocio que tiene el llevar al mercado
nuevas emisiones de títulos. No obstante,
mientras los puestos de bolsa puedan hacer un
jugoso negocio comprando y vendiendo títulos del
Gobierno, el estímulo para el desarrollo de estos nue-
vos negocios será limitado.

Por su parte, las operadoras de pensiones también
tienen dificultades para invertir sus fondos. No hay
suficiente papel en el mercado local de emisores que
cumpla con los estrictos requisitos, disposiciones y li-
mitaciones que ha impuesto la Superintendencia de
Pensiones. La Ley de Protección al Trabajador requie-
re que un porcentaje de los recursos sea invertido en
títulos que representen hipotecas de vivienda. Sin em-
bargo, dadas las condiciones de mercado, para titula-
rizar la cartera hipotecaria de los bancos y mutuales
se requeriría aplicar al comprador de una vivienda ta-
sas de interés superiores a las ofrecidas actualmente
por los bancos y mutuales. Más específicamente: si se
intentara titularizar los flujos generados por hipotecas
que generan intereses del 20%, tomando en cuenta
el encaje, los costos de administración de los títulos y
el margen para el banco, el resultado serían títulos
con una tasa inferior a la tasa básica pasiva y, por
tanto, imposibles de colocar.

Los administradores de las OPC prefieren invertir
en el sector público que tomarse los riesgos de hacer-
lo en el sector privado, por las consecuencias perso-
nales que una decisión como esta podría acarrear. No
existe todavía en el país la cultura de ver en el largo
plazo el rendimiento de una cartera de inversiones
para una pensión, sino el rendimiento mensual, lo
que hace difícil conformar carteras balanceadas con
diferentes ponderaciones de riesgo-rendimiento.

En estas condiciones, es lógico que los administra-
dores de los fondos de pensiones busquen colocar
una parte de sus inversiones en el extranjero. En es-
tos tiempos hay un exceso de demanda por los títu-
los del Gobierno, lo que hace que sus rendimientos
sean inferiores a los de títulos de similar riesgo en el
exterior.

Nótese que la estrategia de colocar en el extranje-
ro tendría sentido aun si la oferta de títulos en el mer-
cado local fuese más diversificada. Debe recordarse
que el objetivo principal del administrador de un fon-
do de pensiones es mantener y aumentar el valor de
los fondos que le han sido encargados. La regla de
oro de esa administración debe ser la de no “poner
todos los huevos en la misma canasta”, es decir, la 

Adolfo Rodríguez Herrera
Superintendencia General de Valores

inferior a la que éstas deberían pagar en el
mercado. Esto es así porque una propor-
ción importante del fondeo de los bancos
es a corto plazo; esos fondos de depositan-
tes y cuentacorrentistas tienen un costo fi-
nanciero menor que las emisiones de deu-
da a largo plazo con que las empresas se
financian en el mercado de valores. En la
coyuntura internacional actual, los bancos
tienen acceso a líneas de crédito en el ex-
tranjero muy baratas, que les permiten
ofrecer a las empresas créditos por debajo
de las tasas que éstas estarían obligadas a
reconocer a sus inversionistas. 

■ Adicionalmente, a la tasa de interés que las
empresas pagan a sus inversionistas deben
sumarse otros costos, así como se suman al
costo del crédito los costos de formaliza-
ción. Algunos son costos de transacción,
como las comisiones al estructurador de la
emisión, a los puestos colocadores y a la
bolsa de valores. Otros costos tienen que
ver con la calidad y la oportunidad de la in-
formación suministrada al público, tales co-
mo los costos de las auditorías externas, de
la calificación de riesgo, de la supervisión
de la SUGEVAL y de las publicaciones de
oferta pública. En determinadas condicio-
nes, estos costos pueden hacer la diferencia
entre endeudarse ante el mercado o ante
una entidad bancaria. Algunos de ellos po-
drían verse reducidos en presencia de ma-
yor competencia, pero hay un límite inferior
por debajo del cual sólo pueden disminuir si
aumenta el volumen general del mercado,
y ello se traduce en reducciones de las dife-
rentes comisiones y tarifas. Estos costos,
aunque estén plenamente justificados,
pueden resultar prohibitivos para empresas
pequeñas y medianas, necesitadas de cap-
tar cantidades pequeñas de recursos.

Se habla de otros obstáculos adicionales pa-
ra la atracción de nuevos emisores: la opacidad
en que prefieren mantenerse algunas empre-
sas, por razones fiscales o de otra naturaleza,
como el temor a extorsiones y secuestros, y el
carácter altamente familiar de nuestra estructu-
ra industrial, que a veces dificulta los cambios
inherentes a la oferta pública de valores.
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Adolfo Rodríguez Herrera
Superintendencia General de Valores

A falta de emisores locales, los fondos terminarán
siendo invertidos en el extranjero, con lo cual los ges-
tores de fondos y los intermediarios podrán seguir co-
brando comisiones, los reguladores sus salarios y,
dentro de unos años, los jubilados sus pensiones.
¿Dónde está, pues, el problema?

El problema está en la transición demográfica. De-
bido al aumento en la esperanza de vida y a la caída
en la tasa de natalidad, la proporción entre las perso-
nas en edad de jubilarse y las personas en edad de
trabajar viene cayendo y lo seguirá haciendo cada vez
más rápido; según los demógrafos y los actuarios, en
el primer cuarto de este siglo pasaremos de 8 a 4 tra-
bajadores activos por cada jubilado. Puesto que los
consumidores de riqueza (jubilados, trabajadores ac-
tivos y familias) consumen lo que producen los pro-
ductores de riqueza (trabajadores activos), la evolu-
ción demográfica del país significa que, si quisiéramos
al menos mantener nuestro nivel actual de vida, la
productividad del trabajo debe aumentar más rápido
que nunca en los próximos años.

El gran desafío de nuestra economía para afrontar
la maduración demográfica de su población, es au-
mentar la productividad del trabajo. Cabría discutir
igualmente la viabilidad de modificar los hábitos de
consumo, hacia patrones más austeros y menos abu-
sivos con el ambiente. Tanto la mejora de la producti-
vidad como una mejora en el consumo requieren
transformaciones profundas en nuestra estructura
productiva y social, que sólo pueden realizarse me-
diante fuertes inversiones en infraestructura y en “los
recursos humanos”.

¿No podrían ser los fondos de pensiones una fuen-
te de financiamiento para impulsar esas transforma-
ciones? Posiblemente sí, pero es muy peligroso hacer-
lo a través de medidas administrativas o legales. Por
ejemplo, exigir a los fondos que inviertan en títulos 

Luis Liberman Ginsburg
Presidente, Bolsa Nacional de Valores

Hay una serie de obstáculos específicos para el de-
sarrollo del mercado de valores en Costa Rica:

■ Primero, como resultado del déficit del Gobierno y
el Banco Central, estas instituciones deben ofrecer
elevadas tasas de interés en sus emisiones de deu-
da, lo que tiende a elevar -y por lo tanto, a hacer
menos atractivo- el costo del financiamiento bursá-
til para los emisores privados, incluyendo los ban-
cos, que deberían ser uno de los principales usua-
rios del mercado de valores, pero que en las
condiciones actuales, de altas tasas de interés y al-
tos encajes en el mercado local y bajas tasas de in-
terés en el mercado internacional, pueden fondear-
se a menor costo en el extranjero que en el
mercado nacional de valores.

■ Segundo, en el mercado costarricense existe la ex-
pectativa de que los entes reguladores deben elimi-
nar el riesgo de mercado (en vez de garantizar que
los usuarios tengan la información que requieren
para evaluar de manera independiente ese riesgo),
así como la errada percepción de que los títulos de
entes públicos están libres de riesgo (pues el ries-
go de no pago se considera despreciable, y mien-
tras la valoración de títulos se hizo a precio de ad-
quisición, en vez de precio de mercado, se “ocultó”
el riesgo de variaciones en el precio de los títulos,
como resultado de variaciones en las tasas de inte-
rés). El problema es que los mercados financieros
son inherentemente riesgosos, y el esfuerzo por eli-
minar el riesgo vía regulación puede resultar, más
bien, en el estrangulamiento del mercado.

■ Tercero, en Costa Rica hay una banca comercial re-
lativamente bien desarrollada, pero no existe la
banca de inversión. Como el banquero comercial y 

Luis Liberman Ginsburg
Presidente, Bolsa Nacional de Valores

diversificación de la cartera de inversiones por emiso-
res y moneda es fundamental. Ante ese objetivo, te-
nemos que recordar que aun la deuda pública tiene
riesgos, pues ha habido ocasiones en que el país no
ha podido honrar sus deudas, como sucedió en 1981
con la deuda externa.

…donde abundan los obstáculos y los desafíos…
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emitidos por el sector privado, como hace la Ley de
Protección del Trabajador, puede parecer interesante a
primera vista; sin embargo, una medida coercitiva co-
mo esa puede resultar en el financiamiento de inver-
siones que no son lo suficientemente rentables y cuya
factura terminará siendo pagada por los futuros pen-
sionados. Es preferible autorizar a los fondos para que
sean invertidos en valores extranjeros relativamente
seguros: entre el subsidio de empresas locales y la sol-
vencia de las futuras pensiones, los afiliados a los fon-
dos posiblemente escojan esto último. Más que obli-
gar a los fondos, se trata de promover alternativas
sólidas de inversión que resulten más atractivas que
las inversiones en el extranjero.

Luis Liberman Ginsburg
Presidente, Bolsa Nacional de Valores

el de inversión enfrentan el riesgo de manera dis-
tinta -el primero busca de minimizar el riesgo de su
cartera; el segundo trata de compatibilizar las ne-
cesidades de financiamiento de un proyecto con el
perfil de riesgo de determinados inversionistas-
probablemente no sean los bancos comerciales los
que impulsen el desarrollo de la banca de inver-
sión. Y mientras puedan seguirse haciendo tan
buenos negocios transando o invirtiendo en títulos
del Gobierno y el Banco Central, el estímulo para
desarrollar este nuevo tipo de banca es reducido.

■ Cuarto, no existe una curva de rendimientos sobe-
ranos que permita una estructuración racional de
las tasas de interés según el plazo de las operacio-
nes. Los emisores dominantes en Costa Rica, a sa-
ber, el Banco Central y el Ministerio de Hacienda,
sólo recientemente han empezado a estandarizar
sus emisiones y a diferenciar las tasas según plazo,
lo que permite a los mercados financieros trabajar
con eficiencia en la transformación de plazos entre
sus activos y sus pasivos. Si este esfuerzo continúa,
se facilitará el desarrollo de instrumentos bursátiles
para el financiamiento de proyectos de largo plazo.

■ Quinto, doctrinariamente es correcto que se tenga
en Costa Rica la misma rigurosidad de procesos de
inscripción y registro que tienen los mercados de
capitales en países más desarrollados. Sin embar-
go, los cortos plazos de la deuda y los montos re-
lativamente bajos de las emisiones hacen que esos
costos se vuelvan muy onerosos, al no poder ser di-
luidos en forma eficiente. Esta situación hace me-
nos competitivo a nuestro mercado. Por ello es im-
portante flexibilizar en lo posible los procesos de
registro y mantenimiento de emisiones, sin limitar
de ninguna manera el requisito de brindar informa-
ción fidedigna y transparente. Adicionalmente, al-
gunas empresas se han desinscrito y otras han op-
tado por no hacerlo, pues no quieren que sus
estados financieros sean motivo de discusión públi-
ca y política, pues si les va relativamente bien se
convierten en candidatas a impuestos de carácter
especial.
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Existen algunos mecanismos para vencer los obstá-
culos que entraban al mercado nacional de valores.
Uno de ellos, especialmente concebido para empresas
que no están preparadas para ir a bolsa, es la oferta
privada, que se puede hacer siempre y cuando no lle-
gue a más de cincuenta inversionistas. Los puestos de
bolsa pueden participar en la colocación de estos va-
lores de oferta privada entre sus clientes sofisticados.

Allí se abre una puerta interesante para que esos
intermediarios jueguen un papel de primera impor-
tancia, no sólo en contactar empresas necesitadas de
liquidez con inversionistas, sino igualmente en la
transferencia de know how hacia empresas pequeñas
y medianas que, para mostrar resultados más atracti-
vos para los inversionistas, deberían realizar transfor-
maciones financieras y operativas en las que pueden
ser asesoradas por los puestos de bolsa. Muy pronto,
además, se constituirán fondos de inversión
especializados en la compra de estos valores de ofer-
ta privada, con lo cual será posible que inversionistas
de capital de riesgo se beneficien con los incentivos
tributarios de que gozan los fondos de inversión.

Otra alternativa interesante para las pequeñas em-
presas es la constitución de grupos de empresas con
riesgos similares, que emiten en el mercado y asumen
solidariamente cualquier pérdida. Es un esquema que
ha jugado un papel relevante en el financiamiento de
las pequeñas empresas españolas, y que podría fun-
cionar para ciertos sectores con un alto grado de in-
tegración, como el metalmecánico o el informático.

También podría llegar a ser interesante, como alter-
nativa para la inversión de los fondos, la titularización
hipotecaria, que permite a los bancos renovar su car-
tera crediticia trasladando al mercado de valores la
propiedad de los créditos hipotecarios. Gracias a este
instrumento, del que hay ya varias experiencias exito-
sas en el país, los fondos de inversión y de pensiones
pueden contribuir con una expansión del crédito. Sin
embargo, el carácter estandarizado que deben tener
las hipotecas hace que este instrumento sea idóneo
para financiar créditos de vivienda o de algunas acti-
vidades productivas muy particulares, pero no para
créditos muy específicos.

Finalmente está la obra pública. Deben encontrar-
se mecanismos adecuados para que los fondos apo-
yen de forma más eficaz y masiva la inversión en in-
fraestructura. Algunas de las alternativas para
estudiar son la titularización de flujos futuros (recibos
de servicios públicos, peajes, etc.) para financiar obras 

Luis Liberman Ginsburg
Presidente, Bolsa Nacional de Valores

Existen mecanismos de finanzas estructuradas me-
diante los cuales se capta del mercado de valores un
porcentaje del valor presente neto de los flujos espe-
rados que genere un proyecto de infraestructura. Pue-
de variarse la cobertura contra servicio de la deuda y
plazo de repago, para generar una determinada cali-
ficación de riesgo del crédito que implique una tasa
de interés deseada. Para lograr estos fines existen dos
modalidades:

■ La titularización, que consiste en la bursatilización
por parte de las entidades públicas o las compa-
ñías privadas concesionarias de un proyecto. Esta
modalidad se usa para la construcción de carrete-
ras, puentes, muelles, etc., cuyos usuarios son per-
sonas particulares.

■ El pago obligatorio de servicios: se pueden finan-
ciar proyectos en que el Estado se compromete a
comprar 
el servicio que él mismo brindará a un precio por
determinar, de acuerdo con una fórmula preesta-
blecida una vez que el proyecto se haya concluido.
En este caso la compañía que desarrolla el proyec-
to emite un porcentaje del valor presente neto de
los pagos que el Estado o sus instituciones se han
comprometido a realizar.

En el caso del sector privado, que es el que menos
provecho saca del mercado de valores, sobran las
oportunidades en cada una de las líneas del balance
general en el pasivo y patrimonio. Se pueden diseñar
programas de papel comercial, deuda a mediano pla-
zo, deudas estructuradas, financiamiento fuera de ba-
lance, como los arrendamientos financieros y operati-
vos, así como emisiones de acciones comunes o
preferentes y cuasi-capital mediante deuda subordi-
nada, todo de acuerdo con las necesidades del emi-
sor. Adicionalmente, se requiere el establecimiento de
fondos de inversión para capital de riesgo que den pie
a la creación de nuevas empresas y empleos.

Si bien es cierto que la Ley Reguladora del Merca-
do de Valores puede ser mejorada, es más importan-
te su interpretación y aplicación. En Costa Rica tene-
mos regulaciones para productos que aún no se
ofrecen al inversionista. Por eso es importante no
perder de vista el requisito fundamental de que el
emisor debe brindar al inversionista información de
alta calidad, al tiempo que se flexibilizan las 

… pero también las opciones y oportunidades 
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regulaciones quitando todas aquellas que no tengan
ese norte. Es necesario también permitir a los admi-
nistradores de recursos incursionar en otras alternati-
vas de inversión y de administración de esos recursos.

Es fundamental aceptar que la liquidez nacional es
una y que dividir artificialmente el mercado entre ban-
cos y puestos lo que hace es mermar la competencia
entre los diferentes participantes en el mercado. Se
debería pensar en eliminar feudos entre los partici-
pantes en el mercado (monopolio del mercado de li-
quidez en los bancos y en el mercado secundario en
los puestos) para evitar el arbitraje regulatorio, au-
mentar la competencia y, por ende, reducir costos e
incentivar la creatividad de todos los participantes.
Asimismo, es una condición necesaria para la partici-
pación en el mercado de inversionistas institucionales
extranjeros de primera línea la existencia de custodios
nacionales reconocidos internacionalmente.

Desde el punto de vista regulatorio, la SUPEN ha
venido trabajando en una dirección correcta, en el ca-
so de los fondos de pensiones. El reglamento actual
no tiene restricciones relevantes que restrinjan las op-
ciones que tienen las OPC. La reglamentación se en-
foca más hacia el análisis de riesgo efectivo global de
toda la cartera. Si la SUPEN, por otra parte, empieza a
reducir el porcentaje de la cartera que se puede tener
en el Gobierno y el Banco Central, se crearían las con-
diciones para que los intermediarios incentiven a sus
clientes públicos y privados a hacer nuevas emisiones,
al tiempo que la SUGEVAL flexibiliza y moderniza sus
regulaciones de inscripción de nuevas emisiones.

Adolfo Rodríguez Herrera
Superintendencia General de Valores

de inversión, la constitución de sociedades por accio-
nes que compren activos sin interés para el Estado o
que entren en alianza con instituciones públicas para
determinadas obras, y el financiamiento mediante es-
quemas innovadores de proyectos de concesión de
obra pública.
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Los Estados Unidos son nuestro socio co-
mercial más importante y representan en la
actualidad 1.870 productos de exportación y
el 53% del total de nuestras exportaciones. Si
tomamos en cuenta que exportamos la mitad
de nuestro valor agregado, y si más de la mi-
tad de este se destina a los Estados Unidos,
esto implica que la cuarta parte del empleo
en Costa Rica, más o menos, está ligada di-
recta o indirectamente con el acceso a ese
mercado. Por su tamaño, cercanía y comple-
mentariedad con nuestra economía, el co-
mercio con ese país es trascendental para no-
sotros. Si le sumamos nuestro comercio con
los demás países del Mercado Común Cen-
troamericano, dos terceras partes del inter-
cambio comercial costarricense se dan con
los países que participan en esta negociación.

Ya que los Estados Unidos son un socio co-
mercial tan importante, para nosotros es muy
relevante que el intercambio con ese país parta
de reglas claras y favorables para Costa Rica.

Por otra parte, Costa Rica tiene ya una eco-
nomía muy ligada al comercio internacional.
En los últimos veinte años hemos multiplica-
do nuestras exportaciones por seis, y diversi-
ficado las mismas de forma que hoy se expor-
tan 3.300 productos diferentes a 130
mercados. El crecimiento exportador ha sido
un motor significativo del empleo y el ingre-
so y, al representar los ingresos provenientes
de las exportaciones más o menos la mitad
del valor agregado nacional, han sido tam-
bién factores que han dinamizado el merca-
do doméstico. Las barreras proteccionistas se
han reducido en la mayoría de los bienes, con
lo cual ha disminuido el sesgo antiexportador
y se ha generado bienestar para las y los ciu-
dadanos como consumidores. 

José Manuel Salazar Xirinachs
Director, Unidad de Comercio de la OEA

Tres de los beneficios de pasar a un acuer-
do recíproco con los Estados Unidos son:

■ Sirve para proteger a la región de las fuer-
zas proteccionistas que están cada vez más
activas en los Estados Unidos. De hecho, se
han venido endureciendo las condiciones
para continuar disfrutando de los benefi-
cios unilaterales y además ha habido retro-
cesos.

■ Reduce la incertidumbre sobre posibles re-
trocesos en el acceso al mercado nortea-
mericano, lo que traerá beneficios en for-
ma de mayores flujos de comercio e
inversión. Esta incertidumbre es intrínseca a
los acuerdos preferenciales no recíprocos.

■ El CAFTA es una oportunidad para profun-
dizar el acceso al mercado norteamericano
más allá de lo que se tiene hasta el mo-
mento. Con los acuerdos unilaterales los
países renuncian a la posibilidad de ganar
más beneficios recíprocos a cambio de
ajustes económicos propios. Porque, ¿có-
mo se va a lograr mayor acceso al mercado
de los Estados Unidos si no se está dispues-
to a dar nada a cambio?

Pero no es sólo la extracción de concesio-
nes adicionales en el socio y el “amarre” de
esas concesiones para exportar más lo que
importa, sino que hay beneficios en la aper-
tura del mercado propio para importar más y
más diversificadamente. Y es aquí donde fa-
vorecer el status quo de la relación unilateral
con los Estados Unidos es equivocado. Estu-
dios recientes han encontrado que las impor-
taciones tienen mayores efectos beneficiosos 

MINIFORO

Oportunidades, peligros 
y preparación para el CAFTA

¿Por qué negociar un tratado de libre comercio 
con Estados Unidos?



C A P I T U L O  3 /  OPORTUNIDADES, ESTABILIDAD Y SOLVENCIA ECONOMICA E S T A D O D E L A N A C I O N 205

José Manuel Salazar Xirinachs
Director, Unidad de Comercio de la OEA

en la productividad que las exportaciones,
en parte por las presiones competitivas so-
bre la economía en general, y en parte por
ser un vehículo eficaz para asimilar nuevas
tecnologías vía computadoras, sistemas de
telecomunicaciones, líneas de producción
automatizadas y otros equipos.

Alberto Trejos Zúñiga
Ministro de Comercio Exterior

El ligamen con el mercado internacional
nos ha ayudado a una reconversión agrícola,
gracias a la cual tenemos en productos agro-
pecuarios y alimentarios un superávit comer-
cial de alrededor de 1.000 millones de dóla-
res, y nos hemos convertido en uno de los
diez países de mayor exportación agrícola
por habitante de todo el mundo. Si bien es
cierto que, por problemas de precio y crédi-
to, y por muchas carencias en nuestro siste-
ma de apoyo al agro, parte importante de
nuestro campo pasa por momentos difíciles,
este problema sería aún más grave si además
no tuviéramos mercado donde vender los
productos agrícolas que exportamos, y que
son tres veces más que los que importamos.

En industria y servicios también hemos cre-
cido; hoy en día, productos como el softwa-
re, las partes de cómputo, el equipo médico,
los textiles y los materiales de construcción, y
servicios como el turismo, los centros de lla-
madas y los centros de administración, repre-
sentan centenares de miles de empleos, y mi-
les de millones de dólares, para nuestra
economía. Estos productos son también una
manera mediante la cual el país genera tra-
bajo sofisticado y mercados que nos ayuden
a sacar verdadero provecho económico de
las sabias decisiones tomadas en materia
educativa, de salud y de protección del me-
dio ambiente. También son un vehículo para
atraer a Costa Rica inversión extranjera, que
se complementa con la financiada localmen-
te para acelerar el crecimiento de nuestra
economía.

Por todo lo anterior, Costa Rica debe con-
tinuar el acercamiento de su economía al
mercado internacional. Obviamente, esto de-
be hacerse con cuidado, pues hay algunos
temas sensibles, y varios bienes cuyos pro-
ductores no están listos para una transición
acelerada al libre comercio. También debe
hacerse de una manera consensuada y pro-
ducto de adecuada información y un diálogo
nacional. La economía nacional depende
mucho del comercio, y la negociación de es-
te y otros TLC, si bien es solo una parte de la
estrategia comercial nacional, constituye un
elemento clave dentro de esa estrategia.
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Es obvio que la negociación debe hacerse con
cuidado, pues hay algunos temas sensibles y varios
bienes cuyos productores no están listos para una
transición acelerada al libre comercio. También debe
hacerse de manera consensuada y producto de una
adecuada información y un diálogo nacional.

En cuanto a los componentes de la negociación,
enumero a continuación los principales:

En relación con el tema de servicios, Costa Rica
busca incentivar la expansión y el desarrollo de cre-
cientes flujos de comercio de servicios transfronteri-
zos con Estados Unidos, a través del establecimien-
to de un marco normativo claro y preciso,
compatible con las disposiciones constitucionales de
las partes. Asimismo, se pretende impulsar el desa-
rrollo y diversificación de la oferta de servicios cos-
tarricenses, reconociendo no sólo el valor intrínseco
de los mismos, sino su contribución a la competitivi-
dad del sector productivo, tomando en cuenta las
diferencias de tamaño y desarrollo entre las partes
del acuerdo.

En materia ambiental, con este acuerdo Costa Ri-
ca busca establecer un marco de normas y principios
que promuevan la protección del medio a través de
la aplicación efectiva de la correspondiente legisla-
ción ambiental, tomando también en consideración
las diferencias en tamaño y desarrollo entre las par-
tes. Además se pretende fomentar la cooperación
entre los países para el desarrollo de proyectos de
interés mutuo en esta área. Lo anterior, evitando la
adopción de medidas que afectan el comercio, dete-
rioren el ambiente, o reduzcan de alguna forma los
estándares ambientales del país.

En el tema de acceso a mercados, como se men-
cionó, buscamos convertir en un derecho el acceso
preferencial que hoy disfruta la mayor parte de
nuestras exportaciones. También queremos mejorar
ese acceso a través de la negociación de condicio-
nes de acceso favorables para los productos que hoy
están excluidos de los beneficios de la ICC. Al bus-
car estos objetivos somos conscientes de la impor-
tancia de acordar mecanismos que permitan un
ajuste razonable y gradual al libre comercio para
aquellos bienes sensibles a la competencia externa
en Costa Rica y del reconocimiento expreso, que se
debe traducir en mecanismos adecuados, de las di-
ferencias de tamaño y desarrollo entre Estados Uni-
dos y Costa Rica.

José Manuel Salazar Xirinachs
Director, Unidad de Comercio de la OEA

Si en algún sector de la economía costarricense se
mira con escepticismo y hasta con temor un posible
tratado de libre comercio con los Estados Unidos es
en el sector agrícola. Por ello, vale considerar que en
los casos de productos sensibles para la región en
los cuales Estados Unidos mantiene programas de
subsidios internos, pareciera conveniente encontrar
fórmulas para vincular o hacer depender los calen-
darios de rebajas arancelarias de Centroamérica con
el desmantelamiento de los apoyos internos y los
subsidios a la exportación en los Estados Unidos.

Es útil señalar aquí que, como no todos los pro-
gramas de apoyo a la agricultura de los Estados Uni-
dos tienen un impacto sobre las estructuras y el co-
mercio agrícola de Centroamérica, la negociación
debe enfocarse en los aspectos particulares de los
productos específicos, a fin de evitar discusiones es-
purias basadas en principios generales.

La asimetría en tamaño y estructura de las econo-
mías centroamericanas, y en particular de sus secto-
res agrícolas, hace que la magnitud de las concesio-
nes que los Estados Unidos tendría que hacer para
satisfacer los intereses ofensivos agrícolas de de la
región no necesariamente sea muy grande.

Desde el punto de vista de los intereses defensi-
vos centroamericanos, el establecimiento de perio-
dos de transición largos para los productos agríco-
las más sensibles y los aranceles cuota pueden ser
parte de la solución. Pero la política en el caso de
productos subsidiados en los Estados Unidos puede
requerir apertura limitada en ciertos sectores, sujeta
a renegociación futura una vez que se conozcan los
resultados en la OMC.

En materia de desarrollo institucional, uno de los
mayores beneficios del CAFTA será precisamente el
impulso a una “segunda generación de reformas”
en la región, para mejorar instituciones en todos los
campos e ir gradualmente convergiendo en calidad
institucional con los estándares de países desarro-
llados. No avanzar en este sentido podría constituir-
se en uno de los principales obstáculos para atraer
inversiones, promover negocios y beneficiarse del
acuerdo. Hacer la tarea de mejoramiento institucio-
nal es entonces una de las prioridades de Centroa-
mérica de cara al CAFTA.

Esto requerirá tanto esfuerzos internos como pro-
gramas de cooperación que acompañen el tratado.
Las principales tareas que tanto Costa Rica como el 

Numerosas consideraciones en torno 
a la negociación del CAFTA
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resto de los países centroamericanos deberán desa-
rrollar para aprovechar plenamente las oportunida-
des que ofrece el CAFTA comprenden:

■ El desarrollo de un marco macroeconómico que re-
duzca la vulnerabilidad los choques externos y las
crisis internacionales. Particularmente importante
es la reducción de los déficit fiscales, así como la
adopción de regímenes de tipo de cambio flexibles
y el establecimiento de algún instrumento de pro-
tección contra las entradas excesivas de capitales.

■ Dar un fuerte impulso al fortalecimiento institucio-
nal. Más allá de las áreas relacionadas con el co-
mercio, este fortalecimiento debe incluir al Estado
de derecho, los sistemas judiciales, la supervisión
del sistema financiero y la responsabilidad social
de las empresas.

■ Establecer políticas de modernización productiva y
de promoción de la competitividad. Las economías
centroamericanas están mayoritariamente articu-
ladas por micro, pequeñas y medianas empresas
(PYME) que enfrentan muchos obstáculos para ser
competitivas. Un modelo competitivo exitoso nece-
sariamente debe incorporar a las PYME y no en
forma exclusiva a las grandes empresas, aplicando
las políticas necesarias para superar los obstáculos
y las debilidades existentes.

■ Redoblar esfuerzos en las políticas sociales y de
educación; el CAFTA no sólo plantea el tema de
asistencia para el ajuste, sino el reto mucho más
grande y profundo de las políticas sociales necesa-
rias para superar los problemas estructurales de la
pobreza, que estarán sujetos a mayor presión du-
rante la transición hacia el libre comercio.

■ Finalmente, está el reto de diseñar el CAFTA de tal
manera que promueva la profundización de la in-
tegración centroamericana. Esto aumentaría el
atractivo de la región en su conjunto, y no sólo de
los países considerados de modo individual, como
plataforma de operaciones y de desarrollo de pro-
veedores para la economía mundial.

El reto financiero asociado al CAFTA es más am-
plio de lo que se ha reconocido hasta ahora, porque
no es sólo la creación de capacidades comerciales lo
que debe financiarse. El espectro de costos o de in-
versiones que debe hacerse incluye: un gran impulso
en materia 

Alberto Trejos Zúñiga
Ministro de Comercio Exterior

Con respecto al tema de inversión, el tratado bus-
ca profundizar el papel importante que ha jugado en
los últimos años la inversión de recursos estadouni-
denses en la economía nacional, dirigida al estableci-
miento de nuevos negocios, orientada al mercado ex-
terno y, consiguientemente, a actividades
generadoras de divisas. Estas inversiones han jugado
un rol fundamental en la transformación y diversifica-
ción de la oferta exportable del país y, de manera cre-
ciente, se han vinculado a empresas suplidoras loca-
les, abriendo nuevas opciones para el mejoramiento
de la industria local.

En el campo laboral el país pretende establecer un
marco de normas y principios que promuevan la pro-
tección y el cumplimiento de los derechos de los tra-
bajadores internacionalmente reconocidos, a través
de la observancia y aplicación de la respectiva legis-
lación laboral en cada uno de los países, tomando en
cuenta las diferencias en el tamaño y desarrollo de
estos. Asimismo, se busca fomentar la cooperación
entre las partes para el desarrollo de proyectos de in-
terés mutuo en esta materia. En este sentido, la posi-
ción del país es que las normas y principios laborales
que se adopten no deben afectar el comercio, ni re-
presentar un menoscabo de los estándares laborales
de Costa Rica.

Consciente de las diferencias de tamaño y nivel de
desarrollo de los países que participan en este proce-
so, Costa Rica ha logrado que, en forma paralela a la
negociación, se impulse un importante programa de
cooperación que canalice el apoyo del Gobierno de
los Estados Unidos y de diversas organizaciones inter-
nacionales a las áreas que considera que se deben
fortalecer, en particular: desarrollo rural, apoyo a la
pequeña y mediana empresa, fortalecimiento de la
competitividad e impulso a la ciencia y la tecnología.
Los recursos que se logre canalizar hacia estas áreas
prioritarias serán parte de los beneficios de esta ne-
gociación.
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Porque hay muchas maneras en las que la ICC
puede ser mejorada por un acuerdo comercial más
profundo. Primero, la ICC no es permanente; de he-
cho, su fecha de expiración es el año 2007 y no te-
nemos garantías de que podremos seguir disfrutan-
do de estas preferencias después de esa fecha.
Segundo, en la ICC no tenemos derechos; al ser una
concesión unilateral de los Estados Unidos, ellos fijan
las reglas y aplican su condicionalidad en una sola
dirección. Tercero, la ICC es mejorable; hay productos
que exportamos o podríamos exportar a los Estados
Unidos para los que aún pagamos aranceles, o para
los que enfrentamos muchas barreras no arancela-
rias de acceso. Cuarto, la ICC se limita al tema de ac-
ceso; un acuerdo más profundo cubre muchas otras
áreas normativas, que también son relevantes si que-
remos ser un país que lleve su comercio de manera
ordenada, y desarrolle una posición verdaderamente
competitiva. Quinto, la ICC no tiene un mecanismo
de resolución de controversias comerciales que nos
proteja de prácticas estadounidenses que nos afec-
ten. Un tratado de libre comercio, al ser permanente,
bilateral, comprensivo, vinculante y que cree dere-
chos, posee todas esas características que la ICC, por
buena que sea, no incluye. Además, un TLC se refie-
re al comercio en ambas vías, no sólo a nuestras ex-
portaciones a los Estados Unidos, lo que genera ven-
tajas para nuestra población como consumidores.

José Manuel Salazar Xirinachs
Director, Unidad de Comercio de la OEA

Con acciones unilaterales los países renuncian a
la posibilidad de ganar más acceso al mercado de
los socios comerciales, a cambio de concesiones en
el mercado propio. Además, estas acciones tienen
sentido dependiendo del punto de partida. Cuando
Centroamérica tenía niveles de protección muy altos
era conveniente hacer una apertura unilateral, por-
que los costos de posponer esta apertura eran su-
mamente altos. Sin embargo, ahora que el arancel
promedio centroamericano es relativamente bajo,
conviene que la adopción de nuevas medidas de
apertura se hagan a cambio de mayor acceso en los
mercados de nuestros principales socios.

Por otra parte, la investigación económica recien-
te, incluyendo un trabajo reciente de Ozden y Rein-
hardt (2002), ha confirmado que el SGP ha tenido
efectos perversos de dos tipos: por un lado, las fuer-
zas proteccionistas en los países industrializados
han logrado restringir severamente los posibles be-
neficios del sistema, y por otro, las preferencias han
tenido el efecto de atrasar la liberalización en las na-
ciones recipientes, lo cual impone un doble costo so-
bre los países en desarrollo.

Además, de todos modos Centroamérica debe pa-
sar a un acuerdo recíproco con los Estados Unidos o
perder las preferencias, pues continuar con preferen-
cias unilaterales más allá del 2008 no es una opción.
Esta es una de las condiciones puestas por Estados
Unidos a los países de la Cuenca del Caribe benefi-
ciarios de la Caribbean Basin Trade Partnership Act
(CBTPA), del año 2000.

¿Por qué no continuar con el sistema generalizado de
preferencias que hemos tenido hasta ahora: la Iniciativa de la
Cuenca del Caribe o ICC?

José Manuel Salazar Xirinachs
Director, Unidad de Comercio de la OEA

de bienes públicos, la inversión necesaria para la im-
plementación y administración del acuerdo, inversio-
nes no sólo para facilitar el ajuste comercial, sino tam-
bién las políticas sociales en sentido amplio, el
incremento de la competitividad y los costos de finan-
ciar los impactos fiscales de las rebajas arancelarias.
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Algunos responderán que a una mala planificación,
otros que a una mala gerencia de los organismos o a
mecanismos de control deficientes o engorrosos. Lo
cierto es que se deben en parte a todo lo anterior.

Actualmente la planificación de las obras públicas
es incompleta y está afectada por un fenómeno que
impacta al resto de las instituciones del Estado, en
las que no ha existido preocupación por crear y man-
tener a sus expertos. Por el contrario, las instituciones
oficiales compiten entre sí por el personal calificado
y, de este modo, el MOPT ha perdido especialistas
que se han trasladado a otras dependencias. Como la
migración también se da a la empresa privada, se ge-
nera una vulnerabilidad del sistema: el ingeniero de
proyectos podría ver una posible salida hacia un me-
jor porvenir si logra posicionarse con las empresas
que supervisa.

En cuanto a los procesos de contratación adminis-
trativa, estos pueden tardar mucho más de lo previs-
to por la planificación, aunque no exista ninguna ra-
zón técnica que lo justifique. Ejemplo de ello es el
tema de las apelaciones a las licitaciones, que pue-
den significar atrasos mayores que el plazo que toma
resolverlas, pues, dependiendo del momento en que
se dan, pueden afectar toda la ejecución presupues-
taria de la institución.

Por último, con respecto a la planificación, cabe re-
flexionar sobre el motivo por el que tampoco es apli-
cable todo lo que se estudia y planifica. Por un lado
se enfrenta la falta de recursos para hacer lo que es
imprescindible y, por el otro, la falta de concordancia
que existe entre los objetivos técnicos y los políticos.
No debe interpretarse que los planes de CONAVI se
dictan políticamente, sino que la demanda por mejo-
rar las carreteras es tan grande, que políticamente se
tiene una constante presión para dar respuesta. Por
tanto, se tienen que optimizar los presupuestos a
partir de estos objetivos y el resultado es que los cos-
tos sociales, en el largo plazo, son mayores.

Luis Fernando Vargas Benavides
Contralor General de la República

Me parece que se debe a varias razones, algunas
similares a las que hay en el conjunto de la Adminis-
tración Pública y que tienen básicamente su origen en
que, por lo menos en los últimos veinticinco años, la
Administración ha sido vista casi únicamente en tér-
minos cuantitativos (costo y número de funcionarios);
esto es, se olvidaron sus aspectos cualitativos y se de-
jó de invertir en ella. Una muestra de lo anterior lo re-
presenta el hecho, fácil de comprobar, de que ante
programas de “reforma del Estado” que en la prácti-
ca resultaron en la salida de buena parte de los me-
jores servidores públicos, la Administración quedó a
merced de una burocracia técnicamente débil en ma-
teria de recursos humanos, materiales y tecnológicos,
con pocas o ninguna oportunidad de capacitación y
mejoramiento profesional, sumida en un estatuto de
Servicio Civil diseñado hace cerca de medio siglo e
igualmente olvidado.

En punto a la inversión en obra pública, la situa-
ción fue similar: se dejó de invertir y, en esas condi-
ciones, la infraestructura básica (carreteras, puertos y
aeropuertos) colapsó, aunque el modelo de desarro-
llo adoptado, fundado en la promoción de exporta-
ciones y el turismo, exigían y exigen condiciones óp-
timas de esa infraestructura.

MINIFORO

Construcción de obra pública 
severamente limitada

¿A qué se deben las limitaciones 
en en la construcción de obras públicas en el país?
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Paralelamente, la pérdida de identidad de lo público
trajo otra consecuencia, denominada “la huida del de-
recho y la desadministración pública”, que en esencia
conduce a la creación de administraciones privadas o
cuasiprivadas paralelas y a la “privatización” de los me-
dios de la Administración para el logro de sus fines, con
resultados lamentables, como con amplitud lo ha ex-
presado la Contraloría en su Memoria Anual (“Opinio-
nes y Sugestiones”) de los años 2001 y 2002.

Del resultado de esa conjugación de factores nega-
tivos abundan los ejemplos. Van desde las socorridas
declaraciones de emergencia, tanto para construir un
puente como para poder regular el tránsito josefino,
hasta la contratación de obras viales sin planos ni
contenido presupuestario, o la ejecución de proyectos
viales fundados en estudios realizados diez o más años
atrás, sin mencionar aquellos casos en que las obras
han mostrado sus destrozos aun antes de su finaliza-
ción o inauguración, pasando por la contratación de
reparación de vías hechas, sin caer en cuenta de que
en el 40% de ellas no puede ser aplicada la tecnología
contratada, o de adjudicaciones que se realizan sin
analizar los estados financieros del adjudicatario.

A partir de esta realidad, afirmar que es razonable
la hipótesis de que los mecanismos de control tienen
el doble defecto de entrabar y ser incapaces de dete-
ner la irregularidades en el manejo de los fondos pú-
blicos asignados a las obras, corresponde a una visión
sesgada y poco profunda. Basta con señalar que la
improbación de adjudicaciones o contrataciones par-
te de la existencia de irregularidades comprobadas,
que de no corregirse irrogarán perjuicios graves a la
Hacienda Pública.

Por otra parte, actualmente hay claridad con res-
pecto a que:

■ En los procesos licitatorios la Contraloría sólo tiene
intervención en tres momentos: 1) si se presentan
objeciones al cartel, en cuyo caso el plazo para re-
solver es de 10 días; 2) si hay apelaciones, en cuyo
caso el plazo para resolver es de 40 días, y 3) si el
contrato debe ser refrendado, en cuyo caso el pla-
zo para hacerlo es de 30 días. Tales plazos se cum-
plen siempre y, por lo que hace a los refrendos, el
promedio ronda los 14 días. Sin embargo, los actos
a cargo de la Administración no tienen plazo o, si
existe, se transgrede por lo general, ya que no hay
sanción procesal.

Javier Chaves Bolaños
Ministro de Obras Públicas y Transportes

Es importante hacer una reflexión sobre la
planificación de los proyectos durante la fase de
construcción: debemos balancear, por un lado, la
planificación y el control y, por otro, la flexibilidad
necesaria para hacer cambios que surgen durante el
proceso, como resultado de múltiples razones,
comunes en la construcción vial en todo el mundo,
entre ellas porque haya surgido un cambio de énfasis
en la política de construcción de carreteras. En este
momento, cualquier variación en una obra requiere
permiso de la Contraloría General de la Republica,
independientemente de si el costo significa menos de
un 1% o un 50% del valor del trabajo contratado.
Esto, sin lugar a dudas, genera atrasos y también crea
la tentación de coadministrar, pues no
necesariamente los técnicos de la Contraloría se
limitan a aprobar lo que se les manda; también hacen
sugerencias o piden cambios, lo que contribuye al
descrédito de las soluciones técnicas que plantean los
expertos del MOPT. Se debe revisar si es necesario
que todo ajuste presupuestario de un proyecto o
cambio de plazo debe ser revisado por la Contraloría,
o si se requiere mayor flexibilidad en este campo.

También conviene extender el análisis a los casos
en que deban contratarse nuevas empresas, para
sustituir a las que pierden el contrato por
incumplimientos. Los procesos de rescisión conllevan
un procedimiento administrativo y trámites que
resultan engorrosos y podrían favorecer que se tolere
a un mal contratista para no generar problemas
legales.

Mecanismos de control: 
¿desadministración o coadministración?
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Costa Rica enfrenta el desafío de dotar a la socie-
dad de una infraestructura moderna, como platafor-
ma para favorecer la competitividad de los sectores
productivos y la calidad de vida de los ciudadanos.
Ante este reto, el Gobierno decidió basar su política
de infraestructura en tres pilares fundamentales: pre-
supuesto nacional dentro de un sano equilibrio fiscal,
consecución de financiamiento externo para obras de
alto impacto social -sin comprometer los índices y la
salud financiera del país- y concesión de obra públi-
ca, como medio de atraer capitales privados -en un es-
quema de asociación público-privada- para la cons-
trucción, operación y conservación de infraestructura
que genere un alto beneficio económico y social, pero
manteniendo el Estado el control del proceso.

En este contexto, Costa Rica es uno de los países
latinoamericanos más rezagados en la incorporación 

Luis Fernando Vargas Benavides
Contralor General de la República

La Ley General de Concesión de Obra Pública, emi-
tida en 1998, no fue promulgada para superar pro-
blemas como los apuntados. Su razón, además de co-
rregir las profundas limitaciones de su antecesora,
hay que encontrarla en consideraciones conceptuales
y macroeconómicas que no corresponde analizar en
este espacio; no obstante, buena parte de los comen-
tarios hechos con anterioridad son aplicables a la ex-
periencia poco feliz de su aplicación práctica.

En efecto, la Ley supone la constitución de una
nueva burocracia, al interior del órgano ejecutivo del
Consejo Nacional de Concesiones, limitada en núme-
ro, pero altamente capacitada: la Secretaría Ejecuti-
va. Tal propósito, sin embargo, no ha sido posible
concretarlo, pues la Secretaría, cinco años después de
su constitución, carece del personal idóneo que le es
imprescindible, al punto que a la fecha ha contado 

Luis Fernando Vargas Benavides
Contralor General de la República

■ De los recursos presupuestados anualmente por la
Administración Pública para el aprovisionamiento
de bienes y servicios, sólo entre un 7% y un 15%,
como promedio en los últimos años, es objeto de
procesos licitatorios en los que se interponen re-
cursos de apelación ante la Contraloría. En la re-
solución de esos recursos, en cerca de un 75% de
los casos se desestiman las apelaciones y se con-
firman las adjudicaciones.

■ Durante el gobierno del Presidente Rodríguez se
enviaron a la Asamblea Legislativa algunos pro-
yectos de ley tendientes a cambiar, de manera bas-
tante fundamental, las facultades de la Contralo-
ría General de la República y los mecanismos de
control de la gestión pública en nuestro país. Sin
embargo, ninguno de ellos se llegó a aprobar. Bá-
sicamente, se buscaba que el control a cargo de la
Contraloría fuera sólo de legalidad, lo que signifi-
caba un retroceso de más de cincuenta años y una
seria disonancia con la reforma, que el mismo Go-
bierno propició, al artículo 11 constitucional. Las en-
miendas, por otro lado, se basaban en criterios ente-
ramente errados de lo que es la fiscalización superior
de la Hacienda Pública en la actualidad, así como en
una grave confusión de lo que son y cómo operan
los controles previos y los posteriores.

¿Es la concesión de obra pública realmente una solución?
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del sector privado en el desarrollo, financiamiento y
operación de infraestructura. Si bien hoy se beneficia
de la experiencia previa de la región en esta materia,
por otra parte se ve ante la situación de tener que
aprender aceleradamente, mientras invita al sector
privado a participar en varias obras importantes y en
procesos que se desarrollan en paralelo.

La participación del sector privado en proyectos de
infraestructura es cada vez más una necesidad prác-
tica que una cuestión ideológica. Si bien este tema
puede ser objeto de grandes disertaciones, se debe
partir de la base de que, enfrentando los retos de una
sociedad que demanda más y mejores servicios y de
un contexto de mayor competitividad, los limitados
recursos financieros no serán suficientes para cerrar
la brecha de infraestructura y esa es una responsabi-
lidad que no puede dejar de cumplir el Estado, sobre
todo cuando en otras latitudes se desarrollan exito-
samente esquemas de participación privada.

Por lo anterior, hay algunos aspectos en los que el
Estado, y en particular la clase política, podrían ac-
tuar decisivamente para facilitar estos procesos. Las
experiencias que ha tenido Costa Rica en la invita-
ción al sector privado pueden ser calificadas como
poco exitosas por algunos, mientras que quienes ven
el futuro con mayor optimismo las interpretan como
una curva de aprendizaje necesaria para internalizar,
en el país, los elementos indispensables para enten-
der en toda su dimensión el verdadero significado de
esa asociación público-privada.

Hoy el país cuenta con un inventario de proyectos
de concesión en materia vial que supera los 1.000
millones de dólares, lo que equivale a más de diez
veces el presupuesto del CONAVI para el 2003. Estos
proyectos se encuentran en diferentes etapas de ma-
durez, que van desde estudios de prefactibilidad has-
ta proyectos para licitar, o se encuentran en etapa de
refrendo. Para llevarlos adelante es necesario superar
las dificultades u obstáculos iniciales, pero sobre to-
do se debe tener un Consejo de Concesiones que
cuente con apoyo político al más alto nivel, con un
adecuado marco jurídico para conducir de manera
eficiente los procesos, con apoyo financiero y, en par-
ticular, con recurso humano calificado.

De las primeras lecciones aprendidas, analizando
la experiencia nacional y la de otros países de la re-
gión, se puede concluir que algunos de los proble-
mas que surgen en la estructuración de estos proce-
sos parecen ser recurrentes. Por ello se debe disponer
de condiciones para evitar esas dificultades.

Luis Fernando Vargas Benavides
Contralor General de la República

con cinco titulares (uno por año), siendo el anterior
uno de los viceministros del ramo. Tal circunstancia
conspira contra la naturaleza misma del órgano lla-
mado a ser el rector técnico de los procesos de con-
cesión, con un gran liderazgo profesional y por enci-
ma de las vicisitudes políticas.

Con tales carencias y limitaciones, y con muy poca,
por no decir ninguna experiencia, el gobierno anterior
se lanzó a promover toda clase de concesiones: des-
de oleoductos y cárceles hasta carreteras y puertos,
pasando por viaductos y ferrocarriles. De algunos pro-
yectos tuvo que desistir por su alto costo, otros no pa-
saron de la publicación de los carteles licitatorios, uno
está sujeto a recursos de inconstitucionalidad y los
únicos dos que sobreviven (carretera San José-Calde-
ra y Puerto Caldera) tienen, en sí mismos, serios pro-
blemas de concepción y ejecución, al punto que res-
pecto al último (Puerto Caldera), sólo se pudieron
concretar tres de las cinco concesiones. A la fecha,
tres años después de abierto el proceso y más de un
año después de adjudicadas las licitaciones, no se
han presentado para refrendo los contratos respecti-
vos y se carece de los recursos financieros para pagar
los compromisos contraídos con los trabajadores; se
ignora lo que se hará con los servicios no concesiona-
dos, cómo se van a fiscalizar las concesiones otorga-
das y cuál será el modelo que seguirá en su operación
el INCOP. Sin embargo, como resultó de un estudio de
la Contraloría, correspondiente al período 1999-
2000, el Consejo gastó la nada despreciable suma de
3.000 millones de colones en servicios de consultoría,
por lo demás con infracciones al ordenamiento jurídi-
co y técnico sobre la materia.

Y si echamos una mirada al caso del Aeropuerto
Santamaría, los resultados no son precisamente alen-
tadores: a un año de vigencia del contrato de gestión
interesada, la Contraloría encontró una seria trans-
gresión a las normas contractuales que debió acatar
el Consejo Técnico de Aviación Civil (CTAC) para la fi-
jación de las distintas tarifas, en perjuicio de los diver-
sos usuarios del Santamaría, a pesar de haber sido
previamente informado de la improcedencia de tras-
ladar ciertos costos del Gestor a las tarifas, el cual, a
su vez, reclama incumplimientos contractuales por
parte del CTAC y amenaza con demandar al Gobier-
no y retirarse del país.
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El primero es la necesidad de demostrar continui-
dad en los actos de gobierno, y de proveer seguridad
contractual y jurídica. Los procesos de desarrollo de
infraestructura son de largo plazo, tanto en su dise-
ño e implementación como en su operación. En este
sentido, el periódico cuestionamiento de las decisio-
nes ya tomadas -especialmente luego de que consi-
derables recursos fueron movilizados- no ayuda a in-
centivar el interés de potenciales inversionistas. Esto
no quiere decir, de ningún modo, que el control polí-
tico no debe estar presente en estos procesos; por el
contrario, un debate profesional sobre el tema ven-
drá a enriquecerlo.

En este sentido, sería mucho más recomendable
invertir esta energía al principio, durante el diseño de
los procesos (los que son aprobados por todas las ra-
mas de los gobiernos), para que el resultado sea via-
ble durante la vida de los contratos. También se re-
quiere dotar al país de un marco jurídico e
institucional que le dé seguridad a todos los actores,
tanto a los inversionistas como a las entidades finan-
cieras, los usuarios y los organismos de control.

La segunda reflexión se refiere a los organismos
de control, que deben ser profesionalizados, finan-
cieramente estables e independientes del poder polí-
tico de turno; de esta forma se evita, por un lado, po-
litizar el desarrollo de la relación contractual y, por el
otro, se logran detectar potenciales dificultades an-
tes de que se conviertan en grandes problemas.

El control efectivo de este tipo de contratos re-
quiere personal con una calificación tal, que les per-
mita ser contraparte de alta calidad profesional en
las diversas etapas del proceso; en la actualidad la
remuneración y las condiciones laborales normal-
mente ofrecidas por la Administración Pública no
pueden atraer este perfil de colaboradores.

Ante esta situación, el ente encargado por el Esta-
do costarricense de evaluar los proyectos, atraer in-
versionistas, adjudicar proyectos, negociar contratos
y fiscalizar los mismos se ha visto limitado, por el ré-
gimen laboral imperante, para realizar de forma efi-
ciente y segura esa gestión.

Otro mensaje dirigido a la clase política concierne
a los mecanismos de ratificación de los procesos. Un
claro apoyo desde el inicio a proyectos de interés na-
cional elimina una buena dosis de incertidumbre.
Cuando la legislación requiere refrendar proyectos al
final de los respectivos procesos, se debería hacer en
la forma más expedita posible y, mejor aún, sujeta a
plazos predeterminados.
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No cabe duda de que los procesos deben ser transpa-
rentes, pero no se pueden adoptar posiciones dogmáti-
cas, que no aportan a la transparencia y sí a la lentitud
en la implementación de proyectos

Por último, se requiere el desarrollo de legislación
adecuada para alentar procesos de iniciativa privada
que protejan tanto los intereses del país como los del
iniciador, y que asegure que los proyectos serán atendi-
dos en forma rápida, ya sea para aprobarlos o para re-
chazarlos.
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Notas

1 Desviación estándar de las tasas de crecimiento real entre el promedio

de las tasas de crecimiento real. Este indicador permite comparar la varia-

bilidad en los sectores, eliminando las diferencias en su tamaño relativo.

2 Para un análisis detallado de las políticas de desarrollo productivo en

Costa Rica y los demás países centroamericanos, véase Alonso, 2003a.

3 Las políticas verticales -selectivas- se enfocan hacia la definición de sec-

tores prioritarios, mientras que las políticas horizontales se centran en los

factores (fomento del capital humano, educación, salud, creación y difu-

sión de tecnología, incentivos a la formación de capital físico, crédito, in-

versión extranjera directa, entre otros).

4 Excluye establecimientos de más de cien empleados.

5 Margen de intermediación definido como: [(ingresos por préstamos /

préstamos) – (gastos financieros / pasivo de intermediación)] (BCCR,

2003b).

6 La base monetaria es la suma de la emisión monetaria y los depósitos

en cuenta corriente de los bancos en el Banco Central.

7 La monetización de 153 millones de dólares que mantenía el Gobierno

en depósitos en el Banco Central para la capitalización de éste y las ope-

raciones cambiarias, que representaron 121 millones de dólares (Banco

Central, 2003a).

8 El medio circulante incluye el numerario en poder del público y los de-

pósitos en cuenta corriente.

9 La tasa básica pasiva nominal neta de impuestos es un promedio pon-

derado de las tasas de interés netas de impuestos de los depósitos a seis

meses plazo de los bancos comerciales y de los títulos a seis meses plazo

del Ministerio de Hacienda y el Banco Central. Esta tasa es calculada por

el ente emisor.

10 Es la tasa de interés equivalente en colones de los depósitos en dóla-

res a seis meses plazo, dado el ritmo de depreciación de la moneda en ese

momento. Esta tasa es calculada por el Banco Central.

11 La tasa de interés básica pasiva real, que elimina el componente infla-

cionario del rendimiento nominal en la tasa básica, también es calculada

por el Banco Central.

12 Se entiende regulación como la obligación que tiene el operador de reportar

a una entidad supervisora encargada de velar por la buena marcha del sector

de actividad. En este sentido, regímenes como el de enfermedad y maternidad

de la CCSS, o el mismo INS, caen en la categoría de autorregulados, aunque pre-

senten estados financieros a la Contraloría General de la República.

13 Algunos esfuerzos en materia de estandarización de hipotecas con pro-

pósitos de titularización han sido emprendidos por el BNCR y, más recien-

temente, por el BANHVI, con la iniciativa para promulgar una directriz de

aplicación obligatoria para las entidades que conforman el Sistema Finan-

ciero Nacional para la Vivienda.

14 Para efectos de proyección se supone que los fondos voluntarios cre-

cerán con el dinamismo de la economía, por lo que su importancia con

respecto al PIB se mantiene constante. Ello no toma en consideración in-

crementos en el número de cotizantes que ingresen al sistema.

15 Porcentaje de la población ocupada con respecto a la población de 12

años y más.

16 Porcentaje de la fuerza de trabajo con respecto a la población de 12

años y más.

17 Porcentaje de la población desocupada con respecto a la fuerza de tra-

bajo.

18 De acuerdo con datos de la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples

(EHPM) del INEC. Según esta institución los ajustes que se incorporaron re-

cientemente a la EHPM limitan la comparabilidad de las cifras, aunque pa-

ra el caso de cifras relativas, como la del desempleo, mantienen validez.

19 Ocupados que trabajan menos de 47 horas por semana y desean tra-

bajar más, pero no lo hacen porque no consiguen trabajo.

20 Ocupados que trabajan 47 horas o más por semana y su ingreso pri-

mario mensual es inferior al salario mínimo.
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21 No obstante, este aumento en el empleo del sector agropecuario pudo

haber sido el resultado de un incremento en el subempleo visible, como el

que se dio en la región Huetar Norte.

22 Otro elemento que puede introducir variaciones en el poder adquisiti-

vo de los salarios es el momento en que se toma la decisión sobre el ajus-

te salarial, por cuanto no se tiene completa la información sobre la infla-

ción del semestre anterior, lo que obliga a realizar compensaciones

posteriores.

23 Se mantuvo la relación de un solo generador de ingreso por hogar.

24 La cuenta de bienes corresponde a la balanza comercial de bienes en tér-

minos FOB, o sea, es la diferencia entre las exportaciones y las importacio-

nes. En la Memoria Anual del BCCR se reportó un déficit de balanza comer-

cial de 9,2% del PIB, pero al actualizarse las cifras en julio del 2003, ese

déficit se vio modificado a 7,5%. La explicación a esta importante reducción

es que al valor de las importaciones se le imputó la destrucción de inventa-

rio, por aproximadamente 270 millones de dólares, que realizó la firma Intel

para ser consistente con las cifras de cuentas nacionales (Torres, 2003).

25 La subcuenta de servicios incluye los rubros de transportes, viajes y

otros servicios.

26 Según cifras del BCCR, en el 2001 entraron 1.131.400 turistas, en tan-

to que en el 2002 la cifra se redujo a 1.113.400.

27 La subcuenta de renta incluye la entrada neta por concepto de sala-

rios, intereses, dividendos y otras rentas recibidas (pagadas) del exterior.

28 Un exministro de Hacienda de Chile resumía los acuerdos alcanzados

en su país en esta materia de esta manera: en Chile, la izquierda quiere

que el Estado gaste mucho, así que propone incrementar los impuestos;

la derecha, en cambio, quiere un Estado pequeño, así que propone bajar

los impuestos. Pero ni la izquierda ni la derecha quieren incrementar el dé-

ficit fiscal. En ese punto, hay un acuerdo nacional sólido.

29 Los gastos reconocidos incluyen los pagos efectivamente recibidos y

realizados, que constituyen la base del flujo de caja del Gobierno, así co-

mo aquellos otros gastos que generan una obligación de pago, pero que

aún no se han realizado.

30 En particular por traslados a fondos de pensiones complementarias, se-

gún lo establecido por la Ley de Protección al Trabajador.

31 También se dio un leve aumento en los intereses de la deuda externa,

de 0,04% del PIB.

32 BCCR, 2003a, Cuadro 16. La deuda externa y la deuda interna consi-

deran la capitalización de los títulos al tipo de cambio y a la inflación (pa-

ra el caso de los TUDES).

33 El estado de resultados del BCCR, metodología cuentas monetarias, con-

templa específicamente los gastos e ingresos financieros del período. La razón

de este cálculo en particular obedece a que es más representativo para efec-

tos de análisis económico. Dicho estado no considera las pérdidas o ganancias

por revaluaciones del principal de activos y pasivos en moneda extranjera o de-

nominados en moneda extranjera, las revaluaciones de activos indexados, por

ejemplo al índice de precios al consumidor, ni las ganancias o pérdidas de ca-

pital por liquidación de bienes. Tampoco considera los gastos por provisiones

sobre activos incobrables, ni para amortizaciones a las cuentas de estabiliza-

ción y revaluación monetaria. Las provisiones para estas dos últimas cuentas

se excluyen porque reflejaron pérdidas acumuladas en el pasado, que fueron

registradas en su oportunidad y se presentaron por última vez en el 2002. Ca-

be indicar que en diciembre del 2002 se liquidó el saldo de las cuentas de es-

tabilización y revaluación monetaria registradas en cuentas activas. Todas las

partidas antes mencionadas se incluyen en el estado de resultados, que se ex-

pone en el aparte IV “Análisis de la situación financiera del Banco Central de

Costa Rica”, en BCCR, 2003a.

34 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 174 de la Ley Reguladora

del Mercado de Valores, los entes supervisados deben atender un 20% de

los gastos efectivamente realizados por la SUGEF, la SUPEN y la SUGEVAL.

35 Una acepción amplia del señoreaje serían las ganancias que presentan

los bancos centrales por su capacidad de disponer de la base monetaria

sin incurrir en costos financieros. Para efectos de este análisis se conside-

ró señoreaje como la diferencia entre el valor facial del dinero y el costo

de emisión; dado que el costo de emisión está incorporado en los gastos

administrativos, en el 2002 el señoreaje ascendió a 26.835 millones de co-

lones (diferencia entre los saldos de la emisión monetaria del 31 de di-

ciembre del 2001 y del 2002, que ascendieron a 223.035 millones y a

249.870 millones de colones, respectivamente).

36 CCSS, CTAMS, FODESAF, ICT, IDA, INA, OCIS.

37 CNP, FANAL, ICAA, ICE, INCOP, JPSSJ, RECOPE.

38 El déficit del sector público fue de un 6,4% del PIB; sin embargo, de

ese porcentaje un 1,8% del PIB correspondió a las pérdidas del BAC.

39 El pavimento de una carretera posee tres o más capas: rodamiento, ba-

se, sub-base y sub-rasante. Es muy importante conocer la condición de re-

sistencia o capacidad para soportar el paso de los vehículos de cada una

de estas capas. Las técnicas modernas permiten hacer esta evaluación por

medio del deflectómetro de impacto (FWD).

40 Para el año 2003 se espera completar la totalidad de la evaluación por

FWD de la red vial nacional pavimentada, e iniciar nuevas mediciones.

41 Corresponden a dos proyectos de conservación vial (San Carlos y San

José), tres proyectos de obra por contrato (ruta Interamericana-Guacimal,

mejoramiento de accesos al puente sobre el río Tempisque, mejoramiento

del proyecto Esparza-Juanilama-Salinas) y seis laboratorios de ensayo. Los

informes correspondientes han sido entregados, según el mandato de la

Ley 8114, a la Asamblea Legislativa, el Ministerio de la Presidencia, el Mi-

nisterio de Obras Públicas y Transportes, la Contraloría General de la Re-

pública y la Defensoría de los Habitantes.



216 E S T A D O D E L A N A C I O N OPORTUNIDADES, ESTABILIDAD Y SOLVENCIA ECONOMICA / C A P I T U L O  3

3CAPITULO

La coordinación del capítulo correspondió a Jorge
Cornick y Eddy Rodríguez.

Como insumos para la elaboración del texto se
utilizaron los estudios: “La gestión de la red vial de
Costa Rica en el año 2002”, del Laboratorio Nacional
de Materiales y Modelos Estructurales de la Universidad
de Costa Rica; “Situación actual y perspectivas de los
fondos de ahorro colectivo en Costa Rica”, de José
Angulo; “Logros y retos del turismo costarricense”, de
Lawrence Pratt y “Política industrial en Costa Rica”, de
Eduardo Alonso.

Por sus observaciones y el aporte de información
se agradece a Johnny Madrigal (UCR), Amparo Pacheco
(COMEX) y Jimena Vargas.

Un reconocimiento especial a los participantes de los
miniforos “Oportunidades, peligros y preparación para el
CAFTA”, Alberto Trejos Zúñiga y José Manuel Salazar
Xirinachs; “Retos para el desarrollo del mercado de
valores”, Adolfo Rodríguez Herrera y Luis Liberman
Ginsburg, y “Construcción de obra pública severamente
limitada”, Luis Fernando Vargas Benavides y Javier Chaves
Bolaños.  La edición de los miniforos estuvo a cargo de
Jimena Vargas. Se agradece también a Juan Pastor y Mario

Arce del LANAMME-UCR por su contribución en el tema
de infraestructura y a Marvin Moya Arguedas y Andrea
Soto Rojas del CONAVI en el tema de red vial.

La edición técnica del capítulo fue realizada por
Miguel Gutiérrez, Marcela Román y Jorge Vargas.

Los talleres de consulta de este capítulo se
efectuaron los días 12 de junio y 1° de agosto de 2003.
Se contó con la asistencia de las siguientes personas:
Rocío Aguilar, Eduardo Alonso, José Angulo, Geovanny
Barboza, Pedro Castro, Franklin Charpantier, Marta
Campos, Iliana Castillo, Jorge Chaves, Carlos Conejo,
José A. Cordero, Jorge Cornick, Lissette Cubero,
Milena Echeverría, Raquel Fernández, Emilia González,
Xinia Herrera, Eduardo Lizano, Johnny Madrigal, Kattia
Madrigal, Donald Miranda, Jenny Mora, Ronald Mora,
Marvin Moya, Patricia Murillo, Carolina Plaliano,
Lawrence Pratt, Laura Ramírez, Walter Robinson, Eddy
Rodríguez, Marcos Rodríguez, Armando Rojas, José
Manuel Sáenz, Olegario Sáenz, Carlos Sánchez, Magda
Sánchez, Desiree Segovia, Elías Soley, Andrea Soto,
Leiner Vargas, William Vindas y Joyce Zürcher.

La revisión y corrección de cifras la realizó Elisa
Sánchez, con el apoyo de Roslyn Jiménez.



E S T A D O D E L A N A C I O N 217

ASPIRACIONES

■ Tasa de utilización de los recursos naturales menor o igual a la de reposición natural o controlada por la
sociedad, siempre y cuando esto no amenace la supervivencia de otros seres del ecosistema.

■ Tasa de producción de desechos y contaminantes igual o inferior a la capacidad del ambiente para asimilarlos,
ya sea en forma natural o asistida por la sociedad.

■ Medidas socioeconómicas, legales, políticas y educacionales que eviten un mayor deterioro ambiental.

■ Participación de la sociedad civil en el diseño, ejecución y seguimiento de medidas de protección y manejo
responsable y sostenido de los recursos naturales.

■ Minimización del impacto de los desastres provocados por fenómenos de origen natural, por medio de la
capacidad de prevención, manejo y mitigación.

■ Equidad en el uso y disfrute de los recursos naturales, de un ambiente saludable y de una calidad de vida
aceptable para toda la población.

■ Conciencia en las y los ciudadanos acerca de la estrecha relación que existe entre la sociedad, sus acciones y
el ambiente, y de la necesidad de realizar un esfuerzo indiviadual y colectivo para que dicha relación sea
armónica.

■ Utilización del territorio nacional acorde con la capacidad de uso potencial de la tierra y su ordenamiento, como
parte de las políticas de desarrollo en los ámbitos nacional y local.

C A P I T U L O  4  Armonía con la naturaleza

Aspiraciones y Resumen de Hechos Relevantes
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HECHOS RELEVANTES DEL AÑO 2002

GESTION DEL PATRIMONIO

■ Se declara como parque nacional la Zona Protectora La Cangreja, con una extensión de 1.973 hectáreas, y se
crean los refugios nacionales de vida silvestre Isla Chora y Boracayán.

■ INBIO y otras instituciones de investigación describen ocho veces más especies nuevas que el año anterior.
■ Se aprueba la Ley de Protección, Conservación y Recuperación de las Poblaciones de Tortugas Marinas, nº 8325.
■ Sala Constitucional acoge recurso para que el IDA proceda de inmediato a la titulación de los territorios de las

comunidades indígenas de Boruca de Curré.

GESTION DEL CAMBIO

■ Se propone introducir un capítulo de garantías ambientales en la Constitución Política.
■ Entra en operación planta hidroeléctrica de Peñas Blancas, en los cantones de San Ramón y San Carlos y la

planta eólica Tejona.
■ SINAC pone en marcha la “Estrategia para el Control de la Tala Ilegal 2002-2007”.
■ Episodios de contaminación de fuentes superficiales de abastecimiento del acueducto metropolitano afectan

sectores de Goicoechea, Coronado y Curridabat.
■ La producción per cápita de desechos sólidos supera los 1,1 kg diarios.
■ Se elimina el pago por servicios ambientales para la categoría de manejo forestal, debido a gestiones de la

FECON.
■ Por primera vez en Costa Rica se publican reglamentos sobre inmisión de contaminantes atmosféricos y sobre

emisión de contaminantes atmosféricos provenientes de calderas.
■ Se crea el Consejo Nacional de Aguas.
■ El Parque Marino en Puntarenas abre sus puertas al público en julio del 2002.
■ No se hace efectiva la veda anual en el golfo de Nicoya.
■ Sala Constitucional declara con lugar recurso presentado contra la Municipalidad de Santa Cruz y el INVU, por

no detener construcción de Condominios de Desarrollo Turísticos Guanacaste S.A, del Consorcio Meliá y que la
SETENA había ordenado paralizar.

■ Gobierno declara moratoria a los proyectos de exploración y explotación de minería a cielo abierto.
■ Se publica nuevo Código de Minería, en el cual se incorpora formalmente el delito de extracción ilegal de

minerales.
■ Sala Cuarta prohibe realizar exploraciones petroleras en las reservas indígenas.
■ Programa Bandera Azul Ecológica se amplía a nueve comunidades turísticas no costeras.
■ Inicia programa de revisión técnica vehicular a cargo del consorcio español Riteve S y C.

GESTION DE RIESGO

■ Deslizamiento en la parte alta del cerro Loaiza, en Orosi de Cartago, deja un saldo de 13 casas destruidas, 7
personas desaparecidas y 21 familias evacuadas.

■ Decreto Ejecutivo 30754-MP-MIVAH-MINAE anula decreto que autorizaba la construcción de urbanizaciones en
zonas especiales de protección del AMSJ.

■ Numerosos accidentes tecnológicos por derrames y explosiones de productos peligrosos llaman la atención
sobre elementos urgentes de atender en la planificación urbana y en el control por parte del Ministerio de Salud.

■ Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos aprueba nueva versión del Código Sísmico.
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Introducción 

Este capítulo revisa el desempeño de Costa
Rica en el avance hacia un desarrollo humano en
armonía con la naturaleza. Esta valoración parte
de tres premisas: primero, que la inversión en el
ambiente es necesaria para mantener disponibles
para la sociedad tanto insumos como condicio-
nes para el desarrollo; segundo, que la inversión
en el ambiente es una inversión en la salud de la
ciudadanía y, tercero, que en este ámbito existe
una responsabilidad compartida entre el Gobier-
no, la empresa privada, el sector productivo, las
organizaciones sociales y las personas.

Como en años anteriores, el concepto medular
del capítulo es el de la gestión ambiental, vista des-
de tres dimensiones -gestión del patrimonio, gestión
del cambio y gestión del riesgo- que aluden a las po-
líticas, programas y actividades, públicas y privadas,
relacionadas con la conservación y uso de los recur-
sos naturales, para beneficio de esta y futuras gene-
raciones (recuadro 4.1). La valoración anual sobre el
desempeño del país se hace a partir las aspiraciones
que en materia de desarrollo humano se han defini-
do en este Informe; se trata de determinar cuánto se
ha alejado o acercado Costa Rica a esas aspiraciones,
tomando como referencia los principales aconteci-
mientos nacionales referentes al ambiente, tanto en
la opinión pública, como en la discusión e investi-
gación de los expertos (cuadro 4.1).

Los tópicos cubiertos por el capítulo se agru-
pan, en consecuencia, según el tipo de gestión

ambiental que corresponda. En el apartado sobre
la gestión del patrimonio se examina la conserva-
ción de las áreas protegidas, conocimientos y usos
de la biodiversidad y conciencia ambiental.  En el
de la gestión del cambio -la sección más extensa-
se estudia el uso del suelo, los recursos marinos y
costeros, aguas continentales, aire, energía, dispo-
sición de desechos y medio ambiente urbano. Fi-
nalmente, en el análisis sobre la gestión del riesgo
se hace referencia a desastres asociados a fenóme-
nos naturales y actividades humanas, cambio cli-
mático. El tema de la participación ciudadana se
trabaja como un eje transversal en todo el capítulo.
Es inevitable, por la variabilidad en la información
anual disponible y por la amplitud de los temas,
que algunos de ellos sean tratados con mayor pro-
fundidad que otros. Este año reciben un énfasis
particular los tópicos de participación ciudadana e
indígena y la gestión ambiental de los recursos ma-
rino-costeros. El capítulo inicia con una nota sobre
la dimensión internacional de la gestión ambiental,
en la cual se analiza la participación de Costa Rica
en diversos foros mundiales y regionales. El capí-
tulo está basado en las investigaciones de 9 consul-
tores y un grupo amplio de colaboradores.

Valoración del desempeño en el 2002

En general, la gestión del patrimonio en el
país mantuvo sus fortalezas históricas, pero con
un incremento en la vulnerabilidad de las políti-
cas públicas en materia de conservación. Por el

Armonía
con la naturaleza

C A P I T U L O  4
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lado positivo, la red de áreas silvestres protegidas
registró un leve aumento en su extensión, por la
adición de un nuevo parque nacional (La Can-
greja), tres nuevos refugios silvestres y la amplia-
ción de los límites del Refugio de Playa Hermo-
sa-Punta Mala. El protagonismo de los sectores
privados en la conservación sigue siendo un
punto fuerte en la gestión del patrimonio. Ac-
tualmente el 38,7% de las áreas silvestres prote-
gidas (poco más de medio millón de hectáreas, el
10% del territorio nacional) es de propiedad priva-
da. Existen 77 reservas que conforman la Red Cos-
tarricense de Reservas Naturales privadas; el 85%
de ellas tiene una cobertura natural densa y 33 tie-
nen una ubicación clave, pues forman parte de al-
gún corredor biológico o área protegida estatal. 

También se registraron avances notables en el
conocimiento de la biodiversidad. En el 2002,
tanto el INBio como otras instituciones de inves-
tigación lograron describir ocho veces más espe-
cies nuevas que el año anterior. La CONAGEBIO
adelantó la revisión de las “Normas generales pa-
ra el acceso a los elementos y recursos genéticos
y bioquímicos de la biodiversidad”, en cumpli-
miento de la Ley de Biodiversidad. Las investiga-
ciones realizadas por la Unidad de Bioprospec-
ción de INBio, la UCR y el ACG lograron el
aislamiento de un compuesto natural contra la
malaria.

A la par de estas fortalezas, sin embargo, exis-
ten importantes debilidades, arrastradas de años
atrás y señaladas en anteriores Informes. Por una
parte, el país está bastante por debajo del objeti-
vo de la Propuesta GRUAS, de destinar un 19,5%
del territorio a parques nacionales y reservas bio-
lógicas (actualmente esa proporción es de
12,7%). Por otra parte, el 15% de los parques
nacionales y el 46% de las reservas biológicas to-
davía están en terrenos privados que el Estado
no ha adquirido. El avance en esta dirección fue
ínfimo en el 2002: 1.428 hectáreas (un 0,26%)
de la propiedad privada ubicada dentro de las
áreas silvestres protegidas fueron compradas e
incorporadas a la propiedad estatal (CSI, 2003). 

La Contraloría General de la República seña-
ló en su Memoria Anual del 2002 que la gestión
de compra de tierras del MINAE y la Fundación
de Parques Nacionales es deficiente, pues carece
de lineamientos y los expedientes de las transac-
ciones están incompletos (CGR, 2003). Un agra-
vante son las incongruencias en el registro públi-
co de la propiedad y en el Catastro Nacional, que
en ocasiones dificultan los trámites de pago de
terrenos (Burgos, 2003); además se producen
errores durante la verificación de ubicaciones,
pues para este propósito se utilizan mapas de
una escala menos precisa que la de los mapas del
Catastro Nacional.

RECUADRO 4.1

La gestión del patrimonio se refiere a las políti-
cas, programas y actividades, públicas y privadas, para
la conservación de la naturaleza, y sus resultados. In-
cluye la protección de elementos únicos y amenazados
del paisaje y la biodiversidad, así como el manejo de
los recursos naturales de propiedad común. El concep-
to de patrimonio lleva implícita la noción de transmi-
sión y compromiso intergeneracional, por lo cual su
gestión requiere un enfoque marcado por la previsión,
la preservación y la custodia.

La gestión del cambio corresponde a las políticas,
programas y actividades, públicas y privadas, y sus re-
sultados, en respuesta a los cambios en las demandas
sociales por recursos naturales y servicios básicos, así
como sus impactos ambientales. Atiende la transfor-
mación de los recursos naturales que resulta de tales
cambios, respondiendo a las exigencias de las genera-
ciones actuales, sin menoscabo de las generaciones fu-
turas. Implica mitigar y minimizar los impactos ambien-
tales del desarrollo, contribuyendo a un mayor

bienestar y calidad de vida para la mayoría de las y los
costarricenses. Incluye los patrones de ocupación terri-
torial, el manejo de la frontera agrícola, la expansión
urbana y la demanda de servicios que dependen de o
impactan el ambiente.

Por gestión del riesgo se entiende el conjunto de
políticas, programas y actividades, públicas y privadas,
orientadas al manejo del riesgo en un escenario de
amenazas múltiples, y sus resultados. Implica la reduc-
ción de la vulnerabilidad de la sociedad ante amenazas
producto de su convivencia con la naturaleza, así como
de la vulnerabilidad de los sistemas naturales ante
amenazas de cualquier índole. Incluye las medidas de
prevención, mitigación, preparación, atención y recons-
trucción de desastres. Los asuntos propios de la ges-
tión del riesgo no inciden sobre un recurso en particu-
lar (por ejemplo, bosque o agua), sino que afectan
simultáneamente a varios y generan impactos com-
puestos y complejos.

Tres dimensiones de la gestión ambiental
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El hecho más preocupante del 2002 en el
ámbito de la gestión del patrimonio fue el incre-
mento de la vulnerabilidad de la gestión ambien-
tal pública, debido a la disminución en los ingre-
sos reales del MINAE, que decrecieron en un
3,9%. Cabe señalar que los recursos de este Mi-
nisterio eran de por sí insuficientes para atender
las responsabilidades que le asigna la legislación
y las necesidades de cuido de los parques y reser-
vas nacionales. En el caso del SINAC, el 70% de
los ingresos se destina a gastos administrativos;
adicionalmente, los fondos que este sistema recibe
por concepto de visitas turísticas a las áreas prote-
gidas, aunque importantes, no se devuelven con la
celeridad y en la magnitud requeridas a las áreas de
conservación que los generan, pues son captados
por la “caja única” del Estado. Esto dificulta la
atención oportuna de aspectos clave para la gestión
de las áreas, tales como infraestructura, recursos

humanos y actividades de control. Así por ejem-
plo, los 200.000 dólares que en el 2002 recaudó
el Área de Conservación Tortuguero por concep-
to de visitas de turistas nacionales y extranjeros,
no pudieron destinarse a mitigar las actividades
ilegales que deterioran el bosque húmedo y ame-
nazan a las tortugas marinas, que constituyen el
sustento económico de una comunidad depen-
diente del turismo.

En materia de gestión del cambio el balance,
como en años anteriores, es negativo, y en algu-
nas áreas crítico, pues las actividades económicas
y sociales siguen ejerciendo fuertes presiones so-
bre el patrimonio, sin que las iniciativas desple-
gadas para mitigarlas hayan logrado hacerlo sus-
tancialmente. No obstante, aquí es necesario
hacer un análisis desagregado del uso de los re-
cursos naturales, pues existen diferencias impor-
tantes según el caso. Las peores situaciones son
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¿Cuánto avanzamos en el 2002 en las aspiraciones de armonía con la naturaleza?

Tema de gestión Síntesis
En conservar los Aumentó ligeramente el área de parques nacionales, pero disminuyeron los ya escasos e insuficientes 
recursos que tenemos recursos que percibe el SINAC.

En mejorar el aprovechamiento Se mantiene la presión sobre los recursos pesqueros por sobreexplotación; alta vulnerabilidad de las 
que hacemos de los recursos fuentes de agua para consumo humano; mayor aprovechamiento de madera proveniente de plantaciones 

forestales, pero persiste la tala ilegal de bosque primario.

En reducir la contaminación Sin reducciones en el uso intensivo de plaguicidas en el suelo agrícola y en la contaminación de los ríos;
del suelo, el agua y el aire no puede valorarse aún el efecto de la revisión técnica de Riteve sobre la contaminación del aire.

En controlar los desechos, Iniciativas promisorias, aunque puntuales, en la separación de desechos domésticos e industriales; sin 
el crecimiento urbano y la embargo, los esfuerzos son insuficientes ante el aumento constante en la producción per cápita de 
congestión vial desechos.

En mejorar la calidad de Altos daños humanos y materiales, asociados en parte a riesgos anunciados y no manejados 
vida de la población, oportunamente.
reduciendo el riesgo

En prevenir y mitigar el El impacto de los eventos y riesgos mal manejados sigue mostrando la necesidad de fortalecer las labores 
impacto de desastres de prevención.

En ampliar la participación Importantes avances en la participación de organizaciones de la sociedad civil en la gestión ambiental.
de la sociedad civil en la Avances en el reconocimiento del aporte de los indígenas a la conservación del patrimonio natural.
gestión ambiental

En fortalecer los procesos Sin mayores avances, pese a iniciativas puntuales de los municipios.
de descentralización de la
gestión ambiental en manos 
de los gobiernos locales



las prevalecientes en el uso de los recursos marí-
timos, la disposición de los desechos y la conta-
minación de los suelos agrícolas como resultado
de la utilización desmedida de plaguicidas. En
otros casos, como la generación de energía y el
uso del aire y el agua, hay situaciones preocu-
pantes (especialmente en lo que concierne al re-
curso hídrico) pero, al menos pueden identificar-
se acciones importantes que buscan promover
un aprovechamiento más sostenible. El uso eco-
nómico del bosque, pese a las controversias so-
bre la cobertura que se ha recuperado y las im-
plicaciones de las políticas existentes, parece
estar en una situación relativamente más favora-
ble. Si bien persisten la tala ilegal y la destruc-
ción del bosque primario, y se observa un debi-
litamiento de los mecanismos creados para el
pago de servicios ambientales, a la vez el país ha
empezado a cosechar los frutos de las plantaciones
forestales y el aporte de la activa vigilancia ejercida
por grupos organizados de la sociedad civil.

Las presiones más fuertes sobre el mar son la
contaminación y la sobrepesca en las zonas cos-
teras. Resulta alarmante el empinado aumento
que registraron en el 2002 las capturas de tibu-
rones y el comercio de sus aletas, así como la de-
bilidad en el control de sus desembarques. La
ausencia de una veda en el golfo de Nicoya du-
rante ese año representó un obstáculo adicional
para la recuperación de los recursos marinos. En
general, los controles sobre la explotación pes-
quera son débiles y fácilmente evadidos. 

La contaminación del mar por hidrocarburos
en la cercanía de los puertos, y la presencia de
organoclorados provenientes de plaguicidas en
tejidos de delfines, son indicios de la vulnerabi-
lidad del patrimonio marino ante las exigencias
del desarrollo tierra adentro. El vertido de conta-
minantes orgánicos a las aguas superficiales del
Pacífico, realizado por la actividad industrial de
Costa Rica, ascendió a 11.789,8 toneladas en
1998, lo que corresponde al 26,5% del aporte
total de Centroamérica a esta contaminación
(Proyecto Estado de la Región-PNUD, 2003).

Pese a este sombrío panorama, se están gene-
rando oportunidades para capitalizar de manera
no-extractiva el patrimonio marino. Por ejemplo,
en años recientes se observa un vertiginoso au-
mento en el número de empresas que ofrecen a sus
clientes avistamientos de delfines y ballenas. En
1998 esta industria consistía de 3 empresas, y en el
2002 contaba ya con por lo menos 40 operadores.
Los citados mamíferos marinos generan cerca de
un millón y medio de dólares anuales a las econo-
mías de las costas del país (Cubero et al, 2001).
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El haber pasado de un 75,8% a un 78,4% en
cobertura de agua potable es un hecho positivo,
aunque sigue siendo preocupante que una cuar-
ta parte de la población (21,6%) no tenga acceso
a este tipo de agua y que no se hayan dado cam-
bios significativos en las presiones sobre los re-
cursos hídricos. En el 73,8% del territorio nacio-
nal los acuíferos tienen una vulnerabilidad alta o
muy alta; poco menos de la mitad de estas zonas
se encuentran fuera de las áreas silvestres prote-
gidas, lo cual las torna aún más vulnerables. La
falta de tratamiento del 96% de las aguas resi-
duales recolectadas del país y los fertilizantes la-
vados de los cultivos contribuyen a la contami-
nación por nitratos de los acuíferos subterráneos.
Las aguas que abastecen a la población fueron
contaminadas en el 2002 en al menos dos oca-
siones. Además, los derrames y escapes de mate-
riales peligrosos se incrementaron en frecuencia
y gravedad en el mismo año. Asimismo, la biodi-
versidad acuática alrededor de cultivos intensi-
vos se ha visto comprometida por el uso conti-
nuado de plaguicidas.

En el uso del suelo con fines económicos per-
sisten los motivos de preocupación. El 26% de
los suelos está siendo sobreutilizado y el 10% del
territorio nacional ya da serias muestras de de-
gradación. En los terrenos agrícolas se sigue ha-
ciendo un uso alto de plaguicidas, aunque hay
esfuerzos puntuales de distintos sectores priva-
dos por desarrollar procesos productivos menos
dañinos para el ambiente, lo cual es una señal es-
peranzadora. Las víctimas de intoxicaciones por
plaguicidas aumentaron nuevamente, rompien-
do la tendencia decreciente registrada en el
2001. PLAGSALUD calcula que entre el 82% y el
98% de las intoxicaciones no son reportadas.
Además, un estudio reveló residuos excesivos de
plaguicidas en el 5% de una muestra de hortali-
zas y frutas en la zona atlántica. Aparte de sus
efectos inmediatos en tierra firme, los agroquími-
cos pueden estar contribuyendo a detonar los in-
cidentes de mareas rojas en la costa del Pacífico. Los
eventos de contaminación de acuíferos también ilus-
tran la relación directa entre ambiente y salud.

En el uso de los bosques la situación del
2002 muestra algunos avances, problemas cróni-
cos y retrocesos. Una buena noticia es que las
plantaciones forestales abastecieron una crecien-
te y significativa parte de la demanda nacional de
madera (por encima del 40% de aproximada-
mente un millón de metros cúbicos). Los proble-
mas crónicos son la tala ilegal del bosque prima-
rio -muy ligado a las dificultades para el control
de los 709 aserradores móviles registrados en el
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país- y los incendios forestales, que en el 2002
arrasaron una superficie casi equivalente al 1%
del territorio nacional, en su mayoría con algún
tipo de cobertura boscosa. El retroceso más no-
table es la fuerte reducción del área bajo el siste-
ma de pago por servicios ambientales: de los
4.310 millones de colones presupuestados para
este fin, el Ministerio de Hacienda sólo giró
3.067 millones (71,1%), esta última cifra fue
pagada a los beneficiarios en un 100% el día 26
de setiembre del 2003.

En el uso de los recursos naturales para pro-
ducir energía hay también un cierto balance de
avances y retrocesos. Por el lado positivo, se está
logrando satisfacer el continuo aumento en la
demanda de energía y ha cobrado relevancia la
oferta de energías limpias (agua, viento y geoter-
mia) que abasteció el 98,4% de la electricidad
del país en el 2002. En particular, la inversión en
protección de cuencas y áreas silvestres en las zo-
nas de captación de agua permitió que la genera-
ción hidroeléctrica cubriera el 80% de la produc-
ción nacional de electricidad. Además se han
impulsado encadenamientos productivos: el
agua del lago Arenal que genera electricidad, se
reutiliza aguas abajo en el Distrito de Riego Are-
nal-Tempisque; esto garantiza la disponibilidad
del líquido en gran parte del año en una de las
zonas más secas del país, y favorece el auge de la
producción de tilapia que ha convertido a Costa
Rica en el principal proveedor de este producto
a los Estados Unidos. Por el lado negativo, sin
embargo, hay un constante aumento en el consu-
mo de hidrocarburos. En el año en estudio, un
66% de la demanda total de energía fue abasteci-
da por hidrocarburos, una fuente no renovable,
contaminante y que debe importarse. Asimismo,
en todo el país se construyen plantas hidroeléc-
tricas, sin que exista una planificación regional
(por cuenca) que valore los impactos ambienta-
les y económicos de esta actividad. 

La presión de los contaminantes sobre la ca-
lidad del aire crece en la medida en que se incre-
menta el uso de hidrocarburos. No obstante el
aumento en la liberación de contaminantes en la
GAM, los resultados de la vigilancia de la calidad
del aire en San José sugieren que en el 2002,
contrario al año anterior, los niveles de contami-
nación no excedieron los límites impuestos por
la normativa nacional. La afortunada condición
de vientos de la capital y la implementación de la
revisión técnica vehicular podrían estar contri-
buyendo a esta mejoría, pero se requieren nue-
vos estudios para confirmar si se trata de un
cambio duradero. La revisión técnica y el nuevo

reglamento de emisiones son dos herramientas de
política pública que pueden ser de gran utilidad
para disminuir las presiones sobre el recurso aire.

El aumento en la producción per cápita de
desechos sólidos, que en el 2002 alcanzó 1,1 kg
diarios, sigue ejerciendo presión sobre la calidad
del ambiente urbano, provocando inundaciones
al obstruir el alcantarillado pluvial y contami-
nando las aguas superficiales y los predios. En el
2002 la CNFL retiró 6.794 toneladas de basura
de las aguas que llegan a sus centrales hidroeléc-
tricas, para lo cual debió asumir un costo cerca-
no a los 160.000 dólares. El traslado vehicular
de desechos sólidos ordinarios a los vertederos
representa una gran inversión y consumo de hi-
drocarburos que se suman a la contaminación
del aire urbano. Existen iniciativas locales para
un manejo sostenible de los desechos, pero son
experiencias aisladas que no modifican un pano-
rama general negativo.

No hay avances en la tercera dimensión de la
gestión ambiental evaluada por el presente Infor-
me, la gestión del riesgo, situación que resulta
preocupante. El valor anual promedio de los da-
ños por eventos hidrometerológicos equivale al
1,5% del PIB costarricense. Los costos directos
en que se incurre para atender víctimas y daños
representan un promedio anual cercano a los 47
millones de dólares y se estima que esta es solo
una quinta parte del costo del daño reportado.
Los 445 eventos ocurridos en el 2002, 52 más
que en el 2001, sugieren que en ese año aumen-
tó el costo económico y social de desatender la
vulnerabilidad. Además, las poblaciones que a lo
largo del tiempo han venido enfrentando desas-
tres por inundación y deslizamiento, fueron nue-
vamente escenarios de riesgos mal manejados.
Estas poblaciones también presentan bajos índi-
ces de desarrollo social, lo que llama la atención
sobre la pobreza como un factor que aumenta la
vulnerabilidad. La falta de un Plan Nacional de
Emergencia sigue obstaculizando la efectiva articu-
lación de las instancias que conforman el Sistema
Nacional de Prevención de Situaciones de Riesgo
Inminente y de Emergencia. Así, en el 2002 se pre-
sentó un desastre cuyo riesgo anunciado y desa-
tendido cobró víctimas en Orosi de Cartago. 

Pese a los continuos eventos, las instituciones
y los programas a cargo de su prevención y aten-
ción no se fortalecieron. En materia de políticas
públicas para la gestión del riesgo lo único que
cabe anotar como hecho positivo con efectos rea-
les es el Decreto Ejecutivo 30754-MP-MIVAH-MI-
NAE, del 17 de setiembre de 2002, que anuló y
enmendó el serio fallo cometido por un decreto



que debe ser protegida por medio de la coopera-
ción internacional.

En febrero de 2002, después de cinco años
de preparación, se firmó en La Antigua, Guate-
mala, el Convenio de Cooperación para la Pro-
tección y el Desarrollo Sostenible de las Zonas
Marinas y Costeras del Pacífico Nordeste1. Seis
de los ocho países de esa región suscribieron es-
te instrumento: Guatemala, El Salvador, Nicara-
gua, Honduras, Costa Rica y Panamá. Su Plan de
Acción detalla las medidas que tomarán las par-
tes para mejorar el ambiente del Pacífico Nordes-
te. Incluye una evaluación y medidas para la mi-
tigación de los altos niveles de aguas residuales y
otros contaminantes vertidos desde las ciudades
al océano Pacífico. Otros temas prioritarios son
la alteración física y la destrucción de ecosiste-
mas costeros, la sobreexplotación de recursos
pesqueros y los efectos de procesos de descom-
posición en los cuerpos de agua. Además se eva-
luará el riesgo de vertidos de petróleo y la dispo-
nibilidad de equipo y personal para atender tal
eventualidad.

En noviembre del mismo año se celebró la
conferencia de las partes de la Convención Ram-
sar, en la cual se presentó la primera de las polí-
ticas regionales que la CCAD ha impulsado a tra-
vés de la constitución de comités técnicos. La
Política Centroamericana para los Humedales2,
considerada como el primer ejemplo en el mun-
do de una política regional en este campo, desa-
rrolla los postulados de la Convención Ramsar, el
Plan Ambiental de la Región Centroamericana
(PARCA) y el Plan Centroamericano para el Ma-
nejo Integrado y la Conservación de los Recursos
Hídricos (PACADIRH).

La XII Conferencia de las Partes del Convenio
CITES se celebró también en el 2002, en Santia-
go de Chile. La CCAD promovió el trabajo pre-
paratorio para este encuentro a través de su Co-
mité Técnico de CITES, cuyos miembros,
reunidos en Costa Rica, definieron algunas posi-
ciones conjuntas de la región centroamericana.
Las áreas de consenso incluyeron el apoyo a la
incorporación de la lora nuca amarilla (Amazona
auropalliata)3 en el apéndice I, propuesta por
Costa Rica, la inclusión de la caoba (Swietenia
macrophylla) en el apéndice II, planteada por Ni-
caragua y Guatemala, la integración del tiburón
ballena (Rhincodon typus) en el apéndice II y la
transferencia de la guacamaya (Ara couloni), que
habita en Surámerica (Perú, Bolivia y Brasil), al
apéndice I, entre otras. Todas estas propuestas
fueron aprobadas durante la Conferencia. Hubo
consenso centroamericano en la oposición a la

anterior, que autorizaba la edificación de urbani-
zaciones en zonas de riesgo.

Por último, el Informe hace notar una preo-
cupante situación en lo que concierne a las polí-
ticas públicas sobre gestión ambiental: la cons-
tante formulación de planes y estrategias,
usualmente aplicando métodos de consulta con
diversos actores sociales, políticos y económicos,
con pocos resultados. En otras palabras, un in-
tenso activismo en el plano normativo-formal de
la política pública ambiental, coexiste con un
menor desarrollo, un relativo estancamiento y
hasta deterioro de los mecanismos de carácter
técnico y financiero para incidir, en la práctica,
sobre el uso sostenible del patrimonio ambiental.
En este sentido, sólo en el 2002 pueden contabi-
lizarse siete nuevos documentos: la Agenda para
las Áreas Silvestres Protegidas, la Estrategia Na-
cional de Manejo y Conservación de la Vida Sil-
vestre, la Estrategia para el Control de la Tala Ile-
gal 2002-2007, el Proyecto de Ley del Recurso
Hídrico-Texto Sustitutivo, el Plan Nacional de
Desarrollo Urbano, el Plan Nacional de Energía
2002-2016 y el Plan Piloto Nacional de Vigilan-
cia sobre la Calidad del Aire. En los próximos
años será necesario hacer un seguimiento para
determinar el grado de aplicación efectiva de es-
tos textos programáticos.

Costa Rica mantiene una participación 
activa en la agenda internacional ambiental

El país mantiene su presencia y su activa par-
ticipación en los principales foros ambientales
del mundo, alineada a la posición regional que se
construye en la Comisión Centroamericana de
Ambiente y Desarrollo (CCAD), cuya presidencia
pro tempore fue ocupada por el Ministro de Am-
biente y Energía de Costa Rica en el 2002. 

En la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sus-
tentable, los Presidentes y los ministros en mate-
ria ambiental de Centroamérica analizaron el
cumplimiento de la Agenda 21. En este mismo
foro se firmó el convenio que crea el Corredor
Biológico Galápago-Cocos del Pacífico Central,
que incluye las islas Galápagos (Ecuador), Coco
(Costa Rica), Malpelo, Gorgona (Colombia) y
Coiba (Panamá). Sus 211 millones de hectáreas
integran a estos países en la primera experiencia
de corredor biológico marino para conservar las
especies migratorias, controlar la pesca ilegal y
promover el fortalecimiento institucional. En esta
zona se ubica una rica pesquería de atún y se de-
sarrollan actividades de turismo y deportes mari-
nos dependientes de una alta diversidad biológica,
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CUADRO 4.2

Resumen de indicadores ambientales

Indicadores 1999 2000 2001 2002

Gestión del patrimonio
Área en parques nacionales (ha) a/b/ 567.852 624.098 623.773 625.634
Área en reservas biológicas (ha) a/ 21.432 21.674 21.675 21.675
Área en refugios nacionales de vida silvestre (ha) a/c/ 175.524 178.189 180.034 180.642
Área en reservas forestales (ha) a/ 284.133 227.834 227.834 227.834
Área en zonas protectoras (ha) a/ 163.714 155.829 155.816 153.955
Área en humedales (ha) a/ 88.289 66.359 77.871 77.871
Área de fincas del Estado fuera de ASP a/ 15.743 15.743 15.743
Área de reservas naturales absolutas a/ 1.330 1.330 1.330
Área de monumentos nacionales a/ 232 232 232
Tasa de variación de visitantes a las ASP (%) 6,9 -9,1 0,7 25,5

Gestión de cambio
Uso de recursos forestales
Aplicación del PSA en manejo de bosque (ha) 5.125 0 3.997 1.998
Aplicación del PSA en protección de bosque (ha) 55.776 26.583 20.629 16.559
Aplicación del PSA en reforestación (ha) 3.156 2.457 3.281 2.460
Número de permisos forestales tramitados por el SINAC d/ 3.448 1.343 3.135 3.423
Porcentaje de aprovechamiento anual de madera 
correspondiente a bosque con planes de manejo 18,7 17,9 16,7 6,7
Número de contratos forestales inscritos 605 497 292 305
Tasa de crecimiento anual de crédito forestal 20,5 -57,8 54,0 60,0
Porcentaje asignado por el Estado al PSA del tercio recaudado 
del impuesto selectivo de consumo a los combustibles e/ 41,5 22,9 44,5
Porcentaje de incendios forestales dentro de las ASP 17,1 16,6 6,3
Uso de fauna marina f/

Porcentaje de variación de la captura total de pesca 18,6 19,1 2,0 -9,5
Porcentaje de pesca artesanal del total 81,8 87,2 86,5 80,6

Agricultura orgánica g/

Area en cultivos orgánicos 9.500 8.606 8.870 9.003
Número de productores 6.000 3.569 3.720 3.900

Agricultura transgénica h/

Área total de semilla de soya y algodón transgénico (ha) 151,2 109,5 299,1 583,6 
Porcentaje de variación del área total sembrada de semilla 
soya y algodón transgénico -4,9 -27,6 173,2 95,1 

Daños a la salud por efecto de contaminación
Tasa de crecimiento de las intoxicaciones por plaguicidas 3,7 11,5 -15,3 5,1

Gestión de riesgo
Manejo de desechos sólidos
Desechos sólidos recolectados en el país (tm/mes) 65.294 65.191
Desechos sólidos recolectados mensualmente por 
abonados en los registros municipales 0,11 0,12
Contaminación del aire en San José i/

Concentración de partículas (ug/m3) 186,8 153,7 226,3 220,0 
Monóxido de carbono (ug/m3) 10,3 14,9 17,8 14,0
Concentración de material particulado PM10 (ug/m3) 40,0 43,0 35,3 33,0 



2001. El país fue anfitrión de la primera conferen-
cia de las partes de esta convención en agosto del
2002. Sin embargo, la aplicación de los tratados in-
ternacionales es un reto permanente y persisten los
desafíos para una fiscalización efectiva4. 

En el contexto de la política comercial, el
“Marco general para las negociaciones de un tra-
tado de libre comercio entre Costa Rica, El Salva-
dor, Guatemala, Honduras, Nicaragua y los Esta-
dos Unidos” es la referencia para los
lineamientos del Ministerio de Comercio Exte-
rior, al construir la posición de Costa Rica en la
negociación de ese TLC. Los objetivos en el tema
ambiental son, en primer lugar, establecer un
marco de normas y principios que promuevan la
protección del medio, a través de la aplicación
efectiva de la respectiva legislación ambiental de
cada una de las partes, tomando en considera-
ción las diferencias en tamaño y desarrollo entre
los países centroamericanos y los Estados Uni-
dos; en segundo lugar, fomentar la cooperación
entre las partes para el desarrollo de proyectos de
interés mutuo en el área ambiental. Entre los te-
mas sensibles a los cuales se está dando especial
seguimiento figuran los derechos intelectuales
sobre semillas, los subsidios a la agricultura que
mantienen los Estados Unidos y la discusión so-
bre formas de producción y comercio justo, de-
rechos de propiedad intelectual relacionados con

transferencia de la tortuga carey (Eretmochelys
imbricata) del apéndice I al II, pero la moción fue
retirada antes de la Conferencia.

El proyecto de Corredor Biológico Mesoame-
ricano (CBM) sigue recibiendo apoyo de la coo-
peración internacional. En diciembre de 2002,
representantes de organismos multi y bilaterales
de desarrollo renovaron su compromiso con el
CBM, durante la Conferencia de Donantes y So-
cios que se celebró en París, en la sede europea
del Banco Mundial.

Entre otros asuntos relacionados con el Dere-
cho Internacional, Costa Rica ratificó el Protoco-
lo de Kyoto de la Convención Marco de las Na-
ciones Unidas sobre el Cambio Climático.
Además se presentó a la Asamblea Legislativa,
para su ratificación, el Protocolo de Bioseguridad
del Convenio de Diversidad Biológica. En julio
se prohibió por decreto el ingreso al territorio
nacional de animales silvestres de cualquier es-
pecie, cuya finalidad sea participar en funciones
de circos o espectáculos públicos ambulantes o
permanentes. Esta medida protege a los animales
del trato cruel asociado a estas actividades y limi-
ta el trasiego de especies amenazadas.

Por otra parte, Costa Rica tiene a su cargo la
Secretaría pro tempore de la Convención Intera-
mericana para la Protección y Conservación de
las Tortugas Marinas, que entró en vigor en el
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CUADRO 4.2 (continuación)

Indicadores 1999 2000 2001 2002

Dióxido de azufre (ug/m3) 75,5 154,4 140,6 93,0 
Dióxido de nitrógeno (ug/m3) 47,9 47,5 41,0 36,0 

Porcentaje promedio de cobertura del servicio de 
agua potable en la población 76,0 76,0 75,8 78,4

a/ Los cambios de hectáreas de un año a otro obedecen a dos factores: el mandato de un decreto y los procesos de revisión y ajuste mediante
el Sistema de Información Geográfica de vértices y linderos de las ASP, realizados por el SINAC. No se calculó el porcentaje de extensión marina.
Área del territorio nacional: 5.099.873 hectáreas. Los datos del 2002 son preliminares.
b/ Según Decreto Ejecutivo 30479-MINAE del 12 de junio de 2002, se declara parque nacional la Zona Protectora La Cangreja (1.861 hectáreas).
c/ Se crearon el Refugio Nacional de Vida Silvestre Isla Chora (5 hectáreas), Boracayán (307 hectáreas) y La Tirimbina (296 hectáreas), mediante
los decretos ejecutivos 30719-MINAE, del 2 octubre de 2002, 30883-MINAE, del 18 de diciembre de 2002, y 29998-MINAE, del 4 de diciembre
de 2001, este último fue omitido en el Octavo Informe.
d/ El dato del 2000 corresponde al segundo semestre.
e/ Para el año 2001 incluye sólo los meses de enero a junio; entre julio y diciembre entró en vigencia la Ley 8114, de Simplificación Tributaria,
que asignó un 3.5% del impuesto al FONAFIFO.
f/ La pesca artesanal total incluye la artesanal y la semi-industrial. El dato del 2002 es preliminar.
g/ Las cifras de 1998 corresponden a productores certificados y no certificados, en tanto que las cifras del 2000 en adelante corresponden a
productores orgánicos certificados y registrados en el Departamento de Acreditación y Registro en Agricultura Orgánica del MAG.
h/ Se refiere a proyectos para exportación de semilla, excepto pequeñas cantidades que permanecen en el país, en custodia.
i/ Corresponde al promedio de valores en cuatro puntos del centro de San José con alto flujo vehicular, según datos de PECAire-UNA.
Las cifras del 2002 corresponden al primer trimestre del año; tomados de SIDES-MIDEPLAN a partir de Escuela de Ciencias Ambientales-UNA.
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biodiversidad, medidas sanitarias y fitosanitarias.
Además se evalúa el tema de megaproyectos en el
campo energético que pueden tener un impacto
negativo en el ambiente (Madrigal, 2003).

Gestión del patrimonio

El patrimonio natural cumple múltiples fun-
ciones y es una base importante para el desarro-
llo socioeconómico del país. Las áreas silvestres
protegidas son el fundamento para el turismo in-
ternacional y nacional, primer empleador y ge-
nerador de divisas de Costa Rica. Para manejar
sosteniblemente este patrimonio en el largo pla-
zo, las actividades de administración, planifica-
ción y reglamentación de su uso tienen que ser
acordes con el crecimiento poblacional y su res-
pectiva tasa de utilización de los recursos natura-
les. La generación y socialización del conoci-
miento de los distintos componentes
ecosistémicos y del impacto que su uso provoca
sobre el desarrollo, constituyen la base de una
estrategia sólida para evitar el deterioro de las
áreas protegidas. Sin embargo, las deficiencias en
la gestión de los ingresos y el seguimiento a las
metas del SINAC, junto con la insuficiente asig-
nación de recursos económicos por del Estado,
obstaculizan el logro de este objetivo. Pese a ello,
numerosas iniciativas del SINAC, diversas ONG,
organizaciones privadas y universidades despier-
tan cierto optimismo acerca de una gestión más
sostenible del patrimonio en el largo plazo.

Salvando la biodiversidad

Áreas silvestres protegidas

Un 25,6% del territorio costarricense se en-
cuentra bajo alguna categoría de protección esta-
tal (cuadro 4.2). El aumento en la superficie pro-
tegida en el 2002 fue mínimo (0,05% ó 608
hectáreas) en comparación con el 2001. En el
año estudiado, el Sistema Nacional de Áreas Pro-
tegidas se fortaleció con la creación de dos nue-
vos refugios nacionales de vida silvestre. Uno de
ellos, el Refugio Nacional de Vida Silvestre de Is-
la Chora5 (5 hectáreas), funciona bajo adminis-
tración estatal y el otro, Boracayán (307 hectá-
reas), está en manos privadas. También se
ampliaron los límites del Refugio Nacional de Vi-
da Silvestre Playa Hermosa-Punta Mala en 35
hectáreas6, para un total de 385 hectáreas (Gon-
zález, F., 2003) y se declaró parque nacional7 la
Zona Protectora La Cangreja, con una extensión
de 1.861,31 hectáreas (SINAC-MINAE, 2003). 

El avance en el cumplimiento de la propues-
ta GRUAS, que busca preservar un 19,5% del te-
rritorio nacional bajo las categorías de parques
nacionales y reservas biológicas, sigue siendo
lento. En la actualidad la superficie cubierta bajo
estas modalidades de máxima protección repre-
senta el 12,7% del territorio nacional; quedan
por incluir 351.282 (35,2%) de las 998.700 hec-
táreas propuestas por GRUAS.

En el 2002, 1.428 hectáreas (0,3%) de la pro-
piedad privada ubicada dentro de las áreas sil-
vestres protegidas (ASP) fueron compradas e in-
corporadas a la propiedad estatal (CSI, 2003).
Un 15% de los parques nacionales y un 46% de
las reservas biológicas todavía están ubicados
dentro de terrenos privados cuya compra está
pendiente (SINAC, 2001). La Contraloría Gene-
ral de la República señaló, en su Memoria Anual,
que la gestión de compra de tierras del MINAE y
la Fundación de Parques Nacionales es deficien-
te, pues carece de lineamientos y los expedientes
de las transacciones están incompletos (CGR,
2003). En este sentido, un factor agravante son
las incongruencias en los registros públicos de la
propiedad, que en ocasiones dificultan los trámi-
tes de cancelación de terrenos (Burgos, 2003).
Los problemas relacionados con la seguridad ju-
rídica de la propiedad se deben a que el Catastro
Nacional y el Registro Público son dos entes se-
parados, y la inscripción de un plano en la pri-
mera institución no necesariamente implica que
haya alguna mutación legal en la tenencia de la tie-
rra, a cargo de la segunda. Así, en el peor de los ca-
sos, es posible encontrar que parte de una misma
finca es compartida por varios planos catastrados
(Box, 1991). Además pueden darse errores duran-
te la verificación de ubicaciones, pues para este fin
se utilizan mapas de una escala menos precisa que
la de los mapas del Catastro. Modificaciones a la
normativa actual, ya encaminadas, y el uso de nue-
vas tecnologías para la agrimensura son avenidas
promisorias para el eficiente registro de los recur-
sos naturales (Burgos, 2003).

La protección privada sigue siendo un com-
ponente importante para la conservación del pa-
trimonio natural: actualmente, el 38,7%
(505.359,6 hectáreas) de las áreas silvestres prote-
gidas por el Estado es de propiedad privada. Esta
proporción será de 30,8% una vez que las tierras
en parques nacionales y reservas biológicas hayan
sido adquiridas. Las restantes categorías de mane-
jo del SINAC presentan porcentajes importantes
en propiedad privada, sin que exista obligatorie-
dad del Estado de comprar esas tierras: un 12% del
área de los humedales, monumentos nacionales y



organizaciones no gubernamentales, institucio-
nes gubernamentales clave, la empresa privada y
los gobiernos locales (municipalidades) (SINAC,
2003). En el año también se elaboró el “Protoco-
lo de accesibilidad a áreas protegidas para perso-
nas con discapacidad”9.

La nueva administración del SINAC ha veni-
do trabajando en la definición de políticas y de
un marco legal ajustado que permitan una parti-
cipación ciudadana más informada y efectiva en
la administración de las ASP. Como parte de ese
esfuerzo, en el 2002 se conformaron los once
consejos regionales ambientales de las áreas de
conservación. Además, se avanzó en la reglamen-
tación de las concesiones de servicios no esencia-
les en las ASP y en la constitución de un fideico-
miso para las mismas. Sin embargo, la gestión
local del patrimonio natural por las municipali-
dades se lleva a cabo en pocas zonas; un ejemplo
es el Área de Conservación La Amistad-Caribe,
que impulsa la participación ciudadana en este
proceso (recuadro 4.2). 

Pocos recursos para inversión 
afectan la gestión de las áreas protegidas

La baja asignación de recursos al SINAC en
relación con los beneficios que generan las ASP
para el desarrollo del país, sigue impidiendo una
mejor gestión de esta entidad. En el 2002, el pre-
supuesto ejecutado por el SINAC fue de
5.166,03 millones de colones, de los cuales:
3.624,2 millones se destinaron a gastos de perso-
nal (70%) y 780,9 millones a gastos operativos
(15%), que incluyen combustible, viáticos, pagos a
fincas, mantenimiento de oficinas y vehículos y ca-
pacitación (SINAC, 2003). Esta distribución evi-
dencia el poco margen de maniobra que tiene la
institución para atender aspectos de inversión. 

De acuerdo con la Contraloría General de la
República, los recursos de inversión del SINAC
vienen disminuyendo desde 1996 y algunas ASP
se encuentran en mal estado por falta de mante-
nimiento. Asimismo, una evaluación realizada
por el ente contralor acerca del sistema de recau-
dación, asignación y control de los recursos que
administra el SINAC para los años 1999 y 2000
(CGR, 2002a), encontró dispersa la información
financiera presupuestaria que se maneja, y una
débil coordinación entre las diferentes unidades
administrativas involucradas en este proceso,
tanto del MINAE como del SINAC. Las estima-
ciones de ingresos de las “cuentas especiales” son
simplistas y las tarifas de entrada a las ASP ina-
decuadas. Una importante debilidad en la

reservas naturales absolutas, el 59% de los refu-
gios nacionales de vida silvestre, el 74% de las re-
servas forestales y el 76% de las zonas protectoras.

El aporte privado a la conservación del patri-
monio natural incluye además las 54.480 hectá-
reas (1,1% del territorio nacional) que abarcan
las 77 reservas de la Red Costarricense de Reser-
vas Naturales Privadas. El 85% de esta área tiene
cobertura natural densa, y 33 de estas reservas
forman parte de algún corredor biológico o área
protegida por el Estado. Un 13,4% del Área de
Conservación Arenal está conformado por reser-
vas privadas que se dedican a la recuperación y
conservación de la biodiversidad, educación e
investigación, ecoturismo, así como a manejo y
rescate de fauna silvestre (Madriz, 2002).

Reorganización y nuevas prioridades para el SINAC

El inicio de labores del nuevo gobierno, en el
2002, generó muchas expectativas en el SINAC.
El nuevo Ministro de Ambiente y Energía esta-
bleció siete prioridades para su gestión, entre las
cuales al menos dos corresponden directamente
a la “agenda verde” institucional: fortalecer la
gestión técnica y administrativa de las ASP y de-
finir una estrategia para controlar la tala ilegal. El
segundo objetivo se cumplió durante el mismo
año (tal como se expone más adelante). Asimis-
mo, el SINAC dio inicio a un proceso de ajuste
organizacional y definió un nuevo organigrama,
dentro del cual ahora existen tres áreas de geren-
cia: Áreas Silvestres Protegidas, Manejo y Uso
Sostenible de Recursos Naturales, y Desarrollo
Institucional. Al concluir el año terminó también
el período del Plan Estratégico del SINAC 2000-
2002, cuya evaluación de cumplimiento de me-
tas y lecciones aprendidas está pendiente. 

En el 2002 se formuló una “Agenda para las
Áreas Silvestres Protegidas”8, que compila las
principales acciones para fortalecer este sistema
durante los próximos diez años, a partir de cua-
tro insumos básicos: la Agenda del Foro Ambien-
tal Nacional 2001-2002 para las ASP, la propues-
ta “Consolidación del Sistema de Áreas
Protegidas Públicas de Costa Rica”, las políticas
para las ASP del SINAC y la Estrategia Nacional
de Uso y Conservación de la Biodiversidad, en su
capítulo de conservación in situ. Las acciones se
agrupan en cinco ámbitos de gestión: social, ad-
ministrativo, de los recursos naturales y cultura-
les, político-legal y económico-financiero. Para
su ejecución se ha propuesto un esquema coope-
rativo que propicie la participación de otros acto-
res de la sociedad, entre ellos las universidades,
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RECUADRO 4.2

El Área de Conservación Amistad-Caribe fue creada
en 1994 y comprende una extensión de 620.731
hectáreas (sin extensión marina). Se ubica en la Región
Huetar Atlántica, en territorios de los cantones de Si-
quirres, Matina, Limón y Talamanca. Sus 15 áreas sil-
vestres de diversas categorías incluyen áreas de recar-
ga acuífera, territorios indígenas y el Parque
Internacional La Amistad, que abarca la mayor parte de
la zona fronteriza entre Costa Rica y Panamá. Su rique-
za y diversidad biológica originó la creación de la Re-
serva de la Biosfera La Amistad y, posteriormente, su
denominación como Patrimonio Mundial de la Humani-
dad. Esta Area trabaja con la visión de que la biodiver-
sidad se conserva, maneja y utiliza en forma sostenible,
propiciando la descentralización de competencias hacia
las organizaciones de la sociedad civil y garantizando el
acceso y uso equitativo de los recursos naturales por la po-
blación local. Sobre esta base ha consolidado múltiples es-
tructuras de participación ciudadana como nuevos mode-
los de gestión ambiental.Algunas en plena operación son:

■ Consejo Regional Ambiental: analiza, discute y se
pronuncia sobre la conveniencia y la viabilidad de
las actividades, programas y proyectos que en mate-
ria ambiental promueva el MINAE o cualquier otro
ente del Estado.

■ Comités locales forestales: conocen los expedientes
de solicitudes de permisos de aprovechamiento fo-
restal antes de su aprobación, con el fin de emitir un
pronunciamiento vinculante para las oficinas subre-
gionales del MINAE.

■ Comité Asesor del Refugio de Vida Silvestre Gando-
ca-Manzanillo: facilita y cogestiona con el MINAE la
ejecución del plan de manejo; también puede modi-
ficar ese instrumento para garantizar el desarrollo
sostenible del área protegida.

■ Comité de Manejo Parque Nacional Cahuita: toma
las medidas de administración necesarias para la
buena marcha del Parque y vela por el cumplimien-
to de las disposiciones de uso público contenidas en
el reglamento respectivo.

■ Comisión de Cuencas Río Estrella, Banano y Banani-
to: se pronuncia sobre la conveniencia o no de la

realización de diferentes actividades productivas en
las cuencas media y alta de los mencionados ríos.

■ Comité de Fideicomiso Área de Conservación Amis-
tad-Caribe: aprueba el plan de inversión y los presu-
puestos del fideicomiso.

■ Comité Zonal de Gandoca y Manzanillo: analiza y
recomienda al MINAE sobre el otorgamiento de per-
misos de uso en el Refugio.

Entre las principales oportunidades de esta Área des-
taca el proceso de descentralización en la gestión de
los recursos naturales, que se encuentra en una fase de
transición aunque, en términos generales y en forma re-
ciente, el avance hacia el traslado de funciones y atri-
buciones a la sociedad civil es significativo. Esto ha si-
do posible tanto por la presión de organizaciones de
base y de la sociedad civil, como por la voluntad en el
plano regional. Sin embargo, no se puede hablar de un
proceso consolidado e irreversible; el Área enfrenta una
serie de amenazas, entre las que sobresalen el avance
de la frontera agrícola, la deforestación, la exploración
petrolera, el escurrimiento de plaguicidas al Mar Caribe,
la existencia de fuentes terrestres de contaminación ma-
rina, la cacería y la venta de huevos y carne de tortuga.

Hay elementos que indican que la gestión actual es
más eficiente y efectiva que la anterior. En su conjunto,
la administración de las áreas protegidas se realiza con
un menor costo, lo cual es evidente a la luz de la reduc-
ción de personal que se ha presentado. Así, la incorpo-
ración de la sociedad civil, de sus líderes y organizacio-
nes, supone un aporte de trabajo a bajo costo, que
suple las limitaciones de planilla del Estado. El Área de
Conservación Amistad-Caribe contribuye al cambio de
actitud y a la meta del desarrollo sostenible, con la con-
vicción de que para este fin se requiere un sistema po-
lítico que asegure la participación efectiva de las y los
ciudadanos en la toma de decisiones. La mejor manera
de lograr esto es descentralizar el manejo de los recursos
de los que dependen las comunidades locales y dar a és-
tas la posibilidad efectiva de expresarse sobre su uso.

Fuente: Edwin Cyrus, Director del Área de Conserva-
ción Amistad-Caribe.

Área de Conservación Amistad-Caribe: fortalecimiento de la
participación local en la administración de las áreas silvestres

protegidas y sus beneficios



para las inversiones y costos de operación que
supone la gestión estatal del patrimonio natural,
a la luz del papel que éste desempeña en el desa-
rrollo humano del país. El Área de Conservación
Tortuguero (ACTo) ilustra el paradigma funda-
mental de las áreas silvestres protegidas: aun
cuando generen ingresos, no pueden reinvertir-
los porque estos pasan a la “caja única” del Esta-
do, la cual no reintegra la totalidad de los recur-
sos recaudados. Un estudio del 2002 reveló que
en ese año 41.762 turistas visitaron el Parque
Nacional Tortuguero y pagaron 80 millones de
colones por concepto de entradas; además invir-
tieron 10 millones de dólares durante su estadía
en y alrededor del Parque y la Reserva Nacional
Barra del Colorado, con lo que beneficiaron a la
población de la zona. Aunque el número de visi-
tantes puede aumentar, esto no significa que
también lo hagan los recursos de reinversión del
Área, debido al citado mecanismo de “caja única”
(Troëng, 2002). Esta situación obliga a las áreas
a promover una serie de alianzas estratégicas pa-
ra fortalecer su gestión (recuadro 4.3)

Generación y socialización del 
conocimiento sobre la biodiversidad y el ambiente

Una base sólida de conocimiento sobre las di-
ferentes especies, sus genes, interrelaciones y
amenazas, es una condición imprescindible para
un uso sostenible de la biodiversidad nacional
que pueda contribuir al desarrollo socioeconó-
mico del país. Durante el 2002, el Instituto Na-
cional de Biodiversidad (INBio) y otras institu-
ciones de investigación lograron describir 801
especies nuevas para la ciencia, 764 de ellas en-
démicas para Costa Rica. Esto representa una
multiplicación de más de ocho veces en compa-
ración con el 2001, en el que se describieron 88
especies nuevas y 74 endémicas (INBio, 2002).

En el mismo año, el INBio fortaleció el pro-
cesamiento de información para la conservación
(INBio, 2002). Se inició el “Programa conjunto
INBio-SINAC: actualización de información so-
bre vertebrados en el país”, cuyo objetivo es ana-
lizar el estado del conocimiento y conservación
de las aves en el territorio nacional. También se
puso en marcha el proyecto “Perspectivas de la
biodiversidad en Mesoamérica 2002: hacia un
monitoreo por ecosistemas de la biodiversidad
en Mesoamérica” (CBM-CCAD-PNUMA-UCR,
2002), mediante el cual se busca realizar un aná-
lisis bio-regional que trascienda la sumatoria de
análisis por países, aplicando por primera vez el
enfoque de ecosistemas. El objetivo específico

gestión de los ingresos del SINAC es que no per-
mite calcular el costo de operación de cada zona
protegida y de los servicios prestados.

Según la misma institución, en el 2002 el pre-
supuesto del MINAE decreció en comparación con
el año anterior en un 3,9% (12.490,4 millones de
colones) (CGR, 2003). El Ministerio no es eficien-
te en la recaudación de tasas e impuestos estable-
cidos en la normativa vigente, con lo cual ha dado
lugar a la disminución sostenida en sus ingresos. A
esta situación se suma que el Gobierno Central no
transfiere al MINAE la totalidad de los recursos
provenientes de la recaudación y depositados en la
“caja única” del Estado (CGR, 2003). 

Los recursos humanos y la infraestructura del
SINAC son insuficientes para cumplir con la
atención a visitantes y las labores de vigilancia.
Otro informe de la Contraloría reveló que, en
seis áreas de conservación visitadas, el personal
era insuficiente para atender, cuidar y vigilar ra-
zonablemente esos centros, así como para sumi-
nistrar la información y la orientación que re-
quieren los turistas, como consecuencia de la
falta de programas integrales de capacitación
(CGR, 2002b). El informe también llama la aten-
ción sobre la distribución del recurso humano en
el SINAC: muchos funcionarios se encuentran
laborando en otras dependencias del MINAE y
existen diferencias entre los registros de personal
que tiene este Ministerio y los que manejan las
Areas, lo cual impide calcular costos de mano de
obra confiables, por programas o procesos. Asi-
mismo, el SINAC no cuenta con los recursos ma-
teriales y financieros suficientes para apoyar a
sus empleados en el desempeño de sus labores.
De ahí que una buena parte de las instalaciones,
oficinas, infraestructura y equipo de transporte
terrestre y marítimo del Sistema se encuentre en
mal estado y sea insuficiente para cumplir con
las funciones básicas. 

Pese a lo anterior, un examen de la legislación
sobre la administración de fondos reveló que el
SINAC puede generar ingresos a través de meca-
nismos como servicios ambientales y cobro de
servicios, entre otros (IPS, 2002) y depositarlos
en fondos de inversión, fideicomisos, depósitos a
plazo, etc. Un objetivo importante para el SINAC
es la garantía de poder disponer de los recursos
que recauda, tanto a nivel de áreas de conserva-
ción como de oficinas centrales. En este sentido,
el SINAC propone la creación de fideicomisos
por áreas de conservación, facultad que le brin-
da la Ley 7788 de Biodiversidad, para las princi-
pales recaudaciones que éstas hacen, aunque es
improbable que esos ingresos sean suficientes
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del estudio es establecer una valoración de la ri-
queza biológica, el estado de conservación y las
presiones socioeconómicas o naturales que se
ejercen sobre los principales ecosistemas existen-
tes. En materia de información, capacitación y
consulta destaca también en el 2002 la consulta a
organizaciones indígenas y campesinas sobre de-
rechos intelectuales comunitarios (recuadro 4.4).

La capacitación de profesionales que puedan
contribuir a la solución de la problemática am-
biental y actuar como multiplicadores que nu-
tran la masa crítica nacional es un insumo adi-
cional para consolidar a largo plazo la gestión
adecuada del patrimonio natural. El número de
egresados de carreras ambientales de las univer-
sidades públicas y privadas aumentó en un

C A P I T U L O  4 /  A R M O N I A C O N L A N A T U R A L E Z A E S T A D O D E L A N A C I O N 231

RECUADRO 4.3

El Área de Conservación Tortuguero (ACTo) compren-
de aproximadamente 353.000 hectáreas en los canto-
nes de Pococí y Guácimo, de la provincia de Limón, y el
cantón de Sarapiquí en la provincia de Heredia. Cuenta
con siete áreas silvestres protegidas. El Parque Nacional
Tortuguero es conocido por su extensa red hídrica de
canales, caños, lagunas y ríos, y por ser el último reduc-
to de bosque tropical muy húmedo en esta parte del
Caribe. Cerca del 98% del territorio del Parque ya es
propiedad del Estado. El Refugio Nacional de Vida Sil-
vestre Barra del Colorado, además de ser el más gran-
de del país bajo esta categoría, alberga varias especies
de peces de importancia para la pesca deportiva, que
sostiene una fuerte actividad turística. La Zona Protec-
tora de los Acuíferos de Pococí y Guácimo abastece de
agua potable los cantones respectivos. En la Zona Pro-
tectora Tortuguero, contigua al Parque Nacional, se de-
sarrollan actividades agropastoriles y de aprovechamiento
de recursos forestales. Las áreas restantes son el Refugio
Nacional de Vida Silvestre Corredor Fronterizo Costa Rica-
Nicaragua, el Humedal Nacional Cariari, que comunica por
agua la barra del Parismina con el puerto de Moín, y el Re-
fugio Nacional de Vida Silvestre Doctor Archie Carr.

El cantón de Pococí es uno de los más productivos del
país y en Guácimo se encuentran los suelos más fértiles
del territorio nacional. Estos dos elementos han complica-
do de una u otra forma la gestión administradora del AC-
To, ya que ha sido complejo conciliar la actividad produc-
tiva con la conservación de la naturaleza, particularmente
de los ecosistemas boscosos. Es por ello que la visión y la
misión institucional de esta Area giran en torno a la par-
ticipación ciudadana en la administración de los recursos
naturales, a fin de democratizar las decisiones ambienta-
les en la región. Con este propósito recientemente se creó
el Consejo Regional de Área de Conservación, bajo el
marco de la Ley 7788, de Biodiversidad.

En el ACTo se han concentrado recursos económicos
y esfuerzo humano en el establecimiento de alianzas
estratégicas que coadyuven al logro de las metas

propuestas, como alternativa que reconoce las limita-
ciones institucionales para el trabajo directo con las co-
munidades. Entre las principales iniciativas destaca el
proyecto de cooperación de la Unión Europea y el MI-
NAE denominado ”Proyecto de Conservación de Bos-
que y Desarrollo Sostenible en la Zona de Amortigua-
miento del Caribe Norte (COBODES)”, que opera a
partir de dos ejes: el fortalecimiento institucional y el
apoyo a proyectos integrales productivos que sean ami-
gables con el ambiente. También existe un convenio de
cooperación con la empresa Florida Ice and Farm, que
genera ingresos porcentuales por venta de agua y re-
frescos, y por reciclado de envases para agua; estos re-
cursos se invierten en la consolidación del Parque Na-
cional Tortuguero, especialmente el trabajo operativo
para la protección del desove de las tortugas marinas
que llegan a playa Tortuguero, dentro del Parque. Otra
iniciativa es el proyecto de cooperación Ecomercados,
que se concentra principalmente en el reconocimiento
de los servicios ambientales que prestan los pobladores
y pobladoras de la región. A su vez, el Corredor Biológi-
co Tortuguero, dentro del marco del Corredor Biológico
Mesoamericano, se encuentra en la etapa de creación
de conciencia sobre la importancia de la interconexión
de áreas naturales para la viabilidad biológica. Final-
mente, “Proyecto binacional Costa Rica-Nicaragua para
el desarrollo sostenible de los recursos marino costeros
de la cuenca del río San Juan” está abocado a buscar y
establecer acciones conjuntas entre ambos países para
el manejo de recursos naturales compartidos.

Para el Área de Conservación Tortuguero, el mayor
reto en gestión ambiental consiste en amalgamar la ra-
zón de ser de la institución (conservación, manejo y de-
sarrollo sustentable de la biodiversidad) con los intere-
ses y necesidades de las y los habitantes de la región.

Fuente: Carlos Calvo, Subdirector, Area de Conservación
Tortuguero.

Area de Conservación Tortuguero: alianzas estratégicas y
representación de intereses comunitarios



se graduó en universidades estatales y un 13,6%
en universidades privadas (cuadro 4.3)

18,6%, al pasar de 434 en el 2000 a 558 en el
2002, principalmente en las carreras biológicas,
derecho y gestión ambiental. El 86,4% de ellos
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RECUADRO 4.4

La gestión ambiental requiere la participación activa,
articulada y equitativa de los distintos sectores de la
sociedad civil. En este sentido merecen atención espe-
cial las garantías de respeto a la contribución de los
pueblos indígenas, según sus formas propias de orga-
nización, su identidad cultural y la asociación indisolu-
ble que tienen a sus territorios, y la distribución equi-
tativa de los beneficios derivados del uso de los
elementos de la biodiversidad.
La Ley de Biodiversidad, nº 7788, aprobada en 1998,
está estrechamente relacionada con los territorios in-
dígenas y las unidades de producción campesina, en
función de los recursos naturales de dichas áreas y su
rica biodiversidad. En la Ley, estos recursos son consi-
derados de importancia estratégica para el país, dado
que poseen un significativo valor comercial, tradicio-
nal y cultural. Con base en los artículos 83 y 84 de es-
te cuerpo normativo, la Mesa Nacional Indígena y la
Mesa Nacional Campesina iniciaron un proceso

participativo, pionero en la región y en Latinoamérica,
facilitado por el INBio, que incluye información, capa-
citación y consulta con las comunidades indígenas y
campesinas, para producir las ideas y los principios so-
bre la naturaleza, alcances y requisitos de los dere-
chos intelectuales comunitarios. En el año 2002, las
comunidades consultadas manifestaron, primero, que
el asunto reviste tal importancia que quisieran un pro-
ceso de más largo plazo para poder desarrollar los te-
mas de forma más amplia, y, segundo, que tienen in-
terés en conocer a fondo los avances de la discusión
en otras comunidades, a través de los resultados de
los diversos talleres regionales. Se cuenta con un pri-
mer borrador de propuesta para normar los alcances
de los derechos comunitarios sui generis en los terri-
torios indígenas y comunidades campesinas10.

Fuente: Ayales y Solís, 2003.

Consulta a organizaciones indígenas y campesinas

CUADRO 4.3

Egresados de carreras universitarias ambientales, CONARE y
CONESUP. 2000-2002

Carrera CONAREa/ CONESUPb/ TOTAL
2000 2001 2002 2000 2001 2002 2000 2001 2002

Ciencias biológicas 109 183 186 19 3 24 128 186 210
Geología 7 13 26 - - - 7 13 26
Geografía 37 32 41 - - - 37 32 41
Ingeniería forestal 66 57 48 - - - 66 57 48
Manejo recursos naturales 34 13 40 - - - 34 13 40
Meteorología 7 - - - - - 7 - -
Enseñanza Ciencias Naturales 71 46 70 16 14 15 86 60 85
Turismo ecológico 11 11 14 16 1 2 27 12 16
Derecho/ legislación amb. - 12 11 18 9 18 18 21 29
Educación ambiental 2 - - - - - 2 - -
Gestión ambiental 21 4 46 - 15 3 21 19 49
Admin. de Áreas Protegidas - - - - - 14 - - 14
Total 365 371 482 69 42 76 434 413 558

a/ Universidad de Costa Rica (UCR), Universidad Estatal a Distancia (UNED), Universidad Nacional (UNA) e Instituto Tecnológico (ITCR).

b/ Universidad Latinoamericana Ciencia y Tecnología (ULACIT), Universidad Latina, Universidad Central Costarricense, Universidad Hispanoamericana,

Universidad para la Cooperación Internacional (UCI), Universidad Americana, Universidad Adventista de Centroamérica, Universidad de San José.

Fuente: CONARE, CONESUP, 2003.



Valores ambientales 
en Costa Rica: avances en su conocimiento

Varios estudios realizados a nivel nacional y local
en el 2002 permitieron avanzar en el conocimiento
de los valores ambientales de la sociedad costarricen-
se (Charpentier et al, 2002; Madrigal, 2002; Schelhas
y Charpentier, 2001; UNIMER, 2002). Entre los prin-
cipales hallazgos destacan los siguientes:

■ Los problemas relativos al ambiente no son los
más importantes para los costarricenses: a es-
cala nacional el deterioro ambiental ocupa el
quinto lugar, después del desempleo, la vio-
lencia, la pobreza y el costo de la vida (UNI-
MER, 2002). En un estudio realizado en la
GAM, los problemas ambientales ocupan el
tercer lugar, después del desempleo y la droga-
dicción (Carrillo et al, 2002). 

■ En personas mayores de 15 años es necesario
continuar su educación ambiental en secunda-
ria y en programas de educación ambiental no
formal (Charpentier et al, 2002; Madrigal,
2002; Schelhas y Charpentier, 2001; UNIMER,
2002).

■ Factores económicos que afectan la capacidad
de subsistencia rebasan las intenciones por
mejorar el ambiente de las personas (Rodrí-
guez, M., 2001; Rodríguez y Garita, s.f.).

■ En distintas encuestas, los entrevistados ubi-
can en primer lugar la participación ciudadana
como mecanismo para liderar los cambios a fa-
vor de la conservación, antes que el gobierno y
las empresas (Charpentier et al, 2002; Madri-
gal, 2002; Schelhas y Charpentier, 2001; UNI-
MER, 2002, Rodríguez, 2001).

Los resultados de una encuesta nacional so-
bre valores ambientales realizada en agosto del
2002, que incluyó a 1.403 costarricenses de 16 a
65 años (UNIMER, 2002), permiten profundizar
en algunos de estos temas y entender cómo se
construyen y manifiestan los valores de los cos-
tarricenses en torno al tema ambiental: 

■ Grado de conocimiento de los problemas del am-
biente: aunque muchos saben que existen pro-
blemas ambientales a nivel global, la mayoría
(54%) tiene un conocimiento medio sobre su
importancia, sus causas y las consecuencias
que pueden generar en aspectos más específi-
cos y con impactos locales. 

■ Grado de preocupación: 6 de cada 10 costarri-
censes están preocupados en alguna medida
acerca de los problemas relacionados con el
deterioro del ambiente y sus riesgos. 7 de cada
10 sienten algún grado de responsabilidad por
este deterioro. Sin embargo, y a pesar de sufrir
los efectos de la contaminación en el lugar
donde vive, la mayoría juzga positivamente su
lugar de residencia, aunque más de la mitad
considera que la calidad del ambiente en Cos-
ta Rica está empeorando.

■ Grado de acción: el 60% de la población “a ve-
ces” hace algo para favorecer la conservación,
pocos hacen algo “siempre” o “casi siempre”.
En lo referente a las decisiones de consumo o
a las que puedan generar un impacto en el co-
mercio o en la producción, menos de la mitad
de las personas tiene prácticas que favorecen el
ambiente de manera frecuente. Las acciones
emprendidas son las que requieren menos es-
fuerzo, como apagar las luces cuando no se
usan, cerrar el tubo mientras se lava los dien-
tes y reutilizar bolsas plásticas, entre otras.

■ Grado de disponibilidad a cambiar o contribuir:
tres cuartas partes de la población muestra al-
gún grado de disponibilidad para cambiar es-
tilos de vida y consumo con el fin de conservar
el ambiente. 

La población costarricense fue segmentada
en seis grupos con base en sus valores ambienta-
les. Dos de estos grupos están integrados por
personas que adoptan frecuentemente prácticas
que favorecen la conservación o la reducción del
deterioro y que tienen mayor preocupación y co-
nocimiento sobre el tema; en conjunto confor-
man el 36% de la población. Sin embargo, uno
de estos grupos, integrado por personas “con va-
lores utilitarios” (14%), tiene comportamientos
pro-ambiente debido a que esto le permite aho-
rrar dinero (sus integrantes son de nivel socioe-
conómico y educativo más bajo), mientras que el
otro grupo, el de los denominados “conservacio-
nistas” (22%), lo hace expresamente por su con-
ciencia ambiental; estos últimos son de nivel so-
cioeconómico y educativo más alto, con mayor
presencia en la GAM.

Otros dos segmentos, cuyos integrantes su-
man el 48% de la población, son más indefinidos
en todas las dimensiones de análisis: a veces ha-
cen “algo”, tienen “algo” de conocimiento y están
“algo” preocupados, pero uno de ellos, los “bien
intencionados” (23%), aunque tiende a pensar
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se dio básicamente entre los visitantes de Estados
Unidos, Canadá y América del Sur, en tanto que
las llegadas de turistas europeos, principalmente
de España, Francia y Holanda, así como los de
Asia, aumentaron en el mismo plazo; la cantidad
de turistas de Centroamérica y el Caribe práctica-
mente no varió. En cuanto a las ASP, en el año
2002 las visitas de extranjeros se incrementaron en
un 27,6% (90.620 personas) con respecto al año
anterior. El 58,9% de esos visitantes se concentró
en los parques nacionales Volcán Poás, Manuel An-
tonio y Volcán Irazú (SINAC-MINAE, 2003). 

Pese a esta buena noticia, el análisis sobre las
visitas de extranjeros en los últimos diez años in-
dica que desde 1995 el país tiene dificultades pa-
ra atraer este tipo de turistas a las áreas protegidas,
ya que, a partir de ese momento, sistemáticamen-
te es mayor la cantidad de visitantes nacionales. Es
paradójico que mientras la llegada de turistas in-
ternacionales muestra un crecimiento sostenido
en la última década, no ocurre lo mismo con la vi-
sitación de extranjeros a las ASP (cuadro 4.4). 

Lograr una mayor atracción de turistas ex-
tranjeros es un desafío importante para los ingre-
sos del SINAC, lo cual pasa, sin embargo, por
una mejora en los servicios que estas áreas ofre-
cen a los visitantes. De acuerdo con el ya men-
cionado estudio de la Contraloría General de la
República sobre el control y uso de los recursos
del SINAC, en algunos parques, como el Volcán
Poás y el Manuel Antonio, no existe una relación
congruente entre los recursos humanos y finan-
cieros asignados a esos centros de trabajo, la de-
manda generada por las visitas de turistas y los
ingresos recaudados por este concepto. Los in-
gresos asignados no son suficientes para atender
el normal funcionamiento de los parques (pintu-
ra de edificios, acondicionamiento de senderos,
rotulación, servicios para discapacitados, rampas
y gradas, entre otros) y menos aún para desarro-
llar nuevos proyectos o incluir mejoras que ha-
gan más variada y atractiva la estadía de los visi-
tantes (CGR, 2002). Para avanzar en este sentido
es necesaria una mayor coordinación entre el MI-
NAE, las empresas turísticas y el ICT. 

En el año en estudio, el ICT publicó el “Plan
general de desarrollo turístico sostenible 2002-
2012”, que incluye entre sus acciones estratégi-
cas el ordenamiento del espacio turístico en fun-
ción de las políticas, planes y programas del
sistema de áreas protegidas del país. Además se
propone impulsar y fortalecer el programa Ban-
dera Azul Ecológica (ICT, 2002b); el objetivo
principal de este programa, creado por el Labo-
ratorio Nacional de Aguas, es organizar a las

que no es responsable del deterioro ambiental,
está dispuesto a hacer cambios. El otro grupo
corrresponde a los “indefinidos” (25%), porque
su posición es intermedia en prácticamente todas
las dimensiones.

El quinto grupo, que representa el 8% de la
población, es muy pasivo, está muy desinforma-
do y le preocupa poco el tema, a pesar de estar
compuesto por un porcentaje proporcionalmen-
te mayor de personas con nivel educativo supe-
rior. Se denominaron los “sin valores ambienta-
les”, y son relativamente más jóvenes, de nivel
socioeconómico más alto y en su mayoría resi-
dentes de zonas urbanas. Por último, el sexto
grupo, que representa el 7% de la población, tie-
ne muy poco conocimiento, no le preocupa el te-
ma, pero tiene algunos comportamientos que fa-
vorecen el ambiente porque esto le permite
ahorrar dinero. En su mayor proporción son per-
sonas de zonas rurales, de mayor edad y de nivel
socioeconómico más bajo (Lentini, 2003).

Garantías ambientales:
una propuesta pionera de reforma constitucional

La idea de incluir un capítulo sobre garantías
ambientales en la Constitución Política fue uno
de los temas que más trascendieron a la opinión
pública en el 2002. La propuesta fue analizada
por expertos en derecho y política ambiental, así
como por diferentes actores del movimento eco-
logista. Se trata de una iniciativa pionera, inno-
vadora y que estimula la reflexión sobre el valor
del ambiente para la sociedad costarricense. Con
el interés de profundizar en este tema, el informe
presenta un “miniforo”, al final de este capítulo
resume dos posiciones en torno a esta propuesta 

Usos de la biodiversidad y 
su contribución al desarrollo.

El apoyo directo de la biodiversidad a la pro-
ducción nacional proviene principalmente del tu-
rismo y su asociación con el valor recreativo del
patrimonio natural, seguido por la exportación de
productos agrícolas nativos y de flora silvestre re-
producida en viveros, el uso de recursos marinos,
la bioprospección y los servicios ambientales.

Poco éxito en la atracción de 
más turistas a las áreas protegidas

En el año 2002 el ICT reportó la llegada de
1.113.359 turistas extranjeros al país, un 1,6%
menos que el año anterior. Esta disminución leve
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Usos y abusos de la flora y la fauna silvestres

En el tema del manejo apropiado de la vida
silvestre no hubo avances significativos en el
2002; el único cambio fue de carácter normati-
vo: se oficializó la “Estrategia nacional de mane-
jo y conservación de la vida silvestre”. Instru-
mentos clave para avanzar en este campo, como
la base de datos para licencias de caza y pesca,
investigaciones, permisos de importación y ex-
portación, regentes, registros de flora y fauna,
zoológicos, viveros y tenencia de fauna, todavía
no están en funcionamiento. Es de esperar que
esta base de datos permita una planificación más
sólida del manejo de fauna silvestre in situ y ex si-
tu en el país.

El uso ilegal de fauna silvestre se mantiene
como un serio problema. Un estudio (Chacón,
2003) identificó 54 establecimientos en el país
que venden abierta e ilegalmente productos de
tortugas marinas; algunas cremas elaboradas con
aceites de estos animales estaban incluso regis-
tradas ante el Ministerio de Salud, a pesar del im-
pedimento legal vigente. La caza ilegal también
ejerce notables presiones sobre las poblaciones
silvestres; su incidencia queda manifiesta de ma-
nera muy conservadora en las denuncias presen-
tadas por el SINAC y en el decomiso de 52 ar-
mas, 440 aves y 54 animales silvestres durante el
año 2002 (MINAE-SINAC, 2003).

La cacería legal deportiva también despierta
preocupaciones desde la perspectiva ecológica y
de aceptación social. En el 2002 se otorgaron
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CUADRO 4.4

Llegada de turistas internacionales a territorio nacional y visitas
totales a las áreas silvestres protegidas. 1993-2002

Años Turistas internacionales Visitas a las áreas silvestres protegidas
Total Extranjeros Nacionales 

1993 684.005 772.025 404.342 367.683
1994 761.448 700.434 378.286 322.148
1995 784.610 614.081 251.740 362.341
1996 781.127 658.657 268.774 389.883
1997 811.490 742.761 290.081 452.680
1998 942.853 810.098 324.148 485.950
1999 1.031.585 865.603 370.254 495.349
2000 1.088.075 786.600 332.972 453.628
2001 1.131.406 756.962 328.369 428.593
2002 1.113.359 949.714 418.989 530.725

Fuente: ICT; SINAC-MINAE. 

comunidades costeras y turísticas no costeras, pa-
ra fomentar su desarrollo en concordancia con la
protección integral de las playas y los recursos
naturales, especialmente los hídricos, para bene-
ficio de la salud, entre otros. En el 2002, 45 pla-
yas obtuvieron esta distinción, 22% más que en
el 2001. Además, cuatro comunidades turísticas
no costeras cuentan actualmente con este galar-
dón: La Fortuna de San Carlos, San Roque de
Grecia, San Marcos de Tarrazú y San Gerardo de
Rivas (ICAA, 2002)11. 

Otro programa que ha venido promoviendo
el ICT es la “Certificación de Sostenibilidad Turís-
tica” (CST), que evalúa el entorno físico-biológi-
co, la planta de servicio, el cliente externo y el en-
torno socioeconómico de las empresas turísticas.
En el 2002, el número de hoteles certificados as-
cendió a 63 (51 en el 2001), correspondientes al
5,8% de las 1.084 empresas turísticas registradas
en el ICT. La sostenibilidad ambiental de los de-
sarrollos turísticos costeros está viendo un hori-
zonte de optimismo con la promoción de la CST.
Cerca del 35% de los hoteles que han obtenido
esta certificación se encuentra en las playas; entre
las provincias con litoral, Guanacaste tiene siete
hoteles de playa certificados, Puntarenas seis y
Limón cuatro (www.turismo-sostenible.co.cr). El
63% de los empresarios del sector considera que
la CST debería ser un requisito obligatorio, ya
que a través de ella se puede lograr una mayor
competitividad (Kaune, 2002). Cabe destacar
que las naciones centroamericanas han adoptado
la CST como programa regional (ICT, 2002a). 



periencia muestra que los nematicidas naturales
pueden ser una alternativa en un país que importa
cerca de 80 toneladas de nematicidas cada año.

Pueblos indígenas y conservación 

Al igual que en otros lugares del mundo, la
relación entre los pueblos indígenas y el movi-
miento conservacionista en Costa Rica no ha es-
tado exenta de conflictos, y no es sino hasta fe-
cha reciente que se han empezado a encontrar
vías de cooperación. Esto por cuanto los pueblos
indígenas se ubican en zonas de vegetación im-
portantes, la mayor parte de las cuales coinciden
o limitan con las áreas protegidas. La superficie
total de los territorios indígenas oficiales es de
331.803,6 hectáreas, equivalentes al 6,5% del
territorio nacional. El 24,6% de los bosques lati-
foliados de tierras altas y bajas del país se en-
cuentra dentro de los territorios indígenas reco-
nocidos por el Estado. Las áreas de ocupación
indígena, que van más allá de la definición ofi-
cial, cobijan el 31,9% del total nacional de los
bosques latifoliados y el 5,2% de los humedales
y manglares (Sevilla, 2003). 

La declaración de las áreas protegidas se rea-
liza bajo el concepto jurídico vigente de que los
territorios indígenas son las llamadas “reservas
indígenas”, establecidas como tales por el Estado
costarricense, sobre todo en la segunda mitad del
siglo XX. Sin embargo, los derechos de ocupa-
ción histórica trascienden lo definido jurídica-
mente como “reservas indígenas” (Chacón,
2003), y están contemplados en el artículo 14
del Convenio 169, sobre pueblos indígenas y tri-
bales, de las Naciones Unidas, ratificado por el
Gobierno de Costa Rica en 1992, mediante la
Ley 7316. Esos derechos son relevantes en aque-
llos casos en que los límites de las “reservas indí-
genas” colindan con áreas protegidas. Por ejem-
plo, la Reserva Indígena de Talamanca limita con
el Parque Internacional La Amistad (PILA) a lo
largo de muchos kilómetros. Un líder indígena
considera que el PILA es un buen vecino, porque
les ayuda a proteger de los invasores de tierras los
cerros sagrados de la cultura bribri, que se encuen-
tran sobre esos límites (Swaby, 2003). Los cerros y
sus alrededores formaban parte del territorio tradi-
cional indígena antes de la declaración del PILA. 

Pero estos derechos pueden ser también rele-
vantes aún cuando no exista la vecindad directa
entre las comunidades indígenas y las áreas pro-
tegidas. Por ejemplo, la pesca ceremonial de la
tortuga de río (Trachemys scripta), actividad anual
colectiva celebrada por los indígenas maleku, fue

5.136 licencias para caza menor, caza mayor,
captura de aves canoras y otras, un 20,9% más
que el año anterior (SEMEC, 2002 y MINAE-SI-
NAC, 2003). Este notable aumento en el núme-
ro de permisos no responde a una evaluación
científica que haya definido la condición de las
poblaciones animales involucradas. 

En el comercio exterior costarricense, las ex-
portaciones de elementos de la biodiversidad se
encuentran en los sectores agropecuario y pesca.
Especies nativas de fauna y flora figuran entre las
siguientes categorías de productos principales de
exportación: follajes, hojas, plantas ornamentales,
yuca, flores y capullos, chayote, malanga, ñame,
pescado fresco, camarones, cangrejos y langosti-
nos. Los productos con mayor dinamismo expor-
tador en el 2002 fueron las plantas ornamentales,
chayote y flores y capullos, con aumentos de en-
tre 10,1% y 14,8% (PROCOMER, 2003). Las ex-
portaciones comerciales de especies CITES se
centran en flora reproducida en viveros. Los per-
misos de exportación para esas especies aumenta-
ron en un 61,6% (931 permisos), con respecto al
2001, casi todos con fines comerciales. En el caso
de la fauna, se otorgaron solamente ocho permisos
para exportación comercial, 97 boas constrictor, 6
boas de Madagascar y 2 Corallus annulatus.

Bioprospección y recursos genéticos

Durante el año 2002, la Comisión Nacional
de Gestión de la Biodiversidad (CONAGEBIO)
adelantó la revisión de las “Normas generales pa-
ra el acceso a los elementos y recursos genéticos
y bioquímicos de la biodiversidad”, en cumpli-
miento de la Ley de Biodiversidad. Entre tanto,
en investigaciones realizadas por la Unidad de
Bioprospección del INBio, la UCR y el ACG, se
logró el aislamiento de un compuesto natural
contra la malaria derivado del Gossypol, una to-
xina natural que protege a las plantas de los in-
sectos. El compuesto, denominado inicialmente
Desoxygossypol, ha mostrado actividad antipara-
sitaria contra Plasmodium berghei en ratones. 

Por otra parte, el INBio, en colaboración con
British Technology Group y Ecos-La Pacífica,
comprobó en cultivos de importancia económica
la actividad nematicida del compuesto DMDP,
que se obtiene del árbol Lonchocarpus, nativo del
bosque seco tropical. La hacienda La Pacífica
cuenta actualmente con el material necesario pa-
ra el escalamiento del producto. Se espera que en el
corto plazo este nematicida natural sea de interés
para la industria y se pueda poner a disposición de
los agricultores de Costa Rica y del mundo. Esta ex-
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prohibida en el Refugio de Vida Silvestre de Ca-
ño Negro desde su fundación. Culturalmente,
esa prohibición conservacionista significó la de-
saparición de una de las últimas tradiciones an-
cestrales integradoras de la cultura maleku. Los
estudios históricos, lingüísticos y antropológicos

disponibles fundamentan la consideración de
que el Refugio es parte del territorio ancestral
maleku, en uso continuo desde fecha desconocida.
La “reserva indígena Guatuso”, separada del Refu-
gio por fincas y pequeñas ciudades, está hoy con-
finada en el extremo sur del territorio histórico y

Areas, territorios indígenas y zonas de vegetación en Costa Rica

Notas

Pueblo indígena: agrupación de acuerdo con la etnia o grupo indígena.

Área indígena: área que ha estado bajo ocupación indígena, que en la actualidada abarca una extensión mayor que aquella incluida en los territorios indígenas.

Territorio indígena oficial: área que el Estado costarricense ha reconocido legalmente como indígena.

En años pasados los territorios fueron denominados “reservas indígenas”.

Área de uso cultural: área que no necesariamente es de ocupación indígena, pero en la cual estos pueblos han hecho un uso “ancestral” de los recursos allí existentes.

Ejemplos son Guatuso (Caño Negro) y los humedales del norte de la península de Osa, usados por los guaimíes.

Fuente: Elaboración de Carlos Sevilla, 2003, a partir de las siguientes fuentes: Base de datos regional de vegetación (CATIE), Mapa
de ecosistemas de Centroamérica (CCAD, Banco Mundial, 2001), mapas de territorios indígenas oficiales y mapas de áreas
indígenas. Los datos de población indígena fueron tomados del Censo Nacional 2000 y, para China Kichá, San Antonio y población
misquita, de Tenorio, 2001.

MAPA 4.1



internacional. La Asociación de Pequeños
Productores de Talamanca (APPTA) con el apoyo
de ANAI, ha logrado colocar el cacao producido en
territorios indígenas como cacao orgánico de inte-
rés social, en el mercado norteamericano (Evans,
1999). La organización Amigos de la Tierra inten-
tó, infructuosamente, desarrollar criaderos de igua-
na (Iguana iguana) con los indígenas maleku.

Una iniciativa de mayor importancia ha sido
la decisión del gobierno costarricense, de incluir
los territorios indígenas dentro del programa de
pago de servicios ambientales (PSA), administra-
do por el MINAE. A noviembre del 2000, de los
22 territorios indígenas existentes en el país, 11
(Matambú, Guatuso, Zapatón, Quitirrisí, Boruca,
Curré, Térraba, Guaymí de Osa, Abrojos-Monte-
zuma, Cocles y Telire) no habían entregado
solicitudes de incorporación al PSA por diversas
razones: no tenían bosques que calificaran, el IDA
no les había traspasado los títulos de propiedad de
las tierras o tenían problemas de comunicación.

De los otros 11 territorios, que sí entregaron
solicitudes, solamente 2 recibieron respuestas
negativas por entrega tardía o por falta de recur-
sos en el fondo. Es decir, 9 territorios indígenas
en Costa Rica (Bajo Chirripó, Nairi Awari, Tala-
manca Cabécar, Ujarrás, Talamanca Bribri, Sali-
tre, Cabagra, Coto Brus y Conte Burica) partici-
pan del PSA, con un total aproximado de 4.664
hectáreas en protección de bosques y 80 hectá-
reas en reforestación (Stallmeister y Leifert,
2000). Sin embargo, la estimación de la CONAI
de los bosques en territorios indígenas ascendía
en 1992 a 195.300 hectáreas, el 61,5% de la su-
perficie total de las reservas. Para algunos líderes
indígenas el PSA significa que finalmente el Esta-
do costarricense empieza, aunque de manera
muy lenta, a reconocer el “servicio” que los pue-
blos indígenas han dado al país desde tiempos
inmemoriales, conservando sus bosques (Swaby,
2003). Otros indígenas que tienen bosques argu-
mentan que temen perderlos si participan en el
programa (Stallmeister y Leifert, 2000). 

Una iniciativa conservacionista indígena que
merece atención es el grupo de COVIRENAS di-
rigido por líderes bruncas de Rey Curré, en el sur
de Costa Rica. Con el apoyo de ARADIKES, se ha
impulsado la formación de un COVIRENA en
cada territorio indígena, con los ngöbe, los brun-
cas, los teribes, los bribris y los cabécares. Se
proyecta realizar un congreso nacional de los
COVIRENAS indígenas para integrar coordina-
damente los del sur con los del Caribe, abarcan-
do así la gran mayoría de los territorios indígenas
del país (Lazaro, 2003).

ocupada por no indígenas en un 80% (Guevara
y Chacón, 1992). Criterios científicos señalan
que la especie de tortuga mencionada no estaba
amenazada por la ceremonia cultural maleku
(Cabrera, 2002).

El proyecto Namäsol, en Talamanca, intentó
el manejo sostenible de la madera de los sistemas
agroforestales tradicionales indígenas y el apro-
vechamiento de aquella que era arrastrada por
los ríos en las inundaciones. La madera sería uti-
lizada para la producción de muebles en un ta-
ller de ebanistería establecido por el proyecto
dentro de la Reserva; el mercado de los muebles
sería no sólo la Reserva, sino también la región.
Al respecto, la Procuraduría General de la Repú-
blica dictaminó que, “a fin de preservar la cultu-
ra de los indígenas y el entorno natural indispen-
sable para su sobrevivencia y desarrollo (...) los
indígenas no están facultados legalmente para
extraer y comercializar la madera localizada en
sus reservas” (Bulgarelli, 1999). Esta decisión ju-
rídica plantea otro aspecto esencial en el debate:
¿qué es el desarrollo para los pueblos indígenas?,
¿deben las leyes del Estado limitar esas posibili-
daes de desarrollo y considerar la cultura indíge-
na estática y aislada en el tiempo?, ¿dejan de ser
indígenas aquellos que logran integrarse a la eco-
nomía de mercado? (Vargas, 2003)12.

Vías de cooperación entre 
indígenas y conservacionistas 

Algunas iniciativas recientes en el movimien-
to conservacionista plantean posibles formas de
cooperación con los pueblos indígenas. El pro-
yecto denominado “Educación participativa so-
bre la gente y la naturaleza en Osa, Costa Rica”
trabajó directamente con el pueblo ngöbe, en el
sur del país. El intercambio realizado en los tres
años del proyecto evolucionó del método inicial
de aplicación de una encuesta definida sin parti-
cipación indígena, a la integración de jóvenes
ngöbe en una capacitación dirigida a recopilar y
publicar las historias de la tradición oral de su
pueblo. Ese objetivo fue escogido por ellos mis-
mos como parte de la educación ambiental indí-
gena que quieren impulsar en sus territorios (Al-
richter et al, 1999; UICN-ORMA et al, 2002). 

Otras organizaciones no gubernamentales
impulsan proyectos de manejo sostenible de re-
cursos naturales con los pueblos indígenas,
principalmente en la región de Talamanca. La
Fundación Güilombé brindó asistencia a los in-
dígenas cabécares y bribris en la comercializa-
ción exitosa de banano orgánico en el mercado
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Los movimientos conservacionista e indígena,
aunque este último en menor grado, se han veni-
do fortaleciendo desde la década de los noventa y
hay señales de que ambos pueden avanzar hacia
metas comunes de conservación, en especial cuan-
do se respetan los derechos indígenas y se utilizan
los mecanismos legales para hacerlos valer. Dos he-
chos ocurridos en el 2002 mostraron que la alian-
za entre sectores conservacionistas e indígenas pre-
senta logros y desafíos: la prohibición de la Sala
Constitucional a las exploraciones petroleras en la
zona del Caribe, como culminación del movimien-
to ADELA (nombre de una líder indígena tala-
manqueña que luchó contra intentos similares
en el pasado) y el apoyo de la Federación Costa-
rricense para la Conservación del Ambiente (FE-
CON) a la lucha del pueblo brunca de Rey Curré
contra el proyecto hidroeléctrico Boruca. En am-
bos casos, el Convenio 169 ha sido un recurso
esencial de las luchas indígenas por la defensa y
protección de sus territorios, sus recursos natu-
rales y su cultura (Vargas, E., 2003).

Gestión del cambio

Los bosques que 
se protegen y los que se utilizan

Continua controversia sobre 
la magnitud y las implicaciones de la 
deforestación y recuperación de la cobertura forestal

Diversos estudios señalan que, después de
significativos logros en la recuperación de las
áreas boscosas, en los últimos años la cobertura
forestal de Costa Rica ha llegado a una situación
de equilibrio en la que el aumento en cobertura
y la deforestación básicamente se compensan
(Jones, 2003). Sin embargo, este hallazgo sigue
generando discusiones en el sector ambiental y
no goza de aceptación generalizada, ya que exis-
ten diferentes interpretaciones de los datos, me-
todologías y conceptos de lo que es un bosque
(recuadro 4.5). Es valioso distinguir en qué medi-
da el cambio de las estimaciones sobre cobertura se
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RECUADRO 4.5

El estudio del cambio en el uso de la tierra tropieza
con diversas interpretaciones semánticas y técnicas en
torno a lo que es o no es bosque. Kleinn et al (2000)
documentan 54 cálculos distintos de área forestal en
Costa Rica para las décadas de los ochenta y los noventa,
con un rango de valores de cobertura nacional desde 26%
hasta 54%. En diferentes clasificaciones se incluyen o ex-
cluyen manglares, bosques secundarios, plantaciones, etc.

En Costa Rica, por su patrón de ocupación del terri-
torio nacional, se ha desarrollado un concepto de bos-
que que mezcla aspectos de cobertura con elementos
legales. El reconocimiento de derechos en base de usu-
fructo crea un silogismo sencillo de “uso” versus “bos-
que”, en el que el proceso de ocupar y limpiar un área es-
tablece derechos de posesión (Jones, 1990). En este
marco lógico, toda área que no está bajo manejo de cos-
tarricenses de cultura hispánica se describe como bosque,
incluyendo variantes de vegetación, como “páramo”, que
no son propiamente “bosque”, o áreas de uso indígena.

Por otra parte, el concepto de calidad de madera dis-
ponible, asociado a una visión forestal, creó una per-
cepción particular: los bosques “primarios” fueron
fuentes de maderas preciosas, en otros tiempos la cao-
ba, pero en los últimos años maderas finas para cons-
trucción y ebanistería, tales como surá, cristóbal, naza-
reno, etc. De esa perspectiva viene la distinción tan
crítica de bosques “primarios” y “secundarios”; se

supone que el bosque “secundario” es de menor valor
por falta de maderas finas o por tener árboles de diá-
metros menores.Algunos cálculos de área se han hecho
con el enfoque en bosques primarios, con la consecuen-
cia de la disminución del área de “bosque” cuando se
ignoran los bosques secundarios.

Las técnicas de mapeo también afectan la concep-
tualización del bosque. Antes del uso común de los sen-
sores remotos, especialmente las imágenes de satélite,
era necesario generalizar la información sobre cobertu-
ra boscosa; la dificultad de entrar a cada punto de un
área boscosa impedía describir la cobertura en forma
completa y había que hacer ciertas suposiciones sobre
la cobertura, a partir de lo que se veía “en la tierra”. El
uso de sensores remotos y sistemas de información
geográfica (SIG) ha mejorado la metodología de reco-
lección de datos, con una tendencia a presentar como
bosque áreas menores de lo que se acostumbraba en el
pasado. Con ello, el reconocimiento de la contribución
de paisajes fragmentados a la conservación de la biodi-
versidad ha vuelto la mirada de investigadores y admi-
nistradores nacionales a remanentes de bosques, bos-
ques riparios y otros parches boscosos que son
comunes en el ambiente agrícola (Guindon, 1996)13.

Fuente: Jeffrey Jones, CATIE, 2003.

El bosque: un concepto dinámico que afecta 
la estimación de su cobertura



la preferencia por imágenes de la época seca, pa-
ra minimizar la cobertura de nubes, dio el resul-
tado de que los bosques secos tropicales de Gua-
nacaste fueron “invisibles” ese año, porque en
ese período pierden las hojas.

Estudios más recientes han mostrado un au-
mento de la cobertura forestal desde 1990. Para
los años 1997-1998 el CCT-CIEDES-CI estimó
que el área de bosques ocupaba el 40,3% del to-
tal del país. En el año 2000 esa proporción era
del orden de 45,4-46,3% (CCT et al, 2002) y en
el 2001 de un 48% del territorio nacional (FAO
et al, 2001). La diferencia entre el dato de 1997
y el del 2000 obedece principalmente a diferen-
cias metodológicas. 

Además del instrumento metodológico, el
movimiento ecologista ha criticado los estudios
que sugieren una recuperación de la cobertura
forestal porque desvían la atención de la corta de
ilegal de madera, un problema que persiste, y
porque las estadísticas no reflejan la calidad eco-
lógica del bosque en cuestión (Figuerola, 2003).

Aun tomando en cuenta ciertas incertidum-
bres metodológicas en la definición de “bosque”
para los mapas de cobertura del MAG, está claro
que las grandes extensiones de bosque han ido
desapareciendo. Lo que no está tan claro es si los
elementos de bosque que el paisaje humano ha
ido incorporando han llegado a ser un compo-
nente importante de la extensión boscosa, aun
en zonas “agrícolas”. En este sentido, un cambio
significativo ha sido el reconocimiento de que los
bosques pueden ser parte de un paisaje agrícola,
y que todavía cumplen una función ecológica, a
pesar de la interrupción de su extensión por
áreas de uso humano. La extracción de madera y
productos menores, la conservación de la biodi-
versidad y la protección del medio ambiente en
general se distribuyen en áreas pequeñas que son
parte del paisaje “agroambiental”, en una rela-
ción muy estrecha con poblaciones agrícolas pro-
ductivas. Aunque parte de las variaciones en los
registros de cobertura tienen de fondo diferencias
metodológicas y semánticas, lo crítico para el país
es aclarar la naturaleza de ese cambio, aspecto
que no queda plasmado en las estadísticas actua-
les de manera tan clara (Fallas, 2003). 

Ciertamente en la interpretación de la cober-
tura forestal conviene tener presente la calidad
ecológica de áreas que, si bien aparecen registra-
das dentro las nuevas zonas de recuperación bos-
cosa, por su condición de bosques secundarios
aún no contienen la biodiversidad ni los proce-
sos ecológicos que desaparecieron con la defo-
restación de bosques primarios. Esta maduración

debe a diferencias técnicas o semánticas, y cuánto
se debe a cambios reales en el uso de la tierra.

La zona norte-atlántica de Costa Rica ha sido
una de las que han experimentado mayores cam-
bios de uso en las últimas décadas, debido a la
política de colonización en el área. Este cambio
destaca en las fotografías del transbordador espa-
cial de la NASA (Kohlmann et al, 2002). En ge-
neral, se observa una expansión notable de áreas
bananeras y deforestación, a la vez que se regis-
tran áreas de reforestación o regeneración disper-
sas, especialmente en el Área de Conservación
Cordillera Volcánica Central (ACCVC). Imágenes
satelitales LANDSAT de 1986 y 200014 muestran
en esta área un proceso mixto, en su mayoría de
recuperación de bosque, pero con zonas de defo-
restación intercaladas. En el lapso entre las imá-
genes se notan varias zonas de recuperación
avanzada, y poca evidencia de nueva deforesta-
ción, a pesar de su situación adyacente a zonas
de alta presión poblacional (Jones, 2003).

La deforestación continuó entre 1986 y
2000, pero con evidencias de una tendencia
opuesta de regeneración. Un estudio realizado
por MINAE, SINAC y FUNDECOR (2003), se-
ñala que persiste el cambio de uso del suelo, ya
que los bosques naturales están siendo socolados
para convertirlos en sistemas agroforestales, con
el fin de acceder con mayor facilidad a la utiliza-
ción de los recursos forestales, a través de permi-
sos para inventarios forestales. Otro estudio re-
ciente encontró que la extracción forestal ilegal,
anteriormente vista como una causa de defores-
tación, ya se concentra en áreas agrícolas, especí-
ficamente en los árboles remanentes en potreros
(Campos et al, 2001). Proyecciones hechas en el
ACCVC indican que a escala nacional la princi-
pal fuente de tala ilegal son las áreas fuera de
bosque, correspondiendo a un 87%.

En 1940 la cobertura de bosque en el país se
estimó en 33.610 km2 y declinó hasta 17.696
km2 en 1977. El incremento reportado en los
mapas del MAG, de casi un 10% en el área fores-
tal entre 1977 y 1997 cuando alcanzó 19.187
km2, se debe en parte al aumento en la resolu-
ción, gracias al uso de tecnología SIG en el mapa
de cobertura de 1997 (Porras y Villarreal, 1986;
Jones, 1990; Kleinn et al, 2002), que cuantifica
parches pequeños de bosque que no figuran en
los estimados de 197715. Adicionalmente, hay di-
ferencias en la definición de lo que es “bosque”
entre 1977 y 1997. El cambio más dramático en-
tre estos años se da en la cobertura forestal de la
provincia de Guanacaste, que registra un aumen-
to aparente de por lo menos seis veces. En 1977,
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ecológica requiere varias décadas más de persis-
tencia. Quesada (2003) estima que actualmente
en Costa Rica existen alrededor de 550.000 hec-
táreas de bosques secundarios, lo que hace de es-
tos ecosistemas los de mayor cobertura en el
país. Esta área, sin embargo, se encuentra disper-
sa en pequeñas fincas, en parches aislados y muy
fragmentados cuya extensión promedio es de 15
hectáreas, con edades entre 1 y 35 años.

Por último, cabe agregar una nota de precau-
ción con respecto al análisis de imágenes de sen-
sores remotos. Aunque a través de ellos se puede
ver la cobertura vegetal, no se pueden conocer
las intenciones de los dueños u ocupantes de
áreas específicas. Una regeneración de pocos
años todavía es un charral, que bien podría ser
parte de un ciclo agrícola. Así, en el contexto de
los procesos de reconversión productiva, por
cambios negativos en los precios de ciertos pro-
ductos se ha reportado el abandono de pastizales
y de plantaciones de banano en todo el país. Pue-
de ser que los cambios que se observan en las imá-
genes correspondan parcialmente a ese proceso.
No hay garantía de que estos cambios en la vege-
tación, que tienden a la regeneración de bosques,
no sean revertidos por consideraciones de índole
comercial en el futuro cercano (Jones, 2003).

Costa Rica consume un millón 
de metros cúbicos de madera anualmente

Por largo tiempo se ha estimado que el con-
sumo aproximado de madera en el país oscila en-
tre 1 y 1,2 millones de m3. En el período 1998-
2001 este consumo fue abastecido por árboles
fuera de bosques (43,5%), bosques naturales
(23,5%) y plantaciones forestales y sistemas
agroforestales (33%) (SINAC, 2001). Hidalgo
(2002) estima el consumo de madera en troza a
nivel nacional en 1.023.591 m3/año. De este to-
tal, las plantaciones forestales aportan 326.356
m3/año (31,9%), el bosque y áreas abiertas
571.520 m3/año (55,8%), más los 125.714 m3/a-
ño (12,3%) que procesan los aserraderos portáti-
les. El consumo aparente de madera en rollo pa-
ra el año 2001 fue de 1.061.458 m3, superior al
consumo nacional, pues incluye las exportacio-
nes e importaciones de madera; se exportaron
102.329 m3 en rollo, mientras que las importa-
ciones fueron de 140.268 m3 en rollo. Se calcula
que la madera proveniente tanto de bosques na-
turales como de potreros arbolados sólo podrá
abastecer el mercado nacional durante los próxi-
mos cinco años, luego de lo cual serán la madera
de plantaciones y la importada las que satisfagan

la demanda interna. Además, el estudio indica
que el consumo de madera en Costa Rica ha dis-
minuido a raíz de tres circunstancias: la escasez
de madera, debida básicamente a las restriccio-
nes políticas y ambientales; la competencia de
productos sustitutos y la importación. 

El sector de la construcción es el mayor de-
mandante de madera y productos de madera
(55%), seguido por el sector de muebles, puertas
y otros productos secundarios de exportación
(40%) y el sector de contrachapados (5%) (CCF,
2002). Esta tendencia se mantuvo en el año
2002, marcada por la fuerte presencia de made-
ra importada, cuyo principal destino es el sector de
la construcción (Carillo, 2001 y Herrera, 2000).

El aporte del sector forestal a la economía cos-
tarricense supera el 5% del PIB, incluyendo todos
los bienes y servicios producidos a lo largo de to-
da la cadena productiva forestal. El sector cuenta
con alrededor de 8.000 empresas, que dependen
directamente del uso del recurso madera. Se esti-
ma que estas empresas generan un valor agrega-
do de 141.138.451 dólares (ONF/PROFOR/FO-
NAFIFO, 2002) y sostienen a alrededor de
18.000 empleados permanentes, de los cuales
cerca de una tercera parte se ubica en las zonas
más deprimidas del área rural. La solidez a largo
plazo de este sector depende de la sostenibilidad
en la obtención de la madera (Alfaro et al, 2003).

Sigue aumentando 
la madera cosechada en plantaciones 

El volumen de madera cosechada en plantacio-
nes forestales viene creciendo desde 1998. En pro-
medio esta materia prima aporta el 30% del volu-
men de madera autorizado en el país. En el 2002,
la madera aprovechada en plantaciones ascendió a
196.727 m3, un 43,4% del total autorizado para la
corta a nivel nacional por el SINAC (cuadro 4.5)

En el 2002 se plantaron aproximadamente
7.200 hectáreas de árboles, 4.708 (65%) de ellas a
través del PSA para reforestación (FONAFIFO,
2003). El 35% restante fue plantado con recursos
propios de empresarios y productores indepen-
dientes (CCF, 2003). El 82% del crédito brindado
por FONAFIFO fue destinado a la industria fores-
tal que procesa madera de plantaciones. El monto
total de crédito asignado en el 2002 fue de 114,2
millones de colones, frente a 69,6 millones de co-
lones colocados en el 2001 (FONAFIFO, 2003).

Las plantaciones forestales ofrecen oportuni-
dades para la mitigación de gases con efecto in-
vernadero. En el año estudiado, el Proyecto
Bosques y Cambio Climático en Centroamérica



FUNDECOR, que se sometieron con éxito nueva-
mente a un proceso de evaluación.

Hoy en día, sin embargo, la madera prove-
niente de plantaciones forestales compite con di-
ficultad con la madera importada, que ingresa al
país con un precio menor. En el 2002 ésta provi-
no principalmente de naciones del MERCOSUR
(Chile, Colombia, Brasil, Ecuador), el NAFTA
(Canadá y Estados Unidos) y de Centroamérica
(Nicaragua, específicamente con maderas oscu-
ras, y Honduras, con maderas de coníferas). La
certificación forestal puede ser una ventaja com-
petitiva clave de la madera costarricense en los
mercados internacionales (Alfaro et al, 2003).

Reducción de los permisos de corta 
bajo planes de manejo e inventarios forestales

Durante el 2002 el volumen de corta autoriza-
do, 463.262 m3, aumentó en un 11,3% respecto al
2001. El 77,3% de este volumen correspondió a tres
categorías de permisos: 27,6% de inventarios fores-
tales, 27,4% de plantaciones y 22,3% de sistemas
agroforestales. Los permisos para planes de manejo
aportaron únicamente un 6,7% del volumen total
(MINAE-SINAC, 2003). El número de autorizacio-
nes de aprovechamiento forestal creció en un 8,4%
en comparación con el 2001, y alcanzó las 3.423. El
principal incremento se dio en el número de licen-
cias otorgadas bajo las categorías de sistemas agrofo-
restales, que aumentó en un 42,8% en contraste con
el 2001. Los “permisos pequeños” crecieron un
12,9% y las plantaciones forestales un 3,7%, mien-
tras que las autorizaciones para planes de manejo se
redujeron en un 58,4% y las de inventarios foresta-
les en un 47,4% (gráfico 4.1).

Fuerte incremento de 
denuncias por violaciones a la Ley Forestal 

Entre 1999 y 2002 fueron interpuestas ante la
Fiscalía Ambiental 4.847 denuncias (Fiscalía Am-
biental del Ministerio Público, 2003). La mayoría
correspondieron a la Ley Forestal (44,8%) y a la
Ley de Conservación de la Vida Silvestre (25,7%).
En proporciones similares, el 58% de las denun-
cias presentadas ante los tribunales por el SINAC
en el 2002 se relacionan con infracciones a la Ley
Forestal y el 31% a la Ley de Vida Silvestre (MI-
NAE-SINAC, 2003). Del 2001 al 2002 las denun-
cias ante la Fiscalía Ambiental por violaciones a la
Ley Forestal aumentaron en más del doble, de 299
a 701, y las referentes a la Ley de Conservación de
la Vida Silvestre se redujeron a poco menos de la
mitad, de 382 a 188 (gráfico 4.2).

(PBCC), de la FAO-CCAD, financió un estudio pa-
ra estimar el potencial de almacenamiento de carbo-
no del sector forestal en reforestación y forestación
en Costa Rica, durante el período 2002-2012, bajo
el “Mecanismo de desarrollo limpio” del Protocolo
de Kyoto. De ese trabajo se obtuvo que el país tiene
un total de 1.129.892,4 hectáreas, 22,1% de su te-
rritorio, en terrenos que, de acuerdo con los linea-
mientos establecidos en el citado Protocolo y en las
definiciones de reforestación y forestación del
Acuerdo de Marruecos, califican como Áreas Kyoto
(Alfaro et al, 2002).

En el 2002 Costa Rica contaba con un área fo-
restal certificada de 72.288 hectáreas, distribuidas
en 15 unidades de manejo forestal (UMF). De este
total, un 12,1% correspondía a bosque natural, un
44,8% a plantaciones y un 43,1% a UMF, donde se
han certificado tanto áreas con bosque natural co-
mo plantaciones. Entre el 2001 y el 2002 el área
certificada aumentó en un 10,8%, correspondien-
te a 7.840 hectáreas de plantaciones forestales (Fo-
rest Stewardship Council, 2003). Las empresas
con certificación forestal del FSC se han consolida-
do en los últimos años; muestra de ello son las re-
certificaciones de las UMF Portico, Expomaderas y
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CUADRO 4.5

Aprovechamiento forestal total y proveniente 
de plantaciones forestales. 1990-2002 

(metros cúbicos)

Año Aprovechamiento forestal 
Plantaciones forestales

TOTAL Metros cúbicos Porcentaje

1990 413.891,9 19.667,0 4,8
1991 443.287,3 73.118,0 16,5
1992 653.191,0 50.211,0 7,7
1993 666.880,0 163.384,0 24,5
1994a/ 956.731,0 45.787,0 4,8
1995a/ 615.552,0 45.787,0 7,4
1996a/ 499.382,0 72.980,0 14,6
1997a/ 582.287,0 105.722,0 18,2
1998a/ 619.335,0 141.991,0 22,9
1999a/ 612.409,0 176.094,0 28,8
2000 464.338,3 220.355,0 47,5
2001 402.165,8 154.288,5 38,4
2002 453.262,5 196.726,9 43,4

TOTAL 7.382.712,7 1.466.111,3 19,9

a/ Estimaciones realizadas por ONF, FONAFIFO y SINAC para presentarlas al Banco Central de Costa Rica,

para efectos de las estadísticas de cuentas nacionales.

Fuente: SINAC, 2002a y SINAC-MINAE, 2003.



En cuanto a la resolución final de los casos,
en la Fiscalía Ambiental se da un fenómeno simi-
lar al del resto de las causas en el país: hasta un
90% finaliza con la conciliación, en la cual el
acusado se compromete a realizar la reparación
del daño o un proyecto suplementario, a cambio
de un sobreseimiento. Esta forma de resolver el
conflicto ambiental ha demostrado ser beneficio-
sa para el ambiente y para los infractores. Tam-
bién explica por qué el índice de condenatorias
se ha reducido considerablemente.

En el 2002 el SINAC atendió 2.201 denuncias,
51% más que en el 2001, el 20% de ellas relacio-
nadas con delitos cometidos dentro de las ASP (SI-
NAC, 2002a y MINAE-SINAC, 2003). Del total de
denuncias, el 62% fue interpuesto ante los tribuna-
les de justicia. Se realizaron 5.832 operativos de
control y protección, un 28% más que en el 2001
(SINAC, 2002a y MINAE-SINAC, 2003); una ter-
cera parte de estas acciones correspondió a activi-
dades dentro de las ASP.

La iniciativa de los COVIRENAS siguió cre-
ciendo, al pasar de 180 a 188 comités a nivel na-
cional entre el 2001 y el 2002, con la participa-
ción de 2.450 personas. Estos grupos han estado
motivando la incorporación de la perspectiva de
género con temas y metodologías apropiadas; en
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el 2002 formaron parte de esta iniciativa 400
mujeres, que representan un 20%. Además se ini-
ció un proceso orientado a consolidar el movi-
miento, a través de la realización de doce encuen-
tros regionales, dos de ellos indígenas; uno en el
sur y el otro en la región atlántica (Mora, 2003).

Auditorías sobre planes de manejo forestal 
y regencias forestales generan mayor control 

En el año 2002 se efectuó una auditoría de
los planes de manejo forestal y los inventarios fo-
restales aprobados en el período 2000-2001 en
las Áreas de Conservación Arenal-Huetar Norte
(ACA-HN), Cordillera Volcánica Central
(ACCVC) Subregión Sarapiquí, Tortuguero (AC-
To) y La Amistad Caribe (ACLA-C) (SINAC,
2002b). En más del 80% de los planes de mane-
jo auditados hubo un cumplimiento adecuado
de la normativa establecida por el SINAC. El 95%
de los tocones correspondió a árboles autorizados
para la corta y el 5% restante a árboles portagranos
o remanentes cortados sin autorización. El límite
de impacto permitido se sobrepasó por las pistas
de arrastre en 6 de los 35 permisos ejecutados. Se
observó la corta de árboles en zonas de protección
en 8 permisos (22%), corta de remanentes o
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La tala ilegal, un problema que no cede 

El problema de la tala ilegal se relaciona con la
existencia de 709 aserraderos móviles registrados en
el país, cuyo control en el campo es difícil, debido
precisamente a su movilidad. Se estima que estos
aserraderos procesan cerca de 125.714 m3/año, es
decir, un 12,3% del total de madera procesada por
la industria. Por otro lado, en el país existen 156 ase-
rraderos estacionarios, en los cuales es más fácil el
control de trozas que ingresan al patio, dado el co-
nocimiento preciso de su ubicación. Estos aserrade-
ros procesan alrededor de 571.520 m3 anuales, el
56% del volumen total consumido (Hidalgo, 2002).

El MINAE ha identificado limitaciones de la le-
gislación en materia de control forestal. La Ley Fo-
restal, n° 7575, no establece claramente las sancio-
nes cuando se viola o no se cumple con cada una de
las prohibiciones o procedimientos requeridos para
utilizar el recurso forestal. Esta situación genera el
fracaso del mayor porcentaje de las denuncias
(95%) por deficiencias y errores procesales. Ade-
más, la Ley presenta vacíos que promueven la impu-
nidad de los transgresores y provocan frustración en
los funcionarios que realizan el control. Entre los
principales vacíos destacan: inadecuada definición

portagranos en 12 (33%) y destrucción del bos-
que para cambio de uso en 4 (11%). En la audi-
toría de los inventarios forestales se obtuvo que
el 2% de los tocones provenía de árboles no au-
torizados para la corta, el 3% se ubicó dentro de
áreas boscosas aledañas, el 2% se encontraba en
zonas de protección y un mismo porcentaje co-
rrespondía a copas o fustes caídos en estas zonas
(Alfaro et al, 2003).

Durante el año la Fiscalía del Colegio de In-
genieros Agrónomos recibió 18 denuncias contra
regentes forestales, las cuales están todavía en
proceso de estudio. En el 2002 fueron suspendi-
dos 19 regentes, 4 fueron amonestados y 12 ca-
sos de apelación se resolvieron ante la Asamblea
General, sin que se perdiera ninguna sanción.
Entre 1993 y 2002 se ventilaron en el Tribunal
de Honor un total de 60 casos, 52 de los cuales
involucraban a regentes forestales; de estos, el
32,7% fue absuelto, el 21,2% recibió amonesta-
ción escrita y el restante 46,2% fue suspendido
con penas de entre 8 y 180 días. En el 2002 había
482 regentes forestales autorizados y aproximada-
mente 8.000 regencias en ejecución. En el mismo
año se inscribieron 3.171 contratos de regencia fo-
restal (Colegio de Ingenieros Agrónomos, 2003).
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de los conceptos de “bosque”, “tala ilegal” y “tro-
za”; no existe definición para “bosque secunda-
rio”; no están tipificados los delitos de cortar vege-
tación en bosque (socola), cortar árboles aislados
fuera del bosque, transportar productos forestales
y corta de árboles por terceros en propiedad pri-
vada (MINAE, 2002).

Para hacer frente a este problema, en el 2002
el MINAE diseñó y lanzó la “Estrategia para el
control de la tala ilegal 2002-2007” (MINAE,
2002), cuyo objetivo es garantizar, con la partici-
pación de la sociedad, procedimientos de control
adecuados para minimizar los impactos y conse-
cuencias de la tala ilegal. La política de control
ha estado fuertemente dirigida a monitorear las
actividades legales, por ejemplo mediante audi-
torías a planes de manejo, PSA y control de per-
misos, dejando en un plano secundario el con-
trol en los terrenos forestales fuera de las áreas
bajo permiso, y es precisamente en estas últimas
donde con mayor frecuencia se presenta la tala
ilegal. Las auditorías realizadas a los planes de
manejo reportan que hasta el presente no se han
detectado cambios de uso en las áreas de bosque
aprovechadas bajo planes de manejo.

En el marco de la Estrategia mencionada, se
inició un proceso de capacitación y cooperación
técnica dirigido a los funcionarios de la Unidad
de Intervención Policial (UIP) del Ministerio de
Seguridad Pública, con el fin de instruirlos sobre
la normativa y las regulaciones existentes para el
control y aprovechamiento del recurso forestal.
Los operativos de control en diferentes partes del
país condujeron al decomiso de 932 trozas de
madera (702 m3) y 44 motosierras (MINAE-SI-
NAC, 2003). Además, con el apoyo de la Dirección
de Aviación Civil, se han efectuado sobrevuelos
en la península de Osa, las llanuras de Tortugue-
ro y San Carlos, a efecto de detectar sitios de apro-
vechamiento forestal, para luego, vía terrestre,
identificar a los responsables de cortas ilegales y
realizar las diligencias correspondientes. 

La Estrategia propone también varias acciones
correctivas para mejorar el proceso de fiscalización
que, entre otros aspectos, involucran a represen-
tantes de los grupos organizados de la sociedad ci-
vil, quienes serán vigilantes del aprovechamiento,
transporte e industrialización del recurso forestal. 

Otro avance del Plan Nacional de Desarrollo
Forestal en el 2002 fue la elaboración de un ma-
pa digital base de ordenamiento territorial del
2001, realizado por el Centro Científico Tropical,
que indica cuáles son las tierras forestales para
producción de madera, protección absoluta, ma-
nejo de bosques y prestación de servicios

ambientales. Además se generó un mapa de con-
flicto sobre uso de la tierra y se hizo un estudio que
define los criterios y zonas prioritarias para imple-
mentar el programa de PSA en Costa Rica (Soto,
2003).

El pago de servicios 
ambientales con menos fondos

En el año 2001 las condiciones del aporte es-
tatal al programa de pago de servicios ambienta-
les (PSA) cambiaron favorablemente, al aprobar-
se la Ley 8114, de Simplificación y Eficiencia
Tributaria, que asigna un 3,5% del impuesto úni-
co a los combustibles al programa de PSA; el
porcentaje de lo recaudado lo administra el FO-
NAFIFO. Con la aplicación de este porcentaje a
los combustibles, para el año 2002 el monto
destinado al programa sería de 4.309,9 millones
de colones, aunque el monto girado por el
Estado fue de 3.067,0 millones de colones
(FONAFIFO, 2003), esta última cifra fue pagada
a los beneficiarios en un 100% el día 26 de
setiembre del 2003. Este monto incluye tanto el
pago de proyectos nuevos del 2002, como el de
las “colas”16 del período 1998-2001. En este perío-
do fueron financiados 3.163 proyectos, para un
acumulado de 202.660,6 hectáreas (cuadro 4.6).
El 78% de esta erogación se aplicó a la modalidad
de conservación de bosques, que correspondió al
88,3% del área total. De los fondos disponibles
que fueron girados por el Estado, quedaron pen-
dientes de aplicación 887 millones de colones. 

En el 2002 la FECON realizó gestiones antes
las autoridades del MINAE para eliminar el PSA
para manejo de bosque. Su argumento principal
es que no se debe pagar servicios ambientales a
una actividad lucrativa como esta, y que los fon-
dos deben usarse más bien como incentivo a la
modalidad de conservación de bosque. Median-
te el Decreto Ejecutivo 30478-MINAE, del 12 de
junio del 2002, el Poder Ejecutivo dispuso no
aumentar el área establecida para PSA en la mo-
dalidad de manejo de bosque, para el período
2002. Sin embargo, en el Transitorio I de ese do-
cumento se establece que las solicitudes de PSA
bajo esta modalidad que fueron presentadas an-
te la Dirección del SINAC antes del 15 de marzo
del 2002, continuarán su trámite normal y serán
excluidas de lo estipulado en el decreto. El plazo
para la presentación de solicitudes para el PSA
había vencido el 14 de marzo del 2002, lo cual
significa que todas las solicitudes presentadas
dentro del plazo oficial, sin excepción, continuaron
su trámite normal y los pagos de servicios



Según lo establecido en el Manual de Procedimien-
tos del MINAE para la asignación de áreas al PSA,
cada territorio indígena puede acceder a un total
de 600 hectáreas por modalidad por año, meta que
no se ha logrado. En el caso de reforestación, du-
rante el quinquenio analizado solamente se incor-
poraron al PSA 150 hectáreas. 

En el mismo Manual de Procedimientos se es-
tablecía, desde el 2000, que para el Área de Con-
servación La Amistad-Pacífico, subregión Buenos
Aires, “se debían excluir las áreas que cubrirá la po-
sible represa de Boruca”. Así quedaron excluidas,
entre otras, las reservas indígenas Ujarrás, Salitre,
Cabagra, Térraba, Boruca y Rey Curré, hecho que
generó protestas diversas, en especial de las orga-
nizaciones indígenas y ecologistas. Finalmente, a
raíz de las presiones ejercidas, el criterio excluyen-
te fue eliminado del Manual de Procedimientos pa-
ra el año 2003 (Figuerola, 2003). La Sala Constitu-
cional se pronunció a favor ante un recurso
interpuesto por la Asociación de Desarrollo Inte-
gral de la Reserva Indígena de Curré de Boruca
(Rey Curré), obligando al IDA a proceder de inme-
diato a la titulación de los territorios indígenas. Es-
ta gestión es urgente para que los pueblos indíge-
nas puedan acceder de manera expedita al PSA.

Evaluado el impacto social y ambiental del PSA 

El impacto social del PSA fue evaluado a par-
tir de una muestra de 1.752 contratos firmados
entre 1998 y 200117. El 36,4% del área bajo PSA-
Protección correspondió a contratos firmados con
empresas. De las 100 personas encuestadas, 41 re-
sultaron ser dueñas directas de las fincas en que se

ambientales al manejo de bosque se mantuvieron
invariables para el 2002; en consecuencia, no
será sino hasta el 2003 que se excluya del Ma-
nual de Procedimientos para el PSA la modalidad
de manejo de bosques. 

El sector privado mantuvo su aporte por con-
venios voluntarios al PSA, fortaleciendo así una
cultura novedosa del reconocimiento corporativo a
los servicios ambientales. Las inversiones realiza-
das en este programa con fondos de la empresa
Florida Ice and Farm ascendieron a 25.005 dólares
en el 2002, para un total de 337,9 hectáreas ubica-
das en la cuenca del río Segundo. Los aportes de la
CNFL llegaron en el 2001 y el 2002 a 230.056 y
64.573 dólares, para 4.340,7 y 1.218,4 hectáreas,
respectivamente. El total de contribuciones en am-
bos casos, para el período 2001-2002, fue de
319.634 dólares (FONAFIFO, 2003).

Disminuyen áreas incorporadas 
al PSA en territorios indígenas

Entre 1997 y 2002 se incorporaron al PSA
10.435 hectáreas en territorios indígenas en la
modalidad de protección y 150 hectáreas en la
modalidad de reforestación. El monto entregado
fue de 783.319.400 colones. La Asociación de
Desarrollo Integral de cada territorio es la encar-
gada de gestionar y recibir dichos pagos. 

El área cubierta por el programa se mantuvo en
unas 1.300 ha/año en el período 1997-1999. Para
el 2000 se incrementó a 2.450 hectáreas y en el
2001 alcanzó 4.199 hectáreas. Sin embargo, en el
2002 se redujo a 1.150 hectáreas, la cobertura más
baja del período 1997-2002 (FONAFIFO, 2003).
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CUADRO 4.6

Nuevas hectáreas incorporadas al programa de pago de servicios ambientales, por
modalidad y total de beneficiarios. 1998-2002

Años Protección de Manejo de Reforestación Plantaciones Total (ha) Beneficiarios
bosque bosque recursos propios

Ha Monto Ha Monto ha Monto ha Monto
pagado pagado pagado pagado
por ha por ha por ha por ha

1998 47.803,8 60.000 7.620,4 94.000 4.172,5 154.000 319,0 60.000 59.915,7 1.044
1999 55.776,0 60.000 5.124,8 94.000 3.156,0 154.000 724,1 60.000 64.780,9 903
2000 26.583,2 66.000 0,0 103.000 2.456,8 169.000 66.000 29.040,0 504
2001 20.629,0 72.600 3.997,0 113.300 3.281,0 185.900 72.600 27.907,0 406
2002 16.559,0 79.160 1.998,0 123.540 2.460,0 202.700 79.160 21.017,0 305 

Fuente: FONAFIFO.
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aplica esta modalidad. La tendencia se acentúa en
las áreas de conservación Arenal-Huetar Norte
(59%), Osa (60%) y Tempisque (61%). Un 33%
de los entrevistados vive en el área de conserva-
ción donde está la finca y un 41% reside en un
pueblo o ciudad dentro de la GAM. El 71% de los
propietarios que accedieron al PSA tiene fincas
mayores a 30 hectáreas y menores a 400 hectá-
reas, lo que fuera del Valle Central se considera
mediana propiedad. El 81% de los encuestados no
ha vivido en las fincas en los últimos cinco años,
lo cual sugiere que la mayoría de los beneficiarios
del PSA-Protección no depende de su finca como
productor directo (Ortiz et al, 2003).

Aunque los beneficiarios del PSA en general
tienen una actitud conservacionista, para una
cuarta parte de ellos el PSA es un incentivo que
determina el uso que le dan a la tierra. El 67% de
los entrevistados estaría dispuesto a dedicar su
finca a la conservación del bosque si dejara de
existir el PSA. Por el contrario, un 27% no lo
mantendría si no recibiera PSA, ya que “ocupa el
dinero” (21%) o “preferiría venderla” (4%). Si es-
te programa nunca hubiera existido, los conser-
vacionistas disminuyen a un 47% y casi una
cuarta parte tendría la finca en actividades

agropecuarias. Si bien el PSA-Protección no está
generando más empleos, anualmente este pago
ha significado una transferencia de recursos a
propietarios de bosques por un estimado de
1.940 millones de colones18 (Ortiz et al, 2003).

Los incendios forestales amenazan 
los bosques fuera de las áreas protegidas

Entre 1998 y 2002, un 4,3% del territorio
nacional (220.829,6 hectáreas) fue afectado por
incendios (gráfico 4.3) que destruyeron más de
90.000 hectáreas de bosques, tacotales y charra-
les, entre otros ecosistemas (MINAE- SINAC,
2003). En el 2002, fueron destruidas 50.337
hectáreas (cerca de un 1% del territorio nacional)
por incendios que en su mayoría (93,7%) afecta-
ron tierras ubicadas fuera de las ASP. El área de
plantaciones forestales que ha sufrido este tipo
de eventos es de un 0,6%, debido principalmen-
te a que sus propietarios ejercen un mejor con-
trol y vigilancia, dada la inversión que han hecho
en ellas. El 68,3% de las áreas afectadas por in-
cendios forestales fueron pastizales y charrales y
un 17,3% correspondió a bosques y tacotales. Só-
lo 3.150 hectáreas fueron víctimas de las llamas
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agrícola que ronda las 450.000 hectáreas. Esto equi-
vale a un promedio de uso de 18 kg de ingrediente
activo por hectárea cultivada, por año. Este incre-
mento se relaciona con la tecnificación de la agricul-
tura, que se caracteriza por el empleo de semilla de
alto rendimiento, sistemas de riego, maquinaria y
uso intensivo del terreno. Además contribuyen a es-
ta situación la mayor vinculación con los mercados
internacionales y una mayor presión de las políticas
agrícolas y económicas para aumentar el rendimien-
to y la producción (Chaverri y Azofeifa, 2003).

Los agricultores costarricenses, en su mayo-
ría, utilizan plaguicidas químicos sintéticos. Mu-
chos de los compuestos de más amplio uso en el
país tienen una toxicidad aguda o crónica alta, y
algunos están prohibidos o severamente restrin-
gidos en otros países, tales como el benomil, el
bromuro de metilo, el captan, el clorotalonil, el
clorpirifós, el endosulfan, el mancozeb, el meta-
midofós, el terbufós y el paraquat (Chaverri,
2002b, Chaverri y Blanco, 2002, IRET, 2003). 

A los altos volúmenes de uso y toxicidad se
suman los problemas de utilización inadecuada
de los plaguicidas, incluyendo aplicaciones inne-
cesarias, sobredosis, falta de equipo de protec-
ción, equipos de aplicación defectuosos y un mal

dentro de las áreas protegidas; tradicionalmente,
las áreas de conservación más afectadas han sido
las de la región pacífica, por su época seca pro-
nunciada: Tempisque (ACT), Guanacaste (ACG)
y Pacífico Central (ACOPAC). El control de in-
cendios dentro de las ASP parece ser efectivo.
Los incendios forestales, desastres en su mayoría
causados por acción humana, se enmarcan bajo
un esquema de gestión del riesgo en el cual debe
primar la inversión en reducir la vulnerabilidad.
En este sentido, resulta esencial fortalecer la pre-
vención y el combate de incendios por la socie-
dad civil involucrada.

Usos de los suelos agrícolas 

Los plaguicidas siguen 
afectando la salud pública y el ambiente 

Durante los últimos años se ha registrado un no-
table incremento en el uso de plaguicidas en Costa
Rica, a pesar de que el área cultivada no ha aumen-
tado (gráfico 4.4). Entre 1996 y 2000, la importa-
ción media anual de plaguicidas sintéticos (como in-
grediente activo) superó las 8.000 toneladas
métricas, las cuales tenían como destino un área
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manejo que resulta en la contaminación de fuen-
tes de agua. Todos estos elementos contribuyen a
aumentar el riesgo para las personas que aplican
estas sustancias, la población general y el am-
biente, así como a hacer insostenible el sistema
de producción agrícola. El elevado uso de agro-
químicos se explica por el temor de los produc-
tores a perder sus cosechas y por el desconoci-
miento de técnicas alternativas (Hilje et al, 1987;
Chaverri y Blanco, 2002), así como por políticas
agrícolas que promueven el uso de sustancias
químicas (Wesseling et al, 2002a). En un estudio
sobre residuos de plaguicidas en hortalizas y frutas
en la zona atlántica, estos fueron encontrados en el
23% de las muestras tomadas, y en el 3% de ellas
se determinó violación de la normativa vigente, por
empleo de productos no permitidos en el cultivo.
Además, el 5% de las muestras presentó concentra-
ciones superiores a los límites máximos permitidos
por la norma nacional (PLAGSALUD, 2001).

La incidencia de intoxicaciones causadas por
plaguicidas es alta, tanto en las personas laboral-
mente expuestas como en la población en gene-
ral. Durante el año 2001 se registraron en el Sis-
tema de Vigilancia Epidemiológica del Ministerio
de Salud 652 casos, la mayoría causados por pa-
raquat, metomil, carbofurán y terbufós, todos
plaguicidas de alta toxicidad aguda (PLAGSA-
LUD, 2002a). Sin embargo, se estima que el por-
centaje de intoxicaciones no registradas en el Sis-
tema oscila entre el 82% y el 98% (PLAGSALUD,
2002b). Esto concuerda con un estudio realiza-
do anteriormente a nivel nacional, según el cual
en Costa Rica el 4,5% de los trabajadores agríco-
las sufre una intoxicación con plaguicidas cada
año (Wesseling, 1997). Los efectos crónicos de-
rivados del uso de plaguicidas también han sido
estudiados en el país; el caso más difundido es el
de la esterilización de gran cantidad de trabaja-
dores bananeros por el DBCP (nemagón), en tor-
no al cual aún se discute el pago de indemniza-
ciones (Ramírez y Ramírez, 1980). Otras
investigaciones han determinado efectos genotó-
xicos, riesgos elevados de cáncer y efectos neuro-
tóxicos en trabajadores expuestos a plaguicidas
(Cuenca y Ramírez, 2002; Wesseling, 1997; Van
Wendel et al, 2001; Wesseling et al, 2002).

También se han detectado daños al ambiente,
como repetidos incidentes de mortalidad de peces
y camarones en los ríos, presencia de residuos de
plaguicidas en aguas, suelos, sedimentos y orga-
nismos acuáticos, y disminución de la biodiversi-
dad acuática (Castillo, 2000; Castillo et al, 2000 y
1997). En un análisis efectuado en quebradas y
ríos ubicados en zonas de cultivo bananero se

encontraron residuos de plaguicidas en aguas y
sedimentos. Algunos de estos plaguicidas, inclu-
yendo la mayoría de los insecticidas y nematici-
das usados en este cultivo, representan un riesgo
de toxicidad aguda o crónica para los organismos
acuáticos. El 76% de las 21 muestras de agua re-
colectadas en el Area de Conservación Tortugue-
ro contenía al menos un plaguicida en concen-
traciones superiores a los niveles de detección
(Castillo et al, 2000). Estudios adicionales iden-
tificaron los períodos de aplicación de plaguici-
das y las plantas empacadoras como los escena-
rios de mayor impacto ambiental para las aguas
(Castillo, 2000). También se ha determinado una
contaminación extensiva de las aguas superficia-
les en otras zonas de agricultura intensiva, como
arroz y piña (Castillo y Ruepert, 2001; Martínez,
1999). En este contexto cabe destacar que la em-
presa Chiquita, que abarca aproximadamente
una tercera parte de la producción bananera del
país, cuenta ya con certificaciones ambientales
como ISO 14001 y Rainforest Alliance Certified,
lo que demuestra la capacidad de respuesta del
sector empresarial a esta problemática (recuadro
4.6).

En línea con lo anterior, y no obstante la mar-
cada tendencia al uso de sustancias químicas en
el control de plagas, en el país existen ejemplos
de alternativas exitosas como el control biológi-
co en caña y café, la solarización como método
de desinfección de suelos en melón y el incre-
mento en la producción orgánica de los últimos
años. Empero, se requieren mayores esfuerzos en
la búsqueda de opciones agrícolas más acordes
con el desarrollo sostenible; la sola promoción de
un uso “seguro” de plaguicidas no es una estrate-
gia idónea ni sostenible (Chaverri, 2002a; Gar-
cía, 1997; Hilje et al, 1987; Wesseling et al,
2002a). Una medida oportuna en este sentido es
programa en marcha para acelerar la eliminación del
uso del bromuro de metilo, plaguicida altamente pe-
ligroso, de elevado consumo en Costa Rica y que
afecta la capa de ozono, para cumplir así con los li-
neamientos del Convenio de Viena y el Protocolo de
Montreal (Chaverri, 2000 y Carvajal, 2003). 

.
Lucha contra la degradación de tierras

En 1997 Costa Rica ratificó la “Convención de
lucha contra la desertificación en los países afecta-
dos por sequía y/o desertificación” (UNCCD), de las
Naciones Unidas. Aunque el término “desertifica-
ción” suele asociarse al avance de las dunas de los
desiertos, en la Agenda 21 se establece que la “deser-
tificación es la degradación de tierras en zonas



En 1997 el Gobierno de Costa Rica creó por
decreto ejecutivo la Comisión Asesora sobre De-
gradación de Tierras, CADETI, como organismo
encargado de propiciar el adecuado cumplimien-
to de los principios de la UNCCD. Esta Comi-
sión se constituyó formalmente en el 2001, con
representantes del MINAE, el SINAC, el Institu-
to Meteorológico Nacional, el MAG, la UCR y el
sector de organizaciones no gubernamentales. A
partir de su creación, y durante el 2002, esta en-
tidad elaboró el “Programa de acción nacional de
lucha contra la degradación de tierras” (CADETI-
MINAE, en prensa), en el cual desarrolló una
metodología de selección de cuencas prioritarias
mediante indicadores biofísicos, institucionales y
socioeconómicos, así como una propuesta estra-
tégica que incluye componentes de investiga-
ción, coordinación, participación y gestión. Con
la ejecución de un proyecto piloto en una cuen-
ca prioritaria en 2003-2004, CADETI promueve
una importante y necesaria lucha contra la de-
gradación de tierras a nivel nacional.

áridas, semiáridas y sub-húmedas”. En el país se
estima que el 26% de los suelos está siendo sobreuti-
lizado, y se reconoce la existencia de un serio proce-
so de degradación de la tierra en al menos un 10% de
la superficie nacional, especialmente en Guanacaste y
el Pacífico Central, regiones que también sufren pe-
ríodos secos prolongados (MINAE-PNUMA, 2002).

Las causas principales e inmediatas de la degrada-
ción de tierras son la deforestación, el sobrepastoreo,
la sobreexplotación agrícola y el mal manejo de las
aguas de riego. Pero, más allá de estas, existen causas
de fondo que son las que fomentan prácticas de degra-
dación, aunque hay experiencias de comunidades
campesinas que han tratado de revertir estos procesos
(recuadro 4.7). Asimismo, el Estado ha promovido
“incentivos perversos” que contribuyen a la degrada-
ción de tierras, como fue el caso de las “mejoras”, o de-
forestación de parcelas, exigidas por el IDA como re-
quisito para entregar terrenos a parceleros o, más
recientemente, el pago de servicios ambientales por
planes de manejo para la extracción de madera de bos-
ques primarios, oportunamente eliminado en el 2002.
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RECUADRO 4.6

El helecho hoja de cuero (Rumohra adianti-
formis) es un follaje ornamental utilizado co-
mo complemento de los arreglos florales. Esta
especie, originaria de las montañas tropicales
de Suramérica y el sur de África, no es nativa
de Costa Rica, pero se cultiva en el país des-
de hace treinta años. Actualmente existen
1.650 hectáreas sembradas de helechos, dis-
tribuidas en la zona central, desde Turrialba en
el este, hasta la zona alta de Miramar de Pun-
tarenas, a alturas que oscilan entre los 800 y
los 1.800 msnm. Costa Rica es hoy en día el
mayor exportador mundial de helechos, con
un ingreso anual de divisas netas por este
concepto de 52 millones de dólares. El princi-
pal mercado de consumo está en Europa y, en
menor grado, en Norteamérica y Japón.

El uso frecuente de plaguicidas en este cul-
tivo fue motivo de preocupación reciente, por
la ubicación de varias plantaciones en las zo-
nas de recarga de los principales acuíferos del
Valle Central, así como por el impacto tóxico
sobre los trabajadores de esta industria (Pro-
yecto Estado de la Nación, 2002). Entre tanto,
sin embargo, doce fincas de helechos (252
hectáreas) obtuvieron por primera vez en el

mundo la certificación ECO OK (Rainforest
Alliance Certified, 2002). Otras dos tramitaron
exitosamente las certificaciones ISO 14001 (68
hectáreas), tres el MPS (75 hectáreas) y otras
más se adhirieron el Sistema de Gestión Preven-
tiva de Riesgos Laborales, del INS-CCSS.

En enero del 2000 nació la Asociación Cos-
tarricense de Productores y Exportadores de
Helechos (ACOPEHEL), que agremia en forma
directa e indirecta 63 empresas, que represen-
tan el 78% de la producción total nacional. La
Asociación estimula el desarrollo de sistemas
de manejo integrado de la producción, en los
cuales la variable ambiental incide sobre el
uso y manejo de agroquímicos y desechos, la
protección de zonas ecológicamente sensibles
y la salud ocupacional, entre otros. El 58% de
las empresas asociadas ha implementado sis-
temas de gestión ambiental, gestión social y
gestión de la calidad. El 60% cuenta con un
programa de monitoreo de aguas.

El uso de métodos de control biológico en
los procesos de producción es cada vez más
común, gracias a un convenio establecido en-
tre los productores de helechos y el Centro
Nacional de Agricultura Orgánica del INA. El

hongo Bauveria basiana se utiliza como con-
trol biológico contra enfermedades como la
cochinilla gigante (orthezia sp), que afecta la
raíz del helecho. Este método es utilizado por
el 30% de los productores de ACOPEHEL con
lo que ellos han logrado disminuir el uso de
algunos agroquímicos en un 20%.

Por otra parte, el sector productor de hele-
chos, en convenio con el MAG, desarrolló un
programa de monitoreo de aguas por un año,
en las nacientes cercanas a las áreas de produc-
ción agropecuaria que incluyen sus plantacio-
nes. El programa finalizó en abril del 2002 y no
reveló niveles preocupantes de plaguicidas en la
columna de agua en las nacientes19.

Es de esperar que estos avances en la ges-
tión ambiental helechera se generalice al res-
to de los productores del gremio, y que esti-
mule iniciativas similares en aquellos sectores
agropecuarios que aún carecen de una visión
integrada de su producción.

Fuente: Asociación Costarricense de Produc-
tores y Exportadores de Helechos (ACOPE-
HEL).

Los helechos: un cultivo no tradicional que avanza  
hacia una producción amigable con el ambiente



Los recursos marino-costeros: poco 
conocimiento y explotación con débiles controles 

La visión tradicional del mar como un in-
menso espacio donde los recursos se pueden ex-
plotar de manera abierta y sin límite, lentamente
está empezando a cambiar en el país. El nuevo
mapa oficial de la República de Costa Rica, pre-
sentado en el 2003 por el Instituto Geográfico
Nacional (IGN, 2003), incluye por primera vez
los 598.682 km2 de espacios marinos20. En el fu-
turo se podrá incluir en este mapa base la distribu-
ción geográfica y batimétrica de los ecosistemas
marinos y la compleja estructura de poblaciones y
comunidades biológicas que en ellos reside, y em-
pezar a contabilizarlos, junto con los ecosistemas y
biodiversidad terrestres, como parte del patrimo-
nio y el capital natural nacionales.

Para Costa Rica, cuya superficie terrestre es
de tan solo 51.100 km2, los espacios marinos y
su biodiversidad representan un enorme poten-
cial de desarrollo. No obstante, se conocen y com-
prenden muy poco las dimensiones y límites reales
de este potencial, así como las capacidades naciona-
les para aprovecharlo responsablemente. En estas
condiciones, el país enfrenta el riesgo de continuar la
sobrexplotación de sus recursos y el deterioro de los
ecosistemas del mar. Afortunadamente, ya empie-
zan a observarse planteamientos organizados para
contribuir al ordenamiento, la conservación y el
aprovechamiento de los recursos marinos. 

En un esfuerzo por dar respuesta a la conserva-
ción y manejo de la biodiversidad marina, en 1999

el MINAE incluyó en la “Estrategia nacional de
conservación y uso sostenible de la biodiversidad”
(Obando et al, 1999), la necesidad de desarrollar
instrumentos técnicos e institucionales para la ges-
tión de recursos marinos, la adecuación del marco
jurídico, la divulgación, extensión y capacitación,
la identificación de zonas críticas que requieren
protección o atención especial, el fortalecimiento
institucional y de organizaciones sociales, así como
la implementación de un programa nacional de
manejo integrado de recursos costero-marinos. 

La propuesta de una “Agenda ambiental para
el desarrollo”, presentada por el Foro Ambiental,
plantea metas y soluciones para los problemas
identificados en el aprovechamiento de los re-
cursos vivos del mar, la coordinación interinsti-
tucional, la transferencia de conocimiento cientí-
fico y tecnológico, así como la participación
ciudadana (Ugalde y Solís, 2002). Asimismo, el
Informe Ambiental de Costa Rica (MINAE-PNU-
MA, 2002) incluye un capítulo para las áreas
costero-marinas, que resume el estado de los
ecosistemas sensibles, como arrecifes, manglares
y otros humedales. Mucho de los desafíos que se
discuten y de las acciones propuestas en estos
documentos son tareas pendientes.

Ecosistemas y hábitats 
marinos críticos y poco conocidos

Aunque a simple vista los océanos son enor-
mes masas homogéneas de agua salada, en ellos
existe una gran diversidad de ecosistemas y
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RECUADRO 4.7

La gestión ambiental permite generar el sustento de
las familias al mismo tiempo que se protegen los recur-
sos naturales y culturales, sin pasar por la expropiación
ni la exclusión de las personas. Esta es la experiencia de
la Fundación Cerros de Jesús, una iniciativa de gestión
ambiental comunitaria en Nicoya, que reconoce la im-
portancia de proteger las zonas de amortiguamiento
para el desarrollo de actividades productivas, recupera-
ción de suelos degradados, prácticas de agricultura or-
gánica, restauración de la cobertura forestal y manejo
de vida silvestre, buscando el equilibrio entre producción
y conservación de los recursos naturales. En sus siete
años de existencia, la Fundación ha acompañado a tres
grupos de mujeres en proyectos de microempresa

ecoturística; el 80% de las tierras de protección cubier-
tas de bosque en sus diferentes etapas y veinte familias
propietarias han recibido incentivos como reconoci-
miento al servicio ambiental de captación de aguas y
restauración. También se ha dado capacitación a niños
y jóvenes en liderazgo y gestión ambiental, y se han es-
tablecido comités comunales de vigilancia que además
participan en acciones educativas y de proyección co-
munitaria. El diálogo y la conciliación de intereses han
sido herramientas efectivas para una gestión comparti-
da con el Estado, que permite una gestión ambiental
más democrática y efectiva.

Fuente: Quesada, 2002 y Ayales y Solís, 2003.

Cerros de Jesús: una iniciativa de gestión ambiental 
comunitaria en Nicoya, Guanacaste



y, eventualmente, la biomasa es exportada hacia
los sitios o bancos de pesca (Roberts y Hawkins,
2000). Este es un servicio ambiental que brindan
las áreas protegidas a las pesquerías, y que por
desconocimiento generalizado no se aprecia.
Aún se carece de un diseño integral de los espa-
cios marinos por proteger, que atienda su papel
crítico para la salud de las pesquerías y de los
ecosistemas pelágicos.

El potencial turístico de las 28 especies de
cetáceos de los mares costarricenses (Rodríguez,
J., 2001), lo demuestra el vertiginoso aumento
observado en años recientes en el número de
empresas que ofrecen a sus clientes avistamien-
tos de delfines y ballenas. Esta joven industria
consistía en 1998 de tres empresas y para el
2002 ya contaba con por lo menos 40 operado-
res (Rodríguez, 2003). Estos mamíferos marinos
generan cerca de 1,5 millones de dólares anua-
les a las economías de las costas del país (Cube-
ro et al, 2001).

El incipiente co-manejo 
de recursos marino-costeros

En Costa Rica las experiencias de co-manejo
de áreas y recursos marinos entre comunidades
costeras y el Estado son pocas, y la mayoría inci-
pientes. La iniciativa más consolidada está en el
Refugio de Vida Silvestre Gandoca-Manzanillo,
del Area de Conservación La Amistad-Caribe (re-
cuadro 4.8). Allí se cuenta con un plan imple-
mentado entre el MINAE y comités locales de
manejo del refugio, que integran diferentes sec-
tores de la comunidad. Otro ejemplo interesante
con un grado de madurez avanzado es un arre-
glo de manejo participativo entre el MINAE y la
Asociación de Desarrollo Integral de Cahuita, pa-
ra el sector de playa Blanca, en el Parque Nacio-
nal Cahuita; esta es una de las pocas experiencias
documentadas en Costa Rica (Weitzner y Fonse-
ca, 2000). También en el Caribe, en el Parque
Nacional Tortuguero, funciona un esquema de
acceso a las playas de anidación de tortuga verde
mediante guías de la comunidad. El acceso sin
guías no es posible y esto ha fortalecido el inte-
rés de la comunidad por la conservación y el
ecoturismo (recuadro 4.8).

En el Pacífico las experiencias son incipientes.
Se están desarrollando algunos esfuerzos para im-
plementar un esquema de co-manejo para el Par-
que Nacional Marino Ballena, con la participación
de ONG nacionales como la Cooperativa Solidar
R.L., las comunidades de pescadores y otras orga-
nizaciones locales (Solís, 2003). En el sector de la

hábitats que proveen sitios de alimentación, cre-
cimiento y reproducción, así como zonas de
crianza para la vida marina. Estos ecosistemas y
hábitats especiales se conocen como ecosistemas
o hábitats críticos. En Costa Rica, el conocimien-
to de los ecosistemas y hábitats críticos para es-
pecies marinas, y en particular para aquellas que
constituyen recursos pesqueros de importancia
en alta mar, es muy escaso. Sin restar importancia a
los esfuerzos de investigación que se han venido
realizando, debe reconocerse que el interés científi-
co se ha concentrado en los ecosistemas costeros21.
Dos excepciones importantes son los trabajos de
varios años en la Isla del Coco y una reciente publi-
cación sobre el domo térmico (Fiedler, 2002).

La poca valoración de las áreas marinas pro-
tegidas se refleja, por una parte, en la percepción
pública simplista de que son zonas de exclusión
pesquera y, por otra, en su limitada extensión y
en el hecho de que no existe un valor oficial del
área marina bajo protección estatal. Un estimado
sugiere que en Costa Rica se han protegido
4.174,7 km2 de superficie marina asociadas a
parques nacionales, refugios de vida silvestre y
reservas naturales absolutas (Mug y Rodríguez,
2003, y decretos correspondientes para las áreas
marinas protegidas). El 31,5% de esa superficie
se encuentra en el Caribe y el 68,5% en el Pací-
fico. Sumadas, las áreas protegidas equivalen
apenas al 0,7% del territorio marino del país.
Otro estimado sugiere que el área total protegida
es de por lo menos 2.529 km2 (Rodríguez,
2003).

El SINAC cuenta en la actualidad con 13 áreas
marinas protegidas. El 92% de la superficie inclui-
da en ellas se protegió en los quince años posterio-
res a la creación de la primer área marina protegi-
da: la Reserva Absoluta de Cabo Blanco, en 1963.
Así, en los últimos veinticinco años el área marina
protegida sólo ha crecido un 8%. Los hechos re-
cientes más significativos han sido la ampliación
de los límites marinos del Parque Nacional Isla del
Coco a 197.400 hectáreas22 y la inclusión de éste
en la propuesta para la creación de un corredor
biológico marino, junto con las islas de Coiba en
Panamá, Gorgona y Malpelo en Colombia, y Galá-
pagos en Ecuador, en la reciente Cumbre de Desa-
rrollo Sostenible, efectuada en Johannesburgo.

Aparte de la función que desempeñan para la
conservación de la biodiversidad marina, las
áreas protegidas cumplen un papel relevante
proveyendo sitios de refugio para especies de im-
portancia pesquera. A menudo, la abundancia y
biomasa de estos recursos dentro de áreas prote-
gidas supera en mucho los niveles fuera de ellas
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península de Osa, el Estado y entidades no guber-
namentales realizaron entre el 2001 y el 2002, con
el apoyo de la organización The Nature Conser-
vancy, esfuerzos para la conservación y manejo de
los recursos costero-marinos, sumando así a los es-
fuerzos en marcha en el sector terrestre (Sáenz,
2003). En el Pacífico Norte, en las zonas aledañas
al Parque Nacional Santa Rosa, se están implemen-
tando programas de capacitación para el desarrollo
de actividades turísticas dirigidas a los pescadores
que antes pescaban en las aguas actualmente pro-
tegidas por este parque (Basey, 2003).

Contaminación del mar: los puertos 
y el mal manejo de plaguicidas y desechos 

Un proyecto del Centro de Investigación en
Ciencias del Mar y Limnología (CIMAR), de la
UCR, evalúa desde el 2000 la contaminación en
cuatro ecosistemas costeros de alta prioridad en
la economía del país: bahía Culebra, en el golfo
de Papagayo (turismo de playa), la región media
del golfo de Nicoya (pesca e impacto de los puer-
tos de Puntarenas y Caldera), bahía Golfito, en el
golfo Dulce (turismo naturalista e impacto del
puerto de Golfito y de aguas servidas) y bahía
Moín, en el Caribe (actividad portuaria y turísti-
ca en los canales del río Moín) (Vargas, J.A.,
2003). Adicionalmente, se examinan algunos pa-
rámetros en aguas alrededor de la Isla del Coco.
De los ecosistemas estudiados, bahía Culebra y la

Isla del Coco son los sitios con menor contami-
nación. La mayor concentración de desechos só-
lidos de origen antropogénico, muestreado en
playas, se da en el golfo de Nicoya.

En el mar Caribe, asociadas a la actividad por-
tuaria, se encuentran las mayores concentraciones
de hidrocarburos aromáticos disueltos o dispersos
en agua de mar. En las costas examinadas, ninguno
de los plaguicidas considerados (DDT, DDD, DDE,
HCCH, endosulfán, aldrín, dieldrín, endrín, hepta-
cloro, heptacloroepóxido) se ha encontrado en con-
centraciones superiores al límite de detección de la
técnica en los sedimentos analizados (1 µg/g o par-
tes por millón). Sin embargo, hay evidencias de pla-
guicidas organoclorados incorporados a los tejidos
de organismos que se ubican en la partes altas de la
maraña trófica, como los delfines bufeo y mancha-
do en el golfo Dulce (Cubero, 2003). Esta circuns-
tancia demuestra la conexión entre los ecosistemas
marinos y la falta de atención al flujo de plaguicidas
hacia las aguas supeficiales tierra adentro. El recur-
so pesquero puede verse involucrado y comprome-
tido en esta cadena de causalidades.

Asimismo, el mal manejo de desechos y agro-
químicos puede comprometer la salud y la econo-
mía de las comunidades costeras, al detonar even-
tos de mareas rojas. Se estima que, además de
causas naturales, estos fenómenos están asociados
al incremento en el uso de fertilizantes para culti-
vos terrestres que van a dar al mar, afectando sus
ciclos normales de nutrientes25. La contaminación

RECUADRO 4.8

El Refugio Nacional de Vida Silvestre Gandoca-Manzanillo se creó
en 1985, entre otras razones para la protección de una colonia de ani-
dación de tres epecies de tortugas marinas, que aún visitaban estas
playas, después de al menos un siglo de explotación. En 1990, bajo el
auspicio de la Asociación ANAI, se inició un proyecto científico de re-
colecta de información y operación de viveros para los huevos de las
tortugas. En 1992 se puso en marcha un programa de voluntarios, cu-
yo espíritu fue dar una alternativa ecoturística a los pobladores loca-
les, para que vendieran servicios de alojamiento y comida a las perso-
nas que se integraran voluntariamente al trabajo del Refugio, en lugar
de cazar tortugas o recolectar sus huevos.

Gandoca pasó de 100% de recolecta de huevos antes de crearse el
Refugio, a 4% en las últimas temporadas. La comunidad pasó de una
recolecta ilegal sin alternativas de ingresos a un ingreso bruto proyec-
tado de 60.000 dólares durante la última temporada de anidación, de-
rivados de 400 voluntarios que apoyan la conservación, operan los vi-
veros y viven con la comunidad (Chacón, 2003). Comparativamente, el

valor estimado de los huevos de esta temporada, en el mercado negro,
fue de 28.616 dólares23. Este rubro no abarca todo el aporte financie-
ro del proyecto, pues éste incluye además las plazas de trabajo en con-
servación de siete lugareños y la venta de otros servicios asociados al
turismo. La gestión de esta iniciativa se basa en la operación de una de
las estructuras de co-manejo del Refugio, llamada Comité Zonal de
Gandoca, desde donde se creó el comité para el manejo de las tortu-
gas marinas. Este, a su vez, aglutina a las organizaciones locales, ONG
y el MINAE, que trabajan mancomunadamente para desarrollar un pro-
ceso equitativo y con participación abierta, generar recursos económi-
cos y asegurar la sostenibilidad biológica de las tortugas. Este modelo
está fortalecido oficialmente por los decretos 25595-MINAE, de 1996,
y 29019-MINAE, del 2000. El nuevo escenario ha gestado la organiza-
ción comunitaria, el co-manejo y la toma de conciencia de que las tor-
tugas vivas dejan más dinero que muertas24.

Fuente: Didiher Chacón, Asociación ANAI.

Participación comunitaria en la gestión y los beneficios de conservar especies
amenazadas: la experiencia de Gandoca-Manzanillo



Sin embargo, el 2002 muestra un leve au-
mento en la captura de especies costeras de crus-
táceos y una disminución cada vez menor de la
captura de especies costeras de escama (gráfico
4.5), comparado con las reducciones experimen-
tadas a partir de 199926. Esto puede estar asocia-
do al hecho de que en el 2002 no se hizo efecti-
va la veda anual en el golfo de Nicoya,
fundamentalmente porque las comunidades de
pescadores rechazaron esa medida, al no existir
los recursos financieros en las arcas del Estado
para compensar el ingreso de los pescadores, co-
mo se venía haciendo en el pasado. En conse-
cuencia, la presión de pesca adicional a la que
fue sometido el golfo de Nicoya podría tener im-
pactos negativos de consideración en la disponi-
bilidad del recurso en los próximos años, espe-
cialmente para los camarones, si no se logra
implementar una veda en el 2003.

El desarrollo más importante en el golfo de
Nicoya ha sido el aumento en las capturas de sar-
dina, las cuales ascendieron en el 2002 a 3.740
toneladas métricas, correspondientes al 56% del
total de las capturas del golfo. Esta actividad se
ha venido incrementando significativamente
desde hace unos tres años, estimulada por la em-
presa Sardimar, que ha tenido que sustituir las
importaciones de sardina de Venezuela, y que ha
logrado abrir y desarrollar mercados en Centroa-
mérica y el Caribe (Vásquez, 2003)27. Si bien las
mayores capturas de sardina benefician positiva-
mente el empleo asociado a la industrialización
de este recurso, también pueden dar la idea equi-
vocada de que el ecosistema del golfo de Nicoya
se está recuperando, cuando en realidad la gran
mayoría de pescadores ha venido experimentan-
do reducciones en sus capturas.

En el 2002 la composición de los desembar-
ques totales nacionales se mantuvo prácticamen-
te sin variación con respecto al año anterior. Así,
de nuevo, los desembarques nacionales fueron
dominados por las especies pelágicas (dorado, ti-
burón, picudos, atún y sardinas), con el 79%,
seguidas por el 16,4% correspondiente a los pe-
ces costeros (con predominio de especies de fon-
do, como corvinas, pargos y un conglomerado
de unas 75 especies más). En tercer lugar se ubi-
can los camarones, langostas y cangrejos, con un
4,2%, en tanto que los moluscos (pianguas, pul-
pos y calamares) sólo aportan un 0,3%.

Es posible que se hayan estado sobre-repor-
tando capturas, para encubrir con salidas al mar
ficticias la venta ilegal de combustible subsidia-
do. Está por verse en qué medida esta situación
puede estar afectando el análisis e interpretación

industrial y la basura que se arroja a los ríos y al
mar, y en algunos sitios la pesca con dinamita o
productos químicos, tienen un efecto muy negati-
vo en la vida marina en general y pueden afectar la
incidencia de las mareas rojas (recuadro 4.9).

La actividad pesquera a la espera de una nueva ley

En el 2002, las capturas pesqueras nacionales
totalizaron 25.979 toneladas métricas, lo cual repre-
senta una disminución de 359 toneladas métricas
(1,4%) con respecto al año anterior (INCOPESCA,
2003). No obstante esta reducción, el país ha veni-
do experimentando un incremento sustancial en las
capturas totales, hasta prácticamente duplicar los
volúmenes de 1992. En particular, esto se ha debi-
do al aumento de las capturas de especies pelágicas,
sobre todo de dorado y tiburón, lo cual además ha
enmascarado la tendencia hacia la reducción de las
capturas de especies costeras, sobre las cuales hay
evidencia de sobreexplotación (Amjoun, 1996; Lai
et al, 1993; Palacios, 1993; Palacios et al, 1993; Ta-
bash y Palacios, 1996).
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RECUADRO 4.9

Las mareas rojas son producto de las floraciones de dinoflagelados marinos,
causantes de intoxicaciones en las personas por consumo de moluscos bivalvos.
Se han registrado en el litoral pacífico del país en los años 1979, 1983, 1989,
con un último evento a partir del mes de noviembre del 2000, cuya toxicidad en
algunas especies de moluscos, como ostión vaca (Spondylus calcifer) en la re-
gión de Guanacaste aún persiste. En el transcurso de los diferentes eventos de
marea roja tóxica registrados, se han reportado 2 muertes y 130 intoxicaciones
en personas, de las cuales el 75% corresponde al último episodio. La respuesta
oficial inmediata, ante la magnitud de la emergencia que produjo esta última
marea, fue la creación de la Comisión Interinstitucional para la Vigilancia de la
Marea Roja (Decreto 29184-S-MAG), en el año 2000. Esta instancia está con-
formada por representantes de la CCSS, el INCOPESCA, el MAG, principalmente
por medio del Laboratorio Lanaseve, el Centro de Investigación en Ciencias del
Mar y Limnología (CIMAR) de la UCR, el Laboratorio de Fitoplancton Marino de
la UNA y el Ministerio de Salud. El objetivo principal de la Comisión es dar a co-
nocer la magnitud de la problemática surgida a consecuencia de la última ma-
rea reportada en el país, así como las acciones y las medidas preventivas que
pueden evitar futuras intoxicaciones entre la población, a causa de nuevas apa-
riciones de mareas rojas tóxicas.

Fuente: Fernando Víquez, Coordinador de la Comisión Interinstitucional para la
Vigilancia de la Marea Roja.

Los eventos de mareas rojas 
en el Pacífico costarricense
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Fuente: INCOPESCA.

de las estadísticas pesqueras, y la posibilidad de
responder a ella con medidas de manejo sosteni-
ble apropiadas y oportunas (Mug, 2003). El mar-
co legal que cubre los recursos costero-marinos,
incluyendo la pesca y los ecosistemas costeros
como manglares, arrecifes, playas, estuarios y
áreas marinas protegidas, ha sido objeto de una
revisión reciente por Cajiao (2003). Sin embar-
go, con respecto a los esfuerzos que se han hecho
para llenar el vacío legal en pesca, el 2002 no fue
un año exitoso. La Ley de Pesca sigue esperando
el apoyo político y sectorial necesario para su
aprobación en la Asamblea Legislativa.

La normativa sobre tiburones y la 
creación de un sistema de regencias pesqueras

Actualmente, las capturas de tiburón constitu-
yen el segundo rubro de importancia en la pesca
de peces de alta mar, después del dorado. En el
2002 ascendieron a 4.041 toneladas métricas,
equivalentes a un 20% de los desembarques de
pelágicos y un 15,5% de los desembarques totales
nacionales. Los volúmenes desembarcados de ale-
ta de tiburón alcanzaron 265 toneladas métricas
en el mismo año. Esto representa un incremento

de 77% en los desembarques de carne de tiburón
y de un alarmante 1.537% para la aleta de tibu-
rón, respecto a los volúmenes reportados en
1992 (gráfico 4.6).

Con el ánimo de mitigar una eventual sobre-
captura de tiburones para el comercio de aletas,
en el 2001 el INCOPESCA prohibió el desem-
barque de animales desaletados. El desaleteo
consiste en cortar las aletas del tiburón y botar el
cuerpo al mar, para aprovechar al máximo la ca-
pacidad frigorífica del barco. Esta medida produ-
jo algunos problemas en la cadena de frío para
algunas empresas, las cuales solicitaron un cam-
bio en la regulación, para permitir desembarcar
los cuerpos y las aletas por separado. 

A fin de implementar este sistema y controlar
los desembarques, desestimulando el desaleteo
en el mar, el INCOPESCA solicitó la colabora-
ción del Colegio de Biólogos de Costa Rica. En el
2002, ambas instituciones firmaron un convenio
para implementar un “Sistema de regencias en
pesca responsable”, con el objetivo de construir
la capacidad técnica necesaria para reforzar al
Instituto en el control los desembarques de tibu-
rón y aleta de tiburón. El Colegio ha propuesto
un reglamento al INCOPESCA para operar las

Más detalle sobre

recursos marinos, 

consúltese el estudio

“Estado de los recursos

marinos de Costa Rica”,

elaborado por Moisés

Mug y Karina Rodríguez,

en el sitio

www.estadonacion.or.cr



transporte representó el 50,7% del consumo, se-
guido por el industrial, con un 17,8%, y el resi-
dencial, con un 12,3% (DSE, 2003). El consumo
del sector transporte sigue creciendo, como
resultado del aumento del parque automotor;
aunque el número de vehículos en circulación
varía según la fuente28, la cifra reportada por el
MOPT para el año 2002 es de 689.763.

La facturación petrolera alcanzó 423,5 millo-
nes de dólares en el año en estudio, valor similar
al del 2001, que fue de 420,5 millones de dóla-
res (DSE, 2003). No obstante, en el 2002 el con-
sumo total de hidrocarburos creció un 3,2% en
contraste con el año 2001. El consumo de gaso-
linas (regular y súper) aumentó un 6,7% y el de
diesel un 3,6%, tasas de crecimiento menores
que las mostradas en el 2001 con respecto al
2000. En el diesel se observa un menor consumo
del ICE, un 61% menos con respecto al 2001
(RECOPE, 2002). Los precios promedio internos
aumentaron en comparación con el 2001: la ga-
solina súper un 5,5%, la gasolina regular un
5,9% y el diesel un 5,3% (RECOPE, 2002).

El sistema de producción de electricidad del
país tiene como base principal los recursos natu-
rales renovables, entre los cuales el 79,9%

regencias pesqueras y contribuir al control de estos
desembarques. Se espera que este esquema, único
en Centroamérica y uno de los pocos existentes en
el mundo, inicie en el 2003. La práctica del desa-
leteo se ha observado en otros países del istmo y en
muchos otros países del orbe (Rojas et al, 2000).

Fuentes de energía:
la demanda sigue en aumento

Para satisfacer sus necesidades de energía, el
país cuenta con la siguiente oferta: recursos hi-
dráulicos de 34 cuencas hidrográficas, con un
potencial teórico de 25.000 MW; hidrocarburos,
los cuales se importan en su totalidad, como cru-
do o como producto terminado; en menor grado,
el viento, con un potencial teórico de 600 MW; la
radiación solar, con un potencial teórico de 10.000
MW; la geotermia, con un potencial teórico de 865
MW; los residuos vegetales y el biogás. Las fuentes
de energía más importantes en la actualidad son
los hidrocarburos y el recurso hidráulico.

La demanda de energía, reflejada en la estruc-
tura del consumo para el año 2002, se centró en
un 66% en hidrocarburos, un 20% en electrici-
dad y un 14% en biomasa (DSE, 2003). El sector
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corresponde a energía hidroeléctrica. El total ge-
nerado en el 2002 fue de 7.472.551 MWh, lo
que representó un aumento del 7,8% con respec-
to al 2001 (ICE, 2002). La generación térmica
presentó un incremento de un 22,4%. Cabe se-
ñalar que la generación de estas plantas satisface
la demanda en horas pico y en la estación seca;
su costo se ve afectado por la oferta y la deman-
da en el mercado mundial de los combustibles
(diesel o búnker). La generación geotérmica cre-
ció un 13,7% y la hidroeléctrica un 6,3%. Debe
destacarse que la generación de energía eléctrica
por plantas eólicas se incrementó un 446,5% en
el mismo año, por efecto de la planta Tejona, a
cargo del ICE.

En el sector electricidad, las ventas totales de
energía crecieron un 5,4% en el 2002 con res-
pecto al 2001, la cantidad de clientes un 4,1% y
el consumo por cliente (kWh/cliente/año) un
1,3% (ICE, 2002). El consumo registró un incre-
mento de 7% en el sector general, seguido por
los sectores industrial y residencial, con 6,4% y
4,2%, respectivamente. Estos aumentos obede-
cen al crecimiento en el comercio y la venta de
servicios (construcciones de centros comerciales,
proyectos turísticos, zonas francas, etc.). 

En el 2002 Costa Rica realizó un intercambio
de energía eléctrica con Honduras y Panamá, en
el cual se exportaron 478 GW/h y se importaron
59 GW/h, para un total de 7.065 GW/h disponi-
bles para consumo nacional. En el mismo año la
generación privada de energía representó el 12,0%
del total nacional (ICE, 2002). En ese período es-
taban en operación 30 proyectos privados, 3 de
fuentes eólicas y el resto de fuentes hidroeléctricas.
La generación térmica privada en el 2002 provino
exclusivamente de la electricidad que genera el In-
genio Taboga con el bagazo de la caña.

En cuanto al acceso de la población a la ener-
gía, un estudio realizado por el Centro Nacional
de Planificación Eléctrica (CENPE) y la Escuela
de Geografía de la UCR, utilizando la informa-
ción del Censo 2000, logró determinar que el
porcentaje de cobertura eléctrica nacional a junio
del 2000 era del 97,1%. La distribución geográfica
de esta cobertura demuestra, sin embargo, que to-
davía existen en el país distritos con coberturas
eléctricas inferiores al 50%: Dos Ríos de Upala
(12,3%), Llanuras de Gaspar (24,4%) y Cureña
(12,4%) del cantón de Sarapiquí, Changuera
(15,2%) y Pilas (46,2%), de Buenos Aires, y Brat-
si (48,1%) de Talamanca. Asimismo, hay distri-
tos donde el uso de la leña y el gas son iguales o
superiores al 50% (cuadro 4.7).

El agua para consumo humano: avances en 
la cobertura, pero con fuerte vulnerabilidad

Más del 80% del parque eléctrico de Costa
Rica se basa en generación hidroeléctrica, una
fuente de energía limpia (Vargas, 2002), lo que
hace del agua un recurso clave para la produc-
ción nacional. Las exportaciones de productos
que dependen del agua y el uso hidroeléctrico
son ejemplos del alto valor agregado de este re-
curso. Proyectos como el complejo hidroeléctri-
co Arenal-Corobicí-Sandillal (ARCOSA) tiene un
efecto multiplicador en la economía, ya que la
generación “en cascada” permite que el mismo
metro cúbico de agua se use sucesivamente para
generar electricidad en tres ocasiones distintas,
antes de entrar al Distrito de Riego Arenal-Tempis-
que (DRAT) en Cañas, Guanacaste (IPS, 2002). Al
hacer del agua un recurso disponible en gran par-
te del año, se transformó la economía de una de
las regiones más secas del país, favoreciendo la

CUADRO 4.7
Costa Rica: distritos con porcentaje de cobertura eléctrica en

viviendas ocupadas inferior al 50% y porcentaje de uso de leña y gas
para cocción. Censo 2000

Distrito Porcentaje de viviendas rurales Cobertura eléctrica Cocción con
Leña Gas

Dos Ríos (Upala) 91,3 12,3 62,5 34,9
Cureña (Sarapiquí) 100,0 12,4 70,4 29,6
Llanura de Gaspar (Sarapiquí) 100,0 24,4 48,2 50,0
Sierpe (Osa) 100,0 45,9 45,9 50,9
Bratsi (Talamanca) 100,0 48,1 64,8 30,7

Fuente: ICE, 2003.



participativa. Bajo el principio de “quien contami-
na debe pagar”, aparece un intento más explícito
para hacer visibles las implicaciones y responsabi-
lidad legal que atañen al tratamiento de aguas resi-
duales y la contaminación de aguas.

Estas medidas se acompañan de instrumen-
tos económicos para internalizar el valor econó-
mico real del agua como recurso, tanto en su
aprovechamiento como en su adecuada disposi-
ción después de ser usado. El propósito es que
haya un costo monetario actualizado, que gene-
re ingresos para financiar el funcionamiento de
un adecuado sistema de control y vigilancia, así
como de infraestructura para la protección, uso y
tratamiento de las aguas en un ciclo integrado de
su calidad. El proyecto de ley se inspira en el mo-
delo de “tarifa hídrica” empleado por la ESPH;
así, se actualizaría el costo de permisos y conce-
siones con un “canon por aprovechamiento” que
incluye criterios ambientales (IPS, 2003). Esos
recursos dotarían a una Dirección de Aguas ads-
crita al MINAE, como instancia superior rectora,
de recursos para ejercer control y vigilancia en la
protección de fuentes de agua y la reducción de
la contaminación. Esta Dirección uniría las capa-
cidades existentes de entidades como MINAE y
SENARA. Otro planteamiento novedoso es que
las instituciones de interés público sean sujetas a
pagar este canon, del cual han estado exentas.
Además, se propone crear el “canon por verti-
dos”, para sancionar la contaminación con aguas
residuales (CCAD, 2003).

La participación local en la discusión nacional
sobre recursos hídricos ha puesto de manifiesto el
amplio interés de la sociedad civil en la toma de
decisiones que afectan el entorno físico. En este
sentido, se realizaron el “Foro Nacional Represas
Hidroeléctricas y Comunidades” y el “Foro Social
del Agua”. El primero se dedicó al intercambio de
posiciones entre representantes de comunidades
de Guácimo, Sarapiquí, Boruca, Talamanca y La
Angostura, y representantes del sector nacional de
energía. El segundo foro aportó una declaración
del sentir de grupos ecologistas sobre la situación
nacional del recurso hídrico y sus recomendacio-
nes para el citado proyecto de ley.

Interés local: dispositivo clave 
para activar inversión, conservación y mayor 
conocimiento de las cuencas que alimentan la GAM

El seguimiento a los estudios sobre la calidad
de las aguas en la cuenca alta del río Virilla y al cos-
to de la contaminación de las aguas del golfo de
Nicoya revela que hay motivación e interés local en

producción agrícola tradicional y de exportacio-
nes no tradicionales como el cultivo de tilapia. En
el año 2000 la producción de esta especie superó
la pesca total del golfo de Nicoya, y en el 2002
Costa Rica exportó 3.208 toneladas métricas de fi-
lete de tilapia a los Estados Unidos, lo que generó
18,4 millones de dólares y convirtió al país en el
mayor proveedor de ese producto29.

Estas experiencias y resultados concretos de-
muestran que en Costa Rica existen la capacidad
institucional y los recursos humanos para promover
un uso sostenible y capitalizar el recurso hídrico. El
reto actual consiste en crear condiciones políticas y
económicas aptas para replicar esta visión y aprove-
char estas capacidades, a fin de enriquecer las accio-
nes de otros sectores usuarios de agua.

Un proyecto de ley procura 
ordenar la gestión del recurso hídrico

En el 2002 se dio un paso significativo hacia
el ordenamiento y la racionalización institucional
en el manejo del agua. En el segundo semestre, el
Consejo de Gobierno delegó en el Ministerio de
Salud la tarea de ordenar la discusión y organizar
un proceso formal de armonización de legislación
en materia de recursos hídricos. Se creó por de-
creto el Consejo Nacional de Aguas30, instancia
conformada por los ministerios de Ambiente,
Agricultura y Economía, y presidida por el Minis-
terio de Salud. Este Consejo, en coordinación con
la Comisión de Asuntos Ambientales de la Asam-
blea Legislativa y con la participación de la socie-
dad civil y diversas entidades estatales, se dio a la
tarea de elaborar un único documento basado en
los aportes de distintas propuestas en torno al re-
curso hídrico. El resultado es el “Proyecto de Ley
del Recurso Hídrico-Texto Sustitutivo”, expe-
diente n° 14585, cuyo texto ha sido objeto de
consulta con diversos actores sociales31.

Un aspecto fundamental de este proyecto de
ley, que se basa en los principios de la Conferencia
de Dublin, es la adopción del manejo integrado del
recurso hídrico, abarcando simultáneamente las
aguas superficiales y subterráneas, el suelo y los
ecosistemas acuáticos, y tomando la cuenca hidro-
gráfica como unidad territorial para la planifica-
ción y la coordinación interinstitucional (Asamblea
Legislativa, 2002). Por primera vez se introducen
conceptos esenciales para educar a las instituciones
sobre la necesidad de entender el ciclo hidrológico. 

En esta área destaca un componente vital para la
descentralización: la creación de organismos de
cuenca que agrupen, ordenen y vigilen los intereses
locales de distintos usuarios en forma equitativa y
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participar en la búsqueda de soluciones. Un ejemplo
de ello es la Municipalidad de San José, que decidió
canalizar recursos financieros y acciones para gene-
rar mayor información sobre la contaminación de
aguas superficiales y el estado de los ríos que atra-
viesan la capital. El proyecto “Monitoreo de la cali-
dad de aguas de San José” establece una luz roja al
país respecto al alarmante estado de contaminación
en que se encuentran los ríos y que aumenta a lo lar-
go del trayecto de estos, por descargas domésticas e
industriales en todos los cauces (cuadro 4.8). Según
los encargados del proyecto, la condición de conta-
minación crítica presenta un comportamiento esta-
cional en la época de caudales mínimos, entre los
meses de diciembre y abril. En general, la situación
de los ríos en esta zona no permite el sustento de la
vida acuática (Municipalidad de San José, 2001). 

Otra buena práctica es la Gerencia Ambiental
de la CNFL, que aborda de manera integral e inno-
vadora la gestión de la salud de la cuenca del río
Virilla (recuadro 4.10). Asimismo, mediante la
captura de recursos financieros vía “tarifa hídrica”
y la ejecución del programa PROCUENCAS para el
pago de servicios ambientales por la protección de
fuentes de agua, la ESPH logró en el 2002 cubrir
un total de 783 hectáreas en bosque y en refores-
tación en las microcuencas de los ríos Ciruelas, Se-
gundo, Bermúdez, Tibás y Pará, que abastecen el
acueducto administrado por esa empresa. 

Un precedente original durante el 2002 fue el
aporte pionero de la empresa privada, para colabo-
rar en los esfuerzos de protección de las microcuen-
cas que proveen el servicio ambiental de calidad y
cantidad de agua para consumo y producción. La
compañía Florida Ice and Farm, propietaria de Cer-
vecería Costa Rica, refrescos Tropical y agua embo-
tellada Cristal, firmó un convenio con FONAFIFO
y FUNDECOR para promover la protección y rege-
neración natural de 1.000 hectáreas de bosque en
la parte alta de la microcuenca del río Segundo, con

CUADRO 4.8

Estado de los ríos de San José, según grados de contaminación

Cuerpo receptor Puntaje promedio Clasificación Interpretación
Río María Aguilar 12,1 4 Fuertemente contaminado
Río Torres 10,4 3 Moderadamente contaminado
Río Tiribí 10,1 3 Fuertemente contaminado
Río Ocloro 12,5 4 Fuertemente contaminado
Quebrada Los Negritos 10,7 4 Fuertemente contaminado
Quebrada Lantisco 13,2 4 Fuertemente contaminado

Fuente: ICAA y Laboratorio de Hidrología de la Municipalidad de San José, 2001.

RECUADRO 4.10

Gran parte de los desechos que escapan a la recolección municipal termina en
los ríos. La remoción y disposición de desechos sólidos de los embalses en el río Vi-
rilla implica una inversión creciente, debido a la contaminación crónica que trans-
porta el cauce. Entre el 2001 y el 2002 el total de desechos extraídos de las cen-
trales hidroeléctricas de la CNFL aumentó en un 22%, y alcanzó 6.794 toneladas.
El costo de su tratamiento fue de 63.033.778,05 colones. A esta cifra se suman las
pérdidas causadas por el tiempo y el potencial de energía que se deja de generar
durante los períodos de limpieza del cauce. La CNFL asume estos costos, origina-
dos por la ausencia de servicios de recolección que impera en las municipalidades
aguas arriba y en los botaderos clandestinos resultantes. Al reducir la cantidad de de-
sechos, que de otra forma contaminarían aún más el río Grande de Tárcoles y el golfo
de Nicoya, la CNFL enfrenta el reto financiero de una típica externalidad negativa, que
crece por la falta de gestión ambiental en muchas municipalidades, industrias y activi-
dades económicas. Por esta labor pionera, la CNFL se ha constituido en la primera em-
presa del sector eléctrico, y del sector público en general, que ha recibido en cada una
de sus plantas hidroeléctricas el galardón de la Bandera Azul Ecológica.

La Gerencia Ambiental de la Compañía ha consolidado la gestión de la salud de
la cuenca del río Virilla a través de sus proyectos PLAMA, de manejo de desechos,
educación ambiental y reforestación, entre otros. Aguas arriba, la CNFL aporta un
monto estimado de 200 millones de colones anuales para el pago de servicios am-
bientales por la protección de las cuencas de los ríos Virilla, Aranjuez, Balsa y lagu-
na Cote. Este monto cubre más de 5.559 hectáreas pertenecientes a pequeños y
medianos propietarios. Una alianza futura con la ESPH promoverá una mayor co-
bertura en la microcuenca del río Tibás.

En la zona metropolitana, la CNFL orienta su gestión hacia el manejo de dese-
chos sólidos a través de esquemas innovadores. Al establecer un proyecto de apro-
vechamiento biotérmico en el relleno sanitario de Río Azul, el cotidiano problema
de la contaminación se convierte en una oportunidad para el país, bajo el progra-
ma de Implementación Conjunta y Cambio Climático. Un programa pionero de tra-
tamiento de lámparas con mercurio desarrollado por la CNFL en convenio con el CI-
PA, del Instituto Tecnológico de Costa Rica, contribuye al manejo de sustancias
tóxicas y peligrosas que amenazan la cuenca del río Virilla.

Fuente: Compañía Nacional de Fuerza y Luz, Gerencia Ambiental.

Gestión de la salud del río Virilla: 
un mecanismo para atender la problemática 

de desechos en la GAM
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un aporte de 272.727 dólares, distribuidos en un
plazo de siete años. Adicionalmente, la empresa
aporta 45 dólares/ha/año y la ESPH contribuye con
22 dólares/ha/año, de manera que se les ofrece a
los beneficiarios un contrato para protección o
recuperación de bosque por 67 dólares/ha/año
durante un período de cinco años32. La iniciativa
de Florida Ice and Farm refleja una nueva men-
talidad de la empresa privada, al visualizar las
fuentes de aguas subterráneas que aprovecha en
sus procesos productivos como un activo más
que, al igual que el resto de su maquinaria, tam-
bién requiere inversión y mantenimiento. Se es-
pera que este paso motive iniciativas similares de
responsabilidad corporativa (Gámez, 2003).

En Heredia existe además un proyecto para el
mejoramiento de la capacidad en saneamiento de
las aguas, una vez que pasan por el uso domésti-
co e industrial. La ESPH cuenta ya con un “Plan
maestro de alcantarillado sanitario” y ha puesto
en operación cuatro plantas de tratamiento de
aguas negras.

El Laboratorio de Hidrología de la UNA inves-
tiga el acuífero Barva con colaboración pública y
privada. En reconocimiento de las necesidades de
planificación de manejo del recurso hídrico para la
GAM, la SENARA y el ICAA llevan a cabo el pro-
yecto “Estudios hidrogeológicos de los acuíferos de
las márgenes norte y sur del río Virilla”33. El proyec-
to de la UNA en el acuífero Barva ha visto reitera-
das manifestaciones del interés formal de algunas
municipalidades, por conocer mejor y capacitarse
adecuadamente en el manejo de recursos naturales,
reconociendo las insuficiencias de acciones, recur-
so humano y financiero que enfrentan para poder
tener impacto. En este ámbito, se comprende la ne-
cesidad de planificación con un enfoque de cuenca,
no cantonal (Gámez, 2003).

21,6% de la población continúa 
sin acceso a agua de calidad potable

El análisis sobre el acceso de la población al
agua debe hacerse teniendo presentes dos distincio-
nes importantes: por un lado, lo que se denomina
“agua para consumo humano”, entendida como
aquella utilizada para la ingesta, preparación de
alimentos, higiene personal, lavado de utensilios,
servicios sanitarios y otros menesteres domésti-
cos, que puede ser potable o no potable, y por
otro lado, el “agua de calidad potable”, aquella
que al ser consumida no causa daño a la salud
del usuario, y que debe cumplir una serie de re-
quisitos físico-químicos y bacteriológicos garan-
tizados por un proceso tecnológico.

En el 2002 el 97,5% de la población
(3.987.369 habitantes) recibió agua para consu-
mo humano a través de los siguientes medios:
90% por cañería y 7,5% por pozos o fácil acce-
so; se desconoce la forma de abastecimiento uti-
lizada por el 2,5% restante. En cuanto a la cober-
tura de agua de calidad potable, ésta fue del
78,4% (3.207.204 habitantes), que representa
un incremento de 2,6 puntos porcentuales con
respecto al 2001 (75%). Por provincias, San José
y Guanacaste tiene las mayores coberturas de po-
blación con agua de calidad potable, mientras
que Alajuela y Puntarenas tienen el mayor por-
centaje de población con agua de calidad no po-
table. Sigue siendo preocupante para el país que
un 21,6% de la población (882.408 habitantes)
continúa abasteciéndose con agua de calidad no
potable (Mora y Portugués, 2003).

En el 2002 el Laboratorio Nacional de Aguas,
entidad encargada del control de la calidad del
agua para consumo humano, controló la calidad
de 170 acueductos del ICAA, y realizó la vigilan-
cia de 1.901 acueductos administrados por otras
entidades. Del total de 2.069 acueductos estu-
diados, el 48,3% suministra agua de calidad po-
table. Sólo 33 cuentan con plantas potabilizado-
ras, especialmente en áreas urbanas de mediano
y gran tamaño; un 20,1% suministra agua con
desinfección (cuadro 4.9).

De acuerdo con este Laboratorio, si bien el
país cuenta con fuentes de agua de muy buena
calidad físico-química, los problemas más seve-
ros se presentan en unos 200 acueductos (147
CAARS, 47 municipales y algunos del ICAA) que
se abastecen de fuentes superficiales (ríos y que-
bradas) sin tratamiento, las cuales son vulnera-
bles al incremento de la turbiedad y a contami-
naciones causadas por la erosión y fuentes de
contaminación puntuales y continuas, provoca-
das por desechos líquidos industriales y domés-
ticos. Entre los ejemplos más preocupantes figu-
ran el río Virilla en la zona de Guadalupe y el río
Bananito en Limón. En el caso de las fuentes
subterráneas, existen zonas con altos contenidos
de hierro y manganeso, como Sixaola, Guácimo
y Matina, entre otras. 

Otro problema acumulativo en las aguas sub-
terráneas es la tendencia de varios acuíferos a so-
brepasar, en los próximos años, el valor máximo
permisible de 50 mg/L de nitratos; entre ellos se
encuentran el Barva y el Colima Superior, ade-
más de algunos pozos privados en Moravia, Ti-
bás y San José; este mismo problema se extiende
a los acueductos de Paraíso, San Isidro de Atenas
y Bolsón-Ortega, en Nicoya. La contaminación
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por nitratos es causada por la degradación y pos-
terior infiltración de materia fecal en los tanques
sépticos, y por el uso de fertilizantes nitrogena-
dos. Los nitratos pueden causar metahemoglobi-
nemia en niños lactantes menores de seis meses;
sin embargo, el mayor problema de las fuentes
de agua es la falta de protección, que conlleva
riesgos de contaminación con pesticidas, por la
presencia de monocultivos en sus alrededores
(Mora y Portugués, 2003).

Para atender estos problemas, el ICAA desa-
rrolla “Plan Nacional de Mejoramiento de la Ca-
lidad del Agua” (PNMCACH), que en el 2002 re-
portó avances en cuanto al inventario de fuentes
de agua, la cobertura con desinfección, vigilancia
y control de la calidad del agua, evaluación de
riesgo sanitario, políticas, normas y legislación,
educación, movilización social y autosostenibili-
dad, específicamente con la ampliación e imple-
mentación de los programas “Bandera Azul Eco-
lógica” y “Sello de Calidad Sanitaria”. Un
elemento adicional que promueve el PNMCACH
es la actualización periódica de las tarifas, para
incorporar en ellas los costos asociados a la pro-
tección de fuentes, tratamiento y desinfección,
control de calidad y capacitación. Sin embargo,
también se requieren acciones locales esenciales
y su financiamiento oportuno para cumplir ca-
balmente con las dimensiones del reto que im-
plica mantener y mejorar los niveles de cobertu-
ra con agua potable, y de rehabilitar, casi por
completo, los sistemas de saneamiento para las
contaminadas aguas de la GAM.

La OPS/OMS (2002) hizo una evaluación al
sector de agua potable y saneamiento, con el
propósito de facilitar lineamientos para la plani-
ficación de las inversiones necesarias. Entre los
mayores desafíos que se señalan están la inexis-
tencia de tratamiento de aguas residuales, la falta

de políticas, estrategias y programas comunes en
el sector, que fijen metas de cobertura, calidad de
agua y calidad de servicio y tarifas reales que per-
mitan financiar y recuperar las inversiones. Otra
llamada de atención importante se refiere a la
desproporción que existe entre los servicios de
agua y saneamiento, tanto en áreas urbanas co-
mo rurales. La cobertura de población con agua
potable en áreas urbanas es de 98,5% y en áreas
rurales de 75,4%. En cuanto a cobertura de sa-
neamiento, el 34% de la población tienen acceso
a alcantarillado simple (sin planta de tratamien-
to) mientras en los hogares rurales el 97% co-
rresponde a acceso a tanque séptico o letrina
(OPS/OMS, 2002). El estudio señala que si el
país pretende nivelar las coberturas de acceso a
agua potable y saneamiento, elevando estas últi-
mas a la categoría de alcantarillado sanitario con
plantas de tratamiento de aguas negras, tendrá
que hacer inversiones importantes. Hoy en día,
el 96% de las aguas residuales del país no recibe
tratamiento antes de ser vertido a cuerpos recep-
tores, concentrándose principalmente en la
GAM, en las cuencas de los ríos Grande de Tár-
coles y Reventazón. 

A escala local la ESPH ha realizado algunos
avances puntuales en esta línea, con la
administración de cuatro plantas de aguas
residuales domésticas en Los Lagos, La Aurora,
Real Santamaría y Las Flores34.

Para la actualización del sector se requieren
100 millones de dólares, una suma difícil de ob-
tener si se considera que ningún operador tiene
financiamiento consolidado para inversión. Al
respecto, el informe de OPS/OMS señala que el
sistema tarifario actual es inadecuado y desactua-
lizado al menos en quince años. Hay deficiencias
adicionales que inciden sobre los ingresos de los
operadores del sector, tales como un gran vacío

CUADRO 4.9

Tratamiento, desinfección y calidad del agua según ente operador. 2002

Ente operador Acueductos
Total Tratamientoa/ Desinfeccióna/ Potablesa/

N° % N° % N° % N° %
ICAA 170 8,2 16 0,8 138 6,7 130 6,3
Municipalidades 245 11,8 4 0,2 82 4,0 139 6,7
ESPH 6 0,3 0 0,0 6 0,3 6 0,3
CAAR 1.648 79,7 13 0,6 190 9,2 725 35,0
Totales 2.069 100,0 33 1,6 416 20,1 1.000 48,3

a/ Las categorías: tratamiento, desinfección, potables, no son excluyentes.

Fuente: Mora y Portugués, 2003.



enterrados de manera clandestina años atrás en
los terrenos donde se ubican las fuentes. Entre
los tóxicos figuraban xileno, clorobencenos, clo-
ratalonil y un isómero (CNE, 2002).

El peligro de desconocer la magnitud real de
los problemas de contaminación de los acuíferos
ha sido advertido en numerosas ocasiones por la
comunidad científica (Reynolds y Fraile, 2002).
Resulta imperativo fortalecer el conocimiento de
la dinámica de las aguas subterráneas y su vigi-
lancia, considerando el aumento en la concen-
tración de sustancias tóxicas como nitratos en
los acuíferos35. Un fuerte argumento en este sen-
tido es que, en la GAM, casi el 55% del agua de
consumo humano y un 36% de la industrial
provienen de fuentes subterráneas, específica-
mente de los acuíferos Barva y Colima (SENARA
e ICAA, 2002; Reynolds, 2002), áreas que hoy
albergan una alta densidad de tanques sépticos y
donde se ha hecho un uso extensivo de fertilizan-
tes nitrogenados. Como una acción prioritaria, el
PNMCACH insta a los responsables de acueduc-
tos y de servicios de agua y control de la calidad,
a iniciar esfuerzos formales para la protección de
fuentes de agua y el mejoramiento en potabiliza-
ción y desinfección, a fin de reducir riesgos (Mo-
ra y Portugués, 2003).

El Laboratorio de Teledetección y Sistemas
de Información Geográfica de la UNA presentó
en el 2002 el mapa de vulnerabilidad a la conta-
minación del agua subterránea de Costa Rica36.
Según este documento, un 25,5% del territorio
nacional posee una vulnerabilidad moderada,
en tanto que el 51,5% muestra una vulnerabili-
dad alta y un 22,3% una vulnerabilidad muy al-
ta. El sistema de áreas protegidas provee protec-
ción para el 19,9% y el 36,7%, respectivamente,
de las zonas clasificadas como de alta y muy al-
ta vulnerabilidad a la contaminación. En el ám-
bito provincial, Limón, Alajuela y Puntarenas
tienen los porcentajes más altos de áreas con
vulnerabilidad muy alta, alta y moderada. No
existe información confiable ni actualizada so-
bre la extensión de los principales acuíferos del
país y, por tanto, los mapas generados deben
considerarse como preliminares y utilizarse para
la toma de decisiones únicamente a escala regio-
nal (Fallas, 2003) (mapa 4.2).

Con respecto a la contaminación de aguas su-
perficiales, en el 2002 se dieron avances hacia una
mayor responsabilidad ambiental corporativa. A raíz
de la denuncia de contaminación en el río Bebede-
ro, en Cañas, por un derrame de vinaza, se logró
una conciliación que favorece la futura protección
de los ríos y a las comunidades cercanas al río y a la
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de información sobre tal cobertura en las munici-
palidades y el área rural. Es preocupante, además,
la pérdida por agua no contabilizada, la cual, co-
mo promedio nacional, es del orden del 50%,
aunque existen excepciones de buena gestión en
que esa pérdida se reduce a 15-25%. Los princi-
pales factores que inciden en esta situación son las
deficiencias en el catastro de usuarios y en la mi-
cromedición, así como la falta de atención a fugas
visibles. Parte de la solución de este tipo de proble-
ma se encuentra en la formalización de sistemas de
gestión comercial y operativa (Gámez, 2003).

Se mantienen la vulnerabilidad 
de las fuentes de agua y las pérdidas económicas

La vulnerabilidad del agua para consumo hu-
mano persistió en el 2002, a pesar de las alarmas
y lecciones de años previos y de sus implicaciones
para la salud pública. La falta de acciones y recur-
sos financieros para corregir los problemas de vul-
nerabilidad se reflejó, por ejemplo, en el segui-
miento al incidente de contaminación que afectó
la planta potabilizadora en Puente de Mulas en el
2001: luego de un año, el ICAA no había podido
realizar las inversiones necesarias para evitar futu-
ros riesgos, por dificultades presupuestarias. 

La persistente vulnerabilidad de las aguas su-
perficiales fue ilustrada en el 2002 por una que-
ma a la orilla del río Purral, que contaminó con
ceniza y hollín las aguas que abastecen el sector
de Goicoechea y Coronado. La situación obligó
al ICAA a cerrar la fuente por 18 horas, dejando
sin servicio a unas 20.000 personas. Como con-
secuencia, se perdieron 8.000 m3 de agua y se
dejó de percibir 1,2 millones de colones. El caso
fue denunciado ante el MINAE y el Ministerio de
Salud. También en el 2002 el ICAA fue afectado
por la ruptura de un tubo de 1.000 litros por se-
gundo, que ocurrió durante el movimiento de tie-
rras efectuado por una empresa privada en Curri-
dabat. Este incidente implicó la suspensión del
servicio durante unas 28 horas, afectando a cerca
de 300.000 personas en Cartago, Tres Ríos y Cu-
rridabat; se perdieron 92.457 m3 de agua y las
pérdidas ascendieron a 21 millones de colones. 

Esta situación crece en complejidad. Algunos
eventos de contaminación reflejan que la relación
causa-efecto no es inmediata, y de ahí la necesi-
dad de una vigilancia sanitaria consistente, siste-
mática y permanente. Por ejemplo, en la zona
sur del país se reportó un incidente de contami-
nación de la fuente de agua comunal de Palmar
Sur, asociado con sustancias tóxicas, específica-
mente con sobrantes de plaguicidas y solventes,



desembocadura del Tempisque, por el daño am-
biental causado (Gámez, 2003). El Ingenio Taboga,
el ACT y la comunidad transaron un monto de
300.000 dólares, para impulsar acciones que inclu-
yen la vigilancia permanente de los ríos Tempisque y
Bebedero y la reducción de quemas de cañaverales,
así como la contribución económica y en especie pa-
ra obras de fin social, como escuelas, acueductos, zo-
nas recreativas y apoyo a los pescadores de la zona.
Esta experiencia reafirma el potencial que ofrecen las
alianzas con el sector productivo en favor de la pro-
tección y conservación de los recursos hídricos.

Aire: la contaminación 
persiste, pero aumentan los controles

Las causas de la contaminación del aire señala-
das en el Octavo Informe se mantienen, aunadas a
una flota vehicular que continúa creciendo. Debido
a que las sustancias contaminantes de origen antro-
pogénico afectan los ecosistemas, los monumentos

y la salud del ser humano, se han definido las con-
centraciones máximas de estas sustancias que pue-
den ser emitidas al aire (emisión) y las concentra-
ciones máximas permitidas para mantener la
calidad del aire (inmisión). En el 2002 se dieron pa-
sos importantes para el control y reducción de las
emisiones, entre los cuales figuran, por un dado, la
entrada en operación del consorcio español Riteve
S y C, con la cual se busca un mayor control de los
vehículos que exceden las regulaciones nacionales
vigentes en la emisión de gases como monóxido de
carbono; por otro lado, por primera vez en Costa
Rica se promulgaron reglamentos sobre inmisión
de contaminantes atmosféricos y sobre emisión de
contaminantes atmosféricos provenientes de calde-
ras37. Hasta la publicación de esos instrumentos, el
Ministerio de Salud aplicaba lo estipulado en el ca-
pítulo IV, artículo 294, de la Ley General de Salud,
que se refiere a normas de pureza aceptadas inter-
nacionalmente como referencia para definir la con-
taminación de la atmósfera.

Costa Rica: Vulnerabilidad a la contaminación 
del agua subterránea

a/ Adaptación del índice DRASTIC. Los polígonos con trazado azul corresponden a las áreas protegidas.

Fuente: Fallas, 2003. Laboratorio de Teledetección y Sistema de Información Geográfica. Universidad Nacional.

MAPA 4.2
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El reglamento sobre emisión de contaminan-
tes atmosféricos provenientes de calderas define
los valores máximos de emisión a que deberán
ajustarse, a partir de marzo del 2007, los estable-
cimientos industriales, comerciales y de servi-
cios, cuyos procesos o actividades incluyan la
operación de calderas que queman combustibles
fósiles (derivados del petróleo, carbón) y biomási-
cos (leña, bagazo). En el caso del búnker, la nor-
mativa establece los valores máximos permitidos
de emisión de dióxido de azufre, tomando como
base el contenido de azufre en el combustible.

El reglamento no contempla los límites de emi-
sión para calderas que utilicen como combustible
desechos sólidos o líquidos, tales como llantas usa-
das, aceites quemados, solventes y plásticos. Ade-
más, los valores máximos permitidos estipulados
para la emisión del dióxido de azufre son muy su-
periores, por ejemplo, a la normativa mexicana
(Valdés et al, 2003), de tal forma que, aún sin sis-
temas de tratamiento, las emisiones industriales en
raras ocasiones sobrepasan el máximo exigido. El
reglamento insta al Poder Ejecutivo a formular
programas para reducir las emisiones por debajo
de lo establecido en la normativa, estableciendo,
entre otros aspectos, incentivos para las empresas
que voluntariamente se acojan a esas iniciativas.

Por su parte, el reglamento sobre inmisión de
contaminantes atmosféricos establece las concen-
traciones máximas permitidas de una gran canti-
dad de sustancias químicas y partículas en el aire
del territorio costarricense, así como las medidas
correctivas para las ocasiones en que se sobrepasen
los valores máximos o se produzcan contingencias
ambientales. Esta normativa se ajusta a las regula-
ciones internacionales, es muy parecida a la de la
OMS y establece los niveles máximos de emisión
para plomo en 0,5 ug/ m3, uno de los valores más
bajos del mundo (Valdés et al, 2003).

Hacia la consolidación del 
monitoreo de la calidad del aire en la GAM

En el 2002, el Centro de Investigación en
Contaminación Ambiental (CICA), de la UCR,
en conjunto con el Programa de Contaminantes
del Aire de la UNA (PECAIRE-UNA) y el Ministe-
rio de Salud, desarrolló el “Plan piloto nacional de
vigilancia de la calidad del aire”, con el objetivo de
caracterizar e informar sobre la calidad del aire que
respiran las y los ciudadanos de la GAM. Los
muestreos se llevaron a cabo del 19 de agosto al 27
de noviembre, en dos puntos de monitoreo: Minis-
terio de Seguridad Pública y el Museo Nacional de
Costa Rica. Los valores obtenidos38 rara vez

superaron los niveles de inmisiones; sin embargo,
el promedio de los datos recolectados para los cua-
tro meses de monitoreo se situó por encima de los
valores anuales de inmisión para los contaminan-
tes, en los casos de las partículas y el dióxido de
azufre. En el monitoreo del contenido de plomo en
el material particulado, en ambas estaciones los re-
gistros estuvieron muy por debajo del valor de 0,5
microgramos por metro cúbico establecido por la
normativa nacional, a pesar del alto flujo vehicular;
esto lleva a inferir que, al eliminarse el plomo de la
gasolina, se redujo considerablemente la presencia
de este metal en el aire (CICA, 2003).

El Laboratorio de Química de la Atmósfera (LA-
QAT) en coordinación con el Instituto Meteorológi-
co Nacional, opera y mantiene dos estaciones de
monitoreo de la calidad del aire, en Belén y en el vol-
cán Irazú; la segunda constituye un punto de refe-
rencia donde el aire es limpio, mientras que en la
primera se analiza el aire del lugar y el de San José,
al ser trasladado allí por los vientos predominantes.
Durante el 2002 ninguno de los contaminantes me-
didos39 en la estación de Belén alcanzó, por períodos
del orden de una hora, concentraciones superiores a
las normas de inmisión nacional para 24 horas, ni
para un año (Valdés et al, 2003). Los datos de Belén
llaman a no subestimar las posibilidades del Valle
Central para presentar niveles peligrosos de conta-
minantes en el aire, en particular durante la época
lluviosa. A lo largo del año, los valores se comporta-
ron en función de la dirección e intensidad del vien-
to predominante, que afecta el grado de dilución de
las emisiones. Los máximos se dieron en la época
lluviosa, cuando el viento por lo general es modera-
do, con un aumento en los niveles de contaminan-
tes provenientes del vecindario de Belén. Los valores
mínimos se registraron en la época seca, en la cual
la velocidad media el viento del este fue mayor a 10
m/s40 (Valdés et al, 2003).

32% de los vehículos sometidos a revisión 
técnica fallan por excesivas emisiones contaminantes

En las pruebas realizadas durante el segundo
semestre del 2002 por la empresa Riteve S y C,
solamente un 48% de los 430.962 vehículos su-
peró la revisión la primera vez. El nivel de recha-
zo fue más bajo en la GAM que en las zonas ru-
rales y periféricas. Un 13,2% de las motocicletas
presentó fallas de motor, como niveles excesivos
de emisiones contaminantes y ruido excesivo. El
32,2% de los automóviles falló por excesivas
emisiones contaminantes. Un 17,9% de los vehí-
culos de transporte público de ruta o servicios
especiales (buses y busetas, fundamentalmente),
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fallaron por motor, sobre todo por emisiones
contaminantes excesivas (Riteve, 2003). Estos
resultados, y sus efectos ambientales, tienden a
incrementarse en un contexto como el de la
GAM, donde la falta de un sistema de transporte
integrado que incrementa los tiempos de trasla-
do de las personas (recuadro 4.11). 

Generación y manejo de 
desechos: un problema persistente

En los últimos veinticinco años la generación
de desechos sólidos ordinarios creció en un 542%
kg/persona/día, lo que evidencia un cambio en los
patrones del tipo y cantidad de productos que

RECUADRO 4.11

La Gran Area Metropolitana de San José (GAM) alberga a poco más de
la mitad de la población de Costa Rica. El sistema de transporte no logra
satisfacer las aspiraciones de esta población, de llegar a su destino de una
manera rápida y segura, sin tensiones y sin incertidumbres sobre los tiem-
pos de viaje al trabajo o al estudio. Una tradición de independencia y

autosuficiencia de las cuatro ciudades de la GAM, las deficiencias de la in-
fraestructura de transporte y la poca importancia política dada al transpor-
te público hacen que la región no funcione como una ciudad integrada, si-
no como cinco ciudades cuasi-independientes, tal como se observa en el
mapa 4.3

En 1990, el MOPT contrató la elaboración de una encuesta de ho-
gares para determinar el origen y destino de los viajes en la GAM, en
la cual solamente se indagaba acerca de los viajes de salida en la ma-
ñana y los de regreso, al final del día, al hogar. Los resultados indica-
ron que el 60% de los viajes se realizaba en autobús, un 12% en au-
tomóvil y un 27% a pie. Es de esperar que, en los trece años

transcurridos desde entonces, los viajes en autobús hayan disminuido
y los que usan el automóvil hayan aumentado significativamente.

Una enorme proporción de los viajes, más del 70%, tenía carácter
local o de cercanías y, del resto, la gran mayoría era de la zona peri-
férica de San José hacia su área metropolitana. Gran parte de los via-
jes en transporte público tenía su origen (50,9%) o destino (71,5%)

Los tiempos de traslado en las ciudades se incrementan 
y generan costos sociales y ambientales

MAPA 4.3
GAM: cinco zonas de transporte

Fuente: ProDus, 2003
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consume el costarricense. Esta generación des-
controlada, sumada a la ineficiente gestión de la
recolección, la disposición inadecuada y la falta
de planes de reciclaje, ha provocado serios pro-
blemas de contaminación visual, atascamientos
de alcantarillas, contaminación de acuíferos y
aglomeración de residuos en ríos, quebradas, es-
teros y playas. Aunque desde 1991 se declaró co-
mo emergencia nacional la inadecuada gestión de
los desechos sólidos, para el año 2002 la produc-
ción de los mismos alcanzó la cifra récord de 1,1
kg/persona/día, lo que representa un aumento de
6,13% con respecto del año anterior (CIPA, 2003,
con datos de la Municipalidad de San José). 

El transporte de estos desechos le significó a
las 12 municipalidades que los depositan en el
vertedero de Río Azul, una inversión cercana a
los 63 millones de colones en combustible, que
además de producir contaminación atmosférica
por la quema de petróleo, representa una pérdi-
da de divisas. Unido a esto, de acuerdo con datos
suministrados por la CNFL, solamente en el año
2002 se invirtieron 63 millones de colones para re-
tirar los desechos sólidos de ríos utilizados para la

generación de hidroelectricidad; este costo ha
ido en ascenso año con año, al igual que la can-
tidad de residuos recolectados en los ríos, la cual
en promedio asciende a 5.728 toneladas por año. 

Además se observa un cambio en la compo-
sición promedio de los desechos ordinarios: en el
2002 la cantidad de orgánicos disminuyó en un
10% con relación al año anterior, mientras que
aumentó la cantidad de papel, plástico y otros
desechos provenientes de embalajes y empaques
de alimentos. Un factor que influye en este incre-
mento es la práctica de empacar los productos
alimenticios en porciones unipersonales, para
garantizar su inocuidad. De continuar la tendencia
de crecimiento en la cantidad y tipos de residuos,
se prevé que la disposición adecuada de los dese-
chos se tornará insostenible, lo que claramente se-
ñala la necesidad de una mayor inversión del país
en educación ambiental (CIPA, 2003).

En el 2002, el Parque de Tecnología Ambien-
tal (PTA), abierto en el 2000 y manejado por la
empresa EBI de Costa Rica S.A, fue sometido a
evaluación con respecto a las pruebas químicas
que se hacen a la laguna de tratamiento de aguas,

RECUADRO 4.11 (continuación)

en San José y su periferia. El núcleo central de San José
recibía en 1990 el 30,4% de los viajes en transporte
público y una proporción parecida de los viajes se origi-
naba allí. En ese año prácticamente no había interaccio-
nes entre las ciudades secundarias de la región (Alajue-
la, Heredia y Cartago), situación que no ha cambiado
mucho. Del total de viajes en automóvil, los que tenían
como destino la ciudad de San José eran el 62,6%, aun-
que solo el 23,7% se dirigía al núcleo central de cuatro
distritos en 1990, y hoy probablemente mucho menos
(Castro, 1991 y Pujol, 2002).

Se puede combinar esta información con la encuesta
de hogares realizada por la Universidad de Costa Rica
en 1982 (Pujol, 1982). En el período entre ambas en-
cuestas disminuyó la importancia de los viajes hacia y
desde San José dentro del conjunto de la GAM y au-
mentó la importancia de Heredia. Esta tendencia parece
haberse mantenido en la última década. Los datos ana-
lizados por ProDUS en el año 2001 confirman que la
GAM no funciona realmente como una región metropo-
litana integrada, con un mercado de trabajo único que
relacione empresarios y trabajadores de toda la región.
Existen señales crecientes en esa dirección, que se pue-
den leer en el rápido crecimiento en el flujo de vehícu-
los en los accesos a Heredia y en las vías interurbanas
de San José a Cartago y Alajuela. Hay enormes conges-
tiones viales en partes de la red regional, consecuencia
de los patrones de crecimiento urbano. Por ejemplo, en

los alrededores de la ciudad de Heredia y en los corre-
dores y cantones vecinos hacia San José la demanda su-
pera una infraestructura vial y de transporte público to-
talmente insuficiente.

Los datos recientes del MOPT indican que los flujos
viales en la ciudad aumentan continuamente. En las
vías más saturadas lo hacen a tasas anuales cercanas al
2%, y en la carretera de circunvalación que rodea el
centro, a tasas del 6% anual. El número de vehículos
por día se acerca a 90.000 en ciertos tramos de la ra-
dial de salida hacia el oeste y en la vía de circunvalación
que pasa frente a la Universidad de Costa Rica. La mo-
torización creciente tiene impactos importantes sobre la
congestión y las velocidades cada vez más bajas. Pro-
DUS realizó mediciones de velocidades en el primer se-
mestre del 2002 y encontró valores mínimos inferiores
a 10 kilómetros en muchas calles del centro de la ciu-
dad, de aproximadamente 20 kilómetros en la carrete-
ra de circunvalación y por debajo de 40 kilómetros en
tramos relativamente cercanos a la ciudad en varias vías
nacionales (Pujol, 2002). El sistema de transporte gene-
ra otras externalidades negativas en forma de contami-
nación del aire, ruido, accidentes viales y congestión,
que también contribuyen a incrementar los tiempos de
viaje dentro de la región.

Fuente : Rosendo Pujol, ProDus, 2003.



Desechos peligrosos

En Costa Rica no existe una gestión integral
de los residuos peligrosos, y sigue resultando
muy difícil conseguir información del sector em-
presarial acerca de la cantidad de disolventes, áci-
dos y bases agotadas, resinas, tintas, baterías, me-
tales, etc., que desechan en sus procesos. Muchos
de estos residuos son colocados en los patios o bo-
degas de las empresas, pero en algunos casos son
desechados en botaderos clandestinos, márgenes
de ríos, vertederos indiscriminados o lotes baldíos.

Los desechos que tienen algún valor son re-
cuperados; tal es el caso de la reutilización de
aceite quemado, que se vende a la Fábrica Nacio-
nal de Cemento (1.200 toneladas en el 2001), o
a los productores de papas fritas y panaderías, en
el caso de los aceites relativamente limpios; estos
se refinan, se les agregan aditivos y se utilizan pa-
ra mover cadenas o maquinaria industrial. Cabe
indicar que en el 2001 el país importó 36.500
toneladas de aceites lubricantes (PROCOMER,
2002), de los cuales menos del 5% se recuperó y
colocó en sitios apropiados. 

Otro residuo peligroso que se está manejan-
do son las baterías secas, algunas de las cuales se
recolectan en los centros de venta, y el metal
(plomo) se recicla. No obstante, las tapas y las es-
tructuras de plástico se desechan, y el ácido de
las baterías muchas veces es vertido en drenajes
o directamente en el suelo. En el caso de los de-
sechos altamente peligrosos y con poco valor
económico debido a su elevada contaminación,
como son los bifenilos policlorados (PCB), hi-
drocarburos poliaromáticos (PAH), mercurio,
cadmio, cenizas contaminadas con dioxinas, etc.,
no existe financiamiento para disponer de ellos
apropiadamente. Algunas empresas, concientes
de este problema, están haciendo inversiones pa-
ra darles una disposición adecuada, como es el
caso del convenio CNFL-CIPATEC (CIPA, 2003).
Finalmente, en lo que concierne a los desechos
radiactivos, en el país se hace un manejo apro-
piado de estos materiales y existen proyectos fi-
nanciados por la Organización Internacional de
Energía Atómica (OIEA) para disponer en forma
debida de las lámparas, fuentes, disolventes, etc. 

Desechos hospitalarios

Como se ha reportado en informes anteriores,
los centros de salud del país no escapan al tema de
la generación y manejo de desechos. Durante el
año 2000 la CCSS definió una “Política institucio-
nal en saneamiento básico y ambiental”, que tiene
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a la contaminación sónica, de calidad de aire, y a
las aguas subterráneas y superficiales (río Virilla).
En general los resultados obtenidos indicaron
que la laguna de tratamiento de aguas o lixivia-
dos mostraba problemas de altas cargas de gra-
sas y aceites en los meses de octubre a diciem-
bre, por lo que se recomendó hacer un estudio
para verificar que la laguna tenga la capacidad
de seguir funcionando. No se observó contami-
nación al río Virilla, ni en los tres pozos de mo-
nitoreo de aguas subterráneas, y los estudios de
contaminantes de la atmósfera, particulado y so-
nido, indicaron niveles menores a los permiti-
dos por ley.

También se llevó a cabo la construcción de la
segunda fase del PTA o celda de 2,5 hectáreas. Es-
taba prevista la construcción de una segunda la-
guna de tratamiento de lixiviados, pero no se pu-
do poner en operación porque el lugar definido
presentaba erosión al río Virilla. Pese a estos es-
fuerzos, la mayoría de las municipalidades sigue
manejando botaderos abiertos que impiden que
empresas externas den el servicio (Salas, 2003).

Desechos especiales industriales

El manejo de los materiales sobrantes o de-
fectuosos del proceso de producción, conocidos
como mermas, se visualiza como una excelente
oportunidad para mejorar la gestión de los dese-
chos industriales. Por ley, las mermas de una zo-
na franca pertenecen a las municipalidades don-
de se ubican la misma, pero hasta la fecha
solamente la Municipalidad de Cartago, a través
del ITCR, le está dando un manejo integral a es-
tos materiales, con la consolidación del Centro
de Transferencia y Transformación de Materiales,
una empresa autosostenible que da empleo di-
recto a veinticinco personas. El manejo integral
de los desechos permite que algunos materiales
muy rentables subvencionen el manejo y dispo-
sición apropiada de materiales poco o nada ren-
tables. Así por ejemplo, el principal componente
de estos residuos industriales es el plástico, ma-
terial que en buena parte puede molerse y reci-
clarse directamente; sin embargo, algunos resi-
duos contienen mezclas de polímeros que
requieren una separación manual previa a la mo-
lienda, lo que encarece el proceso e incluso lo
hace excesivamente oneroso. Otros productos,
como el cartón, los metales y plásticos menos
contaminados, logran subvencionar la separa-
ción mecánica de estas mezclas, con lo que se
disminuye la cantidad de basura que debe ser
depositada en el vertedero (CIPA, 2003).
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■ El 84,7% de los desechos peligrosos lo gene-
ran los hospitales y el 15,2% las clínicas y
áreas de salud.

■ Con respecto al 2001, la producción de dese-
chos por cama/día se mantuvo, pero la pro-
ducción de desechos peligrosos por cama/día
aumentó. 

■ Los hospitales nacionales son los que más ge-
neran desechos peligrosos.

■ Los hospitales regionales superan la produc-
ción promedio de desechos por cama/día.

■ En los hospitales periféricos no se están sepa-
rando los desechos 

■ Los hospitales nacionales son los que más se-
leccionan los desechos para reciclar.

■ La segregación de los desechos en la mayoría
de las clínicas y áreas de salud es deficiente
(CCSS, 2003).

Un dato que llama la atención es el aumento
en el porcentaje de producción de desechos pe-
ligrosos, que pasó de 12,9% en 1999, a 28,6%
en el 2002 (cuadro 4.10).

como objetivo fundamental promover y desarro-
llar acciones de protección del medio ambiente,
con utilización de criterios para el manejo, trata-
miento y disposición final de los desechos (comu-
nes, peligrosos o especiales) que se deriven de la
operación de los servicios de salud (CCSS, 2003).
Se pretende, además, prevenir la contaminación,
reducir los residuos materiales y energéticos y lle-
var acabo acciones de recuperación, sustitución y
reciclaje, cuando esto sea posible. Para cumplir
con estos objetivos se estableció un normativa pa-
ra el manejo de desechos sólidos peligrosos y, en el
2002, el Departamento de Saneamiento Básico y
Ambiental inició estudios para la medición de los
desechos producidos por semana en los hospitales,
clínicas y áreas de salud. Entre los resultados que
arrojó el estudio destacan los siguientes: 

■ Los establecimientos de salud de la CCSS ge-
neran en una semana hábil 107.364,4 kg de
desechos sólidos.

■ El 66,2% son desechos comunes y el 29,7%
son peligrosos.

■ Sólo el 4% de los desechos es seleccionado pa-
ra reciclar.

■ Los hospitales generan el 89,4% de los dese-
chos (96.041 kg) en tanto que y las clínicas y
áreas de salud generan el 10,5%.

CUADRO 4.10

Producción de desechos hospitalarios por año según tipo. 1999-2002
(Kg/cama/día, promedio nacional)

Tipo de desecho 1999 2000 2001 2002
Kg/c/d % Kg/c/d % Kg/c/d % Kg/c/d %

Total 3,34 100,0 4,35 100,0 3,59 100,0 3,54 100,0

Comunes 2,43 72,7 3,64 83,7 2,55 71,0 2,40 67,8
Alimentos 0,99 29,6 1,2 27,6 0,93 25,9 1,00 28,2
Papelería- Envases 1,09 32,6 2,26 51,9 1,43 39,8 1,40 39,5
Especiales 0,35 10,5 0,18 4,1 0,19 5,3

Peligrosos 0,91 27,2 0,71 16,3 1,04 29,0 1,04 29,4
Punzocortantes 0,04 1,2 0,11 2,5 0,11 3,1 0,10 2,8
Bioinfecciosos 0,87 26,0 0,6 13,8 0,93 25,9 0,84 23,7
Otros Peligrosos 0,10 2,8

Reciclar 0,10 2,8

Fuente: CCSS, 2003.
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Como medidas correctivas ante este panora-
ma, el mismo estudio plantea la necesidad de de-
sarrollar un proyecto que permita oficializar la
selección de desechos para reciclar, e incluir en
el próximo estudio la información que permita
determinar la cantidad de desechos peligrosos
que reciben tratamiento antes de su disposición
final, en cada establecimiento.

Evaluación de impacto ambiental:
la SETENA necesita autonomía y estabilidad 

Desde 1982, la preocupación por los efectos
ambientales de muchas de las actividades pro-
ductivas analizadas en esta sección, llevó al país
a establecer normas de evaluación de impacto
ambiental, como criterio para la aprobación de
proyectos (Astorga y Sequeira, 2002). La Secreta-
ría Técnica Nacional Ambiental (SETENA), rec-
tora en este campo a partir de 1996, cuenta con
un amplio marco jurídico y reglamentario para el
desempeño de su mandato. La misión de la SETE-
NA es armonizar el desarrollo con el ambiente, ha-
ciendo que la inversión sea responsable con el cui-
do de la naturaleza (Madrigal, 2003).

El volumen de trabajo de la Secretaría creció
significativamente desde la emisión del voto 1220-
2002 de la Sala Constitucional, en el que se esta-
blece la obligación de someter a su conocimiento
todo proyecto que incida sobre el ambiente. Este
voto derogó los artículos 19 y 20 del reglamento
de procedimientos de la SETENA, según los cuales
los proyectos de bajo impacto no requerían evalua-
ciones de impacto ambiental (EIA). Ahora, para ta-
les proyectos se debe presentar una Declaración
Jurada de Compromisos Ambientales (DJCA), que
si bien exime del EIA, implica un trámite adicional
para la Secretaría. Estos nuevos expedientes corres-
pondieron al 35% de los formularios de evaluación
ambiental preliminar recibidos en el 2002.

El problema de la SETENA no radica en su
reglamento o en su manual de procedimientos
sino, más bien, en aquello de lo que carece: au-
tonomía, estabilidad económica y asignación de
recursos humanos para el desempeño de sus la-
bores (DHR, 2002). Aunque el artículo 83 de la
Ley Orgánica del Ambiente la define como órga-
no de desconcentración máxima del MINAE, es-
to no opera así en la realidad.

A pesar del papel esencial de la SETENA en la
gestión ambiental del país, los diagnósticos realiza-
dos en los dos últimos años sobre su funcionamien-
to (CGR, 2000; Astorga y Sequeira, 2000 y DHR,
2002) coinciden en que enfrenta problemas de tipo
administrativo y logístico, en su organización,

procedimientos, manejo de información, recursos
humanos y financieros, así como en el manejo téc-
nico del proceso de evaluación de impacto am-
biental y sus procedimientos. La ausencia de coor-
dinación estructurada con otras instituciones,
departamentos o entidades gubernamentales que
tienen injerencia sobre asuntos ambientales, puede
estar generando esfuerzos duplicados. Además,
hay una limitada apertura a la participación de la
sociedad civil, que no está representada en su Co-
misión Plenaria (López y Rojas, 2001).

Los 19 profesionales en su Unidad Técnica han
sido cedidos en calidad de “préstamo” por diversas
instituciones, carecen de estabilidad y trabajan con
recursos económicos y materiales (aproximada-
mente 5 millones de colones al año para vehículos,
viáticos, instalaciones y mantenimiento) insufi-
cientes para acometer con la rigurosidad necesaria
la evaluación de las solicitudes. Actualmente la SE-
TENA maneja cerca de 5.000 expedientes activos.
En el año 2002 recibió 853 formularios de evalua-
ción ambiental preliminar, de los cuales un 43,4%
era para el desarrollo de infraestructura, un 27%
para actividades agropecuarias y un 14,1% para
minería; otras actividades económicas tuvieron
menos del 6% (Barrientos y Miranda, 2003).

Gestión del riesgo

Inundaciones, deslizamientos, vendavales y ac-
cidentes tecnológicos son los desastres más frecuen-
tes desde la década de los setenta en las diferentes
regiones de Costa Rica, según lo reportado en De-
sinventar41. En el 2002 no hubo cambios en esta
tendencia, pero se dieron algunos hechos que mere-
cen destacarse: en primer lugar, se registró un episo-
dio cálido del fenómeno El Niño-Oscilación del Sur
(ENOS) que tuvo diversos efectos sobre el país, es-
pecialmente en el Caribe; en segundo lugar, algunas
poblaciones que en años anteriores enfrentaron
inundaciones y deslizamientos, fueron de nuevo es-
cenarios de desastres: Turrialba, Orosi, la provincia
de Limón, la Zona Norte y el área metropolitana de
San José, entre otras. Finalmente, en este año la fre-
cuencia de derrames y escapes de materiales peligro-
sos llamó la atención de la ciudadanía.

El comportamiento de los desastres en el 2002
obliga a considerar las razones por las cuales la au-
sencia de una adecuada gestión del riesgo se mani-
fiesta bajo la forma de diferentes desastres locales,
regionales o nacionales, sin que se combatan de
modo sistemático las causas estructurales que los
ocasionan de manera reiterada, y que están direc-
tamente relacionadas con las características que ha
asumido el modelo de desarrollo del país.



das con ésta, con seis meses de anticipación; ade-
más fue activada la Comisión del Fenómeno
ENOS (COENOS), compuesta por un conjunto
de instancias del Estado y representantes secto-
riales, que asumen la planificación y las tareas
prioritarias de prevención y mitigación relacio-
nadas con los efectos de este fenómeno.

Según el IMN, las precipitaciones que se pro-
dujeron en Limón en mayo de 2002 no tienen
precedentes, por dos motivos: a) la lluvia diaria
acumulada que históricamente ha sobrepasado
los 200 mm, sólo se había producido en el mes
de enero (1970, 1972, 1974, 1980 y 1988), pe-
ro nunca en mayo, al menos desde 1941; b) nun-
ca antes se reportó tal cantidad de agua en tan
pocos días; sólo entre el 4 y el 12 de ese mes se
acumuló para toda el área caribeña un promedio
de 600 mm de lluvias, que superan por mucho
los valores promedio característicos de Limón, ya
sea en años Niño, Niña o neutros. 

La intensidad de los daños por eventos hidro-
meteorológicos extremos ocurridos en enero,
mayo, setiembre y diciembre llevaron al Poder
Ejecutivo a establecer cuatro declaratorias de
emergencia42 por inundación. Las áreas afectadas
fueron la provincia de Limón, Upala, la Zona
Norte, los cantones de Paraíso, Turrialba, Jimé-
nez, Alvarado, Oreamuno y Cartago, así como
Sarapiquí y San Isidro de Heredia. La CNE esti-
mó para estos eventos un total de 243.750 per-
sonas afectadas (CNE, 2003).

Además, la CNE identificó 28 localidades en al-
to riesgo de inundación, condición que a su vez

Principales desastres del 2002 

Durante el 2002 se registró un total de 445
eventos, de los cuales el 62% correspondió a
inundaciones, seguidas por deslizamientos
(27%), vendavales (5%), accidentes tecnológicos
(3%) y otros (2%) (Desinventar, 2002). Del total
de eventos, 147 (33%) fueron reportados desde
la provincia de Limón; es frecuente que el fenó-
meno de El Niño esté asociado con un incremen-
to de las precipitaciones en el Caribe, lo que pue-
de explicar la elevada cantidad de inundaciones
en esa región. Guanacaste y Puntarenas fueron, a
escala provincial, las menos afectadas por la ocu-
rrencia de eventos dañinos extremos.

Una diferencia fundamental entre el evento
cálido del El Niño de 1997-1998, tipificado co-
mo muy severo, y el evento del 2002, radica en
que las temperaturas del océano Pacífico ecuato-
rial fueron entonces mucho mayores que las que
se registraron en el fenómeno más reciente. El
impacto en el país en aquel momento fue agudo,
particularmente en lo que respecta al déficit de
precipitaciones. Los primeros efectos asociados
con el evento del 2002, se concentraron en una
distribución irregular de las precipitaciones. Pese a
que se registraban rangos normales de lluvias en la
mayor parte del país, en Limón se produjo un su-
perávit con porcentajes cercanos al 30%, lo que
habría contribuido a las inundaciones que reportó
toda la provincia. El IMN informó sobre la alta
probabilidad del desarrollo de El Niño a la CNE
y a las diferentes instancias sectoriales relaciona-
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RECUADRO 4.12

La Comisión Regional de Recursos Hidráulicos (CRRH) desarrolló un
estudio de caso para ilustrar los impactos de los desastres asociados
con lluvias en la economía costarricense en el período 1996-2001. Se
estimó el valor monetario de las inundaciones, las avenidas por lluvias,
las olas de calor, los accidentes por lluvias y los deslizamientos, que re-
presentan el 84% de los desastres asociados a fenómenos naturales
registrados en el país. El valor promedio anual de los daños por even-
tos hidrometeorológicos es de 57.498.036.184 colones, y representa
el 1,15% del PIB costarricense. Considerando las estimaciones por pér-
didas en cultivos agrícolas y relacionándolas con el total de la produc-
ción agropecuaria nacional (PIB en agricultura, silvicultura y pesca), el
promedio anual de esos daños equivale al 1,5% del PIB agrícola. Los
valores directos (atender heridos, damnificados, reparación o reempla-
zo de infraestructura, compensar pérdidas a agricultores, etc.) ascien-
den a un promedio anual de 18.778.124.609 colones, lo que represen-

ta el 3% de los ingresos totales del Gobierno. Con este monto se pu-
dieron haber construido 30 nuevos acueductos rurales, 157 puentes,
cerca de 425 kilómetros de carreteras y más de 50 escuelas de 3 au-
las cada una. Así, estos valores son adecuados indicadores de aquello
a lo que renuncia el país en nueva inversión, por reponer la infraestruc-
tura que ya estaba hecha y que se destruyó o dañó con el evento hi-
drometeorológico. Este es el costo del riesgo mal manejado.

Ante un desastre, la Comisión Nacional de Emergencias lleva la con-
tabilidad de los recursos ejecutados en las labores identificadas en su
plan de inversiones. Dicha contabilidad es sistematizada a partir de
1998 y el promedio anual de ejecución es de 1.586.904.587 colones,
que representan un 17,3% del valor directo del daño43. Es decir, en
promedio, se cubre menos de una quinta parte del costo reportado.

Fuente: Gámez y Vega, 2003.

Los eventos hidrometeorológicos afectan sigilosamente a la economía nacional



puede estar ligada a la ocurrencia de deslizamien-
tos, flujos de lodo y otros eventos. Entre ellas están
Turrialba, los seis cantones de la provincia de Li-
món y todos los de Guanacaste, además de Corre-
dores, Golfito, Osa, Aguirre, Parrita, Esparza y el
cantón central de Puntarenas, en la provincia del
mismo nombre. El riesgo de estas localidades, defi-
nidas como de atención prioritaria por la CNE, se
crea por la interacción de una amenaza con una se-
rie de condiciones de vulnerabilidad. La vulnerabi-
lidad puede manifestarse a través de distintos com-
ponentes resultantes de un proceso social
particular: ubicación de la población, inseguridad
estructural de las edificaciones, no cobertura de los
servicios públicos básicos y falta de recursos econó-
micos, de autonomía, de capacidad de decisión y
de organización de la población, entre otros. Loca-
lidades como Osa, Golfito, Talamanca, Sixaola y La
Cruz son cantones que, de acuerdo con el índice de
rezago social (IRS)44 se caracterizan por mostrar un
menor desarrollo social con respecto a otros lugares
del país (González, M.E.,2002), condición que
contribuye a su vulnerabilidad ante los desastres.

En el año 2002, las poblaciones de 51 canto-
nes sufrieron algún grado de daño por inunda-
ción sobre sus bienes, infraestructura pública o
sistemas productivos. El impacto por desliza-
mientos afectó a 47 cantones. Desastres extremos
y de menor intensidad por la multiamenaza a
inundación y deslizamientos se dieron en 36
cantones. En San José, los cantones al sur, como

Desamparados, Alajuelita y Aserrí, y los que se
ubican al norte y al este, como Coronado y Cu-
rridabat, respectivamente, son localidades con
una alta recurrencia de este tipo de amenazas. Lo
mismo sucede en Cartago, específicamente en
Oreamuno, Alvarado, Turrialba, Jiménez y Paraíso
(recuadro 4.13). El cantón primero de Puntarenas,
además de Esparza, Buenos Aires y Corredores, así
como Santo Domingo, Santa Bárbara, San Isidro y
el propio cantón central de Heredia, muestran
también este comportamiento. Lo mismo sucede,
en el caso de la provincia de Alajuela, en San Ra-
món, Grecia, Valverde Vega y el cantón central.

Otro desastre asociado con un evento natural
que se presentó en el 2002 fue una tromba ma-
rina45 que afectó a algunos barrios del cantón
central de Puntarenas y produjo daños en más de
40 viviendas. Asimismo, varias marejadas perju-
dicaron a las poblaciones costeras del Pacífico y
el Caribe; en este caso el daño mayor fue econó-
mico, pues el rompeolas de Caldera resultó afec-
tado en un 60%. El diseño del rompeolas omitió
registros de olas máximas para calcular la resis-
tencia de la estructura (Lizano, 2002), una falta
de previsión que implicará una inversión de un
millón de dólares para la reconstrucción. Los
oleajes extraordinarios, pero no poco recurren-
tes46, que se presentaron en mayo, tuvieron una
intensidad que superó los rangos promedio, lo
cual ocasionó un descenso en la afluencia del tu-
rismo, en perjuicio de la economía local. 
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RECUADRO 4.13

El evento de agosto del 2002 en el cerro Loaiza de
Orosi puso en evidencia los niveles de riesgo que, co-
mo resultado de procesos sociales y económicos histó-
ricos, existían en la localidad desde mucho tiempo an-
tes y que no fueron objeto de una intervención que los
corrigiera acertada y oportunamente. La elevada preci-
pitación, prácticas y usos de la tierra inadecuados, sa-
turación de los suelos en laderas de fuerte pendiente,
deforestación y carencia de sistemas de drenaje apro-
piados son, entre otras, las causas del flujo de lodo cu-
yos daños incluyeron 13 casas destruidas, 7 personas de-
saparecidas y la evacuación de 21 familias que esperan
ser reubicadas, junto con otras cuyo proyecto habitacional
comenzaría a construirse en la misma área del desastre.

Durante varios años, distintas instancias y actores
fueron partícipes de la intervención que afectó la esta-

bilidad del terreno y llevó a la ocurrencia de ese even-
to, por lo cual es muy difícil determinar de dónde pro-
vino la acción final que lo detonó. Sin embargo, es evi-
dente que no hubo regulación sobre las obras que
gestaron la amenaza y el posterior desastre. Este caso
pone en entredicho la capacidad de los gobiernos loca-
les para asumir autónomamente la gestión de sus terri-
torios y garantizar la seguridad de los asentamientos
humanos. También plantea desafíos importantes a las ins-
tituciones públicas responsables de atender este tipo de
acontecimientos y de formular las respectivas políticas de
prevención, que no parecen estar ayudando a evitar desas-
tres que tienen un costo para los afectados y para el país
en general, tanto en términos económicos como humanos.

Fuente: Bonilla y Brenes, 2003.

Deslizamiento en el cerro Loaiza de Orosi: un riesgo 
anunciado culmina en desastre



Se requiere consolidar el Sistema Nacional de
Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias

Los desastres ocurridos en el 2002 ratifican la
necesidad de consolidar el Sistema Nacional de
Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias,
a fin de articular, por medio del quehacer del Esta-
do, la sociedad civil y el sector privado, políticas
tendientes a prevenir y reducir el riesgo desde su
gestación, antes que desde el desastre mismo. 

El más reciente modelo del Plan Nacional de
Desarrollo Urbano (PNDU) representa una exce-
lente oportunidad para promover una gestión
correctiva y prospectiva del uso del territorio, en
lo que respecta a la reducción del riesgo en la
GAM (recuadro 4.14) Este instrumento puede
ayudar a disminuir la frecuencia e intensidad con
que ocurren eventos dañinos, tales como acci-
dentes tecnológicos y las frecuentes inundacio-
nes originadas por el mal estado del alcantarilla-
do pluvial. En las principales ciudades dentro y
fuera del área metropolitana de San José, la in-
tensidad de las lluvias, el inadecuado manejo de

Los desastres que tienen su origen en activida-
des humanas también estuvieron presentes en el
2002, especialmente episodios asociados al derra-
me y escape de materiales peligrosos. Se reporta-
ron 12 accidentes relacionados con los procesos de
manipulación, descarga, almacenamiento o trans-
porte de materiales como gas licuado, gas cloro, al-
cohol, gas freón, gasolina, gas amoníaco, pólvora y
plaguicidas. Cinco personas murieron por explo-
siones en varios de esos accidentes y más de 2.000
resultaron afectadas en diferentes grados. 

Este tipo de desastres llamó la atención de la
Defensoría de los Habitantes, dado el incremen-
to en su frecuencia y gravedad. La responsabili-
dad de controlar y dar seguimiento a la normati-
va que regula el manejo, transporte, suministro y
almacenaje de materiales peligrosos se atribuye
fundamentalmente al Ministerio de Salud, pero
la ley también otorga responsabilidades a otros
organismos, que deben contribuir en la fiscaliza-
ción y control de la observancia de las regulacio-
nes, lo que hace de esta una tarea de múltiples
sectores e instancias, como los gobiernos locales.
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RECUADRO 4.14

Al cierre del año 2002 la Secretaría Técnica del Plan
Nacional de Desarrollo Urbano (PNDU) había completa-
do dos fases de trabajo y estaba ejecutando la tercera. La
fase I se realizó durante el primer semestre del 2001, y
consistió en un proceso conceptual, metodológico y par-
ticipativo que desembocó en la construcción de una “vi-
sión” y un “modelo” para el desarrollo del territorio na-
cional. La fase II, que se llevó a cabo en los primeros
meses del 2002, avanzó en términos metodológicos, ins-
trumentales y de contenido con respecto a la fase ante-
rior. En esta fase se seleccionaron varias áreas de actua-
ción a nivel de herramientas (planes) y proyectos
existentes. La fase III consiste en la elaboración del Plan
de Desarrollo Urbano de la Gran Área Metropolitana
(Plan GAM) (PNDU, 2003). El financiamiento de este plan
se ha logrado mediante un proyecto de cooperación téc-
nica no reembolsable con la Unión Europea, y se prevé
concluirlo en un plazo cercano a cuatro años.

Uno de los pilares del Plan GAM es el sistema urba-
no ambiental, que vincula las áreas protegidas y los
parques nacionales con las ciudades y sus zonas ver-
des, a través de los cauces de los ríos. Elementos natu-
rales como grandes zonas protegidas se unirán a

elementos construidos como calles y avenidas, las cua-
les deberán ser arborizadas en la medida de lo posible.
A este sistema se integrarán el manejo de los desechos
líquidos y sólidos, el tratamiento de las aguas servidas
y el establecimiento de pequeñas plantas de genera-
ción hidroeléctrica alimentadas por caudales de agua
limpia cada vez mayores. El sistema permitiría contro-
lar avenidas de aguas, inundaciones, evitar la construc-
ción en áreas vulnerables y peligrosas, y contar con
áreas recreativas para la población. De esta manera la
ciudad integraría sus ríos, cañones y paisajes naturales
al paisaje urbano. La ciudad dejaría de darle la espalda
a los ríos y promovería su aprovechamiento y disfrute.

Otras iniciativa complementaria en marcha, y de la cual
se esperan todavía sus resultados, es el Plan Director Urba-
no del cantón de San José, que busca un ordenamiento ur-
banístico integral del cantón, para convertirlo en un centro
económico funcional y competitivo, con condiciones am-
bientales que mejoren la calidad de vida y la seguridad de
sus habitantes y lo hagan atractivo para el turismo.

Fuente: PNDU, 2003 y Klotchkov, 2003.

Plan Nacional de Desarrollo Urbano todavía sin ejecución



la basura, la impermeabilización de los suelos, el
tipo de material y el diámetro del alcantarillado
siguen provocando inundaciones urbanas. Si
bien la raíz del problema y su solución tienen
una expresión nacional, es a las municipalidades
a quienes, en primera instancia, les compete re-
solver esta situación47.

El período actual puede ser un momento clave
para que el PNDU logre avances en aspectos como
una mayor atención a los espacios naturales que
forman parte del medio urbano en expansión, el
desarrollo de asentamientos humanos espontá-
neos, usualmente relacionados con altos niveles de
vulnerabilidad a desastres y otros asuntos apre-
miantes que se han constituido en impulsores de
nuevas condiciones de riesgo para la población. 

La normativa sobre riesgo antecede a la crea-
ción de la Ley Nacional de Emergencia. La Cons-
titución Política, en su artículo 50, establece que
toda persona tiene derecho a un ambiente sano y
ecológicamente equilibrado; por ello, está legiti-
mada para denunciar los actos que infrinjan ese
derecho y para reclamar la reparación del daño
causado. El Estado garantizará, defenderá y pre-
servará ese derecho y la ley determinará las res-
ponsabilidades y las sanciones correspondientes.
En la legislación nacional existen disposiciones
que regulan, controlan y dictan los mecanismos
a través de los cuales se fiscalizan y penalizan las
diferentes actividades que los seres humanos de-
sarrollan en el medio socializado y natural, mu-
chas de las cuales, sin una apropiada regulación,
podrían alterar el ambiente en grados que repre-
senten peligro para las poblaciones. Tales dispo-
siciones se encuentran, entre otras, en la Ley Ge-
neral de Salud, el Código Municipal, la Ley
Forestal, la Ley de Aguas, la Ley de Biodiversi-
dad, el Código Sísmico, la Ley Orgánica Ambien-
tal, la Ley de Planificación Urbana, así como en
códigos y reglamentos como el de higiene indus-
trial y los de emisiones e inmisiones aprobados
en 200248. Es precisamente desde ese ámbito de
competencias institucionales que se debe empe-
zar a monitorear el estado de situación de la ges-
tión del riesgo (Durán, 2003), materia en que las
organizaciones del Estado deben partir del hecho
de que el riesgo seguirá siendo un problema del
desarrollo y no del ámbito de aplicación del ré-
gimen de excepción49, por lo que ninguna ins-
tancia deberá esperar a que el desastre se mani-
fieste para intervenir, asumiendo hasta entonces
la responsabilidad correspondiente.

En este sentido, algunas disposiciones relacio-
nadas con directrices y políticas públicas aplicadas
por distintas administraciones gubernamentales en

el pasado, han pretendido resolver problemas de
orden social recurriendo a una excesiva flexibili-
zación de la normativa legal, lo que finalmente
ha contribuido a gestar nuevas amenazas y con-
diciones de vulnerabilidad. Tal es el caso de los
decretos que han legitimado tugurios mediante
la instalación y prestación de servicios públicos y
la autorización de asentamientos en áreas inade-
cuadas, con el propósito de satisfacer necesida-
des de vivienda, obviando los criterios técnicos
básicos para la seguridad de esos asentamientos.
En estos casos, con visión “cortoplacista” se ha
restado importancia a la seguridad de la pobla-
ción, particularmente de aquella con menores ni-
veles socioeconómicos. 

El Decreto Ejecutivo 29415-MP-MIVAH-MI-
NAE legitimaba las atribuciones de un decreto
anterior50, mediante el cual se pretendía romper
el anillo de contención para el desarrollo urbano
-basado en la creación de “zonas protectoras”-
que fue establecido por el Plan Regional de De-
sarrollo Urbano de la GAM. Estos decretos sur-
gieron como una medida para edificar urbaniza-
ciones y reducir el déficit habitacional del país,
pero el segundo en publicarse, en abril del 2002,
fue derogado cinco meses después, al ser desca-
lificada la consideración de que los estudios en
los cuales se basó el establecimiento del anillo de
contención de la GAM eran obsoletos. Tal deroga-
toria es una decisión prospectiva, que viene a anti-
cipar y prevenir los riesgos que se habrían genera-
do como consecuencia de un desarrollo intensivo
de asentamientos de interés social. Estos asenta-
mientos serían construidos en las “zonas especiales
de protección” bajo una autorización de excepción
que permitía la ocupación de tierras en áreas de
elevada altitud y fuertes pendientes.

En lo que respecta a la coordinación intersec-
torial, múltiples consultas y talleres organizados
y conducidos por la Secretaría Ejecutiva del CE-
PREDENAC en los últimos dos años, han permi-
tido identificar que las acciones desplegadas por
las diferentes instituciones no sólo están desarti-
culadas intersectorialmente, sino desvinculadas
de una propuesta de desarrollo nacional. La au-
sencia de un Plan Nacional de Emergencia es se-
ñalada por las instancias que conforman el Siste-
ma Nacional de Prevención de Situaciones de
Riesgo Inminente y de Emergencia51, como uno
de los elementos que ha dificultado su efectiva
articulación en el Sistema, cuya conceptualiza-
ción y responsabilidades no están claramente de-
finidas en la Ley Nacional de Emergencia, n°
7914 (Durán, 2003). Para la CNE, una política
coherente de gestión del riesgo podrá hacerse
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Asociación Mundial del Agua (GWP), con el de-
sarrollo del proyecto “Diálogo sobre agua y cli-
ma”, enfrentaron el reto de proponer un “Marco
regional de adaptación al cambio climático para
los recursos hídricos en Centroamérica”. Este
instrumento fue presentado en el 2002, en San
José, como parte del “Diálogo centroamericano
sobre el agua y el clima” y constituye una contri-
bución a un proceso regional que apenas inicia.

Los escenarios pesimistas de cambio climáti-
co para el año 2100, presentados en la “Primera
comunicación nacional ante la Convención Mar-
co de las Naciones Unidas sobre Cambio Climá-
tico” (MINAE, 2000), anuncian condiciones
preocupantes en el comportamiento de los re-
cursos hídricos en el país (recuadro 4.15). En el

efectiva cuando la articulación del aparato institu-
cional, la sociedad civil organizada y el sector pri-
vado, conformen final y formalmente el Sistema
Nacional de Prevención, el cual encontrará un
apoyo de direccionamiento en el nuevo Plan Na-
cional de Emergencia52, una vez que culmine su
etapa de reformulación (Bonilla y Brenes, 2003).

Adaptación al 
cambio climático: primeros pasos sobre el agua

El cambio climático implica alteraciones del
entorno que sitúan al istmo centroamericano en
un escenario de riesgo particular. La Unión Mun-
dial para la Naturaleza (UICN), el Comité Regio-
nal para los Recursos Hidráulicos (CRRH) y la
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RECUADRO 4.15

Si continúan en aumento las emisiones de gases de
efecto invernadero, en Costa Rica se dará un aumento
de temperatura y una reducción general en las lluvias,

además de una oscilación más marcada entre la época
seca y la lluviosa (cuadro 4.11)

La “Primera comunicación nacional ante la Conven-
ción Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Cli-
mático” estudió la vulnerabilidad de los recursos hídri-
cos en las cuencas de los ríos Reventazón, Grande de
Térraba y Grande de Tárcoles. Allí se exploró el compor-
tamiento de la escorrentía para ambas vertientes, ante
aumentos de temperatura y oscilaciones en las precipi-
taciones. Al aumentar la precipitación entre un 10% y
un 15%, la escorrentía crecería entre un 23,8% y un
75,5%. En el caso contrario, al reducirse las lluvias, se
perdería entre el 5% y el 29% de escorrentía. Estos
cambios se darían en la transición entre la época seca
y la lluviosa, e incidirían en la frecuencia e intensidad

de las inundaciones, como resultado de la modificación
en la intensidad, duración y distribución de las lluvias,
acompañada de erosión y arrastre de sedimentos. Los
efectos de las sequías se verían acentuados por las al-
teraciones en el balance hídrico y las temperaturas,
producto del cambio climático. Se vería reducida la ca-
pacidad de generación hidroeléctrica y de riego, lo cual
generaría impactos económicos de gran escala. Algu-
nas zonas costeras de alta densidad de población, co-
mo la ciudad de Puntarenas, se verían amenazadas por
la elevación del nivel del mar.

Fuente: MINAE, 2000.

Escenarios de riesgo en Costa Rica producidos 
por el cambio climático

CUADRO 4.11

Escenarios pesimistas de cambio climático en Costa Rica. 2100a/

Zonas más afectadas Cambios en Cambios en Meses con cambios
temperatura (ºC) precipitación más severos

Guanacaste + 3,8 -63% Cambios, en 
Zonas norte y noreste + 3,2 -49% la época seca:
Sur del país + 3,5 -46% de marzo a mayo

a/ Símbolo + significa aumento; símbolo – significa reducción.



peor de los escenarios, si las emisiones globales
de gases de efecto invernadero mantienen la cur-
va actual de aumento, en Costa Rica se darán
temperaturas hasta 3,8°C más altas y reduccio-
nes de hasta el 65% en las lluvias, así como una
eventual elevación del nivel del mar. La vulnera-
bilidad actual del país ante fenómenos hidrome-
teorológicos debe ser estímulo suficiente para
realizar, desde ahora, importantes cambios en las
formas en que se hace uso del agua y se enfren-
tan amenazas relacionadas con ella. La prepara-
ción de la sociedad para los efectos del cambio
climático es un reto para la gestión ambiental, y
la del riesgo en particular. 

Transiciones repentinas de sequías prolonga-
das a inundaciones violentas, son características
de la alteración del comportamiento hidrológico,
e irían acompañadas por pérdidas en la agricul-
tura, aumento del riesgo de incendios forestales,
escasez de agua para el consumo humano e in-
cremento en la erosión costera, entre otros. La
disminución de los caudales de los ríos conlleva-
ría pérdida de potencial de generación de energía
hidroeléctrica y dificultades en el desarrollo de
actividades de recreación y de transporte fluvial.

Las acciones que busquen de manera “proactiva”
reducir la vulnerabilidad de la sociedad ante la oscila-
ción entre los extremos climáticos, forman la base del
proceso de adaptación al cambio climático53, que in-
cluye la inversión de recursos y conocimientos en el
desarrollo de capacidades nacionales y locales para re-
sistir precipitaciones fuertes en lapsos cortos y para
enfrentar prolongados períodos de sequía.

Entre las medidas preventivas figuran los pro-
gramas de manejo y conservación de cuencas es-
tratégicas captadoras de agua y el ordenamiento
del uso de la tierra sobre las costas. La adaptación
anticipada permitiría aumentar las capacidades de
absorción de sistemas naturales ante cambios en el
clima, la escorrentía y las mareas extremas. 

La región cuenta con varios instrumentos y
procesos afines en curso, como lo son el Plan
Centroamericano del Agua (PACADIRH), las la-
bores del GWP para desarrollar una caja de herra-
mientas, los foros regionales y nacionales sobre
agua y clima, y el proyecto del PNUD-GEF, sobre
adaptación al cambio climático. Costa Rica puede

contribuir a una nueva cultura del agua, como
parte de un proceso firme de adaptación a los
riesgos climáticos que enfrenta Centroamérica.

En las zonas costeras, los efectos del cambio
climático se manifiestan como drásticas transfor-
maciones en el litoral, tales como la erosión de
grandes extensiones costeras o bien el depósito
de sedimentos, muchos de ellos provenientes del
uso inadecuado del suelo. Ambos procesos ten-
drían efectos perniciosos sobre la producción y
el desarrollo económico y social de las zonas in-
volucradas. La Escuela Centroamericana de Geo-
logía de la UCR investiga la zona costera y el
frente montañoso aledaño en el Pacífico Central.
Las zonas constituidas por materiales sin conso-
lidar (gravas, arenas, limos y arcillas) son alta-
mente vulnerables a los cambios en el nivel del
mar por efectos naturales o antrópicos, como de-
sarrollos urbanísticos y turísticos mal planifica-
dos y ejecutados sin tomar en cuenta la dinámi-
ca litoral. Las zonas que evidencian altas tasas de
erosión, del orden de 10-20m/año horizontales,
son las desembocaduras de los ríos y quebradas,
así como playas longitudinales sin promontorios
rocosos (acantilados) que las protejan, tales co-
mo Esterillos, Uvita, Isla Damas, estero Bejuco,
ríos Parrita y Tárcoles. Debido a las inundaciones
de las zonas bajas, anticipadas por el cambio cli-
mático, se producirá la migración de personas
hacia espacios dentro del frente montañoso cos-
tero, que incluyen además los acantilados coste-
ros. Aquí se da otra problemática para la forma-
ción de los nuevos asentamientos: la existencia
de áreas que, por sus características litológicas,
estructurales y de relieve, son susceptibles a des-
lizamientos y flujos de escombros y lodo. Estas
áreas incluyen los sectores comprendidos entre
Herradura, Quebrada Ganado y Jacó, donde se
cartografiaron deslizamientos de importancia
originados por fuertes lluvias como factor dispa-
rador. Los planes nacionales de manejo costero
deben tomar en cuenta estos fenómenos; asimis-
mo, es necesario extender los estudios geológicos
e interdisciplinarios al resto de las zonas costeras
del país, de tal modo que la información genera-
da permita dictar pautas por seguir en las próxi-
mas décadas (Jiménez, A. 2003).
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Julio Jurado Fernández
Procuraduría General de la República

A la hora de introducir en la Constitución un
capítulo sobre garantías ambientales, es impor-
tante que esté clara y expresamente formulada
la vinculación entre el desarrollo económico, so-
cial y humano, y la definición de las políticas pú-
blicas que procuren que ese desarrollo sea sos-
tenible desde el punto de vista ambiental.

Por otra parte, la rendición de cuentas en
materia ambiental, como principio, debe ser
formulada normativamente, de manera tal
que, por un lado, sea un instrumento de con-
trol ciudadano sobre la actuación de los pode-
res públicos en lo que a la tutela del ambien-
te se refiere y, por otro, dé pie a formas de
participación ciudadana en relación con la eje-
cución de las políticas públicas ambientales. Es
indispensable que la rendición de cuentas es-
té asociada al derecho a la información en
materia ambiental, de modo que no sólo los
poderes públicos estén obligados a brindarla,
sino también los sujetos de derecho privado. 

Es necesario reformular ciertos derechos in-
dividuales consagrados en la Constitución, co-
mo son el derecho de propiedad privada y el
de empresa, de forma tal que su ejercicio esté
vinculado al cumplimiento de una función
ambiental o ecológica. En la Constitución de-
be señalarse expresamente que corresponde
al legislador concretar las limitaciones que de
dicha función se derivan. 

Un capítulo de garantías ambientales debe
establecer los instrumentos jurídicos para en-
frentar adecuadamente los problemas ambien-
tales asociados al desarrollo urbano. En este
sentido, es imprescindible redefinir las relacio-
nes y competencias entre la administración am-
biental nacional y los gobiernos municipales,
para que los planes de desarrollo urbano sean 

MINIFORO

Garantías ambientales: 
una propuesta de reforma constitucional

¿Tiene sentido la reforma? ¿Bajo cuáles consideraciones?

Gabriel Quesada Avendaño
Movimiento ecológico costarricense, autor de
la primera propuesta del texto de reforma.

La gran transformación jurídico-administra-
tiva para proteger el ambiente que experi-
mentó el país a finales del siglo XX, incluyó la
enmienda al artículo 50 de la Constitución,
sobre el derecho a un ambiente sano y la res-
ponsabilidad del Estado, de garantizar, defen-
der y preservar ese derecho. Sin embargo, es-
tos derechos, deberes y obligaciones que tienen
el Estado y la sociedad cambian muy lentamen-
te y los problemas ambientales aumentan en
muchos frentes. El gobierno, la empresa priva-
da, la mayoría de las organizaciones no guber-
namentales y la sociedad no han dado respues-
tas y soluciones contundentes a tan grave
situación. Hoy los parques nacionales se en-
cuentran en una grave crisis administrativa y fi-
nanciera, a pesar de que existen compañías pri-
vadas que generan millones de colones con los
recursos de esas áreas protegidas. 

Por tanto, es fundamental incluir en la
Constitución un título de Garantías Ambien-
tales que responda al interés público, para
que los derechos ecológicos sean debidamen-
te tutelados por el recurso de amparo y la ac-
ción de Inconstitucionalidad como derechos
fundamentales. La propuesta de texto de los
artículos pertinentes para un nuevo título en
la Constitución sobre derechos y garantías
ambientales dice así: 

■ El Estado garantiza, defiende y preserva el
derecho a un ambiente físico, biológico,
cultural, económico, social y humano eco-
lógicamente sostenible, para asegurarle
una mejor calidad de vida a todos los habi-
tantes de la nación. 
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■ El Estado garantiza, defiende, preserva y man-
tiene el dominio absoluto, inalienable e im-
prescriptible, sobre el aire, el agua, el subsue-
lo, el suelo, la diversidad biológica y sus
componentes, así como los minerales, los hi-
drocarburos, los recursos energéticos, coste-
ros, marinos, el mar patrimonial, la zona marí-
tima de exclusión económica y las áreas
protegidas de la nación. Mediante la Ley, el Es-
tado regulará su uso y aprovechamiento públi-
co y privado, para que el mismo sea de con-
formidad con las reglas de la ciencia, la técnica
y el interés público. El Estado fomentará el uso
de formas de energía y tecnologías limpias y
sostenibles. Sólo se permitirá el uso del am-
biente y de las fuentes energéticas de confor-
midad con los principios aquí establecidos. 

■ Toda persona tiene derecho a un ambiente fí-
sico, biológico, cultural, económico, social y
humano ecológicamente sostenible. El respeto
al ambiente y el uso adecuado de los recursos
naturales son deberes de todos los habitantes.

■ Toda actividad pública o privada que afecte
el componente bioquímico y genético del
país, estará obligada a cumplir las reglas y
principios de una efectiva gestión ambiental,
con el fin de garantizar un desarrollo ecoló-
gicamente sostenible. 

■ El Estado fomentará una ética colectiva en
materia ambiental a través de la educación.

■ Una institución científica pública aportará al
Estado los criterios que se requieran para el
establecimiento de las políticas ambientales
y un desarrollo ecológico, económico y so-
cialmente sostenible. 

■ Toda persona está legitimada para denunciar
los actos que pongan en peligro los dere-
chos y garantías establecidas en este Título y
reclamar la reparación del daño causado. Las
acciones para evitar y corregir situaciones de
deterioro ambiental son públicas. La Ley deter-
minará las responsabilidades y las sanciones
de las personas naturales y jurídicas en mate-
ria ambiental, incluyendo el criterio de duda a
favor del ambiente.

Julio Jurado Fernández
Procuraduría General de la República

instrumentos de gestión ambiental que respon-
dan a las políticas públicas ambientales.

También convendría regular en la Constitu-
ción el marco general relativo a los bienes públi-
cos ambientales, pues es importante fijar el ré-
gimen jurídico básico de su uso y explotación,
establecer la distinción entre los que son de ca-
rácter demanda (de dominio público) y los que
no lo son, e introducir una reserva constitucio-
nal respecto de los primeros, de suerte que ni
aun el legislador pueda desafectarlos.

En síntesis, lo urgente es que la Constitu-
ción establezca con claridad cuáles han de ser
los principios ambientales que presidirán la ac-
tuación del Estado y demarcarán el campo en
que los particulares ejercen sus derechos, es-
pecialmente aquellos que están protegidos
por la Constitución, como el derecho a la pro-
piedad privada y a la actividad empresarial.
Asimismo, debe establecerse una reserva
constitucional respecto de determinados bie-
nes ambientales y configurar instrumentos ju-
rídicos que, por un lado, vinculen la actuación
estatal a la promoción del desarrollo sosteni-
ble, particularmente en lo que tiene que ver
con el desarrollo y la planificación urbana y,
por otro, permitan a los ciudadanos controlar
a la administración pública ambiental y parti-
cipar en la ejecución de las políticas públicas
ambientales.
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10 Información brindada por Donald Rojas (Mesa Indígena) y Carlos Her-

nández (Mesa Campesina).

11 En estas comunidades los criterios evaluados son: aguas para consu-

mo humano, disposición de desechos sólidos, líquidos domésticos y verti-

dos industriales, señalización de carreteras, educación ambiental, aten-

ción integral de la salud, protección de los recursos hídricos y seguridad

policial y ambiental.

12 En la literatura en torno a este tema se denuncian los abusos que a ni-

vel internacional se han cometido contra pueblos indígenas a través de al-

gunas políticas conservacionistas, las cuales son calificadas por sus de-

tractores como “primitivismo forzoso” (Colchester, 1995; Alcorn, 1993).

13 Cabe mencionar el mapa de ecosistemas de Centroamérica recién pu-

blicado, en el que se incluye una amplia variedad de ecosistemas no-fo-

restales, tales como lagunas, sabanas naturales, etc., que enfatizan la im-

portancia de ver los ecosistemas como paisajes

(http://www.worldbank.org/ca-env), y no solamente como bosques gran-

des y densos.

14 La comparación se ve limitada por las diferentes calidades de las imá-

genes de satélite, y por el hecho de que la imagen de 2000 se tomó en un

momento mucho más húmedo que la imagen de 1986.

15 Un factor que ha contribuido a la diferencia en los cálculos de área fo-

restal en los últimas décadas ha sido la introducción de los SIG electróni-

cos y el análisis de imágenes de satélite. Una limitante en el mapeo en pa-

pel es la incapacidad de representar objetos de menos de un par de

milímetros de diámetro; en espacios tan pequeños, es imposible distinguir

colores o patrones de relleno que codifican el mapa, por lo que no se in-

cluyen áreas menores de cierto tamaño y áreas pequeñas de bosque pue-

den no ser contabilizadas. El mapa de cobertura de bosques de 1977 fue

hecho en una escala de 1:1.000.000. De los 147 polígonos que describen

la cobertura, 143 son mayores a 200 hectáreas. El uso de la computadora

y el manejo de datos SIG elimina hasta cierto punto estas limitaciones en

el cálculo de cobertura.

16 Para poder desembolsar las cuotas anuales, el FONAFIFO debe solicitar

a los beneficiarios de los proyectos, algunos requisitos legales

relacionados con la propiedad y los Planes de Manejo.

17 Un 73,8% correspondía a contratos de PSA-Protección, y representaba

el 85,5% de toda el área de la muestra.

18 5,3 millones de dólares (US$ = 366 colones).

19 Según el oficio MAG-DSFE 468-2003, que resume el resultado de la in-

vestigación. No se investigó la presencia de sustancias contaminantes en

el sustrato, ni cambios eventuales en las comunidades del fondo subma-

rino o bentónicas.

Notas

1 Este tratado también se conoce como Convenio de La Antigua. Para más

información puede consultarse el sitio http://www.unep.ch/seas/nep-

cap.html.

2 Los principales objetivos de esta política son: 1. Promover mecanismos

y fortalecer la capacidad institucional en los ámbitos regional, nacional y

local, para conservar y utilizar racionalmente los humedales. 2. Promover

y reforzar la coordinación de las acciones planteadas en el PACADIRH y el

manejo integrado de cuencas hidrográficas compartidas con un enfoque

de manejo de ecosistemas que integre bosques, sistemas riberinos, hume-

dales continentales y humedales costero-marinos. 3. Impulsar la valora-

ción económica de los humedales de aplicabilidad regional, como un ins-

trumento eficaz de facilitación en la toma de decisiones políticas. 4.

Apoyar la instrumentación de las resoluciones de la Convención Ramsar,

el Convenio sobre Diversidad Biológica, la Convención de Lucha contra la

Desertificación y la Sequía, la Convención Marco sobre de Cambio Climá-

tico, la Convención Interamericana para la Protección y Conservación de

Tortugas Marinas y el Convenio de Cartagena, entre otros.

3 Esta lora habita desde el noroeste costarricense hasta el suroeste de

México y se encuentra amenazada por la destrucción de su hábitat y el

comercio ilegal de pichones para mascotas. Todos los países de distribu-

ción de esta especie (Costa Rica, Nicaragua, El Salvador, Honduras, Gua-

temala y México) apoyaron la propuesta, incluso Nicaragua, el único país

que exportaba legalmente esta especie. Su inclusión en el apéndice I de

CITES en el 2002 permitirá contribuir a la conservación de una de las es-

pecies más vulnerables de la región, y contribuiría a la revisión del grado

de sostenibilidad de algunos esquemas de uso de fauna para el comercio

internacional.

4 Por ejemplo, en el puerto de Puntarenas, una jueza devolvió un decomi-

so de artículos de carey al serle presentada una patente para dicho comer-

cio otorgada por la Municipalidad, a pesar de que tal comercio es prohi-

bido bajo el Convenio CITES, la Convención Interamericana para la

Protección y Conservación de las Tortugas Marinas, y leyes nacionales co-

mo la Ley de Conservación de la Vida Silvestre y la recién aprobada Ley

8325, de Protección, Conservación y Recuperación de las Poblaciones de

Tortugas Marinas (Madrigal, 2003).

5 Decreto Ejecutivo 30719-MINAE del 2 de octubre de 2002.

6 Decreto Ejecutivo 30344-MINAE del 15 de mayo de 2002.

7 Decreto Ejecutivo 30479-MINAE del 12 de junio de 2002.

8 El texto completo de la Agenda puede consultarse en www.sinac.go-

.cr/asp/documentos/documentos.htm.

9 Se han ejecutado o están en construcción 24 proyectos de infraestruc-

tura accesible para personas con discapacidad en 14 ASP, que incluyen 12

parques nacionales (Volcán Poas, Irazú, Arenal, Turrialba, Tapantí-Macizo

de la Muerte, Rincón de la Vieja, Palo Verde, Manuel Antonio, Carara, Cor-

covado, Tortuguero y Santa Rosa), el Monumento Nacional Guayabo y el

Refugio Nacional de Vida Silvestre Caño Negro.



20 Se basa en los límites marinos acordados mediante un tratado con Pa-

namá, y los que se encuentran en proceso de aprobación y ratificación con

Ecuador y Colombia, así como en la interpretación de límites con Nicara-

gua y los límites con Alta Mar (aguas internacionales), según la Conven-

ción de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, de 1982.

21 Una revisión de la investigación marina de aguas nacionales encontró

que, de 637 artículos científicos publicados, principalmente de estudios

hechos en el país, la mayor parte se ha centrado en ecosistemas de arre-

cife, seguidos por los de manglares (Cortés y Nielsen, 2003).

22 Decreto 29834-MINAE, del 10 de octubre de 2001.

23 El precio de mercado es de 250 colones por huevo, con la oferta pre-

sionada bajo el control. Este precio descendería si disminuyeran los con-

troles y se incrementara la oferta. Además, la actividad de venta de hue-

vos en el Refugio es ilegal e insostenible, pues proyecta la población hacia

la extinción.

24 Más información sobre este proyecto puede obtenerse por medio de

tortugas@racsa.co.cr, o www.anaicr.org.

25 Para más información consúltese http://www.cimar.ucr.ac.cr/informa-

cion_mareas_rojas.htm.

26 La pausa se nota especialmente en las especies costeras, que tuvieron

una reducción de sólo el 0,13% respecto a las capturas del 2001, frente a

la reducción del 15,4%, experimentada entre el 2000 y el 2001. Por otra

parte, las capturas de crustáceos se incrementaron levemente (6,1%), lo

mismo que las de los moluscos (7,7%), en comparación con reducciones

de 32% y 36%, respectivamente, sufridas en el período anterior.

27 La empresa Sardimar cumple estrictamente tanto las disposiciones de

la Comisión Interamericana del Atún Tropical (CIAT), como las normativas

y regulaciones del Acuerdo Internacional para la Conservación de los Del-

fines (APICD), asegurándose de comprar atún que haya sido pescado si-

guiendo estas normas. La empresa ha venido participando activamente en

ambas convenciones internacionales, como parte de la delegación de Cos-

ta Rica.

28 Las fuentes de estos datos son la Dirección Sectorial de Energía, el

Consejo de Seguridad Vial (COSEVI) y el Registro Nacional de Vehículos.

29 El dato de producción del 2000 es de INCOPESCA, y la cifra sobre la

exportación a Estados Unidos del Servicio Nacional de Pesca de ese país.

30 Decreto Ejecutivo 30653 S-MAG-MINAE-MEIC.

31 La Comisión de Asuntos Ambientales de la Asamblea Legislativa ha

realizado talleres de consulta a la sociedad civil y demás sectores en dife-

rentes zonas del país, con el propósito de democratizar y desconcentrar el

proceso de retroalimentación (Jiménez, Q., 2003).

32 Para cumplir con los pagos durante el primer año, la ESPH compró al

FONAFIFO certificados de servicios ambientales (CSA) por un total de

$9.100. De este monto, 4 dólares/ha son destinados a FONAFIFO para cu-

brir costos adicionales por administración y certificación. A la fecha, los

contratos formalizados bajo esta alianza representan un total de 311 hec-

táreas y los montos cancelados ascienden a 3.161.387 colones.

33 Este proyecto está orientado a evaluar la cantidad, calidad, vulnerabi-

lidad y disponibilidad del recurso para actuales y futuras necesidades, a

fin de gestionar su uso sostenible. Cubre los acuíferos Barva y Colima Su-

perior e Inferior. Incluye el inventario de pozos concesionados e ilegales,

para un conocimiento preciso de la disponibilidad y para planificar su uso

según la curva de demanda actual y futura.

34 Las dos primera plantas son del tipo aerobia, la tercera anaerobia y la

última consiste en una laguna de estabilización del tipo facultativa

(Gámez, 2003).

35 En el 2002, varias iniciativas aportaron al conocimiento sobre las

aguas subterráneas: el proyecto “Estudio de los recursos hídricos de las

zonas Barranca, Orotina, Quepos y Dominical” del SENARA y el “Primer

simposio regional sobre manejo integrado de aguas subterráneas: un re-

to para el futuro”, organizado por la Universidad Nacional, del cual se pu-

blicó un libro (Reynolds, 2002).

36 El mapa fue elaborado a partir de la metodología DRASTIC y el Siste-

ma de Información Geográfica. Este método evalúa las principales varia-

bles hidrogeológicas que inciden en la susceptibilidad natural a la conta-

minación del agua subterránea. En el estudio se utilizó el mapa geológico

de Costa Rica, el registro de pozos del SENARA, el mapa de subgrupos de

suelos de Costa Rica, un modelo digital de elevación elaborado a partir de

cartografía 1:200.000 y datos sobre escorrentía y recarga.

37 Decreto 30221-S, del 21 de marzo del 2002, y Decreto 30222-S-MINAE, del

26 de marzo del 2002, publicados en La Gaceta 57 y 60, respectivamente.

38 Se analizó el material particulado de diámetro menor o igual a 10 mi-

crómetros (PM10), plomo (Pb), dióxido de azufre (SO2) y el dióxido de ni-

trógeno (NO2).

39 Fueron medidos: NOx µg/m3, SPM µg/m3 , O3 µg/m3 y SO2 µg/m3.

40 La variabilidad en la velocidad del viento durante el día también deter-

minó que se dieran valores elevados en la primera mitad de la noche, ade-

más del “pico” diurno producido por las emisiones inmediatas. La menor

velocidad del viento en la época lluviosa permite la formación de una ca-

pa límite nocturna muy estable en las áreas planas, de modo que el flujo

del aire y su renovación en esas áreas durante la noche es muy lento (Val-

dés et al, 2003).

41 Inventario de desastres pequeños, medianos y grandes reportados por

la prensa escrita y la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Aten-

ción de Emergencias (CNE) en todo el país; es una base de datos creada

y manejada por la Red de Estudios Sociales en Prevención de Desastres en

América Latina (LA RED).
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48 Decretos Ejecutivos 30221-S y 30222-S-MINAE, respectivamente, pu-

blicados en marzo del 2002.

49 Ley Nacional de Emergencia, n° 7914, artículo 8: Ámbito de aplicación

del régimen de excepción. El régimen de excepción debe entenderse co-

mo comprensivo de toda la actividad administrativa necesaria para resolver

las imperiosas necesidades de las personas y proteger los bienes, cuando

exista, inequívocamente, el nexo exigido de causalidad entre el suceso pro-

vocador del estado de emergencia y los daños provocados en efecto.

50 Publicado el 12 de febrero 1997, el Decreto Ejecutivo 25902-MIVAH-

MP-MINAE modifica la parte tercera del Plan Regional de Desarrollo Ur-

bano y sus instrumentos legales, con el propósito de romper el anillo de

contención de la GAM y poder así desarrollar proyectos habitacionales de

interés social. El 19 de abril del 2002 se publicó en La Gaceta n° 75 el De-

creto Ejecutivo 29415 MP-MIVAH-MINAE, que incorpora un nuevo inciso

al artículo cuarto del primer decreto en mención, haciendo una excepción

que autoriza la construcción de urbanizaciones en alguna zonas especia-

les de protección, bajo ciertas condiciones particulares. Ese mismo año se

anuló este último decreto por medio del Decreto Ejecutivo 30754-MP-MI-

VAH-MINAE, publicado en el diario oficial el 17 de setiembre.

51 Bajo la coordinación central de la CNE, el Sistema está integrado por

todas las instituciones públicas sectorialmente organizadas, los gobiernos

locales, entidades de la sociedad civil y, por último, las instancias que sir-

ven de enlace entre los ámbitos privado y público, como los comités re-

gionales y locales de prevención de riesgo y atención de emergencias.

52 El Plan Nacional de Emergencia, de 1993, quedó obsoleto con la pro-

mulgación de la Ley Nacional de Emergencia, en 1999.

53 Un listado de medidas de adaptación prioritarias se desprendió del

“Diálogo Centroamericano sobre el Agua y el Clima”. Tal adaptación se

refiere a los ajustes en los sistemas humanos o naturales, en respuesta a

los estímulos actuales o futuros del clima y sus efectos, de modo que se

minimicen los daños y se aprovechen las nuevas oportunidades genera-

das por tales cambios (Mc Carthy et al, 2001).

42 Enero: Decreto de Emergencia MP-30059, por lluvias de variable intensi-

dad en la Zona Norte y la vertiente del Caribe. Mayo: Decreto de Emergencia

MP-30456, por vaguada con lluvias intensas en la provincia de Limón y

Sarapiquí de Heredia. Setiembre: Decreto 30675-MP, por lluvias intensas y

deslizamientos en Orosi de Cartago y Tilarán de Guanacaste. Diciembre: Decre-

to 30866-MP, por frente frío e intensas lluvias en la Zona Norte, algunos can-

tones en Heredia y Cartago y la provincia de Limón en su totalidad.

43 Las estimaciones realizadas responden a los datos disponibles en dife-

rentes medios. Tal información no es generada sistemáticamente ni de

manera continua, por lo que en el estudio se han hecho aproximaciones

con base en criterios indirectos y supuestos lógicos.

44 El IRS es una metodología que se aplicó a la información del Censo de

Población y Vivienda del 2000, con el propósito de establecer las diferen-

cias en el acceso a los beneficios del desarrollo entre zonas geográficas y

grupos específicos de la población nacional.

45 Se trata de un remolino de aire que flota violentamente sobre un gran

cuerpo de agua (mar, lago, río). Se forma entre la base de una nube de tor-

menta o cúmulonimbo y ese cuerpo de agua, adquiriendo generalmente

la forma de un embudo. Suele presentarse en los mares tropicales, por la

constante confluencia de masas de aire caliente y frío.

46 Desinventar registra fenómenos similares para los años 1981, 1983,

1997 y 1998. Durante los equinoccios de primavera y otoño se registran

las mareas más altas en el país. Cuando hay luna nueva o llena, también

se dan mareas altas. El 26 de mayo del 2002 se dio la luna llena; el 27 de

mayo la marea alcanzó alturas superiores al promedio y fueron estas las

que dañaron el rompeolas.

47 En la Asamblea Legislativa existen varios proyectos de ley referentes al

ordenamiento territorial y, en particular, a la transferencia de competen-

cias de este orden a los gobiernos locales.
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4CAPITULO

La coordinación general del capítulo correspondió a
Carlos Drews.

Se prepararon para el capítulo los siguientes insumos:
“El sector forestal costarricense”, de Marielos Alfaro, Marie-
la Herrera y Nancy Zamora (UNA-ONF); “Participación en la
gestión ambiental”, de Ivannia Ayales y Vivienne Solís (Coo-
pesolidar); “Gestión del patrimonio”, de Oliver Bach (UNED-
UNA); “Estudio de impacto ambiental: necesidad de armo-
nizar la protección ambiental con las actividades
productivas”, de Guido Barrientos y Eliana Miranda; “Ges-
tión del riesgo en Costa Rica”, de Alice Brenes y Adriana Bo-
nilla (FLACSO); “Normativa ambiental vigente relacionada
con el ejercicio de la agrimensura con propósitos catastra-
les”, de Alvaro Burgos (Municipalidad de San José); “Desa-
fíos del Área de Conservación Tortuguero”, de Carlos Calvo
(AcTO); “Diagnóstico sobre efectos del cambio climático en
la zona costera del Pacífico Central de Costa Rica”, de Gua-
ria Cárdenes, Giovanni Peraldo y Luis Guillermo Obando;
“Las tortugas marinas de playa Gandoca”, de Didiher Cha-
cón; “Algunos valores ambientales de los costarricenses”,
de Claudia Charpentier, Noelia Garita, Silvia Mora y Natalia
Zamora (Programa de Educación de la Biodiversidad, INBio);
“El uso de plaguicidas en Costa Rica, efectos sobre la salud
pública y el ambiente”, de Fabio Chaverri y Carmen Azofei-
fa (IRET); “Área de Conservación Amistad-Caribe: fortaleci-
miento de la participación local en la administración de las
áreas silvestres protegidas y sus beneficios”, de Edwin Cyrus
(ACAC); “Evaluación de la vulnerabilidad a la contamina-
ción del agua subterránea en Costa Rica”, de Jorge Fallas
(UNA); “Recursos hídricos: el desafío de consolidar una vi-
sión de país”, de Luis Gámez; “El desarrollo energético en
el ámbito ambiental”, de Carlos González; “Adaptación al
cambio climático: primeros pasos sobre el agua”, de Alejan-
dro Jiménez (UICN); “Cambio de uso de la tierra en Costa
Rica: el mapeo y la deforestación”, de Jeffrey Jones (CATIE);
“Valores ambientales de los costarricenses”, de Valeria Len-
tini (Proyecto de Valores Ambientales del Costarricense, Uni-
mer R. I.); “Estado de los recursos marinos de Costa Rica”,
de Moisés Mug y Karina Rodríguez (WWF, UCR); “Costa Ri-
ca en la Agenda Ambiental”, de Patricia Madrigal; “Avan-
ces en materia de desertificación”, de Felipe Montoya; “Via-
lidad en la GAM”, de Rosendo Pujol (PRODUS); “Situación
de los desechos sólidos ordinarios en Costa Rica”, de Silvia
Soto, Lilliana Gaviria e Hilda Quesada (CIPA, ITCR); “Las tor-
tugas marinas de Costa Rica”, de Sebastian Troëng; “El aire
de la Costa Rica urbana”, de Juan Valdés, Alfonso Liao, Jo-
sé Morales y Jaime Quesada (UNA); “Los pueblos indígenas
y la conservación en Costa Rica”, de Emilio Vargas (UNA). El
“Mapa de territorios indígenas de Costa Rica” fue elabora-
do por Carlos Sevilla. El recuadro sobre la producción de he-
lechos fue un aporte de ACOPEHEL. 

Colaboraron aportando información para el capítulo las si-
guientes personas: Rosa Angulo y Ángela Avalos (La Na-
ción), Luis Fernando Alvarado, Juan Carlos Fallas, Sandra
Salazar y Werner Stolz (IMN, MINAE), Gerardo Barrantes,

Edwin Vega y Mauricio Vega (Fundación Instituto de Polí-
ticas para la Sostenibilidad), Gonzalo Chaves (ARESEP), Jo-
sé Pablo Cob (CNFL), Marco Vinicio Corrales (Municipali-
dad de San José), Rolando Durán (CNE), Lidier Esquivel y
Sheily Vallejos (Comisión Nacional de Prevención de Ries-
go y Atención de Emergencias), Randall García y Vilma
Obando (INBio), Francisco González (SINAC), Carlos Her-
nández y Gustavo Induni (Equipo Gerencia de Áreas Prote-
gidas, SINAC), Jorge Herrera y Susana Rodríguez
(Laboratorio de Estudios de Calidad del Aire PECAire)
Martha Liliana Jiménez y Yolanda Matamoros (Coordina-
dora de la Autoridad Científica de CITES, capítulo Costa
Rica), Carlos Montero (OVSICORI, UNA), Darner Mora y
Carlos Felipe Portugués (ICAA), Jorge Mora (MIVAH), Ol-
man Mora y Luis Navarro (CGR), Gabriel Retana, Vivian So-
lano y Gustavo Vega (ESPH), Virginia Reyes, Olman Segu-
ra y Leiner Vargas (CINPE, UNA), Jenny Reynolds (UNA),
María del Rocío Sáenz (Ministerio de Salud), Davis Smith
(CEPREDENAC), José Vargas y Asdrúbal Vásquez. Además
se recibieron aportes de la CRRH, la Defensoría de los Ha-
bitantes, la Fiscalía Ambiental del Ministerio Público, ACO-
PAC, el periódico Al Día y SENARA.

Un agradecimiento especial por sus comentarios al
capitulo merecen: Pascal Girot (Escuela de Geografía,
UCR), Darner Mora (ICAA), Randall García (INBio), Francis-
co González y Guillermo Mora (SINAC), Jorge Rodríguez y
Eduardo Brenes (PNDU) y Juan Manuel Cordero (Defenso-
ría de los Habitantes). Se agradece también a Gabriel Que-
sada Avendaño y Julio Jurado Fernández por sus aportes al
“miniforo” sobre el tema de garantías ambientales, cuya
edición estuvo a cargo de Jimena Vargas.

Los talleres de consulta se efectuaron los días 3 de ju-
nio y 30 de julio. Se contó con la asistencia de: Fernando
Alvarado, Marielos Alfaro, Marco Araya, Vilma Arias, Ivan-
nia Ayales, Stanley Arguedas, Oliver Bach, Javier Baltoda-
no, Montserrat Blanco, Alice Brenes, Eduardo Brenes, Car-
los Camacho, Álvaro Campos, Carmen Campos, Marta
Campos, Ana Rita Chacón, Yolanda Chamberlain, Marco
Chávez, José Pablo Cob, Juan Manuel Cordero, José Al-
berto Cubero, Carlos Drews, Enrique Fallas, Juan Figuero-
la, Roberto Flores, Roberto Fonseca, Luis Gámez, Randall
García, Lilliana Gaviria, Geert S. Geut, Francisco González,
Gustavo Induni, Jeffrey Jones, Patricia Madrigal, Hilda Ma-
ría Quesada, Alonso Matamoros, Alexis Méndez, Guido
Miranda, Eduardo Monge, Darner Mora, Silvia Mora, Car-
los Felipe Portugués, Gabriel Quesada, Javier Rodríguez,
Jorge Rodríguez, Johnny Rosales, Sandra Salazar, Vivienne
Solís, Sheily Vallejos, Vera Varela y Leiner Vargas. 

La edición técnica del capítulo fue realizada por Isabel
Román y Jorge Vargas.

La revisión y corrección de cifras la realizó Elisa Sánchez
con el apoyo de Roslyn Jiménez, Enrique González y Leo-
nardo Merino.
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ASPIRACIONES

■ Sistema electoral y partidos políticos. El sistema electoral garantiza el ejercicio de un voto libre,
informado y respetuoso de los derechos civiles y políticos de todas las personas. Crea las más amplias
oportunidades de participación ciudadana en los procesos de deliberación y escogencia de los representantes
políticos y garantiza resultados electorales que responden fielmente a las preferencias ciudadanas. Existen y se
aplican mecanismos eficaces de control sobre el financiamiento político a los partidos, que fomentan la
honestidad y la independencia de los líderes políticos y sancionan los hechos delictivos. Existen y se aplican
mecanismos eficaces de control sobre el cumplimiento de las normas democráticas internas de los partidos,
para la escogencia de sus candidatos.

■ Administración de la justicia. Un sistema de administración de la justicia autónomo y abierto al escrutinio
público protege los derechos de la población, especialmente el derecho a la debida defensa, y combate
eficazmente cualquier forma de discriminación contraria a la Constitución; garantiza la aplicación de una
justicia pronta, cumplida e igual para todas las personas, impone las sanciones correspondientes y repara los
daños.

■ Gestión y representación política responsable. La aprobación y ejecución de leyes y políticas públicas
nacionales y locales se realiza mediante la aplicación de las normas democráticas y el ejercicio de la
representación política responsable de los intereses ciudadanos. Estas leyes y políticas garantizan la separación
y control muto entre los poderes del Estado, amplían las oportunidades de la ciudadanía para proteger sus
derechos y crean nuevas oportunidades para mejorar las condiciones de habilitación ciudadana de la población.

■ Participación y rendición de cuentas. Las instituciones públicas ofrecen amplias y cada vez más eficaces
oportunidades de participación a las y los ciudadanos en la discusión, formulación, ejecución y evaluación de
las políticas públicas. Los representantes políticos y de los funcionarios públicos rinden cuentas de manera
veraz, completa, oportuna y responsable, y respetan la dignidad de las personas en un marco legal y
administrativo que garantiza la máxima transparencia de la gestión pública y la efectiva protección a los
derechos y libertades civiles y políticas de la población.

■ Convivencia ciudadana. La convivencia ciudadana respeta los derechos y la dignidad de las personas
(nacionales y extranjeras). Las y los ciudadanos tienen una fuerte creencia en la democracia y participan activamente
en la formación de una opinión pública pluralista, que realiza un escrutinio eficaz y permanente de los asuntos
públicos. Los ciudadanos ejercen eficazmente su derecho a la libre organización, mediante la creación de múltiples
y activas organizaciones de la sociedad civil, y hacen uso efectivo de las oportunidades para participar en la gestión
pública.

C A P I T U L O  5  Fortalecimiento de la democracia

Aspiraciones y Resumen de Hechos Relevantes
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■ Política exterior1. La política exterior promueve valores y temas acordes con la vivencia democrática del país
(es un factor activo y eficaz en el plano internacional para la promoción y tutela de los derechos humanos, el
desarrollo humano sostenible y la paz). Es un instrumento efectivo y activo para la protección y promoción de los
intereses nacionales, expresados en la necesidad de supervivencia económica y progreso material.

HECHOS RELEVANTES DEL AÑO 2002

Sistema electoral y partidos políticos
■ Por primera vez se realizan votaciones separadas para escoger alcaldes, síndicos y concejales municipales de

distrito, para un total de 4.900 cargos de elección popular.
■ La abstención electoral en los comicios municipales de diciembre de 2002 y enero de 2003 fue en promedio del

70%.
■ Se comprueban transgresiones a la legislación electoral en el manejo financiero de las campañas del PUSC, el

PLN y el PRC.
■ La Contraloría General de la República denuncia penalmente a varios dirigentes del PLN, el PUSC y el PRC, por

supuestas irregularidades en la liquidación de gastos electorales de los partidos, con miras a recibir el subsidio
estatal.

Administración de la justicia 
■ Entra en funcionamiento la Contraloría de Servicios del Poder Judicial.
■ Se nombran en propiedad 154 jueces.
■ El Colegio de Abogados convoca a un foro nacional sobre las necesarias reformas al Poder Judicial.
■ Se introducen modificaciones en el proceso de valoración para el nombramiento de magistrados.

Gestión y representación política responsable 
■ Entra en vigor nueva normativa para la administración financiera y de presupuestos públicos.
■ Seis ministros de Estado comparecen ante el Plenario Legislativo.
■ Se produce una escisión en la fraccion del Movimiento Libertario.
■ Se aprueba la Ley de Contingencia Fiscal, acordada en la Asamblea Legislativa con representantes de sectores

sociales organizados.

Participación ciudadana y rendición de cuentas 
■ Se nombra al nuevo jerarca de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos.
■ Ciudadanos impiden alzas de tarifas de autobuses mediante oposiciones ante la ARESEP.

Convivencia ciudadana
■ Se identificaron al menos siete alianzas entre organizaciones de un mismo sector o de diferentes sectores, con

el objetivo de elaborar propuestas de agenda nacional.

Política exterior
■ Se aplica por primera vez la Carta Democrática de la OEA, ante el rompimiento del orden constitucional en

Venezuela.
■ Gobiernos de Costa Rica y Nicaragua logran un acuerdo en torno al diferendo del río San Juan.
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Introducción

El Informe Estado de la Nación es un sistema de
seguimiento y evaluación del desempeño del país
en materia del desarrollo humano sostenible. El
capítulo 5, en particular, analiza el desempeño de
la democracia costarricense desde la perspectiva
de ese desarrollo y, en tal sentido, el capítulo se
guía por la pregunta ¿cómo contribuye el desem-
peño de la democracia al desarrollo humano de
Costa Rica? La respuesta a esta interrogante lleva,
en primer lugar, a una verificación del cumpli-
miento de los requisitos institucionales de una
democracia, cuestión en la que, como se ha seña-
lado en informes anteriores, el país muestra un
balance positivo. Por tanto, el capítulo se centra
en valorar si lo acontecido en el 2002 se acerca o
se aleja de las aspiraciones planteadas al inicio,
que corresponden a los parámetros aprobados
por el Consejo Consultivo del Informe2. 

El período de estudio en este Informe es el año
2002. No obstante, en la aspiración sobre el siste-
ma electoral y los partidos políticos, el hecho más
relevante -la realización de las elecciones naciona-
les en febrero y la segunda ronda presidencial en
abril- fue analizado ya en el Octavo Informe. Por lo
tanto, la presente edición se concentra en las elec-
ciones municipales de diciembre 2002/enero 2003
y en el tema del financiamiento de los partidos po-
líticos. El capítulo se basa en los resultados de las
investigaciones realizadas por seis consultores y un
grupo de asistentes, cuyas ponencias pueden con-
sultarse en el sitio www.estadonacion.or.cr. 

Este Noveno Informe da continuidad al plan-
teamiento conceptual y metodológico expuesto
en el Informe anterior (Proyecto Estado de la Na-
ción, 2002). Además, contiene algunas innova-
ciones. En la aspiración sobre gestión y represen-
tación política responsable se desarrolla un nuevo
enfoque metodológico para valorar la producción
legislativa desde el punto de vista de su contribu-
ción al desarrollo humano. En virtud de que la
aspiración contempla que las “leyes y políticas ga-
rantizan la separación y el control mutuo entre
los poderes del Estado, amplían las oportunida-
des de la ciudadanía para proteger sus derechos y
crean nuevas oportunidades para mejorar las
condiciones de habilitación ciudadana de la po-
blación”, se llevó a cabo una codificación de las
leyes aprobadas durante el año, con el fin de ge-
nerar información que permitiera valorar el traba-
jo legislativo frente a la aspiración, con indicado-
res que van más allá de los números o temas, para
identificar posibles indicadores cualitativos. Ade-
más se incluye un estudio sobre las consultas a la
Sala Cuarta efectuadas por la Asamblea Legislati-
va, en el caso de las reformas constitucionales, co-
mo un medio para aportar elementos de juicio en
el debate sobre el equilibrio de poderes en Costa
Rica. Finalmente, conviene indicar que este año
se actualizó la información recopilada para el Oc-
tavo Informe. Sin embargo, en el texto sólo se
presenta aquella que forma parte del núcleo bási-
co de indicadores de seguimiento o que muestra
variaciones importantes con respecto a las ten-
dencias previamente identificadas.

Fortalecimiento 
de la democracia

C A P I T U L O  5
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Marco conceptual

Congruente con el planteamiento del Octavo
Informe, el presente capítulo se basa en un con-
cepto amplio de democracia (véase también Pro-
yecto Estado de la Región-PNUD, 2003). Se con-
sidera la democracia no sólo como un régimen
político, sino como un sistema de organizar y
ejercitar el poder en una sociedad y, por tanto,
como una forma de convivencia social. En tanto
modalidad de organización y de ejercicio del po-
der se espera que, frente a otras formas, cumpla
con un conjunto de características específicas: las
autoridades son electas libremente, el poder está
sujeto al imperio de la ley y la organización y ejer-
cicio del poder son respetuosos de y consistentes
con los derechos y la dignidad de las personas. 

El capítulo adapta esta idea de democracia
con ciertos ajustes, a fin de explicitar los víncu-
los con el desarrollo humano. Para los propósitos
del Informe la democracia es: 

■ Un régimen político en el cual los gobernantes
son escogidos mediante elecciones libres, lim-
pias, competidas y reiteradas, por una ciuda-
danía que ejercita libremente sus derechos ci-
viles y políticos. 

■ Un Estado de derecho en el cual las autorida-
des están sujetas a la ley por mecanismos hori-
zontales y verticales de rendición de cuentas y
en el cual las instituciones protegen y promue-
ven los derechos civiles, políticos y sociales de
las personas.

■ Una convivencia ciudadana respetuosa de los
derechos y la dignidad de los demás, que sus-
tenta las instituciones del régimen y el Estado
democrático.

El Informe postula que la calidad democrática es
el factor que puede explicar las diferencias en la con-
tribución que una democracia hace al desarrollo hu-
mano en una sociedad. En general se plantea que, a
mayor calidad democrática, mayor contribución al
desarrollo humano (Proyecto Estado de la Nación,
2001 y 2002). La calidad de la democracia permite
hacer efectivas las coincidencias normativas entre de-
mocracia y desarrollo humano. Por un lado, ciertos
niveles de desarrollo humano son normativamente
indispensables para el funcionamiento de una demo-
cracia (concepto definido como “habilitación míni-
ma ciudadana”). Por otro lado, la democracia le ga-
rantiza a las personas mejores condiciones para el
ejercicio de su agencia3 (O´Donnell, et al, 2003). 

Valoración general

En 2002, el desempeño de la democracia
costarricense fue decididamente positivo en la
aspiración de gestión y representación responsa-
ble y en la de rendición de cuentas y participa-
ción ciudadana. En estos temas, los logros supe-
raron los retrocesos, aunque el análisis identificó
importantes debilidades no resueltas. En la aspi-
ración sobre el sistema electoral y partidos polí-
ticos y, en cierta medida, en la de convivencia
ciudadana, la situación empeoró, pues se dieron
hechos, o se detectaron evidencias de significati-
vos retrocesos. En ninguno de los casos, sin em-
bargo, la situación es crítica, salvo en el tema del
financiamiento político. En política exterior, el
dinamismo observado en el 2001 perdió fuerza y,
aunque el balance no es negativo, hay señales
preocupantes. En la aspiración de administra-
ción de la justicia, la valoración es positiva, pero
los progresos en la independencia y acceso ciu-
dadano a la justicia coexistieron con situaciones
contradictorias en materia de justicia pronta y
cumplida. En resumen, el 2002 fue un año espe-
ranzador en el corto plazo, pues en la mayoría de
los asuntos examinados la evolución fue positiva.
Desde una perspectiva de más largo plazo, varias
de las mejorías consignadas estuvieron asociadas
al “clima político” favorable de un primer año de
gobierno y, por tanto, no necesariamente son du-
raderas, como en el caso del mayor ejercicio del
control político por parte de la Asamblea Legis-
lativa, hecho que ocurrió sin que haya un forta-
lecimiento constitucional y técnico de los meca-
nismos a disposición de las y los legisladores
para realizar esa función. En otras áreas sí pare-
ce haber avances más sólidos: las labores de las
entidades contraloras de la gestión pública, la in-
dependencia judicial y el acceso ciudadano a la
justicia. Finalmente, hay temas en los que los he-
chos acaecidos ameritan una profunda delibera-
ción y acción pública: la violencia social y las
prácticas ilegales de financiamiento político.

Este año, el Informe valora el ámbito del sis-
tema electoral y los partidos políticos como el de
peor desempeño de la democracia costarricense,
por la conjunción de dos factores: la creciente
ausencia ciudadana en las urnas y las graves vio-
laciones a la legislación electoral en materia de fi-
nanciamiento político. A pesar de que se amplia-
ron las oportunidades para ejercer el derecho de
elegir y ser electos -pues la reforma del Código
Municipal (1998) extendió la base de funciona-
rios de elección directa y separó la realización de
los procesos locales de los nacionales- y de que
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el Estado cumplió con la organización de los co-
micios, proveyó los recursos necesarios y la con-
tienda transcurrió sin denuncias por irregulari-
dades, la ciudadanía se abstuvo de participar (en
una proporción alta si se compara con otros paí-
ses), lo cual incluso afectó la organización logísti-
ca de los procesos. Por otra parte, si bien es posi-
tivo el hecho de que un mayor escrutinio público
reveló con detalle las transgresiones a la legisla-
ción electoral por los partidos (PUSC, PLN y PRC,
en especial el partido en el gobierno), la magnitud
de estas violaciones, las debilidades del marco ju-
rídico y la pasividad de entidades como el TSE y
el Ministerio Público constituyen importantes de-
bilidades en la convivencia democrática del país.

Se constataron progresos en la independen-
cia, transparencia y apertura del Poder Judicial al
escrutinio público, mediante iniciativas como la
puesta en funcionamiento de la Contraloría de
Servicios, el nombramiento en propiedad de ca-
si una cuarta parte de los jueces, la oferta de in-
formación y servicios “en línea” (página web) y la
continuación del proceso de modernización ins-
titucional. Además se han convocado instancias
externas para discutir la situación de la adminis-
tración de justicia (Colegio de Abogados y una
comisión investigadora en la Asamblea Legislati-
va). En principio todas estas iniciativas tienden a
aumentar el escrutinio público sobre el Poder Ju-
dicial, aunque en ocasiones generaron tensiones
y controversias. En cambio, en el tema de justi-
cia pronta no se registraron avances semejantes.
Ciertamente hubo mejoras tangibles en materia
penal, pues la mayoría de los tribunales aumen-
tó el volumen de juicios con sentencia, atendien-
do la directriz de “concentrarse” en los casos más
antiguos, y buena parte de ellos incluso incre-
mentó el número de sentencias en juicios más re-
cientes. Sin embargo, hubo un retroceso en el
ámbito laboral y no se observaron claras mejorías
en el desempeño de las salas de la Corte Supre-
ma. En materia penal, relevante desde el punto de
vista del derecho a la debida defensa, aumentó el
número de detenidos con prisión preventiva de
más de 9 meses. Algunas materias que podrían no
requerir trámites en los juzgados en todas sus eta-
pas siguieron entrabando el funcionamiento del
Poder Judicial, en especial la de tránsito, que apor-
ta la mayor cantidad de casos todos los años (sobre
este punto la Asamblea Legislativa no ha tomado
acción con respecto a las propuestas sometidas a su
consideración por el Poder Judicial). En el tema de
justicia cumplida, el Informe aporta elementos de
juicio, pero no arriba a una valoración, pues la evi-
dencia es todavía fragmentaria.

En la aspiración sobre gestión y representa-
ción política responsable se notaron progresos
que conviene subrayar. El cambio político que
se dio en las elecciones de 2002 -el multiparti-
dismo parlamentario- activó y fortaleció el ejer-
cicio del control político por parte de la Asam-
blea Legislativa, asunto que informes anteriores
habían señalado como un serio vacío. El Plena-
rio Legislativo realizó más sesiones de control
político, comparecieron más funcionarios y je-
rarcas de la administración para rendir cuentas,
se activaron los mecanismos de la Comisión Es-
pecial para el Control del Ingreso y el Gasto Pú-
blicos y se establecieron más comisiones espe-
ciales de investigación que el año anterior.
Asimismo, se abrió el proceso de deliberación
de leyes estratégicas a la participación organiza-
da: en el 2002 ocurrió la experiencia inédita de
tener una comisión mixta con participación de
algunos sectores con capacidad de incidir en la
opinión pública, que discutió una reforma fiscal
y logró un resultado tangible (la Ley de Contin-
gencia Fiscal). Otro aspecto positivo es la mejor
representación de sectores tradicionalmente su-
brepresentados (mujeres y afrocostarricenses).
Empero, estos avances pueden ser, en su mayo-
ría, frágiles, pues no se derivan de reformas ins-
titucionales a la organización y funcionamiento
de la Asamblea Legislativa, sino del “clima polí-
tico” imperante en su momento. Además, la
existencia de más fuerzas con poder de veto ha
hecho más complejo y lento el proceso legisla-
tivo. La posibilidad de que una iniciativa se
convierta en ley disminuyó. Sigue sin resolver-
se la reforma al Reglamento Legislativo, por el
bloqueo de uno de los partidos políticos, a pe-
sar de que la mayoría de las fracciones ha deci-
dido reformularlo. La apertura y acercamiento
del ciudadano no organizado al proceso legisla-
tivo no experimentó ningún avance: se mantie-
ne la posibilidad de que los proyectos de ley
sean eximidos del requisito de publicación, los
ciudadanos no tienen posibilidad de conocer
los patrones de votación de sus representantes,
aunque ahora tienen acceso a la información
sobre el proceso legislativo a través de Internet
y siguen dependiendo de la voluntad de los di-
putados para que sus iniciativas de ley sean
acogidas. Finalmente, se detectó una debilidad
en la calidad de la legislación aprobada: buena
parte de ella reconoce nuevos derechos, amplía
los existentes o establece nuevas obligaciones al
Estado costarricense, en muchos casos sin una
previsión de recursos para hacer efectivas tales
disposiciones.
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Mejoró la participación ciudadana en la eva-
luación y control posterior de las políticas y el
manejo de los recursos públicos, pues se mantu-
vo la tendencia a una mayor intervención de las
personas como origen de las investigaciones que
realizan los mecanismos institucionales de con-
trol horizontal: la Contraloría General de la Re-
pública, la Defensoría de los Habitantes y la
ARESEP. En este sentido merece especial men-
ción el avance en el funcionamiento de los meca-
nismos de regulación de los servicios públicos;
no sólo se amplió la participación ciudadana, si-
no que en los estudios de los servicios y tarifas se
han introducido mecanismos de mayor control
técnico, que reducen la discrecionalidad de los
funcionarios, y se han fortalecido las acciones de
control posterior, en lo que concierne al trámite
que se da a las denuncias ciudadanas por los ser-
vicios públicos. No obstante, en esta materia per-
siste un vacío señalado en ediciones anteriores
del Informe: la ausencia de trabajo coordinado
entre las entidades de control. 

En la aspiración de convivencia ciudadana se
detectaron indicadores preocupantes en la convi-
vencia privada de las personas. Aumentó la cri-
minalidad como causa de los homicidios, auna-
da a la problemática de la abundante oferta de
armas pequeñas y livianas que circulan en el
país. En el ámbito de la convivencia organizada
no hay evidencias de una ampliación en la parti-
cipación de las personas en las organizaciones de
la sociedad civil, pero sí una importante nove-
dad: las alianzas multisectoriales para presentar a
la discusión pública propuestas sobre el desarro-
llo del país. La movilización social se mantuvo en
un nivel bajo, como era de esperar en un año de
transición gubernamental, y las acciones colecti-
vas transcurrieron sin violencia, con excepción
de dos episodios. 

En el ámbito de la política exterior se debe
resaltar el éxito de Costa Rica en el impulso a un
instrumento jurídico de alcance global para com-
batir la práctica de la tortura alrededor del mun-
do. Este hecho es positivo a la luz de la aspira-
ción de que la política exterior sea un factor
activo y eficaz en la búsqueda de la paz, la demo-
cracia y el desarrollo humano. En materia de de-
fensa y promoción de los intereses nacionales
hay un cumplimiento dispar. Costa Rica ha par-
ticipado activamente en negociaciones comercia-
les, ha tratado de vincularse con un alto grado de
protagonismo en el proceso de integración cen-
troamericana y logró reducir las tensiones con
Nicaragua. Sin embargo, en este último aspecto
no existe consenso sobre los efectos jurídicos del

acuerdo logrado, en lo que concierne a los dere-
chos nacionales que están en juego o a la protec-
ción de los derechos de los costarricenses que vi-
ven en la zona fronteriza; en síntesis, hay
posiciones radicalmente opuestas en la valora-
ción sobre si este fue el mejor arreglo para garan-
tizar los intereses del país de forma permanente.
Por otra parte, se mantienen rezagos en la ten-
dencia, todavía marcada, a que la representación
de Costa Rica en el exterior se haga principal-
mente a través de nombramientos políticos, no
sometidos a los principios de idoneidad compro-
bada mediante concurso público. Finalmente,
cabe señalar la escasa cultura de rendición de
cuentas en la acción internacional del país, que
se materializa en la ausencia de un registro que
permita a las y los costarricenses enterarse de la
forma en que Costa Rica vota en las organizacio-
nes multilaterales, votos que por regla general
son públicos y abiertos.

Sistema electoral y partidos políticos

Las elecciones 
municipales expanden oportunidades 
democráticas, pero resaltan debilidades

Las elecciones fueron libres y limpias

El año 2002 fue excepcional en la historia
electoral de Costa Rica, pues en su transcurso se
verificaron tres procesos: las elecciones generales
en febrero, la segunda ronda presidencial en
abril y la elección del resto de autoridades políti-
cas de los gobiernos locales en diciembre. Dado
que los procesos de febrero y abril de 2002 fue-
ron examinados en el Octavo Informe, en la pre-
sente publicación se ofrece un análisis de las
elecciones municipales de diciembre de 2002 y
enero de 2003 (en virtud de que los comicios de-
bieron ser pospuestos en diez cantones, que fue-
ron severamente afectados por un temporal).

El sistema político costarricense ha ampliado
las oportunidades para que las y los ciudadanos
profundicen su derecho a elegir y ser electos. La
reforma del Código Municipal, aprobada por los
legisladores en 1998, extendió la base de funcio-
narios de elección directa y separó, por primera
vez, la realización de las elecciones locales de los
procesos nacionales, dando mayor independen-
cia y visibilidad a la conformación de los gobier-
nos locales. En consecuencia, a los aproximada-
mente 1.062 cargos públicos que se elegían hasta
febrero de 2002 (1 presidente, 2 vicepresidentes,
57 diputados, 501 regidores propietarios y 501
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CUADRO 5.1

Evolución de algunas variables e indicadores políticos

1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002
Administración de la justicia
Oficinas judiciales de primera instancia 
Casos entrados 637.415 631.643 664.311 629.376 726.757 798.198 933.614 995.822
Tasa de crecimiento 18,4 -0,9 5,2 -5,3 15,5 9,8 17,0 6,7
Casos entrados menos casos de tránsito 287.726 287.538 315.156 329.396 362.783 378.653 396.074 400.758
Tasa de crecimiento 8,5 -0,1 9,6 4,5 10,1 4,4 4,6 1,2
Violencia doméstica
Casos entrados 5.023 15.336 20.996 26.437 32.643 43.929 46.012
Casos terminados 7.339 19.514 25.023 30.852 42.258 46.307
Mantiene la medida provisional 1.433 4.150 5.958 8.982 13.554 16.689
No comparecencia de la víctima 2.106 6.446 8.553 9.334 11.650
Detenidos por tráfico de drogas según 
la Ley de Psicotrópicos 526 624 770 921 881 1.188 1.114 1.316

Salas del Poder Judicial
Tasa de crecimiento del total de casos entrados 
a las salas del Poder Judicial 19,5 8,5 15,7 1,3 14,4 6,3 16,6 2,3
Tasa de crecimiento de los casos en trámite -12,5 14,0 3,7 -8,9 33,5 -7,1 28,0 74,9
Sala Constitucional
Recursos de hábeas corpus presentados 1.126 1.111 1.328 1.108 1.443 1.547 1.442 1.355
Recursos de amparo presentados 5.165 5.773 7.022 7.188 7.666 8.651 10.740 11.665
Acciones de inconstitucionalidad presentadas 338 345 399 350 369 329 338 289
Duración promedio de los hábeas corpus 1 mes 21 días 19 días 19 días 17 días 17 días 17 días 17 días

Duración promedio de los amparos 4 meses y 3 meses y 3 meses y 3 meses 2 meses 2 meses 2 meses 2 meses
2 semanas 2 semanas 1 semana 3 semanas 3 semanas 3 semanas

Duración promedio de las acciones 39 meses y 37 meses y 26 meses 19 meses y 17 meses 25 meses 20 meses  24 meses
de inconstitucionalidad 2 semanas 3 semanas 3 semanas 1 semana 1 semana 3 semanas

Población carcelaria
Personas privadas de libertad (nivel institucional) 3.986 4.408 4.967 5.208 5.374 5.634 6.079 6.571 
Privados de libertad sin condena 867 933 784 800 902 1.289 1.295 1.427

Respeto a los derechos humanos
Total de denuncias ante el MTSS por 
persecución sindicala/ 33 37 26 31 17 68 51 65

Participación ciudadana y rendición 
de cuentas

Casos en la Defensoría de los Habitantes

Consultas 19.916 26.109 19.405 13.077 19.998 19.787 17.612 19.850
Expedientes abiertos 2.049 1.496 1.358 2.082 1.678 1.544 1.765 1.964
Oposiciones a solicitudes de ajuste tarifario 38 41 33 17 15 13
Audiencias públicas en la ARESEP 7 70 79 74 61 75 118
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CUADRO 5.1 (continuación)

Número de personas que asistieron a 
las audiencias públicas 1.710 1.875 2.024 1.300 1.504 1.930
Casos presentados ante la 
Comisión Nacional de Competencia 14 45 78 52 62 59 81 58
Denuncias en la Comisión 
Nacional del Consumidor 781 1.872 2.515 2.230 2.150 1.650 938 702
Contralorías de Servicios Públicos 62 81 78 150 149 163

Resultados de gestión y representación 
política responsable

Proyectos de ley presentados en la 
Asamblea Legislativa 357 297 265 397 521 407 360 525
Leyes aprobadas 95 68 128 73 127 101 176 75
Proyectos presentados en la Oficina 
de Iniciativa Popularb/ 66 46 69 75 
Convenios internacionales aprobados
por la Asamblea Legislativac/ 23 20 15 25 29 28 26 14

Gobiernos locales
Ingreso total (millones de colones 
corrientes) 15.485,7 22.939,3 30.218,2 32.528,4 40.488,3 49.591,6 58.708,0 71.707,7
Carga tributariad/ 0,5 0,7 0,7 0,6 0,6 0,7 0,7 0,7
Presión tributariae/ 39,9 45,4 41,2 40,6 36,3 37,5 37,5 35,4

Convivencia ciudadana

Sindicatos activos 348 319 283 279 212 205 253 219
Número de afiliados a sindicatos 171.428 165.075 152.778 134.998 141.880 132.855 146.884 150.944
Tasa de sindicalizaciónf/ 15 14 12 10 11 9 9 10
Cooperativas activas 293 249 517 526 556 551 501 453
Número de afiliados a cooperativas 358.885 359.314 379.732 412.368 376.821 416.273 457.482 519.581
Asociaciones solidaristas activas 1.471 1.481 1.389 1.398 1.043 1.058 1.067 1.074
Número de afiliados a asociaciones solidaristas 163.473 170.406 178.819 188.239 175.381 185.342 184.998 187.548
Sociedades anónimas laborales 45 13 168 215 218 221 225 233 
Asociaciones de desarrollo comunal activas 1.600 1.620 1.635 1.732 1.685 1.661 1.866 1.790
Cámaras empresariales afiliadas a UCCAEP 41 46 45 45 47 46 48 45
Asociaciones civiles inscritas 
en el Registro Nacional 7.272 8.163 9.467 10.568 11.356 13.094 13.999 15.386 

Seguridad ciudadana 

Delitos contra la vida 14.605 14.349 14.394 14.170 7.362 g/

Delitos contra la propiedad 50.335 51.495 48.724 52.598 25.189 g/

Delitos sexuales 3.154 3.439 3.695 4.441 2.217 g/

a/ Información proporcionada por la Dirección Nacional de Inspección de Trabajo, Unidad de Asesoría para la Investigación y Calidad de la Gestión, MTSS. Los datos anteriores al 2000

corresponden a un estudio especial sobre persecución sindical en el período 1993-2000, elaborada por la Unidad de Investigación y Calidad de la Gestión (MTSS, 2001). Los datos del 2000

y el 2001 fueron tomados del MTSS, 2002.

b/ Empezó a funcionar en 1999.



regidores suplentes), se agregaron 4.900 nuevos
cargos de elección popular (casi 5 veces más). En el
proceso electoral de diciembre y enero se eligieron
81 alcaldes, 162 alcaldes suplentes, 464 síndicos
propietarios e igual cantidad de síndicos suplentes,
1.828 concejales de distrito propietarios e idéntica
cantidad de concejales suplentes, 32 miembros
propietarios y suplentes de 8 concejos municipales
de distrito, y los 8 intendentes respectivos.

El TSE invirtió los recursos necesarios para
sufragar el costo administrativo y se habilitó la
misma cantidad de juntas receptoras de votos
que para la elección nacional. El proceso se rea-
lizó sin denuncias por irregularidades que altera-
ran las preferencias de los electores y sin denun-
cias por amenazas a la integridad o patrimonio
de las y los candidatos. 

Ausencia de ciudadanos en las 
urnas es alta en comparación con otros países

Las y los costarricenses no respondieron a la
expansión de las oportunidades democráticas.
De los 2.331.459 ciudadanos mayores de 18
años que estaban habilitados para votar, en pro-
medio sólo un 29,7% de ellos decidió ejercer ese
derecho. Por tanto, el abstencionismo pasó de un
30,6% en promedio en la elección de regidores
de febrero de 2002, a un 70,3% en diciembre de
ese mismo año y enero de 2003.

La falta de participación no solamente se vivió
en la urnas. Una de las mayores complejidades que
enfrentó el TSE en la organización del proceso fue
el gran ausentismo de los miembros de mesa en la
juramentación, lo que dificultó la instalación de las
juntas receptoras de votos y obligó al Tribunal a
poner en marcha planes de contingencia. 

La experiencia internacional demuestra que
los niveles de participación son menores en las
elecciones locales que en las nacionales. Sin

embargo, considerando los datos de varios comi-
cios locales en un grupo de democracias iberoa-
mericanas, Costa Rica presenta el más alto nivel
de abstencionismo en este tipo de elección en un
período de quince años, lo cual constituye una
señal de alerta para su evolución política. El país
se acerca a las dos naciones centroamericanas
con mayor tradición abstencionista, El Salvador
y Guatemala (gráfico 5.1). 

Tal como sucede con las elecciones naciona-
les, no se pudo encontrar una relación entre el
desarrollo social de los cantones, medido por el
índice de desarrollo social de MIDEPLAN, y los
niveles de abstencionismo. Hay cantones de ba-
jo desarrollo social tanto entre los municipios de
menor abstencionismo como entre los de mayor
participación y los cantones de alto desarrollo
social tuvieron un comportamiento variable . Por
otra parte, en las elecciones municipales se des-
dibujó la correlación entre el nivel de urbaniza-
ción y el nivel de abstencionismo que se encon-
tró en las elecciones de febrero de 2002 (en esa
ocasión mientras más urbana y educada fuera la
población en los cantones, menor era el absten-
cionismo). La mayoría de los cantones con ma-
yor cantidad de población considerada como ur-
bana (75%), pasó en diciembre de 2002 a tener
un nivel de abstención superior al elevado prome-
dio nacional. En seis de las siete provincias los can-
tones cabecera tienen los mayores porcentajes de
abstencionismo: mientras el promedio de absten-
ción nacional es 70,3%, en cabeceras de provincia
es de 83%. Solamente en la provincia de San José
la cabecera es superada por otros cantones.

Este alto abstencionismo generó un importan-
te debate público, en el cual se han señalado dis-
tintos factores como posibles causas de esta situa-
ción: el hecho de que fue la primera vez que se
realizó este tipo de elección, que la información a
los electores fue insuficiente, que se efectuó tan
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CUADRO 5.1 (continuación)

c/ Convenios con organismos no financieros.

d/ Se dividen los ingresos tributarios de los gobiernos locales a precios de enero de 1995 entre el producto interno bruto real.

e/ Se dividen los ingresos tributarios de los gobiernos locales a precios de 1995 entre los ingresos totales de los gobiernos locales a precios de 1995.

f/ Se obtiene de dividir el número de afiliados a sindicatos entre la población ocupada.

g/ Las cfiras del 2002 corresponden al primer semestre del año.



Frágil recuperación de los partidos tradicionales5

En la elección de diciembre 2002-enero
2003, los partidos políticos tradicionales (PLN y
PUSC) ganaron 75 de las 81 alcaldías (92,6%).
Los cantones en los que obtuvieron más del 70%
de los votos pasaron de ser 24 (29,6%) en la
elección presidencial de febrero, a 43 (53%) en
la de diciembre. Una buena parte de los cantones
en los que en febrero de 2002 los partidos emer-
gentes y locales habían logrado una base electo-
ral de tamaño similar a la de los partidos tradi-
cionales volvieron a ser municipios con
predominio del control electoral bipartidista
(mapa 5.1). 

El PUSC fue el partido ganador. Obtuvo 48 de
las 81 alcaldías en disputa y cosechó la mayor
cantidad de votos en términos absolutos. Este
partido mantiene un bloque “duro” de 25 canto-
nes baluarte -municipios donde gana al menos
dos elecciones consecutivas-, a los que sumó un
nuevo cantón baluarte y arrebató 22 municipios
que en anteriores elecciones habían sido ganados
por otros partidos, especialmente el PLN. Para es-
te último, los resultados fueron más precarios. De
las 27 localidades donde triunfó, sólo 2 eran can-
tones baluarte y, aunque extendió su predominio

sólo once meses después de la elección nacional,
con partidos desgastados y desfinanciados, y que
el 2002 fue un año anómalo, en que el país vivió
tres procesos electorales en once meses, entre
otros. A la fecha no se ha publicado un estudio
minucioso sobre el tema, aunque los resultados
de una encuesta de opinión pública de setiembre
de 2002 ofrecen valiosos elementos de juicio (re-
cuadro 5.1).

La insuficiente regulación y la ausencia de fi-
nanciamiento político para los partidos que par-
ticipan en las elecciones municipales son desa-
fíos por resolver. Históricamente, las campañas
locales han estado desprovistas de financiamien-
to público; no obstante, al celebrarse de manera
conjunta con las nacionales, en la práctica eran
subsidiadas por la recaudación de fondos que
realizaban los partidos para los procesos nacio-
nales. Al separarse ambos comicios, esto ya no
ocurre. A esta situación se suma el incumpli-
miento de las normas mínimas de transparencia
que exige la legislación. Al igual que las precan-
didaturas presidenciales, las donaciones recibi-
das por los candidatos a nivel municipal deben
ser reportadas al TSE por medio de la tesorería
de sus partidos, una obligación que muy pocos
aspirantes cumplieron4. 
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GRAFICO 5.1

Países con elecciones concurrentes:
elecciones para alcaldes coinciden con
elecciones generales (Ejecutivo, Congreso).

Países con elecciones no concurrentes:
elecciones para alcaldes no coinciden con
elecciones generales (Ejecutivo, Congreso).
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Según una encuesta de opinión pública realizada conjuntamente por
el Posgrado Centroamericano de Ciencias Políticas de la Universidad de
Costa Rica y PROCESOS, en el mes de setiembre del 20026, el 40% de
los entrevistados desconocía la existencia de las elecciones para alcalde
que se realizarían nueve semanas después. Los hombres estaban más
enterados que las mujeres (65,6% y 56,2%, respectivamente), lo mis-
mo que los más adultos en relación con los más jóvenes (69,8% y
40,8%, en cada caso). Las diferencias más marcadas se observaron en
el nivel educativo, ya que mientras el 80,2% de los universitarios sabía
sobre las elecciones, aproximadamente la mitad de las personas con
educación primaria y secundaria estaba al tanto del proceso.

El conocimiento de los candidatos es un factor importante para que las
personas hagan su selección. De los encuestados que manifestaron estar
dispuestos a votar en las elecciones de diciembre del 2002, cerca de un
78% señaló que el programa de gestión y el conocimiento personal del
candidato eran los factores determinantes de su intención de voto. El
40% no consideró el partido político al que pertenecían los candidatos

como un factor significativo. No obstante, el 66% de las personas entre-
vistadas desconocía del todo a los y las postulantes de su comunidad, el
22% dijo haber oído el nombre de todos y el 12% dijo haber oído ha-
blar de algunos de ellos.

A nueve semanas de las elecciones de alcalde, la intención de asis-
tir a los centros de votación era de un 60%, frente a un 22% que de
antemano decidió no participar y un 17% que no respondió o aún no sa-
bía. Sin embargo, en la práctica la participación fue mucho menor.

Como parte de las conclusiones del estudio se señala que este proce-
so se desarrolló en un contexto complejo, caracterizado por un clima de
opinión mayoritariamente pesimista sobre el futuro del país, un conoci-
miento más bien pobre sobre el proceso electoral, una valoración en ge-
neral positiva sobre las elecciones en términos de su significado demo-
crático y un bajo nivel de conocimiento del elector sobre la oferta
electoral.

Fuente: Espinoza et al, 2003.

Percepción ciudadana sobre las elecciones de alcalde 2002, 
recogida por la encuesta de PROCESOS y la UCR

RECUADRO 5.1

Costa Rica: control electoral partidario, 
elecciones municipales.  2002-2003

MAPA 5.1

0 40.000 Kilómetros

Fuente: Elaborado por Ronald Alfaro con base en información del TSE, 2003.
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en 11 municipios (nuevos cantones baluarte), su
bloque “duro” es considerablemente más peque-
ño que el del PUSC. Adicionalmente, el PLN
triunfó en otros 14 cantones. El PAC ganó un
cantón baluarte, pero perdió el control en 6 mu-
nicipalidades donde había resultado victorioso
en las elecciones de febrero (cuadro 5.2).

Es prematuro afirmar que esta recuperación
de los partidos tradicionales revierte la tendencia
al abandono del bipartidismo que en el ámbito
local se venía observando desde 1994. La recu-
peración fue frágil, no sólo por el muy alto nivel
de abstencionismo ya comentado, sino porque el
margen de victoria entre el partido ganador y el
partido emergente que obtuvo la mayor votación
(generalmente un tercer lugar), fue estrecho en la
mayoría de los cantones. La diferencia fue de en-
tre 0,1% y 4,9% del padrón electoral en 36 de las
81 municipalidades (47,4%) (cuadro 5.3). 

Estrecho margen de 
maniobra de los alcaldes electos

Los primeros alcaldes electos en forma direc-
ta obtuvieron, en general, un débil mandato. La
mayoría ganó por un margen muy estrecho: en
60 cantones (74,1%) el nuevo alcalde consiguió
el triunfo con un margen menor al 5% del pa-
drón electoral sobre el segundo lugar. Además,
han llegado a concejos municipales políticamen-
te fraccionados, con representación de varios
partidos, en los cuales los alcaldes, en teoría, tie-
nen como “aliados” a 2 regidores en promedio
(personas que forman parte de la misma agrupa-
ción política que el alcalde). Los cantones en los
que el alcalde cuenta con un mayor número de
regidores afines políticamente son San José, San
Carlos, Nicoya, Puntarenas, Limón y Pococí. En
el polo opuesto están los alcaldes de Matina y

CUADRO 5.2

Ganancias y pérdidas electorales para los partidos que participaron
en las elecciones de alcalde de diciembre 2002 y enero 2003

Resultado electoral Unidad Social Liberación Otros partidosa/ Total
Cristiana Nacional

Total de cantones ganados 
diciembre 2002/enero 2003 48 27 6 81

Mantiene como cantón baluarteb/ 25 2 1 28
Porcentaje de total ganado 52,1 7,4 17,6 34,6

Nuevos baluartesc/ 1 11 1 13
Porcentaje de total ganado 2,1 40,7 17.6 16,0

Arrebata a partido tradicionald/ 16 12 4 32
Porcentaje de total ganado 33,3 44,4 66,7 39,5

Arrebata a otros partidose/ 6 2 8
Porcentaje de total ganado 12,5 7,4 9,9

a/ Otros partidos: Acción Ciudadana, Auténtico Paraiseño, Curridabat Siglo XXI, Guanacaste Independiente, Independiente Obrero, Renovación

Costarricense.

b/ Mantiene cantón como baluarte: un mismo partido gana tres elecciones seguidas: regidores de febrero 1998, febrero 2002 y la elección de alcalde

de diciembre 2002/enero 2003.

c/ Nuevos baluartes: un mismo partido gana dos elecciones seguidas: regidores de febrero 2002 y alcaldes de diciembre 2002/enero 2003.

d/ Arrebata a partido tradicional: el PUSC o el PLN pierden la elección de alcaldes de diciembre 2002/enero 2003 en un cantón que había ganado

en febrero 2002.

e/ Arrebata a otros partidos: un partido emergente o cantonal pierde la elección de alcalde de diciembre 2002/enero 2003 en un cantón que había

ganado en febrero 2002.

Fuente: Alfaro, 2003b, con base en TSE y Proyecto Estado de la Nación, 2002.
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CUADRO 5.3

Distribución absoluta y relativa de las municipalidades en las
elecciones de alcalde 2002-2003, según margen de victoria del

partido ganador, en relación con el segundo o tercer partido más
votado 

Margen de victoria Partido ganador y segundo lugar Partido ganador y partido no
tradicional más votado

Número de cantones Porcentaje Número de cantonesa/ Porcentaje

Muy estrechob/ 60 74,1 36 47,4
Estrechoc/ 14 17,3 23 30,3
Moderadod/ 5 6,2 11 14,5
Amplioe/ 1 1,2 3 3,9
Muy ampliof/ 1 1,2 3 3,9
Total 81 100,0 76 100,0

a/ La suma de 76 se debe a que en 5 cantones no se presentaron partidos que no fueran los dos tradicionales.

b/ La diferencia entre el primer y el segundo partido político examinado está en el rango 0-4,9% del padrón electoral.

c/ La diferencia entre el primer y el segundo partido político examinado se ubica en el rango 5-9,9% del padrón electoral.

d/ La diferencia entre el primer y el segundo partido político examinado está en el rango 10-14,9% del padrón electoral.

e/ La diferencia entre el primer y el segundo partido político examinado está en el rango 15-19,9% del padrón electoral.

f/ La diferencia entre el primer y el segundo partido político examinado es superior al 20% del padrón electoral.

Fuente: Alfaro, 2003b, con base en datos del TSE.

Nandayure, quienes no cuentan con miembros
afines dentro del concejo, pues la agrupación a la
que pertenecen no está representada en este ór-
gano municipal. Esta complejidad política gene-
ra mayores exigencias en materia de negociación,
pues los alcaldes deberán materializar acuerdos y
consensos a lo interno del concejo (que en pro-
medio tiene más regidores opositores que alia-
dos), para llevar a cabo sus iniciativas. A esto se
suma la difícil situación financiera de buena par-
te de las municipalidades, que limita aún más las
posibilidades de acción (recuadro 5.2)

Participación femenina:
más candidatas, pero con menor elegibilidad

Dos aspectos sobresalen al analizar la partici-
pación de las mujeres en la contienda electoral
municipal. En los casos en que la asignación de
escaños se resuelve a partir del criterio de repre-
sentación mayoritaria, por lo general resulta ga-
nador un mayor número de hombres. Por otra
parte, en la asignación de escaños que se efectúa
por el principio de representación proporcional,
las mujeres alcanzan una cantidad de plazas que
supera el 40% previsto en la legislación. Debe re-
saltarse, además, que las mujeres tienden a pre-
sentarse con más frecuencia como candidatas a

puestos deliberativos que a puestos ejecutivos.
Con excepción del cargo de intendente, las mu-
jeres tienen menor elegibilidad que los hombres:
siempre hay más candidatas por cada mujer elec-
ta en un puesto público que candidatos por cada
hombre electo (cuadro 5.5). 

Escrutinio sobre el financiamiento político 
revela violaciones a la legislación electoral 

El financiamiento de campañas y partidos
políticos se situó en el centro del debate nacional
en el 2002. La celebración de tres procesos elec-
torales durante el año, la prominencia de la lucha
contra la corrupción en la agenda nacional, la ac-
tivación de múltiples mecanismos de control so-
bre la actividad financiera de los partidos y la
aparición de abundante evidencia de prácticas
cuestionables de financiamiento político en las
principales agrupaciones, se conjugaron para dar
al tema una relevancia probablemente inédita, y
sin duda mayor que en cualquier otro momento
de la última década. El tema se convirtió en un
punto de discusión recurrente, tanto durante las
etapas finales de la campaña presidencial, como,
sobre todo, luego de pasada ésta. El revuelo al-
canzó a afectar al propio Presidente de la Repú-
blica, en cuya campaña se concentraron las más
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Los alcaldes electos en diciembre de 2002 y enero de 2003 enfren-
tan, en general, una situación presupuestaria endeble, que limita se-
veramente su capacidad para generar cambios y mejoras en sus co-
munidades. La mayoría de las municipalidades tuvo en el 2002 un
ingreso per cápita inferior a 30.000 colones anuales (cuadro 5.4), y
en muchos casos menor a 20.000 colones anuales. En 5 de los 9 can-
tones que tienen más de 100.000 habitantes el ingreso municipal
per cápita es inferior a 10.000 colones por año. De acuerdo con la
Contraloría General de la República, además de la escasez de recur-
sos los municipios tienen serios problemas de gestión presupuesta-
ria, que les impiden prestar servicios eficientes y de calidad. Los

pendientes de cobro ascendieron a 16.194 millones de colones en el
2002, lo que representa un 27,3% del total de ingresos recaudados
en el 2001, y un 41,1% de los recursos propios de las municipalida-
des. En cuanto a los servicios, en términos generales los costos son
superiores a los montos que se recaudan por su prestación, en razón
de que muy pocos municipios tienen mecanismos para la revisión pe-
riódica de las contribuciones y las tasas por servicios. A pesar de las
necesidades que tiene la población, en el 2001 las municipalidades
no ejecutaron recursos disponibles por más de 2.600 millones de co-
lones y 13.000 millones de colones de sus presupuestos respectivos.

Las nuevas autoridades municipales trabajan 
en medio de una delicada situación financiera

RECUADRO 5.2

Como se consignó en el Octavo Informe, en el año 2001 se aprobó
una reforma al artículo 170 de la Constitución Política, que asigna un
10% de los ingresos del Presupuesto Ordinario de la República a las
municipalidades. La reforma prevé una asignación progresiva, a
razón de un 1,5% por año, hasta completar el 10%, condicionada a
la promulgación de una ley que especifique las competencias por
trasladar a los entes municipales, que aún espera aprobación
legislativa. Por otra parte, al aprobarse la Ley de Simplificación y
Eficiencia Tributaria se dispuso una redistribución de los ingresos que
se recaudan por el impuesto a los combustibles, destinando a las

municipalidades una cuarta parte del 30% asignado al CONAVI para
la conservación y mantenimiento de la red vial cantonal. No
obstante, estos recursos tampoco han podido ser utilizados por los
municipios. En el 2002 únicamente se giraron 3.122,9 millones de
colones del total de 8.000 millones esperados; de esta suma sólo se
ejecutaron 472,7 millones de colones, pues los recursos fueron
recibidos por las municipalidades en el último cuatrimestre del año.

Fuente: CGR, 2002; Alfaro, 2003a y elaboración propia.

CUADRO 5.4

Distribución de las municipalidades por rangos de población 
del cantón, según rangos de ingreso municipal per cápita. 2002a/

Población del municipio

Menos de 20.000 De 20.001 a Más de 100.000 Total general
habitantes 100.000 habitantes  habitantes

Ingreso municipal per cápita Abs. Rel. Abs. Rel. Abs. Abs. Rel.

Menos de 10.000 colones 3 12,0 9 19,1 5 17 21,0
De 10.001 a 20.000 colones 13 52,0 30 63,8 2 45 55,6
De 20.001 a 30.000 colones 6 24,0 7 14,9 1 14 17,3
Más de 30.000 colones 3 12,0 1 2,1 1 5 6,2
Total general 25 100,0 47 100,0 9 81 100,0

a/ No incluye los concejos municipales de distrito que liquidan presupuesto ante la Contraloría General de la República.

Fuente: Alfaro 2003b, con base en CGR, 2002.



serias revelaciones de procedimientos ilegales de
recaudación de fondos electorales (Casas, 2003)7. 

Disminuye el financiamiento público y la 
legislación electoral muestra débiles controles

En materia de financiamiento político Costa
Rica cuenta con un marco regulatorio longevo y
consolidado en algunos aspectos, e incipiente y
frágil en otros. Así, en tanto el sistema de subsi-
dios estatales directos a los partidos data de 1954
(y es el segundo más antiguo del mundo8), la re-
gulación del financiamiento privado a las agru-
paciones políticas fue introducida apenas a fina-
les de 1996. En esta última materia, los partidos
únicamente están obligados a presentar reportes

periódicos de sus ingresos al TSE. Sin embargo,
el contenido de tales reportes no es verificado
por el Tribunal, que ha interpretado que carece
de potestades legales expresas para llevar a cabo
cualquier otro control sobre la veracidad de los
reportes financieros de los partidos (Casas, 2002;
Proyecto Estado de la Nación, 2002; Proyecto
Estado de la Región-PNUD, 2003). 

Como resultado de la intervención de la
CGR, los controles sobre el uso de los subsidios
estatales se han fortalecido significativamente en
los últimos años9, mientras que otros aspectos,
como los niveles de gasto electoral, permanecen
virtualmente desprovistos de regulación. El régi-
men sancionatorio incluye penas de prisión (de
2 a 6 años) para las violaciones, pero es débil, ya
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CUADRO 5.5

Elegibilidad de hombres y mujeres en las elecciones 
municipales de diciembre 2002 y enero 2003a/

Descripción Total Hombres Mujeres
Absolutos Porcentajes

Puestos en órganos ejecutivos
Candidatos a alcalde 365 326 39 10,7
Alcaldes electos 81 74 7 8,6
Candidatos por cada alcalde electo 4,5 4,4 5,6
Candidatos para intendente 26 24 2 7,7
Intendentes electos 8 6 2 25,0
Candidatos por cada intendente electo 3,3 4,0 1,0
Puestos en órganos de deliberación
Candidatos a síndicos 1.774 1.259 515 29,0
Síndicos electos 456 328 128 28,1
Candidatos por cada síndico electo 3,9 3,8 4,0
Candidatos a miembros de concejos de distrito 5.948 2.881 3.067 51,6
Miembros de concejo de distrito electos 1.824 990 834 45,7
Candidatos por miembro electo del concejo 3,3 2,9 3,7
Candidatos a miembros de concejos municipales 101 48 53 52,5
Miembros de concejo municipal de distrito electos 8 6 2 25,0
Candidatos por miembro electo del concejo 12,6 8,0 26,5
Total de candidatos 8.214 4.538 3.676 44,8
Total de puestos electos 2.377 1.404 973 40,9
Candidatos por puesto electo 3,5 3,2 3,8

a/ No se contabiliza el distrito administrativo Isla del Coco, pues es un parque nacional.

Fuente: Alfaro, 2003b, con base en información del TSE.



partidos y las diversas instancias de escrutinio
público (sociedad civil y medios de comunica-
ción), político (Asamblea Legislativa) y legal
(Contraloría General de la República). Las carac-
terísticas del marco legal vigente se presentan en
el cuadro 5.6

El gasto electoral de los partidos políticos es
difícil de estimar, ya que estos no reportan al
TSE la totalidad de sus recaudaciones privadas.

que, por mala técnica legislativa, el Código Elec-
toral no define expresamente cuáles personeros
partidarios serán considerados responsables en
caso de transgresión a la legislación, sino que di-
rige las sanciones al partido político en términos
generales. En la práctica, el control del financia-
miento electoral, más allá del aporte público, re-
cae sobre otros mecanismos, como los instru-
mentos internos dispuestos por los propios
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CUADRO 5.6

Regulación del financiamiento político. 2002

Regulación de Control de fuentes privadas Nacionales -Se prohiben contribuciones anónimas
fuentes de financiamiento -Límite por donador: 35.000 dólares por

ciclo electoral aproximadamente
Extranjeras Prohibidas (excepto para investigación y 

educación partidaria)

Subsidios estatales directos Receptor Partidos, no candidatos
Entrega Reembolso electoral, previa liquidación de gastos
Barrera 4% de los votos, o 1 escaño
Criterio de distribución Proporcional a los votos
Monto Definido por la Constitución Política: 0,1% del PIB 

Total en 2002 (previo a liquidación): 14,2 millones 
de dólares
Por votante registrado/año: 1,6 dólares

Subsidios estatales indirectos -Franquicia postal
-Uso de instalaciones públicas
-Apoyo institucional a fracciones legislativas

Regulación de gastos Topes de gasto No hay
electorales Límite de duración de campaña El Estado sólo paga gastos en la campaña oficial 

(tres meses y medio), pero no se impide la publicidad
electoral fuera de ese período

Reglas de transparencia Contribuciones -Reportes trimestrales a la autoridad electoral 
financiera (mensuales durante la campaña)

-Precandidatos presidenciales reportan donaciones 
al tesorero partidario.

Gastos Receptores del subsidio deben justificar sus gastos 
electorales ante la CGR.

Auditoría Sólo sobre subsidios estatales

Régimen sancionatorio Violación de las prohibiciones y limitaciones en 
materia de financiamiento acarrea prisión de 2 a 6 
años

Fuente: Casas, 2003, con base en la Constitución Política, el Código Electoral e información del TSE.



En consecuencia, el monto reportado ante la
CGR sólo refleja una parte del gasto efectiva-
mente realizado. Estos gastos reportados, al ca-
bo de la primera ronda presidencial del 2002,
aumentaron marginalmente con respecto al úl-
timo proceso electoral, manteniéndose, de he-
cho, muy por debajo del total detectado en
1994 (gráfico 5.2). Sin embargo, es evidente
que la segunda ronda presidencial y, en menor
grado, la elección de alcaldes añadieron costos
sustanciales al ciclo electoral. Estos costos adi-
cionales son, nuevamente, de muy difícil esti-
mación, toda vez que ambas etapas estuvieron
desprovistas de subsidios estatales, por lo que
los partidos no se vieron obligados a presentar
liquidaciones de gastos ante la CGR. Diversas
manifestaciones públicas de los responsables fi-
nancieros de los dos partidos mayoritarios su-
gieren que la segunda ronda electoral agregó
entre 600 y 1.000 millones de colones al gasto
electoral (entre 1,7 y 2,8 millones de dólares al
tipo de cambio vigente en abril de 2002)10.

La celebración de estos nuevos comicios y las
elecciones primarias abiertas, singularmente onero-
sas en ambas agrupaciones mayoritarias -extendi-
das, esta vez, a la disputa interna por las curules le-
gislativas- permiten inferir que el ciclo electoral

1998-2002 fue, casi con seguridad, el más oneroso
de los últimos veinticinco años en términos absolu-
tos. En cambio, el subsidio público cubre una pro-
porción cada vez menor de los gastos electorales re-
portados por los partidos, que, como se ha dicho,
son sólo una parte del gasto electoral total. Así, el
subsidio pasó de representar el 86,9% del gasto re-
portado en el proceso eleccionario de 1990, al
56,7% en el del 2002 (nivel similar al existente a fi-
nales de la década de los setenta). En resumen, ante
la disminución del subsidio estatal y el incremento
del gasto, el sistema político está generando más de-
pendencia del financiamiento privado para las cam-
pañas electorales11. La fragilidad de los controles ins-
titucionales sobre el financiamiento privado de los
partidos ha coincidido con una utilización más in-
tensa que nunca de tales recursos (gráfico 5.2).

Graves irregularidades en el 
financiamiento del PUSC, el PLN y el PRC

En el 2002, el intenso y cada vez más eficaz
escrutinio público sobre el financiamiento políti-
co permitió detectar serias irregularidades en la
campaña del actual Presidente de la República y
en el PLN. Estas incluyen la existencia de redes
paralelas de recaudación de fondos al margen de
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Fuente: Casas, 2003, con base en datos de la Contraloría General de la República.



denunció ante el Ministerio Público a 7 dirigen-
tes del PUSC, el PLN y el PRC (entre ellos los te-
soreros de los partidos mayoritarios y un exdipu-
tado del PRC), por los delitos de estafa, uso de
documento falso, falsedad ideológica, tentativa
de estafa, defraudación tributaria y fraude de si-
mulación. Aunque la detección de graves trans-
gresiones en el curso de la liquidación de gastos
electorales no es, en modo alguno, una nove-
dad12, la denuncia interpuesta por la CGR es,
muy probablemente, el primer intento por sentar
responsabilidades en sede penal en los casi cin-
cuenta años de existencia del proceso de liquida-
ción. Además, hubo una denuncia penal contra
los responsables financieros de la campaña del ac-
tual mandatario (Ramírez y Moya, 2003). La ac-
ción fue desestimada por el Ministerio Público, en
virtud de que los hechos denunciados no resulta-
ban punibles, por no estar individualizada la res-
ponsabilidad penal en la respectiva norma del
Código Electoral (Ramírez y Moya, 2003). Final-
mente, al momento de la redacción de este Informe,
la Sala Constitucional en su voto 3489-03 había
procedido a levantar el secreto bancario en materia
de financiamiento político (las implicaciones de este
fallo serán analizadas en el Décimo Informe).

Frente a los hallazgos de irregularidades, pro-
ducto de la actividad de diversas entidades pú-
blicas y privadas, resalta la pasividad del TSE y
del Ministerio Público en este ámbito, así como
las debilidades del marco jurídico. La mera exis-
tencia de topes a las contribuciones privadas y la
prohibición de recibir donaciones anónimas y de
extranjeros no evitó la recaudación de éstas, sino
que, simplemente, motivó el traslado de los fon-
dos al exterior o el ocultamiento de información
al TSE (Fonseca, 1999).

Administración de la justicia

En el año 2002 hubo progresos en cuanto a in-
dependencia judicial y acceso ciudadano a la justi-
cia. En cambio, la evolución en el tema de la justicia
pronta fue más lenta, y exhibe una mezcla de logros
y rezagos. En materia de justicia cumplida, el Infor-
me no logró recopilar la información requerida para
rendir una valoración; por ello, presenta datos rele-
vantes sobre algunos asuntos y llama la atención so-
bre la necesidad de generar nueva información. 

Avances en la independencia judicial

Por independencia judicial se entiende la au-
sencia de presiones o influencias externas que, a
la hora de juzgar, introduzcan elementos

las estructuras formales de los partidos; la omi-
sión de reporte al TSE, de las donaciones canali-
zadas a través de dicha estructura paralela; la re-
cepción de contribuciones de empresas e
individuos extranjeros; la recepción de donacio-
nes por montos muy superiores al tope estable-
cido por el Código Electoral y la inclusión de in-
formación falsa en los reportes financieros
presentados al TSE, con respecto a los montos y
nombres de los contribuyentes. 

Las principales irregularidades conocidas al
momento de redacción de este Informe (julio de
2003) se centran en la campaña del actual man-
datario. Según la información disponible al 30
de junio del 2003, los depósitos recibidos en
cuentas bancarias paralelas no declaradas por el
PUSC ascendieron a 2.444 millones de colones.
En la campaña electoral del PLN también se die-
ron irregularidades pero, hasta ahora, las denun-
cias han sido sobre montos pequeños y no se co-
noce con certeza su magnitud. También ha
trascendido la existencia de serios problemas en
el Partido Renovación Costarricense (PRC).

En la detección de tales hechos ha desempeña-
do un papel clave el escrutinio público, ejercido
por organizaciones ciudadanas, medios de comu-
nicación e instituciones públicas. Los medios de
comunicación colectiva han mantenido una aten-
ción constante en este tema, tanto en sus seccio-
nes de información -reportajes originados en el
periodismo investigativo- como en sus espacios de
opinión. Las constantes revelaciones han obligado
a las personas y partidos involucrados a modificar
su comportamiento inicial de silencio y negación.
Cabe destacar el papel fiscalizador de la organiza-
ción Transparencia Internacional-Capítulo Costa
Rica, en seguimiento de su propuesta de “Acuerdo
de Transparencia”, suscrita por varios candidatos
presidenciales, así como los esfuerzos de la orga-
nización internacional IDEA por colocar este
asunto en la agenda pública.

Asimismo, la Asamblea Legislativa, la Contra-
loría General de la República y la Sala Constitu-
cional han jugado un rol decisivo en la detección
de las irregularidades en el financiamiento polí-
tico. La Asamblea Legislativa estableció una co-
misión investigadora en esta materia durante la
campaña 2001-2002, cuyas labores continúan
hasta el día de hoy, con el mandato de recomen-
dar y dictaminar la legislación electoral necesaria
(Venegas, 2002). Por su parte, la Contraloría, de-
tectó presuntas irregularidades en las liquidacio-
nes de gastos que le fueron presentadas por los
partidos, como requisito para recibir el subsidio
electoral. En abril de 2003, esta institución
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adicionales a los méritos del caso. Esta indepen-
dencia no está garantizada cuando las decisiones
del administrador de justicia son vulnerables, en
razón de amenazas a su integridad o a su patri-
monio, la inestabilidad en el empleo o las posibi-
lidades de ascenso y la falta de recursos para de-
sarrollar su labor con autonomía de otras
instituciones. Dado que la independencia judicial
está constitucional y legalmente establecida en
Costa Rica, el Informe se centra en otros indicado-
res para valorar esta materia: la asignación de re-
cursos al Poder Judicial, los procedimientos para
elegir a las y los magistrados de la Corte Suprema
de Justicia, la estabilidad de los jueces y su auto-
nomía frente a las máximas autoridades judiciales.

La autonomía funcional del Poder Judicial está
garantizada mediante la asignación fija del 6% del
Presupuesto Nacional. En el 2002, por segundo
año consecutivo y pese al contexto de restricción
fiscal, se otorgó a este Poder un monto ligeramente
superior a esa proporción: un 6,8%, hasta la fecha
el valor más alto asignado. Sin embargo, las autori-
dades judiciales reiteraron que los recursos son in-
suficientes para dar un servicio adecuado, en virtud
del gasto que generan dependencias fuera del ám-
bito jurisdiccional (entre ellas el Organismo de In-
vestigación Judicial, el Ministerio Público y la De-
fensa Pública) creadas con posterioridad a la
disposición constitucional, que absorben el 40% de
los recursos. Un estudio realizado por el Colegio de
Abogados en el 2002 señala problemas de manejo
presupuestario en el Poder Judicial. En el período
1993-2000 su personal aumentó muy por encima
del resto del sector público, cuyo nivel de creci-
miento ha sido menor que el incremento de la po-
blación (Colegio de Abogados, 2003). En este con-
texto, los ámbitos administrativo y auxiliar son los
que presentan mayor crecimiento y se constituyen,
por ende, en disparadores del gasto laboral. El ám-
bito jurisdiccional, por su parte, mantiene un ritmo
de aumento proporcional al de la población. En to-
do caso, en el período 1997-2000, el gasto en per-
sonal en el sistema de administración de justicia
creció entre 30% y 50%, frente a un aumento no
mayor del 20% en los casos entrados. Concluye el
estudio que este problema, junto con el de la
inclusión de materias que podrían no requerir
trámites en los juzgados en todas sus etapas (trán-
sito, cobros, etc.), están teniendo una incidencia
marcada en la utilización de los recursos asignados
al Poder Judicial. 

Por otra parte, en el 2002 la Asamblea Legis-
lativa sustituyó a tres magistrados que se jubila-
ron, mediante un proceso en el que se introduje-
ron nuevas metodologías para la valoración de

los atestados de los candidatos, a fin de utilizar
criterios más consistentes y comparables. Esto
implica procesos de selección más técnicos y
abiertos al escrutinio público. Finalmente, en el
tercer indicador de independencia judicial, la es-
tabilidad laboral de los jueces, ocurrió un impor-
tante progreso que debe ser subrayado: el Poder
Judicial nombró en propiedad a 154 jueces que
se encontraban laborando en condición de inte-
rinazgo (cerca del 25% de la planilla de jueces).

No obstante, existe un aspecto de índole es-
tructural que perjudica la independencia juris-
diccional y que sigue sin ser resuelto: el hecho de
que una sola estructura (la Corte Plena) tiene
funciones tanto jurisdiccionales como adminis-
trativas. Pese a las medidas adoptadas por la Cor-
te Suprema, continúan las alegaciones con res-
pecto a la intervención de los magistrados, tanto
en el nombramiento de jueces de segunda ins-
tancia como en asuntos administrativos (Colegio
de Abogados, 2003). Por esta razón, un foro de
discusión convocado por el Colegio de Abogados
recomendó el establecimiento de una estructura
organizativa del Poder Judicial que releve a los
magistrados de toda función e intervención ad-
ministrativa, para que estos se concentren en la
función de gobierno (definición de políticas y es-
trategias) y deleguen aquellas funciones en un
cuerpo gerencial y autónomo. 

Mejoras en el acceso 
ciudadano al sistema de justicia

En una democracia, el acceso ciudadano a la
justicia es un factor clave en el funcionamiento
del Estado de derecho. El acceso se refiere tanto
a la posibilidad de recurrir libremente a la justi-
cia cuando las personas así lo requieran, como al
ejercicio del escrutinio público sobre la actua-
ción de las instituciones y autoridades judiciales.
La primera cuestión se relaciona con la igualdad
legal entre las personas, mientras que la segunda
expresa el derecho de las y los ciudadanos de
ejercer control sobre los servidores públicos y so-
meterlos a procesos de rendición de cuentas. Re-
cuérdese que en una democracia la soberanía del
poder reside en la ciudadanía. 

En cuanto a la primera dimensión del acceso
a la justicia, la posibilidad de recurrir libremente
a ella, en Costa Rica ésta se encuentra en térmi-
nos generales garantizada. En el 2002 ingresó ca-
si un millón de nuevos casos al sistema (sobre
una población de poco más de cuatro millones
de personas), como se verá más adelante. Un es-
tudio reciente mostró que, en comparación con
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una oficina central en el edificio de la Corte Su-
prema de Justicia y habilitó tres oficinas más (Se-
gundo Circuito de San José, edificio del OIJ y
edificio de tribunales del Primer Circuito Judi-
cial de San José)13. Es temprano para dilucidar si
el sistema atendió las demandas planteadas por
los usuarios a la Contraloría, para saber si esta
instancia fue dotada con los instrumentos nece-
sarios para tener una incidencia en los procesos
de administración de justicia o si, por el contra-
rio, se trata tan sólo de una oficina de quejas que
se resuelven individualmente, sin generar cam-
bios en la rendición de cuentas de los adminis-
tradores de justicia. Los datos iniciales corrobo-
ran que los usuarios siguen percibiendo
problemas en la aplicación de una justicia cum-
plida; el principal motivo que tuvieron para acu-
dir a la Contraloría fue el retardo en el proceso,
con 527 casos (38%), seguido por problemas en
el trámite de los expedientes (25,6%), tales co-
mo la inconformidad con disposiciones admi-
nistrativas del despacho o con las notificaciones.
Del total de 1.164 gestiones presentadas ante la
Contraloría, la mayoría (83,6%) se relacionaba
con el ámbito jurisdiccional (cuadro 5.7). 

En este primer año, entre las diez oficinas
que fueron objeto de la mayor cantidad de de-
nuncias, seis pertenecen al Segundo Circuito Ju-
dicial de San José (Goicoechea), donde se con-
centra la mayoría de los “megadespachos”
existentes en el Poder Judicial, con un total de
248 casos. Los juzgados de trabajo y de pensio-
nes alimentarias de ese Circuito fueron, por mu-
cho, los más denunciados, con 88 y 64 gestiones,
respectivamente. Entre esos diez despachos se en-
cuentra también la Sala Constitucional, con 23 ca-
sos, 15 de los cuales se referían a en el proceso. 

Otra instancia a disposición de los usuarios
es el Tribunal de la Inspección Judicial. El Octa-
vo Informe documentó los problemas en el régi-
men disciplinario de los jueces, que en el 2001
generaron fuertes tensiones entre estos y el Po-
der Judicial. En el 2002 el citado Tribunal vivió
un período de crisis a raíz de un conflicto inter-
no entre sus integrantes, lo que motivó la inter-
vención de la Corte Plena y una nueva confor-
mación del Tribunal, por jubilación de dos de
sus miembros y la separación temporal del terce-
ro. El nuevo órgano introdujo cambios en los
criterios de admisibilidad y en el método de va-
lorar las denuncias (Solana, 2003). Se carece de
elementos de juicio para determinar si estos
ajustes representan mejoras o no en el escrutinio
sobre la labor de los administradores de justicia,
a la vez que se respeta su derecho al debido pro-

los demás países de Centroamérica, en Costa Ri-
ca las personas recurren a la Sala Constitucional
veinte veces más: en el 2001 esta instancia reci-
bió 306 casos por cada 100.000 habitantes, en
contraste con un promedio de aproximadamente
15 casos por cada 100.000 habitantes en los de-
más países del área (Proyecto Estado de la Re-
gión-PNUD, 2003). Sin embargo, aunque el sis-
tema de administración de justicia cubre todo el
territorio nacional, con diferencias que no son espe-
cialmente marcadas, se mantiene una situación des-
favorable para los pobladores de las reservas indíge-
nas (Proyecto Estado de la Región-PNUD, 2003).

En la segunda dimensión del acceso a la jus-
ticia, la apertura al escrutinio público y la rendi-
ción de cuentas, en el 2002 se dieron avances no-
tables y, en ciertos extremos, controversiales. En
efecto, en ese año entraron a funcionar nuevas
instancias abiertas al público (la Contraloría de
Servicios) y se perfeccionó el uso de medios in-
formáticos (la página web) para informar sobre la
operación del Poder Judicial. En contraste, el Tri-
bunal de la Inspección Judicial fue nuevamente
centro de tensión y el establecimiento de una co-
misión investigadora sobre el Poder Judicial en la
Asamblea Legislativa, hecho inédito en la historia
del país, provocó enfrentamientos públicos.

La Contraloría de Servicios del Poder Judicial
es el primer canal institucional de comunicación
que los usuarios tienen a su disposición. En su
primer año de labores, la Contraloría contó con
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CUADRO 5.7

Gestiones ingresadas a la Contraloría de Servicios
del Poder Judicial, según tipo. 2002

Tipo de gestión Cantidad Porcentaje

Total 1.393 100,0
Retardo en el proceso 527 37,8
Trámitea/ 357 25,6
Mala atención 187 13,4
Extravío de expedientes 62 4,5
Atención lenta 30 2,2
Otras 230 16,5

a/ Corresponde a problemas relacionados con notificaciones, inconformidad con disposiciones administrati-

vas del despacho y aspectos propios de la tramitación de expedientes del Poder Judicial.

Fuente: Oficio C-197-2003 de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial.



ceso. Lo que muestran los datos es que el nuevo
Tribunal fue menos proclive a sancionar. De las
1.237 denuncias presentadas en el 2002, se de-
sestimó el 51,6%, un descenso de casi 20% con
respecto al 2001. Entre los casos que sí fueron
admitidos, bajó el porcentaje de sanciones (10%)
y subió el de advertencias (10%). Adicionalmen-
te, a ningún juez se le revocó el nombramiento,
a diferencia del 2001, cuando esa sanción se
aplicó a ocho funcionarios. En promedio, de ca-
da doce denuncias contra jueces, sólo una con-
cluye con sanción (cuadro 5.8). 

Un importante avance en el acceso ciudada-
no al sistema de administración de justicia es la
pagina web del Poder Judicial (www.poder-judi-
cial.go.cr). En este sitio se ha puesto “en línea”
informacion de interés público, como legislación
y jurisprudencia, el calendario de los juicios en
los diferentes tribunales del país, el presupuesto
del Poder Judicial, licitaciones y actas de la Cor-
te Plena y del Consejo Superior. Esta experiencia
positiva podría servir de base para otras institu-
ciones del Estado, en el esfuerzo por mejorar la
transparencia de sus actuaciones.

Por último, cabe mencionar la continuidad en
el proceso de modernización del Poder Judicial. Se
formalizó un nuevo contrato de préstamo con el
BID (nº 1377/OC-CR), por 22 millones de dólares,
cuyos objetivos son el fortalecimiento del Ministe-
rio Público y de la Defensa Pública, el mejoramien-
to de la eficiencia judicial en la resolución de
conflictos y de la capacidad de gerencia en la insti-
tución, así como el apoyo a las labores en materia
de prevención del delito (reacuadro 5.3).

Justicia pronta: coexisten avances y retrocesos

La eficacia del sistema de administración de
justicia -la capacidad de dispensar justicia pron-
ta14- está fuertemente condicionada por la carga
de trabajo que debe soportar. De ahí que el aná-
lisis sobre este tema inicie con una mirada sobre
la evolución del volumen de casos que ingresan
anualmente al Poder Judicial. En el año 2002, el
total de asuntos entrados en primera instancia en
todas las materias ascendió a 995.822, con un
aumento del 6,7% con respecto al 2001. El 92%
de esa alza correspondió a la materia de tránsito.
Hoy en día, el 60% de los asuntos nuevos que in-
gresan al sistema de justicia son de tránsito y el
40% restante se distribuye en las otras once ma-
terias (cuadro 5.9).

La mayoría de los casos de tránsito se refieren
a infracciones simples sin oposición, cuya tramita-
ción se realiza mediante un programa informático
que permite un proceso muy sencillo. Por esta ra-
zón, y para conocer mejor la carga real de trabajo
en las otras once materias que se ventilan en el Po-
der Judicial, el Informe utiliza el indicador de “en-
trada neta”, que registra el total de casos entrados,
menos los casos en los que se dictaron incompe-
tencias y las infracciones simples sin oposición en
materia de tránsito. De esta manera se logra tener
información más precisa sobre los casos cuya aten-
ción demanda una movilización de recursos del
sistema de administración de justicia. 

El examen de la entrada neta en el 2002 per-
mite arribar a dos conclusiones: por una parte,
que el volumen real de trabajo es bastante menor
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CUADRO 5.8

Cantidad de jueces denunciados y sancionados 
por el Tribunal de la Inspección Judicial. 1998-2002

Año Jueces acusados Jueces sancionados Porcentaje de sancionados Revocatoria de 
nombramiento

1998 940 77 8,2 4
1999 1.015 95 9,4 5
2000 1.085 93 8,6 5
2001 1.069 89 8,3 8
2002 775 56 7,2 0

Fuente: Anuarios de Estadísticas Judiciales 1998-2000; oficio 20-EST-2002 de la Sección Estadística y, para el
2002, elaboración propia a partir de los informes mensuales del Tribunal de la Inspección Judicial.
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que el que podría inferirse al utilizar la entrada
bruta como medida (la entrada neta, 459.665 ca-
sos, representa un 45,8% de la entrada bruta) y
por otra, que la entrada neta crece más lenta-
mente que la entrada bruta (3,7%, frente a
6,7%). Si se analizan las materias, la tasa de en-
trada neta por 100.000 habitantes (índice de liti-
giosidad) revela que en cuatro materias (familia,
pensión alimentaria, violencia doméstica y cons-
titucional) el valor de la tasa aumentó con el
transcurso de los años a un ritmo mayor que el
crecimiento poblacional. Las materias civil y
agraria, así como la de trabajo, tuvieron la tasa
más alta en el año 2000 y registraron descensos
consecutivos en los dos años siguientes.

Aún tomando la entrada neta como indicador,
la carga de trabajo para los administradores de
justicia parece elevada, aunque se carece de ele-
mentos para el análisis comparativo con otros sis-
temas de administración de justicia. En prome-
dio, cada juez recibió 706 casos nuevos en el
2002, lo que equivale a 14 casos por semana, con
diferentes niveles de complejidad. Es importante
indicar que esta carga ha tendido a incrementar-
se en los últimos cuatro años (cuadro 5.9).

Por otra parte, los casos pendientes en la Defen-
sa Pública (lo que se denomina “circulante”) au-
mentó nuevamente. Según datos del Departamento

Administrativo de la Desensa Pública, al 31 de
diciembre del 2002 el circulante ascendió a
72.114 casos, cifra que es un 14,1% superior a
la de dos años atrás (63.198 casos) y más de un
50% mayor que la de 1999 (47.602 casos). Este
crecimiento implica que, en solo tres años, cada
defensor público vio aumentar su circulante, en
promedio, de 261,6 casos anuales a 353,5 casos. 

Notable esfuerzo por 
aumentar la eficacia en los juicios penales

En el 2002, los tribunales penales fallaron
con sentencia un total de 5.256 expedientes, un
volumen superior en 612 casos al del año ante-
rior. Esta es la cantidad más alta del último lus-
tro y, al mismo tiempo, la de mayor duración
promedio en ese período (Poder Judicial, 2002).
En comparación con los dos años previos, el
promedio se incrementó en un mes y una sema-
na (alcanzó 19 meses y 2 semanas). Este aumen-
to no implicó, sin embargo, un deterioro en la
eficiencia del sistema; en parte se origina en una
directriz emitida por la Corte, de dar preferencia
en los señalamientos para juicio a los expedientes
de mayor antigüedad. La directriz fue cumplida
en 18 de los 23 tribunales penales del país (cua-
dro 5.10). Es importante anotar que 10 tribunales

En el 2002 el grado en que el Poder Judicial impar-
te una justicia independiente, pronta, cumplida e igual
para todos los habitantes fue objeto de un intenso de-
bate y escrutinio públicos. El Colegio de Abogados
propició la realización de un “Foro Nacional de Refor-
mas al Poder Judicial”, con el propósito de conocer cri-
terios de las partes involucradas en la administración
de justicia, incluyendo tanto a administradores como a
usuarios (litigantes y otros ciudadanos), para identifi-
car los problemas más apremiantes y sugerir posibles
soluciones a la problemática de la eficiencia y efectivi-
dad del Poder Judicial (Colegio de Abogados, 2003).

La discusión tomó una expresión institucionalizada
en la Asamblea Legislativa. En un hecho sin preceden-
tes, se creó una comisión de investigación para “el
control de la ética y la eficiencia en la administración
pública y para evaluar el funcionamiento del Poder Ju-
dicial”. La Comisión se instauró el 25 de setiembre de
2002 y se encuentra todavía en funciones, por lo que
aún no se tienen elementos de juicio para valorar su
labor. Al jubilarse tres magistrados, la Comisión les

solicitó una rendición de cuentas antes de su salida,
con base en el artículo 11 constitucional, que estable-
ce que los servidores públicos son simples depositarios
de autoridad que están obligados a rendir cuentas.
Dos de ellos presentaron informes. El tercero se negó
a hacerlo, en virtud de que discrepaba del argumento
jurídico que la Comisión utilizó para solicitar dicha in-
formación. A la fecha, no ha rendido informe alguno
que haya trascendido a la opinión pública.

La Comisión creó tensiones entre el Poder Legislati-
vo y el Judicial, cuyas implicaciones sólo podrán ser
evaluadas una vez que se conozcan los resultados de
la investigación parlamentaria. Independientemente
de la controversia sobre las motivaciones que dieron
origen a esta Comisión -y las que generen las conclu-
siones que formule-, el Poder Legislativo tiene la po-
testad de ejercer control político sobre los otros pode-
res del Estado, incluido el Judicial.

Fuente: Elaboración propia.

Mayor escrutinio sobre el Poder Judicial

RECUADRO 5.3
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CUADRO 5.9

en total). Dos tribunales empeoraron absoluta-
mente su desempeño: dictaron menos sentencias
totales, no cumplieron con la directriz y tampo-
co fueron más eficaces en dictar sentencia en los
juicios más recientes. 

La mejora en el desempeño ocurrió tanto en
los tribunales de mayor tamaño (los que senten-
ciaron más de 400 juicios en promedio, por año,

realizaron un notable esfuerzo por mejorar su
desempeño, pues hicieron tres cosas al mismo
tiempo: aumentaron la cantidad de sentencias
totales, las sentencias de juicios con más de 18
meses y las de aquellos con menos de 12 meses.
En otros casos, los tribunales hicieron una u otra
cosa: cumplieron con la directriz a cambio de
disminuir su atención a los juicios más nuevos (7

Crecimiento anual de las entradas bruta y neta en las oficinas de primera instancia y
entrada neta por juez, según año. 1998-2002

Año Entrada bruta, Porcentaje de Entrada netaa/ Porcentaje de Plazas de juezb/ Entrada neta
primera instancia crecimiento anual crecimiento anual por juezc/

1998 629.376 352.213
1999 726.757 15,5 392.793 11,5 556 707
2000 798.198 9,8 406.897 3,6 581 700
2001 933.614 17,0 443.341 9,0 611 726
2002d/ 995.822 6,7 459.665 3,7 651 706

a/ Entrada neta = entrada total - incompetencias + infracciones de tránsito sin oposición.

b/  Corresponde a las plazas de juez de todas las categorías.

c/ Este indicador se utiliza para medir la carga de trabajo ingresada por juez. La forma de cálculo varió en relación con el indicador presentado en el Octavo Informe. En esa ocasión se

utilizó el número de jueces de primera instancia, un subconjunto del total. Por ello, la carga de trabajo promedio por juez reportada fue mayor. Al emplear la totalidad de los jueces en el

cálculo, como se hace en esta ocasión, se logra una medición más precisa de la carga de trabajo.

d/ Los resultados del 2002 son preliminares.

Fuente: Anuarios de Estadísticas Judiciales 1998-2000 y elaboración propia para los años 2001 y 2002.

CUADRO 5.10

Esfuerzo de los tribunales penales por disminuir la duración de los juicios. 2001-2002

Más sentencias a juicios largosa/ Menos sentencias a juicios largos Total

Tribunales con más sentencias en general y...
más sentencias a juicios cortosb/ 10 3 13
menos sentencias a juicios cortos 4 0 4

Tribunales con menos sentencias en general y...
más sentencias a juicios cortos 1 0 1
menos sentencias a juicios cortos 3 2 5

Total 18 5 23

a/ Juicios largos se refiere a a quellos con una duración total superior a 18 meses desde el ingreso al juzgado hasta la sentencia.

b/ Juicios cortos se refiere a una duración total de menos de 12 meses desde el ingreso al juzgado hasta la sentencia.

Fuente: Elaboración propia a partir de la base de datos de duración de los juicios penales, Poder Judicial.



materia civil hubo un descenso entre 1999 y
2000, y un aumento del 2000 al 2002, de un
mes y dos semanas. En la Sala Segunda, la dura-
ción promedio en las dos materias que le corres-
ponden, trabajo y familia, se ha mantenido esta-
ble desde 1999 (en promedio 3,5 meses y 1,5
semanas). La Sala Tercera, encargada de lo penal,
mostró también un aumento en la duración pro-
medio, de un mes y una semana.

En la Sala Constitucional nuevamente se in-
crementó el volumen de casos ingresados (cua-
dro 5.11). Al cerrar el año 2002, la cantidad de
expedientes activos ascendía a 4.184, práctica-
mente el doble de los que había al comenzar ene-
ro (2.100) y, al mismo tiempo, la cifra más alta
que ha existido desde que la Sala inició funcio-
nes, en 1989. Esta situación se debe a unos
2.500 recursos de amparo interpuestos en la se-
gunda semana de diciembre contra el Ministerio
de Trabajo, en razón del atraso en el trámite de
pensiones por parte de esa cartera. De no haber-
se presentado tales denuncias, el comportamien-
to mostrado por esta variable entre enero y no-
viembre hacía presumir que la Sala cerraría el
año con la cifra más baja desde el 2000, dado
que en los últimos quince meses los casos en trá-
mite disminuyeron en casi 1.100 expedientes. 

Los recursos de amparo acaparan el 86,6%
del total de entradas. Este recurso es especial-
mente importante, en virtud de que es el que
protege los derechos y libertades fundamentales
de las personas ante disposiciones, actos u omi-
siones de las autoridades, lo que lo convierte en
el principal instrumento de defensa de las y los
ciudadanos frente al ejercicio del poder desde el
Estado, así como de protección del derecho a la
información y el derecho de petición (Muñoz,
1999). En esta instancia, el incremento de los ca-
sos en trámite no tuvo, al menos para el 2002,
un impacto negativo en la duración promedio de
los recursos votados por el fondo (con y sin lu-
gar), por cuanto en los hábeas corpus y amparos
dicha duración permanece inalterable desde el
año 2000 (17 días y 2 meses y 3 semanas, res-
pectivamente). Entre tanto, en las acciones de in-
constitucionalidad la duración fue de 24 meses y
3 semanas, lo que significó un incremento de 4
meses y 2 semanas con respecto al 2001, pero,
aún así, ese valor es menor al obtenido en el año
2000 (25 meses 1 semana). El aumento de los
casos tampoco tuvo efectos claros sobre la tasa
de éxito (razón de casos con lugar sobre rechaza-
dos de plano) de las y los ciudadanos: ésta
aumentó fuertemente en materia de recursos de

entre el 2001 y el 2002) como en los de menor
tamaño (menos de 200 juicios en promedio por
año). En efecto, 3 de los 5 tribunales grandes au-
mentaron su volumen de sentencias totales y
cumplieron con la directriz de atender los casos
más antiguos (más de 18 meses); lo mismo hicie-
ron 3 de los 4 tribunales de tamaño mediano y 8
de los 14 de menor tamaño. 

No logró sostenerse la mejora 
en la eficacia de los juicios de trabajo

En el año 2001 se reportó una disminución
significativa en la duración promedio de los jui-
cios ordinarios de mayor cuantía fallados con
sentencia, en razón de las acciones de contingen-
cia emprendidas para reducir la gran cantidad de
expedientes por demandas presentadas contra el
Estado por empleados del sector público, que re-
clamaban un incremento salarial acordado años
atrás con autoridades gubernamentales. El Juz-
gado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de
San José fue el despacho donde se concentró el
mayor número de estos procesos.

Al regresar el movimiento de casos laborales
a niveles “normales”, en el 2002 se presentó un
incremento en la duración promedio (casi tres
meses más) y una fuerte reducción en el número
de sentencias (5.971 menos). En este resultado,
por el motivo ya comentado, jugó un papel fun-
damental el Juzgado de Trabajo del Segundo Cir-
cuito Judicial de San José, que dictó 5.084 sen-
tencias menos en juicios ordinarios que en el
2001, mientras que su duración promedio creció
en unos 8 meses. También los juzgados de mayor
cuantía de provincia tuvieron una baja en el nú-
mero de sentencias (887 menos) y un alza en su
duración promedio (casi dos meses más), inte-
rrumpiendo así la tendencia descendente que ve-
nían mostrando en los últimos años. En este gru-
po de oficinas la mayor duración correspondió al
Juzgado Civil y de Trabajo de Desamparados,
con 24 meses, seguido muy de cerca por los de
Alajuela, Golfito y Santa Cruz, todos con 22 me-
ses y una semana.

Sin mayores cambios en los indicadores 
de desempeño de las salas de la Corte Suprema

Con respecto al 2001, en la Sala Primera la
duración promedio de los recursos de casación
votados por el fondo ha crecido entre dos y tres
meses en cada una de las tres materias en que es
competente esta instancia, mientras que en la
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amparo y de hábeas corpus, mientras que en accio-
nes de inconstitucionalidad continuó descendien-
do en relación con los promedios prevalecientes en
la década de los noventa (cuadro 5.11).

Justicia cumplida:
elementos puntuales para un debate 

El tema de la justicia cumplida -la capacidad
del sistema de administración de justicia para
castigar a un culpable y reparar los daños- es es-
pecialmente complejo de valorar. Aparte de la di-
ficultad de estimar si una reparación es propor-
cional al daño, existen diversos enfoques sobre la
mejor manera de sancionar a un culpable. Por
ello, a diferencia de otros tópicos, en éste el In-
forme no hace una valoración de desempeño, si-
no que aporta elementos de juicio, de carácter
puntual, para el debate sobre este tema. En pri-
mer lugar se analiza la capacidad del sistema pa-
ra enjuiciar los delitos contra la función pública,
un asunto clave en una democracia; luego se pre-
senta información acerca del derecho a la debida
defensa y, finalmente, se abordan dos temas de
interés: por una parte, el uso de los mecanismos
internacionales de protección de derechos por
las y los costarricenses, cuando en su criterio fa-
lla el sistema de administración de justicia y, por
otra, la protección de las minorías étnicas.

Persiste la baja capacidad de 
enjuiciar los delitos contra la función pública

El Octavo Informe Estado de la Nación analizó por
primera vez el trabajo y desempeño de la fiscalía en-
cargada de conocer acerca de los delitos cometidos
contra los deberes de la función pública (peculado,
incumplimiento de deberes, malversación de fon-
dos, cohecho). Una unidad dependiente de esta fis-
calía se encarga de atender las denuncias por delitos
tributarios, entre las cuales las más frecuentes son las
relacionadas con defraudaciones fiscales.

Del total de 118 expedientes sobre delitos con-
tra la función pública cerrados en el 2002, única-
mente en 11 (9%) se hizo una acusación, cantidad
idéntica a la del año 2000, pero inferior a la del
2001 (16). El delito más frecuente por el que se
acusó fue el peculado, con 5 casos, seguido por la
falsedad ideológica, con 3, quedando repartidos
los tres asuntos restantes entre una estafa, una ad-
ministración fraudulenta y una penalidad del co-
rruptor. Varias razones se esgrimen para explicar la
poca cantidad de acusaciones, entre ellas que el ac-
to denunciado, aunque es percibido como inmoral
o falto de ética, no constituye delito porque no es-
tá tipificado en el Código Penal. En otros casos, si
bien el acto denunciado es, en efecto, un delito, al
término de la investigación no se ha logrado con-
tar con pruebas suficientes para hacer la acusación. 
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CUADRO 5.11

Casos entrados en la Sala Constitucional, por período, según tipo de caso. 1991-2002

1991-1995 1996-2000 2001 2002 Desempeño 2002/2001

Hábeas corpus
Promedio de casos ingresados 880 1.307 1.442 1.355 Disminuye
Razón de casos salidos sobre ingresados 1,01 1,00 1,00 1,00 Igual
Razón de casos con lugar sobre rechazados de plano 0,66 0,56 0,40 0,61 Aumenta
Recursos de amparo
Promedio de casos ingresados 3.988 7.260 10.740 11.665 Aumenta
Razón de casos salidos sobre ingresados 0,95 0,98 0,95 0,82 Disminuye
Razón de casos con lugar sobre rechazados de plano 0,45 1,03 1,05 1,21 Aumenta
Acciones de inconstitucionalidad
Promedio de casos ingresados 372 358 338 289 Disminuye
Razón de casos salidos sobre ingresados 1,02 1,05 1,02 1,03 Aumenta
Razón de casos con lugar sobre rechazados de plano 0,23 0,24 0,19 0,13 Disminuye

Fuente: Elaboración propia con base en el Anuario de Estadísticas Judiciales 2000 y oficios 21-EST-2002 y 8-EST-2003 de la Sección Estadística
del Poder Judicial.



CUADRO 5.12

1998 1999 2000 2001 2002

Casaciones terminadas 704 679 663 651 698
Porcentaje de casaciones con lugar 24,9 27,2 25,5 22,7 27,2
Porcentaje casaciones con lugar según recurrente:

Ministerio Público 68,4 57,6 54,1 35,5 50,6
Defensor público 25,1 27,3 26,4 22,4 26,3
Defensor privado 19,0 20,2 17,0 20,9 20,8
Condenado 9,6 15,0 12,6 13,1 16,5
Otros a/ 34,5 31,1 19,5 30,1 38,5

a/ Incluye: actor civil, Procurador General, condenado y Ministerio Público, condenado y defensor público, condenado y defensor privado, otros.

Fuente: Elaboración propia con base en los Anuarios de Estadísticas Judiciales 1998-2000. Oficios 12-EST-2002 y
15-EST-2003 de la Sección Estadística del Departamento de Planificación, del Poder Judicial.

Casaciones terminadas y porcentaje de casaciones 
con lugar en la Sala Tercera. 1998-2002

éxito con respecto al 2001, dado que se declaró
con lugar uno de cada dos recursos de casación
interpuestos. La misma tendencia creciente tie-
nen los defensores públicos, que lograron un
mejor rendimiento en relación con el 2001. La
tasa de éxito de los defensores privados (uno de
cada cinco) es menor (cuadro 5.12). 

Un hecho preocupante es la carga de trabajo
de las fiscalías. Al finalizar el 2002, los casos ac-
tivos en materia penal, sin considerar los que se
encontraban con una resolución intermedia, su-
maban aproximadamente 78.700 expedientes en
trámite, de los cuales el 75% estaba concentrado
en la fiscalías del Ministerio Público. Al entrar en
vigor el Código Procesal Penal, en 1998, la carga
de trabajo del Ministerio Público tuvo un notable
incremento, en virtud de que las dependencias
policiales del Organismo de Investigación Judi-
cial debieron pasar a las fiscalías todas las denun-
cias que llegaban a su conocimiento, lo que no
ocurría con anterioridad. Según revelan las esta-
dísticas, el Ministerio Público no ha podido ha-
cer frente a esa carga de trabajo, lo cual se refle-
ja en la cantidad de casos en trámite desde 1999.
A esta situación se suma el incremento que viene
gestándose en los tribunales penales (2.300
asuntos en los últimos dos años), lo cual en cier-
ta forma repercute en el tiempo que permanecen
detenidas algunas personas sobre las que pesa
una orden de prisión preventiva. 

Precisamente, otro indicador relacionado con
el derecho a la debida defensa es la relación entre
el número de detenidos con prisión preventiva

Debido a la creciente preocupación ciudada-
na en torno al problema de la corrupción, la Ad-
ministración Rodríguez Echeverría presentó a la
Asamblea Legislativa un proyecto de ley para
crear la Jurisdicción Penal de Hacienda y de la
Función Pública, cuya finalidad sería combatir la
corrupción. La iniciativa fue aprobada a finales
de esa Administración (Ley 8275, de 6 de mayo
del 2002). La entrada en vigencia de esta norma-
tiva ha provocado reacciones entre los funciona-
rios del Poder Judicial, que señalan dificultades
de tipo administrativo para su aplicación; así por
ejemplo, indican que el haber concentrado en el
Segundo Circuito Judicial de San José el conoci-
miento de estos delitos en sus fases intermedia y de
juicio, obliga a las partes a trasladarse desde cual-
quier lugar del país. Se alega además que, aunque
la Ley establecía la entrega de recursos adicionales
para el Poder Judicial, estos no han sido otorgados.

Mejora el desempeño de los 
defensores públicos y el Ministerio Público

Un indicador de justicia cumplida es la pro-
tección del derecho a la debida defensa, median-
te el trabajo de defensores públicos y fiscales del
Ministerio Público. El Informe utiliza la tasa de
éxito en los recursos de casación como una me-
dida del desempeño de estos funcionarios: una
alta tasa indicaría que estos obtienen una resolu-
ción favorable en una buena parte, si no la ma-
yoría, de los casos encomendados. En el año
2002, el Ministerio Público aumentó su tasa de
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CUADRO 5.13

Año Denunciasb/ Sobreseídosc/ Porcentaje Sobreseídos Porcentaje Condenados Porcentaje Absueltos Porcentaje
medidas 

alternativas

1997 67.493 17.016 25,2 7.872 11,7 9.110 13,5
1998 85.926 15.748 18,3 3.718 4,3 3.456 4,0 2.389 2,8
1999 88.943 11.970 13,5 4.899 5,5 3.186 3,6 2.009 2,3
2000 91.344 13.713 15,0 6.718 7,4 3.005 3,3 1.753 1,9
2001 98.565 17.232 17,5 6.566 6,7 3.158 3,2 2.031 2,1

a/ No incluye las denuncias relacionadas con los casos por averiguar muerte o desaparición ni las contravenciones.

b/ Las cifras de los dos tipos de sobreseimiento se refieren a resoluciones y no a personas, por no estar disponible esta última información).

c/ No incluye los sobreseimientos dictados relacionados con el cumplimiento de medidas alternativas.

Fuente: Para los años 1997 a 2000, elaboración propia con base en los Anuarios de Estadísticas Judiciales. Para el 2001, oficio Nº 762-PLA-2003
del Departamento de Planificación, del Poder Judicial.

Denuncias penales ingresadas al sistema de justicia y personas sobreseídasa/, absueltas
y condenadas. 1997-2001b/
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por cada 100 expedientes penales en trámite. Es-
te indicador ha permanecido estable en el último
quinquenio, pues su valor oscila entre 7 y 8 per-
sonas por cada 100 expedientes. El aspecto más
negativo en el año 2002 fue el significativo au-
mento de detenidos con más de 9 meses de estar
en esa situación: al finalizar el año 2001 eran 91,
y doce meses después esa cifra subió a 163, para
un incremento del 80%. Actualmente 1 de cada
9 detenidos pertenece a este grupo.

Aumenta el uso de las medidas 
alternativas y disminuyen las condenas

Una de las principales novedades que trajo
consigo la entrada en vigencia del Código Proce-
sal Penal fue la implementación de medidas al-
ternativas a la prisión (libertad condicional, sus-
pensión de la sentencia, ejecución condicional
de la pena y servicios comunitarios en hospitales
y escuelas y otros). En lugar de dictar una sen-
tencia condenatoria, a las personas que son en-
contradas culpables de cometer algún tipo de de-
lito cuya condena no supere un año de prisión,
se les puede aplicar tales medidas. 

Por esta vía, el número de personas condena-
das en los tribunales se redujo en forma inmedia-
ta y drástica, pues pasó de 7.872 en 1997 a
3.456 un año después, lo que representó un des-
censo del 56% (cuadro 5.13). Esa disminución
continuó en 1999 y 2000, períodos en que hubo
3.186 y 3.005 condenados, respectivamente. En

el año 2001 se interrumpió esta tendencia, al re-
sultar condenadas 3.158 personas. En contraste,
los casos en que se aplicaron medidas alternati-
vas aumentaron fuertemente en los años 2000 y
2001. Si se suman las personas condenadas y las
que han sido objeto de medidas alternativas,
puede verse que, en el 2002, la cantidad de per-
sonas que recibieron algún tipo de sanción
(9.724) es sensiblemente mayor que la de quie-
nes fueron sancionadas en 1997 (7.872).

La evolución descrita ha generado polémica
en la opinión pública. Pese al aumento en el nú-
mero de personas con algún tipo de sanción
(condena o medida alternativa), algunos sectores
han mostrado preocupación por el descenso de
las condenas como proporción de la cantidad de
denuncias penales ingresadas a la corriente judi-
cial. Entre 1991 y 1997 los tribunales de justicia
condenaron, en promedio anual, a 120 personas
por cada 1.000 denuncias interpuestas ante el
Ministerio Público. En 1998 esa relación bajó a
37,3 y para el último año sobre el cual se cuenta
con información de este tipo (2001), el resultado
fue de 25,6 condenados (cuadro 5.14). 

En años recientes la Asamblea Legislativa ha
aprobado varias reformas al Código Penal, ten-
dientes a elevar los años de prisión para ciertos
delitos. Tales reformas han sido puestas en prácti-
ca por los jueces, ya que de 55 condenados a vein-
te o más años de prisión en 1998, se pasó a 152 en
el 2001, es decir, la cifra prácticamente se triplicó.
Hoy en día este grupo representa el 7,5 % del total



caso a decisión de la citada Corte, al final del
procedimiento. 

Durante el 2002, seis casos tuvieron algún
movimiento. En términos generales, se trata de
casos en los que predominan alegaciones de vio-
lación del debido proceso, o en los que los de-
mandantes pretenden impugnar sentencias judi-
ciales. Es decir, son casos en que las instancias
internas de justicia han funcionado, pero las per-
sonas no han estado conformes con la sentencia
y buscan el acceso a la Comisión o la Corte co-
mo una nueva instancia para plantear su recla-
mo. Esto refleja un patrón parecido al perfil de
casos que se plantean ante la Corte Europea16.

Por primera vez en la historia del sistema in-
teramericano, durante el año 2002 la Comisión
emitió un informe final con recomendaciones
para Costa Rica, por considerar que existió una
violación a la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos, y a inicios del 2003 llegó a co-
nocimiento de la Corte el primer caso contra Cos-
ta Rica, el n° 12367, del periodista Mauricio
Herrera, referido a la libertad de expresión. La re-
comendación emanada de la Comisión fue dejar
sin efecto una sentencia judicial, a lo cual no ac-
cedió el Poder Judicial, en virtud de que las reco-
mendaciones de la Comisión no son vinculantes.

de condenados por los tribunales de justicia. Es-
te incremento en el número de condenados a
mayores penas de prisión puede incidir, a su vez,
en la presión sobre el sistema penitenciario.

Instancias de protección 
internacional fortalecen la tutela de los derechos

Las y los ciudadanos costarricenses tienen la
posibilidad de acudir a diversos mecanismos de
protección, ya sea en el ámbito global o en el re-
gional. Estos difieren entre sí en la fuerza jurídi-
ca de sus recomendaciones, pero coinciden en la
influencia política y moral que tienen sobre el
prestigio de los Estados, cuando sobre estos pe-
san acusaciones concretas de violaciones a la
normativa internacional. Los mecanismos más
importantes, y jurídicamente vinculantes, son
los que constituyen en el sistema interamericano
de protección de los derechos humanos, que son
“contenciosos”. Todavía ningún caso contencioso
contra Costa Rica ha sido resuelto por la Corte
Interamericana de Derechos Humanos15. Sin em-
bargo, existen varios casos contra el país en cono-
cimiento de la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos, que lleva a cabo una etapa previa
y puede emitir recomendaciones o someter el
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CUADRO 5.14

Tipo de delito 1997 1998 1999 2000 2001

Delitos contra la vida
Denuncias 12.905 14.605 14.349 14.394 14.035
Condenados 2.058 683 507 507 494
Porcentaje 15,9 4,7 3,5 3,5 3,5
Delitos contra la propiedad
Denuncias 33.573 50.335 51.495 48.724 51.128
Condenados 2.866 1.306 1.228 1.120 1.043
Porcentaje 8,5 2,6 2,4 2,3 2,0
Delitos sexuales
Denuncias 2.686 3.154 3.439 3.695 4.299
Condenados 492 419 441 413 482
Porcentaje 18,3 13,3 12,8 11,2 11,2
Infracciones a la Ley de Psicotrópicos
Denuncias 2.295 2.554 3.167 4.592 6.308
Condenados 489 433 493 461 565
Porcentaje 21,3 17,0 15,6 10,0 9,0

Fuente: Anuarios de Estadísticas Judiciales 1997-2000. Elaboración propia para el 2001.

Denuncias netas ingresadas al sistema de justicia por delitos contra
la vida, la propiedad, sexuales, psicotrópicos y personas condenadas

en los tribunales por esos motivos. 1997-2001



A inicios del 2003 el caso fue trasladado a cono-
cimiento de la Corte. En primera instancia, la
Corte ha solicitado una serie de medidas precau-
torias, que el Poder Judicial está acatando, dados
los efectos vinculantes que dichos actos de la
Corte Interamericana tienen sobre los Estados
que reconocen su potestad.

También se conocieron casos relacionados
con ciudadanos costarricenses en otros mecanis-
mos del ámbito multilateral que, a diferencia de
los órganos jurisdiccionales, carecen de fuerza
vinculante en sus resoluciones17. Durante el
2002 Costa Rica enfrentó el caso 2104 ante el
Comité de Libertad Sindical de la OIT (referido a
la negociación colectiva en el sector público); es-
te caso fue incluido en el “Informe 327”, en el
cual se se manifiesta preocupación del Comité al
respecto. Así, Costa Rica fue señalada en el 2002
en la agenda de casos tratados por la Comisión
de Aplicación de Normas, por incumplimiento
del Convenio 98, sobre sindicalización y nego-
ciación colectiva en el sector público. No obstan-
te, la Comisión consideró al país como un caso
de progreso en el 2002, por lo que se evitó la
creación de un párrafo especial, como lo solicitó
el delegado de los trabajadores ante esa instan-
cia. La Comisión pidió que se le mantenga infor-
mada sobre avances para el cumplimiento del ci-
tado convenio, y sobre los proyectos de ley de los
convenios 151 y 154, que se encuentran en pro-
ceso de aprobación legislativa. 

Por último, cabe mencionar que Costa Rica
no fue incluida en ninguno de los informes glo-
bales que registran las situaciones de violación
de derechos humanos más importantes en el
mundo, especialmente aquellos que realizan or-
ganizaciones independientes como Human
Rights Watch, Americas Watch o Amnistía Inter-
nacional. Un avance muy significativo en una
política de transparencia y respeto de los dere-
chos humanos, congruente con la posición cos-
tarricense de que la protección de esos derechos
debe estar por encima de consideraciones de so-
beranía nacional, es la invitación abierta y per-
manente que realizó el Ministerio de Relaciones
Exteriores en el 2002, para que los encargados
de mecanismos y procedimientos especiales de
las Naciones Unidas18 para el estudio de la situa-
ción de cumplimiento de determinados derechos
humanos, puedan visitar el país sin que medie
una autorización previa por parte del Estado cos-
tarricense. Al momento de realizar esa invita-
ción, sólo 33 países en todo el mundo lo habían
hecho, con lo cual Costa Rica se ubica en el gru-
po de avanzada en esta materia.
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Siguen pendientes 
políticas hacia las minorías étnicas 

El Octavo Informe documentó la necesidad,
todavía pendiente en el 2002, de brindar mayor
protección y establecer políticas públicas para las
minorías étnicas que son parte de la nacionalidad
costarricense. A pesar de que en el año 2000 se
conformó una comisión interministerial que, en-
tre otras cosas, recomendó el establecimiento de
un foro sobre comunidades étnicas, éste nunca se
ha conformado, a pesar de reiteradas solicitudes a
las autoridades por parte de representantes de las
comunidades indígena, afrocostarricense y asiáti-
ca. Los compromisos internacionales adquiridos
por Costa Rica implican que el Estado debe evo-
lucionar, de la igualdad jurídicamente estableci-
da, a la implementación de políticas que promue-
van la igualdad de oportunidades y desalienten la
formación de actitudes que generan racismo y
discriminación étnico-racial. En esta dirección se
encaminan las recomendaciones formuladas por
el Comité para la eliminación de todas las formas
de discriminación, de las Naciones Unidas, en la
última revisión que hizo sobre el caso de Costa
Rica (recuadro 5.4).

El Comité hizo notar que existen vacíos en la legislación costarricense, que no
contiene normas que castiguen apropiadamente la discriminación racial, pues és-
ta es considerada una contravención, penada simplemente con multa. El Comité
estima que esta sanción no refleja verdaderamente la gravedad de esta práctica y
la dimensión de los daños que puede ocasionar a las víctimas. Asimismo, el Comi-
té vio con especial preocupación la situación de las personas indígenas en Costa
Rica: el evidente retraso infraestructural y de acceso a servicios básicos como agua,
salud, educación y electricidad; los problemas de tenencia de tierras, de las que se
han apropiado migrantes y empresas transnacionales; las dificultades que enfren-
tan los aborígenes para conseguir fondos públicos para el mejoramiento de sus con-
diciones de vida; la mortalidad infantil, que es tres veces mayor entre comunidades
aborígenes que en el resto del país; el archivo de un proyecto de ley para el desarro-
llo autónomo de las poblaciones aborígenes, en la Asamblea Legislativa, y la poca
participación de estos grupos en las diferentes esferas de la vida pública del país.

Fuente: Observaciones finales del Comité para la eliminación de todas las formas de
discriminación racial: Costa Rica 20/3/02. CERD/E/GO/00/03.

Resumen de las observaciones planteadas al
Estado costarricense por el “Comité para la

eliminación de todas las formas de discriminación
racial” de las Naciones Unidas. 2002

RECUADRO 5.4



57 legisladores, siendo los de los partidos emer-
gentes (PAC, ML, PRC) los que mostraron una
presencia levemente mayor (92,3% frente a
87,6% de la fracción del PUSC y 89,5% del
PLN). Esta situación es similar a la reportada pa-
ra años anteriores en el Octavo Informe. 

En la nueva conformación de la Asamblea debe
destacarse una mayor presencia de segmentos histó-
ricamente subrepresentados: las mujeres y las mino-
rías étnicas. El Octavo Informe documentó el au-
mento en la representación política de las mujeres
(la proporción de diputadas pasó de 19,3% en la le-
gislatura anterior, a 33,3% en la actual). En el 2002,
las diputadas propusieron el 30% de los proyectos
de ley presentados a la corriente legislativa. También
mejoró la representación política de los afrocostarri-
censes, quienes pasaron de 1 a 3 legisladores.

Un factor que ha permitido trabajar con ma-
yor constancia y profundidad el tema de género
es la existencia de la Comisión Permanente Espe-
cial sobre la Mujer. En el 2002, esta Comisión se
centró principalmente en la discusión del pro-
yecto de ley sobre penalización de la violencia
contra las mujeres, al cual se dedicó el 50% de
las sesiones (cuadro 5.15). 

Cambios en el perfil de la agenda parlamentaria

El cambio en la composición partidista im-
pactó la agenda parlamentaria, aunque en senti-
do inverso al que cabría haber esperado (más
partidos, más dispersión). Un análisis de los pro-
yectos de ley presentados por las diversas frac-
ciones en la Asamblea Legislativa revela que,
aunque hay más fuerzas políticas, las diferencias
en sus agendas de proyectos fueron menos mar-
cadas que en 1998, primer año del último perío-
do de control bipartidista sobre el Congreso. 

En 1998 los partidos mayoritarios y los emer-
gentes tuvieron agendas muy distintas. El PUSC
y el PLN se concentraban en aspectos sociales y
de economía y ambiente, con una tendencia más
marcada del PUSC hacia la agenda social y del
PLN hacia temas económicos. Las fuerzas emer-
gentes tuvieron un solo énfasis: Fuerza Democrá-
tica en la agenda social (69% de los proyectos) y
el Movimiento Libertario en la eliminación de
impuestos y la reforma o cierre de instituciones
públicas. En conjunto, los temas económicos
eran los más frecuentes.

En el 2002, las agendas de los partidos ten-
dieron a acercarse y el interés por los temas polí-
ticos desplazó a los temas económicos. En el año
bajo análisis, por lo menos un 40% de los proyec-
tos de cada partido y un 40% de las iniciativas

Gestión y representación política responsable 

En la aspiración sobre la gestión y represen-
tación política responsable, cuyo centro de aten-
ción es la Asamblea Legislativa, hubo importan-
tes novedades en el 2002. El resultado electoral
de ese año provocó un cambio en el sistema de
partidos en el Parlamento, que pasó del control
bipartidista a un esquema multipartidista, en el
que ninguna fuerza cuenta con mayoría, pero sí
con poder de veto. Esto ha agregado compleji-
dad al proceso de formación de mayorías y ha
hecho más difícil la toma de decisiones. Pese a
ello, la nueva Asamblea Legislativa ha fortalecido
el uso de los mecanismos a su disposición para
ejercer el control político, con un fuerte énfasis en
el control sobre el uso de los recursos públicos. 

En consecuencia, la dinámica legislativa en el
2002 tendió a un mayor equilibrio entre las fun-
ciones legislativa y de control político. Se descono-
ce si este hecho dará lugar a una tendencia de lar-
go plazo. Entre tanto, la organización de apoyo a
las y los diputados sigue concentrada en la función
legislativa: no se produjo una reorientación de la
estructura de apoyo institucional para dar soporte
al nuevo ímpetu de las actividades de control. Por
otro lado, los mecanismos que la Constitución Po-
lítica le otorga a la Asamblea Legislativa para ejer-
cer control siguen siendo débiles; entre otros, la in-
terpelación o censura a ministros de Estado no
tiene ningún efecto político o jurídico. La Asam-
blea sigue ejerciendo control solamente sobre una
tercera parte de los presupuestos públicos.

Esta sección incluye una nota especial con infor-
mación inédita sobre las relaciones entre los poderes
Legislativo y Judicial, una cuestión cuya importan-
cia quedó manifestada con el pronunciamiento de la
Sala Cuarta, sobre la reforma constitucional que la
Asamblea Legislativa había aprobado décadas atrás,
prohibiendo la reelección presidencial. Aunque el
tema está fuera del período en estudio, el Informe
presenta un análisis que permite examinar, desde un
ángulo específico, el balance de poderes entre el Le-
gislativo y el Judicial: las consultas a la Sala Cuarta
en el trámite de las reformas constitucionales.

Más actividad y mayor complejidad 
en la toma de decisiones legislativas

Se mantiene alta asistencia 
al Plenario y mejora la representación

En el 2002 las y los diputados costarricenses
mantuvieron la disciplina de asistir al Plenario.
En promedio, asistieron a las sesiones 51 de los
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presentadas por varias fuerzas se relacionaban
con el sistema político. En este contexto, tienen
un peso importante las propuestas de reforma al
Reglamento Interno de la Asamblea Legislativa;
la mayoría de los partidos, con excepción del
Movimiento Libertario, han presentado proyec-
tos para adaptar las reglas del juego dentro del
Parlamento. La tercera fuerza (PAC) se caracteri-
za por su énfasis en aspectos del sistema político.
No hubo ningún partido que se concentrara es-
pecíficamente en asuntos sociales, como lo hubo
en 1998 (cuadro 5.16). 

Más complejidad en la toma de decisiones

En el primer año de funciones de la Asamblea
multipartidista se confirmó que, a mayor núme-
ro de actores con poder de veto y mayor canti-
dad de proyectos de ley, más dificultades existen
para la formación de mayorías y, por ende, para
la toma de decisiones. Es cierto que se presenta-
ron más proyectos (525, frente a 397 en 1998)
pero se aprobaron menos leyes (73 versus 75 de
1998), y la tasa de éxito -leyes aprobadas como
proporción de proyectos aprobados- descendió.
En otras palabras, aumentó la dificultad para que
una iniciativa termine convirtiéndose en ley. En el
caso de las propuestas del Ejecutivo, la tasa de éxi-
to se redujo en 11,9 puntos porcentuales, aunque
sigue siendo alta. La incidencia del propio Poder
Legislativo sigue siendo mucho menor que la del
Ejecutivo; en 1998 el 7,9% de los proyectos pre-
sentados dio lugar a una ley, y en 2002 esa pro-
porción fue del 10,3% (cuadro 5.17). Por otra

parte, el número de leyes aprobadas bajó de
176 en 2001, a 75 en 2002. Aunque el descen-
so es normal en una primera legislatura, la dis-
minución fue más drástica que en períodos si-
milares19.

La misma tendencia se verifica al constatar el
menor uso de los mecanismos previstos en el Re-
glamento para acelerar la toma de decisiones. En
1993 se aprobó una reforma constitucional con
el fin de crear tres Comisiones con Potestad Le-
gislativa Plena, conocidas como “miniplenarios”
y concebidas como instancias de mayor celeri-
dad, que permiten desentrabar la agenda del Ple-
nario y dar un trámite más sencillo a proyectos
que tienen un ambiente de consenso, o que no
requieren discusiones o negociaciones muy pro-
fundas. El requisito para enviar proyectos a algu-
na de estas Comisiones es el acuerdo entre los je-
fes de fracción. A diferencia del mismo período
en la legislatura anterior (1998), en el 2002 se
redujo la factibilidad de que las fuerzas represen-
tadas en el Congreso lograran acuerdos para uti-
lizar los “miniplenarios”: mientras en 1998, el
38,2% de las leyes fue aprobado en estas instan-
cias, en el 2002 el porcentaje fue de 18,5%.

Se legislan derechos y 
obligaciones sin recursos asignados

Pese al énfasis en proyectos de ley sobre te-
mas políticos, cuando se examina la producción
legislativa en el 2002 se encuentra que el Parla-
mento aprobó más leyes relacionadas con la
agenda social, que incluye tanto políticas sociales

CUADRO 5.15

Asunto Frecuencia Observaciones

Total de sesiones 22 3,6 sesiones promedio por mes
Asistencia promedio de diputados y diputadas 4,0 La comisión está integrada por 4

miembros. Asisten otros diputados y 
asesores.

Audiencias concedidas 27 1,2 audiencias por sesión
Audiencias a funcionarios públicos 6 22,2% del total de audiencias
Audiencias a organizaciones de la sociedad civil 20 77,8% del total de audiencias
Frecuencia de discusión del principal asunto 
tratado: proyecto de ley de penalización de la 11 50% de las sesiones trataron
violencia doméstica este tema 

Fuente: Elaboración propia con base en Oreamuno, 2003.

Indicadores del trabajo realizado en la Comisión Legislativa
Permanente sobre la Mujer. Mayo a octubre de 2002
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Distribución porcentual de los proyectos de ley presentados en la Asamblea
Legislativa, por proponente, según temática. 1998 y 2002a/

Temática Proponente Total
Ejecutivo PUSC PLN Tercera fuerza b/ Varios c/

1998 2002 1998 2002 1998 2002 1998 2002 1998 2002 1998 2002

Total general (absoluto) 43 45 71 110 46 81 13 54 91 126 264 416
Sistema político
Reformas constitucionalesd/ 2,8 3,6 6,5 11,1 3,7 8,8 15,1 4,9 8,2
Régimen municipale/ 2,8 25,5 2,2 9,9 9,3 4,4 8,7 2,7 12,5
Reformas institucionales o electoralesf/ 4,2 13,6 13,0 23,5 7,7 33,3 6,6 15,9 6,1 17,3
Relaciones internacionalesg/ 2,3 4,4 0,9 1,9 1,1 1,6 0,8 1,4
Agenda social 
Políticas socialesh/ 30,2 20,0 35,2 22,7 30,4 21,0 46,2 29,6 16,5 19,0 27,7 21,9
Justicia y seguridad ciudadanai/ 9,3 26,7 5,6 12,7 9,9 23,1 3,7 3,3 8,7 5,3 11,3
Economía y ambiente
Ambiente, energía y telecomunicacionesj/ 2,3 4,4 5,6 5,5 15,2 1,2 3,7 4,4 4,0 6,1 3,8
Hacendariosk/ 14,0 17,8 18,3 1,8 10,9 3,7 47,3 7,9 25,4 5,5
Productivosl/ 18,6 20,0 9,9 6,4 10,9 12,3 15,4 1,9 5,5 10,3 10,2 9,6
Otrosm/ 23,3 6,7 15,5 7,3 10,9 7,4 7,7 13,0 2,2 8,7 11,0 8,4

a/ La base de datos a partir de la cual se elaboró este cuadro abarca el período comprendido entre mayo a diciembre de 1998 y del 2002.

b/ La tercera fuerza de 1998 era el Partido Fuerza Democrática y en el 2002 el Partido Acción Ciudadana.

c/ Se refiere a los proyectos de los partidos minoritarios o a que varios partidos suscriben el proyecto.

d/ Reformas constitucionales sobre diversos temas.

e/ Incluye donaciones de terrenos a municipalidades, impuestos y tarifas municipales, reformas al Código Municipal, entre otros.

f/ Incluye reformas a instituciones públicas, al Reglamento de la Asamblea Legislativa, al Código Electoral, proyectos de participación ciudadana, anticorrupción, creación de comisiones

de investigación especial y nombramientos, entre otros.

g/ Tratados internacionales o convenios, leyes para el servicio exterior, creación de instancias relacionadas con política exterior.

h/ Incluye los proyectos en áreas de educación, salud, deportes, cultura, equidad, combate a la pobreza y vivienda.

i/ Incluye reformas al Poder Judicial o sus organismos auxiliares, al Código Penal y proyectos de seguridad ciudadana.

j/ Incluye programas de protección del ambiente, creación de parques nacionales, competencias de instituciones relacionadas, protocolos y tratados internacionales sobre el tema,

modificaciones a la Ley Forestal, entre otros.

k/ Incluye los proyectos de presupuesto ordinario y extraordinario, impuestos, timbres y fiscalización de la Hacienda Pública.

l/ Incluye los proyectos relacionados con los sectores agropecuario, industrial y turístico, y sobre condiciones laborales, sector cooperativo, solidarista, entre otros.

m/ Incluye proyectos como benemeritazgos, declaratorias de interés público, denominación de instituciones o edificaciones, Ley de Licores, entre otros.

Fuente: Elaboración propia a partir de la base de datos de legislación para esos años.

CUADRO 5.17

Iniciativa Proyectos presentados Leyes aprobadas Porcentaje de leyes aprobadas sobre proyectos presentados
1998 2002 1998 2002 1998 2002 

Ejecutivo 82 58 48 27 58,5 46,6
Legislativo 315 467 25 48 7,9 10,3
Total 397 525 73 75 18,4 14,3

a/ Leyes aprobadas según año legislativo.

Fuente: Centro de información estadística, Biblioteca de la Asamblea Legislativa.

Proyectos de ley presentados y leyes aprobadasa/ en la 
Asamblea Legislativa. 1998-2002



C A P I T U L O  5 /  F O R T A L E C I M I E N T O D E L A D E M O C R A C I A  E S T A D O D E L A N A C I O N 315

(educación, salud, deportes, cultura, equidad,
combate a la pobreza y vivienda) como justicia y
seguridad ciudadana (5 leyes de 65 fueron sobre
seguridad ciudadana). El porcentaje de leyes
aprobadas sobre temas sociales, con respecto al
total, pasó de 13% en 1998 a 27% en 2002.

Para el presente Informe es importante valorar
si la produccion legislativa efectivamente contribu-
yó a ampliar las oportunidades y libertades de las
personas. Se analizó cada una de las piezas de le-
gislación aprobadas para determinar cuáles de ellas
reconocen jurídicamente un derecho o establecen
obligaciones al Estado para observar o proteger un
derecho. Posteriormente se examinó si la legisla-
ción incluye mecanismos que sancionen el incum-
plimiento y, por último, si asigna responsabilida-
des institucionales y recursos materiales capaces de
velar por la promoción y protección activa del de-
recho o la obligación reconocida. Cabría esperar
que una ley que efectivamente contribuya al desa-
rrollo humano tuviese previsiones en los tres nive-
les: reconocimiento, recursos y sanciones. 

El estudio de las leyes aprobadas en 1998 y 2002
indica que, en términos generales, la legislación

costarricense tiende a ser “garantista”: 36 de los
46 instrumentos jurídicos aprobados en 1998
que fueron objeto de análisis (78,3%) amplían o
conceden nuevos derechos, o bien crean obliga-
ciones al Estado para protegerlos; en el 2002 la
cifra fue de 32 de las 52 leyes examinadas
(61,5%) (cuadro 5.18). No obstante, pese a que
en general se puntualizan responsabilidades ins-
titucionales, las leyes no asignan recursos nuevos
para el cumplimiento de las funciones encomen-
dadas. Usualmente la proporción de leyes que
amplían o conceden derechos y reconocen obli-
gaciones, y que no crean recursos nuevos, con
excepción de un caso, es igual o superior al 50%.
En esto, la Asamblea actual no difiere de la ante-
rior. En otras palabras, se reconoce o amplía un
derecho u obligación sin incluir una previsión de
los costos que acarrea su tutela, protección y pro-
moción. Finalmente, las sanciones por incumpli-
miento suelen ser genéricas, es decir, se aplican
las penas existentes en el marco jurídico vigente,
aunque no hay garantía de que sean las adecua-
das para el tema en cuestión (cuadro 5.18).

CUADRO 5.18

Leyes aprobadas en la Asamblea Legislativa, por asignación o no asignación de
recursos, según tipo de ley. 1998, 2002a/

Tipo de ley Año Asigna recursos Asigna o reasigna No crea Total
frescos recursos existentes recursos nuevos

Leyes Porcentaje Leyes Porcentaje Leyes Porcentaje Leyes Porcentaje

Amplía derechosb/ 1998 2 14,3 5 35,7 7 50,0 14 100,0
2002 1 25,0 1 25,0 2 50,0 4 100,0

Concede derechosc/ 1998 3 42,9 4 57,1 7 100,0
2002 1 33,3 1 33,3 1 33,3 3 100,0

Genera obligacionesd/ 1998 5 35,7 1 7,1 8 57,1 14 100,0
2002 6 24,0 4 16,0 15 60,0 25 100,0

Legislación neutrale/ 1998 10 100,0 10 100,0
2002 1 5,0 6 30,0 13 65,0 20 100,0

Total 1998 10 22,2 6 13,3 29 64,4 45 100,0
2002 9 17,3 12 23,1 31 59,6 52 100,0

a/ La base de datos de legislación aprobada abarca el periodo comprendido entre mayo y diciembre de estos años. En 1998 el total consignado no incluye 9 leyes para las cuales no aplica

el análisis, o que no estuvieron disponibles. Por eso el total (46) difiere de la producción de leyes generada en ese período (55). En el 2002 hubo 13 leyes en las que el análisis no aplica,

debido a la naturaleza del texto; de ahí que el total (52) es menor al generado ese período (65).

b/ En el texto de la ley se consigna explícitamente que se reformula, desarrolla o facilita derechos jurídicamente reconocidos en leyes anteriores.

c/ En el texto de la ley se consigna explícitamente que se crea un derecho a favor de las personas que no existía antes.

d/ No concede nuevos derechos, pero crea nuevas obligaciones del Estado costarricense con respecto a la población.

e/ No crea derechos ni obligaciones.

Fuente: Elaboración propia con base en los registros legislativos de 1998 y 2002.



Permanente Especial para el Control del Ingreso
y el Gasto Públicos dedicó la mayor parte de sus
sesiones a labores de control.

El control político en la Asamblea Legislativa
estuvo profundamente marcado por la fiscaliza-
ción del uso de los recursos públicos, tanto en la
Comisión Permanente Especial para el Control del
Ingreso y el Gasto Públicos, que mostró mayor di-
namismo, como en la temática que trataron cinco
de las seis comisiones de investigación estableci-
das en el año. En el 2002 la Comisión dedicó
prácticamente la mitad de sus sesiones a solicitar
rendición de cuentas y a analizar cuestionamien-
tos a funcionarios o instituciones sobre el uso de
recursos. En todas las audiencias realizadas entre
mayo y octubre de 2002 debieron comparecer
funcionarios públicos. En tercer lugar de la agen-
da se ubicó la discusión de la liquidación del pre-
supuesto del año 2001 (cuadro 5.19).

Se activó el ejercicio del 
control político en la Asamblea Legislativa 

En el 2002 la actividad del Congreso tuvo un
mejor equilibrio entre sus funciones legislativas y
de control político que el observado en el 2001.
Se fortaleció el uso de los diferentes mecanismos
de control político y, en el Plenario, aumentó de
30% (en el 2001) a 42% (en el 2002) el número
de sesiones dedicadas a esta materia. Se interpe-
ló a 5 ministros de gobierno y se recibió una
comparecencia voluntaria (aunque generada por
el posible éxito de una moción de interpelación).
Las comisiones de investigación se duplicaron, al
pasar de 3 en 2001 a 6 en 2002. Por primera vez
en la historia reciente, la fracción oficialista no
tuvo el control de la Comisión de Asuntos
Hacendarios, en la cual se procesan los proyectos
de presupuestos de la República. Y la Comisión

316 E S T A D O D E L A N A C I O N F O R T A L E C I M I E N T O D E L A D E M O C R A C I A  / C A P I T U L O  5

CUADRO 5.19

Indicadores del trabajo realizado en la Comisión Permanente Especial para el Control
del Ingreso y el Gasto Públicos. Mayo a octubre de 2002

Asunto Frecuencia Observaciones

Total de sesiones 21 3,6 sesiones promedio por mes
Asistencia promedio de diputados 6,8 La Comisión está integrada por 7 miembros.

Asisten otros diputados y asesores.
Audiencias concedidas 34 1,6 audiencias por sesión
Audiencias a funcionarios públicos 34 100% del total de audiencias
Temas tratados en las sesiones
Cuestionamientos a funcionarios o instituciones públicasa/ 5 23,8% de las sesiones
Rendición de cuentasb/ 5 23,8% de las sesiones
Discusión de presupuesto ordinario del año anterior (2001)c/ 3 14,3% de las sesiones
Incumplimiento de legislaciónd/ 2 9,5% de las sesiones
Metodologíae/ 2 9,5% de las sesiones
Presentación de informef/ 2 9,5% de las sesiones
Convenciones colectivasg/ 1 4,8% de las sesiones
Privilegios a funcionarios públicosh/ 1 4,8% de las sesiones

a/ Cuestionamientos a un funcionario o institución: se discute sobre supuestas anomalías o cuestionamientos que se le hace a un funcionario o institución responsable del manejo de

recursos del Estado.

b/ Rendición de cuentas: se refiere al uso que las instituciones dieron a los recursos durante el año anterior.

c/ Discusión de la liquidación del presupuesto ordinario del año anterior (2001).

d/ Incumplimiento de legislación: se refiere a los posibles casos de violación o inobservancia a la legislación vigente.

e/ Metodología: se refiere a la metodología de análisis para investigar un caso o para el análisis de la metodología de trabajo de la Comisión.

f/ Presentación de informes: se refiere específicamente a dos casos. El primero es el informe anual que la CGR presenta a la Asamblea. El segundo es el Informe de Mayoría que dictaminó

la Comisión con respecto al informe de ingresos y gastos de gobierno del 2001.

g/ Convenciones colectivas: discusión de las implicaciones de las convenciones colectivas sobre el gasto público.

h/ Privilegios a funcionarios públicos: se discute sobre los privilegios que recibieron los presidentes ejecutivos de instituciones autónomas cuando fueron cesados de sus cargos.

Fuente: Elaboración propia con base en registros de la Comisión Permanente Especial para el Control del Ingreso y el Gasto Públicos.

Más detalle sobre el

enfoque de derechos 

en la legislación

costarricense,

consúltese nuestra base de

datos sobre leyes, en 

www.estadonacion.or.cr
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Por otra parte, las seis comisiones de investiga-
ción establecidas en el período se encuentran toda-
vía en funcionamiento, por lo que no han rendido
sus respectivos informes. Cinco de ellas tienen man-
datos para estudiar asuntos vinculados con recursos
públicos: contratos del Estado, uso de recursos en
los sectores agrícola y social, situación del sistema fi-
nanciero costarricense y control de la ética y la efi-
ciencia en la administración pública. La sexta comi-
sión se conformó para investigar los hechos
relacionados con la violación al marco jurídico sobre
el financiamiento de campañas electorales, que se

han revelado con respecto a la última contienda. So-
bre las conclusiones de las comisiones de investiga-
ción, la tendencia en el período 1990-2002 es que
producen resultados concretos cuando se trata de
levantamiento de inmunidades a autoridades (casi el
70% presenta informes totales). Son precisamente
las comisiones en que se estudia el control de recur-
sos públicos o problemas de parcialidad política las
que tienen mayores dificultades para llegar a con-
clusiones: sólo un 21% de las comisiones de control
político rinde informe total y el 17% de comisiones
sobre parcialidad política (cuadro 5.20). 

CUADRO 5.20

Resultados de las comisiones legislativas especiales de investigación 
del control político, por temas de estudio. 1990-2002a/

Inmunidad Control de Parcialidad Hechos políticose/ Comisiones
autoridadesb/ recursosc/ políticad/

Total Porcentaje Total Porcentaje Total Total Total Porcentaje 

Cumplimiento con los informes
Totalf/ 31 68,9 8 21,1 1 2 42 45,7 
Parcialg/ 4 8,9 6 15,8 3 1 14 15,2 
Sin resultadoh/ 3 6,7 13 34,2 1 0 17 18,5 
Pendientei/ 2 4,4 10 26,3 0 0 12 13,0 
Sin informaciónj/ 5 11,1 1 2,6 1 0 7 7,6 
Total 45 100,0 38 100,0 6 3 92 100,0 
Resultado
Unánimek/ 26 57,8 4 10,5 0 2 32 34,8 
Divididol/ 9 20,0 10 26,3 4 1 24 26,1 
Sin resultadoh/ 3 6,7 13 34,2 1 0 17 18,5 
Pendientei/ 2 4,4 10 26,3 0 0 12 13,0 
Sin informaciónj/ 5 11,1 1 2,6 1 0 7 7,6 
Total 45 100,0 38 100,0 6 3 92 100,0 

a/ El conteo no incluye dos comisiones especiales nombradas para conocer los atestados de los candidatos al cargo de Defensor de los Habitantes (1993,1997). Incluye hasta el 30 de

noviembre del 2002.

b/ Inmunidad de autoridades: comisiones con mandato para recomendar el levantamiento de inmunidad a diputados de la Asamblea Legislativa y magistrados de la Corte Suprema de

Justicia. Se incluyó aquí como categoría residual una comisión creada para recomendar la censura de un ministro. Si bien la naturaleza de estas comisiones es diferente, se incorporó en

este cuadro en virtud de la naturaleza del trabajo de investigacion que se debe realizar para hacer una recomendación, que puede tener consecuencias para el funcionario investigado.

c/ Control de recursos: comisiones con mandato para investigar y evaluar el uso de recursos públicos e irregularidades en la gestión de instituciones públicas.

d/ Parcialidad política: comisiones con mandato para investigar casos de persecución política a empleados públicos y beligerancia política de autoridades de gobierno inhibidas por ley

para participar en política electoral o partidista.

e/ Hechos políticos: comisiones con mandato para investigar eventos políticos (por ejemplo, atentado terrorista en La Penca) y el narcotráfico.

f/ Total: la comisión no rindió un informe unánime; en su defecto, los grupos de mayoría y minoría redactaron sus respectivos dictámenes.

g/ Parcial: sólo una parte de los diputados que conforman la Comisión rindió un informe.

h/ Sin resultado: la Comisión no redactó ningún informe final, su plazo para hacerlo estaba vencido o la Comisión no se conformó.

i/ Pendiente: la Comisión no había rendido informe pero la discusión del mismo estaba en el orden del día a la fecha de corte.

j/ Sin información: los registros administrativos no indican el estado ni los resultados de la Comisión.

k/ Unánime: la Comisión llegó a un dictamen unánime

l/ Dividido: no hubo acuerdo entre los diputados de la Comisión y se redactaron informes de mayoría y minoría.

Fuente: Elaboración propia con base en los registros del Departamento de Servicios Parlamentarios, Asamblea Legislativa.



cuanto a sus observaciones sobre las iniciativas
legislativas de reforma parcial a la Constitución.
En el período indicado, la Asamblea Legislativa
envió a consulta 37 expedientes, que contenían
97 reformas a diversos artículos constituciona-
les; de éstas, fueron dictaminadas favorablemen-
te 40 (41,2%), 31 en contra (32,0%) y en el res-
to no hubo pronunciamiento (cuadro 5.21).
Cuando la Sala se pronuncia en contra, por lo
general argumenta razones de fondo (en 19 de
las 31 ocasiones emitió objeciones de fondo,
acompañadas o no por objeciones de procedi-
miento), y aún cuando esté a favor de una refor-
ma, formula comentarios de fondo con mucho
más frecuencia que los de procedimiento (18 de
las 40 opiniones favorables fueron acompañadas
por razones de fondo, frente a sólo 2 que se re-
ferían al procedimiento). Además, la Sala es dis-
ciplinada: 63 de las 97 resoluciones fueron
adoptadas por unanimidad y sólo en una oca-
sión hubo mayoría simple. En las votaciones
unánimes, la Sala tiende a emitir opiniones a fa-
vor de las reformas (46,0%), en contraste con
las ocasiones en que las resoluciones se adoptan
por mayoría absoluta, que son más frecuentes
en que la opinión se opone a la reforma (51,5%)
(cuadro 5.21). 

Por su parte, la Asamblea Legislativa es disci-
plinada en cuanto al acatamiento de las opinio-
nes que la Sala realiza por el fondo. Si ésta se
pronuncia a favor de la reforma y acompaña su
criterio con razones de fondo, la tasa de aproba-
ción posterior en el Congreso es de 81,3%; si
apoya pero no puntualiza alguna objeción, la ta-
sa disminuye a 59,1%. Asimismo, tal como lo es-
tablece la Constitución, en todas las ocasiones en
que la Sala se opone a una reforma argumentan-
do razones de procedimiento, la Asamblea archi-
va la iniciativa. En los dos casos registrados en
que la Sala se opuso a la reforma por razones de
fondo, la Asamblea acató ese criterio, aun cuan-
do no estaba obligada a hacerlo (cuadro 5.22).

Por ultimo, las resoluciones sobre las consultas
de constitucionalidad las adoptan, usualmente, los
magistrados titulares. En 26 de los 37 expedientes
recibidos en el período 1989-2002, la decisión fue
tomada por una Sala compuesta, en su mayoría o
en su totalidad, por magistrados titulares. En los
restantes casos había equilibrio entre magistrados
titulares y suplentes y, en una ocasión, mayoría de
suplentes. Aunque las decisiones unánimes son,
como se ha dicho, las que privan en términos ge-
nerales, cuando la Sala la componen en su totali-
dad magistrados titulares, la unanimidad disminu-
ye sensiblemente (3 de 6 casos).

Apunte para la discusión: las consultas 
de constitucionalidad y las relaciones entre 
el Poder Legislativo y la Sala Constitucional

En la Auditoría ciudadana sobre la calidad de la
democracia (Proyecto Estado de la Nación, 2001)
se afirmó que, con la creación de la Sala Cuarta
mediante la reforma constitucional de 1989 y,
posteriormente, su regulación por medio la Ley
de Jurisdicción Constitucional, en el sistema po-
lítico costarricense se produjo un desplazamien-
to en el equilibrio de poderes en favor del Poder
Judicial y en perjuicio de la Asamblea Legislati-
va. Como una contribución al debate, este año el
Informe incluye un estudio sobre las consultas
que la Asamblea Legislativa presenta a la Sala
Constitucional, en el caso de las reformas a la
Carta Magna. 

El control preventivo de reformas constitu-
cionales que la Asamblea Legislativa tramite me-
diante la consulta previa a la Sala Cuarta es una
de las innovaciones del control de constituciona-
lidad instaurado en 1989. Una vez que el texto
de la reforma ha sido aprobado en primer deba-
te, se envía a la Sala para que ésta emita su crite-
rio. Las resoluciones de la Sala son vinculantes
para el Legislativo cuando se refieren a aspectos
procedimentales (errores o vicios en la tramita-
ción de la reforma); además, el órgano constitu-
cional puede referirse a aspectos de fondo, aun-
que en estos casos sus opiniones no son de
acatamiento obligatorio. Este control preventivo
coloca al Poder Legislativo en un dilema: una vez
advertido por la Sala, si el Congreso se separa de
ese criterio, aún en los casos de opiniones no
vinculantes, bien podría producirse luego una
acción de inconstitucionalidad basada en los
mismos fundamentos de la propia Sala Constitu-
cional, o un recurso de amparo, buscando que la
reforma constitucional se interprete en determi-
nado sentido (Rodríguez, 2003). 

En forma paulatina, la Sala Constitucional ha
venido delimitando la potestad de los legislado-
res para introducir ajustes parciales a la Consti-
tución. Esta tendencia culminó en el 2003 con la
resolución que invalida la reforma que había
prohibido la reelección presidencial -es la prime-
ra vez que la Sala deroga una reforma constitu-
cional por razones de fondo (tema que será ana-
lizado en profundidad en el Décimo Informe)
(Jurado, 2003). 

Si se examina el comportamiento de la Sala en
el período 1989-2002, se puede concluir que esta
resolución no es un hecho aislado. En efecto, des-
de su creación esta instancia ha sido “activista” en
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CUADRO 5.21

Resoluciones de la Sala Constituicional sobre las consultas legislativas obligatorias 
de proyectos de reforma constitucional aprobados en primera legislatura. 1989-2002a/

Opinión y Votación
objecionesb/ Unánime Mayoria absoluta Mayoría simple Total 

Votos Porcentaje Porcentaje Votos Porcentaje Porcentaje Votos Votos Porcentaje Porcentaje
según según según según según según

objeción opinión objeción opinión objeción opinión

A favor de 
la reforma
De fondo 9 31,0 6 20,7 1 16 40,0
De procedimiento 2 6,9 2 5,0
No hay objeción 18 62,1 4 13,8 22 55,0
Total a favor 29 46,0 100,0 10 30,3 34,5 1 40 41,2 100,0
En contra de 
la reforma
De fondo 3 21,4 3 17,6 3 19,4
De procedimiento 
y de fondo 6 42,9 10 58,8 16 51,6
De procedimiento 5 35,7 4 23,5 9 29,0
Total en contra 14 22,2 100,0 17 51,5 100,0 31 32,0 100,0
No consultado/no 
se pronuncia 20 31,7 6 18,2 26 26,8
Total general 63 100,0 33 100,0 1 97 100,0
Porcentaje 64,9 34,0 100,0

a/ La unidad de análisis es la resolución de la Sala Cuarta para cada artículo constitucional consultado. La Asamblea Legislativa puede remitir, en un mismo expediente de consulta, varias

reformas.

b/  La opinión de la Sala Cuarta sobre una propuesta de reforma a un artículo constitucional se clasifica en tres categorías: a) a favor de la reforma, b) en contra de la reforma y c) no se

pronuncia, pues el artículo no le es consultado.Acompañando esta opinión, la Sala puede efectuar objeciones, en algunos casos fundamentando su opinión en contra, en otros proporcionando

observaciones para modificar el texto. Las objeciones son de cuatro tipos: a) de fondo (la Sala se pronuncia sobre el contenido de la reforma), b) de procedimiento (la Sala se pronuncia sobre

el procedimiento empleado por la Asamblea para aprobar en primer debate la reforma consultada), c) de fondo y procedimiento (combina las dos anteriores) y d) no emite objeciones.

Fuente: Elaboración propia con base en Rodríguez, 2003.

Rendición de cuentas y 
participación ciudadana

Se fortalecen las potestades y el 
ejercicio de controles sobre la gestión pública

En el 2002 se continuó con la tendencia, ya
documentada en ediciones anteriores de este In-
forme, de agregar nuevas funciones a las institu-
ciones de control horizontal del Estado costarri-
cense: la Contraloría General de la República, la
Defensoría de los Habitantes y la Autoridad Regu-
ladora de Servicios Públicos. En este año, además,
se registró una mayor actividad de la Asamblea
Legislativa en el control presupuestario ex post. 

Avance en los instrumentos jurídicos de 
gestión y control de la Hacienda Pública 

La intervención de la Asamblea Legislativa en
el control posterior del uso de los recursos públi-
cos se ha dado por tres vías, dos de carácter ins-
titucional y otra propia de la gestión de los dipu-
tados. Entre las primeras se encuentran la
aprobación de un marco legal que establece nue-
vos controles sobre la gestión pública y la crea-
ción de la Comisión Permanente Especial para el
Control del Ingreso y el Gasto Públicos, para
fiscalizar directamente los resultados de la ejecu-
ción del presupuesto. Por otra parte, las y los le-
gisladores constantemente envían a la Contraloría

Más detalle sobre las

consultas de

constitucionalidad,

consúltese el documento

“Sala Constitucional y

equilibrio de poderes”,

elaborado por Juan Carlos

Rodríguez Cordero para el

presente Informe, en

www.estadonacion.or.cr
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basado en la planificación institucional y el cum-
plimiento de proyectos, programas y presupues-
tos. Por primera vez se otorga al Plan Nacional de
Desarrollo un carácter vinculante; se establece que
todas las instituciones del Estado están obligadas
a adaptar sus ejercicios presupuestarios a las me-
tas, objetivos y prioridades estratégicas definidos
en el Plan Nacional. La Ley de Administración Fi-
nanciera y Presupuestos Públicos le asigna a la
Contraloría General de la República la responsabi-
lidad de emitir un dictamen sobre la ejecución del
Presupuesto Nacional (artículo 52), a partir del in-
forme de liquidación de ingresos y gastos del Mi-
nisterio de Hacienda y del informe de resultados
de gestión (resultados físicos de los programas),
que debe rendir MIDEPLAN. 

Estos avances normativos requieren tiempo
para surtir efecto en la práctica. Para el primer año
en que rigió la ley antes citada, la Contraloría dic-
taminó negativamente los informes de MIDE-
PLAN y el Ministerio de Hacienda20, por conside-
rar que eran deficientes; por esta razón, en el corto
plazo, no ha sido posible contar con un dictamen
global sobre la ejecución presupuestaria (CGR,
2003). Al momento de la redacción de este Infor-
me, se encontraba trabajando una comisión inte-
rinstitucional de la Contraloría, MIDEPLAN y el

solicitudes de información sobre la gestión pre-
supuestaria.

En cuanto al marco legal de la rendición de
cuentas, en los últimos años el país ha experi-
mentado importantes cambios que han conduci-
do a un fortalecimiento de controles, como la re-
forma al artículo 11 de la Constitución Política,
que permitió introducir los criterios de evalua-
ción de resultados y rendición de cuentas como
parte de las obligaciones de la administración
pública (Ley 8003, del 8 de junio del 2000). Es-
tos principios fueron desarrollados en la Ley de
Administración Financiera y Presupuestos Públi-
cos (Ley 8131, del 28 de setiembre del 2001) y
en la Ley General de Control Interno (n° 8292,
de agosto del 2002). Esta última es un comple-
mento de la primera y ambas entraron a regir en
2002. Las tres leyes constituyen una reforma in-
tegral del control de la Hacienda Pública, que
crea instrumentos para someter a la administra-
ción a los criterios de economía, eficiencia, efica-
cia, planificación y evaluación de resultados, y
señala la responsabilidad de los funcionarios por
incumplimiento injustificado de las metas esta-
blecidas (CGR, 2003). 

Así, la nueva legislación introduce un régimen
de responsabilidad para los funcionarios públicos,

CUADRO 5.22

Acciones adoptadas por la Asamblea Legislativa una vez recibida la resolución de la
Sala Cuarta sobre consultas de constitucionalidad. 1989-2002

Opinión y Acción posterior adoptada por la Asamblea Legislativa Total Porcentaje
objeciones 
de la Sala Aprobada Porcentaje Archivada Porcentaje En trámite No aplica

A favor de la reforma
De fondo 13 81,3 3 18,8 16 100,0
De procedimiento
No hay objeción 13 59,1 6 27,3 1 2 22 100,0
Total a favor 26 65,0 9 22,5 3 2 40 100,0
En contra de la reforma
De fondo 1 16,7 1 16,7 2 2 6 100,0
De procedimiento 
y de fondo 12 75,0 4 16 100,0
De procedimiento 9 100,0 9 100,0
Total en contra 1 3,2 22 71,0 2 6 31 100,0
No consultado/
no se pronuncia 19 73,1 7 26 100,0
Total 27 27,8 50 51,5 5 15 97 100,0

Fuente: Elaboración propia con base en Rodríguez, 2003.
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Ministerio de Hacienda, con el objetivo de propo-
ner las modificaciones necesarias para hacer que
los informes requeridos por la CGR tengan la pre-
sentación y contenidos adecuados, de manera que
el órgano contralor pueda hacer su dictamen el
próximo año (Villarreal y González, 2003). Hay
dos tipos de desafíos por superar en esta materia.
En primera instancia, la vinculación entre la pla-
nificación y el Presupuesto, por un lado, y los ins-
trumentos de medición de resultados y gestión
institucional, por el otro, es particularmente débil.
En segundo término, la metodología empleada
para la elaboración del Plan Nacional de Desarro-
llo muestra vacíos, pues la definición de las prio-
ridades de desarrollo en ocasiones se hace de ma-
nera general, difícilmente medible, o bien no se
definen metas para cada institución.

Es dentro de este nuevo marco legal -en parte
promovido por legisladores que en distintos mo-
mentos han formado parte de la Comisión Perma-
nente de Ingreso y Gasto Públicos de la Asamblea
Legislativa- que esta instancia ejerció en el 2002,
de manera inédita en la historia parlamentaria del

país, la vigilancia y fiscalización permanente de la
Hacienda Pública, así como la evaluación de la eje-
cución de Presupuesto Nacional, con el concurso
de la Contraloría General de la República21. 

Otro mecanismo que pueden utilizar los le-
gisladores para ejercer control político es, como
fue señalado, la solicitud de investigaciones de la
CGR sobre casos específicos. El uso de este ins-
trumento disminuyó notablemente en el 2002,
según se observa en el cuadro 5.23. 

El control administrativo:
creciente importancia del control posterior

Se ha mantenido la tendencia a asignar mayo-
res responsabilidades a la Contraloría General de
la República. En el 2002 le fueron otorgadas más
de 40 nuevas funciones establecidas en las leyes
aprobadas por la Asamblea Legislativa, la cifra
más alta en los últimos años. Actualmente la Con-
traloría realiza casi 700 funciones, clasificadas
como de “control previo” y “control posterior”,
dependiendo del momento en que se efectúan.

CUADRO 5.23

Investigaciones solicitadas por la Asamblea Legislativa a la
Contraloría General de la República, según materia. 1999-2002

Materia 1999 2000 2001 2002

Autorizaciones de contratación administrativa 11
Resolución de recursos de objeción 1
Solicitud de contratación directa 5 4 1
Consultas sobre proyectos de ley 43 53 70 64
Solicitud de estudio de fiscalización 35 47 51 13
Solicitud de informacióna/ 54 69 100 75
Otras solicitudes atendidas directamente por el 
despacho del Contralor o sus asesores a/ 50
Solicitud en etapa de admisibilidad 7
Addendum examinado 1
Contrato examinado 3 5
Convenio examinado 2
Audiencias realizadas 14 15 16
Asistencia a comparecencias 8 8
Asesorías en comisiones legislativas 1 5
Otros 11
Total 154 188 252 248

a/ Los datos para el 2002 incluyen solicitudes que a partir de ese año son atendidas directamente por el despacho del Contralor.

Fuente: CGR, 2003.



ejecución de labores de fiscalización, área en que la
CGR más que duplicó su volumen de trabajo
(cuadro 5.24). En el 2002, esta institución emi-
tió 10 resoluciones de orden condenatorio o
anulatorio contra entidades públicas y 117 infor-
mes en los que se señalaban eventuales respon-
sabilidades de funcionarios estatales. De estos
últimos, 58 casos fueron trasladados a la admi-
nistración de la respectiva institución, 54 al Minis-
terio Público y 5 a otras instancias. Por su parte, el
control previo mantuvo relativamente estable su
actividad, pese a lo cual sigue siendo la principal
área de trabajo de la CGR (cuadro 5.24).

El control sobre los servicios públicos se tecnifica

La labor de la ARESEP se concentra en la regu-
lación económica de los servicios públicos, a través
de la aprobación previa de sus tarifas. Por ello su
actividad se puede clasificar como de control pre-
vio. Entre los servicios regulados se encuentran
energía, telecomunicaciones, concesiones de obra

El control posterior es especialmente necesario
para sentar responsabilidades frente a fallas o in-
cumplimientos de la gestión pública.

Al examinar el peso de cada una de las for-
mas de control, se confirma la percepción de
que, tradicionalmente, la supervisión adminis-
trativa en Costa Rica se concentra en el control
previo (aprobaciones y modificaciones presu-
puestarias, visado de documentos, autorizacio-
nes de contratación directa, etc.). De hecho, el
total de los fondos públicos fiscalizados previa-
mente ascendió a poco más de 3.600 millones de
colones en el 2002, en tanto que el total de fon-
dos públicos que tuvieron una fiscalización pos-
terior en el mismo año fue cercano a 1.500 mi-
llones de colones, es decir, menos de la mitad
(CGR, 2003).

En los últimos cuatro años, la principal novedad
es la creciente importancia de las actividades de con-
trol posterior en el funcionamiento de la Contralo-
ría. En efecto, la cantidad de estas actividades se in-
crementó en más de un 50%, especialmente la
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CUADRO 5.24

Principales actividades realizadas por la Contraloría General de
República, según tipo de control y actividad. 1999-2002

Porcentaje de 
crecimiento 

anual promedio  
Tipo de control y actividad 1999 2000 2001 2002 1999-2002

Control previo
Presupuestos ordinarios aprobados 338 425 374 340 0,2
Modificaciones presupuestarias y 
presupuestos extraordinarios 1.163 1.100 1.008 1.102 -1,8
Subtotal control previo 1.501 1.525 1.382 1.442 -1,3
Control posterior
Informes de auditoríaa/ 88 125 202 224 36,5
Relaciones de hecho 52 47 46 26 -20,6
Solicitudes de información de la 
Asamblea Legislativa 154 188 251 243 16,4
Denuncias de los diputados sobre irregularidades 
en el manejo de la Hacienda Pública 35 47 36 13 -28,1
Subtotal control posterior 329 407 535 506 15,4
Total 1.830 1.932 1.917 1.948 2,1
Porcentaje de actividades de control 
posterior/previo 18,0 26,7 38,7 35,1

a/ En 1999, 70 informes de auditoría correspondieron a evaluaciones relacionadas con el problema Y2K del año 2000.

Fuente: Elaboración propia con base en CGR, 2002.
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pública, acueductos y alcantarillado, ferrocarril,
servicios marítimos y aéreos, peajes, cabotaje y
transporte público (buses y taxis). Antes de apli-
car cualquier modificación en sus tarifas, las em-
presas públicas o privadas que prestan estos ser-
vicios deben contar con la aprobación de la
ARESEP, para lo cual se llevan a cabo un estudio
tarifario y una audiencia pública. Aunque la ins-
titución cuenta con un mecanismo extraordina-
rio de fijación tarifaria, que puede usar de oficio,
sin que exista una solicitud de la empresa que
brinda el servicio, ese instrumento es poco utili-
zado. Asimismo, la entidad posee la facultad de
realizar, de oficio, estudios de calidad de los ser-
vicios. En estos dos casos, en el 2002 la ARESEP
registró avances que conviene señalar. 

En efecto, se han producido mejorías en la re-
gulación económica previa y la regulación previa
de la calidad. Durante el 2002 y principios del
2003, la ARESEP elaboró procedimientos estanda-
rizados y de mayor control interno, para lograr que
las resoluciones sobre modificaciones tarifarias
sean más técnicas y se reduzca el margen de discre-
cionalidad del personal encargado de cada estudio.
Además, todas los informes técnicos tienen ahora
un filtro adicional, que consiste en una revisión
por parte del grupo de jefes de todas las divisiones
de la institución (Villarreal y González, 2003).

En cuanto a los estudios de calidad de los ser-
vicios realizados de oficio, generalmente se aprove-
cha cada vez que se recibe una solicitud de aumen-
to de tarifas. Para estos efectos, la ARESEP ha
logrado desarrollar un reglamento sectorial para la
regulación de los servicios de acueductos y alcan-
tarillados, uno para servicios aeroportuarios, una
serie de normas sobre la calidad del suministro de
energía y una reglamentación para el manejo y
consumo de hidrocarburos. Están pendientes de
reglamentación técnica los sectores de transporte,
telecomunicaciones, riego y cabotaje, entre otros.

Se amplía la cobertura 
territorial de los servicios de la Defensoría

En el 2002 la Defensoría de los Habitantes for-
taleció sus esfuerzos por acercar sus servicios a las
y los ciudadanos, a través de la apertura de ofici-
nas regionales en varios puntos de país. De esta
manera se complementó la labor de las defenso-
rías ambulantes, que venían funcionando desde
antes, para contrarrestar la ubicación geográfica
centralizada de esta institución mediante la aper-
tura de oficinas regionales -“ventanillas permanen-
tes”- en las regiones Huetar Norte (1 de marzo de
2002), Chorotega (15 de marzo de 2002) y

Atlántica (28 de enero de 2003). Está pendiente la
oficina de la región Brunca.

De igual forma es importante destacar el de-
sarrollo de un programa de capacitación para la
sociedad civil en rendición de cuentas y control
de las instituciones públicas. Este ha llevado a
realizar actividades en las que los actores civiles
identifican sus problemas y solicitan cuentas a
las instituciones encargadas de atender sus nece-
sidades. Con este ejercicio no sólo se promueve
la participación ciudadana, sino que se mejoran
las capacidades de las personas para valorar la
gestión pública y la relación de ésta con sus de-
rechos.

En cuanto a sus labores de control sobre la
gestión pública, la DHR mantuvo, con algunas
variaciones, el nivel de actividad de años anterio-
res, incluida su participación en las audiencias
públicas de ARESEP. En esta última persistió el
bajo nivel característico del 2000 y el 2001 (cua-
dro 5.25). Esta tendencia se ve compensada con
la mayor articulación que están presentando los
consumidores y el mejor conocimiento que han
adquirido sobre los mecanismos de ajuste tarifa-
rio, que se refleja a su vez en los niveles de éxito
logrados en 2002, como se verá más adelante.

Participación ciudadana en 
políticas públicas: los avances fueron puntuales

La principal novedad: consulta a organizaciones
ciudadanas en la deliberación de nuevas leyes

En el 2002 se registraron importantes cam-
bios en la apertura de la Asamblea Legislativa a la
participación ciudadana organizada en la delibe-
ración de nuevas leyes, pero no sucedió lo mis-
mo en cuanto a la participación individual de las
personas. En el primer caso, la participación or-
ganizada, un hecho inédito (tanto por su canti-
dad como por la importancia de los temas) fue la
conformación tres comisiones especiales mixtas,
mecanismos previstos en el Reglamento legislati-
vo (artículos 90 y 91) para el estudio de un asun-
to determinado o el cumplimiento de un manda-
to. El Reglamento también contempla la
posibilidad de que en estas instancias participen
otras personas, además de los diputados, en cali-
dad de asesores con voz, pero sin voto. Las comi-
siones vigentes atienden asuntos relacionados
con la libertad de prensa, el denominado “Pacto
Fiscal” o reforma al sistema tributario y el estu-
dio de proyectos de ley sobre telecomunicacio-
nes presentados por sectores laborales del ICE.
Este acápite se centra en la comisión mixta fiscal,



Ley de Contingencia Fiscal (finalmente aprobada)
y, por otra parte, logró la nada fácil tarea de hacer
converger a las organizaciones empresariales y sin-
dicales en el apoyo a esta normativa.

En contraste, no hubo avances visibles en las
oportunidades para que las personas participen,
a título individual, en la formación de leyes y la
formulación de políticas. La Oficina de Iniciati-
va Popular es el único canal para que las y los
ciudadanos hagan llegar sus propuestas a la
Asamblea Legislativa. Esta instancia es cada vez
más empleada como un espacio para la consulta
ciudadana, mas no así para la proposición de
iniciativas. En el 2002 las consultas casi dupli-
caron las registradas en el año 2000 (15.178
frente a 8.020), especialmente debido a las soli-
citudes de información a través de correo elec-
trónico, que crecieron de 35 a 3.268. En cam-
bio, la cantidad de iniciativas de ley presentadas
se ha mantenido relativamente estable (75 en el
2002), con niveles similares a los registrados en
años anteriores (excepto en el 2000, cuando el
número fue inusualmente bajo: 43). Dado que
en Costa Rica no existe el reconocimiento cons-
titucional de la iniciativa popular en la forma-
ción de la ley, las propuestas ciudadanas siguen
estando supeditadas a la voluntad de los legisla-
dores que deseen estudiarlas y someterlas a con-
sideración en la corriente legislativa. Así, de las
252 iniciativas ciudadanas recibidas en el

donde hubo mayores progresos, pues la de liber-
tad de prensa -cuyo desempeño fue reseñado en
el Octavo Informe- no tuvo mayor actividad, y el
funcionamiento de la del ICE transcurre princi-
palmente en el 2003. 

Ciertamente el uso de comisiones mixtas tie-
ne mucho arraigo en la historia de la Asamblea
Legislativa, pero en el 2002 por primera vez se
conformó una con participación de algunos sec-
tores organizados de la sociedad civil, para dis-
cutir el eje central de la agenda del Poder Ejecu-
tivo: la reforma fiscal. Este hecho sin
precedentes, por sí solo, merece un análisis espe-
cífico de participación ciudadana, y más aún
desde la perspectiva de la negociación de la
agenda legislativa en el primer año de gobierno,
pues implicó para el Ejecutivo una dinámica de
mayor complejidad, al aumentar en número y di-
versidad los actores con los que debía negociar. La
propuesta inicial del Ejecutivo fue dividida en dos
partes: una ley de contingencia fiscal que le pro-
porcionaría fondos de emergencia por el lapso de
un año, y otra parte de reformas estructurales al
sistema tributario, que la Comisión Mixta ha to-
mado más tiempo para estudiar. Este grupo estuvo
conformado por representantes de siete sectores, y
el gobierno participó como un actor más (con ca-
rácter asesor, con voz y sin voto). El funcionamien-
to de la Comisión en el 2002 fue exitoso, ya que,
por una parte, consiguió recomendar al Plenario la
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CUADRO 5.25

Gestiones realizadas por la Defensoría de los Habitantes de la
República. 1998-2002

Gestión 1998 1999 2000 2001 2002 Porcentaje de 
crecimiento 

anual promedio  
1998-2002a/

Consultasb/ 13.077 19.998 19.787 17.612 22.203 14,1
Expedientes abiertos 2.082 1.678 1.544 1.765 1.964 -1,4
Oposiciones a solicitudes de ajuste tarifario 41 33 17 15 13 -24,9
Expedientes cerrados 1.964 2.325 2.013 2.325 5,8
Investigaciones de oficioc/ 57 19 23 55 -1,2

a/ La cifra para los expedientes cerrados corresponde al período 1999-2002.

b/ En el 2002 fueron tramitadas 2.353 consultas en las oficinas regionales de la DHR.

c/ Por un cambio en la sistematización de los registros de la DHR, para el año 2002 no se logró obtener el dato de las investigaciones realizadas de

oficio.

Fuente: DHR, 2003.
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período 1999-2002, 28 ingresaron a la corriente
legislativa (11,1%) y, al 31 de diciembre de
2002, 2 se habían convertido en ley (0,8%).

Por otra parte, cabe resaltar que la atención
de los medios de comunicación sigue concen-
trándose en el Plenario Legislativo, y no en el tra-
bajo de las comisiones, que es donde se verifican
los procesos de negociación que dan forma a las
leyes. El acceso al Sistema de Información Legis-
lativa (SIL), que registra todo el proceso legislati-
vo al día y en forma electrónica, incluyendo las
actas de las sesiones, no está abierto a los ciuda-
danos. Tampoco existe un sistema de registro de
las votaciones que le permita a los ciudadanos
conocer los patrones de votación de sus repre-
sentantes, sobre los diferentes temas que se tra-
tan en el Congreso.

Aumentan las gestiones ciudadanas 
ante la Contraloría, la Defensoría y la ARESEP 

Según lo consignado en el Octavo informe,
más de la mitad de los estudios de fiscalización
realizados en el 2001 por la CGR tuvo su origen
en una denuncia ciudadana (Proyecto Estado de
la Nación, 2002). En el 2002 estas denuncias se
incrementaron notablemente (cuadro 5.26). De
los casos ingresados, más de la mitad dio lugar a
investigaciones detalladas -en la misma institu-
ción denunciada o en los distintos departamen-
tos de la CGR-; la otra mitad se dividió entre las
denuncias archivadas (que se cuadruplicaron) y
las que fueron resueltas por los mismos funcio-
narios de la Unidad de Atención de Denuncias.

A su vez, la DHR está recibiendo casi un 70%
más de consultas por parte de los habitantes que
hace cuatro años, y registra un comportamiento
similar en el número de expedientes abiertos. En
el 2002 el área en que se abrieron más expedien-
tes fue la de salud: 22% de los 1.964 expedien-
tes atendidos. Adicionalmente, el área de gestión
administrativa presentó una carga importante de
trabajo para la DHR, pues los casos relacionados
con las municipalidades y el manejo de las auto-
ridades de justicia y policía sumaron cerca del
40% de los expedientes tramitados. 

Finalmente, en la ARESEP se duplicó el nú-
mero de audiencias públicas realizadas, en las
cuales se analizaron 128 solicitudes de modifica-
ción tarifaria, el 72% de ellas relacionadas con el
sector de transporte público. Al contrario de lo
sucedido en el período 2000-2001, este año au-
mentó la asistencia ciudadana a las audiencias, lo
mismo que el número de oposiciones a los ajus-
tes tarifarios. También mejoró significativamente
la incidencia de los ciudadanos sobre la defini-
ción de tarifas. Sobre este punto cabe mencionar
que las oposiciones son presentadas en su gran
mayoría por grupos organizados; en el 2002 so-
lamente 3 de ellas correspondieron a gestiones
de ciudadanos individuales. Entre estos grupos
resalta la participación de la Federación de Orga-
nizaciones de Consumidores, responsable de
aproximadamente la mitad de las 75 oposiciones
presentadas en el área de transporte público. Este
aumento de la participación ciudadana en la ARE-
SEP puede explicarse por una serie de medidas
adoptadas en el 2002, entre ellas la realización de

CUADRO 5.26

Trámites dados a las denuncias en la Contraloría General de la
República. 2001-2002 

Tipo de trámite 2001 2002 Crecimiento 2001-2002
Cantidad Porcentaje Cantidad Porcentaje

Archivo 32 10,5 128 23,9 300,0
Traslado externo 77 25,2 172 32,1 123,4
Traslado DFOEa/ 92 30,2 95 17,7 3,3
Trámite interno 10 3,3 29 5,4 190,0
Resueltas 94 30,8 112 20,9 19,1
Total 305 100,0 536 100,0 75,7

a/ Traslado a la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa.

Fuente: CGR, 2003.



Regulador General de los Servicios Públicos y los
superintendentes de entidades financieras inte-
graron una comisión que sistematizaría la labor
de lucha contra la corrupción en el aparato esta-
tal. A pesar de que la comisión fue creada bajo el
auspicio de la Presidencia de la República y que
desde su creación (el 7 de noviembre de 2002)
se acordó una reunión mensual, los informes de
labores de las entidades citadas no dan cuenta
del desempeño de este grupo colegiado. No obs-
tante este empeño, no existe entre las institucio-
nes de control, especialmente en las que funcio-
nan como auxiliares de la Asamblea Legislativa,
un trabajo sistemático de coordinación y apoyo
para reducir duplicaciones de esfuerzos, optimi-
zar los recursos de cada institución y, en general,
mejorar el desempeño del sector público. 

Convivencia ciudadana democrática

En este acápite se valora el desempeño de la
ciudadanía costarricense con respecto a la aspira-
ción de generar una convivencia respetuosa de
los derechos y la dignidad de las personas, una
convivencia en la que, además, las y los ciudada-
nos participen activamente en los asuntos públi-
cos. Para ello se estudian dos temas. Por una

audiencias después de las 4 de la tarde y fuera de
San José, el desarrollo de procesos de capacita-
ción dirigidos a las comunidades y los usuarios,
en los cuales se entregan documentos informati-
vos sobre los trámites en la ARESEP, y la puesta
en marcha de la figura del Consejero del Usuario
(cuadro 5.27). 

Uno de los recursos más utilizados por los
usuarios son las quejas y consultas directas ante
la sección de Atención al Usuario de la ARESEP,
por irregularidades en la prestación de servicios
públicos. Las quejas son consideradas mecanis-
mos de control posterior, pues se plantean des-
pués de que ha ocurrido el hecho denunciado.
Estos casos aumentaron en un 15% y su atención
proporcionó beneficios a los usuarios por ajuste
de facturas, reparación de daños y otros, por un
monto cercano a 27 millones de colones, 10 mi-
llones más que en el 2001. 

Un vacío reiterado: trabajo 
coordinado de las instituciones de control

En aras de congregar los esfuerzos por con-
trolar el ejercicio de la función pública, el Defen-
sor de los Habitantes, el Contralor General de la
República, el Procurador General Adjunto, el
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CUADRO 5.27

Algunos indicadores sobre las audiencias y la participación 
ciudadana en la ARESEP. 2001-2002

Actividad 2001 2002

Total de audiencias 75 118
Total de expedientes vistos en audiencias 115 128
Expedientes en el tema de transporte público 68 92
Número de personas que participaron en todas las audiencias 1.504 1.930
Promedio de asistencia por audiencia 20,1 16,4
Número total de oposicionesa/ 217 385
Porcentaje de expedientes sin oposición 35,0 19,5
Promedio de oposiciones en expedientes que sí las tuvieronb/ 3,7 3,7
Número de oposiciones con resultados positivos c/ 9 18

a/ Sobre el número de oposiciones, se cuenta con información detallada para 94 de los 115 expedientes vistos en el 2001. En el 2002 se revisaron

128 expedientes.

b/ Al total de expedientes se le resta 35 en los que no hubo oposición y 21 sobre los cuales no se cuenta con información. El promedio de

oposiciones por expediente se calcula con base en un subtotal de 59 expedientes.

c/ Por resultado positivo se entiende aquellas oposiciones cuyos argumentos fueron reconocidos en la resolución final de la ARESEP y se

transformaron en recomendaciones específicas para las empresas.

Fuente: ARESEP, 2003.
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parte, si existieron amenazas a la libertad de las
personas, originadas no en las acciones del Esta-
do o sus representantes, sino en las acciones de
otros individuos; en este punto el Informe exa-
mina la violencia social como una amenaza a las
libertades ciudadanas22 y concluye, con base en
la información disponible, que en el 2002 no hu-
bo un aumento en la violencia social, pero que
en ciertas zonas del país, especialmente en can-
tones urbanos con alta densidad poblacional, es-
te fenómeno fue una barrera más fuerte al disfru-
te de esas libertades, debido a su incidencia. Por
otra parte, se analiza si las personas hicieron uso
de sus derechos a la libre organización y expre-
sión para influir en la gestión de los asuntos pú-
blicos; en este tema se da continuidad al registro
sobre acciones colectivas emprendidas por orga-
nizaciones ciudadanas iniciado el año anterior.
El Informe señala que en el 2002 se mantuvieron
los patrones de actividad ciudadana observados
en el 2001 (por ejemplo, prevalencia de demandas
puntuales y alta presencia pública de organizacio-
nes comunales y laborales). Empero, se documen-
ta un hecho novedoso: el surgimiento de movi-
mientos intersectoriales, con propuestas de agenda
pública orientadas por una estrategia de desarrollo.

A diferencia de otras aspiraciones, en este caso
el seguimiento que realiza el Informe no permite
arribar a una valoración, pues los estudios dispo-
nibles tratan sobre aspectos puntuales y no cubren
una variedad significativa de temas relevantes.

Convivencia entre las personas:
incidencia de la violencia social varía por zonas 

En Costa Rica, el 71,5% de los ciudadanos
considera que la delincuencia sigue creciendo
(Demoscopía, 2003). Existe la creencia de que
los actos delictivos, y en particular los homici-
dios -flagrantes expresiones de violencia ciuda-
dana- vienen en aumento, por lo que la convi-
vencia resulta cada vez más peligrosa. 

Sin embargo, los datos disponibles sobre vio-
lencia social no permiten valorar si esta percep-
ción es enteramente cierta. Por una parte, desde
1999 la tasa de víctimas de homicidios por
100.000 habitantes se mantiene prácticamente
inalterada; ha variado de 6,34 homicidios por
100.000 habitantes en el año 2000, a 6,38 en el
2002, una de las tasas más bajas de América La-
tina. Al momento de la redacción de este Infor-
me se disponía únicamente de las cifras para el
primer semestre del 2002. Tanto en los delitos
contra la vida, como en aquellos contra la pro-
piedad y en los sexuales, los datos acumulados a

esa fecha representaban, aproximadamente, la
mitad de los registrados a lo largo de todo el año
durante el período 1998-2001 (cuadro 5.1). Por
otra parte, se sabe que una proporción de los de-
litos significativa, pero difícil de estimar, no es
denunciada ante las autoridades, por lo que las
tasas de criminalidad muestran un subregistro.

A pesar de que las cifras promedio a nivel na-
cional permanecen estables, un análisis más de-
tallado refleja situaciones inquietantes que coin-
ciden con la percepción ciudadana de mayor
inseguridad o criminalidad. Al examinar la infor-
mación sobre los posibles móviles de los homici-
dios, hasta 1999 los problemas de tipo personal
fueron la causa más común. A partir del año
2000, el robo y el asalto pasaron a ocupar el pri-
mer lugar: uno de cada cuatro homicidios se de-
be a estas razones. En los últimos tres años, las
víctimas de homicidios por estas causas fueron
59, 66 y 60, respectivamente. Otra situación
preocupante se refiere a los homicidios cometi-
dos por sicarios (personas contratadas para co-
meter crímenes); aunque su volumen es aún po-
co significativo, viene creciencdo (2, 3 y 6 en el
período 2000-2002). El tipo de arma con que se
perpetran estos delitos también ha variado: des-
de 1993, en uno de cada dos homicidios come-
tidos en el país se utilizó un arma de fuego. 

Por otra parte, la tasa de homicidios dolosos
no se distribuye de modo uniforme a lo largo del
territorio nacional. Un estudio de los patrones de
homicidios durante el período 1998-2002 revela
que hay lugares donde este tipo de violencia es
consistentemente más alto que el promedio na-
cional (varios distritos del área metropolitana de
San José, los cantones del centro y sur de la pro-
vincia de Limón) mientras que extensas zonas
del país tienen una incidencia bastante más baja
(mapa 5.2). La incidencia de los homicidios do-
losos puede relacionarse con el índice de rezago
social, que mide la incidencia de carencias socia-
les en los cantones y distritos (González,
2002)23. Es cierto que entre los cantones con ta-
sas de homicidios consistentemente superiores
al promedio nacional hay cantones tanto de alto
como de bajo rezago social; sin embargo, pue-
den apreciarse algunas tendencias. De los 12
cantones con bajo rezago social, solo 1 tiene una
incidencia de homicidios dolosos superior al
promedio nacional (pero no en la categoría más
alta); en cambio, de los 18 cantones con alto re-
zago social -los de mayores carencias-, 8 tienen
una tasa de homicidios superior al promedio na-
cional (cuatro de ellos, en la escala más alta)
(mapa 5.2).



provincia superó la barrera de los 100 casos. Por
el contrario, en el 2002 todas las provincias, ex-
cepto Cartago, sobrepasaron ese límite, siendo
Puntarenas la provincia que ocupa el primer
puesto, con una tasa de 127 demandas por cada
10.000 habitantes, es decir, 17 puntos más que
el valor registrado a nivel nacional. 

Una selección de muestra, integrada por to-
dos los juzgados específicos de violencia domés-
tica, más otros cuatro juzgados de familia ubica-
dos en centros de población importantes, que
recibieron alrededor del 53% de las denuncias
ingresadas en el 2002, permite establecer que el
86,4% de los casos fue interpuesto por una mu-
jer. Un aspecto relevante es la evolución de las
resoluciones dictadas en la audiencia que se ce-
lebra para determinar si se mantiene o no la me-
dida provisional dictada al interponerse la de-
manda, y que generalmente consiste en
mantener al denunciado fuera del hogar. En
1999, sólo en uno de cada tres casos se mantuvo
la medida; más recientemente, los jueces han

En materia de la convivencia de las personas
dentro de las familias, la violencia intrafamiliar oca-
sionó la muerte de 34 personas en el 2002. Cator-
ce de estas víctimas murieron a manos de sus pare-
jas (11 mujeres y 3 hombres), cantidad que viene
descendiendo, pues en el 2000 y en el 2001 fueron
19 y 15 (Poder Judicial, Oficio 128 EST, 2003). 

En el 2002 se mantuvo la tendencia a recurrir
cada vez más frecuentemente a la protección ins-
titucional para resolver situaciones de violencia
intrafamiliar. Las denuncias por esta causa cons-
tituyen la materia de mayor crecimiento en las
demandas ante el Poder Judicial, después de la
materia de tránsito. Entre las siete provincias,
Guanacaste fue la que registró el mayor incre-
mento de denuncias en el período 2000-2002,
con 63%, seguida por Puntarenas, con 50%; am-
bas se sitúan por encima del promedio nacional
(40% de aumento); Cartago fue la provincia don-
de menos crecieron estas demandas (6%). Al re-
lacionar la tasa de denuncias por 10.000 habi-
tantes para el año 2000 se observa que ninguna

328 E S T A D O D E L A N A C I O N F O R T A L E C I M I E N T O D E L A D E M O C R A C I A  / C A P I T U L O  5

Costa Rica: clasificación de los cantones según su tasa de homicidios
dolosos por 100.000 habitantes. 1998-2002  

MAPA 5.2

Fuente: Elaborado por Ronald Alfaro y Eric Barrantes con base en datos de la Sección de Estadísticas del
Departamento de Planificación del Poder Judicial.
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sido más proclives a mantener esa protección,
pues el porcentaje se elevó al 46% de los casos en
el 2002. Esto demuestra un cambio de actitud de
los administradores de justicia, en el sentido de
brindar más protección a la víctima ante el temor
de que el denunciado tome alguna represalia en
perjuicio de la denunciante.

Convivencia en la sociedad civil:
las alianzas para incidir sobre 
políticas de desarrollo fueron novedad

Al igual que en el 2001, en el 2002 las orga-
nizaciones ciudadanas orientaron sus demandas
hacia el Estado, pidiendo la intervención pública
en temas puntuales (89,7% de las 146 acciones
registradas). Las dos áreas que concentraron la
atención fueron los servicios públicos (deman-
das para superar su mala calidad, mejorar in-
fraestructura y disminuir costos: 39,0%) y la

incidencia en la formulación de políticas públi-
cas (solicitudes de cambios, oposiciones a leyes y
decretos o gestiones para el reconocimiento de
derechos: 30,8%) (cuadro 5.28)

En general, las organizaciones ciudadanas no
emplearon la violencia para canalizar sus deman-
das. La mayoría de las acciones fue de carácter
“expresivo”: declaraciones públicas en los me-
dios de comunicación masiva y reuniones con
autoridades, así como denuncias ante instancias
fiscalizadoras, judiciales y constitucionales. Estas
formas de acción colectiva fueron vías para pre-
sionar por la apertura de instancias de diálogo y
de escucha activa por parte de las autoridades
gubernamentales y otros entes públicos. La ex-
cepción fueron los bloqueos protagonizados por
dos sectores sociales específicos: los productores
arroceros opuestos a la importación del grano y
los grupos inconformes con la concesión de la
revisión técnica vehicular a una empresa
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CUADRO 5.28

Tipos de demandas planteadas por los actores sociales. 2002

Tipo de demanda Específicaa/ Generalb/ Total Porcentaje

Participación y transparencia
Sustitución de funcionario 4 4
Consulta de decisión a afectados 4 4
Denuncia por corrupción 4 4
Subtotal participación y transparencia 12 12 8,2
Cambios en servicios públicos
Calidad del servicio 11 11
Infraestructura  física 11 11
Costo del  servicio 4 4
Intervención del Gobierno 25 6 31
Subtotal cambios en servicios públicos 51 6 57 39,0
Formulación de políticas públicas
Oposición a ley, acuerdo, etc. 14 4 18
Implementación o cambio de leyes 8 4 12
Reconocimiento de derechos 15 15
Subtotal formulación de políticas públicas 37 8 45 30,8
Mejora en condiciones laborales 14 14 9,6
Oposicion por daño ambiental 11 11 7,5
Otros/sin información 6 1 7 4,8
Total general 131 15 146 100,0
Porcentaje 89,7 10,3 100,0

a/ Específica: la demanda está limitada a un territorio particular o al sector(es) social(es) representado(s) por la organización que la plantea.

b/ General: la demanda está orientada a variar las condiciones generales de la vida social, económica y política del país.

Fuente: Franceschi, 2003, con base en registro de noticias de los periódicos La Nación y Extra, 2002.



CUADRO 5.29

construcción de las políticas públicas ha sido po-
co significativa (Franceschi, 2003). 

En las acciones colectivas de 2002 se reiteró
el activismo de las comunidades organizadas en
grupos de vecinos y otras formas de asociación
local. Sin embargo, fueron los trabajadores quie-
nes protagonizaron la mayoría de acciones colec-
tivas (40%). Además es oportuno comentar tres
casos en las que destacaron actores sociales no
reconocidos por su trayectoria en acciones de
esta índole o poco visibilizados por los medios
de comunicación masiva: 

española, quienes bloquearon vías en distintos
puntos del territorio nacional, sin que tales ac-
ciones desencadenaran réplicas en otros sectores
del país, más allá de declaraciones verbales de al-
gunos sindicatos del sector público y algunos
sectores de agricultores (cuadro 5.29). 

La respuesta estatal a las demandas repitió la
tendencia del año anterior: el grado de aceptación
de las propuestas de las organizaciones y asocia-
ciones de la sociedad civil resultó muy bajo. Des-
de la perspectiva de los dirigentes de las organiza-
ciones civiles, su capacidad de incidencia en la
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Acciones colectivas por tipo de actividad, según actores sociales. 2002

Actores sociales Manifestación públicaa/ Expresión públicab/ Totalc/

Absoluto Porcentaje Absoluto Porcentaje Absoluto Porcentaje

Laborales
Sindicatos del Magisterio 2 25,0 6 75,0 8 100,0
Otros sindicatos 7 28,0 18 72,0 25 100,0
Trabajadores 13 54,2 11 45,8 24 100,0
Total 22 38,6 35 61,4 57 100,0
Empresarial-productivo
Productores agrícolas 3 50,0 3 50,0 6 100,0
Medianos y grandes empresarios 1 12,5 7 87,5 8 100,0
Total 4 28,6 10 71,4 14 100,0
Comunal
Organizaciones comunales 13 41,9 18 58,1 31 100,0
Total 13 41,9 18 58,1 31 100,0
Nuevos actores sociales
Grupos ambientalistas 2 50,0 2 50,0 4 100,0
Organizaciones de derechos humanos 0 0,0 1 100,0 1 100,0
Organizaciones de mujeres 2 66,7 1 33,3 3 100,0
Estudiantes 6 75,0 2 25,0 8 100,0
Usuarios de servicios públicos 1 20,0 4 80,0 5 100,0
Indígenas 0 0,0 2 100,0 2 100,0
Total 12 50,0 12 50,0 23 100,0
Otros 2 16,7 10 83,3 12 100,0
Totald/ 52 38,0 85 62,0 137 100,0

a/ Manifestación pública: incluye concentraciones, huelgas (suspensión del trabajo por parte de los trabajadores o de las labores productivas por parte de los patronos) y bloqueos de vías

públicas (interrupción deliberada del tránsito).

b/ Expresión pública: incluye declaraciones públicas (conferencia de prensa, declaraciones a medios de comunicación, boletines, manifiestos públicos, peticiones por escrito, quejas públicas,

etc.), denuncias (presentación de una acusación ante autoridades competentes), encuentros con autoridades (reuniones de representantes de un movimiento social con funcionarios de las

entidades contra las que se protesta) y amenazas (anuncio verbal de alguna de manifestación pública, sin que en realidad se lleve a cabo).

c/ Para hacer más sencilla la presentación no se incluyen nueve acciones colectivas que no son catalogables como manifestaciones o expresiones públicas (dos efectuadas por "otros

sindicatos", cinco por organizaciones comunales, una por usuarios de serviciios públicas y una por otros actores).

d/ El total (137) no corresponde al total consignado en el cuadro 5.28 (146), pues en nueve casos no hubo suficiente información para clasificar el tipo de acción emprendida.

Fuente: Franceschi, 2003, con base en registros de noticias de los periódicos La Nación y Extra, 2002.



RECUADRO 5.5

Propuestas de agenda nacional formuladas a partir de 
alianzas intra e intersectoriales en el 2002

■ Las organizaciones indígenas tuvieron una se-
rie de encuentros con autoridades públicas,
debido, por un lado, a la petición que hicieron
varias comunidades de la zona sur (Boruca,
Térraba, Curré, Ujarrás, Salitre y Cabagra) pa-
ra dialogar con el ICE acerca de la puesta en
marcha del proyecto hidroeléctrico Boruca y,
por otro, a la solicitud de las comunidades in-
dígenas de Talamanca, que demandaron al
presidente Pacheco la definición de priorida-
des en su gobierno, a fin de atender sus pro-
blemas económicos, educativos y sociales24.

■ El Frente de Ciudadanos contra la Impunidad,
considerado como una red social de defensa de
los derechos humanos, hizo dos declaraciones
públicas en el 2002, entre ellas una carta al
Presidente de la República, en la cual solicitó
información puntual sobre los avances de la
investigación policial en torno al asesinato del
periodista Parmenio Medina. Ya en el 2001 es-
ta red de ciudadanos y organizaciones había
protagonizado distintas movilizaciones y ac-
ciones de denuncia sobre el mismo hecho25.

■ El movimiento antiguerra impulsado por un
grupo de manifestantes pacifistas, que se reu-
nieron en el Parque Nacional para solicitar al

gobierno que tomara posición ante el conflicto
bélico en Medio Oriente26.

También merece destacarse el desarrollo que
han venido experimentando los consumidores
como sector organizado, cuya entidad más visi-
ble es la Federación Nacional de Asociaciones de
Consumidores (FENASCO). Esta organización
ha ido ganando espacios, reconocimiento y ma-
nejo de los mecanismos y canales institucionales
para trasladar sus demandas. 

Otro hecho sobresaliente en el 2002 fue el fun-
cionamiento de instancias de coordinación entre
organizaciones de un mismo sector o de distintos
sectores sociales, que buscan participación e inci-
dencia en la definición de políticas públicas nacio-
nales y trascender el ámbito de las demandas gre-
miales particulares. Se identificaron siete espacios
de convergencia inter o intrasectorial, algunas con
antecedentes en la coyuntura posterior a las luchas
sociales contra el denominado “Combo del ICE”
(Proyecto Estado de la Nación, 2001). En este con-
texto resaltan las alianzas no tradicionales entre
empresarios y sindicalistas, que en algunos casos
lograron participación e incidencia directa en ins-
tancias de elaboración de políticas: las comisiones
mixtas legislativas del “Pacto Fiscal”, el proceso de
modernización del ICE y el Foro Agropecuario27.
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Agenda de los doce puntos: pronuncia-
miento de mujeres costarricenses frente a las
elecciones de 2002, presentado a los candi-
datos presidenciales. Incluye temas de equi-
dad de género y demandas ciudadanas en
materia de corrupción, transparencia, acceso,
calidad y oportunidad de los servicios públi-
cos, trato digno a los ciudadanos en las insti-
tuciones, reforma tributaria solidaria, defensa
de la soberanía nacional en la definición de
políticas de paz y seguridad. Actores: organi-
zaciones de mujeres.

Plataforma de quince puntos: guía de
acción política y social para los próximos
años, con base en tres bloques de acción sis-
tematizados en 55 indicadores de políticas
públicas, también presentada a los candidatos
presidenciales. Actores: sindicatos de funcio-
narios públicos y miembros de sectores am-
bientalistas, campesinos e indígenas.

Creación del Consejo Económico y So-
cial y formulación de la política nacio-
nal de empleo: en seguimiento a una de las
propuestas emanadas del “Proceso de diálo-
go social en Costa Rica (2001)”, la UCCAEP,
algunos sindicatos y asociaciones del sector
público que participaron en esa experiencia,
trabajaron en la elaboración de un proyecto
de ley para constituir un Consejo Económico y
Social. Este organismo se inspira en los conse-
jos económicos y sociales europeos, constitui-
dos en la segunda mitad del siglo XX como
instancias de concertación para solucionar
grandes problemas sociales. A la fecha de re-
dacción de este informe se cuenta con una
versión avanzada de proyecto de ley.

Costa Rica hacia la Tercera República:
propuestas para la formulación de un nuevo “sis-
tema” de desarrollo del país, que incluye la gene-
ración y utilización del conocimiento, la visualiza-
ción del sistema productivo, el mercado interno y

la exportación como motores de crecimiento, la
redistribución de oportunidades, una efectiva
participación ciudadana en la definicion de polí-
ticas públicas y el control ciudadano. También se
hizo una propuesta sobre los principios, objetivos
y lineamientos para un nuevo “pacto fiscal” en el
país.Actores: Cámara de Exportadores, sindicatos
y movimientos cooperativista y solidarista.

Agenda de reactivación de la econo-
mía y el desarrrollo rural: contiene una
estrategia de participación en la apertura co-
mercial, una propuesta de reforma financiera
para el acceso a recursos, capacitación geren-
cial y productiva e instancias de participación
de organizaciones de la sociedad civil en la
planificación y el control político, además de
conceptos de seguridad alimentaria y manejo
integral de recursos naturales. Actores: quince
organizaciones del sector agropecuario.
Fuente: Franceschi, 2003.
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El Proyecto Estado de la Nación realizó una
consulta con organizaciones de la sociedad civil,
en la que participaron representantes de la Agen-
da Política de Mujeres, CADEXCO, FENASCO,
Mesa Indígena y organizaciones comunales, para
discutir sobre estas alianzas intra e intersectoria-
les. A juicio de las y los consultados, las eleccio-
nes de 2002 iniciaron un proceso de transición
política, cuyo destino final se desconoce, pero
que ha permitido crear espacios para la partici-
pación de varios sectores organizados en la for-
mulación de la agenda pública. Los presentes
coincidieron en señalar que este nuevo curso de
acción no ha significado automáticamente, para
sus organizaciones, cambios o aumentos en la
afiliación y la comunicación con la ciudadanía.
Sin embargo, lo acontecido en el 2002 marcó di-
ferencias importantes con respecto al pasado. La
novedosa experiencia de alianzas entre empresa-
rios y sindicatos ha ocasionado reclamos y des-
confianza entre organizaciones de ambos secto-
res. Además se han generado quejas de
organizaciones de mujeres y sindicalistas, en el
sentido de que otros actores sindicales han privi-
legiado sus alianzas con empresarios, a veces a
expensas de sus aliados tradicionales. El tema
más recurrente en la consulta fue el cuestiona-
miento sobre la adecuada representación de la
sociedad civil en espacios de diálogo formal con
instancias oficiales: ¿cómo se escogen los secto-
res con los cuales se va a dialogar? y, dentro de
un mismo sector, ¿cómo se determina cuáles or-
ganizaciones participarán y cuáles no? Algunos
de los presentes en la actividad consideran que
en la experiencia de la Comisión Mixta del “Pac-
to Fiscal” faltaron criterios definidos para confor-
mar la representación de un concepto tan amplio
y plural como “la sociedad civil”, en vista de que
solamente participaron unos sectores y otros no,
sin un criterio claro de selección (cuadro 5.30). 

Un punto debatido en el 2002 fue si las alian-
zas entre las organizaciones sociales denotan un
proceso de cambio en la intermediación política,
en el sentido de que tales iniciativas están llenan-
do vacíos dejados por los partidos políticos, en
virtud de su creciente dificultad para representar,
articular y agregar las demandas de una sociedad
cada vez más diversa. Si bien dentro de los alcan-
ces de esta investigación no es posible responder
esta pregunta, lo que sí se constata es que la
construcción de la agenda nacional en el 2002
dejó de ser un proceso centrado en las autorida-
des públicas y los partidos políticos, para
ampliarse a la participación de nuevos actores. 

Política exterior

El Informe evalúa la conducción de la políti-
ca exterior de Costa Rica en tres ámbitos: prime-
ro, si ésta es un factor activo y eficaz en el plano
internacional para la promoción de la democra-
cia, los derechos humanos y el desarrollo soste-
nible; segundo, si promueve y defiende los inte-
reses del país y, finalmente, si cumple con los
compromisos internacionales adquiridos por el
Estado28. En el ámbito de la promoción de la paz
y la democracia, el país mantuvo los pilares tra-
dicionales de su política exterior29. El relevo de
autoridades en el Ministerio de Relaciones Exte-
riores no implicó cambios significativos o el de-
sarrollo de nuevas propuestas. Sin embargo, en
relación con la crisis en Irak y con el conflicto
palestino-israelí, durante el segundo semestre
del 2002 Costa Rica no emitió en la Asamblea
General de las Naciones Unidas criterios decidi-
dos en favor de la paz (la posición nacional sobre
este tema será analizada en el Décimo Informe).
En el ámbito de la promoción de los intereses na-
cionales hubo importantes novedades. Por una
parte, el comercio exterior -un asunto propio de
este ámbito- desplazó a la política de derechos
humanos y democracia como tema protagónico
de la acción internacional del país30. Por otra, en
el manejo de las relaciones con Nicaragua la nue-
va Administración dio un giro radical en la polí-
tica bilateral, que generó una fuerte controversia
pública. Por último, se mantuvo la política de ra-
tificar los instrumentos jurídicos internacionales
y de responder oportunamente, con una excep-
ción, los informes y querellas planteadas contra
el Estado. No obstante, existen importantes debi-
lidades en el seguimiento de los compromisos
adquiridos. 

Promoción de la paz y la 
democracia: pocos cambios, menor dinamismo

En el 2002 la política exterior costarricense
mantuvo el curso de acción que complementa las
posiciones tradicionales de activismo en pro de
la adopción de instrumentos de protección de
los derechos humanos, con propuestas concretas
para una mayor efectividad de los mecanismos
ya creados, a través de iniciativas de revisión,
mejoramiento y reforma. Se prosiguió con los es-
fuerzos para fortalecer el Sistema Interamericano
de Derechos Humanos31 y se logró la ampliación
del presupuesto asignado a la Corte y la Comi-
sión Interamericanas. Se culminó el proceso que



Costa Rica inició con el Grupo de Río, con el ob-
jetivo de promover un mejor funcionamiento de
los mecanismos extraconvencionales de protec-
ción de los derechos humanos de las Naciones
Unidas, incluyendo la Comisión de Derechos
Humanos, que funciona en Ginebra. El país pre-
sentó una propuesta que sirvió de base para que
el Grupo de Río definiera un consenso regional,
el cual fue presentado a través del Grupo Lati-
noamericano y del Caribe (GRULAC) a toda la
comunidad internacional presente en la Comi-
sión de Derechos Humanos. Resaltó la fuerte
promoción realizada por el país en favor de una
política de transparencia, tendiente a que los Es-
tados latinoamericanos y del Caribe extendieran
una invitación abierta para que los mecanismos

de investigación de derechos humanos visiten
sus países sin que medie una autorización previa
de los Estados (véase la sección “Administración
de la justicia”).

También destacó la continuidad en los pro-
nunciamientos de Costa Rica ante los foros inter-
nacionales. En la Comisión de Derechos Huma-
nos y en la OEA se insistió en los temas de
democracia, educación, refugiados y derechos de
las personas en detención. En otros foros multi-
laterales las iniciativas del país apuntan de mane-
ra creciente hacia el tema ambiental y su relación
con los derechos humanos (consúltese el capítu-
lo 4). En las Naciones Unidas se asumieron posi-
ciones en favor de la solución pacífica de conflic-
tos, el respeto de los derechos humanos, el
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CUADRO 5.30

Alianzas o apoyo multisectorial a las peticiones planteadas por los actores sociales. 2002

Total
Actores sociales Alianzasa/ Apoyob/ Sin alianza Absoluto Porcentaje de alianzas y apoyo 

o apoyoc/

Laborales
Sindicatos del Magisterio 1 7 8 12,5
Otros sindicatos 8 3 16 27 40,7
Trabajadores 24 24 0,0
Total actores laborales 9 3 47 59 20,3
Empresarial-productivo
Productores agrícolas 1 2 3 6 50,0
Medianos y grandes empresarios 3 5 8 37,5
Total actores empresariales y productivos 4 2 8 14 42,9
Comunal
Organizaciones comunales 1 8 27 36 25,0
Total actores comunales 1 8 27 36 25,0
Nuevos actores sociales
Grupos ambientalistas 1 1 2 4 50,0
Organizaciones de derechos humanos 1 1 0,0
Organizaciones de mujeres 3 3 100,0
Estudiantes 2 1 5 8 37,5
Usuarios de servicios públicos 1 2 3 6 50,0
Indígenas 1 1 2 50,0
Total nuevos actores 8 4 13 25 48,0
Otros 3 2 8 13 38,5
Total 25 19 102 146 30,1

a/ Alianzas: las acciones son producto de la unión de varios actores para efectuar un planteamiento común ante entidades públicas u otras organizaciones.

b/ Apoyo: un actor plantea una o varias peticiones o iniciativas y otros actores lo apoyan (respaldan).

c/ Sin alianzas o apoyo: no hay unión ni manifestaciones de apoyo a la o las peticiones de un actor.

Fuente: Franceschi, 2003, con base en registro de noticias de los periódicos La Nación y Extra, 2002.



en materia de derechos humanos. A juicio del Esta-
do costarricense, dado que todos los años se pre-
sentan acusaciones contra países que violan los de-
rechos humanos, es necesario que la ONU
desarrolle un sistema de indicadores sobre el cum-
plimiento en esta materia alrededor del mundo,
que evite la selectividad y la polarización excesiva
que se produce en las discusiones. Se pretende que
la Organización evolucione en la preparación de un
informe global sobre derechos humanos, parecido
al que publica el PNUD sobre el desarrollo huma-
no en el mundo. La iniciativa encontró eco en un
grupo de países que manifestaron su disposición de
acompañar a Costa Rica en este esfuerzo. En próxi-
mos informes se dará seguimiento a esta propuesta.

El segundo hecho en que Costa Rica tuvo un
papel protagónico, y el acontecimiento más so-
bresaliente del año 2002, fue la aprobación del
Protocolo Facultativo a la Convención contra la
Tortura, por la Asamblea General de la ONU,
una iniciativa que el país había impulsado por
más de veinte años y cuyo proceso de negocia-
ción en época reciente había sido liderado por
una jurista costarricense. El primer triunfo se
produjo en el seno de la Comisión de Derechos
Humanos, cuando Costa Rica sometió a votación
el texto del Protocolo y logró su aprobación. El
Protocolo, considerado un instrumento de dere-
chos humanos de tercera generación, promueve
una mayor efectividad del régimen internacional
que prohíbe y sanciona la práctica de la tortura y
plantea un enfoque más cooperativo entre países
en desarrollo y desarrollados33.

Destaca también en el 2002 la enfática defen-
sa del orden constitucional en Venezuela, y la
aplicación, por primera vez, de las disposiciones
de la Carta Democrática Interamericana. Al coin-
cidir la Cumbre de Presidentes del Grupo de Río,
en San José, con el golpe de Estado en dicho
país, le correspondió a Costa Rica, como anfi-
trión, liderar el rechazo al rompimiento del or-
den constitucional y la convocatoria de la OEA
para entrar a mediar en esa crisis. Estas acciones
contribuyeron a la restitución del orden consti-
tucional en Venezuela y originaron los esfuerzos
que aún realiza la OEA, para encontrar una sali-
da pacífica a la crisis política en esa nación. 

Un motivo de preocupación se presentó ante
la negativa presidencial de presentar a una costa-
rricense como candidata a jueza de la Corte
Penal Internacional, para cuya creación Costa Ri-
ca había realizado importantes contribuciones.
La presentación de candidaturas costarricenses
de alto prestigio es una forma indirecta de pro-
mover los valores nacionales en las instituciones

desarme y la vinculación entre democracia y de-
sarrollo. No obstante, en su primera intervención
ante este foro, la actual Administración no emitió,
como se dijo, criterios decididos sobre la paz en
Medio Oriente o sobre la inminente guerra en Irak,
a la luz de la Carta de la ONU32. Este fue un ante-
cedente a la polémica posición que meses después,
ya en el 2003, adoptó el país en esta materia.

En la Comisión de Derechos Humanos de la
ONU, cada año, Costa Rica toma posición con
respecto a más de 90 resoluciones que allí se pre-
sentan. En el 2002 votó a favor en la gran mayo-
ría de los casos en que se necesitó una votación
por no existir consenso, excepto cuando se trató
del conflicto en Medio Oriente, en torno al cual
el país tiende a abstenerse. Aquí Costa Rica cam-
bió la posición adoptada en el 2001, sobre la si-
tuación de los derechos humanos en los territo-
rios árabes ocupados, incluida Palestina. Una
resolución que se presenta todos los años con
respecto a la ocupación de Palestina, fue votada
afirmativamente en el 2002, en virtud de la preo-
cupación por el estado de los derechos humanos
de la población civil, ante la política antiterroris-
ta del Estado israelí. Además de los temas tradi-
cionales, se nota una tendencia de Costa Rica a
apoyar resoluciones sobre discriminación de mi-
norías, integridad física (tortura, ejecuciones, de-
tenciones arbitrarias, desapariciones forzadas y
pena capital), satisfacción de necesidades básicas
(derecho a la alimentación y extrema pobreza) y
funcionamiento de los mecanismos de protec-
ción de los derechos humanos. 

En las votaciones, Costa Rica por lo general
busca mantener equilibrios políticos. Por ejem-
plo, votó contra Cuba en la resolución sobre los
derechos humanos en la isla, pero apoyó otras
resoluciones planteadas por este país. Se abstuvo
en algunas resoluciones sobre Medio Oriente,
pero respaldó otras presentadas por la Conferen-
cia Islámica. En virtud de que ha realizado críti-
cas abiertas a los procedimientos que se utilizan
para decidir cuáles países y qué situaciones espe-
cíficas merecen una resolución de la Comisión,
Costa Rica tiende a no copatrocinar resoluciones
sobre países particulares. Sin embargo, hubo una
excepción: el copatrocinio de la resolución sobre
Cuba, aprobada en 2002.

En dos oportunidades Costa Rica asumió po-
siciones de liderazgo y procuró influir en la agen-
da de la ONU. La primera de ellas se dio cuando
planteó propuestas para mejorar el funcionamien-
to de la Comisión de Derechos Humanos, por
considerar inadecuada la selectividad que se utili-
za para sancionar a las naciones por su situación
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multilaterales. La negativa se dio a pesar del apo-
yo manifestado por diversas organizaciones y las
buenas posibilidades de éxito con que se conta-
ba. Finalmente la candidatura fue presentada por
Panamá y la jurista costarricense fue electa en el
2003, en la primera de dieciséis rondas de vota-
ción. Poco después fue nombrada como una de
las dos vicepresidentas del organismo. El Ministro
de Relaciones Exteriores debió comparecer ante la
Asamblea Legislativa para explicar esta y otras ac-
ciones en el ámbito internacional, que se encuen-
tran fuera del período de análisis de este Informe.

Promoción de los intereses nacionales:
protagonismo de los temas comerciales 
y polémica por acuerdo con Nicaragua

En 2002, el comercio exterior se convirtió en
el principal tema de la acción internacional del
Estado costarricense, pues confluyeron negocia-
ciones comerciales a nivel bilateral, centroameri-
cano y extrarregional, de importancia estratégica
para el país. A diferencia de los asuntos relacio-
nados con la promoción de la paz y la democra-
cia, que competen a la Cancillería, las negociacio-
nes comerciales han sido dirigidas, desde años
atrás, por el Ministerio de Comercio Exterior. El
otro tópico relevante en el ámbito de la protección
de los intereses nacionales fue la política bilateral
con Nicaragua; en el 2002, el logro de un acuerdo
binacional permitió disminuir las tensiones en tor-
no a los derechos limítrofes sobre el río San Juan.

Múltiples negociaciones 
comerciales generan un fuerte activismo

A partir del relanzamiento del proceso de inte-
gración centroamericana, en 1991, el país partici-
pa en la negociación de acuerdos regionales. A es-
ta persistente actividad se suman las negociaciones
de libre comercio con Panamá (para ampliación de
acuerdos), Trinidad y Tobago y el CARICOM. En el
2002 entraron en vigor los tratados con Canadá,
Chile y República Dominicana. Adicionalmente se
trabajaron los temas de la agenda ampliada, las ne-
gociaciones en el marco de la futura Área de Libre
Comercio de las Américas (ALCA), los esfuerzos
para lograr un acuerdo de asociación con la Unión
Europea y la preparación para una nueva ronda de
negociaciones dentro del sistema multilateral de
comercio de la OMC. 

Sin duda, el acontecimiento de mayor impac-
to fue el anuncio de las negociaciones para un
tratado de libre comercio entre Centroamérica y
Estados Unidos. A pesar de que el proceso no

inició formalmente sino hasta el 2003 (y será
examinado en el Décimo Informe), la inminencia
de las negociaciones motivó un renovado dina-
mismo en la agenda centroamericana de integra-
ción, que alcanzó niveles nunca vistos después
de su relanzamiento en 1991, pero con un fuer-
te énfasis en los aspectos comerciales. Esto influ-
yó significativamente en la definición de posicio-
nes costarricenses, sobre todo en materia de
integración regional (con una nueva postura
frente a la unión aduanera) y en las relaciones bi-
laterales con Nicaragua, país con el que se acor-
dó un aplazamiento temporal del diferendo so-
bre el río San Juan, como se verá más adelante. 

Como otras naciones del área, el gobierno
costarricense ha enfrentado procesos de negocia-
ción complejos y simultáneos en tres ámbitos:
con actores extrarregionales, con otros países
centroamericanos y con actores políticos y eco-
nómicos internos. En cada ámbito múltiples ac-
tores con agendas particulares tratan de incidir
en la conducción del proceso, con demandas que
no siempre coinciden (Proyecto Estado de la Re-
gión-PNUD, 2003). El gobierno ha debido arti-
cular sus posiciones a través de la generación de
los equilibrios internos que mejor reflejen los in-
tereses nacionales en juego y que, a la vez, le per-
mitan un margen de maniobra suficientemente
amplio en el proceso negociador. Además, el
anuncio de las conversaciones con Estados Uni-
dos generó una movilización de actores y secto-
res interesados en incidir sobre el proceso, en
virtud de lo cual las autoridades han debido pre-
pararse para las negociaciones de un modo dife-
rente a como lo habían hecho en ocasiones ante-
riores, cuando tenían mayores márgenes de
discrecionalidad. 

Como se señaló en el Octavo Informe, la ini-
ciativa de los Estados Unidos, de negociar un tra-
tado de libre comercio con Centroamérica en su
conjunto (y no con cada país por separado) dio
un nuevo impulso a la integración regional (véa-
se también Proyecto Estado de la Región-PNUD,
2003). Influida por esta situación, en la política
costarricense frente a Centroamérica durante el
2002 se registró tanto una labor de seguimiento
a las propuestas de la anterior Administración,
plasmadas en el Plan de Acción para la Reactiva-
ción de la Integración Centroamericana (presen-
tado por el expresidente Rodríguez en 2001), co-
mo una serie de decisiones que podrían denotar
un nuevo enfoque de la agenda regional. 

En este año se vieron los primeros frutos del
citado Plan de Acción. Los presidentes centroa-
mericanos aprobaron una reforma legal para
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país impulsó posiciones propias de naciones en de-
sarrollo pequeñas y agroexportadoras, con especial
interés en obtener avances concretos en materia de
agricultura, textiles y reglas de competencia. Ade-
más participó activamente en los trabajos del “Gru-
po Cairns”, que procura generar acuerdos para la
eliminación de las distorsiones que afectan el co-
mercio agrícola. En este contexto el país ha enfatiza-
do la urgencia de que, en las negociaciones de la
agenda de Doha, se avance en tres pilares funda-
mentales: eliminación de subsidios agrícolas a la ex-
portación, eliminación de ayudas domésticas y acce-
so a mercados de los países desarrollados para los
productores de países en desarrollo. Finalmente, las
posiciones costarricenses en materia de propiedad
intelectual se orientan a lograr que los criterios de
salud pública sean considerados en el diseño e im-
plementación de las normas de la OMC.

Defensa de intereses económicos 
nacionales con buenos resultados 

En materia de promoción de los intereses eco-
nómicos se lograron varios éxitos y se hizo una de-
fensa oportuna del Estado costarricense. En el ám-
bito comercial el país obtuvo una prórroga del
Comité de Subvenciones y Medidas Compensato-
rias de la OMC para su régimen de zonas francas,
para lo cual debió someterse a un proceso de trans-
parencia y un examen de sus programas. 

En cuanto a los litigios comerciales sobre nor-
mas de la OMC o la aplicación de tratados vigen-
tes, Costa Rica logró resolver dos diferendos, uno
con México, relacionado con las exportaciones de
leche fluida a ese país, y otro con Honduras, refe-
rente a la exportación de carne de pollo costarri-
cense a ese mercado. También se inició la defensa
del país en el litigio planteado por Estados Unidos
ante la OMC, por las medidas arancelarias impues-
tas por Costa Rica al arroz estadounidense. 

Controversial defensa de intereses 
nacionales en las relaciones bilaterales con Nicaragua

En la defensa de los intereses y derechos del país
ante el diferendo por la navegación costarricense en
el río San Juan y las exploraciones petroleras de Ni-
caragua, en el 2002 se produjeron resultados que
causaron una fuerte polémica pública. En el primer
tema, el Informe ha venido reportando la evolución
del diferendo que mantienen Costa Rica y Nicara-
gua, por la prohibición que estableció este último
país en 1998, para la navegación de policías costa-
rricenses con sus armas de reglamento, por el río
San Juan. En el 2001 a esta diferencia se agregó el

crear un mecanismo para la solución de contro-
versias comerciales, así como un tratado de ser-
vicios e inversiones, propuestas en las que Costa
Rica había trabajado por tres años. De igual ma-
nera, los mandatarios retomaron el objetivo de
formar una unión aduanera y, en tal sentido,
aprobaron un plan de acción con metas específi-
cas e instrumentos para potenciarlas36. La ante-
rior Administración, hacia el final de su gestión,
mostró cautela en cuanto a asumir compromisos
sobre la calendarización de la unión aduanera;
posteriormente, en cambio, el presidente Pache-
co anunció el apego de su gobierno a las metas
propuestas para este esquema regional.

En el plano multilateral comercial Costa Rica
también mostró un notable activismo. En el marco
del proceso de preparación de la Quinta Conferen-
cia Ministerial (setiembre de 2003) de la nueva ron-
da de negociaciones comerciales multilaterales37, el
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RECUADRO 5.6

El Ministerio de Comercio Exterior organizó la fase preparatoria de las negociaciones
de libre comercio entre Centroamérica y Estados Unidos basado en la apreciación de
que el proceso debía ser precedido y acompañado por mecanismos y procedimientos
formales de información, participación y consulta, a fin de asegurar la articulación de
la posición nacional (Sánchez, 2003). Se establecieron mecanismos en tres niveles: con-
sulta y diálogo, instancias de diálogo y consulta para la definición de la posición nacio-
nal, y participación permanente en las negociaciones (bajo la modalidad conocida co-
mo “cuarto adjunto”). En el segundo nivel destacan las instancias de coordinación
Poder Ejecutivo-Poder Legislativo34 y el proceso formal de consulta con los sectores pa-
ra aspectos normativos y condiciones de acceso a los mercados.

Aunque las autoridades manifiestan que muchos de estos mecanismos fueron
utilizados para la negociación con Canadá, en el presente caso se han visto presio-
nadas a ampliar los espacios de información, consulta y participación, así como a
adoptar instrumentos de transparencia con pocos o ningún precedente. No obstan-
te, defienden la necesidad de un margen de discreción en las negociaciones y con-
sideran que el proceso es suficientemente transparente, consultivo y participativo.
Por su parte, las organizaciones sociales exigen que toda la información se haga pú-
blica y señalan que debe haber más participación y transparencia. El sector empre-
sarial, que ha mostrado una gran capacidad para articular posiciones tendientes a
incidir en procesos de elaboración de políticas (Sánchez, 2003)35, en general ha apo-
yado la negociación y ha utilizado los canales gubernamentales para presentar sus
propuestas y demandas. En este aspecto no se han dado alianzas de empresarios
con otros sectores. Por su parte, sindicatos, cooperativas, organizaciones ambienta-
listas e indígenas, entre otros, han promovido acciones colectivas para solicitar par-
ticipación y mayor información, pero a la vez han participado en los espacios forma-
les que han abierto las autoridades. El sector académico también participa,
mediante el auspicio al foro Diálogo Ciudadano Intersectorial.

Fuente: Elaboración propia, con base en Sánchez, 2003.

Articulación interna de las posiciones
costarricenses ante el TLC con Estados Unidos



aumento de la tarifa que cobran los nicaragüeses a
las embarcaciones civiles costarricenses que
transitan por el río. El desacuerdo llegó a un punto
muerto en las negociaciones directas, razón que mo-
tivó al Canciller de ese momento a recomendar que
el país recurriera a la Corte Internacional de Justicia,
como única y última vía disponible para defender
los derechos costarricenses, estipulados en instru-
mentos jurídicos y apoyados por la costumbre. 

Después de cuatro años de negociaciones bi-
laterales, en el 2002 el diferendo llegó a un pun-
to crucial para el logro de una solución. Centroa-
mérica vivía una nueva faceta en su integración
económica, de cara a la preparación de las nego-
ciaciones para el tratado de libre comercio con
los Estados Unidos. Nicaragua rechazó una últi-
ma propuesta costarricense, a través de la media-
ción o arbitraje de España, en un momento muy
delicado para el gobierno de ese país: se encon-
traba en marcha el proceso de desafuero del ex-
presidente Alemán -quien había utilizado la “car-
ta costarricense” como argumento nacionalista-
para enjuiciarlo por delitos de corrupción. Ade-
más, otros factores complicaban el panorama: 

■ En octubre de 2001 el entonces presidente
presentó una reserva parcial a la aceptación de
Nicaragua de la competencia de la Corte Inter-
nacional de Justicia, para excluir toda contro-
versia sobre instrumentos anteriores a 1910.
Esta limitación fue rechazada por Costa Rica
en su oportunidad, pero ejercía una presión en
virtud de que el tiempo podía consolidar el
desconocimiento de la competencia de la Cor-
te para dirimir el conflicto, con fundamento en
los instrumentos jurídicos que rigen la relación
fronteriza. El país tenía un plazo prudencial, de
alrededor de un año, para plantear el litigio. De
lo contrario, se podía consolidar la reserva plan-
teada por Nicaragua y dejar la materia fuera de la
competencia de la Corte de La Haya, con lo cual
Costa Rica no tendría acceso a la vía judicial. El
litigio ante la Corte Internacional de Justicia tenía
un alto costo económico para el Estado.

■ En varias oportunidades se había amenazado a
Costa Rica de que la interposición de la de-
manda ante la Corte Internacional de Justicia
acarreraria la imposición de un arancel del
35% a las exportaciones costarricenses a Nica-
ragua, tal como se había hecho con Honduras.

Ante esta situación, el gobierno optó por no
acudir a la vía judicial y procedió a reiniciar nego-
ciaciones directas, que culminaron con la firma de

la “Declaración de Alajuela sobre el río San Juan”,
que no resolvió definitivamente las causas del
diferendo, sino que lo “congeló” por un plazo de
tres años. Según la posición oficial, el acuerdo pre-
tendía “suspender la urgencia de que Costa Rica
presentara la demanda, sin que el país viera afecta-
dos sus derechos, creando a la vez un clima de dis-
tensión conducente no sólo a mejores relaciones
entre ambas naciones, sino también a una búsque-
da más desapasionada de soluciones permanentes”
(Ministerio de Relaciones Exteriores, 2003).

Este acuerdo dividió a la opinión pública cos-
tarricense. Un sector lo calificó como positivo, por-
que logró un ambiente más distendido y propicio
para las negociaciones comerciales y porque daría
lugar a la eliminación de los cobros a los costarri-
cense vecinos de la zona. Otro sector, dentro del
cual destacan tres excancilleres de la República,
consideró que el acuerdo no resolvió la médula
del conflicto, que persistía la prohibición de na-
vegar para los policías costarricenses, así como
los cobros por el tránsito, y que se erosionó la
posibilidad de que Costa Rica, eventualmente,
acudiera a una vía judicial. El Ministro de Rela-
ciones Exteriores debió comparecer ante la
Asamblea Legislativa para explicar los alcances
de este acuerdo. El Informe presenta, al final de
este capítulo, un “miniforo” en el que se resumen
ambas corrientes de pensamiento.

Por último, cabe señalar la demora del go-
bierno costarricense para protestar por la publi-
cación que realizó el gobierno de Nicaragua, de
una licitación sobre exploraciones petroleras ma-
rítimas, de acuerdo con un mapa que incluía
partes del mar territorial y la zona económica ex-
clusiva que Costa Rica considera suyas38, y así se
ha notificado a la Oficina de Derecho del Mar de
las Naciones Unidas. Los otros países afectados
protestaron de inmediato (Colombia y Hondu-
ras, por ejemplo), en tanto que Costa Rica espe-
ró casi dos meses para hacerlo. A raíz del inci-
dente, los dos gobiernos acordaron iniciar un
proceso de negociación de la delimitación marí-
tima, pero Nicaragua reiteró la publicación a ini-
cios del 2003, lo cual ocasionó una nueva
protesta costarricense. 

Costa Rica cumple 
compromisos internacionales,
pero carece de sistemas de seguimiento

En el 2002 se confirmaron los hallazgos del
Octavo Informe en cuanto al esfuerzo del país
por mantenerse al día en los informes obligato-
rios ante los órganos de vigilancia de los tratados
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ni se da seguimiento a los compromisos asumidos
en las cumbres mundiales, excepto en aquellos ca-
sos en que hay una institución responsable, como
el Instituto de las Mujeres, el PANI o el MINAE.

En materia de legislación, con respecto al
2001 bajó el número de instrumentos ratifica-
dos. Además, en el 2002 fue notorio el cambio
en la agenda de Costa Rica en esta materia. El
Octavo Informe documentó la tendencia a ratifi-
car compromisos, sobre todo en el área de dere-
chos humanos; en el año analizado el énfasis es-
tuvo, más bien, en la agenda de lucha contra el
terrorismo. Costa Rica se puso al día en la vigen-
cia de instrumentos internacionales y regionales
que constituyen un régimen internacional para la
lucha contra el terrorismo, cumpliendo así con
un mandato del Consejo de Seguridad de las
Naciones Unidas.

sobre derechos humanos. En efecto, Costa Rica
ratifica instrumentos jurídicos y responde opor-
tunamente los informes y querellas planteadas
contra el Estado. No obstante, en esta materia
también se identificaron rezagos importantes. 

El país carece de un ente rector así reconoci-
do que coordine las políticas relativas a derechos
humanos en la administración activa y en el se-
guimiento a los compromisos. Por ejemplo, no
se cuenta con un Plan Nacional de Derechos Hu-
manos, compromiso adquirido desde 1993 en la
Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos,
a pesar de que Costa Rica es un líder reconocido
en esta temática y no existe discusión interna sobre
el grado de incorporación del enfoque de los dere-
chos en el Plan Nacional de Desarrollo. Tampoco
existe un mecanismo formal para dar seguimiento a
las recomendaciones que se reciben de los comités
de vigilancia de los tratados de derechos humanos,
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RECUADRO 5.7

Un aspecto relevante para el Informe es si la represen-
tación del Estado costarricense en el exterior se rige, co-
mo lo establece la legislación, por reglas competitivas y
sujetas al escrutinio público, si la estabilidad laboral de
las personas nombradas está ligada a su buen desempe-
ño, y si están sometidas a procesos de evaluación. En sín-
tesis, se debe dilucidar si el Servicio Exterior se rige por el
sistema de mérito, que es la base del empleo público en
un Estado democrático de derecho.

En 1965 los legisladores establecieron un régimen
de mérito en el Estatuto del Servicio Exterior, según el
cual solamente los embajadores jefes de misión están
sometidos a un proceso diferente de comprobación de
idoneidad, que la Constitución le encarga al Consejo
de Gobierno. No obstante, a diferencia de lo sucedido
en otros países, el legislador permitió que este régimen
siguiera conviviendo con el sistema de confianza políti-
ca y no impuso un límite cuantitativo a la potestad de
la Administración para el nombramiento de personal de
confianza política. Por esta razón, desde entonces, las

administraciones utilizaron el portillo de la ley para nom-
brar personal de confianza, no como excepción, sino co-
mo regla.

Sin embargo, el voto 2535-S-97 de la Sala Constitu-
cional obligó a la Administración, en 1996, a organizar
concursos de oposición para el ingreso a la carrera di-
plomática. Desde entonces se han realizado cuatro
concursos, y entre 1998 y 2002 se duplicó el número
de funcionarios de carrera en servicio activo. Pese a ese
avance, a diciembre de 2002 solamente el 38% de las
personas que representan a Costa Rica en el exterior
era de carrera diplomática; el 62% restante había sido
nombrado por la vía de la excepción contemplada en el
Estatuto del Servicio Exterior. En el 2002 debieron pre-
supuestarse alrededor de 4,5 millones de dólares para
cambiar funcionarios de confianza por otros nuevos
(1.750 millones de colones al tipo de cambio vigente).

Fuente: Ley de Presupuesto Ordinario de la República,
2002.

La representación de mérito en el servicio exterior de Costa Rica
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MINIFORO

La navegación por el río San Juan 
y la Declaración de Alajuela, 2002

¿Quedaron protegidos por el acuerdo entre 
Costa Rica y Nicaragua los intereses costarricenses 
que se encontraban en juego?

Lic. Roberto Tovar Faja
Ministro de Relaciones Exteriores y Culto.

Absolutamente sí. La Declaración de Alajuela tiene la
virtud de que suspende por tres años la entrada en
vigencia de los posibles efectos de la reserva parcial hecha
por Nicaragua a la competencia de la Corte Internacional
de Justicia, con lo que se libera a Costa Rica de la presión
presentada por dicha reserva. En el tanto que la
Declaración estipula claramente que ninguno de los dos
países renuncia a las posiciones o derechos que considera
tener en virtud del derecho internacional, los intereses
costarricenses ligados a la navegación en el río San Juan
no se ven afectados. Un clima de distensión permite la
búsqueda desapasionada de soluciones permanentes.

Los intereses costarricenses en ese momento
giraban en torno a varios ejes principales. Uno era el
contexto de integración centroamericana que había
cobrado renovada importancia a raíz del Plan Puebla-
Panamá, los esfuerzos para lograr un Acuerdo de
Asociación entre Centroamérica y la Unión Europea
con miras a un futuro tratado de libre comercio (TLC)
y, particularmente, las negociaciones de un TLC con
los Estados Unidos de América que estaban en
vísperas de iniciarse. Evidentemente un clima de
tensión y confrontación entre Costa Rica y Nicaragua
no favorecía los intereses de Costa Rica y del resto de
países centroamericanos de cara a estos procesos.

Dr. Rodolfo Cerdas Cruz
Abogado y analista político

No. El Gobierno expresa y públicamente renunció a nuestro
derecho de acudir a la Corte Internacional de Justicia de La
Haya, a reclamar contra la violación a los tratados, laudos y
sentencias vigentes entre ambos países. El transcurso del
tiempo perjudica, primero que nada, a Costa Rica, tanto
procesal como jurídicamente. Como es bien sabido, el no
reclamar oportunamente y permitir que el tiempo transcurra,
puede convalidar, según el derecho internacional público,
dichas imposiciones, convertirlas en derecho y nulificar la libre
navegación que nos corresponde, consolidando como
legítimas, por la inacción nuestra, las violaciones a los tratados
y al laudo que rigen la materia.

Sí. Dialoguemos, pero si en algo ha habido diálogo
ha sido en este asunto. Desde el inicio lo hubo: ante la
OEA, en el Consejo y con el secretario general Gaviria,
entre los ministros y entre los presidentes. Por eso
extraña que el actual Gobierno haya optado por seguir
en un inoperante y estéril diálogo y renuncie, de
entrada, y a cambio absolutamente de nada, a ir a la
Corte Internacional de Justicia de La Haya, la única
fuente de presión que tiene Costa Rica para lograr que
cualquier diálogo pueda conducir a alguna parte. Por
eso la posición de Costa Rica hoy es peor que la de
ayer; porque, si al final de este inútil y largo rosario de
diálogos no se llega a una solución satisfactoria, el país
habrá visto minada su posición jurídica.

¿Se logran los propósitos pretendidos con este acuerdos?

Absolutamente sí. Es pública y notoria la armonía
actual en las relaciones entre Costa Rica y Nicaragua.
Este nuevo clima ha permitido que nuestros países
avancen, conjuntamente con los otros pueblos
centroamericanos, en el proceso de negociación del
TLC con los Estados Unidos de América. Costa Rica
y Nicaragua han dado pasos fundamentales en su
desarrollo conjunto. El pasado 16 de febrero de 

No. En primer lugar, tanto el Gobierno como el
Ejército nicas continúan cuestionando de manera
brutal, mediante acciones y declaraciones que no
pueden ser ignoradas, el derecho que tiene Costa
Rica -no los policías- de que sus guardias naveguen
con armas de reglamento en el San Juan. Pero,
además, dichas autoridades siguen cuestionando el
derecho mismo de libre navegación de nuestro país,
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Lic. Roberto Tovar Faja
Ministro de Relaciones Exteriores y Culto.

2003, en San Juan del Sur, Nicaragua, ambos
cancilleres firmamos la “Estrategia para el Desarrollo
de las Zonas Fronterizas”, que incluye la creación de
un Fondo Especial de Desarrollo Fronterizo, el cual
será administrado mediante un fideicomiso en el
Banco Centroamericano de Integración Económica.
Todas estas acciones dan claro testimonio de que la
Declaración de Alajuela surtió los efectos esperados.
Gracias a estas medidas, Costa Rica y Nicaragua se
encuentran en una nueva fase de integración que
redundará en un mejor futuro para toda la región.

Dr. Rodolfo Cerdas Cruz
Abogado y analista político

por el hecho de que están cobrando una ilegal pero
obligatoria tasa por el zarpe de cualquier nave y,
además, un peaje por navegar en el río, cuyos montos
son fijados arbitrariamente por esas autoridades.
Recientemente elevaron el cobro por navegar en el
río a $5 por tarjeta de turismo, $2 por entrar y $2 por
salir. Por cierto, como anécdota, mientras que por
zarpar cobran siete dólares, ¡el recibo que entregan
es únicamente por dos!). Segundo, si bien debemos
impulsar iniciativas en torno al desarrollo fronterizo,
fortaleciendo la presencia de nuestras instituciones
estatales en toda la zona norte, no hay que
engañarse creyendo que con ello nuestros problemas
terminarán. Existe un propósito de privar a Costa Rica
de sus derechos y de restringir aún más lo que por
tratados, laudo y resoluciones nos corresponde.
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Notas

1 La efectividad de la política exterior se medirá a través de tres ejes: la

promoción de valores y temas en la agenda global, la protección y promo-

ción de los intereses nacionales y el cumplimiento de los compromisos in-

ternacionales asumidos por el país.

2 El estudio de la contribución de la democracia al desarrollo humano es

un tema complejo. Para algunos autores, la democracia es per se desarro-

llo humano: es un bien público cuya existencia amplía las capacidades y li-

bertades de las personas (Sen, 1999). Para otros autores, la relación entre

democracia y desarrollo humano es de carácter empírico y no conceptual.

En este sentido, la democracia puede (pero no necesariamente lo hace)

contribuir al desarrollo humano; además, distintas democracias pueden

contribuir de distinta manera (lo mismo que una democracia a lo largo del

tiempo). El Informe no pretende zanjar esta cuestión, aunque procura com-

plementar ambos enfoques. En efecto, el cumplimiento de los requisitos

mínimos de una democracia es, per se, una dimensión del desarrollo huma-

no, pero la contribución específica que ésta realiza, una vez alcanzado es-

te mínimo, se valora de acuerdo con las aspiraciones planteadas.

3 Según O’Donnell, la concepción del ser humano como agente se refiere a

una persona que está normalmente dotada de razón práctica y de autono-

mía suficiente para decidir qué tipo de vida quiere vivir, que tiene capacidad

cognitiva para detectar razonablemente las opciones que se encuentran a

su disposición y que se siente -y es interpretado por los demás- como res-

ponsable por los cursos de acción que elige (O’Donnell et al, 2003).

4 Una semana después de haberse cerrado el período para la presenta-

ción de su primer reporte financiero a las autoridades electorales, única-

mente 7 de 34 partidos inscritos y 65 de 377 candidatos a alcalde habían

proporcionado la información respectiva (Herrera, 2002b).

5 El Infome realiza este análisis con cuatro indicadores: partidos políticos

participantes, partido político ganador, el indicador de cantones baluarte,

y el indicador de control electoral partidario. El indicador de partidos po-

líticos participantes refiere al número de agrupaciones inscritas ante el

TSE y que se encontraban habilitadas para participar en las elecciones. El

partido político ganador es la agrupación política que obtuvo la mayor

cantidad de votos. Un cantón baluarte es aquel donde un partido político

ha ganado en dos o más ocasiones sucesivas las elecciones para regido-

res y, además, triunfó en las elecciones de alcalde. Finalmente, el control

electoral partidario mide la proporción del voto que los partidos tradicio-

nales (PLN y PUSC) captan; se calcula de la siguiente manera: primero, los

partidos políticos se clasifican en dos bloques: en uno, el bloque tradicio-

nal, se agrupan el PLN y el PUSC y, en el otro, el bloque emergente, los de-

más partidos (nacionales, provinciales y cantonales), luego se examina los

resultados de las elecciones para regidores y alcaldes, a fin de determinar

la proporción de votos captados por el primer bloque, y se clasifica cada

municipio de acuerdo con la escala indicada en el mapa 5.1.

6 Para realizar la encuesta se seleccionó una muestra de 511 personas de

ambos sexos, mayores de 18 años, residentes en viviendas particulares

con teléfono, dentro del territorio nacional.

7 Por ser este un informe sobre el año 2002, el presente capítulo no inclu-

ye en el análisis los acontecimientos ocurridos en el 2003, excepto como

referencia general.

8 El subsidio público en Costa Rica es de naturaleza puramente electoral

y su alcance está limitado a los comicios nacionales. Quedan fuera de su

cobertura tanto los procesos internos de las agrupaciones para escoger

candidatos presidenciales y a diputados, como las elecciones municipales,

recientemente separadas de las votaciones nacionales.

9 Producto de estos controles mejorados, la Controlaría General de la Re-

pública rechaza una parte importante de los gastos presentados por los

partidos políticos para ser cubiertos por el subsidio público (Proyecto Es-

tado de la Nación, 2001; Casas, 2003).

10 El Tesorero del PUSC, calculó el costo total de la campaña de ese

partido en un monto de 3.200 y 3.400 millones de colones. El partido li-

quidó 2.874 millones de colones ante la CGR, el grueso de los cuales se

derivó de gastos realizados antes de la primera ronda presidencial. Esta

información es consistente con otras que sugieren que la campaña del

PUSC para la segunda ronda consumió unos 500 millones de colones (Vi-

llalobos, 2002a y 2002b; Herrera, 2002a y 2003).

11 Esta tendencia es especialmente preocupante, porque los subsidios estata-

les se establecieron precisamente como mecanismo para garantizar la mayor

independencia posible de las autoridades nacionales con respecto a los intere-

ses particulares. En los últimos años, el debate público ha girado en torno al

monto que el Estado asigna a las campañas electorales. Para el proceso elec-

toral del 2001-2002, la Asamblea Legislativa efectuó una reforma temporal pa-

ra reducir el monto del producto interno que se asignaría como subsidio esta-

tal al gasto electoral. Paralelamente, el sistema político ha ido adoptando

fórmulas de mayor participación ciudadana en los procesos de elecciones in-

ternas de los partidos políticos, lo cual tiende a incrementar la cantidad de re-

cursos que se deben dedicar a los procesos electorales nacionales.

12 Ya en 1956, tras revisar las cuentas electorales sometidas por los par-

tidos, la CGR ordenó el reintegro de casi 2 millones de colones indebida-

mente gastados por estos (información detallada sobre este tema puede

encontrarse en el Diario de Costa Rica del 5 de diciembre de 1956, La Na-

ción del 12 de mayo de 1971 y, más recientemente, en las ediciones del

10 de enero de 1991 y el 22 de octubre de 1998, del periódico La Nación).

13 En el 2003 se crearon subsedes en Cartago, Heredia, Alajuela y el Com-

plejo de Ciencias Forenses en San Joaquín de Flores; además está previs-

ta la apertura de nuevas subsedes en los años venideros.

14 La duración de los casos es el indicador que el Informe emplea para ana-

lizar el tema de la justicia pronta. En las diferentes materias que trata el Po-

der Judicial, hay que diferenciar aquellas cuya resolución se define por “ges-

tión de oficina” -tales como las materias penal y laboral, en las que existen

plazos previamente fijados- de aquellas materias que son de “gestión de par-

te” -tales como la civil y la agraria- cuya duración depende de la acción de las

partes. El Informe valora la información de los casos de gestión de oficina en

materia laboral y penal, así como la duración de los juicios en las salas.
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en la identificación de la posición o situación relativa de los distritos y

cantones con respecto al valor del indicador que resume un conjunto de

variables o indicadores que representan tres dimensiones del desarrollo

social: educación, salud y vivienda. Para el análisis de la situación de los

distritos y cantones se formaron cinco grupos a partir del procedimiento

K-medias, el cual permite identificar grupos relativamente homogéneos

con respecto a la característica seleccionada, en este caso el valor del IRS.

El número de grupos es arbitrario; se escogieron cinco grupos, a los cua-

les se les asignó la etiqueta de “muy alto”, “alto”, “medio”, “bajo” y

“muy bajo” rezago, en función del valor del IRS (González, 2002).

24 La Nación. “Borucas y el ICE”. Síntesis nacional. 10 de febrero de 2002.

La Nación. “Talamanca definirá sus prioridades”. 24 de mayo de 2002.

Diario Extra. “Indígenas claman por ayuda en Talamanca”, 28 de mayo de

2002.

25 La Nación. “Piden precisar avances en el caso Parmenio”, 9 de febrero

de 2002. La Nación. “Recordarán muerte de Parmenio”, 6 de julio de 2002.

26 Diario Extra. “Piden repudio a los actos de Israel”, 6 de abril de 2002.

27 Se logró la conformación de una instancia pública de toma de decisio-

nes en materia agropecuaria, a nivel interinstitucional, denominada: “Fo-

ro mixto organizaciones-Gobierno para la toma de decisiones que facili-

ten la negociación conjunta de las demandas de los pequeños y medianos

productores organizados y la oferta de servicios de las instituciones públi-

cas, tanto para enfrentar problemas internos, como para encarar los desa-

fíos de la apertura comercial”. Fue constituida mediante el decreto ejecu-

tivo 31170, del 15 de mayo de 2003.

28 En el Octavo Informe se incluyó, por primera vez, un análisis de dos

áreas relevantes de la política exterior en el año 2001: la política en ma-

teria de promoción de los derechos humanos y la política hacia Centroa-

mérica. Se pretende en este Informe generar variables que permitan rea-

lizar un seguimiento permanente sobre la acción internacional de Costa

Rica. Para esta primera propuesta de sistematización se han elegido cua-

tro variables que componen la médula de la acción internacional de un

país y que permiten la medición de la política exterior, según las aspira-

ciones máximas y mínimas, que también han sido reelaboradas para este

Informe. Estas variables están ordenadas de manera decreciente, según el

nivel de compromiso y de recursos que dedique el Estado para el efecto.

En primera instancia se evalúan la promoción de valores y temas en la

agenda global, acordes con la vivencia democrática. Pero la política exte-

rior de un país no se trata solamente de promover temas o valores, sino

también de promover los intereses nacionales en el mundo, expresados en

términos de la necesidad de supervivencia del Estado y del progreso ma-

terial de su población. Otro aspecto por valorar es si Costa Rica contribu-

ye con la gobernabilidad global, mediante el cumplimiento de sus com-

promisos internacionales: si ratifica los instrumentos jurídicos

internacionales en un tiempo prudencial, si adapta la conducta del Esta-

do a los compromisos adquiridos, a través de legislación y políticas públi-

cas, si acata las recomendaciones emanadas de órganos competentes del

sistema multilateral y si informa oportunamente a dichos órganos compe-

tentes sobre el avance en el cumplimiento de compromisos.

15 En 1981 el propio gobierno costarricense solicitó la intervención de la

Corte Interamericana en el caso de Viviana Gallardo, quien fue asesinada

en la cárcel por un policía. Pero la Corte se declaró incompetente, en vir-

tud de que no se había agotado el proceso previo que debe realizarse

frente a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

16 Debe recordarse que, en el sistema interamericano, muchos de los casos

planteados se relacionan con desapariciones forzadas, o violaciones directas

por parte de la administración activa, en materia de integridad personal.

17 A este tipo de mecanismos se les caracteriza como mecanismos cuasi-

contenciosos. Entre ellos se encuentran los procedimientos de quejas in-

dividuales ante los órganos de vigilancia de tratados de derechos huma-

nos de las Naciones Unidas, que reciben quejas de personas u

organizaciones, como el Comité de Derechos Humanos, el Comité contra

la Tortura, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial y el

Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, entre

otros. En el mismo nivel se encuentran los mecanismos especializados de

conocimiento de reclamaciones de los comités (Comité de Libertad Sindi-

cal cuando se trate de esa materia) del Consejo de Administración de la

OIT (artículos 24 y 25 de la Constitución de la organización).

18 Se refiere, por ejemplo, a la visita de relatores o enviados especiales

que investigan sobre la situación de derechos humanos en aspectos par-

ticulares, tales como migraciones, discriminación religiosa, nuevas formas

de discriminación e intolerancia, y que, para realizar su trabajo, requieren

libertad para reunirse con diferentes actores y recopilar información obje-

tiva e independiente.

19 El promedio de leyes aprobadas en el período 1999-2001 fue de 123

por año, y en el 2002 cayó a la mitad.

20 Sobre estas dos instituciones del Poder Ejecutivo descansa la evalua-

ción de resultados de toda la Administración Pública.

21 En todas las sesiones realizadas por esta Comisión en 2002 debieron

comparecer funcionarios públicos para rendir cuentas sobre el uso de recur-

sos asignados a su institución, o responder a cuestionamientos sobre su-

puestas anomalías. La Comisión también dedicó un tiempo importante a la

discusión de la liquidación del Presupuesto Ordinario del año anterior (2001).

22 El Informe sobre Desarrollo Humano del PNUD correspondiente a 1994

desarrolló el concepto de seguridad humana, en referencia a las condicio-

nes que deben existir en las sociedades para que las personas puedan vi-

vir libres del miedo y de la necesidad y, por lo tanto, puedan desarrollar

sus capacidades. El concepto plantea que la inseguridad ciudadana es un

factor que atenta directamente contra el ejercicio de las capacidades y de

las libertades de las personas.

23 El índice de rezago social (IRS) se calcula con información del Censo de

Población y Vivienda del 2000 e información adicional de otras fuentes. La

metodología utilizada es la misma que se usó para el índice de desarrollo

social, definido y calculado por MIDEPLAN en 1987. El IRS está definido

en términos de carencias y tiene el objetivo de identificar las zonas o

áreas geográficas del país socialmente más rezagadas. Su cálculo se basa
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29 La promoción de la democracia, los derechos humanos, la paz, el de-

sarme y la solución pacífica de controversias.

30 La Cancillería costarricense es la única que no asiste a las reuniones

del proceso de negociación del TLC entre Centroamérica y los Estados Uni-

dos, incluyendo al propio Departamento de Estado de la nación norteame-

ricana, que forma parte de las delegaciones estadounidenses.

31 La propuesta costarricense, presentada en la Asamblea General de la

OEA que tuvo sede en San José en el 2001, se basó en tres pilares: el fun-

cionamiento permanente de los órganos, para lo cual es indispensable

mejorar la asignación de recursos (la propuesta costarricense inicial fue

que se asignara el 10% del Fondo Regular de la OEA para la operación del

Sistema de Derechos Humanos), el seguimiento a las recomendaciones y

resoluciones que emiten los órganos del Sistema y la negociación de un

protocolo que dé a las víctimas acceso directo a la Corte Interamericana

de Derechos Humanos.

32 Según discurso pronunciado por el Ministro de Relaciones Exteriores y

Culto ante la Asamblea General de Naciones Unidas, en setiembre de 2002.

33 Este Protocolo se deriva de la Convención Internacional contra la Tor-

tura y desarrolla mecanismos para su mejor implementación. Crea un sub-

comité internacional con potestad para visitar los lugares de detención en

los países parte y hacer recomendaciones a las autoridades nacionales.

También crea un mecanismo nacional de verificación independiente en-

cargado de monitorear lo sucedido en los centros de detención. La pro-

puesta contó con el acompañamiento de Suiza en todo el proceso y el

apoyo de países europeos, africanos y latinoamericanos.

34 Se realiza a través de la Comisión de Relaciones Internacionales.

35 Ya desde el proceso de concertación que convocó el Presidente Rodrí-

guez en 1998 se había denotado una excepcional capacidad de articulación,

frente al conjunto de la sociedad civil costarricense (Barahona et al, 1999).

36 El Plan de Acción, aprobado por la Cumbre de Presidentes en marzo de

2002, incluye la armonización arancelaria total, el libre comercio, una ad-

ministración aduanera común y la eliminación de los puertos fronterizos

intrarregionales, así como medidas para la facilitación del comercio, nego-

ciaciones comerciales conjuntas y normativa jurídica para mejorar el mar-

co regulatorio de los flujos comerciales intrarregionales (Proyecto Estado

de la Región-PNUD, 2003).

37 Se ha reconocido que las anteriores rondas comerciales lograron

acuerdos para la liberalización comercial en áreas de especial interés pa-

ra los países desarrollados (productos industriales, propiedad intelectual y

servicios), mientras para las naciones en desarrollo y para las más pobres

siguen existiendo infranqueables obstáculos para la liberalización del co-

mercio, principalmente de textiles y productos agrícolas, en los cuales se

basa su participación en la economía internacional. Se considera, enton-

ces, que la actual ronda comercial multilateral tiene una deuda pendien-

te con la promoción de un comercio que beneficie a los países en desarro-

llo, cuyas ventajas comparativas se ubican en sectores altamente

protegidos por las economías industrializadas.

38 De los países afectados, Costa Rica fue el último en emitir un criterio,

después de más de seis semanas.
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Valoración general

Centroamérica ha perdido dinamismo en el
ritmo de progreso que caracterizó su desarrollo
humano durante la primera mitad de la década
de los noventa. En los últimos cuatro años, los
avances en desarrollo humano no conservaron el
empuje logrado un decenio antes, cuando la re-
gión recuperó su estabilidad social y política y
dejó atrás los conflictos armados y la recesión.
Las mejoras alcanzadas al despuntar el siglo XXI,
en esperanza de vida, mortalidad infantil, cober-
tura educativa y salud, se vieron afectadas por la
desaceleración económica, la desarticulación en-
tre el sector productivo y el empleo, cierto dete-
rioro de la equidad, la vulnerabilidad ambiental
y social, y un proceso de democratización que
mantiene sus logros, pero que avanza con lentitud.

La Cumbre Presidencial de Esquipulas y, po-
cos años después, la firma del Protocolo de Tegu-
cigalpa, dieron sustento a la promesa de un pro-
greso económico y social sostenido, que dejara
atrás el lastre de guerras civiles y brechas socia-
les. Esta meta no se ha cumplido. Pero además
no era fácil hacerlo, debido a las condiciones his-
tóricas, económicas y sociales de base. Hoy en
día, a pesar de que tiene a su haber logros de
trascendencia, como la estabilidad política, el re-
lanzamiento del comercio regional y la nueva
agenda de la integración, Centroamérica está ex-
puesta a múltiples tensiones internas y externas
que la vuelven más compleja y difícil de inter-
pretar. El resurgimiento de la integración

también ha puesto de relieve las relaciones de la
región con sus zonas adyacentes (Colombia, Ve-
nezuela, el Caribe insular y el sur de México).
Aunque el Segundo Informe sobre Desarrollo
Humano en Centroamérica y Panamá no contiene
análisis específicos sobre las repercusiones de los
conflictos en estas zonas, cabe reconocer que es-
tos generan oportunidades y riesgos adicionales.
Además, Centroamérica lleva a cabo un conjunto
de negociaciones urgentes, como la del tratado de
libre comercio (TLC) con Estados Unidos, que la
confronta con situaciones complejas a las que de-
be responder para avanzar en su desarrollo. 

Los progresos en el desarrollo humano, aun-
que esperanzadores, no son suficientes para ven-
cer el rezago histórico de la región, pues no
siempre están articulados en una dinámica orien-
tada a la generación de oportunidades para am-
plios sectores de la población. Alcanzar objetivos
de desarrollo exige la combinación de un con-
junto amplio de iniciativas tanto económicas co-
mo políticas, tales como el incremento de la can-
tidad, la calidad y la supervisión del gasto
público social, la forja de nuevos encadenamien-
tos productivos entre los distintos sectores de la
economía, la reducción de los niveles de desi-
gualdad y el fortalecimiento institucional del Es-
tado de derecho. Actuar sobre estos objetivos re-
quiere una comprensión de la diversidad y
pluralidad de Centroamérica. 

La diversidad de desafíos de desarrollo hu-
mano fue el particular reto al que se enfrentó el
Segundo Informe, situación que demuestra, una
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vez más, la pertinencia de perfeccionar un siste-
ma de seguimiento que permita aproximarse con
lucidez a los problemas de la región, proporcione
información precisa y verificable para el debate pú-
blico y sirva de plataforma a la acción común. Con
base en este sistema, el Informe presenta un balan-
ce contrastado en sus conclusiones y múltiple en
los factores y condicionantes que entran en juego. 

Si bien se redujo el nivel de pobreza relativa,
ésta aún afecta a la mitad de la población cen-
troamericana y en la actualidad hay más pobres
que hace una década. La desigualdad en algunos
casos empeora, como en Costa Rica y El Salva-
dor; en los demás países -con excepción de Hon-
duras, donde descendió- se mantiene estancada
en sus altos niveles históricos. En este sentido, el
Informe constata la existencia de brechas dentro
de los países, mayores incluso que entre los paí-
ses. Dentro de este panorama poco halagüeño, se
reconocen sin embargo los progresos nada despre-
ciables en inversión social, cobertura educativa y
mejoras en salud ocurridos en los últimos años, y
que dan base para alimentar esperanzas. Estos lo-
gros demandan, a su vez, mayor nivel y calidad en
el gasto social y una continua vigilancia que asegu-
re que los recursos lleguen a quienes lo necesitan.

El crecimiento económico, por su parte, se ha
concentrado en las áreas más dinámicas de la
economía centroamericana. Existe una desarticu-
lación entre este crecimiento y áreas clave del
aparato productivo, como las exportaciones tra-
dicionales, la pequeña y mediana empresa y el
mundo campesino. Este último es el rubro más
importante en el que la región se distancia de sus
aspiraciones de desarrollo humano. El modo de
enfrentar estos retos, mediante lo que podría de-
nominarse un estilo de “desarrollo hacia afuera”
(recuadro 6.1), centrado en la apertura comer-
cial, ha generado pocos réditos sociales después
del empuje experimentado en la primera mitad
de la década de los noventa. Esta constatación
trae a cuenta una de las proposiciones funda-
mentales del concepto de desarrollo humano: no
basta el crecimiento económico para generar de-
sarrollo. El Informe es concluyente en cuanto a
que un crecimiento de estas características consi-
gue avances muy lentos en el cumplimiento de
las expectativas de calidad de vida, equidad so-
cial y sostenibilidad económica de amplios secto-
res de la población. 

El Informe llama la atención sobre la persis-
tencia de las desigualdades de género en Cen-
troamérica. Cuando se recalifica la posición de
los países según su desarrollo relativo al género,
cuatro de ellos pierden una o dos posiciones

(Costa Rica, El Salvador, Honduras y Nicaragua),
y sólo dos no cambian con respecto a la posición
relativa en el IDH (Guatemala y Panamá). Al desa-
gregar los índices por sus componentes se observa
que, en el caso del índice de desarrollo relativo al gé-
nero (IDG), la brecha más significativa está en el ni-
vel de ingreso per cápita, que en la mejor situación
para las mujeres apenas representa el 50% del ingre-
so de los hombres (Panamá). Una diferencia impor-
tante es la brecha en las tasas de alfabetismo entre
hombres y mujeres, especialmente en Guatemala.

La actualización de los datos sobre el intenso
flujo migratorio hacia fuera de la región -ya estu-
diado en el primer informe regional- permite do-
cumentar las cuantiosas transferencias de reme-
sas, turismo, transporte aéreo y comunicaciones
de las y los ciudadanos que viven en el exterior
hacia sus países de origen. En El Salvador, Gua-
temala, Honduras y Nicaragua, las remesas tie-
nen un peso considerable, tanto en comparación
con el PIB como con las exportaciones, y un efec-
to sustancial en la satisfacción de necesidades bá-
sicas de amplios sectores. En algunos países, co-
mo El Salvador, el flujo de remesas es quizá el
principal factor de estabilidad macroeconómica.

El patrimonio natural de Centroamérica con-
tinúa siendo afectado por la abierta destrucción
de recursos o por su uso desmedido. En este sen-
tido, no se han registrado cambios significativos
en el deterioro de los recursos naturales docu-
mentado por el primer informe regional. Además
de ello, la acelerada urbanización, en ausencia de
políticas de ordenamiento territorial, genera esce-
narios de riesgo. Todo esto ha agravado los múlti-
ples impactos derivados de la ocurrencia de fenó-
menos naturales. Si bien la vulnerabilidad frente al
riesgo es hoy objeto de políticas regionales, gracias
a la coordinación en prevención y mitigación de
desastres, falta en los países un mayor compromi-
so institucional para asegurar una gestión sosteni-
ble y efectiva de los recursos naturales. 

Al igual que la gestión ambiental, la integra-
ción parte de una Centroamérica con intereses
comunes. No obstante, la agenda integracionista
fue puesta de lado en la segunda mitad de la dé-
cada de los noventa, cuando cada nación se re-
concentró en sus prioridades, en paliar los efec-
tos del huracán Mitch y en solucionar conflictos
bilaterales. Durante ese período, la Alianza Cen-
troamericana para el Desarrollo Sostenible (ALI-
DES), centrada en objetivos sociales y políticos,
perdió interés regional frente a la agenda comer-
cial. El Plan Puebla Panamá (PPP), al principio, y
más tarde la negociación del tratado de libre co-
mercio con Estados Unidos, han sido los factores
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dinamizadores de la acción regional a partir del
año 2000. Hoy más que nunca la apertura y la
negociación comercial se han constituido en los
elementos que no sólo determinarán la inserción
internacional de Centroamérica, sino que definirán
su futuro en tanto región y economía sostenible y
perfilarán su agenda de las próximas décadas.

Centroamérica siempre ha sido multicultural,
pero sólo hasta hace poco ha empezado a reco-
nocerse como tal. La imagen de la región como
una sociedad multicultural y multiétnica co-
mienza a tener reconocimiento jurídico y una
mayor visibilidad pública, la cual se expresa en nu-
merosos movimientos sociales, igualmente múlti-
ples y heterogéneos, que reivindican su herencia
cultural y sus diferencias. La evolución de la demo-
cratización de las sociedades centroamericanas de-
penderá, en parte, de cómo se decida seguir pro-
fundizando las transformaciones sociales, políticas
y culturales que exige su multiculturalidad.

Finalmente, pese al proceso de democratiza-
ción ocurrido en los últimos veinte años, los re-
gímenes políticos del área muestran aún zonas
de baja calidad democrática. Hoy la democracia
se reivindica con fuerza, pero su impulso se ha
desacelerado. Es necesario mejorar en aspectos
medulares como la gestión de los sistemas elec-
torales, el control civil sobre los ejércitos y la
protección de las libertades y derechos. En este
contexto, un asunto clave para el futuro es que

los gobernantes electos democráticamente go-
biernen democráticamente, por medio de insti-
tuciones fuertes e independientes que reconozcan
y protejan los derechos de las personas y se sujeten
al control ciudadano. No obstante, la construcción
del Estado de derecho en Centroamérica arrastra
severas limitaciones. Es cierto que se ha avanzado
en el desmontaje de los regímenes autoritarios, pe-
ro los sistemas de administración de justicia y de
control de la gestión pública están sometidos a
problemas presupuestarios y a enfrentamientos
con otras instituciones y actores sociales. Subsisten
dificultades para el acceso a la justicia, al derecho
a la debida defensa y a la justicia pronta y cumpli-
da, así como para el reconocimiento y protección
del derecho de petición y rendición de cuentas. En
materia de transparencia, el Segundo Informe
documenta notables avances constitucionales y
legales, pero estos son parciales y los controles
sobre la gestión pública están, en general, débil-
mente equipados para combatir eficazmente la
corrupción y la impunidad.

El seguimiento de los 
desafíos del desarrollo humano

El primer Informe Estado de la Región en Desa-
rrollo Humano Sostenible evaluó positivamente los
resultados de la época de democratización im-
pulsada por el proceso de Esquipulas II y el fin

RECUADRO 6.1

El concepto de estilo de desarrollo

En el Segundo Informe sobre Desarrollo Humano en
Centroamérica y Panamá se utiliza la expresión “estilo
de desarrollo” en lugar de “modelo de desarrollo” para
estudiar la evolución reciente de las economías centroa-
mericanas. Por estilo de desarrollo se entiende los com-
ponentes principales de una economía y las modalidades
características de interrelación mediante las cuales ésta
enfrenta, durante una época, sus desafíos de crecimien-
to y desarrollo. Es el resultado último de las acciones de
diversos actores públicos y privados, de carácter nacional
e internacional. A diferencia de la expresión modelo de
desarrollo, no supone una intención común, ni necesaria-
mente una coherencia general de las acciones, y tampo-
co implica eficacia. No todo estilo de desarrollo, pese a
las intenciones de los actores involucrados, logra sus fi-
nes. En este sentido, el Informe emplea el concepto con
fines descriptivos y no para deducir una imagen coheren-
te de la realidad mediante su reducción a las intenciones

o las estrategias de estos actores, ni mucho menos para
pronosticar logros en materia de desarrollo.

En distintos capítulos de esta publicación se emplean
nociones como “ajuste estructural”, “Consenso de
Washington”, “desarrollo hacia afuera”, “desarrollo ha-
cia adentro” y “sustitución de importaciones” para ca-
racterizar rasgos del estilo de desarrollo predominante
en la región en alguna época de su historia. Sin embar-
go, cabe advertir que estas denominaciones no abarcan
la riqueza de los acontecimientos; por ejemplo, aun en la
década de los sesenta, cuando campeaba la sustitución
de importaciones, en la práctica en todas las economías
se alentó la exportación a terceros mercados. En años re-
cientes, a pesar de la apertura comercial hacia fuera de
la región, los países no han renunciado al comercio intra-
rregional a no ser por razones político-militares.

Fuente: Elaboración propia.
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de la recesión económica: “Por primera vez en
treinta años, la región experimentó, en general, una
década positiva (…) Centroamérica ha sido, en
años recientes, la única región en el mundo capaz
de resolver pacíficamente guerras civiles de larga
data, mediante una combinación de acciones regio-
nales y nacionales no derivadas de la intervención
de fuerzas políticas o militares internacionales”. 

Asimismo, el primer Informe mostró cómo la
región se expandió en todos los sentidos: geográ-
ficamente, hacia Belice y Panamá; en lo político,
al incluir a nuevos actores y sectores de la socie-
dad hasta entonces al margen del juego democrá-
tico legítimo; en lo multicultural, al reconocerse
como una sociedad múltiple y diversa en sus gru-
pos étnicos, pueblos indígenas y movimientos so-
ciales; y en lo económico y social, al implicar y no
excluir a la mayoría de la población en objetivos de
desarrollo humano de amplio alcance.

También se enumeró y profundizó en desa-
fíos que, de no resolverse a corto y mediano pla-
zo, dificultarían la plena realización de Centroa-
mérica como región y como comunidad que
trabaja por un destino compartido, en áreas es-
tratégicas como el pluralismo y la participación
de la sociedad civil; la descentralización y demo-
cratización de los gobiernos locales; la calidad
democrática, la equidad social y la búsqueda de
oportunidades para niños y jóvenes; la integra-
ción económica, la institucionalidad regional pa-
ra el desarrollo y la inserción inteligente en la
economía mundial; la formulación de una ges-
tión regional del riesgo y el problema del agua
como tema clave del desarrollo y de la coopera-
ción entre los países, y el reconocimiento jurídi-
co de la diversidad y de los derechos de los gru-
pos étnicos y de los inmigrantes.

Por último, el Informe de 1999 concluyó
que: “Al iniciar el siglo XXI, el principal desafío
es la consolidación de Centroamérica como una
región de paz, libertad, democracia y desarrollo.
Es el desafío de constituir una comunidad plura-
lista de seguridad humana, basada en el crecimien-
to económico, la equidad social, la sostenibilidad
ambiental y robustos lazos de integración y coope-
ración, en una región diversa y compleja”.

¿Ha avanzado Centroamérica en el cumpli-
miento de esta meta y en su desarrollo humano
en el período transcurrido desde la publicación
del primer informe regional? Esta pregunta, en el
Segundo Informe, puede contestarse en lo fun-
damental del siguiente modo: en estos años el
progreso ha sido más lento e incierto. El resulta-
do de esta situación es que, pese a ciertos avan-
ces, la región aún arrastra considerables déficit

en temas esenciales para su desarrollo humano.
En un ámbito más específico, el progreso en el
cumplimiento de los compromisos adquiridos
por los gobiernos centroamericanos en la Decla-
ración de Estocolmo (1999), uno de los aspectos
examinados por el Segundo Informe, es desigual
y, en general, modesto. 

Los retos de la diversidad regional1 

En el año 2003 la población de Centroaméri-
ca es cercana a 38,7 millones de habitantes y se
estima que en el año 2015 alcanzará los 49,4 mi-
llones. El aumento entre el 2000 y el 2015 será
equivalente al registrado en los veinte años ante-
riores. Tres cuartas partes de este crecimiento se
concentrarán en Guatemala, Honduras y Nicara-
gua (gráfico 6.1), países donde actualmente resi-
den dos tercios del total de centroamericanos y
que cuentan con las tasas de crecimiento de la
población más elevadas del área. 

La región enfrenta un crecimiento poblacio-
nal asociado a un cambio en la estructura por
edad y a la urbanización. Por una parte, se en-
cuentra en el umbral de una situación demográ-
fica que crea nuevas oportunidades económicas
y sociales. Durante algunas décadas los países
tendrán, entre sus habitantes, una mayor pro-
porción de personas en capacidad de aportar a la
economía que las que dependen de quienes tra-
bajan. Esta ventajosa relación de dependencia
puede ofrecer condiciones para el aumento del
ahorro y la inversión, pero para aprovecharla es
indispensable contar con políticas públicas que
aseguren oportunidades de acceso a la educa-
ción, programas sociales y generación de empleo
adecuado. Por otra parte, se experimenta un
fuerte proceso de urbanización. En 1990 un
45,6% de la población total residía en áreas ur-
banas; en el 2000 se estima que es un 49,8%. En
los últimos treinta años el número de habitantes
urbanos pasó de 6,5 a 17,5 millones. De mante-
nerse este ritmo, la población urbana se duplica-
ría aproximadamente cada veinte años.

Estos factores ejercen una fuerte presión en
términos del acceso a servicios y, en general, a las
oportunidades de desarrollo humano. Así por
ejemplo, la población en edad escolar aumentó
de 5,9 millones en 1970 a 11,5 millones en el
2000. Para el adecuado manejo de esta presión
es clave la presencia de instituciones y políticas
públicas que, con un marco más amplio de re-
cursos y un uso más eficaz de los mismos, asu-
man los efectos del crecimiento poblacional, me-
diante el aumento de la oferta escolar, los
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programas de generación de empleo y la aten-
ción de la salud de grupos específicos. 

La relevancia del desarrollo institucional y de
las políticas públicas queda manifiesta al exami-
nar los cambios en la importancia relativa de las
economías del área a lo largo de su historia. En
1920, Guatemala y El Salvador eran las econo-
mías más fuertes; en el 2000, el volumen de la
producción costarricense era el segundo de la re-
gión y no muy inferior al de Guatemala, a pesar
de tener una población tres veces menor que es-
te país. La evolución del PIB per cápita a partir
de 1960 ilustra cómo las naciones con mayor in-
versión social, desarrollo humano y sin conflic-
tos sociales prolongados y guerras muestran un
mejor desempeño económico (gráfico 6.2).

Centroamérica presenta grandes desigualda-
des en la distribución del ingreso, tanto entre
países como al interior de ellos. En 1970 el pro-
medio regional del PIB per cápita fue de 405 dó-
lares y en la década de los noventa, una vez su-
perada la recesión económica, llegó a 1.320
dólares. En 2001 el PIB regional superó los
66.500 millones de dólares, y el PIB per cápita
fue de 1.843 dólares. No obstante, si se compara
entre países este último indicador muestra nota-
bles diferencias; mientras en Costa Rica y Pana-
má supera los 3.000 dólares, en Honduras no
llega a los 1.000 y en Nicaragua es de 472. El co-
mercio intrarregional, de nuevo con grandes

diferencias entre países, ha tendido a aumentar y
pasó de 650 millones de dólares en 1990, a casi
2.000 millones en el 2001 (gráfico 6.3). El nue-
vo estilo de desarrollo ha impulsado la construc-
ción de un espacio económico regional como
medio para equilibrar estas brechas. Sin embar-
go, la realidad económica centroamericana sigue
siendo heterogénea y fragmentada. 

Crecimiento económico:
necesario pero no suficiente 

Dos preguntas esenciales son cuáles elemen-
tos del crecimiento económico contribuyen a
crear una plataforma duradera para el desarrollo
humano y cuáles son, en la región, los retos, las
carencias y los elementos sobre los que se puede
construir esa plataforma de crecimiento.

El crecimiento económico, por sí mismo, no
garantiza una mejoría del desarrollo humano, ni
tampoco la creación de una plataforma duradera
para el logro de este objetivo. Pero también se
debe recalcar que, sin él, no será posible alcanzar
el desarrollo humano deseable2. Así, el creci-
miento económico se convierte en una condición
necesaria, aunque no suficiente, para el desarro-
llo humano integral (PNUD, 1996).

En un estudio econométrico sobre la relación
entre el crecimiento económico y el desarrollo
humano, realizado a partir de información del

GRAFICO 6.1
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A estas dos zonas, que se ubican al sur y en
la parte central, se unen -para completar el pano-
rama de la región- dos países que concentran ca-
si la mitad de la población de Centroamérica (El
Salvador y Guatemala) y que, no obstante tener
a su haber la mitad de la producción regional en
el año 2001 (34.700 de 69.900 millones de dó-
lares), registran un PIB per cápita que representa
tan sólo la mitad del de Costa Rica y Panamá. 

Esta lectura permite establecer una implicación
central: pujanza y tamaño están distribuidas de ma-
nera inversa y desfavorable para una dinámica regio-
nal robusta. A diferencia de otras zonas del mundo
donde están en marcha procesos de integración (Eu-
ropa, por ejemplo), en Centroamérica los países más
grandes no son los más avanzados económicamente,
ni los menos desarrollados son los de menor tamaño;
además, estos últimos están enclavados en el corazón
del área. Frente a esta situación, Centroamérica se en-
cuentra ante un doble dilema: por una parte, debe
equilibrar las inequidades internas -sin ello los pro-
gresos de unos pueden verse comprometidos por el
rezago de otros- y, por otra parte, como ningún actor
local es lo suficientemente fuerte, ni los mercados lo
suficientemente profundos, la dinámica necesaria no
puede generarse sin el aporte extrarregional. 

período 1960-1992 para un conjunto de nacio-
nes en desarrollo, Ranis y Stewart concluyen que
varios de los países con sesgo “pro desarrollo hu-
mano” llegaron a disfrutar ciclos de desarrollo
virtuosos, mientras que ninguno de los países
que comenzó con un sesgo “pro desarrollo eco-
nómico” logró dar ese salto. Este comportamien-
to confirmaría la necesidad de dar prioridad al
desarrollo humano para alcanzar un ciclo virtuo-
so con el crecimiento (Ranis y Stewart, 2002).

Los desequilibrios de Centroamérica se ex-
presan en la relación entre sus países en cuanto a
tamaño y condiciones económicas y sociales. Así
por ejemplo, una quinta parte de las y los habi-
tantes del área vive en países de poca población
y extensión territorial (Panamá y Costa Rica) pe-
ro donde el PIB per cápita asciende a 3.278 dó-
lares. En contraste, el 33% de las y los centroa-
mericanos vive en naciones que concentran gran
parte del territorio y mucha más población (Ni-
caragua y Honduras), pero con un PIB per cápi-
ta que no alcanza los 1.000 dólares. La evolución
en el crecimiento también ha ido en sentidos
contrarios: mientras en las primeras naciones ci-
tadas la producción ha aumentado, en las segun-
das ha permanecido estancada o en descenso. 
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Inserción en el mercado internacional 

Un tema fundamental en la discusión sobre el
estilo de desarrollo es la inserción internacional.
En el siguiente acápite se presenta una valora-
ción sobre el grado de preparación de los países
del área para involucrarse en procesos de inte-
gración. No toda inserción garantiza el desarro-
llo, ni toda inversión directa redunda en creci-
miento o productividad. De esta forma, el
análisis une las consideraciones anteriores sobre
rasgos y tendencias económicas, con las genera-
les sobre estilo de desarrollo.

El comercio internacional dinamiza 
la economía, pero no automáticamente 

Tal como se planteó en el primer informe Estado
de la Región en Desarrollo Humano Sostenible (1999):
“En la presente década, las naciones centroamerica-
nas han concentrado esfuerzos, tanto de carácter re-
gional como nacional, en participar de manera com-
petitiva en áreas o zonas de libre comercio”. 

Estos esfuerzos expresan y son concordantes
con el cambio fundamental en el estilo de desa-
rrollo de la región, que tiene como uno de sus
componentes básicos y más importantes el

apoyo contundente a la dinámica económica por
medio de la exportación de nuevos (en adición a
los tradicionales) bienes y servicios a terceros
mercados fuera del área del Mercado Común
Centroamericano, a la vez que se da una inser-
ción y una apertura de los mercados domésticos
a la competencia externa.

Usando la razón entre el valor de las impor-
taciones más exportaciones con respecto al PIB
(coeficiente de apertura), se puede notar cómo
en la mayoría de los países centroamericanos el
proceso de apertura comercial se aceleró duran-
te la década de los noventa, en tanto el creci-
miento de las economías no resultó todo lo diná-
mico que se esperaba.

Inserción y preparación
desigual a lo largo de la región

Algunos países iniciaron el proceso de inser-
ción en el mercado internacional más temprano
que otros, en particular Costa Rica, Honduras y El
Salvador. Las condiciones sociopolíticas que vivía
Nicaragua en la década de los ochenta llevaron a
que esta nación empezara más tarde. Por su parte,
Guatemala lo hizo no tanto de manera más tardía,
sino más lentamente, y Panamá, dado su historial
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a/ En Panamá las reexportaciones (Zona Libre de Colón) representan un 82,1% de las exportaciones totales.

Fuente: CEPAL, 2003.

Centroamérica: destino de las exportaciones,
según país. 2000 
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de economía abierta al mercado internacional,
pero como exportador de servicios más que de
bienes, reafirmó esta característica en las nuevas
circunstancias; en todo caso, se trataba ya de la
economía regional más integrada al mercado
mundial. 

Varios factores, producto de desarrollos his-
tóricos particulares, ayudan a explicar cuándo y
en qué contexto cada país inicia su incorpora-
ción a las nuevas tendencias de la economía
mundial. Entre ellos está el conjunto de condi-
ciones internas que definen los rasgos principa-
les de las economías: grado y calidad de la edu-
cación, capacitación de la mano de obra,
desarrollo de infraestructura física (carreteras,
puertos, aeropuertos), calidad y acceso a las tele-
comunicaciones, grado de electrificación, desa-
rrollo del sistema financiero, desarrollo social
(salud pública, programas de apoyo y distribu-
ción del ingreso), seguridad de las personas, es-
tructura del sector empresarial (principales sec-
tores y ramas productivas, peso relativo por
tamaño de las empresas).

Otros factores importantes son el grado de
desarrollo institucional alcanzado, el respeto al
Estado de derecho y la gobernabilidad, entre
otros. Finalmente, en el caso específico de Cen-
troamérica deben agregarse los procesos de paci-
ficación en las naciones que sufrían conflictos ar-
mados (Nicaragua, El Salvador y Guatemala),
hecho de gran importancia, aunque relativizado
por altos niveles de inseguridad ciudadana. 

La inserción de Costa Rica en el mercado
mundial se dio mediante la continuación de las
exportaciones de productos tradicionales (café,
banano, azúcar), a las cuales se agregó una gran
variedad de nuevas exportaciones agrícolas (pi-
ña, melón, plantas ornamentales, flores, yuca,
minivegetales); de acuicultura (mariscos, tilapia),

de productos forestales y de madera (puertas,
marcos de ventanas, juguetes, muebles); de ma-
nufacturas (plásticos, productos e impresos de
papel, metalmecánica, alimentos, artículos de-
portivos), de maquila textil y electrónica, de soft-
ware, de servicios (call centers, servicios médi-
cos), de procesamiento y ensamblaje de circuitos
integrados, y de turismo. El total de las exporta-
ciones de este país pasó de menos de 1.000 mi-
llones de dólares anuales en 1984 a más de
6.000 millones de dólares en el 2001 (incluyen-
do servicios y turismo). De este total, sólo el 27%
corresponde a “prendas de vestir” o maquila tex-
til3 (Balsells y Fuentes, 2003). 

En contraste, durante el mismo período
(1984-2001) Honduras logró añadir a sus expor-
taciones tradicionales de banano, café, azúcar y
carne (por un valor menor que los mismos pro-
ductos en Costa Rica) pequeños volúmenes de
algunos nuevos productos agrícolas y manufac-
turas, y concentrarse sobre todo en la maquila
textil, que hoy acapara el 78% de sus exportacio-
nes y representa un buen ejemplo de cluster o
aglomeración de empresas de una misma activi-
dad en una zona geográfica definida. 

El caso salvadoreño es similar al costarricen-
se en lo que a diversidad de productos se refiere,
pero no alcanza los volúmenes y el dinamismo
en servicios y turismo logrados por Costa Rica,
ni muestra un emprendimiento como el desarro-
llado por la firma Intel en la exportación de cir-
cuitos electrónicos.

Un caso semejante, pero en escala aun me-
nor, es el de Nicaragua. Las exportaciones totales
de este país ascienden a 605 millones de dólares,
de los cuales sólo el 31% son las tradicionales de
carne, café y azúcar, que junto con la maquila
textil alcanzaron el 63% en el 2001 (Banco Cen-
tral de Nicaragua, 2003). 

CUADRO 6.1

Año Costa Rica El Salvador Guatemala Honduras Nicaragua Panamá
1980 80,6 68,1 47,3 82,2 67,7 184,2
1985 77,2 62,6 35,8 72,7 62,4 165,1
1990 65,0 40,7 36,2 92,8 69,7 199,0
1995 78,1 59,4 44,5 91,8 89,1 192,9
2000 98,5 81,0 56,7 87,9 111,6 167,3

a/ Calculado como la razón de las exportaciones más las importaciones con respecto al PIB.

Fuente: CEPAL, 2001a.

Centroamérica: coeficiente de aperturaa/. 1980-2000



das con el correspondiente apoyo al desarrollo
social e institucional. Tiene además, como “ame-
naza” muy importante, a las economías del sur
de Asia y, particularmente, la de China continen-
tal (Mortimore et al, 1997). 

También debe acentuarse, tal como demues-
tran Ranis y Stewart (2002), que la existencia de
una institucionalidad que sistemática y sosteni-
damente busque el desarrollo humano puede ha-
cer la diferencia. Si el marco institucional opera
adecuadamente, las políticas económicas pueden
transformarse en crecimiento económico y éste,
a su vez, traducirse en la gestación y reproduc-
ción de círculos virtuosos entre lo económico y lo
social. Los casos nacionales en la región, al hacer
un análisis histórico de su desarrollo político, eco-
nómico y social, son congruentes con esta tesis.

Las instituciones públicas son 
parte de la solución, no el problema

En el esfuerzo por mejorar las condiciones de
vida de la población y el desarrollo económico y
social, el gobierno y sus instituciones4 juegan un
papel fundamental. Como explica Rodrik
(1999), el no tener instituciones públicas ade-
cuadas tiende a confinar a los países en “círculos
viciosos de subdesarrollo”, en los que los bajos
niveles institucionales afectan negativamente el
crecimiento económico, lo cual a su vez impide
que el Estado pueda costear los recursos huma-
nos que necesita para mejorar sus instituciones. 

El Estado debe actuar como regulador de los
mercados que no se comportan eficientemente.
Además, debe ser proveedor de bienes y servi-
cios públicos como educación y seguridad ciuda-
dana y, al mismo tiempo, promover actividades
como la investigación en tecnología, que generan
externalidades positivas. Las instituciones del
Estado también deben ser capaces de fungir co-
mo redes de protección social, para ayudar a los
sectores más sensibles de la población a enfren-
tar los procesos de apertura comercial y desregu-
lación de mercados.

Integración y negociaciones comerciales

El cambio de siglo ha encontrado a Centroa-
mérica desarrollando propuestas de integración
económica, negociaciones simultáneas de conve-
nios internacionales, acuerdos y planes, así como
experimentando la entrada en vigencia de nue-
vos tratados. Nunca como en esta época se han
superpuesto y acumulado las negociaciones y
acuerdos entre naciones del área, junto con la
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Guatemala asumió rasgos generales análogos
a los de Honduras, con un grado mayor de diver-
sificación en sus exportaciones, especialmente
las agrícolas, que representan un 30% del total.

Finalmente, Panamá adoptó una especializa-
ción basada en la exportación de servicios co-
merciales (Canal y Zona Libre de Colón), banca-
rios, financieros y de turismo. A esto se agrega la
tradicional exportación de banano, que se ha
consolidado, pero sin lograr el desarrollo de un
nuevo sector de exportaciones industriales o de
nueva agricultura. 

Se observa entonces cómo en Centroamérica
se han definido tres patrones básicos de inser-
ción en el mercado mundial:

■ Diversidad y dinamismo exportador, con niveles
medianos de valor agregado nacional (caso de
Costa Rica y, en menor grado, de El Salvador). 

■ Poca diversificación y bajos volúmenes, con
una punta de lanza de bajo valor agregado na-
cional (maquila textil), en los casos de Hondu-
ras, Guatemala y Nicaragua.

■ Economía exportadora de servicios de “in-
fraestructura comercial” (Panamá).

Identificados los patrones de especialización,
y en virtud de los niveles de desarrollo humano
imperantes en los países, puede afirmarse que la
primera y la tercera modalidad de inserción pue-
den constituir una base económica para permitir
un tránsito hacia un grado mayor de desarrollo
humano (conforme a estándares regionales).
Mientras tanto, si bien el segundo estilo reanima
la economía y genera empleos que de otro modo
difícilmente existirían en países con alta informali-
dad y elevadas tasas de desempleo, los niveles de
desarrollo humano son inferiores a las de los paí-
ses que se encuentran en las otras modalidades.

No obstante lo anterior, para el caso de las
naciones que han seguido la segunda modalidad
debe destacarse que en esas actividades, y parti-
cularmente en los clusters de maquila textil, pue-
de estar el fundamento de un proceso de largo
plazo orientado hacia la diversificación y la pro-
fundización de cadenas productivas de mayor
valor, asociadas a patrones capaces de generar
mayor desarrollo humano. Esta posibilidad, por
supuesto, no está garantizada ni depende exclu-
sivamente de factores económicos. Se trata de un
reto tanto económico como político, y en su tras-
fondo se encuentra el desafío de acompañar las
oportunidades económicas creadas o aprovecha-
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incorporación de nuevos países al proceso de
construcción de una zona de libre comercio en la
región, procesos bilaterales de negociaciones con
terceros países y procesos conjuntos de negocia-
ción con otros, en un acelerado proceso de regio-
nalismo abierto. 

Cada uno de los países del área se enfrenta a
negociaciones de integración económica en tres
planos: el interno, el centroamericano y el extra-
rregional. En cada uno, múltiples actores, con
agendas diversas, generan demandas no siempre
convergentes y procuran incidir sobre el curso
de estos procesos. Los gobiernos tienen ante sí la
dificultad de crear equilibrios que no repercutan
negativamente sobre los intereses de sus respec-
tivos países en alguno de los planos de la nego-
ciación (gráfico 6.4). Oportunidades y amenazas
se hacen presentes en un marco de decisiones
complejas y aceleradas, que pone en tensión a las
instituciones de la integración, a los mecanismos
ad hoc creados para estos efectos y a las naciones
y sociedades. 

En este complejo contexto ha cobrado mayor
relevancia el tema de la integración económica, a
cuya agenda se han agregado nuevos temas, como

la solución de controversias y la ampliación de la
cobertura de este esquema a servicios, por ejem-
plo. De esta forma, se ha modernizado lo que pue-
de calificarse como una zona de libre comercio al-
tamente desarrollada, que tendría posibilidades de
convertirse en una unión aduanera en la medida
en que, en el futuro, se avanzara hacia un arancel
externo efectivamente común. En segundo térmi-
no, la perspectiva de contar con un tratado de libre
comercio (TLC) con los Estados Unidos se ha
constituido en el factor que más ha dinamizado la
acción conjunta de los gobiernos en los últimos
tiempos y, de hecho, ha condicionado la naturale-
za de la integración. Esta corresponde hoy a un
proceso de regionalismo abierto que incluye a
Centroamérica y los Estados Unidos, y en el que la
velocidad con que se avanza depende del ritmo
acordado con el gobierno norteamericano. Todo
apunta a que ese TLC será, hacia adelante, uno de
los principales determinantes de la inserción exter-
na de cada país centroamericano y de la región en
su conjunto. En este proceso, temas de la agenda
de integración perfilada a inicios de los años no-
venta, como el combate a la pobreza, la educación
y la salud, han quedado relegados.
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NICARAGUA

COSTA RICA

OTROS PAISES
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GRAFICO 6.4

Fuente: Elaboración propia.

Tres planos de las negociaciones de integración económica



Las relaciones comerciales con Estados Unidos

Las relaciones comerciales entre Estados Uni-
dos y Centroamérica han estado normadas por
acuerdos multilaterales y bilaterales. Las exporta-
ciones estadounidenses a Centroamérica tradi-
cionalmente han recibido el tratamiento de na-
ción más favorecida (NMF), es decir, el mismo
trato no discriminatorio que se da a las exporta-
ciones de la mayor parte del mundo. Hasta el
2002 los países centroamericanos sólo tenían re-
laciones preferenciales entre sí, concretadas en lo
que se puede calificar como un Mercado Común
Centroamericano (con un arancel externo co-
mún, libre comercio para la mayor parte de bie-
nes producidos en la región y una serie de insti-
tuciones comunes), con México (mediante
tratados bilaterales de libre comercio con Costa
Rica y con Nicaragua, y otro más amplio con El
Salvador, Guatemala y Honduras), con Canadá
(un TLC bilateral con Costa Rica), con Repúbli-
ca Dominicana (un TLC con los cinco países cen-
troamericanos) y con Panamá (con una parte
normativa común y acuerdos bilaterales con ca-
da nación centroamericana).

Desde 1984 Estados Unidos otorga un trata-
miento preferencial, unilateral o no recíproco, a
Centroamérica. En el 2001 el 42,2% del total de
exportaciones centroamericanas estaba sujeto a
preferencias, sobre todo arancelarias, en ese país.
Desde los años setenta estuvo vigente el Sistema
Generalizado de Preferencias (SGP), con una co-
bertura relativamente limitada y justificado en
términos de preferencias no recíprocas que los
países desarrollados debían otorgar a los países
en desarrollo, como parte del reconocimiento de
las asimetrías y desventajas en que estos últimos
competían en el mercado mundial.

Sin embargo, la no reciprocidad comenzó a
erosionarse en la década de los ochenta. Por una
parte, aumentaron las preferencias selectivas pa-
ra determinados grupos de naciones, sin que se
llegara a un sistema verdaderamente generaliza-
do para todos los países en desarrollo. Así, en
1984 se puso en vigencia la Iniciativa de la
Cuenca del Caribe (Caribbean Basin Economic
Recovery Act, CBERA, 1983), como respuesta a
la importancia geoestratégica de Centroamérica y
el Caribe para los Estados Unidos, con preferen-
cias adicionales para la mayoría de los productos
y con algunos incentivos para inversiones esta-
dounidenses en la región. Asimismo, se consoli-
dó por aparte un régimen de regulaciones aplica-
bles a textiles y maquila en general. Luego, en el
2001, entró en vigor una nueva y más amplia

iniciativa (llamada Caribbean Basin Trade Part-
nership Act, CBTP, 2000) que incluyó como par-
te del programa el tratamiento preferencial para
textiles (fundamentalmente maquila, que ya tenía
un tratamiento especial), calzado y atún enlatado.

Por otra parte, así como se ampliaron las pre-
ferencias arancelarias a un número creciente de
productos, también aumentaron los requisitos de
elegibilidad, poniendo de manifiesto una orien-
tación hacia un creciente grado de reciprocidad.
Mientras el SGP básicamente limitaba los requi-
sitos de elegibilidad a la necesidad de que los
productos con preferencias arancelarias cumplie-
ran con ciertas normas de origen (un 35% del
valor total del producto debía corresponder a
materiales o valor agregado del bien producido),
el CBERA y el CBTP incluyeron más exigencias.

Así, el CBERA estableció que un país podía
ser beneficiario de este programa si cumplía con-
diciones como las siguientes: no ser comunista,
satisfacer ciertos criterios sobre la expropiación
de propiedad de los Estados Unidos, combatir el
narcotráfico, reconocer decisiones arbitrales a fa-
vor de ciudadanos de los Estados Unidos, haber
firmado un tratado de extradición con este país,
respetar la propiedad intelectual y haber tomado
medidas para reconocer derechos laborales inter-
nacionalmente reconocidos. En el caso del CBT-
PA, a la nación beneficiada se le exige cumplir las
obligaciones de la Organización Mundial del Co-
mercio (OMC), proteger los derechos de propie-
dad intelectual, asegurar el respeto de los dere-
chos laborales reconocidos internacionalmente,
eliminar las peores formas de trabajo infantil,
combatir el narcotráfico e impulsar la transpa-
rencia en las compras estatales.

Con la aprobación de la Autoridad de Promo-
ción Comercial (TPA, por sus siglas en inglés) se
precisaron algunos requisitos. Por un lado, se
creó un grupo bipartidista de supervisión (Con-
gressional Oversight Group), cuyos miembros
actuarán como asesores oficiales de la delegación
de los Estados Unidos durante las negociaciones
comerciales, asegurando así una incidencia con-
tinua de la Cámara de Representantes en el pro-
ceso. Esto significa que los negociadores nortea-
mericanos darán especial atención a temas
sensibles en el Congreso, como la agricultura. 

Por otro lado, los asuntos laborales y ambien-
tales quedaron como temas sujetos a evaluacio-
nes en cada país. Sin embargo faltaría precisar,
en el caso de los derechos laborales, dos aspec-
tos: primero, si al socio comercial de los Estados
Unidos solamente se le exigirá el cumplimiento
de sus propias leyes laborales internas, o si
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también deberá tomar en cuenta normas interna-
cionales mínimas, como las establecidas por la OIT,
y, segundo, si las violaciones a las leyes laborales es-
tarían o no sujetas al mismo tipo de sanción comer-
cial que otras violaciones de acuerdos comerciales.

La importancia de Estados Unidos como socio
comercial tiende a subestimarse en los registros
oficiales centroamericanos, en la medida en que no
se incluye la maquila en las estadísticas. De esta
forma, los datos de la SIECA para el año 2001 re-
portan un total exportado desde Centroamérica de
10.185 millones de dólares, de los cuales 3.965
millones se destinaron al mercado estadounidense.
Ello significaría que este país habría sido el destino
del 38,9% del total exportado por la región. Sin
embargo, si se toman como base las estadísticas de
los Estados Unidos, que incluyen maquila (y cos-
tos de transporte), el valor de las exportaciones
centroamericanas se eleva a 11.087 millones de
dólares, que superan el valor total de exportacio-
nes registrado por la SIECA (cuadro 6.2).

Cuando se incluyen las exportaciones de ma-
quila, Estados Unidos figura como el destino de
aproximadamente el 60% de las exportaciones
totales de los países miembros del Mercado Co-
mún Centroamericano (Guatemala, El Salvador,
Honduras, Nicaragua y Costa Rica). Este hecho
pone de manifiesto la importancia de las expor-
taciones de maquila, así como la necesidad de
utilizar estadísticas comerciales que tomen en
cuenta esta dimensión. En el cuadro 6.3 se pre-
senta una estimación de flujos comerciales basa-
da en las estadísticas reportadas para el resto de

países por parte de la SIECA, pero agregándole
las estadísticas de los Estados Unidos acerca de
su comercio con Centroamérica.

Varias conclusiones se derivan del cuadro
6.3. Primero, en el 2001 el mercado estadouni-
dense era el destino de aproximadamente la mi-
tad de las exportaciones totales de cuatro países
(entre 47% y 54%), con la excepción de Hondu-
ras, para el cual las exportaciones hacia los Esta-
dos Unidos representaron más del 80% en ese
mismo año. Segundo, las exportaciones intracen-
troamericanas tienen una importancia mayor pa-
ra El Salvador (20,1% del total exportado) y
Guatemala (19,6%), seguidos por Nicaragua
(15,6%), mientras que en Costa Rica es menor
(10,9%) y en Honduras muy baja (5,4%). Esto es
especialmente significativo a la luz del estableci-
miento de una zona de libre comercio, que per-
mitiría que los bienes procedentes de Estados
Unidos ingresaran al mercado centroamericano
en igualdad de condiciones que los procedentes
de Centroamérica. En otras palabras, las exporta-
ciones de cada nación centroamericana a sus ve-
cinos, miembros del Mercado Común Centroa-
mericano, enfrentarán en pie de igualdad a las
exportaciones de los Estados Unidos hacia esos
mismos países. Como El Salvador y Guatemala,
y en menor medida Nicaragua, dirigen una ma-
yor proporción de sus exportaciones a las demás
naciones del área, puede suponerse que, en tanto
los bienes procedentes de los Estados Unidos des-
placen productos centroamericanos, ello afectaría
más a El Salvador, Guatemala y Nicaragua.

CUADRO 6.2

Con maquila Sin maquila
US$ millones Porcentaje US$ millones Porcentaje

Centroamérica 2.831 16,4 2.831 27,8
Estados Unidos 11.087 64,1 3.965 38,9
Unión  Europea 1.550 9,0 1.550 15,2
Otros 1.839 10,6 1.839 18,1
Total 17.307 100,0 10.185 100,0

a/ Para la construcción de esta información se hicieron dos supuestos: primero, que las importaciones de los Estados Unidos aproximan las

exportaciones de Centroamérica y segundo, que la diferencia entre el dato reportado por USTR y SIECA corresponde a exportaciones con maquila.

Fuente: SIECA, 2003 y USTR, 2003.

Centroamérica: exportaciones con maquila y 
sin maquilaa/, según destino

(millones de dólares corrientes y porcentajes)
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Una tercera conclusión, asociada a las dos an-
teriores, es que en el 2001 existía una mayor di-
versificación en el destino geográfico de las ex-
portaciones de Costa Rica (que dirigía el 41,6%
de sus exportaciones fuera de los Estados Unidos
y de Centroamérica), seguida por Guatemala
(32,7%), Nicaragua (30,7%), El Salvador
(27,6%) y Honduras (14,0%). Esto sugiere me-
nores grados de asimetría entre los primeros paí-
ses y los Estados Unidos, que en el caso de Hon-
duras. Estas asimetrías aumentan si se toma en
cuenta que sólo el 1,2% de las exportaciones to-
tales de los Estados Unidos en el 2001 se desti-
naron a los miembros del MCCA. 

Del análisis de la composición de las exporta-
ciones (cuadro 6.4) pueden obtenerse dos con-
clusiones. En primer lugar, las prendas de vestir
(fundamentalmente maquila) constituyen la
principal exportación centroamericana a los Es-
tados Unidos, con proporciones muy altas en El
Salvador (84,8%) y Honduras (76,7%), y altas en
Nicaragua (63,9%) y Guatemala (59,5%). La me-
nor proporción de Costa Rica (23,1%) se explica
por el crecimiento reciente de las exportaciones
de maquila de mayor contenido tecnológico
(componentes electrónicos), resultantes de in-
versiones de empresas en este campo (especial-
mente de la firma Intel). En segundo lugar, las
exportaciones agrícolas continúan siendo impor-
tantes en la mayoría de las naciones, en parte por
el peso que aún tenía el café en el 2001, pero so-
bre todo por el desarrollo de otros productos,

tales como el banano, la piña y el melón.
Lo anterior muestra un cambio drástico en

las relaciones comerciales entre Estados Unidos y
Centroamérica, en la medida en que los produc-
tos tradicionales (café, banano, azúcar, carne, al-
godón) han perdido relevancia y han sido susti-
tuidos por nuevos productos, particularmente de
la actividad de maquila. Esto todavía representa
una situación de vulnerabilidad, ya que los texti-
les y los (nuevos) productos agrícolas de expor-
tación son objeto de fuertes presiones proteccio-
nistas en los Estados Unidos, y las inversiones en
maquila se caracterizan por ser muy volátiles. 

En el ámbito agrícola pueden identificarse
dos tipos de obstáculos. Por un lado, dada la
complejidad del tema y la multiplicidad de acto-
res, existen argumentos de peso para que su aná-
lisis se dé a nivel multilateral y no entre un gru-
po reducido de países, como sería el TLC entre
Estados Unidos y Centroamérica. Por otro, hay
una serie de productos protegidos en los Estados
Unidos, como leche, azúcar, arroz, maíz, frijoles,
carne de res, de pollo y de cerdo, papas y cebo-
lla, en los cuales podría ser difícil avanzar hacia
una liberalización efectiva del comercio. 

Desde la perspectiva de la inversión directa de
los Estados Unidos en Centroamérica, las cifras
también expresan una influencia notable, aunque
desigual. Así, las estimaciones sobre el flujo de in-
versión para el período 1997-2001 sugieren que
casi la mitad de la inversión estadounidense se ha
concentrado en Costa Rica (cuadro 6.5). Además,

CUADRO 6.3

Total Costa Rica El Salvador Guatemala Honduras Nicaragua

Valores absolutos (millones de US$)
Estados Unidos 11.087 2.886 1.881 2.589 3.126 605
Centroamérica 2.831 662 723 1.060 211 175
Otros 3.345 2.529 991 1.770 541 345
Total 17.263 6.077 3.595 5.419 3.878 1.125

Porcentajes
Estados Unidos 64,2 47,5 52,3 47,8 80,6 53,8
Centroamérica 16,4 10,9 20,1 19,6 5,4 15,6
Otros 19,4 41,6 27,6 32,7 14,0 30,7
Total (%) 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

a/ Las exportaciones a los Estados Unidos incluyen maquila y costos de transporte; el resto de exportaciones no incluye costos de transporte.

Fuente: USITC, 2003.

Centroamérica: exportaciones por país según destinoa/. 2001
(millones de dólares corrientes y porcentaje)



tributos generados por actividades transnacionales.
De esta forma, algunos países que atraen
inversiones del exterior logran encadenar fiscal-
mente estas actividades. El tema es particular-
mente importante en un contexto de atracción
de inversiones y de negociaciones sobre un posi-
ble tratado de libre comercio entre Centroaméri-
ca y los Estados Unidos.

En la región, junto a un creciente flujo de inver-
siones transnacionales, se mantiene la soberanía fiscal
de cada país, y esto ha generado problemas. Uno de
ellos es la doble imposición, que se da cuando existe
“solapamiento de criterios sobre una misma persona
y objeto tributario por el ejercicio de la soberanía fis-
cal de distintos Estados” (Vallejo y Lousa, 2002). 

recientemente ha habido un crecimiento de la in-
versión procedente de Centroamérica, que po-
dría ubicarla como la segunda en importancia en
la región.

Convenios y acuerdos para evitar la doble imposición 
en el marco de los tratados de libre comercio 

La globalización en las relaciones económicas
internacionales, como era de esperar, ha afectado
también el campo fiscal. En este sentido, la sus-
cripción de convenios sobre información tributa-
ria y de acuerdos para evitar la doble imposición
ha cobrado gran relevancia, tanto para el control
de la evasión como para distribuir el pago de los
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CUADRO 6.4

Producto por Costa Rica El Salvador Guatemala Honduras Nicaragua Centroamérica
partida arancelaria
Pescados, moluscos (03) 2,6 0,4 0,6 4,0 12,2 3,4
Frutas (08) 15,3 0,0 12,1 4,7 1,5 7,8
Café, té, hierbas (09) 3,9 1,6 6,2 0,9 4,5 3,2
Prendas de vestir (61, 62) 23,1 84,8 59,5 76,7 63,9 57,5
Máquinas (84, 85) 23,8 1,5 0,1 2,2 0,5 7,1
Instrumentos/aparatos (90) 11,6 0,0 0,1 0,0 0,0 3,0
Otros 19,7 11,7 21,4 11,5 17,4 17,4
Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

Fuente: USITC, 2003.

Centroamérica: principales exportaciones a los Estados Unidos. 2002
(porcentajes)

CUADRO 6.5

1997 1998 1999 2000 2001
Total región 2.426 3.394 3.222 3.737 3.003
Costa Rica 1.529 2.074 1.538 1.655 1.614
El Salvador 219 555 710 739 657
Guatemala 358 498 577 907 477
Honduras 183 111 231 257 49
Nicaragua 137 156 166 179 206

Fuente: US Bureau of Economic Analysis, 2001.

Estados Unidos: inversión directa en Centroamérica, 
según países de destino. 1997-2001

(millones de dólares corrientes)



Las soluciones para este problema son de dos
tipos: unilaterales y bilaterales o convencionales.
Entre las primeras están, básicamente, los méto-
dos de exención (un país no computa entre las
rentas que grava, aquellas que se obtengan en
otras jurisdicciones) y de imputación (las rentas
obtenidas en otra jurisdicción se incluyen dentro
de las rentas gravadas por el país de residencia,
pero se concede un crédito por las cantidades
pagadas en la jurisdicción fiscal de la fuente). Las
soluciones convencionales, por su parte, están
pensadas para resolver discrepancias entre las di-
ferentes legislaciones nacionales, distribuyendo
las facultades impositivas entre los países. 

En general se estima que los tratados conven-
cionales para evitar la doble imposición resultan
más ventajosos que los unilaterales, debido pri-
mordialmente a sus repercusiones positivas so-
bre el clima de inversión. El principal efecto in-
deseable de estos convenios es que uno de los
dos Estados sufrirá, irremediablemente, una dis-
minución en sus ingresos tributarios.

Se reduce la pobreza,
pero no la desigualdad social

La incidencia de la pobreza en todas las naciones
del área se redujo en los años noventa, con diferen-
cias de magnitud entre los países. Sin embargo, los
niveles siguen siendo muy altos. Hacia 1990 se en-
contraba en situación de pobreza total el 59,8% de
los 28 millones de centroamericanos de entonces, y
en pobreza extrema un 27,3%. Las estimaciones pa-
ra el año 2001 muestran que el 50,8% se halla en si-
tuación de pobreza y un 23,0% en pobreza extrema.
Empero, esta disminución no impidió que el núme-
ro total de pobres aumentara, debido a un mayor
crecimiento de la población (recuadro 6.2). Así,
mientras en 1990 había alrededor de 16,8 millones
de personas pobres, el número de ellas hacia el 2001
aumentó a 18,8 millones, es decir, 2 millones más.
En el caso de la pobreza extrema el aumento fue de
7,6 millones de centroamericanos en pobreza extre-
ma en 1990, a casi 8,5 millones en 2001, o sea, cer-
ca de 850.000 personas más (mapa 6.1). 
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MEXICO

COLOMBIA

Océano Pacífico

Mar Caribe
Bajo

Medio

Alto

Centroamérica: grado de incidenciaa/ de la pobreza extrema en la
población, por regiones o departamentos. Circa 2001

MAPA 6.1

a/ El grado (alto, medio, bajo) es relativo a cada país y no a la región en su conjunto.

Fuente: Sauma, 2003.



RECUADRO 6.2

En América Latina -al igual que en Centroamérica- se
ha observado una disminución en el nivel de pobreza
sin una reducción en la inequidad social. Esto es posi-
ble porque, cuando hay crecimiento económico, éste
genera nuevos empleos e ingresos. Sin embargo, por sí
mismo el crecimiento no crea nuevas reglas para dis-
tribuir las capacidades y los beneficios entre la pobla-
ción. Una disminución de la pobreza que dependa ca-
si exclusivamente del crecimiento es una mejoría
frágil: depende de la coyuntura económica y no está
sustentada en condiciones más sólidas y permanentes,
como ocurriría si estuviese acompañada por una re-
ducción de la desigualdad. Empero, mitigar la desi-
gualdad implica no sólo ocuparse de ciertas conse-
cuencias (la pobreza); es necesario crear condiciones
que reduzcan definitivamente las asimetrías en la dis-
tribución de las capacidades para participar en la vida
económica y política, así como en la distribución de los
beneficios del progreso. En una región que, como
América Latina, es la más desigual del mundo, este es
un dato clave: para mantener los avances en la lucha
contra la pobreza es preciso disminuir la desigualdad
social.

Los países más avanzados han diseñado un conjun-
to de mecanismos redistributivos para afrontar la
cuestión de la equidad social, que van más allá de las
políticas asistenciales para atender a las personas po-
bres. Uno de estos mecanismos es el sistema impositi-
vo: una eficaz recaudación de recursos entre los indi-
viduos y las empresas para el financiamiento de las
políticas públicas. Otro ha sido el vigoroso desarrollo
de políticas sociales en educación, salud y capacita-
ción. Por último, las políticas económicas, estrecha-
mente ligadas a las sociales, han permitido la genera-
ción de amplias y muy diversas oportunidades
laborales y empresariales entre la población. En gene-
ral, estos mecanismos de redistribución social han im-
pulsado una robusta institucionalidad capaz de asegu-
rar la recaudación tributaria, su asignación, su
aplicación conforme a los objetivos de política pública
y la supervisión oportuna de las acciones emprendidas,
para evitar el desvío o mal uso de los recursos. De es-
ta manera, “lo social” ha sido más amplio que las po-
líticas de “combate a la pobreza”.

Desafortunadamente, en Centroamérica las institu-
ciones públicas tienden a ser especialmente frágiles,
como lo documenta el Segundo Informe sobre Desa-
rrollo Humano en Centroamérica y Panamá, y las polí-
ticas públicas se han centrado en el combate a la po-
breza, dejando de lado la desigualdad. A esto se
añade el hecho de que las reformas pro-crecimiento se
despreocuparon de corregir esta situación y, por el
contrario, favorecieron el desmantelamiento de capa-
cidades institucionales. El no tener instituciones públi-
cas adecuadas tiende a confinar a los países en “círcu-
los viciosos de subdesarrollo”, en los que los bajos
niveles institucionales afectan negativamente el creci-
miento económico, lo cual a su vez no permite que el
Estado pueda costear los recursos humanos que nece-
sita para mejorar sus instituciones, ni tampoco desa-
rrollar políticas públicas. El reconocimiento de la dife-
rencia entre la desigualdad y la pobreza, y de la
importancia de contar con instituciones y políticas pa-
ra superarlas, es el resultado de un cambio en el pen-
samiento y la práctica sobre el desarrollo. Hasta hace
pocos años, la corriente predominante afirmaba que la
superación de la pobreza y de ciertas inequidades so-
ciales era un producto del crecimiento económico. Se
recomendaba a los países enfocarse en las reformas
institucionales y de política pública orientadas a pro-
mover el crecimiento económico (Consenso de Was-
hington), pues éstas traerían como consecuencia un
aumento en el bienestar de la población. Se reconocía
que, a corto plazo, el crecimiento económico no resuel-
ve los problemas sociales, por lo que se sugerían algu-
nas políticas sociales para mitigarlos. Pero estas políti-
cas se reducían a las acciones para combatir la
pobreza, especialmente la extrema, que era la única
expresión de desigualdad social que se juzgaba incon-
veniente para el desarrollo.

En la actualidad, las mismas instituciones que pre-
conizaban esta estrategia han tenido que modificar su
posición. El vínculo entre el crecimiento y la equidad
no era tan simple como el propuesto; tampoco existía
el orden de causa (crecimiento)-efecto (disminución de
pobreza) previsto y, finalmente, era erróneo reducir los
problemas de equidad a los de la pobreza. Las consta-
taciones en América Latina y otros lugares del mundo
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Las reducciones fueron más significativas en
las áreas urbanas que en las rurales. En las pri-
meras la incidencia se redujo 9,7 puntos en
cuanto a la pobreza total, y 7 puntos en pobreza
extrema. En las áreas rurales la reducción fue de

5,8 puntos en la pobreza total, pero la extrema se
mantuvo inalterada. Esto es relevante porque
demuestra que este último grupo ha permaneci-
do al margen del crecimiento económico y que el
desarrollo humano en Centroamérica implica,

¿Por qué puede disminuir la pobreza sin que se reduzca la desigualdad?



RECUADRO 6.2 (continuación)

demostraron que las reformas exclusivamente orienta-
das al crecimiento económico eran una condición ne-
cesaria, pero no suficiente, para disminuir la pobreza y
la inequidad social. Tampoco eran suficientes, por cier-
to, para elevar los niveles de crecimiento.

La equidad social, lejos de ser una consecuencia del
desarrollo económico, es una condición que debe ser
atendida desde muy temprano. En efecto, los países
que en el largo plazo han logrado sostener las mayo-
res tasas de crecimiento son los que más se preocupa-
ron por ejecutar políticas que disminuyeran en forma
significativa -y desde un inicio- los niveles de desigual-
dad social. Más recientemente, además, se ha podido
recopilar evidencia sobre los efectos perjudiciales de la
desigualdad para el crecimiento mismo.

Si bien hoy se sabe que las instituciones cumplen un
papel vital en la promoción del crecimiento y la equi-
dad social, igualmente se reconoce que no cualquier
tipo de instituciones y de políticas públicas son ade-
cuadas para tal fin. Por ello, un debate que relacione
los sistemas tributarios con la eficiencia y eficacia en la
gestión pública y los sistemas de rendición de cuentas
-temas usualmente vistos por separado- es crucial pa-
ra las aspiraciones centroamericanas de contar con
instituciones capaces de promover el desarrollo huma-
no de sus sociedades, pues con toda certeza se puede
afirmar que no existe ningún país que, sin gasto social
importante, haya logrado un alto índice de desarrollo
humano (gráfico 6.5).
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GRAFICO 6.5

Fuente: Rodrik 2002; Ganuzza, et al, 2001; PNUD, varios años; Banco Mundial, 1997; Sen, 1999;
Lora y Panizza, 2002; Agosín, 2002.

Centroamérica y países de la OECD: índice de desarrollo humano
según el Informe Mundial sobre Desarrollo Humano 2002 y gasto

social como porcentaje del PIB. 1998-1999
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necesariamente, modificar las condiciones de vi-
da del campesinado. En efecto, la mitad de la
población centroamericana reside en el área ru-
ral, la cual concentra el 67% del total de pobres
de la región y el 76,6% de las y los habitantes en
situación de extrema pobreza. 

Los pobres tienen menor acceso a los servi-
cios básicos y presentan graves problemas de

hacinamiento, saneamiento básico, vivienda de
mala calidad o en mal estado, falta de agua po-
table y escasas oportunidades educativas. Con
importantes diferencias según los países, tres de
cada cinco hogares centroamericanos presentan
al menos una necesidad básica insatisfecha
(NBI). Los niveles de insatisfacción son signifi-
cativamente mayores en el área rural que en la



mientras que el 40% de la población con menor
ingreso per cápita se apropia de entre un 10,4%
y un 15,3% del ingreso nacional. En los últimos
años la desigualdad ha aumentado en algunos
países, y en otros se ha mantenido en los altos
niveles preexistentes. 

La pobreza expresa múltiples exclusiones 

Las dificultades de la mitad de la población
centroamericana para alcanzar un nivel de vida
digno se documentan en el Segundo Informe por
medio de la insuficiencia de ingreso y de necesi-
dades básicas insatisfechas. A pesar de las dife-
rencias en las magnitudes de la pobreza entre los
países, los perfiles de la población pobre mues-
tran grandes similitudes (cuadro 6.8). 

A continuación se destacan las características
de la población pobre en Centroamérica, algunas
de las cuales ya han sido resaltadas.

■ La incidencia de la pobreza, especialmente la
extrema, es mayor entre la población rural y,
además, la mayoría de las personas pobres re-
side en área rural.

■ Los hogares pobres son más numerosos como
promedio regional: tienen 5,7 miembros,

urbana. Mientras en esta última cerca de la mi-
tad de los hogares muestra al menos una NBI,
en la rural se presenta en el 70% de los casos.
El hacinamiento es el principal determinante de
insatisfacción y afecta al 40% de los hogares
(cuadro 6.6).

Otra inequidad notable se observa en las po-
blaciones indígenas respecto a las no indígenas.
En Guatemala, donde vive la mayor parte de la
población indígena centroamericana, mientras el
73,3% de los hogares cuyo jefe es indígena
muestra al menos una NBI (44,4% dos o más),
solamente el 51,5% de los hogares con jefe no
indígena se encuentra en esa situación (24,5%
con dos o más NBI, según datos del Sistema de
las Naciones Unidas en Guatemala (2002).

Los beneficios que pueda derivar la pobla-
ción del crecimiento económico dependen de los
avances que puedan lograr los países en la dismi-
nución de la fuerte inequidad imperante en la re-
gión. Debe recordarse que en Latinoamérica,
considerada como la región más desigual del
mundo, algunas de las naciones centroamerica-
nas ocupan los lugares más extremos, de acuer-
do con el coeficiente de Gini (cuadro 6.7). En to-
dos los países del área, el 10% de la población
con ingreso per cápita más elevado se apropia de
entre un 29,4% y un 40,5% del ingreso nacional,
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CUADRO 6.6

Costa Rica Guatemala Honduras Nicaragua
(2000)a/ (2000) (2001) (1998)

Vivienda
Calidad de la vivienda 10,9 18,1 10,0 18,9
Hacinamiento 6,9 40,6 40,3 43,5

Servicios básicos
Agua potable 6,1 15,2 8,1 19,4
Saneamiento básico 1,0 21,1 29,2 16,6

Educación (asistencia escolar) 2,9 10,1 5,3 21,7

Capacidad de consumo 5,8 8,6 20,8 42,6

a/ Para efectos de comparabilidad, no se incluyen los porcentajes de hogares con insatisfacción en alumbrado y salud.

Fuente: Costa Rica: Proyecto Estado de la Nación, 2001; Guatemala: Sistema de las Naciones Unidas en
Guatemala, 2002; Honduras: estimación propia a partir de la Encuesta Permanente de Hogares de Propósitos
Múltiples, mayo del 2001, utilizando los criterios de insatisfacción señalados en Gobierno de la República de
Honduras, 2001; Nicaragua: PNUD-Nicaragua, 2000.

Centroamérica (4 países): porcentaje de hogares según NBI. 2000
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CUADRO 6.7

Países PIB per cápita Coeficiente Porcentaje de Porcentaje de la Porcentaje de Gasto social
en dólares de Ginib/ la  población población bajo empleos en el per cápita
corrientesa/ bajo la línea la línea de sector informald/ (dólares de 

de pobrezac/ pobreza extremac/ 1997)e/

2001 2000 2000 2000 2001 1998-1999
Centroamérica 1.843 0,564 50,8 23,0 39,3
Costa Rica 3.948 0,473 22,9 6,8 32,8 622
El Salvador 2.104 0,518 45,5 19,8 42,8 82
Guatemala 1.680 0,582 56,2 15,7 41,0 107
Honduras 909 0,564 71,6 53,0 38,8 57
Nicaragua 472f/ 0,584 45,8 15,1 40,4 57
Panamá 3.508 0,557 40,5 26,5 33,3 462

a/ Fuente: Los datos del PIB total fueron tomados de CEPAL, 2002a, y los per cápita estimados a partir de cifras de CELADE.

b/ Estimación propia a partir de las encuestas de hogares de los países. Para el cálculo, los ingresos familiares fueron convertidos a dólares y ajustados según las paridades de poder

adquisitivo (PPA). Fuente: Sauma, 2003.

c/ Para Costa Rica y Nicaragua corresponde a 2001 y para Honduras a 2002. Fuentes: Costa Rica: INEC, a partir de la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples del año 2001; El

Salvador: PNUD-El Salvador, 2001, datos obtenidos de la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples del año 2000; Guatemala: Sistema de las Naciones Unidas en Guatemala, 2002,

a partir de la Encuesta Nacional sobre Condiciones de Vida del año 2000; Honduras: resultados proporcionados por el PNUD-Honduras, con base en la Encuesta Permanente de Hogares

de Propósitos Múltiples de mayo de 2002; Nicaragua: INEC-Nicaragua, información de la Encuesta Nacional sobre Medición del Nivel de Vida 2001; Panamá: PNUD-Panamá, a partir del

Censo de Población del año 2000.

d/ El sector informal incluye a los trabajadores no agropecuarios (urbanos y rurales) sin educación superior: por cuenta propia, patronos y asalariados en establecimientos de 5 empleados

o menos (excluyendo los empleados públicos), el servicio doméstico y los trabajadores no remunerados.

e/ Fuente: CEPAL, 2001b.

f/ Las cifras de Nicaragua no reflejan el cambio en cuentas nacionales que actualizó y recalculó el PIB, debido a que no se contó con una serie comparable con la de los demás países.

Fuente: Sauma, 2003.

Centroamérica: indicadores económicos y sociales seleccionados

CUADRO 6.8

Centroamérica a/ Costa Rica El Salvador Guatemala Honduras Nicaragua Panamá
Tamaño promedio del hogar
Total de hogares 4,9 4,1 4,5 5,3 5,2 5,4 4,2
Hogares urbanos 4,5 4,1 4,2 4,8 4,8 5,2 4,0
Hogares rurales 5,3 4,2 4,9 5,6 5,5 5,7 4,5
Hogares pobres 5,7 4,6 5,1 6,2 5,6 6,7 5,7
Hogares no pobres 4,2 4,0 4,0 4,4 4,5 4,6 3,6
Relación de dependencia demográficab/

Total de hogares 0,8 0,6 0,7 1,0 0,9 0,8 0,7
Hogares pobres 1,1 1,0 1,0 1,2 1,1 1,1 0,9
Hogares no pobres 0,6 0,5 0,5 0,7 0,6 0,7 0,5
Porcentaje de mujeres
En población total 51,1 50,4 52,3 51,0 51,2 51,2 49,9
En población pobre 51,0 52,9 52,4 51,0 51,4 49,7 47,3
En población no pobre 51,2 49,6 52,2 51,1 50,6 52,5 51,7

Centroamérica: características de la población y los hogares 
según condición de pobreza. 2000
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Sin embargo, nuevamente hay diferencias por
países, pues los hogares pobres de Costa Rica
y Honduras muestran mayores porcentajes de
jefatura femenina que los no pobres, pero su-
cede lo contrario en Nicaragua y Panamá. Vale
resaltar que la jefatura femenina de los hogares
es una situación que se presenta con mayor
fuerza en las áreas urbanas.

■ Los pobres tienen menor acceso a los servicios
básicos; los problemas de hacinamiento y sa-
neamiento básico aparecen como los más sig-
nificativos, pero también los pobres residen en
viviendas construidas con materiales de mala
calidad o que se encuentran en mal estado, y
tienen problemas de acceso a agua potable. 

Otra característica importante es que la po-
breza afecta principalmente a la niñez centroa-
mericana. Como se aprecia en el gráfico 6.6, la
incidencia de la pobreza no sólo es mayor entre
los niños, niñas y jóvenes de la región (el 61,5%
de la población de 0 a 14 años de edad se en-
cuentra en situación de pobreza), sino que bue-
na parte del total de pobres pertenecen a este
grupo etario: un 47,9% de los pobres centroame-
ricanos son niños y jóvenes de 14 años o menos.

En los países para los cuales se dispone de in-
formación desagregada por grupo étnico, se
constata además que la población indígena es
más pobre. Por ejemplo en Guatemala, según la
Encuesta Nacional de Condiciones de Vida del
año 2000 (ENCOVI 2000) la población indígena
representa el 39,2% de la población mayor de 7

frente a 4,2 de los no pobres. Cabe destacar
también que los hogares rurales son más
numerosos.

■ La relación de dependencia demográfica es
mayor en los hogares pobres, 1,1 versus 0,6.

■ La relación de dependencia económica es ma-
yor en los hogares pobres: hay en promedio
2,1 miembros dependientes por cada ocupado
en los hogares pobres; entre los no pobres esta
relación es de 1,3.

■ Contrario a lo que en ocasiones se ha argu-
mentado, la incidencia de la pobreza no es ma-
yor entre las mujeres. La estimación para Cen-
troamérica indica que el 51,1% de la población
es del sexo femenino, porcentaje casi idéntico
al que representan las mujeres dentro de la po-
blación pobre e, independientemente, dentro
de la no pobre. Por países hay algunas diferen-
cias, pues mientras en Costa Rica y Honduras
la incidencia de la pobreza es ligeramente ma-
yor entre las mujeres, en Nicaragua y Panamá
sucede lo contrario.

■ Tampoco se presenta una mayor incidencia de
la pobreza entre los hogares jefeados por mu-
jeres. Cuando se considera la situación de po-
breza, a nivel centroamericano no hay diferen-
cia entre los hogares pobres y no pobres en
cuanto a jefatura femenina, o sea que no es po-
sible afirmar que la incidencia de la pobreza es
mayor en los hogares jefeados por una mujer.

CUADRO 6.8 (continuación)

Centroamérica a/ Costa Rica El Salvador Guatemala Honduras Nicaragua Panamá
Porcentaje de hogares 
con jefatura femenina
Total de hogares 24,5 23,2 28,8 20,5 25,3 27,8 23,6
Hogares pobres 24,3 31,4 29,0 19,5 27,4 23,8 17,4
Hogares no pobres 24,6 21,1 28,7 21,5 21,3 30,3 26,2
Hogares urbanos 29,1 26,8 31,4 24,3 30,3 34,9 28,8
Hogares rurales 19,4 18,6 24,5 17,7 20,7 18,5 16,8

a/ Estimación propia con datos de CELADE, 2000.

b/ Relación entre la población de 0 a 14 años y de 65 años y más respecto a la población de 15 a 64 años.

Fuente: Estimación propia a partir de las siguientes encuestas: Costa Rica: Encuesta de Hogares del año 2000 (con ajuste en factores de
expansión según el censo del mismo año); El Salvador: Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples de 1999; Guatemala: Encuesta Nacional de
Ingresos y Gastos Familiares de 1998; Honduras: Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples de 1999; Nicaragua: Encuesta Nacional sobre
Medición del Nivel de Vida 2001; Panamá: Encuesta de Niveles de Vida 1997.



años y, en este grupo, la incidencia de la pobreza
como insuficiencia de ingresos es de 76% la to-
tal, y de 26,4% la extrema, frente a 41,4% y
7,7% entre los no indígenas (Sistema de las Na-
ciones Unidas en Guatemala, 2002). En Panamá,
según el censo del año 2000, la población indí-
gena representa el 10% de la población total;
aunque el Informe Nacional de Desarrollo Humano
(Proyecto Informe Nacional de Desarrollo Huma-
no, 2002) no diferencia la pobreza como insufi-
ciencia de ingresos entre indígenas y no indígenas,
datos obtenidos posteriormente señalan que la in-
cidencia de la misma entre indígenas es de 82,7%
(70% en pobreza extrema), respecto a 35,8% entre
los no indígenas (21,7% en pobreza extrema).

Se mantiene un serio rezago educativo

Persiste en la región un grave problema edu-
cativo, que se refleja en un 26,7% de la pobla-
ción con más de 15 años que es analfabeta. Para
el 2000, un 21,7% de los 20,4 millones de cen-
troamericanos entre los 15 y los 64 años de edad
no tenía ningún grado educativo y un 25,1% so-
lo contaba con primaria incompleta. En otras pa-
labras, casi la mitad de esa población, un 46,8%,
carecía de educación formal o no había termina-
do la enseñanza primaria; además, apenas un
18,7% tenía primaria completa. Estos proble-
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GRAFICO 6.6

Fuente: Sauma, 2003, a partir de las encuestas  de hogares de los países.

Centroamérica: población por grupos de edad, 
según condición de pobreza. 2000

mas, junto al hecho de que la cobertura en edu-
cación secundaria es muy baja en casi todos los
países, explican la existencia de una baja escola-
ridad en la región. Estos rezagos han afectado so-
bre todo a la población femenina. De los centroa-
mericanos entre 15 y 64 años sin grado
educativo, 2,5 millones son mujeres y 1,9 millo-
nes son hombres. Estas cifras tienden a dismi-
nuir conforme se avanza entre los grupos etarios. 

En la población sin educación formal o con
sólo un grado, la incidencia de la pobreza supe-
ra el 60%. Esta se reduce a menos del 40% para
quienes tienen primaria completa, es apenas su-
perior al 10% para quienes tienen enseñanza me-
dia o secundaria y es muy inferior para los que
han cursado educación superior, aunque sea
incompleta. Se calcula que la incidencia de la po-
breza se reduce en cuatro puntos porcentuales
por cada año de estudio hasta los 12 años, lo
cual confirma, una vez más, el papel fundamen-
tal de la educación en la lucha contra la pobreza,
la formación de capital humano y la creación de
empleo de calidad. Cerca de la mitad de los cen-
troamericanos en condición de pobreza son ni-
ños, niñas y jóvenes de 14 años o menos. Existe
un círculo vicioso por el hecho de que la asisten-
cia escolar se reduce a medida que se reduce el
ingreso familiar y, por ende, las posibilidades de
superar la pobreza. 
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que representan el 52,6% del total de ambos se-
xos5, es de 5,5 años, mientras que el de los hom-
bres es de 5,8 años. Al excluir a la población sin
ninguna educación, el promedio aumenta a 7,1
años para los hombres y a 7,2 años para las mu-
jeres, lo que indica que el problema para las mu-
jeres es el acceso a la educación, pero cuando ac-
ceden a ella igualan, e inclusive superan, el nivel
educativo de los hombres. Como se observa en el
gráfico 6.7, la situación es especialmente visible
en el grupo que tiene entre 11 y 12 años de edu-
cación, en el cual la mujeres superan a los hom-
bres (1,3 millones respecto a 1,1 millones).

La buena noticia es que la situación está cam-
biando. Las oportunidades mejoraron para las
mujeres más jóvenes. Cuando se considera sola-
mente la población de 15 a 30 años, el promedio
de años de estudio es de 6 para las mujeres y 5,9
para los hombres. Además, el porcentaje de mu-
jeres sin ningún grado aprobado es de 18,2%,
respecto al 23,7% que resulta cuando se conside-
ra la totalidad de mujeres entre 15 y 64 años.

Alentadores progresos  
en salud y esperanza de vida

En los últimos cuarenta años, todos los países
del área han aumentado su esperanza de vida al

Los pobres tienen menor nivel educativo:
un círculo vicioso de reproducción de la pobreza

La educación es un elemento clave en el aná-
lisis de la pobreza, ya que es uno de los factores
que más claramente se identifican como genera-
dores y reproductores del fenómeno. Lo impor-
tante no es el orden de causalidad educación-po-
breza, sino la evidencia, en todos y cada uno de
los países, de que los pobres tienen menor nivel
educativo que los no pobres, y que, por lo tanto, el
alivio de esta situación, pasa necesariamente por
mejorar el nivel educativo de la población pobre.

Este problema se refleja en varios aspectos.
En el caso de la población de 15 años y más, los
pobres tienen menor nivel educativo que los no po-
bres y, además, entre ellos la tasa de analfabetismo es
significativamente mayor. En la población menor de
esa edad, los problemas se manifiestan en una redu-
cida asistencia y un mayor rezago escolar.

El nivel educativo de la población de 15 a 64
años refleja las deficiencias de los esfuerzos rea-
lizados en el pasado. Uno de cada cinco centroa-
mericanos con esa edad (79,5%) tiene como má-
ximo educación básica completa; por el
contrario, sólo uno de cada cinco tiene más que
educación básica. 

El promedio de años de estudio para las mu-
jeres centroamericanas de 15 a 64 años de edad,
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Fuente: Sauma, 2003, a partir de las encuestas de hogares de los países.

Centroamérica: años de educación formal de la población 
de 15 a 64 años, según sexo. 2000



nacer. Sin embargo, no ha cambiado su posición
relativa con respecto al promedio de Latinoamé-
rica. Además, las brechas iniciales en los niveles,
los logros diferenciados en salud y los rezagos
producto de los conflictos armados, han genera-
do notables contrastes en los avances en esperan-
za de vida en la región (77,7 en Costa Rica y 65,9
en Guatemala, en el año 2000).

En Costa Rica y Panamá este indicador ha au-
mentado en forma sostenida desde los años seten-
ta y, a pesar de la desaceleración en los ochenta, los
progresos se han mantenido sin interrupción.
Para los demás países el ritmo ha sido más lento,
y el rezago en los ochenta fue mayor. La mayor
distancia se da con respecto a Guatemala, cuya
esperanza de vida difiere en casi cinco años del
promedio de Centroamérica (cuadro 6.9). 

La reducción en la mortalidad infantil explica
buena parte de las mejoras en la esperanza de vida.
La mortalidad en el primer año de vida es sensible
a medidas de salud pública efectivas y de bajo cos-
to, como la vacunación, que en Centroamérica po-
sibilitó la erradicación de la polio y la virtual elimi-
nación del sarampión. En este campo la región ha
mejorado su posición con respecto al resto de los
países latinoamericanos. Hacia 1960, Costa Rica,
Belice y Panamá ya tenían tasas de mortalidad in-
fantil por debajo del promedio de Latinoamérica;
alrededor de 2000, El Salvador y Honduras tam-
bién reportaban tasas inferiores. 

Entre los desafíos en materia de salud se en-
cuentra el control de las enfermedades transmi-
sibles. En este ámbito se pueden documentar
avances que provienen de la coordinación regio-

nal para el control de enfermedades transmitidas
por vectores. Está pendiente, sin embargo, el re-
forzamiento del control de la malaria y el dengue
a partir de enfoques centrados en medidas am-
bientales sostenibles, estrategias de comunica-
ción social y participación comunitaria, que ge-
neren cambios en las conductas de la población.

Desde fines de la década de los noventa se vie-
ne experimentando un incremento en los casos de
dengue hemorrágico: 1.410 casos y 49 muertes
fueron reportados en 2000 (gráfico 6.8). El peligro
no sólo es latente, sino que va en aumento.

El número de casos por país ha tenido un
comportamiento más o menos desvinculado de
su situación socioeconómica, lo cual demuestra
que las condiciones ambientales y las interven-
ciones públicas de prevención y control ejercen
influencias tan o más importantes que las condi-
ciones socioeconómicas. Esto sugiere que el con-
trol del dengue es un área en la que el trabajo
coordinado entre los países puede potenciar las
acciones particulares. A este respecto, existe la
necesidad de fortalecer un nuevo enfoque, que
promueva la coordinación intersectorial, estimu-
le la adopción de medidas ambientales sosteni-
bles e incorpore estrategias de comunicación social
y participación comunitaria dirigidas a generar
cambios en las conductas de la población.

En cuanto a la malaria, después de alcanzar
niveles bajos en los años 1973-1974, los logros
se deterioraron entre 1975 y 1976. Los conflictos
bélicos de los años ochenta y el inicio de la des-
centralización de los programas de malaria, cau-
saron un deterioro de la situación epidemiológi-
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CUADRO 6.9

Países Esperanza de vida al nacer Mortalidad infantil 
(tasa por mil nacidos vivos)

2000-2005 2000-2005

Costa Rica 78,1 10,5
El Salvador 70,6 26,4
Guatemala 65,9 41,2
Honduras 71,0 31,2
Nicaragua 69,5 35,7
Panamá 74,7 20,6

Fuente: Elaboración propia con datos de CELADE, División de Población de la CEPAL, Naciones Unidas.

Centroamérica: esperanza de vida al nacer 
y mortalidad infantil. 2000-2005



la malaria, se ha optado por nuevas estrategias
orientadas más hacia la enfermedad que a la lu-
cha contra los vectores. Entre los problemas por
enfrentar se han identificado los siguientes: i) la
malaria en Centroamérica es un problema de
morbilidad, ii) se presenta en zonas urbanas, iii)
afecta los grupos más marginados de la sociedad,
iv) los programas de malaria perdieron priori-
dad, v) persiste el peligro potencial de la apari-
ción de cepas resistentes a los medicamentos y
vi) las intervenciones presentan problemas de
sostenibilidad. Las zonas maláricas son por lo
general las que presentan mayor incidencia de la

ca de la enfermedad. Hasta la mitad de los
ochenta, la malaria en Centroamérica estaba res-
tringida a la costa del Pacífico, pero tras el colap-
so del cultivo del algodón, a partir de 1990 se
trasladó al Atlántico (cuadro 6.10). El desarrollo
de proyectos agroindustriales (banano, cítricos,
palma africana, caña de azúcar) conllevó dos fac-
tores de riesgo importantes: i) agresiva deforesta-
ción de bosques primarios y ii) la importación de
mano de obra procedente de áreas endémicas de
malaria. Ambos contribuyeron al establecimien-
to de la transmisión en el área. 

Ante el fracaso de los esfuerzos por erradicar
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a/ Población en riesgo.

Fuente: OPS/OMS, 2003a.

Centroamérica: evolución de los casos de dengue. 1996-2002

CUADRO 6.10

Países Casos de malaria
1996 1997 1998 1999 2000 2001

Belice 6.323 4.014 2.278 1.711 1.486 1.097
Costa Rica 5.112 4.468 4.863 3.518 1.534 1.363
El Salvador 5.524 2.450 670 362
Guatemala 20.229 29.441 46.765 43.065 47.308 35.824
Honduras 73.020 62.762 42.401 46.142 34.736 24.023
Nicaragua 72.108 41.437 27.516 38.628 20.381 10.482
Panamá 386 347 909 871 1.036 928
Centroamérica 182.702 144.919 124.732 133.935 107.151 74.079

Fuente: OPS/ OMS, varios años.

Centroamérica: casos de malaria, por país. 1996-2001



pobreza. Todo lo anterior apunta a la necesidad
de que la intervención se haga de acuerdo con la
especie parasitaria que predomina, tomando en
cuenta las distintas variables involucradas y ha-
ciendo del diagnóstico oportuno y el tratamien-
to inmediato el núcleo básico para iniciar un de-
sarrollo social en las localidades maláricas.

Fuerte desigualdad 
en la distribución del ingreso

Junto a una elevada incidencia de la pobreza,
las naciones centroamericanas muestran una
fuerte desigualdad en la distribución de los in-
gresos, tanto entre países como dentro de ellos.
En el año 2000 el PIB total de la región en su
conjunto superó los 66.500 millones de dólares
y en términos per cápita resultó ligeramente supe-
rior a los 1.800 dólares (cuadro 6.11). No obstan-
te, cuando se compara el producto per cápita se
presentan marcadas diferencias, pues mientras en
Costa Rica y Panamá supera los 3.000 dólares, en
Honduras y Nicaragua es inferior a 1.000 dólares.

En cuanto a la desigualdad “dentro” de los
países, los indicadores del cuadro 6.11 muestran

que, en todos los casos, el 10% de la población
con ingreso per cápita más elevado (relativamen-
te “más ricos”) se apropia de entre un 29,4% y
un 40,5% del ingreso nacional, mientras que el
40% de la población con menor ingreso per cá-
pita (relativamente “más pobres”) se apropia de
entre un 10,4% y un 15,3% del ingreso nacional.
Dicho de otra forma, en todas y cada una de las
naciones, mientras el 30% de la población con
mayores ingresos per cápita acumula por lo me-
nos un 60% del ingreso nacional, el 70% de la
población con menores ingresos per cápita obtie-
ne, en el mejor de los casos, un 40% del ingreso
nacional.

El coeficiente de Gini, utilizado como indica-
dor de desigualdad, asume valores desde 0,473
en el caso de Costa Rica, hasta 0,584 y 0,582 pa-
ra Guatemala y Nicaragua, respectivamente.
Cuando se considera la región en su conjunto, el
coeficiente de Gini asume un valor de 0,564. Al
ser comparados con los demás países latinoame-
ricanos, los centroamericanos se ubican a lo lar-
go de todo el espectro de desigualdad que carac-
teriza a América Latina como la región más
desigual del mundo.
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CUADRO 6.11

Población PIB Desigualdad en la distribución ingresoa/

(en miles)
total per Coeficiente Participación en el ingreso total

(millones cápita de Gini 40% 30% 20% 10%
US$) (US$) más siguiente siguiente más rico

pobre

Total 36.097,4 66.525 1.843 0,564b/

Costa Rica 4.023,5 15.885 3.948 0,473 15,3 25,7 29,7 29,4
El Salvador 6.276,0 13.205 2.104 0,518 13,8 25,0 29,1 32,1
Guatemala 11.385,3 19.122 1.680 0,582 12,8 20,9 26,1 40,3
Honduras 6.485,5 5.898 909 0,564 11,8 22,9 28,9 36,5
Nicaragua 5.071,4 2.396 472 0,584 10,4 22,1 27,1 40,5
Panamá 2.855,7 10.019 3.508 0,557 12,9 22,4 27,7 37,1

a/ Corresponden a 1999, excepto para los casos de Guatemala y Nicaragua, que son de 1998. Ingreso per cápita.

b/ Para el cálculo, los ingresos familiares fueron convertidos a dólares estadounidenses y ajustados según las paridades de poder adquisitivo (PPA).

Fuente: Datos de población tomados de CELADE, 2002; datos del PIB tomados de CEPAL, 2002a, ingresos per
cápita tomados de CEPAL, 2001b; coeficiente de Gini, estimación propia a partir de las encuestas de hogares de
los países..

Centroamérica: población, PIB y desigualdad en la
distribución del ingreso, por países. 2000 

(cifras absolutas y porcentajes)



los países, con excepción de Panamá y Costa Ri-
ca. Para el 2000, se estima que un 30,1% de los
13,7 millones de ocupados en Centroamérica lo
estaba en el sector formal, un 39,3% en el infor-
mal y un 30,6% en actividades agropecuarias. En
el sector agrícola, un 18,7% del empleo corres-
ponde a la actividad realizada por cuenta propia
o por trabajadores familiares -que es un tradicio-
nal reducto de pobreza- un 5,4% a asalariados y
patronos en empresas de 5 empleados o menos,
y sólo un 6,6 % al sector agropecuario moderno.

La incidencia de la pobreza es bastante menor
entre los ocupados del sector formal (18,7%), que
en los del informal (40,4%), y entre estos últimos
es menor que entre los ocupados agropecuarios.
La mayor incidencia se presenta en los trabajado-
res campesinos por cuenta propia y familiares,
entre quienes la pobreza alcanza el 74,3%, así
como entre patronos y asalariados agropecua-
rios, con establecimientos de 5 o menos emplea-
dos, con el 66,4%. 

La débil relación entre crecimiento y empleo,
así como la falta de encadenamientos entre las
nuevas actividades exportadoras y el resto de la
economía son los principales desafíos que se de-
be encarar para asegurar un empleo de mejor ca-
lidad, lo cual también implica la inclusión de las
pequeñas y medianas empresas (PYME) en la di-
námica económica. A pesar de su precariedad,
bajos salarios y modestas condiciones laborales,
las PYME son muy importantes en la producción
y generación de empleo en Centroamérica.

El mercado de trabajo juega un papel impor-
tante en la reducción de la pobreza, pues la ma-
yor parte de los ingresos de las familias proviene
de la participación de sus miembros en ese mer-
cado. Más específicamente, según las encuestas
de hogares, en promedio para los últimos años,
el 84% de los ingresos familiares fueron obteni-
dos de la participación en el mercado laboral7.

En los noventa, el crecimiento económico fue
acompañado de aumentos en el empleo, lo cual
constituye un aspecto positivo del proceso eco-
nómico de cara a la reducción de la pobreza. Sin
embargo, debe tomarse en cuenta que, como se
indicó, muchos de los empleos fueron generados
en el sector informal, que contribuye poco a esa
reducción. Según Trejos (2002), entre 1990 y
1999 el empleo total en Centroamérica creció a un
ritmo del 3,8% anual; no obstante, las tasas de cre-
cimiento difieren por sectores: 0,9% el empleo
agropecuario, 3,8% el formal y 6,7% el informal8. 

Con una perspectiva dinámica, reducciones
en la desigualdad del ingreso serían beneficiosas

Además del problema de equidad, que por sí
mismo refleja la desigualdad en la distribución
del ingreso familiar, deben considerarse dos im-
plicaciones adicionales. En primer lugar está la
relativa al menor impacto del crecimiento econó-
mico en la reducción de la pobreza: a mayor de-
sigualdad en la distribución del ingreso, mayores
tasas de crecimiento económico serán necesarias
para lograr reducciones significativas en la po-
breza. Como ya se mencionó, en Centroamérica
la pobreza disminuyó a lo largo de la década de
los noventa, en buena medida gracias al creci-
miento económico y a pesar de la fuerte desi-
gualdad; sin embargo, para lograr avances signi-
ficativos a futuro, como los establecidos en la
Declaración del Milenio del PNUD, se requerirán
tasas de crecimiento económico iguales o supe-
riores a las del período previo, así como reduc-
ciones en la desigualdad. En segundo lugar, la
fuerte desigualdad en la distribución del ingreso
está asociada a otros problemas de equidad, es-
pecialmente el acceso a los servicios sociales
básicos.

Según cifras de la CEPAL (2002a), en térmi-
nos reales (dólares de 1995), el PIB per cápita re-
gional del año 2000 fue un 18,7% superior al de
1990 (1.664 y 1.402 dólares de 1995, respecti-
vamente). En todos los países se repite esa situa-
ción, aunque con mayor magnitud en Panamá,
El Salvador y Costa Rica (31%, 24,7% y 23,4%
en cada caso); en Guatemala se observa un au-
mento cercano al promedio regional (15,1%), y
un incremento muy bajo en Nicaragua y Hondu-
ras (6,2% y 3,5%). Las tasas de crecimiento
anual del PIB total y del PIB per cápita fueron
positivas6, aunque en este período el estilo de
crecimiento de la región dejó claro que la prome-
sa de crecimiento de inicios de los noventa no se
cumplió (capítulo 3, Segundo Informe sobre Desa-
rrollo Humano en Centroamérica y Panamá). 

Aumentan el empleo 
precario y la economía informal 

Durante el período de instauración del nuevo
estilo de desarrollo, las oportunidades de empleo
de la población no han mejorado significativa-
mente. En el mercado laboral la economía infor-
mal sigue siendo el sector más dinámico, con
una fuerte incidencia de pobreza. Se calcula que
de cada 100 nuevos empleos generados entre
1990 y 1999, 31 fueron en el sector formal, 12
en el agropecuario y 57 en el informal. Este últi-
mo sector es más grande que el formal en todos
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para los países, pues permitirían que el creci-
miento económico aumentara su impacto sobre
la disminución de la pobreza. Sin embargo, ese
no parece ser el caso de Centroamérica, aunque
es preciso reconocer que la información disponi-
ble es limitada. Por países, hay un notable au-
mento en la desigualdad en Costa Rica, un pe-
queño incremento en El Salvador, una fuerte
reducción en Honduras, y variaciones de poca
relevancia en los demás países.

Un ejercicio realizado en fecha reciente por
PNUD-IPEA-CEPAL, para analizar la factibilidad
de que las naciones latinoamericanas cumplan
con la meta de pobreza incluida en la Declaración
del Milenio, utiliza la relación entre crecimiento
económico y pobreza, y además toma en cuenta
la situación en la distribución del ingreso9. La
Declaración del Milenio propone la reducción a la
mitad (respecto de los niveles existentes en
1990), en la incidencia de la pobreza hacia el año
2015. En el caso de Centroamérica, la situación
actual muestra que los países requieren tasas de
crecimiento económico muy elevadas para alcan-
zar esa meta, con el agravante de que, aun cuan-
do lo lograran, muchos de ellos mantendrían ni-
veles de incidencia de la pobreza todavía
elevados. Los resultados del ejercicio también re-
flejan la importancia de reducir la desigualdad
en la distribución del ingreso, pues con ello dis-
minuirían los requerimientos, en términos de
crecimiento económico, para alcanzar la meta
propuesta. De mantenerse el ritmo de crecimien-
to vigente durante los años noventa (y la desi-
gualdad en la distribución del ingreso), solamen-
te podrían conseguir el objetivo planteado
Panamá, Costa Rica y El Salvador. Los demás
países requieren esfuerzos en materia de política
económica y social que permitan cambiar el rit-
mo de crecimiento y mejorar la distribución del
ingreso respecto a la situación actual.

Una estrategia para reducir las desigualdades
en la distribución del ingreso entre las familias de-
be tener como elemento principal la disminución
de esas desigualdades en lo que concierne a los in-
gresos laborales, lo cual se logra en el mercado de
trabajo: en el corto plazo, generando más y mejo-
res empleos y aumentando los ingresos laborales, y
en el mediano y largo plazos, por medio de la for-
mación de capital humano y la dotación de capital
físico a la población de menores ingresos (tierra,
activos físicos, etc.). Otros elementos de corto pla-
zo tienen que ver con las transferencias, públicas y
privadas, que en algunos casos constituyen una ba-
se para la solución permanente del problema, y

que además pueden incidir positivamente en la
mejoría de la distribución del ingreso. 

El gasto público social 
crece, pero aún es insuficiente

Desde la óptica del desarrollo humano, el
gasto social, es decir, el gasto público y privado
en servicios sociales, se considera una inversión,
pues favorece las oportunidades para el desarro-
llo y mejoramiento de la calidad de vida de las
personas, al proporcionar acceso al conocimien-
to y la consolidación del acervo educativo, a am-
bientes saludables y a adecuadas condiciones
nutricionales, entre otros. La magnitud del gasto
o inversión en los sectores sociales refleja en bue-
na medida el esfuerzo que hacen las sociedades
para mejorar el nivel de vida de las y los ciuda-
danos. Esta variable es fundamental para expli-
car los niveles de desarrollo humano alcanzados
por los países centroamericanos en el largo pla-
zo, pues existe una correlación directa entre la
magnitud de ese gasto en un determinado perío-
do y la mejoría, en el mediano y largo plazos, en
la situación de los individuos y sus familias, me-
dida a través de los indicadores sociales.

Como se mencionó, la inversión o gasto so-
cial incluye tanto la realizada por el sector públi-
co como la inversión directa del sector privado,
aunque este último también participa indirecta-
mente, financiando mediante el pago de impues-
tos los programas sociales a cargo del sector pú-
blico. Lamentablemente no existe información
confiable para todos los países sobre el gasto pri-
vado en servicios sociales, motivo por el cual es-
ta sección se concentra en el gasto público.

En el cuadro 6.12 se muestra el gasto públi-
co social correspondiente al período 1998-1999
para 17 países latinoamericanos, según datos de
CEPAL (2001b). Estos estimados incluyen el gas-
to público en educación, salud y nutrición, segu-
ridad social y vivienda, agua y saneamiento, y
otros. Panamá y Costa Rica figuran como nacio-
nes con gasto social alto o medio-alto, superior a
600 dólares (de 1997) per cápita, mientras que
los demás países del área, en la mayoría de los
casos, no alcanzan 100 dólares de 1997 y, más
aún, ocupan los últimos cuatro lugares en cuan-
to a gasto social entre los 17 países considerados.

Para Panamá y Costa Rica, el esfuerzo ma-
croeconómico que representa el gasto social (co-
mo porcentaje del PIB) es similar al de los países
con gasto alto y medio-alto, o sea, superior a
16%, en tanto que el de las demás naciones
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centroamericanos aumentó el gasto social per cápi-
ta (cuadro 6.13). El caso más notorio es el de Gua-
temala, donde el gasto social se duplicó entre 1998
y 1999, respecto del período 1990-1991, situación
directamente relacionada con los Acuerdos de Paz.
El aumento en el gasto social durante los años no-
venta es resultado tanto de un mayor esfuerzo ma-
croeconómico, como de un mayor esfuerzo fiscal.

En cuanto a la composición sectorial del gasto
social, hay importantes diferencias entre países. Por
una parte, mientras en Guatemala, Honduras y Ni-
caragua el gasto en educación es el de mayor impor-
tancia relativa, en Costa Rica lo son seguridad social,
salud y nutrición, y en Panamá, salud y nutrición
(no hay datos para El Salvador) (cuadro 6.14). De
hecho, no hay gasto en seguridad social en Hondu-
ras y Nicaragua, y es muy bajo en Guatemala.

Dejando aparte a Costa Rica y Panamá, el

centroamericanas es significativamente menor, con
excepción de Nicaragua (cuadro 6.12). En cuanto
al esfuerzo fiscal que representa este gasto (como
porcentaje del gasto público total), Guatemala re-
gistra el mayor esfuerzo, situación que se explica
por la reducida presión tributaria existente en ese
país. El Salvador es la nación centroamericana con
un menor esfuerzo fiscal en gasto social.

Considerando a la región en su conjunto, el
gasto social per cápita para 1998-1999 alcanza
187 dólares de 1997, un nivel que sigue siendo
muy bajo dentro del contexto latinoamericano y
que representa apenas un 10,7% del PIB regional
total, cifra igualmente baja.

La situación a finales de la década de los no-
venta no difiere significativamente de la que se da-
ba al inicio de ese mismo período, aunque, con ex-
cepción de Honduras, en todos los países
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CUADRO 6.12

Gasto per cápita Gasto público social como porcentaje del:

PIB gasto público

Promedio regionala/ 540 13,1 47,8
Argentina 1.687 20,5 63,6
Uruguay 1.539 22,8 72,5
Brasilb/ 1.011 21,0 60,4
Chile 827 16,0 66,8
Panamá 642 19,4 38,6
Costa Rica 622 16,8 43,1
México 402 9,1 58,5
Colombia 381 15,0 35,5
Venezuela 313 8,6 37,3
Perú 192 6,8 38,3
Bolivia 168 16,1 56,5
República Dominicana 135 6,6 39,7
Paraguay 132 7,4 46,2
Guatemala 107 6,2 46,2
El Salvador 82 4,3 27,0
Honduras 57 7,4 34,3
Nicaragua 57 12,7 37,0

a/ Promedio simple de los países, excluidos Bolivia y El Salvador.

b/ Estimación del gasto social consolidado (todas las esferas de gobierno).

Fuente: CEPAL, 2001b.

América Latina y el Caribe (17 países): gasto público social 
per cápita, como porcentaje del PIB y como porcentaje 

del gasto público. 1998-1999
(dólares de 1997)



reducido gasto en servicios sociales distintos a la
educación constituye una severa limitación para
el desarrollo de las capacidades humanas en las
demás naciones centroamericanas, pues, como lo

reflejó el análisis de las necesidades básicas
insatisfechas, las y los centroamericanos presen-
tan grandes carencias en la satisfacción de otras
necesidades básicas, además de la educación.
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CUADRO 6.13

1990-1991 1992-1993 1994-1995 1996-1997 1998-1999
Gasto social per cápita
Costa Rica 476 495 536 568 622
El Salvador 60 70 82
Guatemala 52 65 66 69 107
Honduras 60 67 59 56 57
Nicaragua 48 44 52 47 57
Panamá 497 582 606 653 642
Gasto social como porcentaje del PIB
Costa Rica 15,7 15,3 16,0 17,0 16,8
El Salvador 3,3 3,8 4,3
Guatemala 3,4 4,1 4,1 4,2 6,2
Honduras 7,9 8,5 7,7 7,2 7,4
Nicaragua 10,8 10,6 12,6 11,0 12,7
Panamá 18,6 19,5 19,8 20,9 19,4
Gasto social como porcentaje del gasto público
Costa Rica 38,9 41,2 38,3 42,2 43,1
El Salvador 21,3 24,9 27,0
Guatemala 29,9 33,4 38,5 37,4 46,2
Honduras 36,5 33,7 32,7 34,6 34,3
Nicaragua 35,4 38,1 40,9 37,1 37,0
Panamá 40,0 37,9 43,2 38,2 38,6

Fuente: CEPAL, 2001b.

Centroamérica: gasto público social per cápita, como porcentaje del
PIB y como porcentaje del gasto público. 1990-1991 a 1998-1999 

(dólares de 1997)

CUADRO 6.14

Educación Salud y nutrición Seguridad social Vivienda, agua,
saneamiento y otros

Costa Rica 163 181 216 63
Guatemala 40 22 16 30
Honduras 32 16 0 10
Nicaragua 26 20 0 12
Panamá 198 223 179 42

a/ No se dispuso de datos desagregados por sector para El Salvador.

Fuente: CEPAL, 2001b.

Centroaméricaa/: gasto público social per cápita, por sectores. 
1998-1999 

(dólares de 1997)



resulten aparentemente elevados. Lo cierto es que
este indicador no refleja de manera adecuada los
problemas de la economía nicaragüense, ni de su
sector estatal.

De los datos expuestos sobresale el bajo nivel
de tributación de Centroamérica en general y de
Costa Rica en particular, sobre todo en relación
con su PIB. Este último caso resulta llamativo da-
das las condiciones sociales imperantes en este
país, cuyo financiamiento por parte de la socie-
dad no se está consiguiendo en la actualidad.
También cabe destacar que Guatemala, a pesar
del aumento en los ingresos del gobierno como
porcentaje del PIB (que para el 2001 se habían
incrementado en casi un 40% en relación con
1990), sigue ocupando el último lugar en la re-
gión, principalmente por haber partido de una
base muy baja. Finalmente, el caso de Nicaragua
es de cuidado, pues tiene un nivel de ingresos
gubernamentales muy bajo (el menor de la re-
gión), que a la vez representa un porcentaje muy
elevado de su PIB. El problema es el escaso tama-
ño de la producción en el país.

Desde esta perspectiva, resulta interesante el
estudio realizado por Agosín (2002), en el cual,
utilizando una muestra de 120 países, se estima-
ron los montos “esperados” de carga tributaria y
gastos públicos (como porcentaje del PIB) acor-
des con los niveles de distribución del ingreso y
el PIB per cápita de las naciones centroamerica-
nas. Los gráficos 6.9 y 6.10 resumen los resulta-
dos de este trabajo (Agosín, 2002).

En el gráfico 6.9 se observa claramente cómo
en todos los países centroamericanos la carga

Desafíos ante baja recaudación 
tributaria de los gobiernos centrales

El tema tributario y de financiamiento del Es-
tado constituye un desafío fundamental para los
países y para la región en su conjunto, dada su
estrecha relación con el crecimiento económico y
el desarrollo humano, así como por su impacto
en la distribución del ingreso. 

En general, los países del área muestran tasas
de tributación parecidas a las de otras naciones la-
tinoamericanas, pero inferiores a las que se dan en
sociedades más desarrolladas. Por ejemplo, los in-
gresos tributarios como porcentaje del PIB son del
17,5% en Chile, y en Portugal e Irlanda se sitúan
alrededor del 25%, mientras que en Centroaméri-
ca están más cercanos al 14% (cuadro 6.15). 

Con respecto a los ingresos totales del Go-
bierno Central, resalta el hecho de que difieren
muy poco de los ingresos tributarios, lo cual in-
dica que casi la totalidad de los ingresos fiscales
provienen de fuentes tributarias10.

Nicaragua muestra el mayor índice de ingresos
totales en relación con el PIB (27,5% en 2001), po-
sición que mantuvo durante el período 1990-
2001. Con muy escasas variaciones, los países de
la región pueden agruparse de la siguiente manera,
en orden descendente con respecto a este índice:
Nicaragua, Panamá, Honduras, El Salvador, Costa
Rica, y Guatemala. Cabe aclarar que el elevado ín-
dice de Nicaragua se ve sesgado por el pequeño ta-
maño de su denominador -el PIB- lo cual hace que,
aun con un bajo nivel de tributación en términos
absolutos, los niveles de ingresos gubernamentales
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CUADRO 6.15

País 1990 1995 2001a/

Ingresos
Totales Tributarios Totales Tributarios Totales Tributarios

Costa Rica 14,5 14,0 12,7 12,5 13,6 13,4
El Salvador 14,9 9,1 18,0 12,0 15,0 10,5
Guatemala 7,9 6,8 8,9 8,0 11,3 9,9
Honduras 16,4 14,8 19,1 16,3 18,2 16,6
Nicaragua 17,1 13,5 30,4 20,6 27,5 21,6
Panamá 18,7 12,5 19,4 10,2

a/ Cifras preliminares.

Fuente: CEPAL, 2002b.

Centroamérica: ingresos totales y tributarios del Gobierno Central
como porcentaje del producto interno bruto. 1990, 1995, 2001

(a precios corrientes)



tributaria “esperada” es mayor que la “observa-
da”. A la vez, puede notarse que la mayor discre-
pancia al respecto se presenta en Costa Rica y las
menores en Nicaragua y Honduras.

En términos generales, el gasto público “ob-
servado” es también menor que el “esperado”,
con excepción de Panamá. Para estas variables la

mayor discrepancia se da en Guatemala, donde
el gasto público observado no alcanza ni la mitad
del esperado (gráfico 6.10).

Estos resultados ofrecen elementos muy im-
portantes y concretos para la elaboración de po-
líticas tributarias, de financiamiento del gasto y
del gasto público en general.
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Fuente: Agosín, 2002.

Centroamérica: carga tributaria esperada y observada en la década
de los noventa, como porcentaje del producto interno bruto
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No obstante esta realidad, en los últimos cin-
co años, especialmente después del huracán
Mitch, han aumentado los esfuerzos de coordi-
nación regional en materia de prevención y miti-
gación de desastres y gestión del riesgo. También
se han promovido importantes iniciativas de in-
tegración en el ámbito de las políticas y normas
ambientales, y se han creado nuevas institucio-
nes y proyectos para la gestión de la información
sobre biodiversidad, bosques, recursos hídricos
y riesgo. Muchas de estas acciones se han reali-
zado con la premura impuesta por la emergen-
cia, sin crear las condiciones de sostenibilidad
ambiental y social necesarias, y todavía no se ob-
servan cambios significativos en el estado de los
recursos naturales. En síntesis, si bien el discur-
so sobre la gestión del riesgo y la política am-
biental se modificó con rapidez, las prácticas y
las instituciones lo han hecho más lentamente.
Un elemento clave en este contexto, la genera-
ción de información actualizada y homogénea
sobre el estado de los recursos, los riesgos exis-
tentes y las opciones disponibles, sigue siendo
un reto pendiente.

El XXI será un siglo urbano en Centroamérica

En los últimos treinta años el número de ha-
bitantes urbanos en Centroamérica pasó de 6,5 a
17,5 millones, y su porcentaje respecto a la po-
blación total aumentó de 38,3% a 48,7%. El

Las amenazas al patrimonio natural no ceden,
pero hay esfuerzos inéditos para prevenir riesgos

Centroamérica, una región especialmente ri-
ca en su patrimonio natural, continúa exhibien-
do la marca de dos huellas de los estilos de de-
sarrollo imperantes en las últimas décadas. Una
es la huella ecológica, causada por los efectos
acumulados de procesos de deforestación, ero-
sión del suelo, sedimentación de ríos y crecien-
te contaminación de aguas subterráneas y super-
ficiales, que se originan en patrones de consumo
creciente de recursos naturales y energéticos,
procesos de urbanización desordenados y defi-
ciente manejo de desechos sólidos y líquidos.
En particular, destacan las nuevas fragilidades y
amenazas causadas por los acelerados procesos
de metropolización que experimentan los países
del área. La otra huella es humanitaria, y se ex-
presa en las recurrentes pérdidas de vidas huma-
nas, bienes públicos e infraestructura que han
dejado los desastres, asunto que el primer infor-
me regional documentó en detalle. Ambas hue-
llas evidencian la vulnerabilidad de Centroamé-
rica y la persistente destrucción de su
patrimonio natural. En algunas zonas, especial-
mente las menos dotadas de recursos naturales,
la destrucción de este patrimonio puede tener
efectos críticos, pues se afectan recursos ya de
por sí escasos, como lo ilustra el caso de la dis-
ponibilidad del agua (gráfico 6.11).
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crecimiento durante ese período fue en prome-
dio de 3,3%, ritmo que, de mantenerse, haría
que este grupo se duplicara aproximadamente
cada veinte años. Aunque las proyecciones ac-
tuales prevén que esta tendencia disminuirá, la
población urbana llegará a 23,5 millones de per-
sonas en el 2010 y a 26,6 millones en el 2015
(CELADE, 2003).

En el año 2000 en Panamá, Nicaragua, El Sal-
vador y Costa Rica, más de la mitad de la pobla-
ción residía en áreas urbanas (57,6%, 55,3%,
55,2% y 50,5%, respectivamente); en Honduras
y Guatemala estos porcentajes eran 48,2 y 39,4.

Junto a este crecimiento tiene lugar un alto
grado de concentración en la ciudad principal.
En el 2000 cuatro países centroamericanos se en-
contraban entre las 25 naciones del mundo con
los niveles más altos de primacía (gráfico 6.12).

Panamá muestra el índice más alto, con una
concentración de más del 73% de la población
urbana en la ciudad principal; le siguen Guate-
mala (71,8%), Costa Rica (51,3%) y El Salvador
(48,1%) (ONU, 2001).

Un desarrollo urbano desordenado convierte 
a las ciudades en crecientes escenarios de riesgo

Si bien los patrones de crecimiento urbano en
Centroamérica plantean retos importantes a la ges-
tión ambiental, es preciso hacer dos aclaraciones.
La primera es que la concentración poblacional en

una reducida área geográfica no es siempre una
fuente generadora de riesgos. En el mundo hay
muchos ejemplos de ciudades con una alta con-
centración poblacional que tienen adecuados ín-
dices de seguridad ante amenazas naturales. La
segunda es que las políticas de densificación
tampoco conducen, ineludiblemente, a vivir en
mayores condiciones de riesgo. Los riesgos en las
áreas metropolitanas son ante todo construidos o
exacerbados por la acción o la imprevisión hu-
manas. Las ciudades serán, sin duda, los crecien-
tes escenarios de riesgo de las décadas venideras.
La forma de ocupación territorial refiere a aspec-
tos controversiales, como los niveles de concen-
tración poblacional, la densificación en el uso del
territorio y la degradación del medio ambiente
urbano. La expansión de la mancha urbana en
todas las áreas metropolitanas de la región gene-
ra presiones sobre tierras periurbanas, muchas
de ellas de importancia crítica para la recarga de
acuíferos. En el primer informe regional se desta-
caron, por ejemplo, los problemas de urbanización
creciente de los acuíferos de San Salvador y Mana-
gua. Esta situación se agrava aún más cuando la
población que ocupa el espacio urbano se encuen-
tra en condiciones sociales y económicas difíciles.

La concatenación de crecientes amenazas físi-
cas y poblaciones vulnerables representa la ma-
yor causa de destrucción y muerte por desastres
en Centroamérica. Los asentamientos precarios
coinciden frecuentemente con las zonas de
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a/Porcentaje de la población urbana que vive en la ciudad principal de cada país.
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en Centroamérica la democratización de los regí-
menes políticos no es tarea concluida. 

Por otra parte, la democratización no ha sido
hasta el momento acompañada por progresos
igualmente significativos en la creación de Esta-
dos democráticos de derecho. Esto último re-
quiere compromisos y esfuerzos propios, cuya
complejidad es bastante mayor que la de organi-
zar periódicamente elecciones libres y limpias.
Lo que está en juego aquí es la desarticulación de
los modos de organización del Estado heredados
del autoritarismo, y la instauración de institucio-
nes que reconozcan, promuevan y protejan los
derechos que las y los ciudadanos poseen para
controlar a sus gobernantes durante los períodos
no electorales, es decir, la mayor parte del tiem-
po. En casi todos los países, el gasto en institu-
ciones fundamentales de la democracia sigue
siendo extremadamente bajo, inferior en algunos
casos al gasto militar (cuadro 6.16). 

El Segundo Informe sobre Desarrollo Humano
en Centroamérica y Panamá reconoce las dificul-
tades que encaran las nuevas democracias del
área, que en pocos años han tenido que enfren-
tar no sólo el desmontaje de los autoritarismos y
la creación de Estados de derecho, sino también
el tránsito de la guerra a la paz. Esta situación
agrega complejidad a los desafíos, pues cabe re-
cordar que, históricamente, las democracias más
antiguas no nacieron con normas e instituciones
robustas en materia de administración de la jus-
ticia y rendición de cuentas sobre la gestión pú-
blica. Estas normas e instituciones fueron desa-
rrollándose a lo largo de, en ocasiones, siglos,
hasta alcanzar la importancia que tienen hoy. Es-
te reconocimiento no es una disculpa, pero sí un
llamado realista a identificar prioridades especí-
ficas de acción para crear, gradual pero firme-
mente, modos democráticos de funcionamiento
de los Estados centroamericanos.

Incipiente pero esperanzador 
reconocimiento de la multiculturalidad

Centroamérica ha sido siempre multicultural
(mapa 6.2), pero los avances en el reconocimien-
to de esta condición son incipientes y desiguales
por país y por sector. De las categorías utilizadas
como indicadores para medir el grado de ese re-
conocimiento, es más notorio el progreso en las
políticas sectoriales, educativas y culturales, así
como en aquellas destinadas a la reducción de la
pobreza extrema. También hay mejoras significa-
tivas en los marcos constitucionales: cinco de los
siete países analizados aceptan, en mayor o

mayor riesgo de inundaciones, deslizamientos y
derrumbes en las ciudades. Por ejemplo, la ma-
yoría de las 268 víctimas del huracán Mitch en
Guatemala era residente de barrios marginales en
zonas de alto riesgo por deslizamientos. En el
año 2001 la mitad de la población centroameri-
cana era pobre (18,8 millones); una de cada tres de
estas personas residía en las áreas urbanas. La po-
breza extrema afectaba a casi una cuarta parte de la
población (8,5 millones); dentro de este grupo,
tres de cada cuatro personas vivían en el área rural.

Múltiples tareas pendientes 
en la democratización regional

El impulso democratizador de Centroamérica
ha perdido dinamismo. La mayoría de los regí-
menes políticos -sistemas electorales y de protec-
ción de derechos y libertades ciudadanas- no
muestra nuevos y significativos avances en rela-
ción con los logros obtenidos hacia los años fina-
les del siglo XX. En algunos casos hasta se han
producido involuciones parciales. En el ámbito
de los sistemas electorales persisten desequili-
brios para la competencia, incluyendo como un
importante desafío las debilidades en las normas
del financiamiento político. En el proceso de
desmilitarización, las reformas jurídicas e institu-
cionales no fueron completadas con mecanismos
que garanticen el control democrático sobre los
ejércitos. Y con respecto a la protección de liber-
tades, en particular la libertad de expresión, se
mantienen limitaciones legales y presiones sobre
los medios de comunicación -y en algunos casos,
una politización indebida- que obstaculizan el
tránsito hacia contextos más favorables. 

La región ha entrado en un nuevo momento
de la democratización. A diferencia de la etapa
anterior, ocurrida en los años ochenta y noventa
del siglo pasado, en la cual los avances fueron
muchos y rápidos, y el desmontaje de los autori-
tarismos, evidente, la época actual se caracteriza
por avances democráticos más esporádicos y len-
tos, aunque ciertamente las tareas son de mayor
complejidad. Hoy el funcionamiento de las de-
mocracias se sustenta en los logros del período
precedente, pero también en los legados no re-
sueltos de aquellos autoritarismos. Los regíme-
nes que emergen, al concluir el breve pero deci-
sivo primer impulso de democratización
regional, tienen zonas de baja calidad democráti-
ca, aunque con diferencias en los distintos paí-
ses. Elevar la calidad democrática implica en-
frentar desafíos para hacer más equitativas las
reglas de acceso al poder político. En resumen,
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menor medida, que sus sociedades son pluriétni-
cas y multiculturales. De igual manera es impor-
tante destacar los avances que se han dado en los
espacios de poder político y administrativo para
las organizaciones indígenas y afrodescendientes.
Además, en las dos últimas décadas del siglo XX
y a inicios del XXI algunos grupos de la pobla-
ción, especialmente indígenas y afrodescendien-
tes, se han convertido en actores sociales y polí-
ticos que reivindican para sí el derecho de
autoadscripción, llamándose “pueblos”, naciones
o comunidades étnicas con derechos económi-
cos, sociales, culturales y políticos inéditos hace
veinte o treinta años. 

Ahora bien, el problema original y de fondo
continúa siendo la formación y comportamiento
de los Estados nacionales centroamericanos: mo-
noétnicos (mestizos e hispanoparlantes), exclu-
yentes en su concepto de ciudadanía y en la dis-
tribución de bienes y servicios. El proyecto
mestizo de Estado nacional continúa identifican-
do la estructura administrativa y los recursos esta-
tales con un grupo étnico, su cultura y sus valores.

Los progresos futuros de la democratización de las
sociedades de la región dependen, en parte, de
cómo se decida continuar profundizando las
transformaciones sociales, políticas y culturales
que exige el reconocimiento de su multicultura-
lidad. 

En el caso particular de Costa Rica, el censo
de 2000 incluyó un módulo especial sobre terri-
torios indígenas y una pregunta sobre autoiden-
tificación étnica y cultural. El total de indígenas
registrado fue de 63.876 (un 1,7% del total de
habitantes de Costa Rica), de los cuales sólo el
52% habitaba en territorios indígenas (Solano,
2002). Los demás, se encontraban en la perife-
ria de los territorios indígenas (alrededor de un
30%) y en el resto del país (20%). Para la mayo-
ría de los estudiosos de la población indígena y
para las mismas organizaciones étnicas, los re-
sultados del censo han sido sorprendentes: se
conocían en forma bastante precisa los pueblos
indígenas que habitaban en los territorios indí-
genas, pero se ignoraba la existencia de una po-
blación, similar en número, en el resto del país.
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CUADRO 6.16

País Gasto per cápita en dólares corrientes
Gastos Subsidio estatal Poderes Contralorías o

militaresa/ a la campaña judicialesc/ cortes de cuentasd/

electoralb/

2000 Circa 2000 2001 2001

Costa Rica 2,9 22,4 4,0
El Salvador 14,8 1,2 16,6 2,1
Guatemala 15,1 0,1 5,9 1,0
Honduras 9,7e/ 0,2 4,4 0,8
Nicaragua 4,9 2,1 5,3 0,9
Panamá 2,1 10,5

a/ Fuente: Stockholm International Peace Research Institute (SIPRI), 2001. Dólares de 1998.

b/ Se toma como referencia la población estimada para el 2000, aunque el año de la elección no sea este exactamente, sino uno cercano.

Fuente: Casas, 2002.

c/ Fuente: Costa Rica: Departamento de Planificación del Poder Judicial; El Salvador: Ministerio de Hacienda; Nicaragua: Crédito Público; Guatemala:

Organismo Judicial, 2002; Honduras: Oficina de Presupuesto, Corte Suprema de Justicia; Panamá: Contraloría General de la República.

d/ Fuente: Costa Rica: Contraloría General de la República; El Salvador: Corte de Cuentas; Guatemala: Contraloría General de Cuentas; Honduras:

Tribunal Superior de Cuentas; Nicaragua y Panamá: Contraloría General de la República.

e/ Corresponde al dato de 1999.

Centroamérica: indicadores políticos seleccionados



yente de las necesidades y aspiraciones de las y los
centroamericanos. Al mismo tiempo, señala que,
para una adecuada comprensión de estos desafíos
del desarrollo humano, es vital ubicar la región
dentro del contexto mayor de sus relaciones con
otros países y zonas del mundo. 

El Informe da seguimiento a los compromi-
sos asumidos por los gobiernos ante diversos fo-
ros internacionales, en un momento en que Cen-
troamérica enfrenta complejos dilemas. Los
próximos años serán decisivos para una región
que, si bien se aleja cada vez más del fantasma de
la guerra civil y los autoritarismos, exhibe una
precariedad económica, una fragilidad ambiental

El censo también registró la población afrocosta-
rricense (un 1,9% del total de habitantes de
Costa Rica) y la población de “cultura” china
(Putnam, 2002).

Consideraciones finales

El Segundo Informe sobre Desarrollo Humano en
Centroamérica y Panamá documenta los principales
avances y rezagos de la región en materia de desa-
rrollo humano, con el propósito de identificar sus
desafíos fundamentales. Plantea la necesidad de re-
conocer la complejidad y diversidad del área como
condición para una acción regional eficaz e inclu-
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y social, y la persistencia de legados de impuni-
dad y falta de transparencia en la gestión pública
que, de verse agudizados, podrían desembocar
en una nueva fase de inestabilidad. Esto, a toda
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costa, debe evitarse, apelando al espíritu de auto-
determinación y de conciencia históricas que Es-
quipulas II resumió en el ¡Nunca más!

6 Cuando se considera la región en su conjunto, las tasas de crecimiento

promedio anual (1990-2000) fueron de 4,3% en el caso del PIB total y de

1,7% en el per cápita.

7 Estimación propia a partir de CEPAL, 2002c. No incluye alquiler imputa-

do por habitar casa propia.

8 Trejos (2002) realizó las estimaciones a partir de cifras de SIAL/OIT, CE-

PAL y las encuestas de hogares de los países. Para el cálculo se excluyó a

Nicaragua y El Salvador por problemas con la información para el inicio

del período, pero eso no impide que los resultados se puedan generalizar

a la región.

9 La investigación “Meeting the Millennium, Poverty Reduction Targets in

Latin America” fue realizada por un grupo de expertos del PNUD, el IPEA

y la CEPAL, y sus principales resultados se presentan en CEPAL, 2002c.

10 En el caso de Panamá, las cifras revelan una importante diferencia en-

tre los ingresos totales y los tributarios. Esto se explica fundamentalmen-

te por los ingresos que percibe el Estado (y particularmente su Gobierno

Central) por la operación del Canal de Panamá, aunque cabe señalar que

hay otras “empresas estatales” que también aportan a este rubro, aunque

en menor proporción.

Notas

1 Para efectos de ofrecer una síntesis del panorama de la región en dis-

tintos temas, en muchos casos el Segundo Informe utiliza cifras naciona-

les promedio. Ello facilita una exposición más gráfica de los principales

rasgos de la situación actual. Como todo resumen, este recurso tiende a

simplificar las cosas. Uno de sus problemas es que no permite un análisis

profundo de la diversidad y las fracturas dentro de los países, la que se

anota en distintas secciones. De hecho, en algunos de los mapas incluidos

en el documento se aprecia que los países no son unidades homogéneas.

Sin embargo, se recomienda a quienes están interesados en un tratamien-

to “por encima” y “por debajo” de las fronteras nacionales, dirigirse a los

respectivos capítulos del Informe.

2 A menos que se diera una redistribución fuerte y permanente del ingre-

so a favor de los grupos de menor ingreso relativo, sin afectar negativa-

mente la dinámica del crecimiento.

3 Este tema se discute con detalle en el capítulo 7 del Segundo Informe

sobre Desarrollo Humano en Centroamérica y Panamá.

4 El Informe del Banco Mundial sobre el desarrollo mundial correspon-

diente a 1997 presenta una discusión más completa sobre este tema.

5 Este mayor porcentaje de mujeres con respecto a los hombres (47,4%)

se ve afectado por los conflictos bélicos que se dieron en la región, así co-

mo por la emigración a otros países fuera de Centroamérica.

6CAPITULO

La coordinación de este capítulo estuvo a cargo de
Arodys Robles y Susan Rodríguez.

La coordinación técnica del Segundo Informe sobre
Desarrollo Humano en Centroamérica y Panamá estuvo
a cargo de Arodys Robles. 

El proceso de elaboración del Segundo Informe inclu-
yó una consulta a más de 87 centroamericanas y cen-
troamericanos, 554 referencias bibliográficas, una vasta
red de investigadores (42 investigadores con ponencias
especializadas, 7 coordinadores de investigación), 14 ta-
lleres con 253 participantes en los países de Centroamé-
rica, un Consejo Asesor conformado por 14 personas, 6
contrapartes del PNUD y 10 acuerdos institucionales. 
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Compendio Estadístico

La actualización, año con año, del Com-
pendio Estadístico y de las definiciones y
notas técnicas que comprenden esta sec-

ción del Informe permite, a los diferentes usua-
rios de información, sustentar procesos de estu-
dio, análisis y seguimiento del desempeño
nacional en desarrollo humano sostenible. 

En esta edición el Compendio presenta series
estadísticas para el período 1992-2002, prove-
nientes de 32 fuentes oficiales. Cuenta con más
de 240 variables, agrupadas en cuatro grandes
temas, a saber: social, económico, político y am-
biental. Estas variables se encuentran desagrega-
das por sexo, zona, región, grupos de edad, sec-
tor productivo e institucional, entre otros.

Su revisión en forma anual permite actualizar
y ajustar las series con la información más re-
ciente, incorporar nuevas variables y desconti-
nuar otras. Para esta publicación se integraron
siete nuevas variables, relacionadas con desem-
pleo, accidentes de tránsito y transporte: tasa ne-
ta de participación, tasa de subempleo visible, ta-
sa de subempleo invisible, tasa de ocupación,
accidentes de tránsito (heridos leves, heridos
graves y muertes in situ), tasa de vehículos livia-
nos (por mil habitantes), tasa de autobuses (por
mil habitantes). Se presenta la variable “hogares
por nivel de pobreza” con desagregación por regio-
nes de planificación y se eliminaron las variables
“número de líneas telefónicas directas facturadas” y
“Brillo solar” de los apartados económico y am-
biental, respectivamente.

Se incluye también en esta ocasión un apar-
tado especial con datos de los últimos tres cen-
sos de población y vivienda (1973, 1984, 2000),
mediante el cual es posible apreciar los cambios

intercensales experimentados por las variables
seleccionadas. Los temas de este apartado se re-
lacionan con estadísticas demográficas, servicios
básicos de la población, educación, características
de empleo y servicios básicos de las viviendas.

A partir de este año se mantendrá actualizado
en esta sección del Informe, un cuadro con algunos
indicadores seleccionados que permitirán observar
la evolución de Costa Rica en el largo plazo.

En la edición anterior se mencionaron algunos
cambios que sufrió la Encuesta de Hogares de Pro-
pósitos Múltiples en los últimos años, y que deben
ser tomados en cuenta al realizar comparaciones.
Para este año se deben considerar también los
cambios realizados a la clasificación de rama de ac-
tividad de las variables “fuerza de trabajo” y “po-
blación ocupada”, de la siguiente manera: el nom-
bre de la rama de actividad a la izquierda del “/”
corresponde a la serie 1992-2000, clasificación
(CIIU-2) y el nombre de la rama de actividad a la
derecha del “/” corresponde a la serie del 2001 en
adelante, clasificación (CIIU-3). 

Después del Compendio Estadístico se en-
cuentran las notas técnicas, que conviene con-
sultar para una mejor comprensión e interpreta-
ción de los datos. Estas contienen un listado
alfabético por grandes temas de las variables, así
como las fuentes, las definiciones, la metodolo-
gía de cálculo y las respectivas notas técnicas.

El Proyecto Estado de la Nación reitera su agra-
decimiento a las instituciones productoras de infor-
mación y a su personal, por el apoyo y la colabora-
ción brindados durante el proceso de búsqueda,
recopilación y procesamiento de la información.

El Compendio Estadístico puede ser
consultado en la página www.estadonacion.or.cr.
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Desarrollo humano

Indice de desarrollo humano

Valor del IDH 0,842 0,852 0,848 0,883 0,884 0,889 0,889 0,801 0,797 0,821 0,832

Posición en IDH 42 42 39 28 31 33 34 45 48 41 42

Indice de desarrollo relativo al género

Valor del IDG 0,763 0,813 0,825 0,818 0,795 0,789 0,813 0,824

Posición en IDG 29 31 36 39 42 46 42 41

Indice de potenciación de género

Valor del IPG 0,474 0,494 0,503 0,550 0,553 0,571 0,670

Posición en IPG 22 26 28 23 24 23 19

Demografia

Población total 3.191.249 3.274.971 3.372.604 3.469.787 3.564.631 3.656.519 3.747.006 3.837.674 3.925.331 4.008.265 4.089.609

Por sexo

Masculina 1.622.703 1.665.244 1.715.260 1.764.975 1.813.346 1.859.976 1.905.866 1.951.858 1.996.350 2.038.585 2.080.026

Femenina 1.568.546 1.609.727 1.657.344 1.704.812 1.751.285 1.796.543 1.841.140 1.885.816 1.928.981 1.969.680 2.009.583

(habitantes por kilómetro cuadrado)

Densidad de población 62,5 64,1 66,0 67,9 69,8 71,6 73,3 75,1 76,8 78,4 80,0

(por 1.000 habitantes)

Tasa bruta de natalidad 25,6 24,6 24,6 23,8 23,2 22,5 21,8 21,9 21,4 19,2 17,6

(por 1.000 habitantes)

Tasa general de mortalidad 3,9 3,9 4,1 4,2 4,1 4,1 4,2 4,2 4,1 3,9 3,7

(por 1.000 nacidos vivos)

Tasa de mortalidad infantil 13,7 13,7 13,0 13,2 11,8 14,2 12,6 11,8 10,2 10,8 11,2

(personas)

Tamaño promedio del hogar 4,2 4,2 4,3 4,2 4,1 4,1 4,0 4,1 4,1 4,0 3,9

Estadísticas sociales
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

(años)

Esperanza de vida al nacer 76,6 76,7 76,4 76,2 76,7 76,9 77,0 77,3 77,7 77,7 78,5

Por sexo

Hombres 74,3 74,6 74,1 73,9 74,6 74,5 74,8 74,9 75,3 75,6 76,2

Mujeres 79,0 78,9 78,7 78,6 78,9 79,4 79,2 79,8 80,2 79,9 81,0

Nacimientos totales 80.164 79.714 80.391 80.306 79.203 78.018 76.982 78.526 78.178 76.401 71.144

Hospitalarios 74.917 75.319 75.748 75.996 75.327 73.751 72.240 74.846 75.184 73.019 70.707

Nacimientos en madres adolescentes 13.200 13.389 14.339 14.760 14.954 15.249 15.374 16.041 16.610 15.461 14.454

Menores de 15 años 459 480 501 564 538 526 569 597 611 601 473

De 15 a 19 años 12.741 12.909 13.838 14.196 14.416 14.723 14.805 15.444 15.999 14.860 13.981

Empleo

(porcentajes)

Tasa de desempleo abierto 4,1 4,1 4,2 5,2 6,2 5,7 5,6 6,0 5,2 6,1 6,4

Por sexo

Hombres 3,5 3,6 3,5 4,6 5,3 4,9 4,4 4,9 4,4 5,2 5,6

Mujeres 5,4 5,3 5,8 6,5 8,3 7,5 8,0 8,2 6,8 7,6 7,9

Tasa neta de participación 53,1 53,9 52,2 53,8 55,3 54,8 53,6 55,8 55,4

Por sexo

Hombres 75,3 75,9 73,7 74,5 75,6 75,1 72,8 73,7 73,2

Mujeres 31,6 32,4 31,1 33,5 35,6 35,5 35,0 38,6 38,2

Tasa de subempleo visible 2,8 2,6 3,5 3,7 4,4 4,2 4,8 4,8 3,8 4,3 4,9

Por sexo

Hombres 3,0 3,2 4,0 3,6 4,1 3,9 3,3 3,7 3,9

Mujeres 4,5 4,9 5,2 5,6 6,3 6,6 4,8 5,5 6,8

Tasa de subempleo invisible 3,6 2,0 2,4 2,1 3,3 3,2 2,7 3,0 3,0 3,3 3,3

Por sexo

Hombres 2,8 2,5 3,8 3,8 3,1 3,4 3,5 3,5 3,8

Mujeres 1,6 1,3 2,1 2,1 1,8 2,0 2,2 2,9 2,2

Tasa de ocupación 50,9 51,1 49,0 50,7 52,2 51,5 50,8 52,4 51,8

Por sexo

Hombres 72,7 72,5 69,7 70,9 72,3 71,4 69,6 69,8 69,1

Mujeres 29,7 30,3 28,5 31,0 32,7 32,6 32,6 35,7 35,2

Fuerza de trabajo 1.086.988 1.143.324 1.187.005 1.231.572 1.220.914 1.301.625 1.376.540 1.383.452 1.535.392 1.653.321 1.695.018

Por zona

Urbana 488.788 518.695 551.198 573.239 561.290 594.753 629.709 683.293 951.372 1.023.803 1.046.458

Rural 598.200 624.629 635.807 658.333 659.624 706.872 746.831 700.159 584.020 629.518 648.560

Por sexo

Hombres 762.094 801.387 829.883 856.299 853.394 892.647 928.056 925.223 1.024.301 1.068.789 1.099.119

Mujeres 324.894 341.937 357.122 375.273 367.520 408.978 448.484 458.229 511.091 584.532 595.899

Por edad 

12-14 19.462 19.752 24.992 26.009 22.217 22.636 23.765 20.618 16.344 18.691 16.688

15-19 114.969 123.676 130.634 132.543 123.051 138.024 144.357 135.149 149.049 156.818 150.155

20-24 169.579 173.613 169.032 184.885 168.427 178.242 192.622 198.172 226.012 243.499 251.132

25-29 157.986 171.900 172.627 171.722 174.376 174.541 182.800 180.201 190.622 201.585 211.160

30-39 300.646 303.059 317.899 324.661 329.588 343.664 358.996 382.597 411.394 426.797 439.602
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

40-49 178.124 192.005 202.730 215.556 231.328 245.449 260.030 261.908 315.972 351.157 362.477

50-59 91.858 102.368 108.190 112.602 109.850 126.127 136.981 129.662 150.880 166.113 174.051

60-69 38.326 39.380 44.190 45.585 44.593 55.439 55.450 51.540 54.788 63.682 64.451

70 y más 11.949 12.981 14.628 16.162 14.719 15.938 17.462 17.609 16.720 21.324 18.179

Ignorado 4.089 4.590 2.083 1.847 2.765 1.565 4.077 5.996 3.611 3.655 7.123

Por rama de actividad

Agric.caza silvi. pesca/Agric. y ganadería 259.052 256.816 252.232 260.970 259.032 263.385 270.781 270.843 261.761 247.335 256.451

/Pesca 7.950 9.283

Exp. minas y canteras/Minas y canteras 1.554 1.789 2.160 2.713 2.301 1.520 1.646 2.299 2.842 2.151 2.305

Industrias manufactureras 204.016 204.943 212.947 202.738 202.128 203.859 216.005 217.024 225.001 250.778 241.017

Electricidad, gas y agua 13.416 15.954 17.096 12.578 12.373 14.136 13.278 13.562 11.962 20.351 22.430

Construcción 65.904 70.814 78.572 79.809 71.448 89.132 89.151 89.514 104.764 117.340 117.836

Com. mayor y menor/Com. y reparación 179.960 204.078 218.367 239.158 238.963 249.235 267.062 286.558 327.609 307.905 318.700

/Hoteles y restaurantes 92.186 90.027

Transporte, almacenaje y comunicaciones 50.205 53.257 60.190 64.362 61.598 67.218 75.217 77.004 92.507 88.570 94.000

Establecimientos financieros 38.538 47.488 51.515 51.818 51.916 64.095 73.695 68.580 82.129

Intermediación financiera 30.568 33.602

Actividades inmobiliarias y empresariales 30.568 33.602

Administración pública 74.832 74.314

Enseñanza 87.364 94.719

Salud y atención social 60.364 54.229

Servi.comuna.soc y pers./Servi.comun. y pers. 258.370 267.604 276.626 298.086 296.741 328.023 346.403 338.731 402.891 62.945 61.067

Hogares con servicio doméstico 81.140 89.726

Organizaciones extraterritoriales 2.310 2.548

Actividad no bien especificada 9.055 13.952 10.741 10.221 11.146 8.593 11.211 7.344 10.933 6.027 5.611

Busca por primera vez 6.918 6.629 6.559 9.119 13.268 12.429 12.091 11.993 12.993 15.924 17.518

Por sector institucional

Sector privado 903.701 954.372 999.409 1.043.123 1.033.650 1.108.173 1.169.525 1.196.858 1.297.551 1.407.635 1.445.810

Organismos internacionales 3.194 2.168 2.629 2.448 2.030 1.383 3.577 2.828 1.990 2.533 2.430

Ignorado 949 298 524 506 360 537 1.187 0 0 75 0

Gobierno Central 82.084 81.172 81.692 78.719 81.306 88.295 89.914 84.964 109.740 108.547 109.810

Instituciones autónomas y semiautónomas 82.744 89.383 88.384 90.123 83.300 80.729 92.261 78.693 101.329 107.348 108.232

Municipalidades 7.398 9.302 7.808 7.534 7.000 10.079 7.985 8.116 11.789 11.259 11.218

Población ocupada 1.042.957 1.096.435 1.137.588 1.168.055 1.145.021 1.227.333 1.300.005 1.300.146 1.455.656 1.552.924 1.586.491

Por zona

Urbana 467.573 497.859 527.548 540.682 524.515 559.750 595.871 640.738 901.225 964.560 975.296

Rural 575.384 598.576 610.040 627.373 620.506 667.583 704.134 659.408 554.431 588.364 611.195

Por región

Central 749.669 769.117 757.497 806.494 862.288 852.411 984.232 1.042.426 1.060.719

Chorotega 78.625 84.288 79.627 84.334 84.279 88.760 100.732 112.644 110.971

Pacífico Central 63.357 63.907 61.208 66.538 67.226 68.037 74.036 76.863 79.367

Brunca 102.836 101.629 99.448 117.920 117.873 113.408 103.129 109.127 109.820

Huetar Atlántica 89.487 92.081 93.258 94.099 107.333 113.322 120.427 132.628 140.902

Huetar Norte 53.614 57.033 53.983 57.948 61.006 64.208 73.100 79.236 84.712

Por sexo

Hombres 735.698 772.463 801.162 817.175 808.083 849.192 887.490 879.626 979.138 1.013.039 1.037.498

Mujeres 307.259 323.972 336.426 350.880 336.938 378.141 412.515 420.520 476.518 539.885 548.993

Por edad 

12-14 17.636 17.220 22.268 23.704 19.058 20.506 20.615 17.157 14.547 16.978 15.464

15-19 102.990 109.688 117.033 111.168 103.965 118.353 121.208 112.315 126.840 129.724 121.785
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

20-24 159.938 163.632 158.716 171.077 153.003 161.239 176.351 178.611 206.651 216.773 223.031

25-29 151.502 164.341 166.404 165.809 164.390 165.409 173.870 168.701 181.321 191.207 198.173

30-39 293.356 295.342 308.172 313.278 314.412 331.302 344.624 368.323 397.271 409.759 421.947

40-49 173.601 189.506 198.493 211.226 222.338 237.433 253.398 254.219 308.301 339.500 348.968

50-59 90.143 100.711 106.309 109.754 106.431 122.363 133.489 126.898 146.891 161.811 169.573

60-69 37.857 38.424 43.630 44.429 44.364 53.576 55.076 50.652 53.571 62.354 62.896

70 y más 11.911 12.981 14.516 15.899 14.295 15.587 17.348 17.406 16.652 21.163 17.947

Ignorado 4.023 4.590 2.047 1.711 2.765 1.565 4.026 5.864 3.611 3.655 6.707

Por rama de actividad

Agric.caza silvi. pesca/Agric. y ganadería 251.152 247.903 243.579 252.364 247.871 252.718 261.584 256.454 251.226 234.323 242.742

/Pesca 7.573 8.766

Exp. minas y canteras/Minas y canteras 1.501 1.589 2.123 2.713 2.095 1.479 1.595 2.131 2.508 1.795 2.305

Industrias manufactureras 197.151 196.769 203.498 192.795 188.941 190.974 203.501 203.995 215.604 232.907 226.277

Electricidad, gas y agua 12.960 15.864 16.807 12.296 11.832 13.645 13.103 13.249 11.712 19.557 21.859

Construcción 61.354 67.362 74.562 73.286 64.064 84.017 81.176 82.623 97.053 107.886 106.580

Com. mayor y menor/Com. y reparación 172.701 194.528 209.673 225.811 224.858 234.211 251.735 268.577 310.173 292.858 303.355

/Hoteles y restaurantes 85.956 82.459

Transporte, almacenaje y comunicaciones 48.836 51.978 58.394 62.283 58.517 65.770 73.272 74.611 90.459 86.043 90.238

Establecimientos financieros 37.742 46.561 50.613 49.774 50.518 62.465 70.119 65.386 78.907

Intermediación financiera 29.248 32.016

Actividades inmobiliarias y empresariales 92.735 103.187

Administración pública 73.306 71.871

Enseñanza 85.007 91.895

Salud y atención social 59.437 52.998

Servi.comuna.soc y pers./Servi.comun. y pers. 250.873 260.283 267.983 287.114 285.719 313.927 333.685 326.194 388.185 60.900 58.529

Hogares con servicio doméstico 75.595 83.411

Organizaciones extraterritoriales 2.167 2.548

Actividad no bien especificada 8.687 13.598 10.356 9.619 10.606 8.127 10.235 6.926 9.829 5.631 5.455

Por categoría ocupacional

Patrono socio activo 50.330 54.016 76.177 71.508 80.615 90.364 102.624 105.280 83.200 123.423 124.860

Trabajador cuenta propia 205.019 215.074 204.845 219.063 212.514 240.948 232.328 233.669 298.351 315.633 329.150

Asalariado 750.140 788.312 817.507 833.786 815.477 858.094 922.223 922.617 1.041.393 1.068.885 1.083.416

Familiar sin sueldo 37.468 39.033 39.059 43.698 36.415 37.927 42.830 38.580 32.712 44.983 49.065

Por tamaño de establecimiento

De 1 a 4 empleados 448.852 485.020 508.592 529.922 529.656 583.476 603.344 612.733 651.615 707.956 742.973

De 5 a 9 empleados 66.307 67.843 89.553 84.315 97.916 104.107 110.585 105.556 115.666 117.850 118.311

Más de 10 512.599 526.927 511.819 537.533 497.318 517.463 556.878 554.994 656.366 695.052 694.261

Ignorado 15.199 16.645 27.624 16.285 20.131 22.287 29.198 26.863 32.009 32.066 30.946

Por sector institucional

Sector privado 869.635 917.454 961.324 993.514 975.397 1.050.541 1.109.812 1.128.534 1.234.992 1.328.326 1.361.803

Organismos internacionales 3.002 2.168 2.252 2.200 1.930 1.383 3.462 2.828 1.946 2.155 2.430

Ignorado 949 298 524 506 319 537 1.187 0 75 0

Gobierno Central 80.672 79.760 79.534 76.379 79.212 85.576 87.802 83.642 107.563 106.478 107.254

Instituciones autónomas y semiautónomas 81.354 87.495 86.146 88.287 81.281 79.424 90.206 77.343 99.826 105.363 104.737

Municipalidades 7.345 9.260 7.808 7.169 6.882 9.872 7.536 7.799 11.329 10.527 10.267

Por categoría ocupacional según zona

Zona urbana 467.573 497.859 527.548 540.682 524.515 559.750 595.871 640.738 901.225 964.560 975.296

Patrono socio activo 21.173 26.162 34.960 35.728 38.710 43.134 50.886 51.232 50.842 78.213 79.321

Trabajador cuenta propia 78.784 92.353 86.713 91.798 83.849 102.198 93.550 110.965 167.458 183.045 184.091

Asalariado 360.572 372.886 396.480 402.193 393.826 405.872 441.597 466.296 673.347 688.078 694.989

Familiar sin sueldo 7.044 6.458 9.395 10.963 8.130 8.546 9.838 12.245 9.578 15.224 16.895

Zona rural 575.384 598.576 610.040 627.373 620.506 667.583 704.134 659.408 554.431 588.364 611.195

Patrono socio activo 29.157 27.854 41.217 35.780 41.905 47.230 51.738 54.048 32.358 45.210 45.539



1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Trabajador cuenta propia 126.235 122.721 118.132 127.265 128.665 138.750 138.778 122.704 130.893 132.588 145.059

Asalariado 389.568 415.426 421.027 431.593 421.651 452.222 480.626 456.321 368.046 380.807 388.427

Familiar sin sueldo 30.424 32.575 29.664 32.735 28.285 29.381 32.992 26.335 23.134 29.759 32.170

Ingreso promedio mensual en ocupación principal

(colones corrientes)

Por rama de actividad

Agric.caza silvi. pesca/Agric. y ganadería 21.170 26.026 30.490 36.469 40.283 47.370 55.184 64.902 71.717 69.656 75.004

/Pesca 199.547 134.516

Exp. minas y canteras/Minas y canteras 30.812 41.275 50.756 59.973 88.983 68.480 77.768 99.575 70.791 84.406 151.428

Industrias manufactureras 30.127 35.824 42.810 51.562 59.604 70.725 81.762 91.399 108.865 121.804 139.171

Electricidad, gas y agua 52.965 66.717 72.638 97.793 91.375 103.814 128.135 140.022 147.913 193.780 218.383

Construcción 29.178 36.907 44.789 52.551 62.778 70.995 85.356 89.855 103.891 119.720 122.755

Com. mayor y menor/Com. y reparación 32.077 38.283 47.274 56.478 66.421 73.804 85.414 98.026 109.569 121.357 136.288

/Hoteles y restaurantes 118.342 104.407

Transporte, almacenaje y comunicaciones 40.165 52.776 58.250 69.922 81.214 86.948 110.116 117.048 142.506 158.908 162.849

Establecimientos financieros 54.851 63.076 82.201 87.497 103.376 112.175 136.992 149.443 174.461

Intermediación financiera 249.056 279.903

Actividades inmobiliarias y empresariales 160.220 159.541

Administración pública 205.101 208.763

Enseñanza 177.447 190.093

Salud y atención social 201.776 243.545

Servi.comuna.soc y pers./Servi.comun. y pers. 35.135 44.548 51.621 62.214 71.290 79.632 94.036 102.545 121.103 104.757 117.276

Hogares con servicio doméstico 42.162 43.044

Organizaciones extraterritoriales 288.875 293.812

Actividad no bien especificada 32.241 31.120 42.505 40.536 67.180 60.627 67.363 80.542 120.190 96.173 228.164

Por sector institucional

Público 50.381 63.125 72.824 91.271 104.459 119.798 144.336 155.549 174.230 206.855 219.267

Privado 27.269 33.896 41.420 48.643 56.275 64.152 75.836 86.009 100.502 113.006 122.947

(1984=100)

Indice de salario mínimo nominal promedio 392,7 448,9 523,0 630,5 755,4 887,7 1.025,30 1.153,1 1.272,4 1.418,6 1.538,2

(1984=100)

Indice de salario mínimo real promedio 99,4 103,5 106,7 104,4 106,0 109,9 113,8 116,3 115,6 115,9 115,1

(1984=100, a diciembre de cada año)

Indice de salario mínimo real 100,8 102,2 101,9 100,0 103,8 110,3 111,9 113,3 113,7 115,2 112,3

(colones corrientes, julio de cada año)

Salario mínimo minimorum 20.826 22.078 24.859 29.485 37.646 45.240 51.584 57.460 63.544 71.968 77.584

Gasto público

(millones de colones corrientes)

Gasto social 169.568,7 213.947,2 271.765,7 320.641,7 409.538,7 506.452,7 610.955,5 718.645,5 851.334,9 1.007.053,0 1.144.337,6

Educación 44.948,0 55.804,1 70.569,6 79.938,0 107.661,3 130.561,7 161.890,2 185.188,0 231.216,9 277.500,8 332.897,0

Salud 50.928,1 62.822,7 79.348,6 96.384,3 118.280,6 138.500,6 172.779,0 213.330,7 246.627,7 289.832,1 342.286,6

Asistencia social 52.175,5 66.938,1 88.089,0 107.347,8 132.043,5 182.790,0 213.151,0 248.191,5 293.112,2 339.522,6 355.139,4

Vivienda 19.846,8 25.586,7 30.015,1 33.746,6 47.294,9 48.731,4 56.621,0 65.735,0 73.296,0 90.082,0 104.519,0

Servicios recreativos, culturales y religiosos 1.670,3 2.795,6 3.743,4 3.255,0 4.258,4 5.869,6 6.514,3 6.200,3 7.082,1 10.115,5 9.495,6
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

(colones de 1999)

Gasto social real per cápita 133.412,2 149.398,8 162.324,9 151.117,2 159.871,6 170.195,7 179.434,4 187.260,7 195.454,4 203.516,1 207.628,2

Educación 35.363,9 38.967,9 42.151,0 37.674,5 42.027,7 43.875,8 47.546,3 48.255,3 53.084,1 56.080,3 60.400,7

Salud 40.068,9 43.868,9 47.394,7 45.425,6 46.173,2 46.543,5 50.744,3 55.588,5 56.622,2 58.572,4 62.104,4

Asistencia social 41.050,3 46.742,7 52.615,3 50.592,6 51.545,8 61.427,4 62.601,3 64.672,4 67.294,4 68.614,4 64.436,4

Vivienda 15.614,9 17.867,1 17.927,9 15.904,6 18.462,5 16.376,4 16.629,3 17.128,9 16.827,7 18.204,7 18.963,9

Servicios recreativos, culturales y religiosos 1.314,1 1.952,2 2.235,9 1.519,9 1.662,4 1.972,5 1.913,2 1.615,6 1.625,9 2.044,2 1.722,9

Salud

Población total servida por acueducto 3.089.605 3.210.565 3.262.053 3.219.457 3.226.736 3.368.207 3.574.507 3.824.593 3.965.322 4.089.609

Por ente administrador

ICAA 1.370.241 1.506.099 1.590.804 1.629.273 1.562.230 1.583.333 1.569.027 1.637.967 1.659.781 1.717.161 1.892.272

Municipalidades 687.421 656.316 669.335 699.662 607.133 724.992 842.099 653.713 637.668 670.309

CAAR 777.655 802.391 802.391 813.017 890.195 926.336 937.839 1.098.496 963.376 980.980

ESPH 94.700 136.281 136.281 142.579 144.392 146.169 154.919 180.000 185.726 191.481

Ministerio de Salud 21.948 22.912 22.912 0 0 0 0 0 0 0

Acueductos privados 1.782 1.861 1.861 1.970 1.683 1.683 1.683

Acueductos privados + fácil acceso 136.013 358.137 252.327

Sin información 96.590 103.254 102.240

Población total servida por alcantarillado 742.211 785.623 788.157 733.168 753.386 761.974 718.236

Por ente administrador

ICAA 600.368 656.272 675.561 678.095 628.060 641.067 647.090 629.551

Municipalidades 38.736 35.020 35.020 32.818 35.246 37.153 37.842

CAAR 0 27.805 27.805 22.514 26.698 26.888

ESPH 47.052 47.052 47.052 49.604 50.224 50.692 50.692

Acueductos privados 151 185 185 173 151 151 151

Abortos realizados en hospitales de la CCSS 8.368 8.509 8.547 8.253 9.009 8.705 8.850 9.160 9.711 8.220 8.332

Enfermedades de transmisión sexual

Gonorrea 3.937 1.815 2.072 2.305 1.811 1.987 2.118 1.945 1.269 1.278 1.487

Sífilis 1.781 981 1.184 1.502 1.279 1.452 1.386 905 775 796 760

Chancro blando 138 77 122 257 231 145 113 84 42 43 55

Uretritis no gonocócica 2.347 573 946 1.086 774 556 561 471 99 80 109

SIDA 127 127 163 200 117 177 284 219 275 150 84

(por 10.000 habitantes)

Tasa de mortalidad por los cinco primeros 

grandes grupos de causas 38,8 39,0 40,5 41,8 40,6 38,7 39,0 39,0 39,2 38,8 36,7

Enfermedades del aparato circulatorio 11,9 12,2 12,6 12,4 12,5 11,1 11,2 11,9 12,4 12,1 11,0

Tumores 8,1 8,1 8,1 8,4 8,4 7,8 8,0 8,1 8,1 8,5 7,9

Clasificación suplementaria de causas externas 4,7 4,5 4,9 5,0 4,6 4,4 4,5 4,7 4,8 4,4 2,6

Enfermedades del aparato respiratorio 3,8 3,7 4,0 4,6 4,3 4,3 4,6 4,1 3,9 3,9 3,1

Enfermedades del aparato digestivo 2,2 2,4 2,4 2,7 2,6 2,4 2,6 2,6 2,7 2,5 4,5

Las demás causas 8,1 8,1 8,3 8,8 8,3 8,7 8,2 7,6 7,3 7,4 7,4

(por 100.000 habitantes)

Tasa de enfermedades de declaración obligatoria

Dengue 0,0 143,3 421,6 152,8 66,6 406,7 69,7 68,2 128,8 235,1 304,4

Diarrea 2.917,5 2.692,1 2.688,0 3.206,4 2.903,2 3.240,8 3.528,7 3.632,9 4.320,8 3.814,9 2.905,9

Gonorrea 124,6 56,4 62,7 68,6 52,6 56,6 56,3 50,4 33,3 31,8 23,4

Hepatitis 23,9 37,1 23,3 38,8 25,2 33,9 39,3 55,3 45,5 39,9 27,8

Intoxicaciones por alimentos 22,5 13,8 13,8 12,5 14,3 16,2 17,7 20,3 18,8 20,7 12,9
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Otras intoxicaciones (no incluye plaguicidas) 34,8 21,7 27,8 31,3 30,9 35,3 34,6 36,5 36,6 92,5 52,0

Paludismo 220,2 156,7 133,8 133,9 158,7 141,3 136,5 103,7 48,7 33,9 0,0

Rubéola 5,1 12,2 3,3 3,1 1,4 1,2 2,8 39,0 2,3 2,9 0,1

Sarampión 74,5 10,4 3,1 1,3 1,4 0,8 0,1 0,6 0,0 0,0 0,0

SIDA 5,2 3,9 4,9 5,9 3,4 7,1 7,5 5,7 7,0 3,5 1,0

Sífilis 56,4 30,5 35,8 44,7 37,1 41,4 36,9 23,5 20,3 19,8 18,7

Tos ferina 1,1 0,9 0,6 0,7 0,6 0,9 0,8 0,3 0,6 1,3 0,8

Tuberculosis 13,0 13,4 5,3 7,8 20,6 18,0 16,6 17,5 24,0 24,2 17,3

(porcentajes)

Cobertura de vacunación en niños

VOP3 - poliomielitis  (menores de 1 año) 92 88 87 86 85 97 89 86 80 94 94

SRP  -  sarampión    (1 año) 69 88 88 93 83 100 86 89 82 85 94

(por 100.000 habitantes)

Tasa de mortalidad por suicidio 4,8 5,0 5,0 6,3 6,1 5,1 5,9 6,5 6,3 5,1 6,6

Por sexo

Hombres 8,1 8,4 8,1 10,2 10,7 8,6 10,5 11,4 11,2 8,7

Mujeres 1,5 1,7 1,8 2,2 1,4 1,6 1,2 1,6 1,5 1,4

Mortalidad por accidentes de tránsito 457 434 546 514 417 582 630 671 696 676 672

Por provincia

San José 171 149 188 169 152 179 202 185 210 200 202

Alajuela 80 69 108 94 80 120 114 115 144 124 130

Cartago 36 31 39 42 36 61 51 49 64 44 47

Heredia 26 28 40 31 27 41 51 50 69 54 58

Guanacaste 49 41 45 46 36 45 51 78 55 74 71

Puntarenas 56 53 55 53 40 71 58 79 82 76 67

Limón 77 63 71 79 46 65 103 115 72 104 97

(personas)

Accidentes de tránsito

Heridos leves 7.488 7.549 9.041 8.499 9.196 8.363 11.288 12.129 13.507 16.404 14.587

Heridos graves 1.317 1.363 1.617 1.425 1.496 1.607 2.359 2.425 2.562 2.914 2.783

Muertos in situ 230 235 291 285 260 307 324 305 336 353 322

Intoxicaciones por plaguicidas 257 382 583 989 794 924 655 679 757 641 674

Seguridad social

(a junio de cada año)

Asegurados directos activos en seguro   

de salud 790.759 836.809 867.623 890.053 891.895 931.265 974.682 1.026.693 1.038.816 927.806 931.790

Por rama de actividad

Agricultura, ganadería, silvicultura 112.352 115.138 111.743 127.083 126.476 127.187 132.181 135.476 130.866 135.262 136.461

Minas y canteras 1.749 1.326 1.381 1.625 1.604 1.515 1.563 1.448 1.442 1.270 1.350

Industria manufacturera 132.302 137.637 136.139 138.739 132.306 136.418 136.032 135.074 133.399 127.327 122.282

Electricidad, gas y agua 14.552 16.160 16.534 17.420 12.722 12.463 12.840 13.209 15.539 9.938 10.475

Construcción 23.828 26.864 30.315 27.774 25.010 25.357 28.937 31.786 30.784 36.461 40.779

Comercio 88.555 101.600 109.561 110.638 110.160 110.971 116.155 124.846 128.870 130.253 134.447

Transporte, almacenamiento, comunicación 19.911 20.771 21.765 26.766 26.585 27.627 28.351 31.672 33.043 41.645 42.174

Establecimientos financieros 34.709 38.143 41.003 42.742 45.099 46.305 49.761 54.518 59.679 80.904 88.059

Servicios 217.756 219.572 225.778 211.544 218.581 225.082 236.458 247.365 253.887 228.174 242.135

Actividades no especificadas 154 15 326 402 279 676 2 4 12

Actividad ignorada 144.891 159.583 173.078 185.320 193.073 217.664 232.402 251.295 251.295 136.572 113.628
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Por sector institucional

Asalariados 595.163 625.662 643.481 653.932 649.234 660.736 685.870 717.106 726.048 727.603 754.731

Empresa privada 423.839 455.189 467.850 478.533 478.692 488.404 505.446 529.851 535.045 527.934 545.473

Instituciones autónomas 98.628 96.669 99.734 97.279 89.733 88.534 96.551 101.384 102.973 103.468 107.516

Gobierno Central 66.648 67.829 69.942 72.192 74.828 77.727 77.612 79.329 80.817 89.842 95.088

Servicio doméstico 6.048 5.975 5.955 5.928 5.981 6.071 6.261 6.542 7.213 6.359 6.654

No asalariados 195.596 211.147 224.142 236.121 242.661 270.529 288.812 309.587 312.768 200.203 177.059

Cuenta propia 144.891 159.583 173.078 185.320 193.073 217.664 232.402 251.295 251.295 136.877 113.628

Convenios especiales 50.705 51.564 51.064 50.801 49.588 52.865 56.410 58.292 61.473 63.326 63.431

(miles)

Consultas totales 

del seguro de salud 8.839 8.759 9.278 9.781 10.346 11.116 11.986 12.630 12.728 13.353 14.122

Consulta externa 7.044 6.908 7.183 7.590 7.028 8.591 9.191 9.578 9.413 9.863 10.575

Medicina general 3.780 3.759 3.995 4.233 4.568 4.858 5.352 5.582 5.367 5.505 6.014

Especialidades 2.349 2.287 2.291 2.384 2.459 2.634 2.465 2.476 2.369 2.473 2.581

Odontología 682 633 650 706 738 796 1.056 1.195 1.350 1.533 1.609

Otros profesionales 233 229 247 264 281 302 316 323 327 352 371

Consulta de urgencias 1.795 1.851 2.093 2.191 2.299 2.524 2.795 3.051 3.313 3.488 3.545

Número promedio de camas de hospital

en seguro de salud 6.224 6.131 5.860 5.947 5.953 5.924 5.922 5.910 5.861 5.880 5.860

Días cama en hospitales  

en seguro de salud 2.277.903 2.231.963 2.137.914 2.170.642 2.178.154 2.162.240 2.160.999 2.156.974 2.144.871 2.145.704 2.138.928

Medicina 451.389 445.130 415.072 425.873 430.265 435.462 446.160 449.765 522.212 517.271 591.191

Crónicos 551.674 507.811 493.019 483.400 468.424 448.587 448.950 447.313

Cuidados intensivos 15.828 15.818 16.060 16.060 16.470 15.445 14.438 13.505

Cirugía 532.852 526.085 498.301 512.552 515.619 519.170 513.241 517.725 558.698 557.175 558.643

Ginecología y obstetricia 375.194 384.469 368.125 373.517 383.984 384.408 384.137 381.330 378.444 381.351 380.109

Pediatría 271.754 276.348 271.849 272.654 284.492 282.604 279.040 272.940 213.533 206.923 286.971

Cirugía niños 57.066 56.082 58.934 65.081 59.107 57.644 56.394 57.302 74.484 88.207

Pensión (pago directo) 22.146 20.220 16.554 21.505 19.793 18.920 18.639 17.094 16.986 15.542 14.779

Psiquiatría 380.514 379.235 379.235

Días paciente en hospitales de la CCSS 

en seguro de salud 1.840.787 1.766.631 1.733.331 1.742.653 1.766.175 1.755.275 1.720.426 1.737.316 1.751.622 1.767.482 1.738.756

Medicina 383.766 367.968 372.528 378.377 389.066 389.890 396.706 412.097 470.459 469.500 473.584

Crónicos 452.092 429.108 415.830 401.103 398.007 393.174 381.222 369.721

Cuidados intensivos 11.320 11.931 12.602 12.568 12.141 11.423 10.152 9.663

Cirugía 437.587 406.155 409.331 413.449 421.671 416.366 407.127 416.320 449.402 459.636 452.844

Ginecología y obstetricia 295.227 284.069 280.704 291.184 292.656 288.697 280.374 285.709 292.307 290.637 280.834

Pediatría 213.585 221.634 195.437 197.284 207.348 212.362 203.883 201.373 153.877 147.875 210.669

Cirugía niños 37.217 36.572 39.811 40.131 38.369 37.656 35.029 36.055 68.004 79.648

Pensión (pago directo) 9.993 9.194 7.088 8.557 6.917 5.707 5.933 6.378 5.929 5.327 5.756

Psiquiatría 311.644 314.859 315.069

(miles)

Medicamentos despachados en  

farmacias de la CCSS 24.706 25.362 27.268 28.883 30.840 32..535 35.204 38.262 38.855 41.952 45.824

Por área de atención

Hospital 2.279 2.400 2.821 3.033 3.607 3.886.006 4.138 4.461 4.665 5.037 5.498

Consulta externa 17.035 17.220 17.398 18.091 20.158 21.554.401 23.563 25.270 14.198 13.504

Urgencias 2.954 3.141 3.924 4.212 4.433 5.004.775 5.345 5.968 6.029 6.647 6.966

Medicina mixta 711 770 772 715 771 779 779 892 912 913 959



C O M P E N D I O E S T A D I S T I C O E S T A D O D E L A N A C I O N 411

1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Médico de empresa 723 752 749 630 619 484 523 681 546 574 616

Otros centros médicos 1.004 1.079 1.604 2.203 1.254 827 858 992 1.348 1.361 1.599

EBAIS 11.158 12.261

Copias de recetas 1.655 2.435

Días de incapacidad por institución

INS 1.409.564 1.417.981 1.480.002 1.304.474 1.159.259 1.473.407 1.509.877 1.502.509 1.631.386 1.543.506 

CCSS 4.714.557 4.958.332 4.971.475 4.641.204 4.639.382 4.756.089 4.898.389 5.069.398 5.152.486 4.968.746 4.894.499

Enfermedad 3.436.978 3.629.583 3.613.144 3.297.887 3.281.281 3.431.276 3.581.366 3.741.049 3.769.746 3.698.083 3.665.004

Maternidad 1.277.579 1.328.749 1.358.331 1.343.317 1.358.101 1.324.813 1.314.424 1.327.855 1.379.978 1.269.835 1.228.452

INS 2.599 494 2.762 828 1.043 

(miles de colones corrientes)

Gastos por incapacidades de la CCSS 2.671.283 3.455.321 3.632.769 4.027.838 5.380.540 6.240.568 7.367.236 8.269.111 8.890.688 10.319.128 13.228.000

Ordenes de incapacidad según régimen  

en seguro de salud 512.761 533.708 553.088 501.866 470.107 487.498 511.221 560.336 552.764 558.227 552.767

Enfermedad 496.614 517.598 537.128 487.267 456.000 473.504 497.607 546.646 538.023 546.167 540.883

Maternidad 16.147 16.110 15.960 14.599 14.107 13.994 13.614 13.690 14.741 12.060 11.884

Población cubierta por seguro de salud 3.184.290 3.260.236 3.336.184 3.412.133 3.489.287 3.566.443 3.643.597 3.720.753 3.797.907 3.933.975

Asalariado 595.163 625.662 643.481 653.932 649.234 660.736 685.870 717.106 726.048 730.857

Familiar asegurado directo 1.397.814 1.476.521 1.491.430 1.543.434 1.501.744 1.467.441 1.553.053 1.498.398 1.487.680 1.649.328

No asegurado 439.432 449.913 460.393 464.050 359.048 410.141 386.356 402.245 470.940 491.746

Cuenta propia 144.891 159.583 173.078 185.320 193.073 217.664 232.402 251.295 251.295 133.391

Convenio 50.705 51.564 51.064 50.801 49.588 52.865 56.410 58.292 61.473 63.431

Asegurado por el Estado y familiares 300.279 234.886 240.205 221.789 420.110 427.973 395.389 457.653 459.547 487.813

Pensionado IVM 74.456 77.370 82.773 87.054 93.189 98.566 103.179 107.863 112.195 118.320

Pensionado régimen especial 28.027 30.002 31.614 33.985 35.215 38.138 43.348 45.181 47.609 49.412

Pensionado régimen no contributivo 49.761 50.934 57.269 61.464 67.726 69.983 70.694 68.897 67.594 76.718

Familiar pensionado 103.762 103.801 104.877 110.304 120.360 122.936 116.896 113.823 113.526 132.959

(miles)

Ingresos hospitalarios de la CCSS 297,6 297,0 295,7 297,0 297,1 303,9 304,7 313,7 308,1 308,2 298,5

Medicina 38,8 39,5 39,0 41,7 40,9 42,8 43,0 45,1 48,0 48,8 48,8

Ginecología y obstetricia 122,7 123,8 123,4 124,4 124,9 125,6 125,2 128,2 127,7 125,6 120,0

Pediatría 58,1 57,5 58,8 58,8 49,3 48,4 59,2 60,4 38,6 39,4 50,0

Cirugía 65,9 64,2 64,1 61,3 71,5 64,0 65,9 68,5 74,0 74,3 71,6

Pensión 3,8 4,0 3,0 3,1 2,5 2,7 2,8 2,9 2,8 2,4 2,4

Cuidados intensivos 0,6 0,6 0,7 0,7 0,6 0,6 0,5 0,4

Crónicos 7,7 7,4 6,7 7,0 7,3 7,9 8,2 8,2

Cirugía de niños 11,8 12,3

Psiquiatría 5,2 5,5 5,6

Partos atendidos en maternidades 

de la CCSS 75.067 75.086 75.855 76.163 75.420 73.875 72.618 74.928 75.306 73.072 67.850

Cesáreas practicadas 

en hospitales de la CCSS 15.674 15.761 16.013 16.155 16.055 15.414 15.414 16.476 16.023 16.206 14.893

Pensionados en régimen de 

seguro de pensiones 74.456 77.370 82.773 87.054 93.189 98.566 103.179 107.863 112.195 118.320 123.632
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Por riesgo

Invalidez 24.802 26.027 27.388 28.627 30.325 31.942 33.335 34.541 35.608 37.184 38.591

Vejez 25.583 27.266 28.926 30.306 32.308 33.782 35.148 36.424 37.288 38.622 39.717

Muerte 24.071 24.077 26.459 28.121 30.556 32.842 34.696 36.898 39.299 42.514 45.324

Por sexo

Hombres 45.159 46.734 49.127 51.111 54.185 56.866 58.982 61.015 62.801 65.640 68.051

Mujeres 29.297 30.636 33.646 35.939 39.004 41.700 44.197 46.848 49.394 52.680 55.581

Pensionados en régimen 

no contributivo 49.122 54.240 57.274 65.886 68.877 69.983 97.246 94.657 95.294 99.184 107.069

Monto de pensión promedio en CCSS (colones)

Por vejez 20.178 23.266 25.577 30.121 35.890 40.559 45.936 52.916 58.769 66.323 76.380

Por invalidez 12.938 14.925 16.419 20.311 24.631 28.284 32.820 38.215 43.069 48.425 55.994

Por muerte 7.742 9.160 10.274 13.128 19.681 22.304 20.400 23.579 26.253 28.835 32.540

Régimen no contributivo 2.698 4.494 4.443 3.516 7.500 7.500 7.251 7.455 8.822 9.703 12.684

Asegurados directos activos 

en régimen de seguro de pensiones 544.649 575.799 596.099 603.097 617.202 659.744 705.163 761.485 771.979 757.316 784.570

Hombres 384.918 405.012 422.061 421.483 433.081 453.248 489.791 536.220 533.773 525.650 544.570

Mujeres 159.731 170.787 174.038 181.614 184.121 197.496 215.372 225.265 238.206 231.666 240.000

Asegurados directos en

seguro de salud 1.243.282 1.230.001 1.279.484 1.294.345 1.508.135 1.565.925 1.506.598 1.635.390 1.725.761 1.663.781 1.714.597

Directos activos 790.759 836.809 867.623 890.053 891.895 931.265 974.682 1.026.693 1.038.816 927.806 931.790

Directos pensionados 152.244 158.306 171.656 182.503 196.130 206.687 146.527 151.044 227.398 244.450 260.808

Por cuenta del Estado 300.279 234.886 240.205 221.789 420.110 427.973 385.389 457.653 459.547 491.525 521.999

(colones; promedio institucional)

Costo por consulta en 

seguro de salud 2.617 3.137 3.810 4.215 4.827 6.094 7.707 7.826 9.348 10.332 11.832

Población cubierta por programas 

de atención primaria

Modelo tradicional 1.451.561 1.436.400 1.407.621

Urbano 567.000 573.300 556.500

Rural 884.561 863.100 851.121

Modelo readecuado 868.483 1.275.304 1.687.089 2.283.206 2.657.878 2.717.959 3.252.531 3.570.941

(millones de colones)

Ingresos por contribuciones 

a seguro de pensiones 17.513,3 21.783,4 27.536,7 32.266,6 41.942,0 50.433,0 61.260,7 71.745,5 88.525,4 96.304,0 117.604,4

Cuotas patronales 11.440,9 14.069,5 17.838,7 20.462,9 27.100,0 32.192,0 38.884,6 46.595,0 56.173,9 48.784,1 69.930,5

Cuotas obreras 6.072,4 7.714,0 9.698,1 11.803,7 14.842,0 18.241,0 22.376,1 25.150,5 32.351,5 47.519,9 48.673,9

Educación

Matrícula en transición 52.644 53.774 55.125 58.371 60.710 63.585 67.325 69.679 68.576 72.893 72.560

Por sexo

Niños 26.760 27.447 28.090 29.796 31.253 32.641 34.348 35.734 35.002 37.289 36.985

Niñas 25.884 26.327 27.035 28.575 29.457 30.944 32.977 33.945 33.574 35.604 35.575

Zona urbana 29.895 30.249 30.173 30.838 31.335 30.974 31.080 30.632 28.268 29.262 28.620

Niños 15.172 15.398 15.293 15.780 16.251 15.880 15.693 15.758 14.494 15.032 14.509

Niñas 14.723 14.851 14.880 15.058 15.084 15.094 15.387 14.874 13.774 14.230 14.111
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Zona rural 22.749 24.390 25.859 27.533 29.375 32.611 36.245 39.047 40.308 43.631 43.940

Niños 11.588 12.049 12.797 14.016 15.002 16.661 18.655 19.976 20.508 22.257 22.476

Niñas 11.161 12.341 13.062 13.517 14.373 15.950 17.590 19.071 19.800 21.374 21.464

Matrícula primer grado 106.860 104.848 103.442 104.128 107.456 105.314 102.992 103.331 101.073 98.150 99.388

Por sexo

Niños 55.932 55.038 54.511 54.758 56.193 55.435 54.081 54.135 53.067 51.339 51.785

Niñas 50.928 49.810 48.931 49.370 51.263 49.879 48.911 49.196 48.006 46.811 47.603

Zona urbana 40.389 39.175 38.892 39.157 40.063 37.991 37.312 36.957 35.658 34.004 34.538

Niños 20.800 20.183 20.168 20.203 20.587 19.741 19.308 18.992 18.558 17.692 17.885

Niñas 19.589 18.992 18.724 18.954 19.476 18.250 18.004 17.965 17.100 16.312 16.653

Zona rural 66.471 65.673 64.550 64.971 67.393 67.323 65.680 66.374 65.415 64.146 64.850

Niños 35.132 34.855 34.343 34.555 35.606 35.694 34.773 35.143 34.509 33.647 33.900

Niñas 31.339 30.818 30.207 30.416 31.787 31.629 30.907 31.231 30.906 30.499 30.950

Repitentes de primer grado 18.635 18.080 18.320 18.551 19.938 18.377 17.509 16.546 15.627 15.220 13.867

Por sexo

Niños 10.751 10.468 10.629 10.801 11.377 10.584 9.991 9.676 8.920 8.827 7.915

Niñas 7.884 7.612 7.691 7.750 8.561 7.793 7.518 6.870 6.707 6.393 5.952

Zona urbana 4.813 4.605 4.993 5.003 5.264 4.694 4.631 4.427 4.199 4.105 3.613

Niños 2.808 2.625 2.799 2.919 2.895 2.636 2.550 2.485 2.373 2.360 2.050

Niñas 2.005 1.980 2.194 2.084 2.369 2.058 2.081 1.942 1.826 1.745 1.563

Zona rural 13.822 13.475 13.327 13.548 14.674 13.683 12.878 12.119 11.428 11.115 10.254

Niños 7.943 7.843 7.830 7.882 8.482 7.948 7.441 7.191 6.547 6.467 5.865

Niñas 5.879 5.632 5.497 5.666 6.192 5.735 5.437 4.928 4.881 4.648 4.389

(porcentaje)

Aprestamiento de niños de primer grado 59,0 60,7 63,2 64,4 66,7 69,8 74,4 77,6 81,5 82,7 85,2

Por sexo

Niños 58,5 60,0 62,5 63,9 66,5 69,7 74,0 77,3 80,9 82,3 85,0

Niñas 59,5 61,3 63,8 65,0 66,9 70,0 74,8 77,9 82,2 83,1 85,5

Zona urbana por sexo 86,5 89,2 88,3 88,6 94,1 94,8 95,5 97,4 94,5 94,6

Niños 86,4 88,7 88,5 89,2 95,0 94,8 95,1 97,4 94,5 94,9

Niñas 86,5 89,8 88,2 88,0 93,2 94,8 96,0 97,4 94,6 94,3

Zona rural por sexo 43,6 47,6 50,3 52,2 54,8 61,8 66,8 72,3 76,0 79,9

Niños 42,9 45,4 52,6 51,7 54,1 61,0 66,7 71,4 75,5 79,4

Niñas 44,3 49,9 54,6 52,8 55,5 62,6 66,9 73,3 76,6 80,5

Matrícula I ciclo 272.621 280.764 283.149 283.358 287.451 289.284 289.632 288.523 284.425 281.112 278.597

Matrícula II ciclo 198.428 204.194 212.730 223.679 231.152 235.989 240.005 246.534 254.571 257.104 257.507

Matrícula III ciclo 125.753 133.016 141.344 147.988 147.590 155.679 163.595 170.851 182.963 187.923 200.249

Técnica 18.245 20.057 21.599 23.108 22.433 25.292 27.049 29.254 30.743 30.812 32.543

Académica diurna 90.902 96.204 102.392 106.861 108.909 113.180 120.575 126.767 136.484 141.076 149.485

Académica nocturna 16.606 16.755 17.353 18.019 16.248 17.207 15.971 14.830 15.736 16.035 18.221

Matrícula educación diversificada 51.523 53.027 55.209 59.243 60.643 64.472 63.733 64.574 69.865 78.135 84.592

Técnica 14.767 15.042 14.614 16.414 16.955 18.300 17.343 16.961 18.149 19.722 21.266

Académica diurna 27.599 28.988 31.172 33.057 34.865 36.664 38.196 40.566 44.605 51.389 54.765

Académica nocturna 9.157 8.997 9.423 9.772 8.823 9.508 8.194 7.047 7.111 7.024 8.561
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Matrícula inicial por dependencia 719.715 744.685 768.817 794.898 811.849 834.807 852.376 868.439 889.972 916.096 935.401

Pública 654.208 676.464 699.069 723.266 734.766 755.444 770.171 783.217 802.126 827.944 844.990

Semipública 17.881 19.101 19.733 19.200 19.288 19.366 19.552 19.469 19.751 20.148 20.263

Privada 47.626 49.120 50.015 52.432 57.795 59.997 62.653 65.753 68.095 68.004 70.148

(porcentajes)

Desgranamiento por nivel

Primaria 35,1 33,3 33,1 33,3 35,6 35,0 32,7 31,2 27,4 27,5 24,5

III ciclo 60,6 61,9 62,1 61,2 62,6 66,8 66,0 65,9 62,6 61,8 60,4

Undécimo año 68,6 71,2 71,3 73,1 73,7 76,1 77,0 76,0 74,4 74,7 73,1

Rendimiento en educación regular

Aprobados I y II ciclos 91,4 90,4 89,7 86,6 88,1 88,4 88,3 90,2 90,6 90,9 91,2

Aprobados III ciclo y educación diversificada 79,1 81,5 80,9 75,3 75,6 78,6 78,0 83,4 82,7 82,2 81,1

Reprobados I y II ciclos 8,6 9,6 10,3 13,4 11,9 11,7 11,7 9,8 9,4 9,1 8,8

Reprobados III ciclo y educación diversificada 20,9 18,5 19,1 24,7 24,4 21,4 22,0 16,6 17,3 17,8 18,9

Tasa bruta de escolaridad en educación regular

Transición 63,1 66,1 67,7 69,5 71,5 76,2 81,2 83,6 82,4 87,5 87,8

I ciclo 119,0 116,7 114,0 113,3 114,6 113,9 113,2 113,2 112,4 111,3 110,3

II ciclo 92,4 93,4 95,1 95,7 94,0 93,1 94,2 96,5 98,4 98,9 99,6

III ciclo 65,0 65,4 66,6 67,5 65,9 68,0 68,6 68,2 70,9 72,6 77,2

Educación diversificada 44,8 44,0 42,9 43,4 42,5 43,5 41,9 41,9 44,4 47,1 48,4

Población de 12 años y más 2.112.175 2.173.069 2.233.812 2.285.237 2.338.867 2.418.437 2.488.771 2.523.152 2.866.292 2.964.526 3.060.827

Por nivel de instrucción

Sin instrucción 121.555 136.993 138.651 117.287 119.145 120.295 128.273 130.865 139.703 135.270 140.773

Preparatoria 766 2.315 1.290 2.321 2.120 7.849 3.002 4.027

Educación especial 5.803 5.436 6.032 4.627 8.014 5.832 8.742 5.646

Primaria incompleta 495.568 475.191 513.353 491.990 498.995 514.777 513.253 518.546 555.254 562.189 554.469

Primaria completa 664.289 682.720 688.668 721.938 739.018 757.630 775.966 779.598 881.600 867.920 892.829

Secundaria académica 571.480 585.393 595.928 627.041 667.277 678.564 652.156 687.544 815.589 866.098 912.956

Secundaria técnica 43.514 47.733 44.534 48.472 48.709 53.336 82.808 61.892 69.611 78.620 75.821

Superior 197.108 225.676 228.829 257.874 245.250 271.726 311.649 315.237 369.118 412.216 448.226

Ignorado 18.661 19.363 23.849 14.066 12.722 14.787 17.718 19.336 21.736 30.469 26.080

Cursos impartidos por el INA

Acciones formativas por sector económico    3.180 3.920 4.165 5.389 7.001 7.914 6.529 5.935 7.283 8.962 9.856

Agropecuario 824 1.023 810 932 1.637 1.563 1.390 949 1.019 1.132 1.291

Industrial 1.138 1.596 1.980 2.018 2.526 2.948 2.719 2.525 3.014 3.385 3.645

Comercio y servicios 1.218 1.301 1.375 2.439 2.838 3.403 2.420 2.461 3.250 4.445 4.920

Participantes por sexo 48.245 57.538 56.380 66.639 92.318 110.061 93.250 83.236 103.839 127.017 139.333

Hombres 39.014 55.629 62.838 54.675 46.657 56.011 64.529 69.161

Mujeres 27.625 36.689 47.223 38.575 36.579 47.828 62.488 70.172

Participantes por sector económico

Agropecuario 12.262 15.505 10.243 12.282 23.966 12.282 21.994 14.041 14.551 15.088 16.944

Industrial 18.693 23.664 28.561 25.183 32.486 25.183 36.873 33.613 38.918 43.446 47.612

Comercio y servicios 17.290 18.369 17.576 29.174 35.866 29.174 34.383 35.582 50.370 68.483 74.777
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Aprobados por sexo 39.368 48.244 45.375 59.802 83.154 59.802 82.114 74.113 93.115 114.211 125.383

Hombres 34.705 50.119 34.705 48.205 41.792 50.047 57.597 61.839

Mujeres 25.097 33.035 25.097 33.909 32.321 43.068 56.614 63.544

Aprobados por sector económico

Agropecuario 10.997 14.167 9.060 11.194 22.065 11.194 19.516 12.670 13.092 13.763 15.311

Industrial 12.971 18.007 21.123 22.324 29.347 22.324 32.984 30.662 35.487 39.807 44.041

Comercio y servicios 15.400 16.070 15.192 26.284 31.742 26.284 29.614 30.781 44.536 60.641 66.031

Otros sectores

Acciones formativas 19 156

Participantes 463 4.083

Aprobados 444 3.918

Modalidad formación/producción individualizada

Participantes por sexo 6.287 11.948 13.357 11.163 11.349 10.566 12.274 11.252

Hombres 2.125 2.484 2.220 2.819 2.432

Mujeres 9.038 8.865 8.346 9.455 8.820

Diplomas otorgados por las instituciones 

de educación superior 8.915 9.951 11.840 12.665 14.753 17.364 21.179 23.280 26.469 22.655 25.628

Universidad de Costa Rica 3.785 3.658 3.963 3.568 3.779 4.257 4.161 4.381 3.955 4.131 4.118

Universidad Nacional 1.535 2.095 1.787 2.270 2.319 2.378 2.253 2.526 2.586 2.389 2.830

Instituto Tecnológico de Costa Rica 394 472 516 429 576 713 832 735 876 834 1.084

Unviersidad Estatal a Distancia 567 686 777 852 1.410 1.582 2.067 2.125 2.173 1.659 2.214

Universidades privadas 2.634 3.040 4.797 5.546 6.669 8.434 11.866 13.513 16.879 13.642 15.382

Universidades estatales

Por grado académico

Diplomado 1.189 1.558 1.224 1.299 1.477 1.494 1.648 1.568 1.566 1.048 1.449

Profesorado 141 194 335 496 391 615 354 272 284 332 301

Bachillerato 3.365 3.260 3.535 3.201 3.628 3.893 4.022 4.618 4.390 4.348 4.717

Licenciatura 1.378 1.647 1.668 1.800 2.108 2.348 2.539 2.560 2.515 2.267 2.429

Especialidad profesional 156 165 154 183 197 211 226 220 214 189 188

Maestría 52 87 127 139 281 368 524 527 614 821 1.146

Doctorado 1 2 1 0 2 7 8 16

Por área de conocimiento

Artes, letras y filosofía 338 413 343 385 402 367 369 427 428 462 724

Ciencias básicas 260 330 320 329 361 469 534 668 534 742 1.400

Ciencias sociales 1.839 2.400 2.305 2.406 2.654 2.897 2.870 2.667 2.991 2.935 10.099

Educación 1.828 2.267 2.359 2.684 3.139 3.579 3.733 4.095 3.714 2.959 9.067

Recursos naturales 246 203 238 208 306 318 279 374 404 357 427

Ingeniería 479 508 463 429 503 505 556 602 675 723 1.437

Ciencias de la salud 1.291 786 1.008 674 712 793 966 932 840 832 2.473

Formación general 0 4 7 4 7 2 6 2 4 3 1

Universidades privadas

Por grado académico

Bachillerato 1.815 1.754 3.062 3.270 3.832 4.653 6.527 6.719 8.567 7.055 8.581

Licenciatura 721 1.097 1.470 2.004 2.381 3.198 4.297 5.499 6.577 5.247 5.458

Maestría 97 189 263 264 442 577 1.035 1.271 1.707 1.308 1.317

Doctorado 0 0 2 8 14 6 7 24 17 24 22

Otro 1 0 0 0 0 0 0 0 11 8 4
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Por área de conocimiento

Artes, letras y filosofía 61 97 165 155 156 279 374 301 195 121 253

Ciencias básicas 130 138 177 159 294 265 347 442 261 489 634

Ciencias sociales 1.928 2.126 3.190 3.448 4.196 4.822 6.331 7.228 7.960 6.022 7.005

Educación 214 313 507 878 1.151 1.578 3.032 3.644 5.568 4.590 5.068

Recusos naturales 0 0 0 0 3 4 8 2 12 21 41

Ingeniería 149 158 307 300 263 424 506 627 1.181 765 713

Ciencias de la salud 151 208 451 606 606 1.062 1.268 1.269 1.702 1.634 1.668

Vivienda

Viviendas por tipo de tenencia 667.315 711.527 784.128 837.060 967.060 999.587

Zona urbana 310.974 330.833 356.259 399.319 584.235 638.999

En precario 1.047 4.805 3.535 7.750 12.924 12.781

Propia totalmente pagada 157.580 171.181 194.532 241.098 347.874 397.671

Propia pagando a plazos 65.121 72.209 67.961 63.102 97.131 93.905

Alquilada 73.643 68.573 75.108 66.312 96.700 100.096

Otras 13.583 14.065 15.123 18.084 28.048 32.718

Ignorado 2.973 1.558 1.828

Zona rural 356.341 380.694 427.869 437.741 382.825 360.588

En precario 2.263 4.025 1.157 4.612 2.766 3.782

Propia totalmente pagada 236.942 239.190 288.373 303.227 263.182 236.070

Propia pagando a plazos 33.003 56.304 45.965 36.890 30.522 28.318

Alquilada 33.243 32.211 38.633 32.142 30.471 44.010

Otras 50.890 48.964 53.741 58.476 55.061 48.000

Ignorado 2.394 823 408

Viviendas por hacinamiento por dormitorio 667.315 711.527 784.128 837.060 967.060 999.587

Zona urbana 310.974 330.833 356.259 399.319 584.235 638.999

Con hacinamiento 17.692 17.740 17.745 22.551 24.869 25.746

Sin hacinamiento 292.115 311.909 338.514 375.978 558.755 612.789

Hacinamiento ignorado 1.167 1.184 719 611 464

Zona rural 356.341 380.694 427.869 437.741 382.825 360.588

Con hacinamiento 42.954 40.552 39.241 35.668 32.734 31.467

Sin hacinamiento 312.456 338.894 388.628 400.928 349.873 328.987

Hacinamiento ignorado 931 1.248 1.145 218 134

Viviendas por condición de servicios básicos 667.315 711.527 784.128 837.060 967.060 999.587

Zona urbana 310.974 330.833 356.259 399.319 584.235 638.999

Tiene servicios 294.503 301.507 351.408 388.927 568.277 627.330

No tiene servicios 15.971 26.995 4.851 5.483 12.045 10.670

Ignorado 500 2.331 4.909 3.913 999

Zona rural 356.341 380.694 427.869 437.741 382.825 360.588

Tiene servicios 291.839 308.020 409.535 412.158 360.681 346.103

No tiene servicios 63.773 71.480 18.334 19.702 20.623 12.859

Ignorado 729 1.194 5.881 1.521 1.626

( 1976=100 )

Indice de precios de la construcción 2.866,2 3.209,3 3.718,5 4.594,5 4.964,2 5.652,7 6.111,2 6.806,6 7.478,9 8.012,7 8.983,0

Número de permisos registrados 

(edificios y viviendas) 15.675 21.417 20.843 22.055 21.609 25.526 24.150 22.866 27.190 30.580 27.453

Bonos de vivienda familiar pagados 15.238 16.845 9.398 15.708 17.423 20.287 10.652 6.602 19.733 14.015 9.238
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

(metros cuadrados)

Area de construcción 1.461.735 1.946.188 2.049.387 1.550.081 1.482.791 1.759.721 1.879.527 1.920.105 2.157.333 2.561.696 2.402.314

Por tipo de obra

Vivienda 1.027.445 1.303.721 1.352.079 1.120.051 1.118.075 1.275.037 1.222.829 1.237.873 1.457.734 1.800.777 1.633.520

Comercio y oficinas 233.263 435.216 471.690 230.635 216.937 233.048 318.238 334.553 415.329 429.579 386.069

Industrias 143.416 134.552 141.311 148.790 85.419 180.593 198.157 166.394 101.844 163.294 181.784

Otros 57.611 72.699 84.307 50.605 62.360 71.043 140.303 181.285 182.426 168.046 200.941

Por tipo de vivienda

Vivienda familiar 972.494 1.164.042 1.231.005 1.053.611 1.008.668 1.186.263 1.121.664 1.066.455 1.276.187 1.545.810 1.446.273

Vivienda multifamiliar 54.951 139.679 121.074 66.440 109.407 88.774 101.165 171.418 181.547 254.967 187.273

Otros 43.429 642.467 697.308 430.030 364.716 484.684 656.698 682.232 699.599 760.919 768.804

(millones de colones de 1991)

PIB real del sector construcción 37.347,0 41.775,1 44.762,6 48.173,7 39.547,1 41.962,7 49.263,6 48.472,7 50.596,1 56.388,6 56.433,7 

Pobreza e ingresos

(colones corrientes)

Límites de pobreza por zona

Zona urbana

Extrema pobreza 3.984 4.380 5.045 6.047 6.949 8.073 9.498 10.161 11.136 11.965 13.255

No satisface necesidades básicas 8.685 9.548 10.998 13.182 15.149 17.599 20.706 22.151 24.276 26.084 28.895

Zona rural

Extrema pobreza 3.447 3.812 4.341 5.238 5.960 7.011 8.343 8.888 9.814 10.414 11.530

No satisface necesidades básicas 6.791 7.510 8.552 10.319 11.741 13.812 16.436 17.509 19.334 20.516 22.714

Población total 

por niveles de pobreza 2.935.636 3.002.387 3.065.159 3.131.004 3.197.740 3.266.040 3.333.669 3.405.400 3.803.640 3.897.661 3.990.617

No pobres 1.574.001 1.681.324 1.949.429 1.990.707 2.038.978 2.082.983 2.182.530 2.206.296 2.523.910 2.440.279 2.509.597

No satisface necesidades básicas 542.856 426.315 409.653 417.516 459.243 472.591 454.426 468.985 523.596 509.771 545.633

Extrema pobreza 237.476 175.956 171.286 194.491 206.516 181.503 164.774 217.415 232.504 213.757 225.541

Sin ingresos 46.395 55.724 45.308 46.915 53.043 36.318 31.835 36.324 46.569 65.806 58.529

Ignorado 534.908 663.068 489.483 481.375 439.960 492.645 500.104 476.380 477.061 668.048 651.317

Hogares por niveles de pobreza 545.523 537.967 601.552 627.866 656.445 670.634 700.181 713.875 805.533 797.712 840.186

Zona urbana 249.100 243.265 272.409 285.094 292.582 294.115 302.448 330.137 469.544 466.858 492.961

No pobres 181.047 195.060 230.203 239.183 242.634 246.066 253.683 273.061 389.167 388.122 407.783

No satisface necesidades básicas 52.289 38.378 33.679 35.249 37.723 38.704 40.118 42.068 61.288 60.746 67.828

Extrema pobreza 15.764 9.827 8.527 10.662 12.225 9.345 8.647 15.008 19.089 17.990 17.350

Zona rural 296.423 294.702 329.143 342.772 363.863 376.519 397.733 383.738 335.989 330.854 347.225

No pobres 204.179 218.338 251.140 260.757 272.334 285.703 308.468 293.463 250.657 247.526 666.986

No satisface necesidades básicas 57.075 49.130 51.569 53.582 58.608 62.172 60.963 57.478 55.606 53.998 125.461

Extrema pobreza 35.169 27.234 26.434 28.433 32.921 28.644 28.302 32.797 29.726 29.330 47.739

Región Central 346.791 337.036 377.826 403.525 414.653 419.900 437.208 447.042 516.294 507.800 524.608

No pobres 258.415 274.519 321.563 339.030 346.048 355.054 371.474 377.476 436.616 429.656 441.420

No satisface necesidades básicas 65.507 46.848 44.575 47.835 50.360 50.119 51.171 49.935 60.457 60.391 64.691

Extrema pobreza 22.869 15.669 11.688 16.660 18.245 14.727 14.563 19.631 19.221 17.753 18.497

Región Chorotega 40.963 42.405 44.886 49.601 49.430 49.634 50.341 49.680 62.233 59.132 67.921

No pobres 21.795 26.112 28.062 32.133 32.312 31.758 33.152 32.046 40.248 40.658 45.710

No satisface necesidades básicas 11.328 10.436 10.208 10.719 10.583 11.754 11.411 11.097 13.715 11.170 12.880

Extrema pobreza 7.840 5.857 6.616 6.749 6.535 6.122 5.778 6.537 8.270 7.304 9.331

Región Pacífico Central 33.005 33.116 36.301 35.307 41.241 37.705 41.015 38.355 41.717 39.526 45.119

No pobres 22.000 24.461 28.340 27.267 31.802 28.338 32.482 27.343 39.653 27.815 33.151

No satisface necesidades básicas 7.157 5.678 5.611 6.082 6.721 6.771 6.203 7.883 7.524 7.417 8.757

Extrema pobreza 3.848 2.977 2.350 1.958 2.718 2.596 2.330 3.129 3.540 4.294 3.211
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Región Brunca 54.160 54.015 57.581 55.707 62.657 65.499 67.573 70.896 62.014 60.219 62.486

No pobres 30.522 32.446 36.967 35.168 39.493 44.351 44.564 46.755 40.370 39.260 40.157

No satisface necesidades básicas 13.757 13.357 12.471 12.511 13.892 14.140 15.078 13.680 13.496 11.973 14.122

Extrema pobreza 9.881 8.212 8.143 8.028 9.272 7.008 7.931 10.461 8.148 8.986 8.207

Región Huetar Atlántica 44.880 48.557 56.699 54.349 58.281 66.395 67.807 70.819 79.595 86.462 92.498

No pobres 35.627 38.629 45.536 45.075 43.485 49.351 53.800 55.561 61.495 66.222 70.692

No satisface necesidades básicas 6.040 7.183 7.650 6.503 9.803 12.508 10.409 10.363 13.053 15.335 16.178

Extrema pobreza 3.213 2.745 3.513 2.771 4.993 4.536 3.598 4.895 5.047 4.905 5.628

Región Huetar Norte 25.724 22.838 28.259 29.377 30.183 31.501 36.237 37.083 43.680 44.573 47.554

No pobres 16.867 17.231 20.875 21.267 21.828 22.917 26.679 27.343 30.442 32.037 35.856

No satisface necesidades básicas 5.575 4.006 4.733 5.181 4.972 5.584 6.809 6.588 8.649 8.458 8.833

Extrema pobreza 3.282 1.601 2.651 2.929 3.383 3.000 2.749 3.152 4.589 4.078 2.865

(colones)

Ingreso promedio mensual 

del hogar 51.244,0 64.430,3 80.378,4 92.875,8 103.988,9 122.383,0 150.205,0 161.794,0 194.603,8 222.514,5 235.239,9

Decil 1 5.671,3 8.136,6 10.055,2 11.984,3 12.159,2 16.032,6 19.040,0 18.387,0 21.919,1 22.543,5 25.334,3

Decil 2 14.056,3 18.706,7 22.935,2 26.785,6 27.588,9 36.066,9 41.607,0 42.343,0 49.112,0 52.245,0 56.985,3

Decil 3 19.961,9 26.767,3 32.739,3 38.103,3 41.323,4 49.991,5 58.945,0 62.899,0 72.449,2 78.167,3 83.834,0

Decil 4 23.960,3 33.870,7 41.374,4 48.806,5 52.863,8 63.161,0 75.779,0 81.490,0 93.594,4 100.713,4 107.941,2

Decil 5 28.403,3 41.081,7 50.412,0 60.187,7 65.385,6 78.825,6 94.148,0 100.969,0 117.216,4 129.949,7 136.284,4

Decil 6 34.295,2 50.807,5 63.040,9 74.558,9 81.018,6 96.662,1 118.078,0 124.291,0 147.652,3 164.370,6 171.902,3

Decil 7 42.846,7 63.544,0 78.641,6 92.516,3 100.569,8 120.409,7 148.584,0 155.293,0 187.548,7 206.120,4 216.838,1

Decil 8 53.530,1 81.614,7 98.600,6 116.780,0 129.948,1 153.757,8 190.515,0 201.469,0 243.487,8 267.357,8 282.336,4

Decil 9 69.754,2 111.135,8 134.116,2 153.855,7 179.400,6 208.251,9 261.119,0 283.569,0 344.891,4 379.097,9 400.328,0

Decil 10 136.279,4 212.270,0 269.423,7 299.837,0 348.378,8 404.761,0 497.134,0 552.283,0 669.599,6 826.220,1 881.255,7

(porcentaje acumulado)

Ingreso total del hogar

Decil 1 1,0 1,3 1,3 1,3 1,2 1,3 1,3 1,1 1,1 1,0 1,1

Decil 2 3,7 4,2 4,1 4,2 3,9 4,3 4,1 3,7 3,7 3,4 3,5

Decil 3 6,4 8,6 8,1 8,3 7,8 8,3 8,0 7,6 7,4 6,9 7,1

Decil 4 10,0 13,5 13,3 13,6 12,9 13,5 13,0 12,7 12,2 11,4 11,7

Decil 5 14,2 19,9 19,5 20,1 19,2 19,9 19,3 18,9 18,2 17,2 17,4

Decil 6 21,9 27,8 27,5 28,2 27,0 27,8 27,2 26,6 25,8 24,6 24,7

Decil 7 30,3 37,7 37,2 38,2 36,7 37,7 37,1 36,2 35,4 33,9 34,0

Decil 8 40,3 50,5 49,5 50,9 49,2 50,2 49,8 48,6 47,9 45,9 45,9

Decil 9 55,3 67,7 66,1 67,5 66,5 67,3 67,2 66,2 65,7 62,9 63,2

Decil 10 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0
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Estadísticas económicas

1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Cuentas nacionales y producción sectorial

Producto interno bruto 

(miles de millones de colones)

A precios de mercado 1.153,2 1.370,2 1.658,2 2.105,0 2.459,0 2.984,0 3.625,3 4.512,8 4.917,8 5.387,5 6.058,2

(miles de colones)

Per cápita en colones 361,4 418,4 491,7 606,9 690,1 816,1 967,5 1.175,9 1.252,8 1.344,1 1.481,4

(dólares)

Per cápita en dólares 2.691,5 2.937,5 3.131,3 3.378,4 3.322,4 3.508,5 3.761,9 4.116,2 4.065,1 4.087,0 4.116,9

(millones de colones de 1991)

PIB real 957.165,6 1.028.126,8 1.076.753,1 1.118.971,3 1.128.892,0 1.191.863,7 1.291.954,6 1.398.181,6 1.423.232,4 1.438.715,9 1.482.481,0

Menos: impuestos sobre los productos y las

importaciones (netos de subvenciones) 82.271,1 97.179,8 103.578,3 104.513,4 111.735,2 118.581,3 128.884,8 130.545,1 131.218,4 134.780,5 140.455, 1 

Valor agregado bruto a precios básicos 874.894,4 930.947,1 973.174,7 1.014.457,9 1.017.156,8 1.073.282,41.163.069,8 1.267.636,5 1.292.014,1 1.303.935,4 1.342.025,9

Según sector

Agricultura. silvicultura y pesca 112.345,9 116.467,6 120.255,1 129.073,7 131.410,6 133.359,7 144.296,2 150.830,8 151.855,4 152.984,1 149.976,9 

Extracción de minas y canteras 1.243,7 1.072,9 1.159,8 1.116,5 1.063,1 1.200,8 1.311,9 1.232,1 1.309,7 1.393,3 1.405,0 

Industria manufacturera 204.371,8 217.697,7 225.866,9 235.192,8 236.441,9 254.539,7 283.502,0 353.529,3 343.198,3 314.492,8 321.750,9 

Construcción 37.347,0 41,775,1 44.762,6 48.173,7 39.547,1 41.962,7 49.263,6 48.472,7 50.596,1 56.388,6 56.433,7 

Electricidad y agua 26.131,4 27.041,6 29.058,8 29.953,9 30.738,3 32.444,2 35.259,2 37.444,8 39.854,4 41.489,2 43.704,0 

Comercio, restaurantes y hoteles 179.035,0 195.672,5 205.665,1 212.770,2 211.541,0 224.524,1 243.544,0 249.383,1 253.093,3 258.420,1 263.470,8 

Transporte, almacenaje y comunicaciones 72.942,4 81.773,6 88.067,8 94.470,9 98.994,3 108.786,3 117.627,4 125.685,9 138.459,1 150.463,5 168.886,4 

Servicios financieros y seguros 33.747,0 35.239,7 37.762,7 38.518,5 39.429,6 42.518,9 45.264,8 49.524,9 54.692,7 57.117,8 60.861,9 

Actividades inmobiliarias 56.293,5 57.829,8 59.832,1 61.347,7 62.561,6 64.526,8 66.429,4 68.672,3 70.249,3 72.396,6 73.605,7 

Otros servicios prestados a empresas 22.877,6 24.007,3 25.719,5 26.405,8 26.985,8 28.122,5 29.803,0 34.115,4 39.651,3 46.930,1 50.478,9 

Servicios de administración pública 32.286,6 32.656,9 33.721,4 33.932,5 32.405,1 32.895,8 32.901,2 33.229,5 34.071,1 35.272,0 35.541,7 

Servicios comunales, sociales y personales 112.210,2 118.317,7 122.251,8 125.391,6 129.171,5 132.944,8 140.594,2 145.411,0 149.147,2 151.832,6 155.993,1 

Menos: servicios de intermediciación financiera

medidos indirectamente 15.937,5 18.605,3 20.948,7 21.889,8 23.133,0 24.543,8 26.727,2 29.895,4 34.163,8 35.245,4 40.083,6 
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

(millones de colones corrientes)

Formación bruta de capital fijo 227.467,4 280.899,6 324.160,6 399.982,8 421.649,7 538.478,1 740.341,4 811.325,0 873.950,7 976.224,3 1.155.869,9

Variación de existencias 5.891,9 5.270,0 8.281,7 -15.917,6 -29.098,5 1.161,2 4.136,7 -38.187,7 -34.636,6 108.873,0 167.989,7

Ingreso nacional disponible neto 1.079.455,0 1.277.986,2 1.568.655,0 1.974.226,2 2.314.075,0 2.786.573,3 3.332.082,6 3.756.129,5 4.266.587,0 4.839.871,2 5.494.608,3

Ahorro neto 106.247,6 105.256,7 150.475,7 193.434,0 161.278,1 227.601,5 351.316,2 274.488,5 323.580,6 378.672,1 455.902,7

Energía

(mW)

Capacidad instalada de generación

de energía eléctrica 1.043 1.050 1.103 1.217 1.292 1.370 1.402 1.505 1.721 1.701 1.775

(mW/h)

Generación de energía eléctrica

Total 4.146.378 4.388.048 4.748.964 4.843.043 4.896.552 5.591.233 5.789.744 6.188.635 6.921.594 6.929.491 7.472.551

Privada 17.560 24.747 35.659 75.887 212.402 385.480 578.500 768.467 1.112.799 1.121.351 1.138.431

(porcentajes)

Producción total de energía

Leña 20,4 20,2 19,2 17,2 18,7 11,3 7,9 7,9 7,2

Electricidad 28,3 29,4 30,5 26,5 29,2 35,4 61,1 71,6 74,1

Gasolina 7,4 6,3 6,3 6,8 5,6 6,1 0,5 0,0 0,0

Diesel 11,8 11,6 10,4 13,4 12,6 12,5 4,5 0,0 0,2

Fuel oil 12,0 10,5 15,3 13,2 9,9 12,1 3,2 0,0 0,0

Otros 20,1 22,0 18,3 22,9 24,0 22,6 22,8 20,5 18,5

Telecomunicaciones

Líneas telefónicas instaladas 339.272 408.165 479.355 535.203 607.844 692.200 758.852 802.597 983.358 996.284 1.132.061

Clientes del sistema telefónico nacional 303.552 337.837 388.245 429.028 482.672 563.871 610.475 672.265 734.738 785.571 832.721

Clientes del sistema celular 6.985 18.704 46.553 67.978 105.164 138.178 211.614 311.329 528.047

(por 100 habitantes)

Densidad de líneas telefónicas 10,7 12,6 14,5 15,9 17,7 19,5 20,8 22,4 23,4 24,2 25,8

(por 1.000 habitantes)

Densidad de teléfonos públicos 2,2 2,3 2,3 2,3 2,2 2,5 2,8 2,8 3,3 4,3 6,0

Transporte

(toneladas métricas)

Carga transportada por ferrocarril 845.199 799.644 711.223 198.600 222.814 199.352 181.192

Pasajeros movilizados por

el  Aeropuerto Juan Santamaría 1.437.989 1.684.211 1.771.101 1.839.175 1.743.154 1.936.060 2.298.499 2.257.480 2.160.869 2.108.816 2.282.498

Locales 92.035 97.679 78.357 126.369 83.444 156.695 119.809 166.637 166.254 136.442 140.468

Internacionales 1.345.954 1.586.532 1.692.744 1.712.806 1.659.710 1.779.365 2.178.690 2.090.843 1.994.615 1.972.374 2.142.030

(miles de colones corrientes)

Inversión pública bruta

en sector transporte 5.172.115 7.778.104 5.156.941 8.817.643 9.072.140 11.487.674 12.256.033 20.394.765 41.781.791 37.124.543 33.835.032

Carreteras 3.519.575 4.552.645 3.131.199 5.549.864 5.940.879 5.518.033 8.478.100 14.991.444 36.050.174 30.548.472 23.317.956



C O M P E N D I O E S T A D I S T I C O E S T A D O D E L A N A C I O N 421

1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Puertos 431.000 1.797.465 1.455.000 1.716.411 1.693.081 3.164.893 1.175.453 1.878.616 3.643.056 4.889.615 2.683.184

Aeropuertos 173.170 367.569 40.092 959.418 887.000 1.974.098 1545000 3074385 1.072.161 1.045.346 4.727.622

Ferrocarriles 704.000 553.555 32.950

Tuberías 344.370 506.870 497.700 591.950 551.180 830.650 1.057.480 450.320 1.016.400 641.110 3.106.270

Número de vehículos en circulación 373.868 396.379 439.235 477.778 511.670 551.750 594.148 612.300 641.302 664.563 689.763

Número de personas por vehículo 8,5 8,3 7,7 7,3 7,0 6,6 6,3 6,3 6,1 6,0 5,9

(porcentajes)

Tasa de crecimiento vehicular 12,3 6,0 10,8 8,8 7,1 7,8 7,7 3,1 4,7 3,6 3,8

(tasa por 1.000 habitantes)

Tasa de vehículos livianos 64,0 67,2 70,7 73,4 76,6 80,4 84,6 85,1 87,1 88,4 89,9

Tasa de autobuses 2,0 2,1 2,4 2,6 2,7 2,8 3,0 3,0 3,1 3,1 3,2

Comercio exterior

(millones de dólares)

Exportaciones 2.385,2 2.625,5 2.878,2 3.475,9 3.758,4 4.205,5 5.525,6 6.662,4 5.849,7 5.021,4 5.252,9

Tradicionales 837,7 858,0 948,1 1.187,2 1.103,1 1.049,2 1.142,7 969,4 877,7 738,8 690,6

No tradicionales 1.547,5 1.767,5 1.930,1 2.288,7 2.655,3 3.156,3 4.382,9 5.693,0 4.972,0 4.282,6 4.562,3

Por sector

Industriales 664,0 726,5 845,4 951,8 1.107,2 1.121,0 1.244,4 1.134,7 1.090,2 1.029,3 1.031,8

Agrícolas 1.095,6 1.140,2 1.268,6 1.614,3 1.629,4 1.766,0 1.900,5 1.542,9 1.404,4 1.278,3 1.248,9

Perfeccionamiento activo 391,5 485,2 420,8 475,2 378,8 427,2 444,5 396,1 398,9 366,4 354,1

Zonas francas 234,1 273,6 343,4 434,6 643,0 891,3 1.936,2 3.588,8 2.956,3 2.347,4 2.618,1

Por destino

MCCA 248,4 267,9 288,1 349,8 385,4 412,5 482,2 531,9 557,5 558,9 524,2

Resto del mundo 1.511,2 1.598,8 1.825,8 2.216,3 2.351,3 2.474,5 2.662,7 2.145,6 1.937,0 1.748,7 1.756,4

Importaciones 2.949,0 3.514,9 3.788,4 4.089,5 4.326,8 4.969,7 6.238,7 6.354,6 6.388,5 6.568,7 7.187,9

Materias primas 1.462,8 1.676,6 1.932,6 2.244,6 2.282,5 2.666,0 3.302,7 3.558,8 3.474,0 3.643,5 3.947,8

Bienes de capital 608,3 779,1 679,4 728,2 709,6 878,6 1.199,8 1.156,7 1.099,4 1.049,7 1.276,5

Bienes finales (de consumo) 718,6 885,1 973,1 915,9 1.096,0 1.203,1 1.475,4 1.318,9 1.343,0 1.465,0 1.591,8

Combustibles y lubricantes 159,3 174,1 203,3 200,8 238,7 222,0 260,8 320,2 472,1 410,5 371,7

(millones de dólares)

Saldo cuenta de capitales 10,0 0,0 10,4 0,0 28,1 0,0 0,0 2,2 18,1 13,6 6,3

(millones de dólares)

Saldo cuenta corriente -412,1 -678,9 -516,6 -357,4 -264,1 -480,9 -520,7 -681,1 -706,9 -736,7 -946,3

(millones de dólares)

Saldo cuenta comercial -343,2 -649,5 -624,7 -322,3 -249,2 -497,6 -399,0 580,3 -210,5 -820,1 -1.263,4

(millones de dólares, saldo a fin de año)

Reservas monetarias internacionales netas 921,4 943,4 823,9 1.010,3 925,4 1.140,3 991,6 1.472,1 1.317,6 1.329,8 1.494,7

(millones de dólares)

Variación reservas monetarias 

internacionales netas del SBN -193,1 54,8 24,3 -205,3 93,8 -106,7 138,7 -423,8 186,3 144,4 -183,5
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(colones, promedio del mes de diciembre)

Tipo de cambio interbancario de venta 137,8 151,4 165,0 194,4 219,5 243,8 270,6 297,6 317,7 341,0 377,7

(porcentajes)

Tasa de devaluación 1,5 10,2 9,0 18,1 12,9 11,1 10,0 9,9 6,8 7,3 10,8

Turismo

(millones de dólares)

Ingreso de divisas 

por concepto de turismo 431,1 577,4 625,7 659,6 688,6 719,3 883,5 1.036,1 1.229,2 1.095,5 1.078,0

(miles)

Número de turistas que ingresaron 611 684 762 785 781 811 942 1.031 1.088 1.131 1.113

Visitantes al Sistema 

de Parques Nacionales 639.753 772.025 700.434 614.081 658.657 742.761 810.098 865.603 786.600 756.962 934.254

Nacionales 301.644 367.683 322.148 362.341 389.883 452.680 485.950 495.349 453.628 428.593 511.519

Extranjeros 338.109 404.342 378.286 251.740 268.774 290.081 324.148 370.254 332.972 328.369 422.735

Finanzas públicas

(millones de colones corrientes)

Ingresos tributarios 133.610,6 154.676,6 194.865,9 239.003,3 292.544,8 359.567,6 440.021,4 521.343,1 584.978,2 691.802,9 778.084,0

Impuestos a los ingresos y utilidades 19.015,8 26.942,4 37.977,3 47.164,3 50.653,4 62.462,9 84.749,7 127.678,4 128.805,1 163.059,5 185.600,3

Impuestos a la propiedad 3.522,5 4.942,5 5.388,0 8.561,3 7.948,5 12.828,3 17.190,7 16.866,5 22.680,2 21.600,5 27.110,2

Impuestos sobre bienes y servicios 75.664,5 84.768,0 104.693,2 122.268,8 182.478,6 222.477,4 278.456,7 319.379,9 382.893,2 450.445,8 505.357,5

Selectivo de consumo 22.840,3 25.444,4 32.029,4 35.189,1 46.559,1 68.949,6 92.435,3 100.570,5 117.219,0 95.787,5 65.440,0

Sobre las ventas 50.816,0 56.497,0 67.762,5 82.857,3 131.195,7 148.038,6 175.742,3 195.277,4 222.774,8 266.281,8 297.621,4

Otros 2.008,2 2.826,6 4.901,3 4.222,4 4.723,8 5.489,2 10.279,1 23.532,0 42.899,4 88.376,5 142.296,1

Impuestos comercio exterior y transac. internac. 34.086,4 36.525,3 45.004,6 59.139,8 48.975,0 50.991,4 56.477,3 45.930,4 46.704,1 51.110,9 56.937,8

A las importaciones 27.616,2 31.387,5 38.027,8 48.883,7 41.894,2 44.496,9 48.645,9 38.928,0 42.065,8 46.940,1 52.638,4

A las exportaciones 5.681,5 4.316,4 5.856,7 8.986,5 5.861,3 4.974,4 5.886,0 4.851,1 1.929,7 1.380,5 1.516,4

Otros 788,7 821,4 1.120,1 1.269,6 1.219,5 1.520,1 1.945,4 2.151,3 2.708,6 2.790,3 2.783,0

Otros impuestos 1.321,4 1.498,3 1.802,9 1.869,1 2.489,3 3.307,6 2.285,3 2.429,0 3.895,6 5.586,2 3.078,3

Ingresos por distribuir aduaneros 7.500,0 861,7 9.058,9 0,0 0,0 0,0

(millones de colones corrientes)

Ingresos totales del Gobierno Central 142.670 166.065 191.247 253.699 302.496 363.540 444.485 547.434 599.101 704.130 781.798

Aduanas 69.959 84.196 93.422 118.488 137.796 168.214 211.240 229.288 267.266 293.898 361.168

Renta 15.910 23.434 29.822 40.838 45.756 55.924 77.001 118.859 122.032 152.654 169.880

Ventas 25.264 27.509 31.838 40.499 67.025 75.460 78.024 85.853 91.066 130.382 144.688

Consumo 7.955 9.072 10.063 13.405 18.119 26.630 28.955 28.886 27.899 31.780 12.129

Otros 23.582 21.854 26.101 40.470 33.800 37.312 49.265 84.548 90.839 95.416 93.933

(millones de colones corrientes)

Gastos totales del Gobierno Central 158.717 190.196 276.607 338.274 397.968 445.309 533.921 646.425 739.274 848.376 1.021.564

Giros 91.709 115.085 153.545 191.692 223.722 262.268 323.652 374.968 406.087 384.547 468.290

Intereses 37.272 37.767 52.413 94.501 112.124 113.211 116.026 164.226 175.653 213.866 259.417

Transferencias 27.384 34.719 67.674 47.872 57.294 65.960 89.598 102.013 152.169 243.313 282.271

Comisiones bancarias 2.235 2.285 2.857 4.071 4.673 3.825 4.018 3.875 3.625 3.436 3.084

Otros 117 340 118 138 155 46 627 1.343 1.740 3.214 8.502
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(millones de colones corrientes)

Financiamiento del déficit del Gobierno Central

Externo neto 2.125 -9.613 -3.138 -16.775 -25.511 -24.792 49.609 64.474 70.872 54.567 61.244

Interno neto 13.922 33.744 88.498 101.350 120.983 106.560 39.827 34.516 69.301 89.679 178.522

(millones de colones corrientes)

Déficit del sector público no financiero 6.225 6.197 -87.411 -32.546 -61.169 -34.953 -30.010 -70.387 -97.224 -93.766 -238.909

(millones de colones corrientes)

Deuda pública interna 182.353,7 237.544,2 353.532,1 520.035,9 849.743,4 1.132.012,0 1.281.582,0 1.775.105,2 1.861.841,9 2.012.706,9 2.413.499,6

(millones de colones corrientes)

Deuda interna bonificada 

sector público  general 180.316 233.405 350.540 515.610 647.114 866.081 960.418 1.407.070 1.484.320 1.475.384 1.775.511

(millones de dólares)

Deuda pública externa 3.288,7 3.158,4 3.255,5 3.258,6 2.858,9 2.640,2 2.872,4 3.056,5 3.150,6 3.242,5 3.337,7

(dólares)

Deuda pública externa per cápita 1.030,5 964,4 965,3 939,1 802,0 722,1 766,6 796,4 802,6 809,0 816,1

(millones de dólares)

Servicio total pagado 

de la deuda pública externa 289,7 569,7 447,4 620,3 580,7 583,2 405,3 533,6 591,0 708,5 690,5

(millones de colones corrientes, a diciembre de cada año)

Servicio de la deuda del Gobierno Central

Intereses internos 25.494 25.297 43.841 78.425 100.698 103.024 103.577 142.867 149.549 174.019 211.223

Intereses externos 7.500 8.000 9.650 12.522 13.140 10.863 12.449 21.359 26.104 39.847 48.193

Sector financiero

(millones de colones, a diciembre de cada año)

Emisión monetaria 56.933,7 63.996,6 86.012,9 98.930,9 115.765,7 146.843,7 165.349,2 229.813,1 202.710,7 223.034,9 249.870,2

(millones de colones, saldos a fin de mes)

Base monetaria 100.980,8 119.757,4 158.937,3 160.562,8 184.122,2 221.940,0 242.907,2 301.650,2 304.431,3 295.244,7 332.117,5

(millones de colones, promedio)

Medio circulante 91.986,9 107.559,7 126.623,5 138.041,4 158.238,1 201.165,5 255.884,8 307.634,0 367.206,8 412.902,3 474.122,2

Coeficiente de liquidez 0,08 0,08 0,08 0,07 0,06 0,07 0,07 0,07 0,07 0,08 0,08  

(millones de colones, saldos a diciembre)

Liquidez total 406.282,8 474.769,0 580.435,7 622.197,4 805.331,6 949.661,3 1.191.446,3 1.414.744,5 1.715.365,0 1.881.736,5 2.283.823,9

(millones de colones, a diciembre de cada año)

Depósitos en cuenta corriente 70.548,9 72.597,0 92.135,8 86.743,6 104.932,7 174.873,3 192.143,6 237.312,5 300.454,1 328.495,0 424.391,8

(millones de colones, saldos a fin de mes)

Depósitos de bancos 

comerciales en BCCR 116.724,2 156.865,9 156.152,5 237.371,9 332.580,5 305.682,0 359.396,0 414.378,4 503.642,9 501.161,9 600.544,4
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

(millones de colones, a diciembre de cada año)

Efectivo en poder del público 46.768,2 53.696,3 73.068,2 80.667,9 91.743,2 106.814,9 124.166,6 144.264,3 143.027,2 158.089,8 171.806,7

(millones de colones corrientes)

Crédito interno neto total del SBN 254.259 317.423 385.321 427.885 650.568 841.563 1.145.403 1.166.002 1.407.666 1.480.054 1.890.978

Público 83.164 89.415 118.870 132.504 300.880 397.974 475.589 372.446 370.820 202.794 341.367

Privado 171.095 228.009 266.451 295.381 349.688 443.589 669.814 792.507 1.030.787 1.269.947 1.541.280

Privado financiero no bancario 1.050 6.058 7.313 8.331 

(millones de colones corrientes)

Préstamos al sector privado 

no financiero 171.078 228.007 266.702 295.942 351.429 443.656 669.814 792.508 1.030.787 1.269.947 1.541.280

Industria 43.066 47.565 53.115 61.730 65.903 66.461 98.925 116.320 150.373 153.696 160.867

Agricultura 27.670 33.890 38.212 39.186 42.368 38.496 54.174 58.929 75.238 77.502 73.414

Vivienda y construcción 11.158 14.503 18.091 20.677 28.889 62.050 116.369 136.039 191.964 292.680 393.981

Otros 89.184 132.050 157.284 174.349 214.270 276.649 400.346 481.221 613.212 746.070 913.018

(porcentaje anual, a diciembre de cada año)

Tasas de interés pasivas por plazo

Depósitos en colones a 1 mes

Bancos estatales 18,0 20,0 18,5 24,0 16,5 13,5 17,5 14,5 13,5 12,3 12,0

Bancos privados 20,6 25,0 25,5 30,2 22,3 19,3 20,4 20,4 18,5 14,7 15,8

Depósitos en colones a 3 meses

Bancos estatales 19,2 21,5 21,0 24,5 17,0 15,3 17,0 15,5 14,0 12,8 13,9

Bancos privados 22,3 30,4 29,9 30,4 25,0 19,6 25,0 21,7 20,7 17,4 18,5

Depósitos en colones a 6 meses

Bancos estatales 19,5 22,0 23,0 26,0 18,0 16,4 19,0 16,2 14,5 13,5 14,9

Bancos privados 23,9 30,4 31,8 32,1 26,6 20,6 26,1 25,5 20,7 19,0 19,8

Tasas de interés activas por sector

Agricultura

Bancos estatales 30,2 35,5 34,0 35,0 26,5 23,0 26,0 27,0 26,0 26,0 31,5

Bancos privados 30,0 39,5 42,0 49,0 42,0 30,0 34,0 34,5 34,5 32,0 31,0

Ganadería

Bancos estatales 30,2 35,5 34,0 35,0 26,5 23,0 26,0 27,0 26,5 26,5 26,5

Bancos privados 30,0 39,5 42,0 49,0 42,0 30,0 34,0 34,5 34,5 32,0 31,0

Industria

Bancos estatales 30,2 35,5 34,0 37,0 26,5 23,0 26,0 27,0 26,0 26,0 26,5

Bancos privados 32,0 40,5 42,0 49,0 42,0 31,0 34,0 34,5 34,5 32,0 31,0

Vivienda

Bancos estatales 26,7 31,5 30,7 30,0 24,0 21,2 25,0 26,5 26,5 25,5 25,0

Bancos privados 30,0 39,5 42,0 49,0 42,0 30,0 34,0 34,0 32,0 32,0 29,0

Otras actividades

Bancos estatales 30,2 37,0 37,0 39,5 31,0 31,0 28,0 29,5 28,5 28,5 29,8

Bancos privados 32,0 42,0 48,0 52,0 42,0 35,0 34,8 34,5 34,5 36,0 31,5

Tasa básica 19,0 25,0 27,8 28,5 24,6 18,5 24,5 18,3 15,5 16,0 17,5
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Precios

(enero 1995 = 100, promedio anual)

Indice de precios al consumidor 70,0 76,8 87,2 107,4 126,2 142,9 159,6 175,7 194,9 216,9 236,8

(porcentajes)

Tasa anual de inflación 17,0 9,0 19,9 22,6 13,9 11,2 12,4 10,1 10,3 11,0 9,7

(a julio de cada año, colones)

Costo per cápita/mes canasta básica alimentaria 5.818,2 6.658,2 7.682,9 8.831,9 9.434,9 10.160,6 11.013,4 12.180,3

Urbana 6.322,4 7.179,9 8.269,2 9.514,8 10.218,2 10.984,6 11.930,9 13.222,3

Rural 5.420,2 6.169,5 7.134,2 8.197,4 8.737,3 9.406,6 10.177,5 11.227,7

(colones por kWh, promedio anual)

Precio energía eléctrica empleada

en el sector residencial 7,4 9,0 10,3 13,2 14,2 13,8 13,3 14,4 16,4 21,2 22,9

(colones por litro, promedio anual)

Precio promedio combustibles

empleados en el sector transporte

Gasolina regular 48,4 49,3 47,5 59,8 84,3 104,6 100,1 119,6 183,4 191,2 205,5

Gasolina súper 53,2 54,7 52,6 65,7 88,6 109,9 105,2 125,5 192,9 200,2 211,2

Jet-fuel 39,5 40,7 39,2 48,3 58,5 66,4 60,3 72,7 119,3 126,3 138,2

Diesel 39,8 41,1 39,5 48,6 59,3 74,0 71,7 86,5 131,6 139,3 146,7

(dólares)

Precio 3 primeros minutos, llamada a EEUU (tarifa reducida) 5,2 5,2 5,2 5,2 3,5 2,4 2,3 1,4

(colones)

Precio promedio del impulso 

en exceso, llamadas locales 2,7 3,2 3,2 3,2 3,2 3,2 3,3 3,3 3,0 3,3 3,3
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Estadísticas ambientales

1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Tierra

(hectáreas)

Area protegida 1.094.414 1.094.414 1.094.414 1.591.809 1.602.420 1.266.395 1.306.251 1.300.944 1.291.288 1.304.308 1.304.916

(hectáreas)

Area reforestada, manejada y protegida  

con incentivos forestales 15.755,9 17.725,8 28.068,8 60.922,9 102.783,0 56.596,0 64.057,0 29.040,0 27.907,0 21.017,0

(miles de hectáreas)

Tasa promedio anual de deforestación 17 13 8

(hectáreas)

Area total de bosque cerrado 1.556.275 1.786.695

Area total de bosque secundario 350.000 370.000 400.000

(toneladas métricas)

Fijación de carbono estimada para el área 

incentivada por el Estado 92.467,4 97.558,6 88.743,3 157.620,2

(m3)

Volumen autorizado para

aprovechamiento de madera 653.191 666.880 956.731 615.552 499.382 582.287 619.335 612.409 464.338 402.166 453.262

(millones de colones)

Total de crédito forestal 103,5 88,8 107,0 45,2 69,6 114,2

Crédito para reforestación 31,6 3,7 0,0 0,0 11,3 0,0

Crédito para la industria 39,3 52,5 78,8 27,6 34,1 93,9

Otros créditos 32,6 32,6 28,2 17,6 24,2 20,3

Visitantes al Sistema 

de Parques Nacionales 639.753 772.025 700.434 614.081 658.657 742.761 810.098 865.603 786.600 756.962 934.254

Nacionales 301.644 367.683 322.148 362.341 389.883 452.680 485.950 495.349 453.628 428.593 511.519

Extranjeros 338.109 404.342 378.286 251.740 268.774 290.081 324.148 370.254 332.972 328.369 422.735
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(millones de dólares)

Importación total de agroquímicos

Plaguicidas 156,0 89,2 102,0 109,3 105,3 95,4

Fertilizantes 250,4 65,8 70,5 88,9 65,8 61,9

Atmósfera

(toneladas métricas)

Partículas en suspensión 

provenientes de vehículos 1.587 1.591

Estación Aeropuerto Juan Santamaría

Temperatura (grados celsius)

Media de estación seca (mes de marzo) 24,5 23,6 24,2 24,0 22,8 23,1 25,6 22,6 22,5 23,8 25,1

Media de estación lluviosa (mes de octubre) 22,6 22,5 23,5 22,9 22,9 22,8 22,6 20,9 21,9 23,4 23,4

Viento (km/hora)

Velocidad media 15,8 12,9 14,0 12,0 13,9 16,7 22,2 16,9 15,6 15,9 17,4

Precipitación (milímetros)

Promedio anual acumulado 1.950,7 2.106,4 1.527,3 2.638,4 2.210,1 1.827,3 2.301,7 1.946,7 1.524,1 1.286,6 1.509,6

Humedad relativa (porcentajes)

Promedio anual 72 73 72 77 82 80 82 79 79 75 71

Desechos

(toneladas métricas por día)

Ingreso promedio diario de basura en 

el relleno sanitario Río Azul / Parque

de tecnología ambiental 831 890 962 934 910 947 1.041 1.265 1.257 1.304 1.429

(gramos por día)

Producción per cápita diaria de basura 

para el cantón Central de San José 864 882 944 944 865 874 898 987 969 1.044 1.108 

Consumo de energía

(kW/h, miles de habitantes)

Consumo de energía eléctrica per cápita 520,5 547,0 567,7 566,3 573,0 579,5 606,5 620,1 639,0 651,2 665,3

(terajulios)

Consumo total de derivados de petróleo 42.629 50.235 52.387 54.912 55.195 58.751 63.479 68.338 70.155 70.768 

(miles de dólares)

Importaciones totales de 

derivados de petróleo 136.081 142.928 171.626 171.835 203.845 191.219 228.800 298.440 455.418 420.550 

(porcentajes)

Consumo de diesel como porcentaje 

del consumo de hidrocarburos 43,6 39,2 40,8 39,7 40,1 39,3 39,3 38,2 37,1 39,3

(kW/h)

Consumo promedio anual de electricidad por abonado

Sector residencial 2.535 2.614 2.671 2.623 2.618 2.597 2.666 2.685 2.733 2.740 2.751  
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Sector industrial  113.223 115.715 121.492 121.096 114.805 120.431 131.299 140.365 145.929 152.319 163.566  

(porcentajes)

Población cubierta por el servicio eléctrico 92,4 92,5 92,7 92,7 93,0 93,3 94,4 94,9 97,0 97,0 97,0

(terajulios)

Consumo de energía sector transportes 28.469 33.181 38.362 40.367 40.389 41.607 45.553 47.875 46.697 47.962

Recursos pesqueros

(toneladas métricas)

Captura total según litoral

Pacífico 13.549 12.436 13.310 13.609 19.713 21.148 17.909 21.009 24.765 25.551 23.212

Atlántico 261 199 268 422 436 421 363 665 1.051 787 622

Ecología

Número de playas ganadoras 

de Bandera Azul Ecológica 10 19 24 27 35 37 45
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Estadísticas políticas

1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Organización ciudadana

Número de organizaciones activas de la sociedad civil

Sindicatos 423 391 387 348 319 283 279 212 205 253 219

Cooperativas 382 381 321 293 249 517 526 556 551 501 453

Asociaciones solidaristas 1.251 1.395 1.404 1.471 1.481 1.389 1.398 1.043 1.058 1.067 1.074

Sociedades anónimas laborales 45 13 168 215 218 221 225 233

Asociaciones de desarrollo comunal 1.600 1.620 1.635 1.732 1.685 1.661 1.866 1.790

Cámaras empresariales afiliadas a UCCAEP 38 39 41 46 45 45 47 46 48 45

Asociaciones civiles 5.102 5.791 6.541 7.272 8.163 9.467 10.568 11.356 13.094 13.999 15.386

Control ciudadano

Denuncias presentadas ante la Defensoría de los Habitantes 2.049 1.496 1.358 2.082 1.678 1.544 1.765 1.964

Demandas en la Comisión Nacional del Consumidor 781 1.872 2.515 2.230 2.150 1.650 938 702

Audiencias públicas en la ARESEP 7 70 79 74 61 75 118

Número de Contralorías de Servicios 62 81 78 150 149 163

Seguridad pública y privada

Permisos de portación

de armas de fuego 8.478 8.702 9.914 13.711 10.084 8.456 8.489 11.479 12.746 21.049 16.125

Personal de seguridad privada 1.200 3.060 3.420 5.141 4.423 3.511 1.411 1.171 1.550

Personal de seguridad pública 8.629 8.408 8.459 8.397 8.343 9.340 9.791 9.785

Administración de justicia

Casos entrados en oficinas 

judiciales de primera instancia 431.255 538.523 538.523 631.643 664.311 629.376 726.757 798.198 933.614 995.822

Según materia

Civil 63.456 63.304 63.304 72.210 70.512 67.331 72.420 76.349 75.837 76.932

Familia 11.326 11.326 14.657 15.504 16.839 16.994 19.028 21.103 22.163

Contenciosa 24.280 24.112 24.112 21.178 23.175 26.438 28.970 22.861 22.728 22.929

Penal 78.527 80.124 80.124 85.984 99.430 85.926 105.929 111.126 115.757 117.647
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Trabajo 20.757 18.794 18.794 17.498 18.019 17.693 16.939 24.188 21.257 19.952

Contravenciones 47.798 45.002 45.002 44.585 42.686 42.855 59.490 53.304 50.747 47.964

Tránsito 178.336 273.305 273.305 344.105 349.155 299.980 363.974 419.545 537.540 595.064

Pensiones alimentarias 8.656 9.133 9.133 12.113 14.332 15.383 16.309 17.509 20.261 21.351

Penal juvenil 4.090 7.050 7.050 6.869 7.246 8.338 9.554 10.837 11.703 12.377

Violencia doméstica 5.023 15.336 20.996 26.437 32.643 43.929 46.012

Constitucional 5.355 6.373 6.373 7.421 8.916 8.885 9.741 10.808 12.752 13.431

Asuntos ingresados en las salas del Poder Judicial

Sala Primera 567 670 419 582 750 788 1.088 746

Sala Segunda 602 428 400 437 793 826 762 723

Sala Tercera 879 1.048 1.333 1.305 1.536 1.202 1.283 1.349

Sala Cuarta 6.768 7.421 8.916 8.885 9.741 10.802 12.752 13.431

Resoluciones dictadas por la Sala Constitucional 

Total 3.265 5.466 7.012 6.376 6.515 8.250 8.584 8.570 10.056 11.493 10.793

Con lugar 414 993 1.159 1.199 1.596 2.814 2.067 2.214 2.351 3.099 3.409

Sin lugar 1.000 2.155 2.046 1.722 1.615 2.306 2.979 3.118 3.512 3.872 3.040

Rechazados de fondo 1.407 977 1.044 1.001 1.083 930 1.133 1.297 1.255

Rechazados de plano 1.851 2.318 2.400 2.478 2.260 2.129 2.455 2.308 3.060 3.225 3.089

Hábeas corpus 796 940 939 1.108 1.106 1.282 1.084 1.346 1.479 1.385 1.318

Con lugar 141 138 179 127 167 169 143 136 132 109 175

Sin lugar 458 488 417 529 480 654 569 766 906 828 686

Rechazados de fondo 96 188 208 135 156 166 145 177 172

Rechazados de plano 197 314 247 264 251 324 216 278 296 271 285

Recurso de amparo 2.274 4.319 5.681 4.832 5.079 6.626 7.178 6.950 8.296 9.813 9.202

Con lugar 248 816 928 1.016 1.394 2.608 1.889 2.036 2.194 2.965 3.215

Sin lugar 515 1.645 1.590 1.140 1.106 1.624 2.382 2.310 2.570 3.001 2.325

Rechazados de fondo 1.202 680 723 750 827 689 908 1.027 1.009

Rechazados de plano 1.511 1.858 1.961 1.996 1.856 1.644 2.080 1.915 2.624 2.820 2.653

Acción de inconstitucionalidad 195 207 392 436 330 342 322 274 290 294 272

Con lugar 25 39 52 56 35 37 35 42 25 25 19

Sin lugar 27 22 39 53 29 28 28 42 36 43 29

Rechazados de fondo 109 109 113 116 100 75 80 93 74

Rechazados de plano 143 146 192 218 153 161 159 115 139 133 150

Duración promedio de los recursos votados (meses, semanas y días)

sobre el fondo del asunto

Hábeas corpus 1m2s 1m3s 1m1s 1m 21d 19d 19d 17d 17d 17d 17d

Recursos de amparo 7m1s 9m2s 9m3s 4m2s 3m2s 3m1s 3m 2m 2m3s 2m3s 2m3s

Acciones de inconstitucionalidad 17m1s 24m1s 27m1s 39m2s 37m3s 26m 19m3s 17m 25m1s 20m1s 24m3s

Personas condenadas por los tribunales 

superiores y juzgados penales

Por pena impuesta 5.340 5.367 5.913 6.970 7.135 7.872 3.456 3.186 3.005 3.497 3.022

Días multa 1.147 1.345 1.213 1.107 1.138 1.284 241 168 182 170 114

Prisión efectiva 1.925 1.926 2.210 2.747 2.701 2.796 1.874 1.928 1.929 2.232 1.849

Prisión ejecución condicional 2.268 2.096 2.490 3.116 3.296 3.792 1.341 1.090 894 1.095 1.059
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1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002

Delitos y agresiones

(por 100.000 habitantes)

Tasa de delitos dolosos contra la vida

Excluyendo agresión 59 56 61 61 62 58 62 57 52 47 38

Incluyendo agresión 148 155 172 182 191 191 206 194 189 177 158

(por 100.000 habitantes)

Tasa de homicidios dolosos 5,0 5,0 5,4 5,3 5,3 5,7 6,0 6,4 6,1 6,4 6,2

(por 100.000 habitantes)

Tasa de delitos sexuales 57,6 57,6 61,9 58,3 65,3 73,5 84,2 89,6 94,1 107,9 102,4

Gobiernos locales

Alcaldes removidos 7 25 16 37

Por causa

Renuncia 3 13 6 18

Destitución 4 10 7 15

Suspensión temporal 1

Muerte 2 1

Interino 1 4

(millones de colones de 1999)

Ingresos totales 22.013,4 26.350,0 26.438,0 25.323,7 31.920,6 37.132,1 35.796,7 40.488,3 44.693,2 47.556,1 53.207,5

Ingresos corrientes 16.630,2 19.424,1 18.900,8 19.211,0 24.431,3 26.084,4 26.308,1 27.819,0 31.113,5 32.979,3 35.067,5

Ingresos de capital 5.383,1 6.926,0 7.537,3 6.112,7 7.489,3 11.047,7 9.488,6 12.669,3 13.579,7 14.576,7 18.139,9

(millones de colones de 1999)

Egresos totales por categoría 17.824,6 20.752,3 21.258,7 20.113,8 23.604,7 29.573,3 28.492,6 31.304,6 34.257,2 36.487,9 39.214,0

Gastos corrientes 13.953,2 15.717,0 16.773,9 15.976,7 18.078,1 20.619,9 21.742,5 23.819,8 25.211,7 27.367,1 28.861,0

Inversión real 2.786,2 4.053,8 3.629,2 3.233,2 4.058,0 6.923,7 5.216,8 5.592,5 7.046,1 7.313,7 7.599,8

Demás egresos 1.085,2 981,5 855,5 904,0 1.468,6 2.029,6 1.533,3 1.892,3 1.999,4 1.807,1 2.753,2

Formación de leyes

Leyes aprobadas por iniciativa

Legislativo 20 40 50 48 37 85 25 76 53 110 48

Ejecutivo 26 25 51 47 31 43 48 51 48 66 27

(días naturales)

Duración promedio de las leyes aprobadas en la corriente legislativa

Legislativo 812 711 643 635 572 692 431 543 538

Ejecutivo 691 608 495 684 605 374 494 573 378 

(días naturales)

Duración promedio de las leyes aprobadas para la sanción del Ejecutivo

Legislativo 27 15 20 17 14 26 17 20 14

Ejecutivo 13 12 13 14 12 27 17 16 16 
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APORTE ESPECIAL

Estadísticas básicas de los censos de población y

vivienda de 1973, 1984, 2000

1973 1984 2000

Características demográficas

Población total 1.871.780 2.416.809 3.810.179

0 a 4 años 258.939 322.822 376.584

5 a 12 años 461.810 452.147 668.849

13 a 17 años 241.583 277.333 412.983

18 a 24 años 251.896 372.380 493.182

25 a 34 años 224.514 379.020 592.490

35 a 64 años 367.035 505.135 1.052.759

65 años y más 66.003 107.972 213.332

Hombres 938.535 1.208.216 1.902.614

0 a 4 años 131.250 164.912 192.287

5 a 12 años 235.240 230.602 342.956

13 a 17 años 120.857 139.336 209.462

18 a 24 años 124.879 184.695 247.732

25 a 34 años 110.947 186.794 292.784

35 a 64 años 182.656 249.838 516.649

65 años y más 32.706 52.039 100.744

Mujeres 933.245 1.208.593 1.907.565

0 a 4 años 127.689 157.910 184.297

5 a 12 años 226.570 221.545 325.893

13 a 17 años 120.726 137.997 203.521

18 a 24 años 127.017 187.685 245.450

25 a 34 años 113.567 192.226 299.706

35 a 64 años 184.379 255.297 536.110

65 años y más 33.297 55.933 112.588

(habitantes por kilómetro cuadrado)

Densidad de población 36,6 47,3 74,6

(personas)

Población total en viviendas individuales 1.853.356 2.404.530 3.790.875
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1973 1984 2000

Hogares individuales con jefatura 330.857 512.673 959.144

Masculina 83,6 82,5 77,3

Femenina 16,4 17,5 22,7

Tipos de hogares 330.857 512.673 959.144

Nuclear conyugal sin hijos 6,1 6,9 8,7

Nuclear conyugal con hijos 50,1 51,2 49,6

Nuclear monoparental 8,0 8,6 11,2

Nuclear conyugal extenso sin hijos 1,8 1,6 1,4

Nuclear conyugal extenso con hijos 14,1 12,2 9,2

Nuclear monoparental extenso 6,0 5,4 5,1

Jefe más otros familiares. extenso 3,8 3,2 2,9

Compuesto 4,6 4,8 3,1

Unipersonal 4,9 5,6 8,0

No familiares 0,7 0,6 0,8

Servicios basicos de la población

(personas que habitan en viviendas individuales)

Abastecimiento de agua 1.853.356 2.404.530 3.790.875

Acueducto 77,4 86,0 88,9

Pozo 8,4 8,1 5,7

Lluvia u otros medios 14,2 6,0 5,4

(personas que habitan en viviendas individuales)

Disposición de excretas 1.853.356 2.404.530 3.790.875

Cloaca o tanque séptico 41,4 64,2 88,8

Pozo negro o letrina 46,8 31,9 9,4

Otro tipo 1,0 0,4 0,8

No tiene 10,8 3,5 1,0

(personas que habitan en viviendas individuales)

Cobertura del servicio de electricidad 1.853.356 2.404.530 3.790.875

Electricidad 64,6 81,9 76,5

Otro tipo 33,1 15,4 20,1

No tiene 2,3 2,7 3,3

(personas que habitan en viviendas individuales)

Combustible utilizado para cocinar 1.853.356 2.404.530 3.790.875

Electricidad 32,1 45,5 55,0

Leña o carbón 50,3 44,6 13,2

Gas 6,3 8,7 31,4

Otro 10,8 0,9 0,1

Ninguno (no cocina) 0,5 0,4 0,3

(personas que habitan en viviendas individuales)

Población con hacinamiento 1.853.353 2.404.530 3.790.875

Sí 46,0 24,4 12,4

No 54,0 75,6 87,6
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1973 1984 2000

Educación

Población de 15 años y más por nivel de instrucción

Total 1.047.314 1.532.311 2.593.372

Sin instrucción 11,7 8,0 5,5

Primaria incompleta 41,6 27,1 18,8

Primaria completa 23,4 28,4 29,7

Educación general básica incompleta 7,1 7,9 9,6

Educación general básica completa 3,9 5,4 7,1

Secundaria incompleta 2,4 3,2 4,1

Secundaria completa 4,5 10,8 9,8

Superior 5,4 9,2 15,4

Hombres 519.717 757.476 1.280.417

Sin instrucción 11,9 8,1 5,8

Primaria incompleta 41,1 26,6 18,6

Primaria completa 23,6 29,2 30,5

Educación general básica incompleta 7,0 8,1 9,6

Educación general básica completa 3,7 5,2 7,1

Secundaria incompleta 2,4 3,0 3,9

Secundaria completa 4,6 10,1 9,4

Superior 5,7 9,7 15,1

Mujeres 527.597 774.835 1.312.955

Sin instrucción 11,6 7,8 5,2

Primaria incompleta 42,0 27,6 18,9

Primaria completa 23,2 27,5 29,0

Educación general básica incompleta 7,2 7,8 9,6

Educación general básica completa 4,0 5,6 7,2

Secundaria incompleta 2,4 3,3 4,2

Secundaria completa 4,5 11,6 10,1

Superior 5,2 8,7 15,7

Asistencia a la educación en la población de 5 años y más

Total 543.557 593.638 1.153.291

5 a 12 años 85,7 77,1 88,2

13 a 17 años 51,8 46,7 68,1

18 a 24 años 20,4 20,2 33,4

25 años y más 3,2 4,0 6,3

Hombres 277.454 302.474 576.358

5 a 12 años 85,5 77,1 88,0

13 a 17 años 52,9 46,9 67,0

18 a 24 años 21,6 20,7 31,7

25 años y más 3,4 4,3 6,1

Mujeres 266.103 291.164 576.933

5 a 12 años 86,0 77,1 88,3

13 a 17 años 50,7 46,5 69,2

18 a 24 años 19,2 19,8 35,1

25 años y más 3,1 3,7 6,6

Razón hombres/mujeres

5 a 12 años 103,0 104,0 104,9

13 a 17 años 104,5 101,8 99,7

18 a 24 años 110,5 102,6 91,3

25 años y más 109,7 112,2 89,4
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1973 1984 2000

(años promedio de estudio)

Años promedio de escolaridad en la población de 18 años y más

Total 5,1 6,5 7,6

18 a 24 años 6,3 7,9 8,2

25 a 34 años 5,6 7,6 8,2

35 a 64 años 4,2 5,2 7,5

65 años y más 3,3 3,5 4,3

Hombres 5,1 6,5 7,5

18 a 24 años 6,3 7,7 8,0

25 a 34 años 5,7 7,6 8,1

35 a 64 años 4,2 5,4 7,5

65 años y más 3,3 3,5 4,3

Mujeres 5,0 6,4 7,6

18 a 24 años 6,4 8,0 8,5

25 a 34 años 5,6 7,5 8,4

35 a 64 años 4,1 5,1 7,5

65 años y más 3,3 3,5 4,3

Caracteristicas de empleo

(porcentajes)

Tasas netas de participación en la población de 12 años y más

Total 48,4 47,4 47,9

12 a 17 años 26,1 22,8 12,4

18 a 24 años 56,8 53,0 54,2

25 a 34 años 61,2 61,4 65,2

35 a 64 años 56,3 54,8 59,0

65 años y más 30,3 20,4 13,4

Hombres 78,4 74,6 69,2

12 a 17 años 41,4 36,7 19,5

18 a 24 años 85,7 79,8 73,1

25 a 34 años 97,6 93,5 91,9

35 a 64 años 96,2 89,3 86,8

65 años y más 57,1 38,9 24,8

Mujeres 18,6 20,7 27,0

12 a 17 años 10,7 8,6 4,9

18 a 24 años 28,3 26,7 34,3

25 a 34 años 25,6 30,2 38,8

35 a 64 años 16,7 21,0 32,2

65 años y más 3,9 3,1 3,3

Población ocupada por rama de actividad

Total 542.330 746.860 1.301.544

Agricultura, caza y silvicultura 38,2 32,4 19,4

Explotación de minas y canteras 0,3 0,2 0,1

Industrias manufactureras 12,6 13,8 16,9

Electricidad, gas y agua 1,0 1,2 1,5

Construcción 6,9 5,3 6,3

Comercio por mayor y por menor 12,2 11,4 18,9

Transporte, almacenaje y telecomunicaciones 4,5 2,7 5,3

Establecimientos financieros 2,5 2,7 5,9

Servicios comunales 21,6 23,2 25,6

Actividad no bien especificada 0,2 7,1 0,0
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1973 1984 2000

Hombres 434.154 579.940 922.768

Agricultura, caza y silvicultura 46,7 40,5 25,6

Explotación de minas y canteras 0,3 0,2 0,2

Industrias manufactureras 11,6 12,6 17,0

Electricidad, gas y agua 1,2 1,4 1,8

Construcción 8,6 6,7 8,7

Comercio por mayor y por menor 11,2 10,2 17,0

Transporte, almacenaje y telecomunicaciones 5,3 3,1 6,8

Establecimientos financieros 2,6 2,7 5,9

Servicios comunales 12,2 15,5 17,1

Actividad no bien especificada 0,2 7,0 0,0

Mujeres 108.176 166.920 378.776

Agricultura, caza y silvicultura 4,1 4,4 4,4

Explotación de minas y canteras 0,1 0,0 0,0

Industrias manufactureras 16,6 18,2 16,7

Electricidad, gas y agua 0,3 0,5 0,8

Construcción 0,2 0,2 0,5

Comercio por mayor y por menor 16,4 15,7 23,6

Transporte, almacenaje y telecomunicaciones 1,0 1,2 1,7

Establecimientos financieros 1,9 2,6 6,0

Servicios comunales 59,2 49,9 46,3

Actividad no bien especificada 0,3 7,3 0,0

Población ocupada por grupo ocupacional

Total 542.330 746.860 1.301.546

Profesionales y técnicos 8,5 10,5 12,7

Directivos, gerentes y administradores generales 2,5 3,2 2,8

Empleados administrativos 6,1 7,8 10,0

Comerciantes y vendedores 8,2 8,9 11,5

Agricultores, ganaderos y trab. agropecuarios 36,5 31,1 18,2

Ocup. relativas a medios de transporte 3,1 3,1 4,6

Ocup. producc. artesanal I (textiles. construc. mecánic, y electric.) 14,6 14,2 15,8

Ocup. producc. artesanal II (gráfic. minera. químic. metales. alimen.) 4,4 3,4 3,7

Estiba, carga, almacenaje y bodegaje 2,7 2,4 3,7

Ocup. de los servicios 12,8 12,2 17,0

No bien especificadas 0,7 3,4 0,0

Hombres 434.154 579.940 922.770

Profesionales y técnicos 5,7 7,6 9,8

Directivos, gerentes y administradores generales 2,8 3,4 3,0

Empleados administrativos 4,9 5,1 6,4

Comerciantes y vendedores 8,1 8,8 10,9

Agricultores, ganaderos y trab. agropecuarios 44,9 39,1 24,6

Ocup. relativas a medios de transporte 3,9 3,9 6,4

Ocup. producc. artesanal e industrial I 15,9 15,5 19,1

Ocup. producc. artesanal e industrial II 4,6 3,6 4,3

Estiba, carga, almacenaje y bodegaje 2,7 2,4 4,1

Ocup. de los servicios 5,9 7,0 11,5

No bien especificadas 0,5 3,5 0,0

Mujeres 108.176 166.920 378.776

Profesionales y técnicos 19,8 20,4 19,7

Directivos, gerentes y administradores generales 1,0 2,2 2,3

Empleados administrativos 10,9 17,0 18,6
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1973 1984 2000

Comerciantes y vendedores 8,9 9,2 12,9

Agricultores, ganaderos y trab. agropecuarios 2,9 3,2 2,6

Ocup. relativas a medios de transporte 0,0 0,0 0,2

Ocup. producc. artesanal e industrial I 9,1 9,7 7,9

Ocup. producc. artesanal e industrial II 3,6 2,7 2,2

Estiba, carga, almacenaje y bodegaje 2,3 2,3 2,9

Ocup. de los servicios 40,2 30,4 30,7

No bien especificadas 1,2 2,9 0,0

Servicios basicos de la vivienda

(viviendas individuales)

Viviendas con abastecimiento de agua 330.857 500.030 935.289

Acueducto 78,2 86,9 89,4

Pozo 8,0 7,4 5,5

Lluvia u otros medios 13,8 5,7 5,2

(viviendas individuales)

Viviendas con disposición de excretas 330.857 500.030 935.289

Cloaca o tanque séptico 44,3 66,5 89,4

Pozo negro o letrina 43,6 29,2 8,6

Otro tipo 1,1 0,4 0,7

No tiene 11,1 3,9 1,2

(viviendas individuales)

Viviendas con servicio de electricidad 330.857 500.030 935.289

Electricidad 66,3 83,1 77,4

Otro tipo 31,3 14,2 19,4

No tiene 2,4 2,7 3,2

(viviendas individuales)

Viviendas según combustible utilizado para cocinar 330.857 500.030 935.289

Electricidad 34,1 48,6 56,7

Leña o carbón 45,4 39,4 11,9

Gas 7,1 9,9 30,5

Otro 11,7 1,1 0,1

Ninguno (no cocina) 1,7 1,0 0,9

(viviendas individuales)

Viviendas con hacinamiento 330.857 500.030 935.289

Sí 33,3 16,8 7,9

No 66,7 83,2 92,1

Gobiernos locales
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Indicadores de largo plazoa/

Indicador 1940 1950 1960 1970 1980 1990 2000 2002

Indice de Desarrollo Humano 0,55 0,65 0,75 0,85 0,82 0,83
Población (en miles) 656 812 1.199 1.758 2.302 3.050 3.925 4.089
Población área metropolitana (en miles) 190 320 475 647 843 1.044 1.088
Hogares pobres (%) 50 29 19 27 21 21
Cobertura boscosa (bosque primario, %) 56 51 29 22
Esperanza de vida al nacer (años) 46,9 55,6 62,5 65,4 72,6 76,7 77,7 78,5
Mortalidad infantil (por mil nacidos vivos) 123 90 68 61 19 15 10 11
Desnutrición en menores de 6 años (%) 14 12 4 4 3
Cobertura de la seguridad social (%) 8 15 39 70 82 88 87
Población con agua domiciliar (1,000 hab) 640 770 860 941 974
Analfabetismo mayores 12 años (%) 27 21 16 13 10 7 5
Escolaridad promedio de la población 
de 25 años y más (años) 3,1 3,6 5,3 5,9 7,4
Vehículos automotores (1,000) 37 71 193 319 665 690
Líneas telefónicas instaladas (10,000 hab) 74,2 231,8 788,2 1.028,8 2.538,1 2.768,1
PIB per cápita (US$1990) 702 847 1.080 1.501 2.032 1.829 3.290 3.218
PEA femenina (%) 15 16 19 22 30 35 35
Personas activas agricultura (%) 66 63 59 49 35 25 20 16
Razón déficit fiscal / PIB (%) 0,03 0,94 1,40 8,97 3,40 3,00 4,30
Deuda interna / PIB (%) 4,1 4,2 9,6 14,8 20,5 37,8 39,8
Remuneración de los empleados del 
Gobierno Central / Remuneración Total (%) 19,7 22,7 30,6 47,3 88,8 91,3
Gastos totales del gobierno / PIB (%) 2,1 4,9 6,6 12,2 12,0 15,6 16,9

a/ Se utilizó el dato disponible del año o alguno cercano al inicio de la década.

Fuente: PNUD, CCP-UCR, INEC, MINAE, Ministerio Salud, CCSS, MOPT, ICE, BCCR, Bureau of Economic Analysis .
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Estadísticas sociales
Abortos realizados en hospitales CCSS. Dirección Actuarial y de Planificación Económica. Expulsión o extracción de toda (completa) o cualquier parte de la 

de la CCSS Departamento de Estadística placenta (incompleta), o membranas sin un feto identificable o con

una defunción fetal o recién nacido sin posibilidad de sobrevivir, 

que pesa menos de 500 gramos. En la ausencia del conocimiento 

del peso puede utilizarse una estimación de la duración de la 

gestación, menos de 22 semanas completas (154 días), teniendo en

cuenta desde el primer día del último período menstrual normal o,

si no se conociera el período de gestación, la talla menor de 25 cm,

de coronilla a talón

Accidentes de tránsito Consejo de Seguridad Vial. Area de Desarrollo. Muertos in situ se refiere a las personas que mueren en el sitio

Proceso de Investigación del accidente o durante su traslado al hospital

Aprestamiento de niños de primer grado Elaboración propia con datos del Ministerio de Educación. Se calcula como la razón de la matrícula preparatoria del año i-1,

División de Planeamiento. Departamento de Estadística entre la diferencia de la matrícula de primer grado y de repitentes 

en primer grado del año i

Area de construcción INEC. Estadísticas de la construcción

Asegurados directos activos en CCSS. Dirección Actuarial y de Planificación Económica.

seguro de salud Departamento de Estadística

Asegurados directos activos CCSS. Dirección Actuarial y de Planificación Económica.

régimen de pensiones Departamento de Estadística

Asegurados directos en seguro CCSS. Dirección Actuarial y de Planificación Económica.

de salud Departamento de Estadística

Bonos familiares de vivienda pagados BANHVI. Departamento de Comunicaciones Pagados por del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda

Cesáreas practicadas en hospitales de la CCSS CCSS.

Cobertura de vacunación en niños Ministerio de Salud. Unidad de Vigilancia de la Salud Promedio de la cobertura de vacunación de niños menores de un 

año, en el caso de la poliomielitis, y niños de un año en sarampión

Fuentes, 
definiciones y notas técnicas
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Consultas totales del seguro CCSS

de salud

Costo por consulta del seguro CCSS. Dirección Actuarial y de Planificación Económica. Promedio institucional

de salud Departamento de Estadística

Cursos impartidos por el  INA INA. Dirección de Planificación y Evaluación. Sector económico: no incluye talleres públicos. Participantes: una 

Departamento de Estadística persona puede haber participado en más de un curso durante el año.

Los datos de 1992-1996 incluyen participantes de talleres públicos

Densidad de población Elaboración propia con datos del Centro Centroamericano Número total de habitantes dividido por la superficie.

de población. UCR Para el cálculo se utilizaron 51.100 km2 de territorio nacional 

Desgranamiento por nivel MEP. Expansión del Sistema Educativo Supone el seguimiento del éxito académico de una cohorte que se

matricula en el primer año de un nivel educativo, hasta la 

culminación de ese nivel. En primaria el desgranamiento se calcula

contrastando la matrícula inicial en el primer grado (año inicial) con

la inicial del sexto grado (año final)

Días cama en hospitales de la CCSS en seguro CCSS A partir del año 2000, la cifra correspondiente a la Unidad de 

de salud Cuidados Intensivos se distribuye en las unidades de Medicina y 

Cirugía. A partir del año 2002, la cifra correspondiente a la Unidad 

de Pediatría incluye Cirugía de niños

Días de incapacidad por institución CCSS 

INS. Dirección Actuarial

Días paciente, hospitales de la CCSS CCSS A partir del año 2000, la cifra correspondiente a la Unidad de 

en seguro de salud Cuidados Intensivos se distribuye en las unidades de Medicina y 

Cirugía. A partir del año 2002, la cifra correspondiente a la Unidad 

de Pediatría incluye Cirugía de niños

Diplomas otorgados por las instituciones Antes de 1996: Morera, Xinia y Salas, Lucrecia, Universidades privadas: la categoría "otros": no especifica ni la

de educación superior 1995. Rrecopilación y procesamiento de los diplomas carrera ni el grado académico.

otorgados por las universidades privadas. 1983-1995.

Oficina de Planificación de la Educación Superior. CONARE 

A partir de 1996: OPES. CONARE 

Enfermedades de transmisión sexual Ministerio de Salud. Informe Anual

Esperanza de vida al nacer UCR. Centro Centroamericano de Población. Años que vivirá un recién nacido si las pautas de mortalidad 

imperantes en el momento de su nacimiento siguieran siendo las 

mismas a lo largo de toda su vida. 

En el año 2000 se cambió la fuente

Fuerza de trabajo INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples. Tabulados Conjunto de personas de 12 años o más de edad que trabajaron al

menos una hora en la semana de referencia o que, sin hacerlo, 

buscaron trabajo en las últimas cinco semanas. 

Gastos por incapacidades de la CCSS CCSS Cifra del 2002, aproximada.

Gasto social Antes de 1995: MIDEPLAN. Tendencias Monto del gasto público destinado a los programas de corte
sociodemográficas, económicas y ambientales. 1980-1994 universal (educación, salud, asistencia social, vivienda, servicios
De 1995 a 1996: MIDEPLAN. Area de Análisis del Desarrollo recreativos, culturales y religiosos)
A partir de 1997: Ministerio de Hacienda, Secretaría Técnica 
de la Autoridad Presupuestaria



Gasto social real per cápita Antes de 1995: MIDEPLAN. Tendencias Monto de la inversión por persona en las áreas de atención

sociodemográficas, económicas y ambientales. 1980-1994 social, expresado en colones de un año determinado

De 1995 a 1996: MIDEPLAN. Area de Análisis del Desarrollo

A partir de 1997: Ministerio de Hacienda, Secretaría Técnica

de la Autoridad Presupuestaria

Hogares por niveles de pobreza INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples. Tabulados Hogares con ingresos declarados. Incluye ajuste en la canasta 

básica.

Indice de desarrollo humano PNUD. Informe sobre Desarrollo Humano Se trata de una medida normativa de unas condiciones de vida 

deseables o del nivel de vida. Mide el adelanto medio de un país en

lo que respecta a la capacidad humana básica en función de tres 

aspectos: el disfrute de una vida prolongada y saludable, el acceso

al conocimiento y el ingreso como medio para poder disfrutar de un

nivel de vida decoroso.

Indice de desarrollo relativo al género PNUD. Informe sobre Desarrollo Humano Refleja la desigualdad en el progreso entre el hombre y la mujer.

Indice de potenciación de género PNUD. Informe sobre Desarrollo Humano Mide la desigualdad de género en esferas fundamentales de la 

participación y la adopción de decisiones económicas y políticas.

Indice de precios de la construcción INEC. Departamento de Índices y Estadísticas

Indice de salario mínimo nominal promedio BCCR. División Económica Promedio anual. A partir de agosto de 1994 en el cálculo del índice

se incluye el 2% del salario escolar, que es retenido por la empresa

y pagado en forma acumulada y diferida en enero de cada año,

según el decreto 23495-MISS, publicado en 

La Gaceta 138, del 20 de julio de 1994

Indice de salario mínimo real BCCR. División Económica Datos a diciembre de cada año

Indice de salario mínimo real promedio BCCR. División Económica Promedio anual

Ingreso por contribuciones al seguro de pensiones CCSS. Dirección Actuarial y de Planificación Económica.

Departamento de Estadística

Ingresos hospitalarios de la CCSS CCSS A partir del año 2000, la cifra correspondiente a la Unidad de 

Cuidados Intensivos se distribuye en las unidades de Medicina y 

Cirugía. A partir del año 2002, la cifra correspondiente a la Unidad 

de Pediatría incluye Cirugía de niños

Ingreso promedio mensual del hogar INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Ingreso promedio del hogar, que contempla la suma de todos los 

ingresos de las personas del hogar, siempre que su relación de 

parentesco con el jefe del hogar no sea servidor doméstico ni 

pensionista.

Ingreso promedio mensual en INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples   Ingreso promedio mensual de los ocupados. El ingreso en 

ocupación principal ocupación principal es el que perciben los ocupados mensualmente

por concepto de trabajo dependiente en el caso de los asalariados,

o por concepto de trabajo independiente en el caso de los patronos

y de los trabajadores por cuenta propia.

F U E N T E S ,  D E F I N I C I O N E S Y N O T A S T E C N I C A S E S T A D O D E L A N A C I O N 441



442 E S T A D O D E L A N A C I O N F U E N T E S ,  D E F I N I C I O N E S Y N O T A S T E C N I C A S

Ingreso total del hogar INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Representa el porcentaje del ingreso promedio mensual de todos 

los hogares ubicados en cada decil con respecto al total. Cada 

porcentaje reúne tanto lo percibido por el conjunto de hogares del

decil de interés, como lo percibido por los grupos anteriores

Elaboración propia con datos de ingreso promedio mensual del 

hogar.

Intoxicaciones por plaguicidas Ministerio de Salud. Memoria Anual

Límites de pobreza por zona INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples 

Matrícula I ciclo MEP. Expansión del Sistema Educativo

Matrícula II ciclo MEP. Expansión del Sistema Educativo

Matrícula III ciclo MEP. Expansión del Sistema Educativo El total incluye colegios artísticos

Matrícula educación diversificada MEP. Expansión del Sistema Educativo El total incluye colegios artísticos

Matrícula inicial por dependencia MEP. Expansión del Sistema Educativo

Matrícula primer grado MEP. Expansión del Sistema Educativo

Matrícula en transición MEP. Expansión del Sistema Educativo

Medicamentos despachados CCSS A partir del 2000 "otros centros médicos" incluye: centros 

en farmacias de la CCSS dependientes, Ministerio de Salud y EBAIS. Estos últimos dejan de 

registrarse en consulta externa.

Mortalidad por accidentes de tránsito Ministerio de Salud. Departamento de Estadística

Monto de pensión promedio en CCSS CCSS. Dirección Actuarial y de Planificación Económica. Montos mensuales pagados divididos por el número de casos.

Departamento de Estadística Cifras a junio de cada año

Nacimientos en madres adolescentes INEC. Sección Estadísticas Vitales Nacimientos registrados en mujeres con edades inferiores a los 20

años (menores de los 15, de 15 a 19 años) 

Nacimientos totales INEC. Sección Estadísticas Vitales Nacimientos totales con asistencia de médicos, enfermeras, 

parteras, personal capacitado de atención primaria de salud o 

parteras tradicionalmente calificadas

Número de permisos registrados INEC. Estadísticas de la construcción

(edificios y viviendas)

Número promedio de camas de hospital CCSS

en el seguro de salud

Ordenes de incapacidad según régimen  CCSS 

en seguro de salud

Partos atendidos en maternidades de la CCSS  CCSS 

Pensionados en régimen de pensiones CCSS. Dirección Actuarial y de Planificación Económica.

Departamento de Estadística
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Pensionados en régimen no contributivo CCSS. Dirección Actuarial y de Planificación Económica.

Departamento de Estadística

PIB real del sector construcción BCCR. Cuentas Nacionales

Población cubierta por programa Antes de 1995: Ministerio de Salud.

de atención primaria División Programática de Regiones.

A partir de 1995: CCSS. Modernización del Estado

Población cubierta por seguro CCSS, Dirección Actuarial y de Planificación Económica.

de salud Departamento de Estadística

Población de 12 años Antes de 1995: INEC. Encuesta de Hogares de 

y más según nivel de instrucción Propósitos Múltiples 

A partir de 1995: Elaboración propia con datos

de la Encuesta de Hogares

Población ocupada INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples. Tabuulados Personas en la fuerza de trabajo que  laboraron por lo menos 

una hora en la semana de referencia o que, aunque no hubieran 

trabajado, tenían un empleo del cual estuvieron ausentes por 

razones circunstanciales

Población total UCR. Centro Centroamericano de Población Total de personas que habitualmente residen en un país o territorio

Población total por niveles de pobreza INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples. Tabulados No incluye servicio doméstico y pensionistas. Incluye ajuste en la 

canasta básica.

Población total servida por acueducto Antes del 2000: ICAA. Sistemas de Información

A partir del 2000: ICAA. Laboratorio Nacional de Aguas

Población total servida por alcantarillado Antes del 2000: ICAA. Sistemas de Información

A partir del 2000: ICAA. Laboratorio Nacional de Aguas

Rendimiento en educación regular MEP. Departamento de Estadística

Repitentes en primer grado MEP. Expansión del Sistema Educativo

Salario mínimo minimorum IINEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples Es el salario mínimo de protección legal que el Estado garantiza a 

los trabajadores que no se enmarcan en ninguna ocupación 

específica dentro del Decreto de Salarios Mínimos

Tamaño promedio del hogar Antes de 1995: MIDEPLAN 1980-1994. Tendencias Promedio de personas que viven en un hogar sin tomar en

sociodemográficas, económicas y ambientales. cuenta aquellas que mantienen una relación de servicios

A partir de 1995: INEC. Encuesta de Hogares de doméstico o pensionista con respecto al jefe del hogar

Propósitos Múltiples. Módulo de Empleo Número de personas dividido por el número de hogares

Tasa bruta de escolaridad en MEP. Expansión del Sistema Educativo Se calcula en relación con la población en edad escolar,

educación regular determinada por las estimaciones y proyecciones de población 

vigentes. A partir del año 2002 el MEP cambió la fórmula de 

cálculo; en ella la población en cada nivel se obtiene bajo el 

siguiente procedimiento: preescolar: 6 años; I ciclo: de 7 a 9 años;

II ciclo: de 10 a 12 años; III ciclo: de 13 a 15 años; educación 

diversificada: de 16 a 17 años
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Tasa bruta de natalidad  INEC. Sección Estadísticas Vitales. Cociente del número de nacimientos inscritos en un período y la

Costa Rica: cálculo de población por provincia, población estimada a mitad del mismo período

cantón y distrito Se estima a partir de la población que se obtiene del modelo de

crecimiento vegetativo

Tasa de desempleo abierto INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples. Porcentaje de la población desocupada con respecto a la fuerza

Módulo de Empleo de trabajo.

Población desocupada entre fuerza de trabajo.

Tasa de enfermedades de declaración obligatoria Ministerio de Salud. Memoria Anual

Tasa general de mortalidad INEC. Costa Rica: cálculo de población por Número anual de defunciones de todas las edades por cada mil 

provincia, cantón y distrito habitantes

Cociente entre el número de defunciones de todas las edades 

ocurridas en un período determinado y la población total, por mil

Tasa de mortalidad por los cinco primeros Ministerio de Salud. Memoria Anual

grandes grupos de causas

Tasa de mortalidad infantil INEC. Costa Rica. Cálculo de población por provincia, Número anual de defunciones de niños menores de un año por 

cantón y distrito cada mil nacidos vivos. La probabilidad de morir entre el nacimiento

y el momento en que se cumple exactamente el primer año de edad

Cociente entre el número de defunciones de infantes menores de 

un año y el total de nacidos vivos en un período determinado, por mil

Tasa de mortalidad por suicidios Ministerio de Salud. Departamento de Estadística

Tasa neta de participación INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples

Tasa de ocupación INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples

Tasa de subempleo invisible INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples

Tasa de subempleo visible INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples

Viviendas según condiciones de servicios básicos INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples. Tabulados Datos del Módulo de Vivienda incluido en la encuesta para esos años.

Las cifras del 2001 en adelante no son comparables con los años 

anteriores, debido a que a partir de ese año se ajustaron los factores 

de expansión de la EHPM con información del Censo 2000

Viviendas según hacinamiento por dormitorio INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples. Tabulados Datos del Módulo de Vivienda incluido en la encuesta para esos años.

Las cifras del 2001 en adelante no son comparables con los años 

anteriores, debido a que a partir de ese año se ajustaron los factores 

de expansión de la EHPM con información del Censo 2000

Viviendas según tipo de tenencia INEC. Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples. Tabulados Datos del Módulo de Vivienda incluido en la encuesta para esos 

años. Las cifras del 2001 en adelante no son comparables con los 

años anteriores, debido a que a partir de ese año se ajustaron los 

factores de expansión de la EHPM con información del Censo 2000
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Estadísticas económicas

Ahorro neto BCCR. Departamento de Cuentas Nacionales Saldo de la cuenta de ingresos corrientes y pagos corrientes, sin 

contar la depreciación. Cifras del 2001 y 2001, preliminares.

Base monetaria Antes de 1995: MIDEPLAN: Tendencias Cantidad de dinero puesta a disposición de los agentes

sociodemográficas, económicas y ambientales. económicos por el Banco Central (dinero primario), a partir del

1980-1994 cual se genera el proceso de expansión secundaria.

A partir de 1995: BCCR. División Económica. Saldos a diciembre

Departamento Monetario

Capacidad instalada para MINAE. Dirección Sectorial de Energía. Capacidad máxima de generación que poseen las plantas 

generación de energía eléctrica Sistema de Información Energética Nacional (SIEN) hidroeléctricas y térmicas (con turbina a vapor, turbinas de gas o 

motores de combustión interna)

Carga transportada por ferrocarril MOPT. Dirección de Planificación Material transportado por medio del ferrocarril

Cierre técnico en 1995; a partir de 1999 se inician labores de carga

Clientes del sistema celular ICE. Dirección de Planificación y Telecomunicaciones Abonados del sistema celular

Clientes del sistema telefónico nacional ICE. Dirección de Planificación y Telecomunicaciones Abonados del sistema telefónico

Coeficiente de liquidez Elaboración propia con base en datos del BCCR Capacidad o potencial del banco o entidad para hacer frente al 

pago inmediato de sus deudas u obligaciones. 

Medio circulante dividido por el  PIB nominal

Costo per cápita de la canasta básica alimentaria INEC. Estadísticas económicas Costo por persona de la canasta básica alimentaria, obtenida a 

partir de los precios promedio ponderados de los artículos que la 

componen (bienes y servicios)

Crecimiento vehicular Antes de 1995: MIDEPLAN. Sistema de Información Crecimiento porcentual del número de vehículos

Sociodemográfico Económico y Ambiental (SISEA). de un año con respecto al anterior

A partir de 1995: elaboración propia con datos del MOPT

Crédito interno neto total del SBN BCCR. División Económica. Departamento Monetario Crédito concedido por el Banco Central y los bancos privados a los

sectores público y privado. Corresponde a la suma del crédito 

corriente neto al sector público, el crédito al sector público por 

renegociación y el crédito al sector privado. A partir de mayo de 

1999 se identifica sector privado financiero no bancario (entidades

financieras no bancarias, mutuales y cooperativas). Incluye 

también, a partir de 1996, el crédito otorgado por el artículo 175 

de la Ley 7558 y, después de noviembre de 1999, el finiquito entre

el BCCR y Ministerio de Hacienda para el pago de las deudas 

(decreto 28110-H, del 28 de setiembre de 1999) 

Déficit del sector público no financiero BCCR. Departamento Monetario. Sección de Finanzas Saldo entre los ingresos y gastos totales del SPNF reducido 

Públicas y Análisis Fiscal. Información suministrada por compuesto por: Gobierno Central, diez empresas y ocho 

la Autoridad Presupuestaria instituciones descentralizadas

Densidad de líneas telefónicas ICE. Dirección de Planificación Total de líneas telefónicas instaladas por cien habitantes
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Densidad de teléfonos públicos ICE. Dirección de Planificación Total de teléfonos públicos instalados por mil habitantes

Depósitos de bancos comerciales en BCCR BCCR. División Económica. Departamento Monetario. Depósitos monetarios que los bancos comerciales realizan en el 

Sección Programación Financiera BCCR; se refiere a depósitos de ahorro, depósitos a largo plazo y 

certificados de inversión

Depósitos en cuenta corriente BCCR. División Económica. Departamento Monetario. Depósitos realizados por medio de cheques por parte del sector 

Sección Programación Financiera público o por particulares en los bancos comerciales.

Excluye partidas interbancarias y depósitos en cuenta corriente del

Gobierno

Deuda interna bonificada del sector BCCR. Departamento de Mercado de Capitales y Obligaciones (traducidas en bonos), del sector con el resto de los 

público general Finanzas Públicas sectores de la economía

Deuda pública interna BCCR. División Económica. Departamento Monetario. Suma total de los valores de vencimiento, tales como certificados 

Sección Finanzas Públicas y Análisis Financiero nacionales de ahorro, bonos de defensa en poder del Sistema 

Bancario Nacional, sector público y sector privado.

Saldos a diciembre 

Deuda pública externa BCCR. División Económica. Departamento Monetario. Compromisos financieros que tiene el Estado con el resto del 

Departamento Finanzas Internacionales mundo

Efectivo en poder del público BCCR. División Económica. Departamento Monetario. Monedas y billetes que están en circulación

Sección Programación Financiera

Emisión monetaria BCCR. División Económica. Departamento Monetario. Total de dinero emitido por el Banco Central. En 1999 creció 

Sección Programación Financiera sustancialmente la cifra, pues el BCCR permitió a los intermediarios

financieros mantener hasta 50% del encaje en caja, como medida

preventiva de fondos por el error Y2K

Exportaciones BCCR. División Económica. Departamento Monetario Bienes y servicios vendidos en el extranjero.

No incluye ajuste de metodología de balanza de pagos. Según 

destino: incluye valor bruto de regímenes de zona franca 

y perfeccionamiento activo.

Cifras al 3-10-03, año 2002 preliminar.

Financiamiento del déficit del Gobierno Central BCCR. Departamento de Mercado de Capitales y Finanzas Públicas. Forma interna o externa de hacer frente a los gastos que no se 

Información suministrada por Tesorería Nacional pudo cubrir con los ingresos corrientes

Formación bruta de capital fijo BCCR. División Económica. Departamento de Cuentas Nacionales Bienes producidos de duración superior a un año y que son 

utilizados en la producción de otros bienes y servicios. Algunos 

ejemplos son vivienda, maquinaria y equipo, activos cultivados 

como árboles y ganado, entre otros.

Gastos totales del Gobierno Central BCCR. Departamento de Mercado de Capitales y Finanzas Públicas. Total de los gastos corrientes y gastos de capital.
Información suministrada por la Tesorería Nacional Metodología caja

Generación de energía eléctrica ICE. Departamento de Tarifas y Mercado Producción de electricidad de las plantas
a centros de transformación.

Importaciones BCCR. División Económica. Departamento Monetario. Bienes y servicios comprados en el extranjero, transferencia de 
Sección Balanza de Pagos propiedad de bienes de los no residentes a los residentes y de 

servicios prestados por los productores no residentes a los 
residentes del país. Incluye el valor bruto de regímenes de zona 
franca y perfeccionamiento activo. No incluye el ajuste de 
metodología de balanza de pagos.
Cifras al 3-10-03, año 2002 preliminar.



Indice de precios al consumidor INEC. Departamento de Indices y Estadísticas Relaciona el costo promedio de una canasta de consumo, calculado 

mes a mes, con respecto a este costo en un mes determinado como

base

Ingreso de divisas por concepto de turismo BCCR. División Económica. Departamento Monetario Monto en dólares de los ingresos generados por turismo.

A partir del 2001 se cambió la metodología de cálculo. Datos del 

2002 prelimminares.

Ingreso nacional disponible neto BCCR. División Económica. Departamento de Cuentas Nacionales Saldo neto obtenido a partir del total de recursos de la cuenta de 

generación de ingresos, es decir, el producto interno bruto a precios

de mercado, del que se deduce el consumo de capital fijo. 

Cifras del 2001 y 2002 preliminares

Ingresos totales del Gobierno Central BCCR. Departamento de Mercado de Capitales y Finanzas Públicas. Ingresos del Gobierno Central por concepto de tributos, 

Datos suministrados por la Tesorería Nacional transferencias y otros rubros, como traspaso de utilidades, 

contribución al fondo de pensiones e intereses de bonos propios.

Metodología caja

Ingresos tributarios Contraloría General de la República. Memoria Anual Tributos que cobra el Estado a las diferentes entidades y 

personas. Ejecución efectiva consolidada

Inversión externa directa BCCR. División Económica. Departamento Monetario Afluencia neta de inversión para adquirir un interés de

administración (10% o más de acciones) de una empresa que opera

en otro país diferente al de origen del inversionista

Inversión pública bruta MOPT. Dirección de Planificación. Toda acción dirigida a aumentar la capacidad productiva del sector

en sector transportes Departamento de Estudios Económicos mediante la inversión en obras de infraestructura, además de la 

adquisición de bienes y servicios.

Líneas telefónicas instaladas ICE. Telecomunicaciones. Informe Estadístico Líneas telefónicas que se han instalado en todo el territorio 

nacional y que son registradas por las centrales telefónicas del ICE

Liquidez total BCCR. División Económica. Departamento Monetario Incluye los activos financieros totales a disposición de la economía,

tanto monetarios como cuasimonetarios.

Se calcula como la suma de medio circulante y cuasidinero, saldos

a diciembre. Esta serie fue revisada y actualizada en mayo de 1998,

debido a los cambios que sufrió el cuasidinero por efecto de la 

"subasta conjunta de títulos", además de que no incluye bonos de

estabilización monetaria y sistemas inversión de corto plazo

Medio circulante BCCR. División Económica. Departamento Monetario Activos que sirven como medio de pago en las transacciones diarias

de las personas; está compuesto por el dinero y los depósitos en 

cuenta corriente. Saldos a diciembre. El incremento observado en 

1997 se debe a que un banco comercial decidió clasificar como 

depósitos en cuenta corriente, pasivos que había venido 

registrando como obligaciones a plazo. Serie revisada y actualizada

en mayo de 1998

Número de personas por vehículo MOPT. Departamento de Planificación Razón entre el número de vehículos reportados en un año y la 

población para ese mismo período

Número de turistas que ingresaron al país ICT. Departamento de Estadística Ingreso de turistas al país en cada año
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Número de vehículos en circulación MOPT. Departamento de Planificación Vehículos reportados en circulación en un año.

Incluye vehículos automotores y equipo pesado como 

chapulines, tractores, etc, identificados como equipo especial

Pasajeros movilizados MOPT. Estadísticas del sector transporte Cantidad de personas que abordan aviones en el Aeropuerto. 

en el Aeropuerto Juan Santamaría

Precio energía eléctrica empleada Antes de 1999: Dirección Sectorial de Energía. Sistema de Tarifa promedio anual que se paga por combustibles

en el sector residencial Información Energética Nacional (SIEN)

A partir de 1999: DSE. Memoria Estadística del Sector

Energía de Costa Rica

Precio promedio del combustible empleado Antes de 1999: Dirección Sectorial de Energía. Sistema de Tarifa promedio anual que se paga por combustibles 

en el sector transporte Información Energética Nacional (SIEN)

A partir de 1999: DSE. Memoria Estadística del Sector

Energía de Costa Rica

Precio promedio del impulso ICE. Dirección de Planificación Tarifa promedio pagada por cada impulso en exceso

en exceso para las llamadas locales 

Precio 3 primeros minutos, llamada a EEUU ICE. Dirección de Planificación Tarifa cobrada por una llamada a EEUU por un lapso de 3 minutos

de comunicación. 

A partir de 2000 se cambia la serie a tarifa reducida por eliminación

de la tarifa plena

Préstamos al sector privado no financiero BCCR. Departamento Monetario. Programación Financiera

Producción total de energía Antes de 1999: Dirección Sectorial de Energía. Sistema de 

Información Energética Nacional (SIEN)

A partir de 1999: DSE. Memoria Estadística del Sector 

Energía de Costa Rica

Producto interno bruto (PIB) BCCR. División Económica. Departamento de Cuentas Nacionales Valor total de bienes y servicios producidos por las industrias y otros

agentes de la economía, en el territorio económico del país, en un

período determinado. La producción aparece valorada a precios del

comprador. 

Dólares: calculado con PIB nominal dividido por el tipo de cambio.

El tipo de cambio corresponde a un promedio de los tipos de 

cambio efectivos entre los ingresos y egresos corrientes de 

la balanza de pagos. En el año 2000 se introdujo una nueva serie,

ya que se cambió el año base a 1991.

Cifras al 3-10-03, 2001 y 2002 preliminares.

Reservas monetarias internacionales netas BCCR. División Económica. Departamento Monetario.

Sección Balanza de Pagos

Saldo cuenta de capitales BCCR. División Económica. Departamento Monetario Refleja las transacciones no recuperables que suponen la 

adquisición, transferencia, construcción o venta de activos fijos 

destinados a un uso repetido en el proceso de producción durante

mas de un año.

Incluye: Metodología del Quinto Manual de Balanza de Pagos 

del FMI, ajustes de balanza de pagos, errores y omisiones y 

capital no determinado.

Cifras al 3-10-03
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Saldo cuenta comercial BCCR. División Económica. Departamento Monetario Diferencia entre las exportaciones FOB y las importaciones CIF.

Incluye: Metodología del Quinto Manual de Balanza de Pagos del 

FMI, ajustes de balanza de pagos, errores y omisiones y capital no

determinado. Cifras al 3-10-03

Saldo cuenta corriente BCCR. División Económica. Departamento Monetario Registra los movimientos de mercancías, los servicios como 

turismo, los ingresos y pagos de rentas y transferencias unilaterales

que constituyen movimientos sobre los cuales no existe obligación

ni derecho de devolución.

Incluye: Metodología del Quinto Manual de Balanza de Pagos del 

FMI, ajustes de balanza de pagos, errores y omisiones y capital no

determinado. Cifras al 3-10-03

Servicio de la deuda del Gobierno Central BCCR. División Económica. Información suministrada

por el Ministerio de Hacienda

Servicio total pagado de la deuda pública externa BCCR. División Económica. Departamento Monetario.

Sección Balanza de Pagos

Tasa anual de inflación BCCR. División Económica. Departamento Monetario Variación porcentual acumulada en el indice de precios al 

consumidor respecto a diciembre del año anterior

Tasa de autobuses MOPT. Dirección de Planificación Sectorial.

Departamento de Medios de TransporteT

Tasa de devaluación Elaboración propia con datos del BCCR Variación porcentual del tipo de cambio interbancario promedio de

compra y venta de dos períodos consecutivos.

Se calcula con base en el tipo de cambio interbancario, promedio de

compra y venta

Tasas de interés pasivas por plazo BCCR. División Económica. Departamento Monetario.

Sección Programación Financiera

Tasas de interés activas por sector BCCR. División Económica. Departamento Monetario. Otras actividades: incluye comercio, personal y servicios.

Sección Programación Financiera Bancos privados: tasa máxima.

Tasas básicas: promedio ponderado de las tasas de interés a seis 

meses

Tasa de vehículos livianos MOPT. Dirección de Planificación Sectorial. Departamento 

de Medios de Transporte

Tipo de cambio interbancario, venta BCCR. División Económica. Departamento  Monetario Cantidad de colones que fijan los bancos por la venta de un dólar

de los Estados Unidos.

Variación de existencias BCCR. División Económica. Departamento de Cuentas Nacionales Valor de los bienes adquiridos por los productores, menos el valor

de los bienes utilizados durante el período contable

Variación reservas monetarias BCCR. División Económica. Departamento Monetario Cambios en los activos de reservas que se utilizan para saldar las 

internacionales del SBN cuentas corrientes y de capital durante un período con respecto a 

otro

Visitantes al Sistema de Parques Nacionales Ministerio del Ambiente y Energía. Sistema Nacional Cantidad de personas que visitan los parques nacionales cada año,

de Areas de Conservación sean nacionales o extranjeros 
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Estadísticas ambientales

Aprovechamiento total de madera FONAFIFO

Area protegida Antes de 1995: MIDEPLAN. Costa Rica: panorama Total de hectárea protegidas en Parques Nacionales, Reservas

económico, social y ambiental. biológicas, zonas protectoras, reservas forestales, refugios

A partir de 1995: Ministerio del Ambiente y Energía. nacionales de vida silvestre, humedales, reservas nacionales

Sistema Nacional de Areas de Conservación absolutas, monumentos nacionales y fincas del Estado fuera de 

las Areas Silvestres Protegidas

Area reforestada, manejada MINAE. Sistema Nacional de Areas de Conservación Hectáreas totales incorporadas cada año al Pago de Servicios

y protegida con incentivos forestales Ambientales (PSA)

Area total de bosque cerrado Antes de 1995: MIDEPLAN. Sistema de Información 

Sociodemográfico Económico y Ambiental (SISEA).

A partir de 1995: MINAE. Dirección General Forestal

Area total de bosque secundario Antes de 1995: MIDEPLAN. Sistema de Información 

Sociodemográfico Económico y Ambiental (SISEA).

A partir de 1995: MINAE. Dirección General Forestal

Captura total según litoral INCOPESCA.

Consumo de diesel como porcentaje De 1989 a 1992: elaboración propia a partir de los datos Para los años 1985 a 1989 se tomó como hidrocarburos: gas

del consumo de hidrocarburos de la Dirección Sectorial de Energía. licuado, gasóleo, kerosene y jet fuel, diesel, gasolinas, fuel oil

En 1993: Balance Energético Nacional 1993. y no energéticos Para los años 1990 a 1996: gas licuado,

Publicación n° 152, San José. De 1994 a 1998: DSE. Sistema gasolina, nafta liviana, nafta pesada, av gas, kerosene, jet fuel,

de Información Energético Nacional (SIEN) diesel, gasóleo, llo 180, llo 380, marine diesel oil, fuel oil y asfaltos

A partir de 1999: DSE. Memoria Estadística del Sector 

Energía de Costa Rica

Consumo de energía eléctrica per cápita ICE. Departamento de Tarifas y Mercado

Consumo de energía sector transportes De 1989 a 1992: Dirección Sectorial de Energía En 1993:

Balance Energético Nacional, 1993. DSE, Publicación n° 152,

San José. De 1994 a 1998: DSE. Sistema de Información 

Energético Nacional (SIEN). A partir de 1999: DSE. Memoria 

Estadística del Sector Energía de Costa Rica

Consumo promedio anual ICE. Departamento de Tarifas y Mercado

de electricidad por abonado

Consumo total de derivados de petróleo DSE. Mermoria Estadística del Sector Energía de Costa Rica

Estación Aeropuerto Juan Santamaría MINAE. Instituto Meteorológico Nacional

Fijación de carbono estimada para el área MINAE. Sistema Nacional de Areas de Conservación

incentivada por el Estado

Importación total de agroquímicos Cámara de Insumos Agropecurios Valor CIF

Importación total de derivados de petróleo DSE. Mermoria Estadística del Sector Energía de Costa Rica
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Ingreso promedio diario de basura a Río Azul/ Municipalidad de San José Se utiliza para el cálculo de desechos recolectados por las 12

Parque de Tecnología Ambiental municipalidades que integran COCIM y los recolectados de origen

particular. A partir del lunes 30 de julio del 2001 se deposita los 

desechos en el Parque de Tecnología Ambiental (PTA)

Número de playas ganadoras ICAA. Laboratorio de Aguas 

de la Bandera Azul Ecológica

Partículas en suspensión provenientes Estimaciones de la Dirección Sectorial de Energía/Organización 

de vehículos Latinoamericana de Energía, Sistema de Información 

Económica y Energética (SIEE)

Población cubierta por el servicio eléctrico ICE. Dirección de Planificación Eléctrica

Producción per cápita diaria de basura en el Municipalidad de San José 

cantón central de San José

Recursos pesqueros INCOPESCA. Departamento de Estadística No incluye producción acuícola. Cifras del 2002 preliminares.

Tasa promedio anual de deforestación MINAE. Dirección General Forestal

Total de crédito forestal FONAFIFO

Visitantes al Sistema de Parques Nacionales Ministerio del Ambiente y Energía. Sistema Nacional 

de Areas de Conservación

Estadísticas políticas

Alcaldes removidos Instituto de Fomento y Asesoría Municipal

Asuntos ingresados en las salas del Poder Judicial Poder Judicial. Departamento de Planificación y Estadística

Audiencias públicas en la ARESEP Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos

Casos entrados en oficinas Poder Judicial. Departamento de Planificación y Estadística En 1996, los casos entrados por violencia doméstica corresponden

judiciales de primera instancia al segundo semestre. Cifras del 2002 preliminares 

Demandas en la Comisión Ministerio de Economía. Comisión Nacional del Consumidor

Nacional del Consumidor

Denuncias presentadas ante la Defensoría Defensoría de los Habitantes. Departamento de Estadística

de los Habitantes

Duración promedio de los recursos Poder Judicial. Departamento de Planificación y Estadística  

votados sobre el fondo del asunto

Duración promedio de las leyes aprobadas Asamblea Legislativa. Centro de Información

en la corriente legislativa

Duración promedio de las leyes aprobadas Asamblea Legislativa. Centro de Información 

para la sanción del Ejecutivo

Egresos totales de los gobiernos locales Contraloría General de la República. Memoria Anual

Ingresos totales de los gobiernos locales Contraloría General de la República. Memoria Anual
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Leyes aprobadas iniciativa Asamblea Legislativa. Centro de Información En la legislatura correspondiente al periodo mayo del año i a abril 

del año i+1 

Número de contralorías de servicios MIDEPLAN

Número de organizaciones Ministerio de Trabajo, DINADECO, UCCAEP

activas de la sociedad civil Registro Nacional de Asociaciones

Permisos de portación de armas de fuego Ministerio de Seguridad Pública. Control de Armas y Explosivos

Personal de seguridad privada Ministerio de Seguridad Pública. Dirección Servicios Privados 

de Seguridad

Personal de seguridad pública Ministerio de Seguridad Pública. Departamento de Planificación Plazas de seguridad pública incluidas en el presupuesto

Personas condenadas por los tribunales  Poder Judicial. Departamento de Planificación y Estadística Cifras del 2002, preliminares

superiores y juzgados penales

Resoluciones dictadas por la Sala Constitucional Poder Judicial. Departamento de Planificación y Estadística

Tasa de delitos dolosos contra la vida Poder Judicial. Departamento de Planificación y Estadística Causas penales entradas a las oficinas judiciales por delitos dolosos

contra las personas: abandono de incapaces, aborto, agresión,

duelo, homicidio y tentativa de homicidio, lesiones, contagio 

venéreo y omisión de auxilio. Para el cálculo de las tasas se usaron

los datos de población del CCP de la UCR

Tasa de delitos sexuales Poder Judicial. Departamento de Planificación y Estadística Causas penales en las oficinas judiciales por delitos sexuales:

violación, estupro, incesto, abuso deshonesto, corrupción de 

menores, rapto, proxenetismo, trata de mujeres y menores,

sodomía y sus respectivas tentativas. Para el cálculo de las tasas se

usaron los datos de población del CCP de la UCR

Tasas de homicidios dolosos Poder Judicial. Departamento de Planificación y Estadística Para el cálculo de las tasas se usaron los datos de población 

del CCP de la UCR

Estadísticas censales

Abastecimiento de agua Elaboración propia utilizando base de datos en línea,

Centro Centroamericano de Población-UCR 

Años promedio de escolaridad en la Elaboración propia utilizando base de datos en línea, INEC Promedio de años de educación aprobados por las

población de 18 años y más personas de 18 años y más, con respecto a la población

de 15 años y más

Asistencia a la educación en la Elaboración propia utilizando base de datos en línea, Porcentaje de la población de 5 años y más que asiste a

población de 5 años y más Centro Centroamericano de Población-UCR centros de enseñanza, con respecto a la población de 5

años y más. Grupo de edad de 5 a 12 años: en el censo de 

1973 esta pregunta se hizo a la población de 6 años y más

Cobertura del servicio de electricidad Elaboración propia utilizando base de datos en línea,

Centro Centroamericano de Población-UCR 

Combustible utilizado para cocinar Elaboración propia utilizando base de datos en línea,

Centro Centroamericano de Población-UCR 
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Densidad de población Elaboración propia utilizando base de datos en línea, Es el número de habitantes por cada kilómetro cuadrado,

Centro Centroamericano de Población-UCR de una determinada área geográfica (provincia, cantón o 

distrito)

Disposición de excretas Elaboración propia utilizando base de datos en línea,

Centro Centroamericano de Población-UCR 

Hogares individuales con jefatura Elaboración propia utilizando base de datos en línea, El censo de 1973 no distinguía los hogares dentro de las

masculina o femenina Centro Centroamericano de Población-UCR viviendas, por lo que en este caso vivienda y hogar 

constituyen una misma unidad de análisis

Población con hacinamiento Elaboración propia utilizando base de datos en línea, Se considera que existe hacinamiento cuando en la 

Centro Centroamericano de Población-UCR vivienda hay más de tres personas por aposento exclusivo

para dormir

Población de 15 años y más por Elaboración propia utilizando base de datos en línea, En los censos de 1973 y 1984 no se identifica entre

nivel de instrucción Centro Centroamericano de Población-UCR secundaria académica y secundaria técnica.

Sin instrucción: 0 años de estudio;

primaria incompleta: 1 a 5 años de estudio; primaria 

completa: 6 años de estudio; educación general básica 

incompleta: 7 a 8 años de estudio; educación general 

básica completa: 9 años de estudio; educación 

diversificada incompleta: 10 años de estudio; secundaria 

completa: 11 ó 12 años de estudio y educación superior:

13 o más años de estudio

Población ocupada por grupo ocupacional Elaboración propia utilizando base de datos en línea, INEC En el censo de 1973 la variable “ocupación” fue codificada con 

base en la Clasificación de Toda América de 1960 (COTA-60) y en 

el censo de 1984 con base en COTA-70. Estas clasificaciones 

difieren principalmente en el grupo 8, que en 1973 contemplaba 

“obreros y jornaleros no clasificados en otro grupo” y en 1984,

“ocupaciones de la estiba, carga, almacenaje y bodegaje”. El censo

del 2000 fue codificado con base en la Clasificación Internacional 

Uniforme de Ocupaciones de 1988 (CIUO-88) y difiere totalmente 

de las anteriores. Para realizar comparaciones entre censos,

las denominaciones de las ocupaciones a tres y cuatro dígitos,

respectivamente, de los censos de 1973 y 2000, fueron reagrupadas 

a un dígito según el censo de 1984. Por las diferencias en las 

clasificaciones, esta reagrupación es la más aproximada posible.

Población ocupada por rama de actividad Elaboración propia utilizando base de datos en línea, INEC La variable “rama de actividad” de los censos de 1973 y 1984 fue

codificada con base en la Clasificación Industrial Internacional 

Uniforme de todas las Actividades- Revisión 2 (CIIU-2) y el censo del

2000 con base en la Revisión 3 (CIIU-3). Para realizar 

comparaciones entre censos, las denominaciones de rama de 

actividad a 4 dígitos, del censo del 2000, fueron reagrupadas a un

dígito según la versión anterior. Por las diferencias en las 

clasificaciones, esta reagrupación es la más aproximada posible.

Población total Elaboración propia utilizando base de datos en línea,

Centro Centroamericano de Población-UCR 

Población total en viviendas individuales Elaboración propia utilizando base de datos en línea,

Centro Centroamericano de Población-UCR 
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Tipos de hogares Elaboración propia utilizando base de datos en línea, INEC Relaciona el parentesco de los miembros del hogar.

En los hogares monoparentales existe un núcleo familiar, pero con

la presencia de solo uno de los dos padres, mientras que los 

hogares conyugales se caracterizan porque existe una relación de 

pareja, con la presencia de hijos o no.  Los hogares extensos 

combinan núcleos familiares monoparentales con otros familiares 

y/o núcleos familiares conyugales con otros familiares y/o jefe (a) de

hogar, tales como abuelo, abuela, tío, tía, etc., con otros familiares.

Los hogares compuestos incluyen todas las combinaciones de 

hogares nucleares con no familiares y/o todas las combinaciones de

hogares extensos con no familiares y/o jefe(a), familiar y no familiar.

El censo de 1973 no distinguía los hogares dentro de las viviendas,

por lo que en este caso vivienda y hogar constituyen una misma 

unidad de análisis

Viviendas con abastecimiento de agua Elaboración propia utilizando base de datos en línea, INEC 

Viviendas con disposición de excretas Elaboración propia utilizando base de datos en línea, INEC 

Viviendas con hacinamiento Elaboración propia utilizando base de datos en línea, INEC Se considera que existe hacinamiento cuando en la vivienda hay 

más de tres personas por aposento exclusivo para dormir

Viviendas con servicio de electricidad Elaboración propia utilizando base de datos en línea, INEC

Viviendas según combustible utilizado Elaboración propia utilizando base de datos en línea, INEC 

para cocinar
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